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RESUMEN: La tesis expone a través de siete capítulos la problemática surgida entorno 
a la globalización y cómo nos afecta. Los tres primeros capítulos han explorado, de una 
parte, el por qué y el desarrollo de lo global, sus implicaciones en la sociedad actual 
exponiendo la multitud de enunciados utilizados para dar a conocer este fenómeno y  su 
expansión a nivel planetario explicando las profundas divergencias que existen con este 
nuevo modelo donde prima lo económico y político, y de otra, mediante la reflexión 
cómo los derechos humanos se han ido adaptando a esta corriente que pretende mejorar 
las condiciones de vida de millones de personas y que parece estar supeditado a la 
voluntad de poderosos lobbys que deciden el destino de millones de seres humanos. En 
este sentido, los cuatro capítulos siguientes analizan los instrumentos jurídicos apropia- 
dos para su defensa pues los acuerdos globales entre Estados Miembros son vulnerados 
sistemáticamente siendo adaptados a intereses partidistas, de dudosa ideología demo-
crática sin excesiva voluntad que requieren de procesos complejos de unanimidad y 
cohesión social hoy difícil de prever, también el trasiego de los refugiados, su inci-
dencia y adaptación en la sociedad de acogida así como las políticas descoordinadas en 
la UE, marco legal, envejecimiento de la población y en especial los pilares del Estado 
de bienestar que en la actualidad han sufrido un enorme retroceso en su ideario donde 
pueda lograse que la pobreza y la exclusión social quede erradicada. A modo de con-
clusión la tesis aporta una serie de soluciones tangibles pero de duración imprevisible 
ante los retos que en los próximos años nos depara este gran problema global. 
 
ABSTRACT: The thesis exposed through seven chapters the problems arising around 
globalization and how it affects us. The first three chapters have explored, in part, why 
and development of the global, its implications in today's society exposing the multitude 
of statements used to publicize this phenomenon and its expansion on a global level 
explaining the profound differences that They exist with this new model of primarily 
economic and political, and other, by reflecting how human rights have been adapting to 
this trend that aims to improve the living conditions of millions of people and that 
seems to be subject to the will of powerful lobbies that determine the fate of millions of 
human beings. In this regard, the following four chapters analyze the appropriate legal 
instruments both for defense as global agreements between Member States are violated 
systematically being adapted to partisan interests, of dubious ideology democratic 
without excessive will require complex processes of unanimity and social cohesion 
difficult today to foresee, also the movement of refugees, the incidence and adaptation 
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in the host society and the policies uncoordinated in the EU, legal framework, aging 
population and especially the pillars of State wellness today have suffered a huge 
setback in his ideas where I can lograse that poverty and social exclusion remain 
eradicated. As a conclusion thesis provides a number of tangible solutions but of 
unpredictable duration to the challenges in the coming years holds for us this great 
global problem. 
 
PALABRAS CLAVE: Globalización, derechos humanos, inmigración 
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                                              PRESENTACIÓN 
  
 
La presente tesis doctoral que lleva por título Globalización, derechos 
humanos e inmigración pretende realizar un estudio del tema indicado poniendo de 
relieve los diferentes problemas y soluciones que la cuestión suscita. En este sentido 
numerosos han sido los trabajos que hasta ahora han analizado la globalización, 
desarrollándose desde muy distintos puntos de vista y presentando dos direcciones 
principales: la globalización como proceso de homogeneización y como proceso de 
heterogeneización.   
 
La homogeneización preserva la multitud de culturas amenazadas por un 
nuevo imperialismo que se asienta en la modernidad y, sobre todo, en la concentración 
de los mercados. La relación entre emisor y receptor no es simétrica y de intercambio 
sino que tiene una sola dirección, así se elimina lo que había anteriormente del bagaje 
cultural del receptor en un tiempo muy breve, o sea, caminando hacia una convergencia 
cultural. Frente a esta teoría tenemos la de la heterogeneidad, hibrida o multidireccional, 
donde lo global corre cada vez más parejo a la localización, anidando la idea de sumar 
en este proceso lo global y lo local como dos caras de la misma moneda (Robertson). Lo 
grande ha sido fruto de lo pequeño y desde esta perspectiva, además, lejos de excluirse 
se complementan con acercamiento y encuentro entre culturas (Beck).  
 
En consecuencia, las tendencias en el estudio de la globalización son 
divergentes. Algunos entienden que aceptar la globalización sin fronteras supone 
debilitar los Estados-Nación, pues se introduce y fomenta un modelo distinto que 
absorbe el establecido como considera Castells. Y aún más extremo se muestra, por 
ejemplo, Navarro al afirmar que los sistemas globales político y económico acabarán 
con los sistemas internos de los países en una estratagema de eliminar cualquier opción 
ideológica, estableciendo un empobrecimiento sin parangón en los ciudadanos que aca-
barán aceptando las propuestas llegadas de fuera. Otros ejemplos son los de Wallerstein 
para quien las fronteras son adecuadas al definir formas de vida culturales; y Petrella 
estima que el nuevo escenario arrincona la historia y la cultura de las sociedades tal y 
como son conocidas porque ahora, con unos nuevos principios, lo que cuenta es el 
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mercado. Así la destrucción se consuma al eliminar radicalmente los vínculos y raíces 
del individuo, la sociedad y el Estado, dice Ramonet. Por tanto, se considera que el 
vínculo social es prioritario para que no exista exclusión de quienes han habitado su 
territorio y se ven desplazados por quienes acaban de llegar. 
 
La riqueza de estas aportaciones sienta las bases para que la globalización sea 
asimilada por la occidentalización aportando una modernidad constante en todas las 
áreas, este argumento de movilidad se ha mirado por algunos como una hibridación o 
mezcla global (Pieterse). Resultando transcendental tal argumento porque, si Robertson 
apunta las identidades particulares pero mezcladas, la universalización de la diferencia, 
Pieterse da un paso más afirmando la organización necesaria de las culturas (interna-
cionales, nacionales, transnacionales, locales, etc.) al hablar de la creolización. Otra vía 
que viene a confluir en este bloque de estudios es de naturaleza multidireccional de 
intercambio, brotando culturas que, aun siendo de tipo imaginario, han de ser tenidas en 
cuenta pues gracias a los actuales medios de comunicación fomenta el conocimiento y 
consigue en un tiempo mínimo aquello que buscan o les interesa (Appadurai). El espa-
cio y el tiempo se desvinculan en el apego pues han perdido su significado esencial, y la 
cultura global siendo un proceso social entre lo particular y universal trasciende las 
fronteras y confirma las culturas globales parciales (De Sousa Santos). 
 
Tanto la globalización como la inmigración y los derechos humanos tienen 
una relación directa pues unos dependen de otros ya que no existiría la inmigración si 
no existieran espacios más prósperos los cuales incitan a traspasar las fronteras en busca 
de mejores oportunidades, siendo una de las causas más frecuentes la vulneración de los 
derechos en sus diferentes vertientes.  
 
Los estudios actuales se centran en la búsqueda de soluciones de acogida e  
integración, en su caso, ante las avalanchas de personas que huyen de sus Estados por 
razones de diversa índole (migraciones por motivos sociales y económicos o bien 
migraciones por conflictos bélicos, desastres o persecuciones), y en la adopción de 
mecanismos legales que salvaguarden los derechos de los extranjeros en la fase inicial 
en los centros de acogida, por ejemplo, en España con la creación de un Reglamento de 
internos preventivos; en la unificación de las partidas presupuestarias para erradicar la 
discriminación con las CCAA en materia de redistribución, tanto de medios personales 
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como económicos. No obstante, se está evidenciando y, constituye el eje prioritario en 
el ámbito de la Unión Europea (en lo sucesivo UE), el estudio y adopción de propuestas 
en relación a la concesión a las naciones receptoras de migrantes de partidas pre-
supuestarias razonables; así como la potenciación de los sistemas de radares, buques 
logísticos y de salvamento por medio del Frontex; y también del empadronamiento con 
el fin de entrar en la red asistencial (ayudas y asistencia médica). Además, por parte de 
la UE se intenta llegar a acuerdos entre los países integrantes para perfilar el sistema de 
cuotas con el objetivo complejo de garantizar la acogida ordenada de los actuales flujos 
migratorios, su permanencia e integración en el Estado receptor. Para ello, resulta 
imprescindible otorgar partidas económicas en función de la recepción de emigrantes de 
por ejemplo Siria, Afganistán, Eritrea, Nigeria, y en definitiva de una ingente cantidad 
de países sumidos en la miseria y el horror. Ningún Estado europeo por sí solo puede 
abordar la inmigración, por lo tanto es preciso un enfoque de carácter general en el que 
deben intervenir los países comunitarios. Grecia, Italia y España se encuentran en una 
situación difícilmente asumible por su situación geoestratégica. Igual que ocurre con 
Turquía como país limítrofe que aspira a formar parte de la UE y que en la actualidad es 
uno de los países esenciales en las discutibles medidas políticas para frenar el dramático 
éxodo de ciudadanos. 
 
 Y, por otra parte, los migrantes que acaban llegando a la UE se enfrentan a las 
fuerzas de seguridad quienes les impiden el paso como sucede en la ciudad francesa de 
Calais esperado pasar el eurotúnel que les lleve a Gran Bretaña, el monte marroquí del 
Gurugú cerca de la valla de Melilla o la isla griega de Lesbos. Buscan el mejor país 
donde ubicarse pues el Tratado de Dublín II establece que los refugiados deben pedir 
asilo en el primer país europeo al que llegan. Éxodos y holocaustos son tragedias que 
han sucedido numerosas veces en la historia de la humanidad, debemos partir por tanto 
de una frágil memoria y un reconocimiento a quienes viven o han vivido en zonas 
grises, al margen de normas jurídicas, aún siendo consciente de que el Derecho de Asilo 
(Ginebra, 1951) y el Protocolo (Nueva York, 1967) se crearon para ayudar al refugiado 
en situaciones extremas. A pesar de ello, la ley y el pluralismo es la base para la crea-
ción de sociedades más flexibles. Europa ha vivido épocas donde se implantaron ideo-
logías dictatoriales que merecen ser recordadas para crecer y potenciar la empatía hacia 
el desfavorecido. 
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No faltan denuncias afirmando la nula coordinación, que suelen sobrepasar a 
las instituciones políticas y las escasas dotaciones humanas y materiales. Tampoco cola-
boran demasiado los Estados potentes, como Gran Bretaña, dado que la única solución 
que ofrecen es sancionar con medidas legislativas y privativas de libertad a los ciuda-
danos que contraten, arrienden hogares o socorran teniendo en sus casas a inmigrantes 
ilegales. Francia considera que los inmigrantes africanos pueden llegar a constituir un 
riesgo para la estructura social europea, sanciona con la prisión preventiva hasta que son 
devueltos. Y, como expongo, no parece que exista una política común dirigida a la 
inmigración pues se anteponen intereses partidistas, como tampoco una política econó-
mica que unifique criterios entre los diversos Estados. 
 
Las políticas migratorias que llevan produciéndose desde hace más de treinta 
años, con especial incidencia en la última década, se han visto aumentadas por los 
enfrentamientos belicistas de muchos países europeos y africanos. Se pensaba que estos 
movimientos humanos no acabarían perjudicando el tejido industrial y el Estado de bie-
nestar europeo pero desde lejos los ciudadanos, advertimos aquello que los medios de 
comunicación nos muestran, causando un enorme impacto visual y ciertamente un dolor 
difícil de explicar a la conciencia humana y que va más allá del perjuicio económico 
que un país de acogida pueda sufrir. 
 
Como se aprecia, los puestos fronterizos de Melilla, Calais, Libia, Hungría, 
ruta Balcánica, Grecia, Italia, Austria, Croacia, etc, no son suficientes para detener a los 
millones de personas en tránsito desesperado que buscan un lugar donde residir en paz. 
Parece que la desintegración o al menos el riesgo de desaparecer el espacio Schengen 
(1985-1990) y su prolongación con los Acuerdos de Dublín (1990-2003) es evidente. La 
libertad añorada durante tanto tiempo se resquebraja por interés de los Estados que 
llevan años mirando hacia otro lado. La respuesta no puede ser otra que la solidaridad, 
asunto complejo pues las cumbres de jefes de Estado no fructifican en el reparto de 
refugiados con lo que se agudizan los riesgos humanitarios. No son capaces de articular 
una respuesta asociada ante las guerras perennes del Líbano, Irak, Afganistán, Siria, 
islamistas, africanas, bandidaje, etc. Europa principalmente colonizó África, sin em-
bargo, dejados después sin apoyos no supieron ofertar salidas políticas decentes; puede 
afirmarse que, de haberse conocido sus importantes riquezas minerales, los Estados 
ahora libres no lo serían y viviríamos inmersos en disputas poscoloniales en vez de 
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fomentar las ayudas al desarrollo y provocar con ello la estabilización in situ de los 
potenciales migrantes. Hoy se produce un despliegue policial sin precedentes para 
enfrentarse a personas debilitadas que además soportan discursos xenófobos. Yo diría 
que la acogida de personas por parte de los países miembros es una cuestión de dignidad 
humana que fortalece las raíces elementales de la nueva Europa como cuerpo de valores 
identitarios plenos y mayoritariamente compartidos. 
 
En esta línea, la novedad más importante que aporta la tesis respecto a lo ya 
estudiado hasta el momento radica en que los estudios actuales aún no recogen la situa-
ción actual, agravada por las guerras y hambrunas. A mi parecer, tenemos la obligación 
de atender a quienes huyen de Estados sometidos a regímenes abusivos. Esta tesis expo-
ne el nudo gordiano de la crisis migratoria, cómo se enfoca y las contradicciones de los 
agentes políticos actuales, de la misma forma separando el efecto migratorio y los refu-
giados que hoy pueden llegar a superar a los de la Segunda Guerra Mundial y cómo las 
semánticas retardan cualquier acción humanitaria. También se refiere en esta tesis cómo 
las barreras naturales han sido sustituidas al establecerse mapas territoriales cambiantes, 
distintos ante la configuración de una nueva Europa en la era de la globalización.  
 
A tales efectos, la ONU determina que un emigrante adquiere este nombre si 
se establece por tiempo no inferior a un año en un Estado sea cual fuera el motivo. La 
Convención de Ginebra de 1951 (ratificada por 145 países) considera que por fundados 
temores de ser perseguido por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a 
grupo social u opiniones políticas se puede solicitar el asilo. De otra parte, la tesis 
ahonda en la globalización económica y el tránsito migratorio que España debería pre-
ver en el futuro, pues en el año 2050 la población estará sumamente envejecida y la 
calidad de las pensiones a medio y largo plazo comprometida. La investigación analiza 
el perfil de los trabajadores que se precisan y la posible Ley especial que regule la 
adquisición, conservación y pérdida de la nacionalidad española. No parece que la crisis 
global vigente tenga visos de solucionarse. La presión migratoria no es ni mucho menos 
un fenómeno pasajero y tampoco los retos son de un calado difícil de predecir y además 
escasean los objetivos claros y realistas. Véase que si la migración afecta a un país po-
deroso se toman decisiones políticas rápidas, en este sentido España e Italia reclama 
medios que nunca llegan, pero si se trata de Alemania, Francia o Reino Unido (a la 
finalización de esta tesis doctoral se produce el brexit o leave), las reuniones no cesan 
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para hallar soluciones recriminando a los Estados que no quieren compartir diagnóstico 
y solución. 
 
Desde esta perspectiva un trabajo de estas características no puede obviar     
los elementos comunes a toda migración que viene dada porque los gobiernos sumen 
esfuerzos y tomen decisiones drásticas y solidarias en seguridad, sin necesidad de 
utilizar medidas que vulneren los derechos humanos, asunto muy preocupante. Los 
Estados deben cooperar facilitando zonas estratégicas para establecer instalaciones 
internacionales tanto en los países afectados como donde se recepciona y acoge, 
garantizando y demoliendo las estructuras de las mafias con severas condenas a quienes 
trasladan en condiciones infrahumanas a personas. De igual forma habría que agilizar 
los trámites de embargo a los inculpados en procesos penales interminables; unificar 
criterios e ideas entre países y no hablar de declaraciones vacías de contenidos, instando 
a los dirigentes políticos que no aceptan ser solidarios.  
 
Se debe apuntar que el mundo adopta dimensiones impensables hace muy 
poco tiempo; concretamente uno de los fenómenos esenciales de la globalización es el 
flujo de personas que se trasladan de un territorio a otro. No obstante tiene un doble 
sentido pues la variedad demográfica hace crecer no ya el número de desplazados que se 
asientan en otros Estados, sino la variedad que ello conlleva en las áreas sociales, 
culturales, económicas y que inciden en la vida del país receptor preparado, o no, para 
las avalanchas humanas y los mercados de trabajo a donde puedan contribuir a crear 
riqueza social y, por tanto, desarrollo. Ahora bien, y como expongo en la tesis, existen 
territorios de tránsito o asentamiento temporal de tiempo indeterminado hasta llegar al 
lugar deseado, visto de esta forma aparecen multitud de destinos y opciones en función 
de las circunstancias y condiciones geográficas. Estamos en presencia de una migración 
global e internacional de persistencia y notoriedad indiscutible que irá a más, pues el 
migrante conoce por la mundialización globalizada y las nuevas tecnologías dónde 
puede hallar un futuro digno, aunque las familias que intentan la transnacionalidad 
viven hasta adaptarse de manera ambigua y contradictoria pues la adaptación es un 
proceso social necesitado de tiempo que el Estado receptor tienen que posibilitar, 
informando de los requisitos legales y las restricciones. Los países afrontan una migra-
ción intensiva y extensiva, con multitud de puntos territoriales a lo que debemos sumar 
una horizontalidad que se va ensanchando a medida que las iniciales ubicaciones se 
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transforman en asentamientos; si bien hay que incidir en que la movilidad es uno de los 
presupuestos políticos más elementales y menos reconocido de nuestro tiempo. 
 
En cuanto a la estructura de la tesis, se han dedicado dos capítulos a la 
globalización, entendiendo que es un nuevo paradigma que tiende a disolver los espa-
cios geográficos perjudicando a los territorios más pobres y vulnerables. En este sentido 
se considera que el fenómeno globalizador tiene múltiples dimensiones pero prevalece 
la económica por ello puse de relieve las discusiones acerca de la procedencia y uso 
terminológico mostrando las opiniones positivas así como quienes discrepan sobre las 
bondades de la globalización y cómo influye la apertura global de los mercados finan-
cieros en la calidad de vida del ciudadano. Desde el punto de vista legal los Estados se 
ven deslegitimados en numerosas ocasiones por países poderosos que cercenan su 
supremacía provocando un déficit democrático que afecta seriamente a las estructuras 
del Estado de bienestar y que moldea el régimen jurídico al antojo de poderes fácticos. 
Aquí brotan y se observan reflejadas numerosas desigualdades en el campo social, pero 
también en el marco legal con pérdida de identidad y soberanía. Considero que debería 
de existir una coordinación de políticas plurales que converjan hacia unos objetivos y 
unos resultados aceptables, pero desde la base del respeto institucional. 
 
Un tercer capítulo se dedica a los derechos humanos en relación al actual 
mundo globalizado donde examino la situación de trasgresión y abuso de estos, 
afirmando que constituyen una obligación legal y un deber moral protegerlos y dotarlos 
de mecanismos de garantías, más aún hoy en día ante la redefinición de funciones que 
han influido decisivamente en el desenvolvimiento y protección social, aunque la 
desigualdad entre países sigue siendo visible. Los derechos humanos se enfrentan en el 
futuro a cambios sustanciales que están siendo promovidos por las expectativas de vida 
adecuadas a la modernidad, sin que exista la certeza de un posible gran pacto global 
para que los Estados y sus ciudadanos consigan la autonomía anhelada donde la libertad 
e igualdad reales y efectivas sea un modelo irrenunciable.  
 
En el cuarto y quinto capítulos se analizan las migraciones e inmigraciones 
dentro de la Unión Europea y los conflictos que conllevan, estudiando cómo se dis-
tribuye la UE y las políticas legislativas llevadas a cabo en esta materia tan compleja 
junto a las proyecciones estadísticas de instituciones con poder político de decisión 
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como es el caso de los efectos positivos y negativos de la Comisión Europea, la ONU, 
el Banco Mundial o el INE. Las proyecciones no son favorables pues en cincuenta años 
la población habrá descendido y envejecido, y pretender mantener el Estado de bie-
nestar parece poco probable sin políticas de natalidad al existir menor crecimiento 
económico y disminución de la mano de obra. La fortaleza europea se asienta en la 
“posición común”, la “acción común” y los “convenios internacionales” expuestos en 
los Tratados de Roma (1957), Tratado de Maastricht (1992), Tratado de Ámsterdam 
(1997) y Tampere (1999). Las libertades y políticas de la Unión Europea constituyen el 
gran desarrollo de los objetivos internos de la UE. Evidentemente en la construcción del 
espacio de libertad, seguridad y justicia se efectuó un importante avance con la firma 
del Tratado de Niza que fijó que la política de visados, asilo e inmigración se decidiese 
por el procedimiento de codecisión (aunque en la actualidad compite con la resistencia 
de los Estados a ceder competencias exclusivas en esta materia). Las políticas de Inti-
gración y asilo se incorporaron a la agenda del proceso de integración con el Tratado de 
la Unión Europea o de Maastricht, como materias integrantes de la Cooperación en 
Justicia y Asuntos de Interior, Tercer pilar en el que se adoptan decisiones siguiendo 
mecanismos de cooperación intergubernamental. 
 
Finalmente, un sexto y séptimo capítulos se dedican a la emigración por mo-
tivos económicos y al régimen de extranjería en el sistema jurídico español, los dere-
chos y obligaciones del extranjero en suelo español, el significado de tránsito universal 
y estudio jurisprudencial del relevante art. 13 de nuestra Constitución. Se han desarro-
llado los derechos esenciales del extranjero y la equiparación al español, con especial 
incidencia a los derechos y libertades de naturaleza política, asociación, huelga, reunión, 
sindicación, manifestación y participación pública; así como aquellos de carácter 
laboral, educativo, asistencial y protección social entre los que figuran la asistencia 
sanitaria y prestaciones sociales, no olvidando el derecho a tránsito dentro del territorio 
nacional finalizando con la relevante sentencia del Tribunal Constitucional 236/2007 de 
7 de noviembre que respeta y afianza los derechos civiles e individuales. Igualmente un 
estudio básico en las distintas LODLE y reglamentos; aspectos elementales de las leyes 
Orgánicas de Derechos y Libertades de los Extranjeros en España y cómo se encuentran 
en relación otros países de nuestro entorno, desde la entrada en vigor de nuestra primera 
La ley Orgánica de 1985, y las Leyes Orgánicas 4/2000, 14/2003, 8/2000 y 2/2009. 
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Con posterioridad he analizado el acceso al territorio español y los diferentes 
tipos de visados en función del tiempo de permanencia en España, las posibilidades de 
trabajar, la reagrupación familiar, la acreditación de medios de vida suficiente y la 
integración del inmigrante en la sociedad de acogida y, en su caso, el tránsito hacia la 
asimilación completa con la adquisición de la nacionalidad. 
 
En este sentido los principales objetivos de la tesis se pueden resumir en 
ofrecer una reflexión general demostrando que sin la solidaridad de todos no es posible 
llevar a cabo un compromiso global. En 1970, la ONU acordó donar el 0’7/% de renta 
bruta nacional de Estados (194) más desarrollados a los Estados que precisan apoyos. 
En el presente solamente cinco Estados cumplen con tal donación (Suecia, Noruega, 
Luxemburgo, Dinamarca y Reino Unido). Tampoco pueden dejar de mencionarse los 
Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM), renovados en el año 2015 y que han 
contribuido al progreso en materia de derechos civiles, políticos, económicos, sociales y 
culturales aunque queda mucho por hacer y se han descubierto muchas lagunas resulta 
primordial erradicar la pobreza extrema y el hambre, lograr la enseñanza primaria 
universal, promover la igualdad entre los géneros y la autonomía de la mujer, reducir la 
mortalidad infantil, mejorar la salud materna, combatir el VIH/SIDA, el paludismo y 
otras enfermedades, garantizar la sostenibilidad del medio ambiente, fomentar una aso-
ciación mundial para el desarrollo mediante un sistema financiero y comercial abierto 
asentado en normas no discriminatorias, especialmente en el desarrollo de las nuevas 
tecnologías de la información y comunicación y cooperación con las pujantes empresas 
farmacéuticas. 
 
Los derechos humanos deben estar protegidos por instancias jurídicas globales 
de todo tipo (administrativo, laboral, etc) y abarcar los campos más diversos como el 
comercio internacional, internet, los movimientos migratorios, la ecología o el terroris-
mo los cuales no pueden regularse con eficacia en el ámbito nacional y que escapan 
también al Derecho internacional entendido en sentido clásico. No se trata, por tanto, de 
que el Derecho haya dejado de ser un fenómeno estatal, sino de asumir que la 




Los acuerdos de Schengen son incumplidos de manera sistemática respecto a 
la libre circulación, bien de pasaporte o visado, así Reino Unido e Irlanda con sus 
propias reglas, y Suiza, Noruega, Islandia y Liechtenstein, siguen sin dar el paso de in-
tegración en la libre circulación; son una muestra de descoordinación que finalmente 
puede acabar en sectarismos fomentando las políticas represivas e intolerantes. Las 
leyes de extranjería cambian de manera tardía y lo mismo acontece con Maastricht re-
vertiendo en la ciudadanía los constantes errores en materia económica. 
 
No menos importante entre otras cuestiones planteadas en la tesis serían las 
leyes que regulen el flujo de trabajo y los capitales; mostrar que la influencia de la 
tecnología y la educación pueden y deben ser elementos comunes en el desarrollo de los 
Estados, demostrar que la migración es adecuada y positiva subrayar las carencias 
jurídicas, pues no existe como se expone en la tesis una ordenación adecuada de los 
centros de acogida y centros de internamiento además de haber una falta de criterios en 
la regulación de la residencia y una carencia de reglamento de exilados. No obstante, los 
recientes acontecimientos terroristas en Europa, atisban un futuro incierto tanto para las 
libertades comunitarias consagradas en los Tratados como para los flujos migratorios y 
las personas demandantes de asilo.  
 
 Entre las fuentes empleadas caben citarse los autores más relevantes en la 
materia que mantienen distintos puntos de vista con el fin de enfocar la cuestión con    
la mayor objetividad posible con especial atención a la normativa jurídica española, a 
través de las diferentes Leyes Orgánicas reguladoras de los derechos y libertades de los 
extranjeros en España y los Reglamentos de desarrollo desde 1985 hasta la actualidad; 
así como los requisitos legales para la adquisición de la nacionalidad española y su 
repercusión efectiva, especialmente en el caso de que los extranjeros acrediten la inte-
gración en la sociedad española. Se ha intentado hacer especial hincapié en los déficit 
de la normativa nacional tanto en el ámbito de la extranjería como de la nacionalidad; 
en los problemas existentes en países europeos con una visión muy distinta de la 
inmigración definiendo las líneas de actuación al respecto y poniendo de manifiesto las 
necesidades reales de una sociedad europea que envejece y precisa a corto plazo mano 
de obra en sus distintos niveles de industrialización.  
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Al respecto examiné Leyes Orgánicas, Proyectos de Ley, Reglamentos, Acuer-
dos y Directivas, Convenciones, tanto nacionales como internacionales, Sentencias del 
Tribunal Internacional Penal, Tribunal Internacional de Justicia Europeo, La Corte 
Internacional, Sentencias del Tribunal Constitucional español, también del Tribunal 
Supremo, Tratados de París, Roma, Bruselas, Tampere, Ámsterdam, Maastricht, Niza, 
Lisboa, Viena, Pactos, Protocolos, Estatutos, Declaraciones, Adhesiones, como ha ido 
creciendo la Unión Europea en materia de Estados, Reserva de los Tratados Multi-
laterales, opiniones de los Relatores, el Alto Comisionado de  Naciones Unidas para los 
Refugiados, el enfoque político por parte de la Organización de las Naciones Unidas, el 
Defensor del Pueblo y las Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado.   
                         
              Por último, en relación con los tipos de métodos empleados, el método 
histórico me ha permitido estudiar situaciones pasadas, ver cómo se produjeron los 
acontecimientos en un tiempo anterior y su evolución hasta el presente. En con-
secuencia, en la tesis se ha dedicado parte de esta investigación a la evolución, for-
mación y conexiones de lo que conocemos hoy como globalización, indagando las 
originarias explicaciones a los procesos posteriores así como la información que existe 
al respecto pues los autores estudiados coinciden en que han existido varias etapas en   
la formación de la globalización en lo que respecta a planteamientos económicos, 
políticos, jurídicos, sociales, culturales e ideológicos. Asimismo el método histórico nos 
permite ver cómo se fue ampliando gradualmente el mercado libre junto al movimiento 
de capitales, sistemas internacionales de producción, manufacturas, sector servicios y 
empresas transnacionales cuya relación con los Estados parece cada vez más próxima y 
constituyen el arquetipo de la organización productiva del siglo XXI; a la vez que nos 
permite valorar los distintos tipos de globalización y cómo va evolucionando el peso y 
la seguridad jurídica en la toma de decisiones estatales a veces compartida.  
 
También he utilizando el método comparativo para perfeccionar los conoci-
mientos dentro del uso de argumentos lógicos y dinámicos, advirtiendo cómo se  hallan 
actualmente los derechos humanos, las fuerzas que se oponen a su completo desarrollo, 
la necesaria tutela internacional, las transformaciones intergeneracionales sufridas y las 
regresiones, el poder centralizador de los Estados con sus circunstancias singulares y    
la necesaria cesión de soberanía en este aspecto tan primordial dentro de una estructura 
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moderna de los Estados y, además, confrontar el desarrollo evolutivo de las cuestiones 
planteadas en la tesis resaltando aquellos espacios socio-jurídicos de carácter nacional y 
recurriendo a comparativas internacionales, si bien con la idea de que en los Estados no 
aparecen líneas adecuadas para la resolución de los problemas sobre la migración y 
existe un marcado mimetismo repetitivo.  
 
En tercer lugar, conviene hacer mención a la utilización del método deductivo 
para poder obtener consecuencias después del análisis en conjunto de la situación  
general aplicando una estadística lógica y de investigación aceptada como válida y de 
contraste que me permitió obtener las conclusiones ya expuestas, pero que no son en 
modo alguno definitivas ante la desunión de los actores políticos cuyas soluciones 







                              CAPÍTULO I 
 
 
         CONSIDERACIONES GENERALES SOBRE LA GLOBALIZACIÓN 
 
 
1. CONCEPTO Y CONCEPCIONES DE LA GLOBALIZACIÓN 
 
 
1. 1. El problema de la ambigüedad conceptual 
          
Para estudiar el fenómeno de la globalización resulta imprescindible analizar 
previamente el significado y alcance del término. La razón es que, como se puede 
fácilmente constatar, el lenguaje teórico de las ciencias sociales se encuentra altamente 
contaminado a la hora de determinar y precisar las cuestiones nucleares que constituyen 
su objeto de estudio. Esa labor es aún más necesaria si admitimos que inevitablemente 
la doctrina iusfilosófica actual se mueve en el ámbito de la vaguedad1. 
 
Por otro lado, se puede afirmar que uno de los aspectos más llamativos en la 
inmensa producción bibliográfica existente sobre la globalización es la falta de rigor 
conceptual y terminológico en que se mueven las diversas corrientes de pensamiento 
que la estudian, lo cual establece una imprecisión conceptual y terminológica2. Esa 
ambigüedad determina que la doctrina admita distintos contenidos3. 
 
En consecuencia, estamos ante un grupo complejo de problemas en los que las 
diversas disciplinas (la Teoría Económica, la Economía Política, la Ética, la Filosofía 
del Derecho, la Ciencia Política, la Sociología General, la Sociología Jurídica, etc.) han 
demostrado, una vez más, una absoluta falta de precisión, imponiéndose la conveniencia 
de llevar a cabo, aunque sea someramente, un acercamiento al análisis del lenguaje. La 
labor de depuración del lenguaje, pese a lo manifestado por algún autor de que resulta 
una tarea inútil, es pertinente porque, permite centrar los términos del discurso y hacer 
                                               
1 PRADA GARCIA, A. de., Pirámides y redes: el concepto del Derecho en Boletín de la Facul- 
tad de Derecho, UNED, nº. 14, 1999, pp. 173-176; GASCÓN ABELLÁN, M., “La concepción del dere-
cho en El Derecho dúctil”, en Anuario de Filosofía del Derecho, t. XIII-XIV, 1996-97, p. 18. 
2 LIMA TORRADO, J., “Problemas concernientes a la ambigüedad conceptual y terminológica de 
la globalización y su incidencia ideológica sobre el sistema de derechos humanos”, en ZAPATERO, V. 
(ed.), Horizontes de la Filosofía del Derecho. Homenaje a Luis García San Miguel, vol. I, Universidad de 
Alcalá de Henares, 2002, pp. 575-577, también publicado en Revista de Administración Pública, INAP, 
nº. 105, “Los derechos humanos: teoría, praxis nacional e internacional”, 2000, pp. 43-47. 
3 BARICCO, A., Sobre la globalización y el mundo que viene, trad. de X. González Rovira, 
Anagrama, Barcelona, 2002, p.75. 
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posible la acción comunicativa. Desde este punto de vista, son tantas las acepciones que 
pueden asignarse al término que nos ocupa que podemos llegar a la conclusión, siguien-
do en este punto al economista Marco Kamiya, de que “el término globalización es un 
tipo ideal ‘weberiano’ y que no existe una forma clara de definirlo, ni tampoco de los 
factores que permiten cuantificarlo”4.   
 
Así, son muy numerosas las expresiones propuestas por la doctrina, veamos: 
transnacionalización, internacionalización, universalización, planetarización, regiona- 
lización. Incluso se utilizan igualmente locuciones complejas, algunas de carácter 
metafórico, tales como era de la información, aldea global, aldea Babel, nueva Babel, 
tercera ola, sociedad amébica, sociedad informática, sociedad de la información, 
sociedad hiperreflexiva, sociedad del conocimiento, sociedad global de la información, 
era de la globalización, república mercantil universal, techno-apartheid global, global 
business community, capitalismo informacional, procesos de mundialización o periodo 
de la posmodernidad5. No obstante, los términos más comúnmente empleados en la len-
gua española son globalización y mundialización, que en algunas ocasiones son utili-
zados como sinónimos; en otras, con un significado diferente, e incluso en otras, en un 
sentido contradictorio6. 
 
La voz globalización hay que diferenciarla de otros vocablos, tales como la 
mundialización,  revierte en un sentido geográfico y territorial; la internacionalización, 
que remite a la vertiente política y jurídica, en la que la noción central es la nación; y la 
planetarización, que comprende el periodo que va desde el final de la II Guerra Mundial 
hasta los años sesenta -primera fase es internacionalización y la tercera, globalización-. 
La globalización o transnacionalización, sin embargo, reenvía a un proceso social, eco-
nómico, cultural y demográfico7. 
 
                                               
4 KAMIYA. M, “La Era de las Alianzas Globales” en Actualidad Económica, 1993, pp. 7-10. 
5 TOSCANO FRANCA FILHO, M., “Integración regional y globalización de la economía: las dos 
caras del nuevo orden mundial”, en Revista de Estudios Políticos, nº. 100, trad. de A. de Prada García, 
1998, pp. 101-103; BADIE, B., Dossier 1994: Mondialisation, état des lieux en Létat du Mond.1981-
1998, La Decouverte, París, 1998, pp. 5-9; MATTELART, A., La mundialización de la comunicación, 
trad. de F. Blanco, Paidós, Barcelona, 1998, pp. 80-82. 
6 ESTEFANIA, J., Hija ¿qué es la globalización?, Aguilar, Madrid, 2002, p. 72. 
7 GARRIDO GÓMEZ, Mª I., Las transformaciones del Derecho en la sociedad global, Aranzadi, 
Navarra, 2010, p. 27. 
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Una de las más usadas es la palabra mundialización y su traducción francesa, 
como en el resto de  las diversas lenguas latinas, parece, en principio, limitarse a su 
acepción más genérica, la dimensión geográfica de cualquier proceso. Más específi- 
camente vendría a significar espacialmente la dimensión de planetarización del proceso 
de globalización. Y el neologismo inglés globalization parece implicar, en cambio, un 
significado más profundo, pues indica además de la dimensión totalizadora en el ámbito 
geográfico, la dimensión integradora estructural u holística; es decir, da idea de la exis-
tencia de una unidad totalizadora o unidad sistemática en la que las diversas empresas 
multinacionales deben mantener una estructura interna y unos tipos de vinculación in-
terpresarial que coadyuven al mantenimiento de la unidad del sistema económico 
mundial8.  
 
Sin embargo, en el idioma francés y español, y en las restantes lenguas de raíz 
latina, se tiene la ventaja de poder establecer la distinción entre ambos términos, 
asignándoles un significado distinto. Circunstancia que no tiene lugar en la lengua in-
glesa, donde solo se utiliza el término globalization. Eso permite que en los países fran-
cófonos se suela utilizar junto a la palabra globalisation, incluso preferentemente, la 
expresión mondialisation. En este caso, vienen a considerarse como sinónimos ambos 
términos. No obstante, en algunos autores, como Luc Labonté o Ives Michaud, la pala-
bra mondialisation se utiliza, en un sentido más específico, como sinónimo de globali-
zación de los mercados. 
 
Ahora bien, el uso frecuente del término globalización en las ciencias sociales 
es relativamente nuevo. La locución ‘globalization’ apareció por primera vez en un dic-
cionario inglés en 19619. Las palabras global y globalización comenzaron a ser utiliza-
das en los business schools de Harvard, Columbia, Standford y otras universidades de 
EEUU, a principios de los años ochenta. A partir de estos relevantes focos educativos se 
impusieron mundialmente, popularizadas por las obras didácticas de esas escuelas ma-
yores, junto a la prensa económica y financiera anglosajona. Asimismo se convirtieron 
en tema central del discurso neoliberal. 
 
                                               
8 MATTELART, A., La mundialización de la comunicación, cit., p. 83. 
9 MESSNER, D., “La transformación del estado y la política en el proceso de globalización”, en 
Nueva Sociedad, nº. 163, 1999, pp. 71-80. 
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 Al hilo de lo dicho, por ejemplo, Benjamín Coriat, acreditado economista de 
la escuela de la regulación, hace advertir que existen varios cientos de definiciones 
acerca de la globalización también llamada mundialización. El término globalización es 
criticado, desde distintas posturas, en especial por economistas marxistas europeos, 
como, por ejemplo, François Chesnais, que prefieren usar la palabra mundialización, 
reservando el término globalización para la transformación de las finanzas. Entre otras 
críticas señala que la palabra globalización es conceptualmente mucho más vaga que la 
de mundialización y, a su vez, ha sido impregnada de falsedades ideológicas. Su presen-
tación es engañosa al exponerla como progreso.  
 
A mi juicio, aunque las definiciones de Coriat tienen puntos a tener en cuenta, 
sería más conveniente la terminología empleada por F. Chesnais, en su libro La mondia-
lisation du capital. Es decir, la palabra mundialización designa mejor en conjunto al 
actual fenómeno de internacionalización del capital; el término globalización para el 
proceso de las finanzas y multinacionales, apunta: “Ante una reafirmación de la auto-
nomía total del capital-dinero frente al capital-industrial y ante el nacimiento de una 
situación en la que el movimiento propio de ese capital-dinero tiende a marcar su 
impronta en el conjunto de las operaciones del capitalismo contemporáneo”10. Resta 
insistir, no obstante, que en la gran cantidad de enunciaciones al respecto, será el prime-
ro en acuñar la frase ‘régimen de acumulación dominado por lo financiero’. Houtart 
cree que la mundialización está ligada al desarrollo de las fuerzas productivas y de las 
relaciones de producción a nivel mundial, o lo que es lo mismo, resulta una consecuen-
cia directa de las tendencias económicas del planeta11. 
 
Desde este punto de vista, Coriat formula la siguiente definición: “La globali-
zación puede ser entendida como una nueva fase de la internacionalización de los 
mercados, que pone en dependencia recíproca a las firmas y a las naciones en grados ab-
solutamente originales e inigualados en el pasado. A partir de esto, la globalización 
posee un cierto número de características propias en relación al pasado... Podemos decir 
                                               
10 CHESNAIS, F., La mondialisation du capital, trad. Ital. A. Sorsaja, Syros, Barcelona, 1994, pp. 
65-68. 
11 HOUTART, F., “La mondialisation de l’économie”, en CETRI, 1994, pp. 3-8. 
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que, así, entramos en detalle y definimos la globalización como una fase nueva, como 
una tercera fase de internacionalización de mercados”12. 
 
Pero, según Capella, sin un mínimo de rigor conceptual resulta difícil centrar 
los términos del discurso. Uno de los instrumentos más dañinos de que se sirve la 
globalización es precisamente el encubrimiento de su realidad13. El primer significado 
de alcance restringido se refiere a lo económico y las empresas instituidas en diferentes 
países, pero la globalización no significa que el capitalismo haya logrado implantar un 
modelo a escala planetaria sino que la forma de producir está diversificada y crea espa-
cios regionales con sus propios centros periféricos al mismo tiempo que reduce el mar-
gen de espacio nacional que los une. También las acepciones vienen influenciadas por la 
historia que nos traslada en el tiempo a los siglos XIV-XX, la consolidación de los 
imperios han provocado un reacomodo en la diversidad étnica y cultural de la hu-
manidad. La globalización es un fenómeno connatural a toda cultura desarrollada y que 
ha alcanzado cierto grado de complejidad por el que tiende a expandirse el orden 
originariamente establecido en un ámbito geográfico mucho más amplio. Como, por 
ejemplo, ocurre con la historia de Roma. Se trata de un nuevo paradigma, que entre 
otras cosas tiende a disolver lo geográfico. Se trata, entonces, de un fenómeno de totali-
zación por el cual las cosas se experimentan desde lo técnico14. 
 
La globalización provoca incertidumbre desde el principio cuando se utilizó en 
las primeras aplicaciones a los procesos de interacción que caracterizan los fenómenos 
económicos15. Se impone la exigencia racional de superar cualquier actitud o enfoque 
reduccionista hasta llegar a la visión de la globalización como un fenómeno pluridi- 
mensional16. Es evidente que al globalización, tanto en su dimensión como proceso 
como en su vertiente de situación, no ha sido en ningún momento el producto final de 
una única causa o de un número reducido de factores desencadenantes. Ha sido, por el 
                                               
12 CORIAT, B., Los desafíos de la competitividad: globalización de la economía y dimensiones 
macroeconómicas de la competitividad, trad. de S. Ferrari, Piette, Buenos Aires, 1994, pp. 2-10. 
13 CAPELLA, J. R. (coord.), “Estado y derecho ante la mundialización, aspectos y problemáticas 
generales”, en Transformaciones del Derecho en la mundialización, Consejo General del Poder Judicial, 
1999, pp. 91-92.  
14 JALFEN, L. J., Globalización y lógica virtual, trad. de S. Ferrán, Corregidor, Buenos Aires, 
1998, p. 31. 
15 PÉREZ LUÑO, A. E., La tercera generación de Derechos humanos, Garrigues Cátedra-
Thomson Aranzadi, Pamplona, 2006, pp. 240-246. 
16 JULIOS, A. de, La globalización ilustrada. Ciudadanía, derechos humanos y constitucio-
nalismo, Instituto de Derechos Humanos “Bartolomé de las Casas”, Dykinson, Madrid, 2003, p. 13. 
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contrario, consecuencia directa o indirecta de la acción convergente en una gran multi-
plicidad de condicionamientos y agentes diversos17. 
 
           1. 2. Distintas concepciones de la globalización 
              
La Real Academia Española de la Lengua nos define la globalización como: 
“Tendencia de los mercados y de las empresas a extenderse, alcanzando una dimensión 
mundial que sobrepasa las fronteras nacionales -RAE, 2011-”. El Fondo Monetario 
Internacional (en adelante FMI) precisa que “La globalización es la interdependencia 
económica creciente del conjunto de los países del mundo, provocada por el aumento 
del volumen y variedad de las transacciones transfronterizas de bienes y servicios, así 
como de los flujos internacionales de capitales, al tiempo que la difusión acelerada y 
generalizada de la tecnología”18. Llegando a afirmar Giddens que “La definición más 
simple de globalización es interdependencia”19, sin embargo, este autor matiza que “se 
define la globalización como la intensificación de las relaciones sociales en todo el 
mundo, por lo que enlazan lugares lejanos de tal manera que los acontecimientos locales 
están configurados por los acontecimientos que concurren a muchos kilómetros de 
distancia. Viene caracterizada por: intensificación de las relaciones mundiales; secuen-
cia de la lógica de la modernidad; proceso dialéctico a través del tiempo y el espacio”20.   
 
Por su parte, Boaventura de Sousa Santos piensa que el término no debe 
utilizarse en singular sino en plural, por tanto, se ha de hablar de globalizaciones21. Para 
Beck,  la palabra globalización es el vocablo “eslogan y consigna peor empleada, menos 
definida, probablemente la menos comprendida, la más nebulosa y políticamente la más 
eficaz de los últimos y, sin duda, también de los próximos años”22. Atendiendo al plano  
                                               
17 SOUSA SANTOS, B. de., La globalización del Derecho. Los nuevos caminos de la regulación y 
la emancipación, trad. de C. Rodríguez, Universidad Nacional de Colombia, Facultad de Derecho, 
Ciencias Políticas y Sociales, ILSA, Bogotá, 1998, pp. 56-58. 
18 JOSU CRISTÓBAL, G. J., “Del mito a la realidad: algunas reflexiones sobre el concepto de 
(anti) globalización” en AAVV, La globalización y la crisis de los derechos, UNED Ediciones, Madrid, 
2005, pp. 24-26. 
19 GIDDENS, A., El gran debate sobre la globalización, Pasajes del pensamiento contemporáneo, 
Universitat de Valencia, nº. 7, 2001, pp. 63-73. 
20 GIDDENS, A., Consecuencias  de la modernidad, trad. de A. Lizón Ramón, Alianza, Madrid, 
1993, pp. 67-69. 
21 SOUSA SANTOS, B. de., “Hacia una concepción multicultural de los derechos humanos”, trad. 
de L. José Ariza, en Doxa, nº. 20, 1999/2000, pp. 73-75. 
22 BECK, U., ¿Qué es la globalización?. Falacias del globalismo, respuestas a la globalización, 
trad. de B. Moreno y M. R. Borrás, Paidós, Barcelona, 1998, pp. 40-42.  
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sociológico, la globalización sería el proceso por el que se da un aumento significativo 
de las relaciones sociales a nivel global y por la emergencia de la llamada ‘sociedad 
mundial’23. Aquí, podrían ser relevantes las teorías de Pieterse y Robertson atenién-
donos a que el primero considera que la globalización no es un asunto propio de la 
modernidad, perteneciendo a una etapa histórica que se inicia a partir de 1960. Entiende, 
de este modo, que la época anterior de 1840-1960 pertenece a lo que se ha llamado la 
hegemonía de los Estados-nación24. Y Robertson tampoco cree que la globalización esté 
vinculada a la modernidad y la ubica dentro de un espacio-tiempo25.  
 
Otro autor importante a nuestros efectos es Wallerstein, quien elabora un pro-
yecto teórico más amplio dedicado al problema de la globalización iniciado en la década 
de 1970 bajo el nombre de “teoría del sistema mundial” bajo la atenta mirada de la 
interdependencia económica. Lo denomina sistema-mundo, y lo define como “una 
unidad compuesta de una única división de trabajo y múltiples sistemas culturales que 
pueden estar dotados de un sistema político común, en cuyo caso se trata de un imperio-
mundo, o puede no estarlo, y entonces es una economía-mundo26. A mayor abunda-
miento, Jean Grugel y Wil Hout usan como marco conceptual la teoría del “sistema-
mundo” de Wallerstein, la cual distingue entre un “centro dominador” y una “periferia y 
semi-periferia” dependiente, para analizar el impacto de la globalización sobre los 
países subdesarrollados. Muestran que la desigualdad y un patrón histórico de subordi-
nación siguen siendo la esencia de las relaciones Norte-Sur27.  
 
En síntesis, la globalización se sitúa como fenómeno universal, lo abarca todo 
a través del mercado mundial, siendo aliado de las nueva tecnologías. Sin embargo, la 
globalización no tiene que ver con la creación de un mundo integrado y unificado ni 
tampoco con el propósito de que todos los habitantes de la tierra se beneficien de ella. 
La globalización es, en realidad, un proceso sistemático, exclusivo que, de facto, permi-
                                               
23 MONTAGUD MAYOR, X., “Bases conceptuales de la globalización: Aproximación a un de-
bate”, Anuario de Filosofía del Derecho, t, XVII, 2000, p. 114. 
24 PIETERSE., en Featherstone/Lash (eds.), Global Modernities, Sage, Londres, 1995, p. 47. 
25 ROBERTSON., en Featherstone/Lash (eds.), Global Modernities, Sage, Londres, 1995, p. 29. 
26 WALLERSTEIN, I., “Análisis de los sistemas mundiales”, en A. Giddens, La teoría sociológica 
hoy, Alianza universal, Madrid, 1990, pp. 42-63. 
27 GRUGEL, J., y HOUT, W. (eds.), Regionalism Across the North-South Divide, State Strategies 
and Globalization, Routledge, Londres-Nueva York, 1999, p. 78. 
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te a la economía de mercado mundial quedarse con lo mejor e ignorar el destino de nu-
merosos grupos vulnerables28.  
 
La globalización hace referencia a la multiplicidad de vínculos e interpone- 
xiones entre los Estados y las sociedades que construyen el actual sistema mundial. 
Describe el proceso a través del cual los acontecimientos, decisiones y actividades en 
cualquier lugar tienen repercusiones significativas en muy alejados rincones del mundo. 
Se manifiesta a través de dos fenómenos muy diferentes: de alcance (o extensión) y de 
intensidad (o profundización). Por un lado, define una serie de procesos que abarcan la 
mayor parte del globo o que maniobran a escala mundial; el concepto tiene, pues, una 
connotación espacial. Por otro lado, también implica una intensificación en niveles de 
interacción, de interconexión o interdependencia entre los Estados y sociedades que in-
tegran la comunidad mundial. La globalización, es un proceso asociado al desarrollo so-
cial mediante el cual se promueve un incremento en la dependencia de todo tipo entre 
los individuos, entidades y naciones.  
 
David Harvey, define la globalización como: “Una comprensión en las relacio- 
nes espacio-tiempo que minimiza las distancias, acelera los procesos de intercambio 
económico y cultural. La comprensión es lo que permitirá que la economía e informa-
ción sea global; no solo mundial, al actuar como una unidad en tiempo real y a escala 
internacional”29. En este sentido, parece la globalización el destino ineluctable del mun-
do, un proceso irreversible30. 
 
El Informe sobre Desarrollo Humano de la ONU, de 1999, sintetiza la   
globalización diciendo que “los procesos de integración en el ámbito mundial son no 
solo en el aspecto económico, sino también en el tecnológico y cultural. Estos procesos 
son regidos fuera de las fronteras nacionales, y ocurren en forma concurrente e inte-
ractúan entre sí. Desde una perspectiva humana, la globalización es, al fin de cuentas, la 
                                               
28 El concepto de globalización fue propuesto en 1983 por el economista Theodore Levitt, en un 
artículo publicado en Harvard Business Review para referirse a la progresiva uniformidad de los mer-
cados como resultado de estrategias aplicadas por las grandes empresas globales, que venden los mismos 
productos fabricados y promocionados de igual forma, en todo el mundo. 
29 ROMERO, J. (coord.), Geografía humana, Ariel, Barcelona, 2004, pp. 120-123. 
30 BAUMAN, Z., La globalización: consecuencias humanas, trad. de D. Zadunaisky, Fondo de 
Cultura Económica, Buenos Aires, 1999, p. 7. 
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interdependencia del crecimiento de las vidas entre las personas”31. La globalización es 
el proceso por medio del cual los habitantes del mundo tienen una mayor interdepen-
dencia en todas las facetas de la vida: culturales, económicas, políticas, tecnológicas y 
del entorno32. 
 
A la vez, la transformación que estamos viviendo es multidimensional; con-
tigua a la globalización de la tecnología y la economía se plantea con fuerza creciente 
las características absorbentes de política y cultura. Por arriba, mediante la conexión 
entre los Estados soberanos y la expansión planetaria de los medios de comunicación. 
Por abajo, mediante la emergencia de voces críticas y movimientos sociales que bos-
quejan el control social de la globalización económica, aledaño con la globalización de 
elementales derechos humanos y la afirmación política de su respeto universal. Para 
avanzar en la investigación teórica de este debate es necesario partir de la observación 
de los procesos recientes, así como del esclarecimiento analítico de las cuestiones que se 
esbozan. Mi planteamiento, como apunta Castells, va hacia una comprensión adecuada 
de la relación entre globalización y derechos humanos, requiriéndose estudiar el cambio 
de relaciones entre Estado y sociedad civil, en una época caracterizada por la crisis del 
Estado-nación, sometido a la tensión contradictoria entre globalización instrumental y 
localización identitaria33. 
 
2. EVOLUCIÓN HISTÓRICA Y CARACTERÍSTICAS ACTUALES DE LA 
GLOBALIZACIÓN 
 
 2. 1. La globalización como proceso 
 
Ciertamente aún se desconoce el origen real, aunque se trata de un fenómeno 
variable, multidimensional en el tiempo. A ello habría que sumarle el dinamismo y cam-
bios que continuamente se observan a través de del progreso tecnológico, medio 
ambiente, cooperaciones internacionales, intensificación reducción de flujos migratorios 
o espacios geográficos. Son muchos los aspectos sociales, culturales, económicos, polí-
                                               
31 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS, Informe sobre desarrollo humano 1999. 
Sigue vigente la definición en 2016. 
32 LODGE, G., Administrando la globalización. En la era de la interdependencia, Panorama Edi-
torial S. A, México, 1996, pp. 2-8. 
33 CASTELLS, M., “Globalización y Derechos Humanos”, en Isegoría, Revista Filosófica y 
Política, nº. 2, 2000, pp. 4-7. 
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ticos y jurídicos afectados por este término polisémico difícil de definir34. De ahí que se 
hable del “proceso de globalización” o de “procesos históricos” de transformación po-
lítica, económica, institucional, cultural y jurídica; más que de definiciones cerradas, 
capaces de abarcar toda su sustantividad35. 
 
Por ejemplo, Friedrich Hayek o Milton Friedman discuten de la globalización 
y las teorías económicas junto a la interrelación entre países y mercados financieros. 
Atendiendo a este criterio, afirman que la globalización no es nada nuevo sino la pro-
gresiva intensificación de la internacionalización económica, siendo compartidas estas 
ideas por multitud de autores, que no consideran la globalización un proceso nuevo, 
sino como el resultado de una evolución histórica. En consonancia, con lo que hoy se 
puede entender bajo este rótulo, se acentúa el ser económico, entendiendo este desde la 
lógica del capitalismo36. 
En la actualidad, podemos considerar como virtualmente acabada la discusión 
que se dio en la última década del siglo XX, donde se debatía sobre la realidad de la 
globalización en el nuevo orden mundial siendo un salto en la evolución histórica del 
sistema de producción capitalista. No debemos olvidar que había quienes la conside-
raban un mito, o nueva forma de imperialismo. Parece más bien una realidad asumida 
por todas las lenguas universales. Quan qiu hua (chino), Globalización (inglés), Al-
A'awlamah (Árabe), Mondialisation (francés), Globalisierung  (alemán, etc), por tanto, 
lejos de opiniones nacidas en círculos políticos, industriales, instituciones nacionales e 
internacionales con el objetivo de legitimar y expandir  modelos políticos y económico 
neoliberales, desde un segundo punto de vista, la globalización representa un ulterior 
desarrollo de la economía de mercado.  
De este modo, es preciso subrayar que en el interior del proceso de globa-
lización existen algunos elementos ficticios. Por ejemplo, la globalización se describe 
muy a menudo como un proceso ya terminado. Más la globalización está activa, y su 
                                               
34 FARIÑAS DULCE, M. J., Mercado sin ciudadanía. Las falacias de la globalización neoliberal, 
Biblioteca Nueva, Madrid, 2005, p. 31. 
35 CABALLERO HARRIET, F. J., “Estado Derecho y Globalización”, Anuario de Filosofía del 
Derecho, 2000, pp. 13-42; CALDERÓN ORTIZ, G., “Globalización, Empresas Transnacionales y el Ban-
co Mundial”, en Gestión y Estrategia, 2006, pp. 1-12. 
36 AMOROSO, B., “Internalización y capitalismo. Del dualismo a la marginalización” en  Mundia-
lización económica y crisis político-jurídica, Anales de la Cátedra Francisco Suárez, nº. 32, Universidad 
de Granada, 1995, pp. 33-47. 
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conclusión es todavía lejana, depende este crecimiento de la natural y progresiva 
intensificación del comercio, dinero y flujo de personas. En este sentido, la glo-
balización cuenta con el empuje de la innovación tecnológica en transportes y comu-
nicaciones; el crecimiento de la producción mundial (medida por el aumento del PIB); y 
el aumento de contactos entre personas de países diferentes en parte por la desregu-
lación y liberalización de los mercados nacionales. Simbolizando el contexto de la 
globalización, en contrapartida al de la localización, alude un proceso histórico que 
implica múltiples dimensiones presentadas, un reto en la expansionista de la raciona-
lidad occidental. 
 
Las interpretaciones sobre sus orígenes, existencia, cronología y naturaleza  
son diferentes. Esbozado históricamente, podríamos llegar al nacimiento del Nuevo 
Mundo con el descubrimiento de América (1492), entendiendo la colonización como 
intercambio de conocimientos, la revolución industrial y la expansión colonial influyen 
decisivamente en este nuevo orden mundial junto a la finalización de la segunda gran 
guerra mundial37. Rüdiger Safranski ubica el fenómeno social a partir de la bomba ató-
mica (1945), y el miedo trasladado al resto del planeta. “La globalización moderna ha 
comen-zado con la globalización de la angustia y el pánico”38. Opiniones divergentes 
nos llevarían al inicio y desarrollo tecnológico a gran escala del Chip (1958), Marshall 
Mcluhan (1961), sostendrá que la aldea global dará un paso de gigante a través de las 
comunicaciones39, hitos reflejados con la conquista y exploración de la Luna (1969).  
 
García Canclini sitúa la aparición de la globalización en la segunda mitad del 
siglo XX, diferenciándola de la internacionalización, la cual se habría iniciado con las 
singladuras transoceánicas, la apertura comercial de las sociedades europeas hacia el 
Lejano Oriente, América Latina y la consiguiente colonización -África y Asia-40. La 
globalización no es, ni nunca ha sido, algo único41, siendo el momento de preguntarnos 
si el incremento exponencial de la información y conocimiento accesible, unido a una 
                                               
37 FERRER, A., Hechos y ficciones de la globalización, Fondo de Cultura Económica, Buenos 
Aires, 1997, p. 13. 
38 SAFRANSKI, R., ¿Cuánta globalización podemos soportar?, trad. de J. Planells, Tusquets, 
Barcelona, 2004, pp. 15-19. 
39 MCLUHAN, M., La galaxia de Gutenberg, trad. de J. Novella, Planeta, México, 1985, pp. 45-
47.  
40 GARCÍA CANCLINI, N., La globalización imaginada, Paidós, Buenos Aires, 2005, pp. 41-48.  
41 FARIÑAS DULCE, J. M., Mercado sin ciudadanos. Las falacias de la globalización neoliberal, 
cit., p. 31. 
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inmensa capacidad de comunicación global, puede llevarnos a una mayor sensibiliza- 
ción ante los problemas comunes, y si todo ese potencial acabará constituyendo una 
ayuda real a los más desfavorecidos. 
 
Podría deducirse, pues, que la globalización tendría su raíz en la economía, se 
ha ido desarrollando al hilo del intercambio y los trueques entre sociedades, ideas, cos-
tumbres, hábitos, etc. La liberación del comercio, gracias a la anulación de la estricta 
Corn Law -reguladoras de la exportación e importación de cereales- de Inglaterra y la 
firma del Tratado de Libre Comercio entre Francia e Inglaterra, en 1860. Una enorme 
transferencia de capitales, sobre todo ingleses, como consecuencia de su expansión im-
perial arribaría a Europa.  
 
Con la acuñación del Estado de bienestar, las empresas se encumbran apare-
ciendo como la única alternativa posible capaz de asegurar la mejor gestión para el 
desarrollo de la economía42. La debacle de tal Estado hace aparecer el “Estado nacional 
de competencia’ para optimizar el capital, primero a nivel nacional. Con posterioridad al 
entrar en mercados nacionales los Estados-nación funcionan menos como entidades so-
beranas y más como componentes de un ‘sistema de gobierno internacional”43. 
 
Antaño, tal como lo mencionara Marx, el peculio presenta tres formas: capital 
moneda, capital productivo y capital mercadería. La expansión de riqueza se da a partir 
de la metamorfosis del capital mismo. El crecimiento del comercio internacional duran-
te el siglo XIX, producto de la doble revolución burguesa, fue testigo de la globaliza- 
ción del capital mercadería. Por su parte, la globalización del capital moneda se va 
produciendo hacia finales del siglo XIX, a través del desarrollo de las inversiones inter-
nacionales y de la evolución del sistema bancario. No obstante, cuando estos cambios 
estructurales se producían, el capital productivo continuaba encontrándose limitado ha-
cia dentro de las fronteras del Estado-nación, y, desde allí, buscaba atraer a la mano de 
obra. Tras la II Guerra Mundial, se produce la tercera globalización del capital, la del 
capital productivo. Desde entonces, fluctúa por todo el mundo -aunque limitado por los 
conflictos entre los dos grandes bloques de poder de la postguerra-, con el fin de reducir 
                                               
42 ALVATER, E., “El mercado mundial como campo de operaciones o el Estado nacional soberano 
al Estado nacional de competencia”, en Viento del sur, nº. 9, 1997, pp. 45-54. 
43  CASTELL, M., La era de la información, economía, sociedad y cultura, vol. I, Siglo XXI, 
México, 2002, pp. 590-594. 
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la estructura de costos y de utilidades de los factores de producción. En este tipo de glo-
balización influyeron fundamentalmente los avances tecnológicos. 
 
Al aparecer este novísimo orden mundial como síntesis de los antagonismos de 
la guerra fría, se ha intensificado el antiguo orden imperialista, es decir, en palabras de 
Noam Chomsky “la ley de la selva”. Chomsky describió el nuevo orden desde la óptica 
geopolítica del siguiente modo: “Solo esto tiene sentido: los gobernantes poderosos 
gozan de derechos que se les niegan a sus súbditos, incluyendo asesinar, torturar y mo-
farse de las convenciones y el Derecho internacional”44. La sociedad gubernativa ha 
evolucionado y el ‘poder’ establecido tiene actualmente que compartir el poderío con 
otras nuevas formas de gobernar en la sombra. Ha cambiado. En el nuevo orden mun-
dial el poder político ha sido desplazado como el poder principal. La globalización, tras 
la caída de la URSS, no ha hecho más que profundizar un fenómeno que venía mani-
festándose cada vez con más fuerza: la disminución de los ámbitos de decisión políticos 
del Estado nacional. Así lo explica Ignacio Ramonet: “En el marco de la globalización, 
el poder principal lo tienen las grandes empresas y los grandes grupos financieros, 
apoyados en los grandes grupos mediáticos. El poder político es solo el tercer poder, 
después del financiero y del mediático”45.  
 
Con los conflictos bélicos mundiales, entre 1914 y 1945 se interrumpió el 
proceso de globalización de la economía mundial. Tras las guerras, el comercio, la mi-
gración, ni el flujo de capitales volvió a ser el mismo de antes. Después de 1945 hubo 
un gran impulso a la globalización en parte por la reconstrucción de Europa y el auge 
económico de la posguerra. Esto trajo transformaciones esenciales: cambió la división 
internacional del trabajo, la tecnología tuvo gran influencia en la nueva definición y 
reorganización. Una mayor liquidez internacional y la integración de las plazas finan-
cieras empujó las corrientes de capitales de corto plazo y nació el sistema financiero 
mundial. Aparecieron instituciones como Naciones Unidas, Fondo Monetario Inter-
nacional, Banco Mundial y principalmente del GATT (Acuerdo General de Comercio y 
Tarifas), que impulsaron la apertura de globalización de la economía, el fomento del 
comercio internacional y la cooperación y ayuda entre los pueblos, reforzado con los 
                                               
44 CHOMSKY, N., El nuevo orden mundial (y el viejo), trad. de C. Castells, Crítica, Barcelona, 
2007, p. 31. 
45 RAMONET, I., Las izquierdas siempre preferirán el desorden a las injusticias, De utopías y 
banderas, Capital intelectual, Buenos Aires, 2008, p. 77.  
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acuerdos entre países, primero para organizar la producción de algunos bienes en 
particular (acero y carbón) y, luego, acuerdos más amplios, como el Mercado Común 
Europeo46. 
 
La unión económica y política de los seis iniciales Estados europeos para 
lograr una paz duradera dio sus frutos -Alemania, Bélgica, Francia, Italia, Luxemburgo 
y los Países Bajos-47. Los años sesenta, provocaron un auge económico sin precedentes 
y allí nacerían convenios de los Estados de la Unión Europea para dejar de percibir 
derechos de aduana por las transacciones comerciales entre sí. Las diversas ampliacio- 
nes en 1973, 1981 y 1986, alentarían los mercados con la firma del Acta Única Europea 
en 1986 -programa de seis años para eliminar la libre circulación de mercancías que 
terminan dando paso al conocido mercado único-, potenciado con la incorporación 
plena de Alemania eliminando fronteras indeseadas (1989). En 1993, culminaría la crea-
ción del mercado único con las ‘cuatro libertades’ de circulación: mercancías, servicios, 
personas y capitales; y, en 1995, tres Estados nuevos se agregan. La década de los 
noventa configura dos Tratados: el de Maastricht, el de la Unión Europea, de 1993, y el 
de Ámsterdam de 1999. Previamente, los acuerdos firmados en Schengen, pequeña lo-
calidad de Luxemburgo, permiten gradualmente al ciudadano viajar sin tener que pre-
sentar el pasaporte en las fronteras. Las divisiones políticas entre la Europa del este y 
del oeste se dan por zanjadas definitivamente cuando en 2004 diez nuevos países in-
gresan en la UE, seguidos de otros dos en 2007. En septiembre de 2008, una crisis 
financiera sacude la economía mundial, haciendo que se estreche la cooperación eco-
nómica entre los Estados miembros de la Unión Europea. El Tratado de Lisboa, que 
aporta a la Unión instituciones modernas y métodos de trabajo más eficientes, es ratifi-
cado por todos los Estados miembros antes de entrar en vigor el 1 de diciembre de 2009. 
                                               
46 FEENSTRA, R. C., “Integration of trade and desintegration of production in the global 
economy”, en Journal of economic perspectives, vol. XII, nº. 4, 1998, pp. 31-50. La idea era disminuir 
trabas al comercio internacional. Dicha tendencia se fortaleció desde el final de la segunda guerra 
mundial con la creación del GATT –acuerdo general de tarifas y comercio-, luego OMC -organización 
mundial del comercio, 1994-. El GATT es un sistema de reglas fijadas por las naciones mientras que la 
OMC es un organismo internacional. 
47 El 25 de marzo de 1957 se firmaron en Roma dos tratados que daban existencia a la Comunidad 
Económica Europea (CEE) y a la Comunidad de la Energía Atómica (EURATOM). La ratificación del 
Tratado de Roma por los Parlamentos de ‘los Seis’ tuvo lugar en los meses siguientes y entró en vigor el 
1 de enero de 1958. El Tratado que instituía la CEE afirmaba en su preámbulo que los estados signatarios 
estaban ‘determinados a establecer los fundamentos de una unión sin fisuras más estrecha entre los países 
europeos’. Así quedaba claramente afirmado el objetivo político de integración progresiva entre los 
diversos países miembros. En la práctica, lo que se creó básicamente fue una unión aduanera. Por ello la 
CEE fue conocida popularmente como el MC ‘Mercado Común’. 
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Existe, no obstante, unanimidad entre los autores de muy diverso signo al 
establecer las etapas que la globalización ha recorrido. La primera fase puede definirse 
como “internacionalización” iría desde el fin del siglo XIX hasta antes de la Segunda 
Guerra Mundial (1939-1945). El punto más importante a destacar sería que los Estados 
nacionales ostentan el estatus de Estados soberanos y conservan todos los atributos de la 
soberanía económica, comenzando por el primero: emisión de la moneda, definición de 
la tasa de cambio, control de los intercambios aduaneros. En resumen, soberanía econó- 
mica e intercambio internacional de productos. En ese sentido, hay internacionalización 
a partir del Estado-nación. Insisto sobre este punto, porque en la globalización todo el 
mundo finaliza perdiendo elementos de soberanía económica. La segunda fase es la  
“mundialización”, iniciada desde el fin de la Segunda gran Guerra hasta alrededor de los 
años setenta. Época donde las firmas multinacionales comienzan a maquinar sobre una 
verdadera base mundial. Sobre una base plurinacional, utilizando las diferencias nacio- 
nales para maximizar sus equipos de producción y su producción. La tercera fase “es la 
nuestra”, podríamos calificarla de actual. Es la aceleración de la tendencia anterior pero 
con un cierto número de características nuevas.  
 
¿Cuáles son ellas?, sin duda, la globalización financiera y la desregulación 
general de los mercados financieros. La puesta en conexión de todos los ámbitos finan-
cieros y el nacimiento de intermediarios privados que utilizan medios telemáticos han 
globalizado el mercado financiero mundial. Las plazas financieras han sido puestas en 
dependencia recíproca, completa, con efectos instantáneos e inmediatos. Es algo total-
mente nuevo y aquí hay pérdidas de soberanía económica. La segunda característica de 
la globalización es que al mismo tiempo que el mundo se globaliza, igualmente se 
regionaliza, o sea, lo que se constata con la formación de tres bloques (NAFTA, bloque 
asiático, bloque europeo), que constituyen la llamada Tríada48. Dicho de otra manera, 
hay globalización, puesta en dependencia recíproca, pero también hay regionalización. 
La tercera gran característica y esencial de la globalización es más cualitativa. Es el fi-
nal de la hegemonía del arquetipo norteamericano de organización de las empresas. Hoy 
                                               
48 El comercio internacional, está dirigido por tres bloques regionales: la Unión Europea, países del 
Acuerdo de Libre Comercio de América del Norte (NAFTA) y naciones de Asia Oriental. Controlan más 
del 75% de los intercambios comerciales mundiales. 
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día no hay un modelo único de gestión de la producción sino que: “La globalización es 
aumento de variedad en modelos organizacionales (producción)”49.   
 
Parece que la globalización seguirá siendo muy cuestionada. Hobsbawm en-
tiende que la teoría de expansión y del libre comercio sin limitaciones que permitiría a 
los países pobres acercarse al mundo opulento va contra la experiencia histórica y 
contra el sentido común50. El grado y la naturaleza de la integración que se da entre los 
países desarrollados y subdesarrollados siempre ha sido dependiente de los intereses 
supremos, los cuales recurren a multitud de estratagemas y presiones para evitar que los 
estados alteren de modo sustancial su posición en el sistema y el papel que les ha sido 
adjudicado por los centros de poder capitalistas51. A mi juicio, siguiendo a Lodge, “la 
globalización es el proceso por medio del cual los habitantes del mundo tienen una ma-
yor interdependencia en todas las facetas de la vida: culturales, económicas, políticas, 
tecnológicas y del entorno”52. Si bien es incorrecto hablar de proceso de globalización, 
debiendo hablarse mejor de “procesos de globalización”. Ciertamente, estamos ante un  
conjunto complejo e intrincado de procesos que interactúan entre sí: axiológicos, tec-
nológicos, ecológicos, jurídicos, políticos, económicos e ideológicos53. 
 
           2. 2. Principales características de la globalización 
  
           Las características de la globalización van a estar determinadas inicialmente por 
la búsqueda de una identidad y unas tendencias mundiales que llevan a un proceso ho-
mogeneizador. Pese a las múltiples resonancias de la palabra ‘global’ (mundial), no de-
be entenderse en sentido absoluto, depende de su extensión y el grado de intensidad, así 
afectará en mayor o menor medida al resto de los países. B. Sousa de Santos se refiere 
al ‘localismo globalizado’, consistente en el proceso por el cual un fenómeno local es 
                                               
49 CORIAT, B., Los desafíos de la competitividad: globalización de la economía y dimensiones 
macroeconómicas de la competitividad, cit., 1994, pp. 126-175. 
50 HOBSBAWM, E., Historia del siglo XX, Crítica, Barcelona, 1998, pp. 77-122. 
51 FRANK, A. G., “Sin novedad en el este. El mito del nuevo orden mundial”, en S. BRUCAN, G. 
FRANK, J. GALTUNG y I. WALLERSTEIN. El orden mundial tras el fracaso de la guerra del Golfo, 
Instituto de Cultura Juan Gil-Albert, Alicante, 1993, pp. 31-82.   
52 LODGE, G., Administrando la globalización. En la era de la interdependencia, Panorama 
Editorial, S. A., México, 1996, pp. 2-5. 
53 LIMA TORRADO, J., “Globalización y derechos humanos” en Anuario de Filosofía del 
Derecho, Nueva época, t. XVII, Madrid, 2000, p. 49. 
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globalizado exitosamente, correspondiéndose con la conceptualización de lo que supone 
la globalización en un sentido propio desde dimensiones sociales y culturales54.  
 
Actualmente, numerosos analistas han comenzado a delimitar el concepto muy 
ampuloso de globalización con una nueva palabra: ‘glocalización’, sería un neologismo 
compuesto de global y de local55, para darnos a entender que, a fin de cuentas, se trata 
de una nueva y amplísima dimensión de lo local56; tendrá un largo recorrido. Por otro 
lado, se señala que muchos de los rasgos culturales de lo local se están afianzando, pero 
también ampliando ante las perspectivas del comercio libre. Este globalismo reduccio-
nista vocaliza continuamente las excelencias del comercio libre cosmopolita. Presupone, 
ingenuamente, que la economía globalizada resulta más apropiada para elevar los ín-
dices de la riqueza, erradicar la pobreza y disminuir las profundas desigualdades. Sin 
embargo, los datos recientes que suministra el Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo (PNUD) muestran, con plena evidencia, la falta de equidad mundial. Esta 
ausencia de justicia distributiva, tanto a nivel nacional como internacional, ha sido, y si-
gue siendo, agravada por la vigencia de modelos políticos de signo cerrado y hermético.  
  
Resulta inevitable, a fin de enumerar convenientemente las características de la 
globalización, mencionar la apertura de países al ambiente mundial tras el colapso co-
munista, el socialismo real utópico junto a la caída del muro de Berlín. La nueva época 
estará marcada por una traslación de principios que bien podríamos delimitar como 
olvidar las “ideologías dominantes, es decir, iniciativa política y apertura general al libre 
comercio o bien paso libre a mecanismos de libertad  económica”. Según U. Beck, la 
globalización implica distintos procesos en virtud de los cuales los Estados nacionales 
soberanos se entremezclan e imbrican57. Lo característico podría enumerarse de la si-
guiente manera: 
 
a). Ensanchamiento del mercado internacional y creciente intercambio.  
b). Carácter global de la red de mercados financieros.  
c). Nuevas tecnologías de la comunicación.  
                                               
54 GARRIDO GÓMEZ, Mª. I., Las transformaciones del Derecho en la sociedad global, cit., p. 21.  
55 Implica la idea de pensar globalmente y actuar localmente. 
56 MONTAGUD MAYOR, X., “Bases Conceptuales de la globalización: Aproximación a un 
debate”, cit., pp. 129 y 130. 
57 BECK, U., ¿Qué es la globalización?. Falacias del globalismo, respuestas a la globalización, 
cit., p. 35. 
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d). Consenso sobre la vigencia de los derechos humanos y la democracia como sistema 
de gobierno.  
e). Cultura de la imagen.  
f). Nuevos actores transnacionales junto a los gobiernos: Naciones Unidas, Fondo 
Monetario Internacional, Banco Mundial, G-7, ONG. 
g). El desafío de la pobreza global.  
8). Los problemas ecológicos, que cuestionan al modelo económico vigente.  
 
Evidentemente, no estaría nada claro que estas particularidades mencionadas 
otorgaran una mayor calidad de vida a los ciudadanos porque la riqueza mal repartida da 
como respuesta una globalización, pero de la pobreza; los movimientos especulativos 
del capital transnacional se han ido sustrayendo a las intervenciones fiscalizadoras del 
Estado y se mueven por todo el mundo con absoluta libertad, sin control. El globalismo 
no conoce ni acepta poder que pueda limitar, controlar u orientar su actividad altamente 
lucrativa. Menos todavía, ningún principio ético, reprobable o cuestionamiento político 
perjudicial. 
 
Al ser un capital básicamente especulativo, tampoco crea fuentes de trabajo. 
La inversión está orientada por el lucro, no por el servicio. Es un capital que no necesita     
la fuerza de trabajo para expandirse. Su crecimiento económico no guarda relación con 
los índices de desarrollo del país. Lo único que le interesa a ese capital transnacional    
es desarrollarse por sí mismo y para sí mismo, tanto el objetivo, como los medios para 
lograr ese objetivo, radican dentro de su propia identidad. Trata de crecer a un ritmo 
cada vez más acelerado, sin importarle ni las fuentes de trabajo, ni la economía del país, 
ni el desarrollo mismo, ni la ecología. Vive para autodesarrollarse. No debe extrañar, 
por lo tanto, que el globalismo, globalice la pobreza.  
 
           Por otro lado, son múltiples las respuestas a la globalización que colisionan con-
tinuamente con el concepto de nación. La organización misma del Estado no solo estará 
orientada para garantizar la política interna de un Estado, sino igualmente hacia con-
figurar políticamente el proceso de globalización, para regularlo, adecuarlo a intereses y 
aspiraciones de la población. No se puede anular el Estado, más bien hay que pasar a 
una nueva concepción del Estado, con proyección transnacional. Tenemos una sociedad, 
por un lado, muy abierta hacia afuera y, por el otro, cada vez más afirmada en su propia 
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identidad. La primera trinchera de protección frente al avasallamiento que conlleva la 
globalización es la reafirmación en lo propio. Esta valorización debe relacionarse con 
aquellos países y aquellas culturas que, en cierto grado, son semejantes. Tendrá que 
avanzar el Derecho público internacional hacia nuevos acuerdos vinculantes ya sea so-
bre los derechos humanos, transacciones comerciales internacionales, etc. Como sobre 
todo en lo referente a la fiscalización del gran capital transnacional y al blanqueo de di-
visas y a los programas de defensa del medio ambiente.  
 
El mercado internacional requiere urgentemente un ordenamiento jurídico 
parecido al que coexiste en el ámbito nacional. Se debe globalizar la solidaridad, la 
justicia y la mutua colaboración entre los Estados. A su vez, respetando el Derecho 
interno, no podemos olvidar el proceso universal, pues afecta a todos los países, inde-
pendientemente de la posición que ocupen dentro de la economía mundial y del orden 
político. Por otra parte, si bien sería lo deseable concienciar y proponer una igualdad 
real entre Estados este objetivo se halla aún muy lejos de alcanzar al existir grupos de 
presión con capacidad de decisión en el orden internacional. 
 
Tampoco puede olvidarse que el proceso irreversible de integración de los 
mercados parte de la existencia de países mejor posicionados que otros, es decir, que su 
naturaleza económica es excluyente, porque aquellas naciones o regiones que no pueden 
ser competitivas quedarán a la saga de avances sociales relevantes, al ser este mercado 
general el elemento primordial de la globalización, como unidad política y como espa-
cio en el cual se despliega el gobierno y la soberanía de los países, quedando en segun-
do plano, al menos en teoría, los Estados con menos recursos, siendo el mercado el me-
canismo que rige las relaciones entre los  países y regiones; la capacidad de consumo 
determinará su valor y no su condición humana.  
 
En consecuencia, la globalización implica una mentalidad y un método inno-




                                               
58 GARRIDO GÓMEZ, Mª I., “Fundamentos e instrumentos de la regulación globalizadora de los 
derechos fundamentales”, Revista Telemática de Filosofía, nº. 1, 2007-2008, p. 26; PÉREZ LUÑO, A. E., 
La tercera generación de derechos humanos, cit., pp. 244 y 246.  
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3. TIPOS DE GLOBALIZACIÓN  
 
El carácter globalizador es indeterminado, indiscriminado y de autopropul- 
sión”59. ‘Global’, en inglés es sinónimo de ‘holístico’, es decir, cada parte está destinada 
a servir al todo. Si nos fijamos en los años ochenta podemos vislumbrar como un fenó-
meno que nace desde la cultural y acaba entroncado en lo visual, ensancha para entrar 
en la esfera de lo económico. No quiere ello decir que antes no lo fuera, simplemente 
resaltar la unificación de criterios a escala global. Por tanto, la acepción sufrió un cam-
bio espectacular, con ello se sumaron las influencias que hoy conocemos como “lógica 
empresarial”, para completar la transformación siendo un tejido de empresas multita-
cionales que se integran a escala globalizada. Asunto espinoso porque se desdibujan las 
fronteras entre lo interno y externo de los países, naciendo una nueva relación que sería 
multifacética, de dependencia entre los dos ámbitos.  
 
A mi parecer, la globalización, es un conjunto, será un proceso de procesos aún 
no finalizados, con cierta tendencia al caos internacional motivado por los graves pro-
blemas que arrastran los países (paro, dictaduras, incultura…), que les impiden un 
desarrollo adecuado y una diferenciación entre lo interno y lo externo de una nación. 
Pero ¿es unidireccional?, a pesar de la quiebra de las estructuras interestatales, no, la 
creciente influencia exterior lleva a pensar en una globalización policéntrica y mul-
tidireccional. ¿Cuál sería el papel del Estado dentro de ese proceso? Podría ser conve-
niente diferenciar entre el concepto de globalización y el de internacionalización. El 
propio sentido etimológico de ‘internacionalización’ se refiere al proceso dentro del 
cual se refuerzan las relaciones entre las esferas nacionales. Este concepto, en su acep-
ción tradicional, contiene elementos inherentes como los poderes estatales, la igualdad 
soberana de los Estados y el principio de no intervención en asuntos internos. Por el 
contrario, el concepto de globalización no implica, por sí mismo, el eventual resultado 
de un gobierno global, ni siquiera de un elevado grado de cooperación política entre 
Estados. La práctica internacional nos demuestra que, al menos hasta ahora, interna-
cionalización y globalización pueden coexistir (no es sinónimo de cooperar). Cuando se 
                                               
59 BAUMAN, Z., Dentro la globalizzazione. Le conseguenze sulle persone, trad. al italiano de O. 
Pesce, Editori Laterza, Roma-Bari, 2001, p. 67; ID, La globalización: consecuencias humanas, cit., pp. 
23-76; GARRIDO GÓMEZ, Mª I., Las Transformaciones del Derecho en la sociedad global, cit., p. 13; 
HELD, D., “¿Hay que regular la globalización? La reinvención de la política”, en Claves de Razón 
Práctica, nº. 99, 2000, pp. 4-11.  
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analizan las diferentes acepciones que tiene este término se observa que existe una gran 
variedad de definiciones las cuales giran generalmente en la integración económica, 
cultural, política, social... Pero, interrelacionadas con la economía.  
 
Cita Castells que “la economía informacional es global. Una economía global 
es una realidad nueva para la historia, distinta de una economía mundial. Una economía 
mundial, es decir, una economía en la que la acumulación de capital ocurre en todo el 
mundo, ha existido en Occidente al menos desde el siglo XVI. Y, como dice Fernand 
Braudel: “La historia tradicional trabaja con el tiempo corto o breve, y maneja un relato 
precipitado, dramático, de corto aliento”60. La nueva historia debía de trabajar con otra 
temporalidad que tomara en cuenta los procesos cíclicos y las posibles variaciones que 
solo pueden detectarse si se estudian dentro de un espacio de tiempo de larga duración 
que hipotéticamente abarcaría muchos años, décadas y en ocasiones hasta siglos. El 
valor del tiempo corto se mide de acuerdo al dramatismo y a la explosividad de lo que 
relata. Trabajar de esta forma con el pasado reduce el horizonte de análisis y puede re-
sultar contraproducente pues “el tiempo corto es la más caprichosa, la más engañosa de 
las duraciones”61.  
 
Wallerstein piensa en una renovación de la historia global, falta replantear las 
estructuras de conocimiento y de lo que en realidad sabemos como funciona el mundo62; 
los periodos cronológicos no poseen un valor absoluto63. Por ejemplo, el colapso mun-
dial de 1929, tenía que ver con grietas estructurales que databan de 1870. Por eso, es 
comprensible la noción de que la larga duración vincula el pasado con el presente y ha-
ce factible que el pasado se incruste en el presente64.  
 
3. 1. Globalización consumada  
 
En este apartado cabría destacar la globalización neoliberal, propugnada por 
autores como Francis Fukuyama, quien alude al mercado siendo el eje internacional que 
                                               
60 BRAUDEL, F., La historia de las Ciencias Sociales, Alianza Editorial, Madrid, 1968, p. 64. 
61 Ídem, p. 66. 
62 WALLERSTEIN, I., Utopística o las opciones históricas del siglo XXI, trad. de A. Herrera, 
Siglo XXI-UNAM, México, 1998, p. 6. 
63 PERROUX, F., Théorie générale du progrès économique, Cahiers de I’ I.S.E.A, París, 1957, pp- 
15-32. 
64 CORCUERA , S., “Más cerca de las ciencias sociales”, en Voces y silencios en la historia, siglos 
XIX y XX, Fondo de Cultura Económica, México, 1997, pp. 184-190. 
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abarca la democracia, tecnología y defensa del medio ambiente. Las sociedades con más 
éxito son aquellas que demuestran más flexibilidad política. Estados Unidos es la socie-
dad capitalista más avanzada del mundo, y sus instituciones representan el lógico desa-
rrollo de las fuerzas del mercado. Si son las fuerzas de mercado quienes empujan esta 
globalización es inevitable que la “americanización” acompañe fielmente a la globali-
zación65. Vamos hacia una cultura análoga, llamada por George Soros macdonalización 
-otros autores aluden cocacolonización-; e insistiendo en la idea Ritzer66 al asumir el 
“localismo globalizado” (un fenómeno local es globalizado con éxito), diferenciado del 
“globalismo localizado” (los imperativos transnacionales tienen un impacto específico 
en las condiciones locales, que son así desestructurados y reestructuradas con el fin de 
responder a estos imperativos), similar a los caos analizados por Beck en su propuesta 
de teoría del riesgo: ecológico, deforestación...67. Tal vez más crítico se muestre Joseph 
E. Stiglitz: “Incluso cuando Occidente no fue hipócrita, marcó una agenda de la globali-
zación y se aseguró de acaparar una cuota desproporcionada de los beneficios a expen-
sas del mundo subdesarrollado”68.  
 
En este orden de ideas, el problema no es la globalización, sino cómo la ha 
gestado Occidente69. Lo que resulta evidente es que las grandes potencias han marcado 
marcan el camino al resto, bien con apoyos económicos o con potenciales contagios en 
todos los ámbitos. 
 
La globalización neomoderna, cuyos representantes más apreciables son 
Anthony Giddens, Alain Touraine y Jürgen Habermas, creen tangible la globalización, 
situándola en constante movimiento y renovación en la Europa moderna, reafirmando la 
no exclusión de ningún Estado.   
 
Según Giddens: “Si mi tesis es correcta, la expansión de la democracia se en-
cuentra estrechamente conectada con los cambios estructurales de la sociedad mundial. 
                                               
65 HUNTINGTON, S., El choque de civilizaciones, trad. de J. P. Tosaus, Paidós, Barcelona, 1997, 
pp. 95-121.  
66 RITZER, G., La McDonalización de la sociedad, trad. de I. Herrero, Ariel, Barcelona, 1996, pp. 
74-100. 
67 MONTAGUD MAYOR, X., “Bases Conceptuales de la globalización: Aproximación a un de-
bate”, cit., p. 60. 
68 STIGLITZ, J., El malestar en la globalización, trad, C. Rodríguez, Taurus, Madrid, 2002, p. 31.  
69 STIGLITZ, J., La globalizzazione e i suoi oppositori, trad. de D. Cavallini, Giulio Einaudi Edi-
tore, Torino, 2002, pp. 219, 256. 
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Nada se obtiene sin luchar. En particular, el avance de la democracia es una cosa por la 
cual vale la pena luchar y que puede alcanzarse. Nuestro mundo mutable y evasivo no 
necesita de menos gobierno, sino de más gobierno, y esto solo las instituciones demo-
cráticas pueden garantizarlo”70. Giddens ha dicho que la globalización genera lo que 
llama “colonialismo inverso” mediante una serie de procesos que afectan a los indivi-
duos en un sentido plenamente fenomenológico: esto es, al nivel de sus vidas cotidianas. 
Que estos individuos habiten en una aldea china o estén sentados al ordenador en 
California, la globalización es un dilema, aunque de maneras diferentes. Con la llegada 
de la globalización, el proceso de desarraigamiento que empezó con la modernización 
recibe un nuevo ímpetu, siendo la globalización un proceso contradictorio y desigual 
que se separa de las comunidades locales y de los Estados-nación, y al mismo tiempo 
reconfigura a las mismas comunidades y Estados-nación71. 
 
Atendiendo a Alain Touraine, las confrontaciones entre comunidades antes no 
eran tan visibles; grupos de resistencia se suelen formar para mantener una identidad 
que ya había desaparecido. Por ello, Touraine cree que es bueno y positivo mantener la 
globalización junto a las tecnologías, instrumentos y mensajes que están presentes en 
todas partes y que no están unidas a ninguna sociedad o cultura particular. Por lo tanto, 
cultura y economía se separan. Aunque vivimos en un sistema global, en todo el planeta 
a la vez se refuerzan y multiplican los agrupamientos identitarios. La cultura de masas 
penetra en el espacio privado y por rechazo refuerza la voluntad política y social de 
defender una identidad cultural. Touraine lo expresa de la siguiente manera: “La deso-
cialización de la cultura de masas nos sumerge en la globalización, pero también nos 
empuja a defender nuestra identidad”. En un mundo globalizado las minorías tienden a 
afirmar su identidad y a reducir sus relaciones con el resto de la sociedad72. Matiza el 
multiculturalismo, pues conduce al riesgo de que cada cultura ‘se encierre en si misma’, 
en esencia sería como rechazar al ‘otro’, comunidad identitaria. Salvado el escollo y 
atendiendo a globalizar, se produce separación entre una economía globalizada, cada 
vez menos controlada por los estados y unas identidades culturales privadas o comuni- 
tarias que se encierran en sí mismas.  
                                               
70 GIDDENS, A., Il mondo che cambia. Come la globalizzazione ridisegna la nostra vita, trad. al 
italiano de R. Falcioni. Società editrice il Mulino, Bolonia, 2000, pp. 98-100.  
71 GIDDENS, A., Un mundo desbocado, trad. de P. Cifuentes, Madrid, 2000, pp. 75-90. 
72 TOURAINE, A., ¿Podremos vivir juntos?, trad. de M. Armiño, PPC, cáp. I, desmodernización, 
Madrid, 1997. 
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La economía global es, por sí misma, la fuerza dominante, no la dirige ningún 
actor real. Sin tener un conductor definido, esta sociedad puede estar caminando hacia 
su propia destrucción, aunque sin saberlo, sin pensar en ello. La desmodernización se 
define, por la disociación de la economía y las culturas y por la degradación de la una y 
de las otras. Sus aspectos principales son la desinstitucionalización y desocialización. 
Las instituciones, como la familia o la escuela, están perdiendo su estructura clásica y 
comienzan a desaparecer normas y valores sociales -esta desaparición de valores está re-
lacionada con la resocialización-73.  
 
El cambio más importante (de la globalización) es el mayor papel de los mer-
cados financieros mundiales, que operan crecientemente a tiempo real. Más de un billón 
de dólares se negocia al día en transacciones financieras societarias. La proporción de 
intercambios financieros en relación al comercio se ha multiplicado por cinco en los 
últimos quince años74. Giddens cree que la globalización se rodea de las siguientes 
notas: “una intensificación de las relaciones mundiales; una consecuencia de la lógica 
de la modernidad y un proceso dialéctico a través del tiempo y el espacio”75. 
 
Este mercado global on line, basado en sistemas de información capaces de 
transferir enormes masas de capital en cuestión de segundos, han hecho prácticamente 
imposible que los Estados y sus bancos centrales puedan decidir sobre el compor-        
tamiento de los mercados financieros y monetarios. Las compañías multinacionales,      
así como la Organización Mundial del Comercio, se convierten en este sentido en 
“semiestados”, con una consecuencia fundamental: en su calidad de semiestados, esas 
empresas tiene que adoptar también decisiones semipolíticas, como hoy en día se ve, 
claramente, en la tecnología genética, por ejemplo, Las cuestiones de si está permitido 
bajo qué circunstancias, experimentar con el material genético de los animales e incluso 
de los hombres, son temas políticos absolutamente neurálgicos. En la realidad, los go-
biernos nacionales son, si acaso, asesores en esa clase de cuestiones76. La globalización 
efectivamente ha implicado serios desafíos para la identidad europea, principalmente a 
                                               
73 Ídem, cáp. I. 
74 GIDDENS, A., La Tercera Vía. La Renovación de la Socialdemocracia, trad. de P. Cifuentes 
Taurus, México, 2010, pp. 42-50. 
75 GIDDENS, A., Consecuencias de la modernidad, cit., pp. 67-69. 
76  BECK, U., El poder de la impotencia, en Revista Encrucijada Americana, nº. 2, 2010-2011, pp. 
94-100. 
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causa del aumento de la multiculturalidad de su ciudadanía77. Respecto a la soberanía 
territorial generaría lo que el autor llama “agujeros de legitimidad”. La globalización ha 
establecido un nuevo orden social; la política ha sido supeditada a la esfera económica.  
 
En cuanto a la globalización postmoderna desencantada, nadie está fuera de 
ella. Jean Francois Lyotard, caracteriza la globalización desde el descreimiento 
escéptico, pues la política prometía distintas formas de producción haciendo que la vida 
gracias a las máquinas en posmodernidad daría mejores condiciones de vida a las 
personas, al generar riqueza a todos los niveles se erradicaría, algo que no se ha 
conseguido: emancipar a la humanidad del despotismo, de la ignorancia, de la barbarie 
y de la miseria, sobre las bases de las ideas de la razón y de un progreso obtenido por 
industrialización y el desarrollo científico y tecnológico.  
 
Jacques Derrida opina que: “La globalización es en sí mismo un concepto pro-
blemático; la globalización no se globaliza globalmente por así decir, ni equitativamente 
para todos, lo que hace a esta nueva noción, así como a la retórica que la explota 
sospechosa”78. Atendiendo a Jean Baudrillard, escritor de la indiferencia, se podría sus-
tentar que “globalización y universalidad no van de la mano, son más bien excluyentes. 
La globalización se da en las técnicas, en el mercado, en el turismo, en la información. 
La universalidad es la de los valores, los derechos del hombre, las libertades, la cultura, 
la democracia”. Baudrillard se acoge a lo que denomina “hiperrealidad”, cita EEUU, 
que ha construido un mundo más virtual que real; o sea, un copia que no deja de ser una 
mera ilusión para el resto de países79. 
 
La dimensión de la postmoderna optimista viene representada por Hal Foster, 
David Harvey y Fredrick Jameson, quienes serían los exponentes de una globalización 
de izquierdas aplicada a las artes en general. Foster defiende el arte cultural, mediante 
intercambios, utiliza las fuentes históricas y, a su vez, crea nuevas formas de comuni-
cación entre culturas al mismo nivel. Busca proyectos de resistencia emancipadora en 
conocimientos de entidad menor, dar una oportunidad a la estética del arte universal. 
                                               
77 HABERMAS, J., La constelación posnacional, trad. de P. Fabra, Paidós, Barcelona, 2000, pp. 
56-58. 
78 COHEN, T. (coord.), Jacques Derrida y las humanidades, S. XXI, Buenos Aires, 2005, pp. 303- 
310. 
79 BAUDRILLARD, J. y MORIN, E., la violencia del mundo, trad. de C. Roche, Paidós, 
Barcelona, 2004, pp. 10-30. 
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David Harvey, urbanista, muestra el enfoque geográfico histórico dado en especial a las 
teorías marxistas. Realizando análisis de los desequilibrios y problemas sociales a partir 
de las últimas décadas del siglo XX, para tratar de encontrar cuáles fueron los motivos 
generadores de fallas en los diferentes movimientos que han intentado construir un 
mundo más equilibrado económica y socialmente para los seres humanos. El objetivo 
real es mostrar el daño que la desigualdad produce a nuestro alrededor80. Lo utópico 
pasó a convertirse en una palabra en clave de la izquierda para decir socialismo o co-
munismo; mientras que, para la derecha, se ha vuelto sinónimo de totalitarismo o, en 
realidad, de estalinismo.  
 
Los dos usos del término parecen de hecho superponerse de algún modo y 
conjeturan que una política que desee cambiar el sistema radicalmente se calificará de 
utópica, con el matiz derechista de que el sistema (ahora entendido como el libre mer-
cado) forma parte de la naturaleza humana; que cualquier intento de cambio irá acom-
pañado de violencia; y que los esfuerzos por mantener los cambios (contra la naturaleza 
humana) necesitarán de una dictadura. De modo que, en este marco, entran en juego dos 
cuestiones práctico-políticas: una crítica de izquierdas del reformismo socialdemócrata 
dentro del sistema, y, por otra, un fundamentalismo del libre mercado. Pero, ¿por qué no 
limitarse a discutir estas cuestiones de manera directa y abierta, sin recurrir a esa tercera 
cuestión, aparentemente literaria, de la utopía? De hecho, se podría dar la vuelta a la 
pregunta y decir que somos perfectamente libres de discutir la utopía como cuestión 
histórica y textual o genérica, pero no cabe complicarla con la política, (en todo caso, 
¿no ha sido esta palabra siempre empleada por algunos de los personajes políticos más 
eminentes de todos los colores para calumniar de forma insultante a sus adversarios?)81. 
 
3. 2. Globalización emancipadora 
 
La globalización postmoderna emancipadora, es la encarnada por Boaventura 
de Souza Santos, Toni Negri y Michael Hardt. La propuesta parte de una globalización 
consumada, pero con posibilidades de transformismo atendiendo a una mayor democra-
cia y participación ciudadana.   
                                               
80 HARVEY, D., Espacios de la esperanza, trad. de C. Piña, Akal, Madrid, 2003, pp. 25-30. 
81 JAMESON, F., Postmodernism, or, the cultural logic of late capitalism, en New Left Review nº. 
25, 1984, pp. 5-8. 
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Para Boaventura de Sousa, la globalización es un proceso a través del cual una 
determinada condición o entidad local amplía su ámbito a todo el globo y, al hacerlo, 
adquiere la capacidad de designar como locales las condiciones o entidades rivales82. El 
autor aclara que este proceso no es simétrico ni homogéneo, refiriendo Boaventura de 
Sousa Santos aquellos localismos que afectan al ‘todo’ en las relaciones entre países 
consiste en el proceso por el cual un fenómeno local dado es globalizado con éxito. 
Usualmente, la globalización de prácticas locales se origina en el centro del sistema 
mundial y son después expandidas y diseminadas a la periferia y a la semiperiferia. En 
realidad, se dice, un localismo globalizado es “‘un proceso cultural mediante el cual una 
cultura local hegemónica se come y digiere, como un caníbal, otras culturas subordina- 
das”. Como ejemplo tendríamos ciertas operaciones mundiales de las empresas transna-
cionales, la transformación de la lengua inglesa en lengua franca, la globalización de la 
comida rápida, la música popular norteamericanas, o la adopción mundial de las leyes 
de propiedad intelectual norteamericana -software para computadoras-83.  
 
Boaventura de Sousa Santos aboga por el cosmopolitismo. La jerarquía del sis-
tema mundial y las relaciones de poder e interdependencia que este implica se desen-
vuelven en formas complejas; de dominación prevalentes, no excluyen la posibilidad de 
que los Estados-nación subordinados, regiones, clases grupos sociales y sus aliados, se 
organicen transnacionalmente en defensa de intereses percibidos como comunes y usen 
en su provecho las posibilidades para la interacción transnacional creadas por el sistema 
mundial. Tal organización está destinada a contrarrestar los efectos dañinos de las for-
mas hegemónicas de globalización y se desarrolla a partir de la conciencia de nuevas 
oportunidades de creatividad y solidaridad transnacionales, creadas por intensificación 
de las interacciones globales, véase el globalismo localizado: deforestación y deterioro 
masivo de los recursos naturales para pagar la deuda externa; uso turístico de tesoros 
históricos, los lugares y ceremonias religiosas, las artes y artesanías, vida salvaje; dum-
ping ecológico; conversión de la agricultura de subsistencia en agricultura orientada a la 
exportación como parte del ‘ajuste estructural’; etnización del lugar de trabajo, etc.  
 
                                               
82 SOUSA SANTOS, B. de., La globalización del derecho. Los nuevos caminos de la regulación y 
la emancipación, trad. de C. Rodríguez, Universidad Nacional de Colombia, facultad de Derecho, 
Ciencias Políticas y Sociales Instituto Latinoamericano de Servicios Legales Alternativos (ILSA), 1998, 
pp. 56-60. 
83 Ídem, p. 202. 
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La disolución de la contienda entre derechos del hombre y derechos del ciu-
dadano, que pasa por una nueva teoría de la ciudadanía y, por otra parte, una recons-
trucción intercultural de los derechos del hombre. Propone que la “ciudadanía” debe ser 
desarrollada con el fin de dar cuenta de los crecientes movimientos transnacionales su-
bordinados y de los desafíos que presentan al régimen internacional de los derechos 
humanos. La ciudadanía debe ser desterritorializada (menos nacional y más igualitaria), 
de tal manera que la diáspora jurídica de millones de personas desplazadas pueda llegar 
a su fin. La ciudadanía debe ser “descanonizada” (menos sagrada y más democrática), 
de manera tal que el pasaporte y el visado dejen de ser un fetiche jurídico de acuerdo 
con el cual la vida cambia y de la cual depende la dignidad humana de incontables 
personas. Reconstruida de manera socialista (más consecuente socialmente y menos 
única), para que el principio de la asociación voluntaria se torne universal. En suma un 
Estado de Derecho de carácter cosmopolita donde un cambio de ciudadanía sería tan 
fácil o difícil como lo es hoy un cambio de residencia, de profesión o como una separa-
ción matrimonial84. 
 
La emancipación es un elemento clave para Negri. El Imperio es, en síntesis, 
“una transferencia de soberanía de los Estados-nación hacia una entidad superior (…). 
Las grandes transferencias de soberanía que se están produciendo, en la esfera militar, 
en la esfera monetaria y en la esfera cultural, política, lingual, no pueden reducirse a 
ninguna analogía interna; lo que viene a decir que la estructura del Imperio es radical- 
mente diferente de la de los Estados-nación85. 
 
Dos características de la multitud dejan en claro su contribución a la posibili-
dad de la democracia actual. La primera puede ser denominada su aspecto “económico”, 
salvo que la separación de la economía de otros dominios sociales se quiebra rápida-
mente aquí. En la medida en que la multitud no es una identidad (como el pueblo) ni 
uniforme (como las masas), las diferencias internas de la multitud deben descubrir lo 
común que les permite comunicarse y actuar juntas […]. El pueblo ha sido tradicional-
mente una concepción unitaria. La población, por supuesto, está caracterizada por todo 
tipo de diferencias, pero el pueblo reduce dicha diversidad a una unidad y vuelve a la 
población una única identidad: ‘el pueblo’ es uno. La multitud, en contraste, es muchos. 
                                               
84 Ibídem, p. 148. 
85 NEGRI, A., “La globalización como imperio”, en Anthropos, nº. 144, 1993, p. 59. 
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La multitud está compuesta por innumerables diferencias internas que nunca podrán ser 
reducidas a una unidad o una única identidad-diferentes culturas, razas, etnias, géneros 
y orientaciones sexuales; diferentes formas de trabajo; diferentes modos de vivir; di-
ferentes visiones del mundo; y diferentes deseos. La multitud es una multiplicidad de 
todas estas diferencias singulares86.  
 
Cuando hablamos de la globalización neomoderna emancipadora, los princi- 
pales defensores de esta corriente son Inmanuel Wallerstein, Samir Amin y Giovanni 
Arrighi. Estos autores plantean que combatir al conglomerado globalizador solamente 
es posible con otro sistema tan importante como el establecido. Los elementos o movi-
mientos sociales que debería tener formarían parte del mundo hegemónico, semipe- 
riférico y periférico. 
 
La ideología de la globalización neoliberal ha estado en boga desde principios 
de los años ochenta. No era, de hecho, una idea nueva en la historia del sistema-mundo 
moderno, aunque reivindicó serlo. Más bien era la muy vieja idea de que los gobiernos 
del mundo debían dejar de estorbarle a las grandes y eficientes empresas en sus es-
fuerzos por prevalecer en el mercado mundial. La primera implicación de política pú-
blica era que los gobiernos, todos los gobiernos, debían permitir que estas Corporacio-
nes cruzaran libremente las fronteras con sus bienes y capital. La segunda implicación 
de política pública era que los gobiernos, todos los gobiernos, debían renunciar ellos 
mismos a cualquier papel de dueños de estas empresas productivas, y privatizar así todo 
lo que poseyeran. Una tercera implicación, que los gobiernos, todos ellos, debían mi-
nimizar, si no eliminar, todos y cada uno de los diferentes pagos de transferencia por 
seguridad social a sus poblaciones. Por ciclos, esta vieja idea siempre ha estado de 
moda. La globalización es “el primer sistema histórico en incluir el globo dentro de su 
geografía”. Hoy día se habla de la globalización como el sistema que va a revolucionar 
el mundo entero, pero lo mismo se caviló con la invención del teléfono, radio y el 
automóvil. Así que esto no es algo totalmente nuevo, lo único que tiene realmente de 
distinto es que abarca todos los rincones del planeta, es un sistema globalizador. 
 
                                               
86 HART, M. y NEGRI, A. -prefacio-, Multitud: guerra y democracia en la era del Imperio, 
Debate, Madrid, 2004. 
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En su expansión global, el capitalismo real ha contribuido siempre a que au-
mente la desigualdad entre los pueblos. Tal desigualdad no es el producto de circuns-
tancias peculiares que se deban a un determinado Estado o periodo de tiempo. Es el 
producto de la lógica inmanente de la acumulación del capital. El racismo es la con-
secuencia inevitable de este sistema. En el discurso al uso de la ideología dominante, la 
economía de libre mercado ignora naturalmente la disparidad existente entre individuos 
y pueblos, promoviendo la democracia. En la práctica, el capitalismo real es algo bien 
distinto, puesto que crea desigualdades entre los pueblos y alimenta así las formas más 
elementales de racismo… En el momento actual de globalización neoliberal, se dice que 
la situación de desigualdad entre los pueblos está, aparentemente, sufriendo un vuelco. 
Se supone que la nueva globalización ofrece una ‘oportunidad’ a aquellos países que a-
cepten el reto inherente (a la globalización) y sepan integrarse de modo inteligente 
dentro del sistema. Entonces, podrían “alcanzar” al antiguo centro. Veremos, sin embar-
go que tal cosa no ocurre. Por el contrario, el ejercicio de nuevas formas de dominio 
monopolista ejercido sobre todo el sistema por parte del centro explica la creciente po-
larización y desigualdad entre los pueblos. La lógica de esta forma de globalización 
consiste nada más y nada menos que en la organización del apartheid a escala global87. 
 
En la globalización, la hipermovilidad del capital reduce drásticamente la 
capacidad de los trabajadores para proteger y promover sus intereses, lo cual puede de-
sembocar en una carrera hacia el abismo de los salarios y las condiciones de trabajo. En 
las últimas décadas tuvo lugar una reversión devastadora de la tendencia de ampliación 
de los derechos de los trabajadores, que comenzó a mediados del siglo XIX. Pero para 
algunos autores esto tiene que ver más con el impacto que la globalización tiene sobre el 
Estado que con la globalización misma. Los derechos de los trabajadores, desde esta 
perspectiva, solamente pueden estar asegurados por los Estados nacionales, y si estos 
declinan su poder, también lo harán los derechos laborales. Esto es válido no solo para 
los trabajadores sino para los derechos ciudadanos en general. Esta idea ha sido puesta 
en cuestión, por aquellos que consideran que la principal causa de las transformaciones 
en las condiciones de vida proviene del “entorno económico” (favorable a los Estados 
hasta 1970, hostil después) en el cual los Estados-nación tienen existencia88.  
                                               
87 AMIN, S., ¿Globalización  o apartheid a escala global? Presentado en la Conferencia Mundial 
Contra el Racismo de Durban (Sudáfrica, 2001), pp. 1-19. 
88 ARRIGHI, G., y SILVER. J. B., Caos y orden en el sistema-mundo moderno, trad. de J. Pascual, 
Akal, 2004, Madrid, pp. 56-120. 
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La globalización regional emancipadora latinoamericana, ha sido considerada 
por Heinz Stefan Dietrich  y Enrique Dussel, y supone un regreso al socialismo del siglo 
XX, más cristianismo de liberación, más mercado controlado, más latinoamericanismo 
fácil y un socialismo de moderada intensidad.  
 
Dussel defiende que hay “vida y derechos” más allá de Occidente, convide-
rando el pensar no-ser de América desde una realidad distinta a la europea. Con Dussel 
advertimos al hombre en su dimensión absoluta, primando la ética que debería ser apli-
cada en la globalización. Los bienes repartidos equitativamente, mercados solidarios, 
menor empuje de las multinacionales y repartición de beneficios mediante el análisis, 
evaluación y actitud crítica. Un socialismo cristiano donde el sistema económico 
importa pero menos que el individuo. “La cuestión de la ‘verdad’ (y ‘validez’) de la 
víctima, pone en cuestión la ‘no-verdad’ (y ‘no-validez’) del sistema vigente”. La ética 
de la liberación es ante todo una historia crítica de la ética89. La crítica ético-material 
inaugura el pensamiento negativo. Como se advierte en el lenguaje de Dussel, estamos 
frente a una renovación de la metodología dialéctica y a una afirmación fuerte: el ver-
dadero pensamiento negativo es el de aquel que quiere subvertir radicalmente el sis-
tema, porque este no pone solamente en peligro el sentido de la existencia, sino la 
existencia misma90. La Ética de la Liberación, presenta una ética de la vida cotidiana y 
al mismo tiempo es una superación crítica de la complicidad inconsciente e implícita de 
todos aquellos que asumen una posición de negación de las víctimas del sistema. Sin un 
análisis de por qué se niega a la víctima, será imposible proyectar una superación de 
estas posiciones de negación91. 
 
En la economía global, un país o un individuo no tienen el derecho a ganar por 
cuenta de otro. Sin embargo, ¿existe un sistema económico que se distinga de la eco-
nomía nacional de mercado en este punto decisivo? ¿Existe ahora una alternativa para la 
economía nacional? Si analizamos la economía y su historia con respecto a los prin-
cipios que crearon su base, encontramos solo dos tipos: la economía equivalente, bajo 
cuyo régimen la humanidad ha vivido aproximadamente seis mil años desde el inicio de 
su historia económica, y la economía no-equivalente… Ambos arquetipos de economía 
                                               
89 DUSSEL, E., Ética de la liberación en la edad de la globalización y de la exclusión, Trotta, 
Madrid, 1998, p. 332. 
90 Ídem, p. 13. 
91 Ibídem, pp. 303-317. 
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son incompatibles de principio… La economía equivalente es la única alternativa para 
la economía no-equivalente… El mercado, tal como lo conocemos, hunde sus raíces en 
un proceso histórico que pervirtió la satisfacción general de las necesidades humanas, 
verdadero objetivo de la economía, para transitar hacia la crematística, categoría propia 
del enriquecimiento. Por ello, se requiere un antídoto contra la teología del mercado 
sustentada en la postración del sujeto ante sus leyes de oferta-demanda y contra la brutal 
competencia social darwinista92. 
 
3. 3. La globalización alternativa 
 
En este apartado destacan las Escuelas decolonial y postcolonial. El plantea-
miento es procurar una oportunidad a otras culturas y, entre ambas, ofrecer alternativas. 
El citado movimiento es conocido con el nombre de decolonial y postoccidental. 
Abarca a América Latina pero no se circunscribe a esta zona planetaria, llega al Caribe 
y otras áreas desestabilizadas por la pobreza. Instaura modos de pensar e interacciones 
entre culturas desde un plano de igualdad. Se trata de un proyecto de respeto al ‘otro’, 
dán-dole la posibilidad de hablar y ser escuchado. Aníbal Quijano lo llama 
“colonialidad del poder” y es concebido para aumentar el poder económico, hablando 
Dussel de “falacia desarrollista”.  
 
Desde este punto de vista, vienen a plantear el reparto injusto como conse-
cuencia de la expulsión hacia la periferia del resto de naciones, bajo el mito de la 
superioridad. Localizarse en otro lado no significa, sin embargo, como sostiene Dussel, 
el ejercicio de una crítica de la razón como tal sino de una crítica de la “razón violenta 
coercitiva y genocida. No denegamos el núcleo racional del racionalismo universalista 
de la Ilustración, solo su momento irracional como mito sacrificial. No negamos la 
razón, en otras palabras, sino la irracionalidad de la violencia generada por el mito de la 
modernidad [...]”93. Por ello, habla desde la construcción de una transmodernidad dentro 
de la que se hace posible un diálogo con la alteridad no-eurocéntrica a la vez que una 
crítica de las situaciones por las que los subalternos fueron sometidos, generando para 
ello una crítica no dependiente, no mimética del pensamiento europeo. 
                                               
92 DIETRICH, H., El socialismo del siglo XXI (versión electrónica), México, 2008, pp. 20-26. 
93 DUSSEL, E., Eurocentrismo y modernidad (Introducción a las lecturas de Frankfurt), en Mig-
nolo (comp.), Capitalismo y geopolítica del conocimiento. El eurocentrismo y la filosofía de la liberación 
en el debate intelectual contemporáneo, Signos, Buenos Aires, 2001, pp. 57-70. 
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Las diferencias entre zonas territoriales parten del “imaginario”, de aquella 
acción asumida por la colonialidad del poder cuya fuerza transforma las diferencias en 
valores (si no se es blanco, europeo, se es “bárbaro”, “incivilizado”, “imposibilitado pa-
ra producir conocimiento”). Por eso hablar de diferencia colonial implica no solo un 
cam-bio en la manera de analizar y comprender los acontecimientos de la sociedad y la 
cultura, sino que destaca la dimensión del poder que dirige y trasforma de manera ra-
dical la perspectiva dependiendo de intereses partidistas94. Traspasar fronteras gracias al 
conocimiento aportado al ‘otro’ consiguiendo, en palabras de Escobar, una “mutua ferti-
lización creativa, creando un orden alternativo de lo establecido o real”95. 
 
La globalización postcolonial tiene como referentes a Edward Said, Homi 
Bahba y Gayatri Spivak. Estos autores denuncian el eurocentrismo colonizador, pero no 
señalan quiénes son los nuevos agentes centrales de las colonias; en los procesos de 
confrontación, no aluden a fórmulas emancipatorias. E. Said, nos apunta cómo son los 
“orientales” para los occidentales, pero jamás expresa “cómo son” en realidad. Spivak 
niega que alguien pueda hablar por los subalternos, menos los intelectuales, quienes son 
sus constructores; y Bahba enuncia que los colonizados por su mímica, ambivalencia e 
hibridez, son todas las cosas a la vez y ninguna.  
Utilizando argumentos ya conocidos, Said considera que en una ‘sociedad no 
totalitaria’ la influencia de las ideas, las instituciones y las personas se ejerce no a través 
de la dominación sino del consenso; la hegemonía se consigue realizando esfuerzos en-
tre poderosos y débiles, respetando la diversidad96. No a los procesos emancipatorios. 
Se sugiere, por tanto, la independencia dentro de un marco globalizado. Respetando al 
‘otro’, no fabricando al ‘otro’ por métodos imperialistas. 
La nación está continuamente en un proceso dialéctico con temas como la 
internacionalización y la globalización. Y así como el internacionalismo o la globaliza-
ción redefinen el mapa del mundo, redefinen el contexto geopolítico del mundo, tam-
bién las ideas de nación y región están en un proceso de cambio permanente97, bus- 
                                               
94 QUIJANO, A., Colonialidad del poder, eurocentrismo y América Latina, Lander, Buenos Aires, 
2000, pp. 201-246. 
95 ESCOBAR, A., Mundos y conocimientos de otro modo, Programa modernidad/colonialidad la-
tinoamericano, III Congreso Internacional de Latinoamericanistas en Europa Tabula Rasa, en Revista de 
Humanidades nº. 4, 2006, Univ. Colegio Mayor de Cundinamarca, 2003, pp. 50-161. 
96 SAID. E. W., Orientalismo, trad. de Mª L. Fuentes, Libertarias, Madrid, 1990, pp. 25-27. 
97 BAHBA, H. (comp.), Nación y narración, S. XXI, Argentina, 2010, pp. 7-20. 
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cando una igualdad social a nivel planetario, procurando eliminar el apodo ‘subalterno’ 
de Antonio Gramsci atendiendo al poscolonialismo. Hoy, desafortunadamente, la globa-
lización atiende al capital para globalizar, todo lo demás es control de daños98. ¿Por qué 
sobrevive el capitalismo? El capitalismo presenta crisis cíclicas que sobrelleva de 
manera inteligente, por eso las supera saliendo reforzado para permanecer en el tiempo. 
A mi juicio, Schumpeter, entendió la manera de moverse acorde a sus conveniencias. 
“Percibió que el capitalismo no trabaja con la idea de preservar la cohesión social. 
También, que dejado a sus propias reglas, el capitalismo podría destruir la civilización 
liberal. Por eso admitió que el capitalismo debía ser domado99. Y esta transformación, 
por interés, puede ser considerada como apunta F. Jameson, un capitalismo tardío, sur-
gen nuevas funciones y las tradicionales adquieren una nueva fisonomía y se hacen más 
oscuras e invisibles100. 
Detrás de cualquier decisión que implique beneficios a gran escala se halla un 
programa deshumanizado que anhela y apetece a una ingente cantidad de beneficios. 
Penetrando en la idea transformista del ‘todo vale’ creo que Falk acierta plenamente al 
decir que: “Son las élites empresariales quienes con mayor ardor se declaran ciudadanos 
de Europa, e incluso del mundo, y, al parecer, en su mayoría desean renunciar a iden-
tidades específicas de Estado-nación. A diferencia de muchos cambios de lealtades, 
idealistas y cosmopolitas, asociados en el pasado con la defensa del gobierno mundial, 
este nuevo tipo de ciudadanía global es pragmática y ha ido creciendo sin ir acompa- 
ñada de sentimientos de solidaridad regional o global del tipo que se asocia al senti-
miento de comunidad”101.  
No obstante, esto se produce por diversas causas, una de ellas podría ser como 
alude Ferrajoli: “Por la incertidumbre de las fuentes y en la incertidumbre de las 
competencias… Un incierto Derecho comunitario jurisprudencial… Expresiones como 
‘principio de legalidad’ y ‘reserva de ley’ tienen cada vez menos sentido”102. En 
Derecho, la verdad es una, aunque no sea ciertamente la ‘verdad’. De aquí es probable 
                                               
98 GAYATRI, S., Conferencia en la Universidad de Veracruz, Centro Docente nº. 419, 2010. 
99 GRAY, J., “Las desilusiones del capitalismo globalizado”, en Nexos, nº. 260, 1999, pp. 2 y 35-
52. 
100 JAMESON, F., Teoría de la postmodernidad, Trotta, Madrid, 1996, pp. 328-336. 
101 FALK, R., La globalización depredadora, trad. de H. Bebia, Siglo XXI, Madrid, 2002, p. 57. 
102 FERRAJOLI, L., Estado de derecho: entre pasado y futuro. Seminario “Cambio de paradigma 
en la filosofía política”, cuadernos de la fundación March, nº. 7, Madrid, 2001, pp. 73-75. 
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la inseguridad en un sistema poco creíble. Nace de esta manera el escepticismo de las 











                                           CAPÍTULO II 
 
VERTIENTES ECONÓMICA, POLÍTICA Y JURÍDICA Y DE LA 
GLOBALIZACIÓN 
 
1. LA GLOBALIZACIÓN ECONÓMICA 
 
1. 1. El marco de la economía contemporánea 
 
La globalización tiene múltiples dimensiones, aunque la mayoría de los 
autores admite que la dimensión económico-financiera es el motor real del proceso en 
su conjunto1. La realidad es que la ‘globalización económica’ ya no es una teoría, o un 
posible camino de la economía y el mercado, sino un hecho concreto que está cam-  
biando por completo las estrategias mercantiles de todas las naciones, redefiniendo las 
relaciones internacionales, creando nuevos y poderosos patrones culturales.  
 
La globalización de la economía mundial, en estas últimas décadas del siglo 
XX, ha vinculado la realidad interna de las naciones con su contexto externo. La 
expansión del comercio, operaciones transnacionales de las empresas, integración de  
las plazas financieras en un gigantesco mercado y el espectacular desarrollo de la  
información, han estrechado los vínculos entre los países. En algunas regiones la forma-
ción de los espacios multinacionales es otra manifestación de la globalización del orden 
mundial. Cohabitamos, sin embargo, en un mundo paradójico. Pese a los extraordinarios 
avances de la globalización, los mercados internos absorben más del 80% de la pro-
ducción mundial. La globalización coexiste, pues, con el peso decisivo de la cultura, los 
mercados y los recursos inherentes. La articulación de esta dimensión endógena de la 
realidad con su contexto externo determina el desarrollo o el atraso de las naciones.  
 
En la década de los noventa se difundieron, con interesada premura, por parte 
de los principales agentes de la globalización -los grupos financieros y los expertos 
                                               
1 WALLERSTEIN, I., “A cultura como campo ideológico do sistema mundial moderno”, trad. de 
Q. Hoare, en M. Featherstone, Petrópolis, 1994, pp. 59-67.  
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tuvieron especial relevancia-, algunos mitos2, como el de que los problemas de la eco-
nomía, tenían su origen en los gobiernos, que imponían elevadas cargas fiscales y obli-
gaban a la observancia ‘de rígidas regulaciones hasta el estrangulamiento’3. Se de-
fendía, asimismo, que la bajada de impuestos produciría grandes ‘aumentos del ahorro y 
del trabajo’ lo que no parece haber acumulado argumentos de experiencia suficiente- 
mente demostrativos4. 
 
En la antigüedad, comparativamente, las productividades crecían lentamente. 
Esta actividad económica se destinaba a la subsistencia de la fuerza de trabajo y al sos-
tenimiento de las clases dominantes. El progreso técnico era pausado, los recursos asig-
nados a la acumulación del capital en el proceso económico representaban proporciones 
ínfimas; en tales condiciones, el impacto de los vínculos con el mundo externo sobre el 
desarrollo económico era insignificante.  
 
La acumulación del capital siempre ha comportado una dimensión cons-
tructiva, creadora y también dimensiones destructivas -a partir de un cierto punto de 
acumulación, se estanca, es decir, sobreviene el derrumbe del mecanismo capitalista-5. 
Como cualquier sistema vivo, el capitalismo está basado en esta contradicción interna, y 
no está destinado a perpetuarse hasta el infinito y en la eternidad. Hemos llegado al 
momento en que las fuerzas destructivas asociadas a la reproducción misma del sistema 
capitalista lo conducen y lo empujan contra aquellas que asegurarían su legitimidad por 
su dimensión positiva y constructiva. El capitalismo ha cumplido ya su tiempo y, lejos 
de permitir la puesta en práctica del potencial que el progreso de la ciencia y de la tec-
nología en principio permitirían, lejos de posibilitar la aceleración del desarrollo bajo 
formas apropiadas en las periferias, el capitalismo imperialista anula esas posibilidades 
de emancipación6.  
 
 
                                               
2 FRANCISCO, L. M., “La globalización y el estado nacional”, en Revista Global. Fundación Glo-
bal Democracia y Desarrollo, vol. IV, nº. 14, 2007, pp. 48-56.  
3 STIGLITZ, J. E., Los felices 90, trad. de C. Rodríguez Braun, Taurus, Madrid, 2003, p. 322. 
4 HELD, D. y McGrew, A., Globalización / antiglobalización, Paidós, Barcelona, 2003, p. 20.  
5  GROSSMANN, H., La ley de Acumulación y del Derrumbe del Sistema Capitalista, trad. de L. 
Colleti, Siglo XXI, México, 1979, p. 386. A partir de un cierto punto de acumulación se estanca, es decir, 
sobreviene el derrumbe del mecanismo capitalista. 
6 AMIN, S. (Prólogo), Más allá del capitalismo senil, trad. de A. Blixio, El viejo topo, Barcelona, 
2003. 
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En los grandes imperios de Europa y Oriente en la Antigüedad y la Alta Edad 
Media, el dilema del desarrollo en un mundo global no se planteaba por la inexistencia 
de las condiciones necesarias y suficientes. Anteriormente, entre los siglos XI y XV, el 
progreso del capitalismo comercial, el incipiente progreso técnico y las transformacio- 
nes sociales, permitieron un pausado pero persistente crecimiento de la productividad. 
En las nuevas condiciones, las relaciones externas de los países comenzaron a ejercer 
mayor influencia sobre la producción, la redistribución de la riqueza y la acumulación 
de capital. El incipiente desarrollo económico de Europa proyectó, por primera vez, una 
de las dos condiciones de la disyuntiva dimensión endógena/contexto externo. Sin 
embargo, hasta fines del siglo XV la cuestión era esencialmente de carácter intra 
europeo. El sistema internacional global se constituye a partir de la última década del si-
glo XV con el descubrimiento de América y la recalada de los portugueses a Oriente por 
ruta marítima. Alrededor del año 1500 convergieron, pues, el aumento persistente de la 
productividad y la existencia de un sistema internacional globalizado.  
 
En este período empieza asimismo a gestarse la distinción entre el poder per-
ceptible y el intangible. El tamaño de su población junto a los recursos naturales cons-
tituye el poder palpable de cada país y, los llamados factores intangibles asentados en la 
tecnología y la acumulación de capital. En ausencia de estos componentes, el poder 
tangible se disuelve en el subdesarrollo. Así, desde el despegue del Primer Orden Eco-
nómico Mundial comenzó a tejerse la trama sobre la cual se articuló el sistema interna- 
cional y la distribución del poder entre las naciones. 
 
 Posteriormente, en el siglo XIX, el ferrocarril y la navegación a vapor pro-
vocaron la drástica rebaja de los fletes terrestres y marítimos. Las comunicaciones regis-
traron el revolucionario impacto del telégrafo y de los cables submarinos. Esto permitió 
una apertura hacia el Nuevo Mundo, Oceanía y África del sur; indujo al movimiento de 
capitales desde los centros industriales a la periferia y promovió migraciones masivas. 
 
Al fin y al cabo, los mercados monetarios operan en marcos regulatorios que 
dependen de decisiones políticas. Hasta tiempos recientes la cuestión ecológica era 
prácticamente irrelevante en las relaciones internacionales y la pobreza, un tema en-
cerrado dentro de las fronteras de cada país. La universalización de ambas cuestiones es 
actualmente el principal factor explicativo de los mayores desafíos que confronta el 
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sistema mundial. En efecto, la compraventa de armamentos, la difusión de armamento 
de destrucción masiva, narcotráfico, migraciones internacionales; vasto crecimiento de-
mográfico, destrucción de la naturaleza y de recursos no renovables, los fundamentalis-
mos de diverso signo y la violencia están íntimamente asociados a la globalización de 
aquellas cuestiones cruciales del orden contemporáneo. En el presente, ellas forman 
parte esencial del viejo dilema del desarrollo y del subdesarrollo en un mundo global. 
Constituyen la trama profunda de la cual dependen la paz y la seguridad internacional, 
pero no solamente la tranquilidad del ciudadano, la supervivencia7. 
 
El perfeccionamiento de los intercambios  internacionales no será sino el resul- 
tado del crecimiento de las desiguales economías nacionales; la historia de la economía 
sería entonces la historia progresiva de unos mercados inicialmente locales o comar- 
cales que habrían desembarcado en el mercado planetario después de haber superado 
sus etapas en los mercados regionales, nacionales  e internacionales. Según esta idea, el 
desarrollo del comercio internacional se debe a la propagación global del principio de la 
división del trabajo. Esta idea de impulso económico desde el interior hacía el exterior 
procede de las teorías expuestas por Adam Smith en su conocido Informe sobre la na-
turaleza y las causas de la riqueza de las naciones publicado en 1776. Para Smith, el 
fenómeno, de orden psicológico, de la ‘natural propensión del hombre al trueque, a in- 
tercambiar y a ceder una cosa por otra’ es el punto de partida del análisis económico. 
Esta inclinación natural de la persona permite que se realice, siempre que no la coarte 
alguna arbitraria prohibición dictada por las autoridades políticas o morales, la división 
del trabajo, alcanzándose así la eficiencia productiva, es decir, el fundamento mismo de 
la riqueza de las naciones. 
 
1. 1 .1. La dinámica del intercambio          
      
Con la extensión espacial de los intercambios se consigue aumentar la produc- 
tividad global de la economía no solo porque esta extensión permite multiplicar los 
oficios y las actividades especializadas, sino, también, porque propicia la intensificación 
                                               
7 Vid. Resolución 52/136 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, de 12 de diciembre de 
1997, A/RES/52/136, 3 de marzo de 1998; vid, “Un concepto más amplio de libertad: desarrollo, 
seguridad y derechos humanos para todos, donde se afirma que no tendremos desarrollo sin seguridad, no 
tendremos seguridad sin desarrollo y no tendremos ni seguridad ni desarrollo si no se respetan los 
derechos humanos”, A/59/2005. El derecho a la paz no debe reducirse únicamente a la ausencia de guerra, 
sino que éste implica también el derecho a la seguridad y a estar protegido contra todo acto de violencia. 
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de la división de las tareas dentro de las empresas. El famoso ejemplo de la fábrica de 
alfileres en el que ‘un hombre obtiene el alambre, otro lo endereza, un tercero lo trocea, 
un cuarto lo talla en punta, un quinto lo afila en un extremo para colocar la cabeza..., 
etc’, sirve para señalar que la dedicación exclusiva de los obreros especializados solo es 
rentable si se alcanza un determinado volumen de ventas. De ahí que Smith concluya 
que ‘la división del trabajo tiene como límite la extensión de los mercados’. La interna- 
lización de las distintas economías no sería, entonces, sino la prolongación de un pro- 
ceso orgánico de crecimiento iniciado en el ámbito local e impulsado por la división del 
trabajo. Ningún autor anterior a Smith concedió tanta importancia a este hecho. En La 
Riqueza de las Naciones, el profesor escocés atribuye el progreso económico a esta 
división; un avance que resultaría únicamente de la mejora en la eficiencia productiva, 
es decir, de la productividad8. 
 
El dinamismo del comercio internacional se debe principalmente al comercio 
de productos manufacturados. Ahora bien, las tres quintas partes de este comercio se 
realizan entre países industrializados, es decir, entre países de Europa occidental o de 
origen europeo (América del Norte-Oceanía) sumando Japón. En este comercio, deno- 
minado de permutas cruzadas, predominan productos similares (automóvil, electrónica 
de consumo) o intercambios intrasectoriales. Los estudios sobre los intercambios cru- 
zados muestran que los mismos son más intensos cuanto más altos y parecidos son los 
niveles de desarrollo de los países, es decir, cuanto más asemejan a las estructuras de su 
demanda basadas en el bienestar. 
 
Wallerstein denomina ‘sistema mundo’ a toda una red de intercambios basa- 
dos en una división plurinacional del trabajo. Los dos principales modelos conocidos de    
sistemas-mundo son el imperio-mundo y la economía-mundo. La diferencia entre am-
bos reside en la respectiva configuración política: en el primer caso, la división inter-
nacional del trabajo se da dentro del espacio estatal; en el segundo, en un espacio 
interestatal9. El concepto de ‘economía mundo capitalista’ ha ido expandiéndose en el 
transcurso de medio milenio, primero demostrando su hegemonía en Europa y luego lle- 
gando en condiciones de estabilidad a Europa. Wallerstein juzga que “mi propia lectura 
                                               
8 SMITH, A., La riqueza de las Naciones, trad. de C. González, Ciro Ediciones, Barcelona, 2011, 
pp. 17-20. 
9 ADDA, J., La globalización de la economía, trad. de J. Tugores, Sequitur, Madrid, 1999, p. 42. 
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de los pasados 500 años me lleva a dudar que nuestro propio sistema mundo moderno 
sea una instancia de progreso moral sustancial, y a creer que es más probablemente una 
instancia de regresión moral”10. El vocablo modernización se introduce como término 
técnico en los años cincuenta; caracteriza un enfoque teorético que hace suyo el proble- 
ma del funcionalismo sociológico. La modernidad se define como el desarrollo econó-
mico industrializado con una convergencia hacia la democracia liberal. La democracia 
es el espacio donde convergen la igualdad y la libertad que tienen como condición ne-
cesaria aunque no suficiente, la participación efectiva en los aspectos procedimentales 
para la elaboración del sistema normativo11. 
 
La teoría de la modernización plantea como hipótesis que el desarrollo econó- 
mico traerá consigo el desarrollo político. La homogeneidad y estandarización de todas 
las formas de civilización humana bajo un mismo sistema económico puede tener con-
secuencias fatales para el desarrollo de la humanidad. El sistema económico capitalista 
se halla atrapado funcionalmente en una lógica de crecimiento económico insostenible. 
La hipótesis central de la teoría del desarrollo focalizado en la modernidad diseña que el 
desarrollo económico traerá consigo el desarrollo político. Las teorías del desarrollo son 
la basada en monoeconomía y la de beneficios mutuos. Los vínculos que explican las 
diferentes relaciones económicas, sociales, políticas, etc., existentes entre las loca-
lidades, regiones, países y globalidad se han analizado desde dos enfoques teóricos, el 
dependencista y el desarrollista. La teoría de la dependencia de la división internacional 
del trabajo12 considera que las diferentes regiones y países tienen intercambios desi-
guales en un sistema que concentra recursos tecnológicos, la manufactura, la educación 
y la riqueza, mientras que otras regiones y países periféricos solo son proveedores de 
mano de obra y materia prima barata. Por su parte, la teoría del desarrollo13 de la divi-
sión internacional del trabajo considera la importancia de que las denominadas socie-
dades parciales se modernicen con tecnología y valores tradicionales. Esta moderni-
zación es producto de un proceso sistemático, evolutivo, progresivo, transformador, ho-
mogeneizador. El eslabón perdido entre los ámbitos micro y macro del desarrollo social, 
es una desventaja a la hora de analizar conjuntamente las relaciones de confianza 
                                               
10 WALLERSTEIN, I., “¿Cambio social? El cambio es eterno, nada cambia jamás”, en Memoria 
nº. 100, 1997, pp. 6-8. 
11 HABERMAS, J., Between facts and norms, The Mit Press, Cambridge, 1992, pp. 5-7. 
12 CARDOZO, F. H. y ENZO F., Dependencia y Desarrollo en América Latina, Fondo de Cultura 
Económica, México, 1969, pp. 20-22. 
13 LERNER, D., “The passing of traditional society”, en Free Press, 1958, pp. 8-12. 
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generalizada y de asociatividad y, por otra parte, las normas de reciprocidad y de com-
promiso cívico vigentes en la sociedad. Las relaciones de confianza entre los individuos 
y el compromiso cívico dependen de las oportunidades y las restricciones que ofrece el 
contexto histórico-social14. 
 
La postmodernidad cuestiona las variables sociales, culturales, del medio am-
biente, políticas y éticas de la ecuación del desarrollo y su proyecto modernizador. La 
inclinación del posdesarrollo sobre ‘el lugar’, la ecología política y la geografía posmo-
derna al estudiar la globalización, permite reconocer los modos de conocimiento y mo-
delos de naturaleza basados en lo local15. El desarrollo en la globalización ha sido en 
general capitalocéntrica porque sitúa al capitalismo en el centro, tendiendo, en con-
secuencia, a devaluar o marginar cualquier posibilidad de desarrollo no capitalista.  “... 
La naturalidad de la identidad capitalista como plantilla de toda identidad económica 
puede ser puesta en cuestión”16. Muchos habitantes de regiones menos desarrolladas 
viven bajo condiciones que pueden ser descritas como modernidad desigual más que 
postmodernidad.  
 
La desterritorialización del Estado-nación está dando lugar a nuevas formas 
espaciales geopolíticas y geoeconómicas. El surgimiento del Estado postnacional evo-
luciona el concepto de nación como el invento moderno que legitima el dominio de un 
pueblo politizado sobre un territorio determinado. Esta tendencia hacia el sí mismo mul-
tilocal es ya una característica de esta modernidad capitalista avanzada, del mismo mo-
do que la tendencia hacia el espacio poliétnico o ‘desnacional’17.  
 
La multidimensionalidad de la globalización está estrechamente vinculada con 
la idea de conectividad compleja como una condición del mundo moderno18. Por 
conectividad compleja el autor entiende que la globalización se refiere a la red de inter-
conexiones e interdependencias que rápida y densamente se desarrollan y que carac-
                                               
14 LECHNER, N., “Desafíos en el desarrollo humano: individualización y capital social”, Institu- 
ciones y Desarrollo, nº. 7, 2000, pp. 7-10. 
15 ESCOBAR, A., “El lugar de la naturaleza o la naturaleza del lugar globalización o post-desa- 
rrollo”, en Viola, A. (comp.), Antropología del desarrollo. Teorías y estudios etnográficos en América 
Latina, Paidós, España, 2000, pp. 169-216. 
16 GRAHAM&GIBSON., “The end of capitalism (as we knew it)”, Basil Blackwell. Oxford. G. B., 
1996, p. 146. 
17 SLOTERDIJK, P., “Patria y globalización”, Nexos, 1999, pp-3-7. 
18 TOMLINSON, J., “Globalization and culture”, Polity Press, Cambridge, 1999, pp. 9-16. 
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terizan la vida social moderna. McGrew sostiene que la globalización constituye una 
multiplicidad de ligamientos y conexiones que trascienden a los Estados-nación, y por 
implicación a las sociedades, lo cual forma el sistema mundo moderno19. 
 
La economía mundial nació en Europa, territorio donde se daban las condicio- 
nes adecuadas, esta afirmación, aunque resulte obvia, tendría que aclarar que el hombre 
tiene propensión al intercambio, es una característica natural en él. Más aún, se puede 
llegar a pensar que la globalización de los intercambios podría haber visto la luz en las 
regiones más alejadas del planeta, incluso en Extremo Oriente y estas zonas después 
habrían ido entrelazándose entre ellas hasta llegar a la expansión definitiva que actual- 
mente conocemos. 
 
La movilidad sería la expresión más clara de la sociedad globalizada, si bien 
las migraciones aparecen desde los inicios de la humanidad. La historia de la humanidad 
sería la historia de los movimientos humanos, los efectos económicos y sociales de la 
globalización en los albores del siglo XXI no han hecho más que alentar el movimiento 
de personas, capitales y mercancías. 
 
Las migraciones son una fuente de desarrollo y crecimiento económico. La mi-
gración no solo enriquece económicamente al país de origen a través de los envíos de 
dinero, sino que además enriquece al país receptor. El doctorando matiza la migración 
porque no puede entenderse el desarrollo en términos económicos, no es suficiente por- 
que los movimientos humanos permiten además el enriquecimiento en otras áreas como 
por ejemplo la cultural. Baste recordar que los inmigrantes que han vivido en sociedades 
democráticas o con mayor libertad emprenden iniciativas democráticas al regresar a sus 
países de origen. Los intercambios se producen desde multitud de facetas. 
 
Es un hecho asumido que la globalización es una ventaja para que los países 
despeguen en términos de mayor crecimiento. Ahora bien, esto también tiene una serie 
de costes, así algunos por su escasa cualificación pueden quebrar. Si nada tienen que in-
tercambiar, su desarrollo quedará detenido. 
 
                                               
19 McGREW, A., “A global society” en HALL, S., HELD, D. y McGREW, A., Modernity and its 
futures, Polity Press, Cambridge, 1990, pp. 12-50. 
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En la actualidad, la política económica de las regiones desarrolladas arbitra 
una serie medidas para que los Estados que menos lo están puedan ser ayudados, 
medidas solidarias que empiezan con aportaciones de los Estados canalizadas a través 
de los impuestos del ciudadano en su país de origen. Es decir, bajo una política de 
compensación. En definitiva, quienes suelen salir beneficiados de la globalización son 
aquellos países que por su propia definición están mucho más preparados para afrontar 
los retos sociales y económicos; las empresas son capaces de eficiencia y competiti-
vidad a base de dirigir su política económica hacia la superproducción, incluyendo la 
mano de obra a menor coste, aumentando los ingresos y, por consiguiente los beneficios 
y menores impuestos al trasladar su producción a zonas menos organizadas. Ahora bien, 
surgen otros problemas como, por ejemplo, son la movilización de capitales que, a su 
vez, han sido invertidos en servicios, fábricas…, etc. No es tan fácil a una gran empresa 
salirse de un Estado si tiene allí la fuente de trabajo y sus fábricas, aunque donde vaya a 
ir, el coste sea pequeño. Además, antes de que esto suceda los Estados suelen ofrecer 
mejoras fiscales, laborales o transferencias directas. Por otra parte, los trabajadores son 
un factor menos móvil y por tanto más vulnerable -raíces familiares, culturales o 
idiomáticas-. 
 
 Otra cuestión es el dinero electrónico, facilita el intercambio al poder moverse 
por la red con una gran velocidad y crearse paraísos opacos. También es una razón polí-
tica y económica para amplificar puentes de asistencia a las economías maltrechas, pero, 
como expongo, la economía puede tener varias lecturas. Jeffrey Williamson, ha demos-
trado las causas por la cuales el anterior proceso de globalización a principios del siglo 
XX llegó a paralizarse. Al parecer, se debió a que los Estados con mano de obra escasa 
(EE.UU) experimentaron una fuerte inmigración que hizo que los salarios cayesen y au-
mentase la desigualdad salarial, mientras que los Estados abundantes en mano de obra 
vieron aumentar sus salarios (la periferia europea), pero fueron los perdedores. Véase lo 
que sucedió con los trabajadores en Estados Unidos y los terratenientes en Europa, los 
que hicieron oír, en mayor media su voz y los que mejor defendieron sus intereses, pro-
vocando un fuerte retroceso en dicha globalización detenida definitivamente con la I 
Guerra Mundial20. 
 
                                               
20 DEHESA, G., Comprender la globalización, Alianza Editorial, Madrid, 2000, pp. 128-135. 
 67 
Es complejo saber cuál va a ser el futuro político de la actual globalización ya 
que hoy, no se dan las mismas características que Williamson apunta, la agricultura, 
aunque actualmente muy protegida en Europa representa una parte muy pequeña del 
actual empleo y de productos totales. Cuando la protección de los países europeos a la 
agricultura desaparezca entonces planteará otro grave problema añadido ¿por qué?,  un 
voto rural equivale actualmente entre tres y 10 votos urbanos en Europa y la agricultura 
tiene un peso muy elevado en las elecciones, por otra parte las migraciones son mucho 
más pequeñas que a principios de siglo y este es el talón de Aquiles de la actual globa- 
lización; muchos países pobres no se benefician de la convergencia de rentas per cápita 
por no exportar los suficiente o por no poder emigrar sus trabajadores a los países ricos. 
No obstante, a pesar de que la emigración es reducida, allí donde tiene un cierto peso, 
como en Alemania, Francia y Austria, existe una creciente protesta por parte de los tra-
bajadores menos cualificados que están cambiando su voto y haciendo resurgir los par-
tidos políticos casi olvidados. Dado que dicha migración masiva tenderá necesariamente 
a producirse en el siglo XXI, sus consecuencias políticas conservadoras y extremistas 
pueden ser las de un rechazo creciente de la globalización. 
 
1. 1. 2. La relación entre el trabajo y el capital 
 
Retornando al capital, la economía se ocupa de la esfera de las necesidades. La 
economía está destinada a producir patrimonio, la política se dedica en concreto a la dis-
tribución o redistribución de la riqueza21. La generación de riqueza camina parelela-
mente al comercio a gran escala entre los Estados; produce una igualación de precios de 
los productos, por lo tanto mucho más homogéneos, y lo mismo suele suceder con los 
tipos de interés con independencia del Estado, siendo un elemento muy positivo de 
expansionismo. No cabe duda que la globalización financiera a través de la libertad de 
movimientos de capital presenta una mayor competencia e innovación financiera y per-
mite un completo desarrollo de los mercados, aumentando el crecimiento potencial de 
las economías al reducir el coste del capital, al aumentar su rentabilidad y al reducir el 
riesgo. Pero no es menos cierto que la entrada de grandes cantidades de dinero genera 
bolsas o burbujas financieras y contagios entre Estados.  
 
                                               
21 SARTORI, G., La democracia después del comunismo, trad. de A. Pradea, Taurus, Madrid, 
2014, pp. 97-120. 
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La innovación ha aumentado extraordinariamente la complejidad y variedad de 
los productos financieros y de los mercados en la globalización. No solo tenemos los 
préstamos, bonos y acciones, también ahora se usa la renta fija y la variable entre prés-
tamos y otros productos financieros como hipotecas, tarjetas de crédito o seguros. En 
síntesis, existe una gran competencia por el capital. Además, el desarrollo de la tecnolo-
gía permite a los inversores entrar en los mercados y salir rápidamente en escaso tiempo 
dando lugar al fenómeno del contagio. Son aquellos que se producirán entre un banco 
con problemas y la percepción de que otros pudieran tener también dificultades. Un 
banco que se alimenta de ahorros, si son retirados por los ciudadanos al pensar que está 
en conflictos, lleva a la entidad directamente a la bancarrota.  
 
El ahorrador ante una crisis no distingue entre bancos enfermos y bancos con 
credibilidad y saneados, y estos al verse con dificultades por la retirada de dinero tienen 
que aumentar sus reservas para sustituir el problema. La consecuencia directa es que no 
pueden prestar sus activos. Otras veces el prestatario al declararse la insolvencia tiende 
a vender activos que, a su vez, caen vertiginosamente. Estos contagios pueden destruir 
economías sanas, razón por la que se anuncia el reparo a globalizar los capitales. En 
otras ocasiones, vale la pena ayudar al Estado para evitar que el contagio se propague, 
hablo del marcado interés público e internacional. En cualquier caso el contagio existe y 
suele deambular desde economías menos sanas a economías sanas. Se invierte, señalaba 
Keynes, en el comportamiento de rebaño -herd behavior-22, cuando se cree que se pue-
de sacar algún beneficio, o por temor, el problema es que los datos sean los correctos y 
en economía no es tan fácil acertar. Para que la globalización se lleve a afecto, será 
necesario un gran prestamista que bien puede ser FMI; el cual regulará y solventará to-
dos los obstáculos que puedan irse produciendo. Con un gran jefe económico el proble-
ma del contagio es muy difícil que aparezca. 
 
Goldstein atribuye el hecho de que la mayoría de las crisis financieras se de-
sarrollen en forma de clusters no a un efecto contagio propiamente, sino al efecto wake 
up call o ‘de aviso’. Según este autor, algunas crisis son consideradas por los inversio-
nistas como un aviso de que en economías con características similares pueda suceder lo 
                                               
22 VEBLEN, T. B., The Theory of the Leisure Class, Dover, Nueva York, 1899, en especial pp. 6-
18; DOLFSMA, W., “Life and Time of the Veblen Effect”, History of Economic Ideas, 2000, pp. 61-82. 
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mismo y, por tanto, retiran de ellas sus capitales de manera preventiva23. John Maynard 
Keynes, acabó con la idea de que una economía de mercado conduce automáticamente 
al pleno empleo, esa falta de carencia abrió las puertas a las necesidades de la política 
económica, esto es, la intervención del Estado para alcanzar una situación del pleno 
empleo. Keynes se opuso a la tesis neoclásica, mírese el libre funcionamiento del 
mercado; lleva a la economía al equilibrio, puesto que las crisis son siempre pasajeras. 
Rechazó la parábola de la mano invisible de Smith24. 
 
De esta manera, podemos elegir entre el intervencionismo estatal de Keynes o 
la mano invisible de Smith, también entre la hipótesis de Kenneth Galbraith, que signi-
fica rechazo a la sociedad de consumo y salvaguardia de la intervención del Estado en la 
economía, o las ideas de Milton Friedman, caracterizadas por el rechazo a la interven-
ción estatal, la lucha contra la inflación y la protección de la libre competencia25. Dicho 
autor, decía: “Si pones el desierto a cargo del gobierno, en cinco año habrá escasez de 
agua”; “tenemos un sistema que cada vez grava más el trabajo y cada vez subsidia más 
el no trabajo”; “la inflación es la única forma de impuestos que se pueden imponer sin 
legislación”; “los almuerzos gratis no existen”.  
 
Galbraith considera que cuanto mayor sea la riqueza, más espesa será la 
sociedad26. Según el Oxford English Dictionary, la primera vez que se utilizó la palabra 
‘trabajo’ (labour), en el sentido  de esfuerzo físico encaminado a satisfacer las neceéis-
dades materiales de la comunidad se registra en el año 1776. Un siglo después, vino a 
significar también “el conjunto general de trabajadores y operarios que toman parte en 
la producción”, y poco después englobaba a los sindicatos y a otros organismos que es-
tablecieron el vínculo entre los dos significados y, al final, volvieron a forjarlo consti-
tuyendo una cuestión política27. 
 
Para romper el equilibrio del subempleo y aumentar el output y el empleo, 
debe suplementarse la demanda total o el poder adquisitivo. La única forma segura de 
                                               
23 Vid. GOLDSTEIN, M., “The Asian financial crisis: causes, cures, and systematic implications”, 
Institute for International economics, Washington, 1998. 
24 El mercado acaba regulándose por si solo. 
            25 Las recetas de Keynes sirvieron para no volver a caer en la gran depresión norteamericana aun-
que fueron desestimadas en la crisis del petróleo de 1973. El Estado no lo puede todo. 
26 A mayor opulencia, si está bien repartida, menor crispación social. 
27 BARMAN, Z., La sociedad individualiza, trad. de Mª Cóndor, Cátedra, Madrid, 2001, pp. 27-29. 
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hacerlo consiste en que el gobierno tome prestados los fondos no gastados o, más exac- 
tamente, su equivalente y, gastándolos, aumente la demanda total y el empleo28. Keynes 
observó que las necesidades humanas están divididas en dos clases: las que son 
absolutas en el sentido de que las experimentamos cualquiera que sea la situación en 
que se encuentren nuestros prójimos, y las que son relativas únicamente por el hecho de 
que su satisfacción nos eleva por encima y nos hace sentir superiores a nuestros próji-
mos29. Si la economía interior no es inalterable es imposible ayudar a otros países30. 
 
1. 1. 3. Hacia una economía globalizada 
 
Creo que la globalización -la supresión de las barreras al libre comercio y la 
mayor integración de la economía nacional-, puede ser una fuerza benéfica y su poten-
cial es el enriquecimiento de todos, particularmente de los pobres; pero creo también 
que para que esto suceda es necesario replantearse profundamente el modo en que la 
globalización ha sido gestionada31. Hoy… No es ya el Estado el que decide cómo tasar 
y gravar fiscalmente la riqueza, sino que es la riqueza la que elige dónde debe ser 
tasada32. 
 
La globalización es un término que guarda estrecha relación con la palabra 
integración (composición de países, regiones, mercados, economías, costumbres, etc.), 
siendo un proceso que se ha venido moviendo a nivel mundial, en el cual muchos de los 
aspectos de la vida humana, de personas desiguales, se han ido relacionando e interco- 
nectando con los de otros y, en general, con el mundo entero. Desde el punto de vista 
económico, la globalización ha sido muy promovida a través de la disminución de las 
regulaciones en los mercados, las transacciones de dinero, los acuerdos de libre comer- 
                                               
28 KENNETH, G, J., Un viaje por la economía de nuestro tiempo, trad. de J. Berenguer, Ariel, 
Barcelona, 1994, pp. 67- 90. 
29 KENNETH, G, J., La sociedad opulenta, trad. de C. Grau Petit, Ariel, Barcelona, 1992, p. 196. 
30 Sobre esta base, extrapolable a cualquier economía, Keynes negoció el préstamo para Inglaterra 
concedido por EEUU, de 2.000 millones de dólares aunque en principio solicitaba 5.000 sin letra pequeña 
y condicionado a que la libra fuera convertible en otras monedas. Fue humillante para un hombre que vi-
vía en un gran imperio decadente. Tal esfuerzo le pasó factura conduciéndole a la muerte poco tiempo 
después. Hasta la depresión americana exclusivamente se conocía la microeconomía, ahora aparecía la 
macroeconomía. Además empezaban a desecharse las teorías que afirmaban: bajar salarios incrementa el 
empleo. 
31 STIGLITZ, J., El malestar en la globalización, trad. de C. Rodríguez Braun, Taurus, Madrid, 
2002, pp. 11-13. 
32 MERCADO PACHECO, P., “Transformaciones económicas y función de lo político en la fase 
de la globalización”, en Mundialización económica y crisis político-jurídica, Anales de la Cátedra 
Francisco Suárez, nº. 32, 1995, p. 117. 
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cio, la creación de bloques económicos y/o mercados comunes entre países y regiones, 
entre otros. Este largo proceso de integración mundial ha tenido tantos seguidores como 
críticos. Por un lado, integrar la economía de un Estado con la del resto del mundo per-
mite abrir nuevas oportunidades de crecimiento al país, nuevas fuentes de recursos, 
mayor comercio internacional, nuevos destinos para los productos nacionales, igual-
mente, permite encontrar en el exterior provechosos productos que pueden ser utilizados 
en la economía nacional y podrían representar un beneficio, mientras que, a nivel inter-
nacional, aprueba el desarrollo de instituciones comerciales internacionales y de siste-
mas de producción integrados, en definitiva, una movilidad integral de los recursos para 
una mejorable distribución, dentro del modelo de una economía de mercado33. 
 
Sin embargo, cuando las economías están muy integradas, se corre el gran    
peligro de sufrir los efectos de situaciones que se presenten en otros lugares sobre las 
cuales no se tiene ningún control. Estas situaciones críticas pueden traer beneficios pero 
pueden generan efectos desastrosos, no solamente en el lugar del problema sino en otros 
países, provocando desajustes, crisis e inestabilidades de colosales magnitudes. Este pe-
ligro ya ha mostrado sus consecuencias en el mundo. La crisis asiática fue uno de los 
acontecimientos más grandes que puso en evidencia los peligros de la globalización: en 
algunos lugares de Asía que presentaron gran crecimiento temporal, las inversiones 
disponibles después de un tiempo dejaron de ser tan rentables, produciéndose una desa-
celeración de la economía que desincentivó la inversión, generándose fugas de grandes 
recursos hacia otros destinos, con graves consecuencias para los socios comerciales de 
estos países. Por ejemplo, el sector financiero japonés tenía invertido aproximadamente 
el 40% de su cartera en el sudeste asiático; al sobrevenir la crisis, la quiebra de Corpo-
raciones e instituciones fue masiva, con terribles efectos para los habitantes de estos 
lugares y los de otros en los cuales estos bancos estaban presentes, incluyendo el propio 
Japón. La tecnología ha sido un factor fundamental en el proceso de globalización: el 
avance en las telecomunicaciones, en los sistemas de información, en la interconexión 
entre personas alrededor del mundo ha permitido que el comercio y los recursos, se 
movilicen, cambien de dirección o reinviertan rápidamente. Por lo tanto, si se presentan 
oportunidades en uno o muchos lugares, la distancia ya no es un impedimento para ac-
                                               
33 DOMBUSCH, R., FISCHER, S. y STARTZ, R., Macroeconomía, McGraw-Hill, 1998, pp. 1-13; 
KRUGMAN, P. y OBSTFELD, M., Economía internacional. Teoría y política, McGraw-Hill, 1998, pp. 
5-15; BERGES, A. y ONTIVEROS, E., Los mercados financieros internacionales, Anaya, Madrid, 1994, 
pp. 1-18.  
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ceder a ellas; de la misma forma, cuando aparecen peligros inminentes, se puede lograr 
la rápida salida de los recursos de ese lugar sin importar lo lejano que esté. Las políticas 
económicas de los países han tenido que tomar nuevos rumbos con el fin pronosticar las 
anteriores situaciones e implantar mecanismos para contrarrestarlas. Algunos de estos 
mecanismos afectan las finanzas nacionales porque implican recortes presupuestales en 
inversión social para predestinar recursos a estos nuevos propósitos. Como consecuen-
cia se ve afectando el nivel de vida de los habitantes34.  
 
Como muestra de lo dicho, se puede advertir que la interconexión permanente 
de los mercados financieros permite que una institución efectúe como media entre tres 
mil y cuatro mil operaciones cambiarias en un día normal, cifra que aumenta hasta en un 
50% en jornadas intensas. Las cotizaciones de divisas, en parte como consecuencia sim-
plemente de ese incesante intercambio, pueden alterarse unas veinte veces en sesenta 
segundos en el caso de las principales monedas, llegando a modificarse hasta 18.000 
veces en una sola fecha. En días muy activos un solo corredor de bolsa o de divisas 
(dealer) suele concluir una operación de entre 200 y 500 millones de dólares entre cada 
dos y cada cuatro minutos35.  
 
Por su parte, el plano económico también afecta a la cifra de países que exis-
tían en 1946, después de la II Guerra Mundial, y el que existe en la actualidad, vemos 
un número multiplicado por dos veces y media, en 1946 había 74 países, y hoy actual-
mente son cerca de 200 y siguen naciendo otros nuevos. Los factores más importantes 
que han provocado esta tendencia ha sido el proceso descolonizador en su más amplio 
sentido y el creciente auge del nacionalismo, pero la globalización y la apertura de los 
mercados está permitiendo que dichos nuevos países consigan subsistir una vez sepa-
rados o liberados de su metrópoli. Por ejemplo, la descolonización africana dio origen a 
48 nuevos Estados; la desmembración del imperio soviético ha permitido el nacimiento 
de 15 países; y la ex Yugoslavia se ha convertido en cinco nuevos Estados.  
 
El objetivo de la hipótesis económica del desarrollo (en adelante TED) es de-
sentrañar las causas, los mecanismos y las consecuencias del crecimiento económico a 
                                               
34 MARTIN, H. P., y SCHUMANN, H., La trampa de la globalización, trad. de C. Fortea, Madrid, 
Taurus, 1998, pp. 23-80.  
35 FARIA, J. E., El derecho en la economía globalizada, Trotta, Madrid, 2001, p. 55. 
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largo plazo. El Banco Mundial considera en desarrollo a las naciones que tienen unos 
ingresos per cápita bajo o medio, esto es, un PNB por habitante inferior a aproxima- 
damente al doble de la media mundial (9.000 dólares en 1994). La TED es, pues, la 
rama de la ciencia económica que se ocupa de los Estados no desarrollados, así como de 
las políticas y estrategias necesarias para que esos Estados consigan superar los obs-
táculos36. No obstante, hay autores que entienden la economía del desarrollo (debelop- 
ment economics) siendo nada más que la aplicación de un tipo muy particular de análisis 
económico y no el análisis general. Conviene recordar que las diferencias entre desarro- 
llo y subdesarrollo son de carácter institucional, por un lado, y de prototipo estricta-
mente económico por otro. Resulta inobjetable afirmar que los Estados con escaso desa-
rrollo presentan carencias que los hacen fácilmente reconocibles, citaré algunas: 
 
a) Profundas carencias alimentarías (hambre) y amplias deficiencias sociales (pobreza y 
desigualdad). 
 
b) Escasa participación de la industria en el PIB. 
 
c) Ritmo muy lento de crecimiento económico (estancamiento). 
 
d) Tasas elevadas de crecimiento demográfico, por la caída de la mortalidad en condi-
ciones de alta natalidad. 
 
e) Legado colonial importante, por el carácter reciente de la descolonización y de la in-
dependencia política. 
 
Frente a la perfecta flexibilidad de precios y salarios del modelo neoclásico, 
Keynes supuso que la inflexibilidad, a la baja de los salarios monetarios, impedía el 
ajuste automático de la economía. La única forma, por tanto, es elevar el nivel de em-
pleo el uso de la economía política con el objeto de acrecentar la demanda agregada que 
llamaba efectiva, pero no se preocupó por los problemas de largo plazo y de hecho su 
teoría general37 fue un análisis estático a corto plazo.  
 
                                               
36 BUSTELO, P., Teoría contemporánea de desarrollo económico, Síntesis, Madrid, 1999, pp. 19-
25. 
37 MAYNARD KEYNES, J., en general Teoría general  de la ocupación, el interés y el dinero, 
Fondo de Cultura Económica, México, 2006. Conviene recordar esta teoría, desarrollada cuando el mun-
do todavía no se había repuesto de la gran depresión. 
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En cualquier caso Keynes jamás le interesó, salvo al final de su vida y de for-
ma indirecta, en la conferencia de Bretón Woods de 1944, por el inconveniente de las 
economías menos desarrolladas. Su primer libro Indian currency and finance38 era en 
realidad un estudio sobre el intrincado sistema monetario de la colonia -India-, y no 
abordaba problemas de carácter general siendo así que su contribución es limitada para 
los países subdesarrollados. A las naciones pobres que presentaban problemas en sus 
balanzas Maynard Keynes y el colega estadounidense Harry Dexter White les aplicaron 
la lógica del capital. Ayuda, sí, pero asimismo devolución como meros clientes39. No 
obstante, el propio Keynes apuntó cierta crítica acerca de Bretton Woods40.  
 
El sistema de Bretón Woods se asentaba en tres elementos fundamentales. Su 
primera característica era la hegemonía económica generalizada de las Naciones Unidas 
por encima de todos los Estados no socialistas. Este predominio permanecía asegurado a 
través de la elección estratégica de un impulso liberal cimentado en un comercio rela- 
tivamente libre y, además, en virtud del mantenimiento del oro (del que Estados Unidos 
tenía aproximadamente un tercio del total mundial) como garantía del poder del dinero. 
Bretton Woods podría, pues, juzgarse como la cara monetaria y financiera de la hege-
monía del modelo New Deal (nuevo trato) sobre la economía capitalista global41. La 
cabeza visible de este capitalismo sería América. Según Hardt y Negri, “el concepto de 
imperio se presenta como un concierto global bajo la dirección de un único conductor, 
un poder unitario que mantiene la paz social y produce sus verdaderas éticas. Y para que 
ese poder único alcance tales fines, se le concede la fuerza indispensable a efectos de 
librar -cuando sea necesario- ‘guerras justas’, en las fronteras, contra los bárbaros y, en 
el interior, contra los rebeldes”42.  
                                               
38 John Kenneth Galbraith, se desmarcó inmediatamente de la Escuela Neoclásica y proclamó su fe 
en las teorías del economista británico John Maynard Keynes. Esta fe en la intervención del Estado, fue 
gestándose durante la Gran Depresión y como integrante del New Deal de la era Roosevelt. Convencido 
de los límites de la sociedad de consumo, preconizó la intervención del Estado para realzar la economía. 
John K. Galbraith, puso por delante los servicios públicos, dejó a un lado “las necesidades de las 
minorías” y rechazó el ideario de producción y el consumo sin límites. Sus ideas quedaron plasmadas en 
El capitalismo americano: teoría del control de los precios (1952) y sobre todo en La sociedad opulenta 
(1958), un libro que figura aún en la lista de los 50 ensayos más vendidos en inglés en el siglo XX. Según 
Richard Neustadt, ex profesor de Harvard y también asesor económico de Kennedy, una de las principales 
virtudes de Galbraith, fue: “Demostrar que hay que darle poder y herramientas a la gente antes de obli-
garla a luchar por sí misma”. 
39 GEORGE, S., Otro mundo es posible si..., Icaria, Barcelona, 2003, pp. 66-70. 
40 ESTAPE, F., Introducción al pensamiento económico, Espasa, Barcelona, 1990, p. 188. 
41 HARDT, M. y NEGRI, A., Imperio, trad. de E. Sadier, Paidós, Barcelona, 2002, pp. 247-251. 
42 Ídem, p. 27. 
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Volviendo a las economías pequeñas, dentro del proceso de globalización y su 
rentabilidad surge una duda convincente: ¿cómo es posible que puedan ser viables estos 
Estados? En un principio, por su apertura y subordinación del comercio y las finanzas 
internacionales. El porcentaje de importaciones sobre su PIB es, por media, un 70%, 
tres veces mayor que el de los países en desarrollo, en segundo lugar, se ha beneficiado 
del enorme desarrollo de la tecnología de la comunicaciones y de los transportes y, en 
general, de la provisión de los servicios, obteniendo en consecuencia, todos los recursos 
de los que carecen desde los financieros hasta de información. En tercer lugar, tienden  
a ser mas eficientes porque están más especializados en los servicios, que suelen tener 
una mayor productividad que la agricultura. Y por último, puede superar las desventajas 
políticas de ser pequeños, su falta de capacidad para negociar internacionalmente, o in-
corporándose al área de combinación política, de salvaguardia o económica, de superior  
volumen, donde suelen conseguir, además, una cifra superior en votos de los que les co- 
rresponde por el número de habitantes. 
 
Es evidente que a estos pequeños Estados le interesa, por cuestiones de futuro 
y viabilidad, que la globalización siga existiendo y contra más abiertos estén mucho 
mejor para que penetre la democracia. Los mercados, se encargan de obstaculizar y 
aquietar a las dictaduras, si bien es cierto que pueden darse casos de desintegración 
política y es que la globalización tiende a favorecer procesos de separatismo desde el 
punto de vista económico, cultural, lingüístico o étnico porque pueden negociar demo-
cráticamente el vivir independientes, o casi independientes, del Estado en el que están 
integradas. Un buen ejemplo sería España o la separación voluntaria de Eslovaquia de la 
República Checa, siendo además la parte menos rica de esta, no hubiera sido posible en 
un mundo más cerrado y menos globalizado, ejemplo que considero a tener en cuenta 
pues algunos aspectos son positivos. 
 
Otra cuestión sería la erosión que este término está sufriendo constantemente 
porque precisamente muy pocos Estados pueden defenderse por sí mismos sin inter-
cambios económicos, lo que significa que tienen que unirse a otros para adquirir la fuer-
za necesaria. En definitiva, se requiere ayuda exterior para combatir los problemas. Y 
no olvidemos que los ciudadanos son cada vez más exigentes con sus representantes a la 
hora de administrar la democracia, lo que implica una mayor descentralización, llegan-
do al principio de subsidiaridad.  
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Investigando las concepciones más ortodoxas del neoliberalismo económico, 
‘la lógica del capital’, que serían las del mercado y las tecnologías, se impone necesa-
riamente un orden global caracterizado por la libre circulación del capital (más que de 
cualquier mercancía), y un gran desarrollo de los elementos institucionales propios del 
libre mercado, que tiene como consecuencia una redefinición del Estado y sus fun-
ciones: la expansión del comercio multilateral, la internacionalización y la libre circula-
ción de mercados financieros y de inversión extranjera, la sociedad de la información, la 
comunicación y el mercado de trabajo mundial. Ahora bien, existen contradicciones 
entre los términos global y universal porque, aunque ambos son producto de la moder-
nidad, la globalización implica la imposición del modelo de modernización capitalista 
mientras que el universalismo, entendido como progreso es el gran derrotado frente a la 
globalización. 
 
De Lucas, establece la diferencia entre lo global -globalización- y universal     
-universalización-. Para el autor, universalización no es globalización por entender que 
la universalización es un ideal de emancipación humana y este sentido como progreso 
moral; sería incompatible con la globalización pues la extensión global es el emblema 
del proyecto globalizador discordante con la lógica de los derechos universales y por 
tanto humanos43. Los Derechos Humanos han perdido poder integrándose en el dis-
curso hegemónico convirtiéndose en una herramienta de dominación. En otros términos, 
en lugar de transformar los supuestos de legitimidad del orden establecido, hoy su-
cedería lo contrario: los Derechos Humanos pierden su dimensión crítica y se tornan en 
soporte de una estrategia de dominación, una estrategia discursiva, funcional al orden 
global injusto por el rebautizado como ‘pensamiento cero’, una expresión más gráfica 
que la de ‘pensamiento único’44. 
 
Derivativamente no hay que confundir la globalización y la universalización, 
pues se trata de dos conceptos diferentes45. La globalización describe un fenómeno, pero 
la universalidad da cuenta de una categoría  axiológica o pauta del deber ser, se trata de 
                                               
43 LUCAS, J. de., “La globalización no significa universalidad de los derechos humanos. (En el  
50 aniversario de la Declaración del 48)”, en Jueces para la Democracia, nº. 32, 1998, pp. 3-9.  
44 Ídem, p. 4. 
45 GARRIDO GÓMEZ, Mª I., Las transformaciones del Derecho en la sociedad global, Aranzadi, 
Navarra, 2010, p. 162.  
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un ideal de emancipación humana propio de la Ilustración46. La globalización, mantiene 
un concepto descriptivo y es un hecho social. De ahí, que al no ser ni un valor, ni un 
fenómeno cósmico, sino una categoría social, dependa de decisiones humanas47. 
 
 El proyecto cosmopolita no será nada si no descansa sobre una conciencia 
cosmopolita que pueda generar un sentimiento de común pertenencia, una identidad 
moralmente reflexiva construida sobre la adhesión a un catálogo axiológico de aliento 
universal48. El Estado cosmopolita ha dejado de ser ya un puro fantasma, aunque este-
mos aún muy lejos de él. El ser ciudadano de un Estado y el ser ciudadano del mundo 
constituyen un ‘continuum’ cuyos perfiles empiezan al menos a dibujarse49. 
 
La universalidad tiene una dimensión deontológica, en cuanto ingrediente 
básico del concepto de los derechos humanos, con el compromiso para su vigencia a 
través de la comunicación y el consenso entre hombres y pueblos50. Siguiendo con el 
argumento ético universal, refiere Habermas que la modernidad constituye un proyecto 
inacabado; no debe ser negada; conviene aprender de los errores que negaron esta 
modernidad51. Sin un talante ético mundial, no hay orden mundial… Si queremos una 
ética que funcione en beneficio de todos, ésta ha de ser única. Un  mundo único necesita 
cada vez más una actitud ética única. La humanidad posmoderna necesita objetivos, 
valores, ideales y concepciones comunes52. 
 
            1. 2.  Efectos de la globalización económica 
            1. 2. 1. Globalización económica y progreso  
Los fenómenos instaurados en la sociedad, sobre todo si son cambiantes, de-
penden de las circunstancias sociales, necesitan tiempo para asentarse y poder ver las 
posibilidades de desarrollo. Surgen diferentes tipos de ideas ante los eventuales cambios 
                                               
46 PÉREZ LUÑO, A. E., La tercera generación de derechos, Thomson Aranzadi, Navarra, 2006, p. 
249. 
47 Ídem, pp. 249 y 250. 
48 HABERMAS, J., La constelación posnacional, trad. de P. Fabra, Paidós, Barcelona, 2000, pp. 
78 y 79. 
49 HABERMAS, J., Facticidad y validez, trad. de M. Jiménez Redondo, Trotta, Madrid, 1998, pp. 
643- 649. 
50 PÉREZ LUÑO, A. E., La Tercera Generación de Derechos Humanos, cit., 222 y 223. 
51 HABERMAS, J., La modernidad: Un proyecto inacabado, en su vol, Ensayos políticos, trad. de 
R. García Cotarelo, Península, Barcelona, 1998, pp. 279-285. 
52 KUNG, H., Proyecto de una ética mundial, trad. de G. Canal, Trotta, Madrid, 1991, pp. 52-56. 
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que muchas veces o no se asimilan por su imposibilidad o tampoco se les puede dar la 
duración necesaria. Entendiendo que la globalización crece o disminuye en función del 
empuje recibido, incluso, podríamos verla como algo inmaterial en determinados mo-
mentos de la historia endémica de un país. La globalización como proceso y la globa-
lidad como efecto son presentadas como una indefinida nebulosa que lo abarca todo de 
manera irreversible y encuentra en si misma la fuente y razón de su dinámica.  
En 1947, veintitrés naciones iniciaron un proceso guiados por el sueño de que 
algún día llegaría la libertad de comercio entre todos los países del mundo, un solo mer-
cado sin discriminación53. 
Analizando las corrientes, se advierten conclusiones que giran con asiduidad 
sobre lo económico. El capitalismo parece ser la cabeza visible y directa del nacimiento; 
así, sin riqueza no hay globalización. El poder del dinero hace ‘expansivo’ este fenó-
meno que no podría existir sin este54. Se ha expresado como acierto que las economías y 
mercados precapitalistas presentaron fuertes tendencias al dinamismo comercial, cues-
tión que permitió, por ejemplo, plantear la tesis de un inicio muy anterior de los proce- 
sos de globalización. Es razonable pensar, sin embargo, que los desarrollos técnicos en 
algunas ciudades occidentales (técnicas de navegación y de orientación, por ejemplo), y 
su aplicación al comercio, dieron a la globalización capitalista un empuje y alcances sin 
paralelos, que habría de permitirle proyectarse sobre los espacios ocupados por modali-
dades previas o no europeas de expansión. En particular, la incorporación de América a 
la economía europea y la consiguiente formación de una ‘economía atlántica’ constitu- 
yeron un punto de inflexión de relevancia incuestionable55. 
La globalización sería un proceso muy desigual, como anteriormente he men-
cionado. En consecuencia, más que una globalización entendida como transacciones de 
todos con todos en niveles más o menos similares de valor e intensidad, estaríamos en 
presencia de la constitución de tremendos espacios económicos regionales. La relación 
                                               
53 El GATT es un convenio internacional firmado por 23 países en 1947 para fomentar la liberali- 
zación del Comercio exterior. Organización internacional más conocida por su nombre en inglés ‘General 
Agreement on Tariffs and Trade’, con sede en Ginebra. Fue creada para proteger a los Estados más débi-
les de prácticas restrictivas con aranceles abusivos finalizada la segunda gran guerra. También en 1947 se 
firmó la Carta de la Habana con los mismos principios en su título IV, que no se llegaron a aplicar. 
54 SÉE, H., Orígenes del capitalismo moderno, trad. de M. Garza, Fondo de Cultura Económica, 
México, 1937, pp. 100-115; FERRER, A., Historia de la globalización. Orígenes del orden económica 
mundial, Fondo de Cultura Económica, Buenos Aires, 1996, pp. 57-99. 
55 HAMILTON, E., “El florecimiento del capitalismo”, Revista Occidente, vol. VIII, 1948. pp. 5-8. 
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regionalización/globalización, actuaría como una instancia o nivel de mediación entre 
cada economía nacional en particular, y la economía globalizada56.  
Lo apropiado sería pensar que este fenómeno beneficia en condiciones de 
igualdad y potencia la uniformidad de las políticas financieras, pero, a medida que un 
Estado esta limitado por sus recursos, el peso específico es menor en la toma de de-
cisiones. No existe, por tanto, un criterio de ‘igualdad’ y de homogeneización en los 
planos económicos, social y políticos57 y la creencia en la capacidad de la globalización 
para cerrar 1as brechas económicas y técnicas internacionales carecen de sustento en los 
hechos, incluso en el largo plazo. Esto es algo que ya fue advertido a fines de la década 
de los cuarenta por algunos economistas vinculados a la recientemente creada Organi-
zación de las Naciones Unidas, como Raúl Prebisch y Hans Singer (CEPAL, 1949)58, 
posteriormente retomadas, complementadas y adaptadas al desenvolvimiento ulterior de 
la economía mundial por un amplio de economistas: Samir Amin, Arrighi, Emmanuel   
y Oscar Braun, entre otros. En conjunto, y con diferencias de énfasis o de enfoques par-
ticulares, estos trabajos coinciden en que, por su propia dinámica, la expansión mundial 
del capitalismo conduce a diferenciaciones crecientes entre regiones del mundo con di-
símiles niveles de desarrollo. 
De acuerdo con el informe del PNUD, entre 1960 y 1989 la diferencia de 
niveles de ingreso entre países ricos y pobres se duplicó; la renta media de los Estados 
donde vivía el 20% más rico de la población era en el primero de esos años 30 veces 
mayor que el de los países donde vivía el 20% más pobre de la población mundial; en 
1989, la diferencia era de 60 veces59. La tendencia se mantiene en el sentido de que los 
Estados que el Banco Mundial considera pobres -es decir, con ingreso medio por habi-
tante de menos de un dólar al día-, que en conjunto representan más de la mitad de la 
población del mundo, captan el 7% del producto mundial, mientras que los Estados 
ricos, con 8% de la población mundial, concentran casi 70% del producto del mundo, y 
                                               
56 SAPIR, A., “Regional integration in Europe”, en The Economic Journal, nº. 102, 1992, pp.   
1491-1505; GILLEN, A., Bloques regionales y globalización de la economía, CE, vol. IV, México, 1994, 
pp. 379-386. 
57 ALFIE, M., “Movimientos sociales y globalización, en Sociológica”, nº. 27, 1995, pp. 195-210. 
58 SINGER, H. W., The distribution of Gains Between Investing and Borrowing Countries, Ame- 
rican Economic Review, EEUU, 1950, pp. 473-485. 
59 PNUD, Tercer Mundo, 1992, pp. 85-87. 
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80% del comercio mundial -más de 2/3 del cual se transa entre pueblos desarrollados-, y 
recibe más de 80% de la inversión extranjera directa60.  
Los marcados desniveles educativos, técnicos, de bienestar y productivos en 
unas y otras áreas contribuyen a explicar estas agudas y crecientes diferencias, y com-
prueban que la dinámica inercial de la globalización, lejos de homogeneizar, ahonda las 
desigualdades. Si hay algo que se reproduce y acentúa, en escala mundial, es el desa-
rrollo desigual y combinado de las relaciones y producciones materiales y culturales. 
Parece, por tanto, que la globalización nunca es un proceso histórico-social de homoge-
neización y reparto equitativo. Es muy posible que, si los gobiernos tuvieran capacidad 
de reacción, la equidad y gestión influiría decisivamente en la toma de decisiones desde 
la soberanía, harto complicado en el actual mundo globalizado que, si bien se beneficia 
en algunos aspectos, cede en otros, en aras de proyectarse internacionalmente.  
Una breve mirada al tiempo pasado hace vislumbrar los inicios del capitalismo 
moderno. Alrededor de la segunda mitad del siglo XVIII, aparecen con fuerza los fisió-
cratas en Francia -pensamiento económico de orden natural que no requiere la inter-
vención del Estado para mejorar las condiciones de las personas,-, pero además de 
preservar la independencia de unas determinadas personas, se mantenía a los ciudadanos 
separados por capas: clase productiva -agricultores, pescaderos, mineros…, etc-, y la 
clase propietaria -terratenientes-, la idea fijada sería que solo la clase agrícola podría 
producir excedente económico. A ello, habría que sumarle los pensamientos de Adam 
Smith y la práctica del mercantilismo, dejando que el mercado se gobierne por sí mismo 
entendiendo que la división del trabajo y ampliación de los mercados posibilitaban la 
riqueza de la sociedad a través de la escasa intervención del gobierno, pero procurando 
especializar al trabajador y fomentando el comercio internacional. Ha pasado mucho 
tiempo y, por lo que advertimos actualmente, no han fructificado estos argumentos. 
En este sentido, la tendencia al desempleo crónico o trabajo muy inestable, que 
fue considerada por la Teoría General de John Maynard Keynes una de las dos 
características centrales de economías capitalistas, se mantiene firme, y acentuada, en la 
etapa actual de la globalización. En la medida en que la población en condiciones de 
pobreza crece más rápido que la población total, estamos en presencia de un fenómeno 
                                               
60 VILAS, C., Política y poder en el Nuevo orden mundial, A, G-Borges, México, 1994, pp. 9-83. 
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de exclusión social. El crecimiento desmesurado del sector informal agrava la redun-
dancia de los empobrecidos. Se ha afirmado, en este sentido, que se trata de sectores de 
población innecesarios para el funcionamiento del capitalismo de nuestros días; en todo 
caso, es gente que se desempeña en actividades prescindibles61. Pero, anteriormente, y 
por citar otros ejemplos referentes a Latinoamérica, recurrentes en el tiempo, vemos que 
hacia la mitad del siglo XIX, tenía una posición importante dentro de la economía 
mundial. Entre otros datos, en la región estaban radicadas el 40% de inversiones de las 
potencias principales destinadas a la periferia. 
 
El flujo migratorio de los europeos hacia los países de la periferia también 
ocupó un porcentaje importante en América Latina. El 50% de las migraciones de los 
europeos era hacia esta región. Con los conflictos bélicos mundiales, entre 1914 y 1945 
se interrumpió el proceso de globalización de la economía mundial. Después de las 
guerras, ni el comercio, ni la migración, ni el flujo de capitales volvió a ser el mismo de 
antes. Posterior a 1945, hubo un gran impulso a la globalización en parte por la recons-
trucción de Europa y el auge económico de la posguerra. Esto trajo cambios esenciales: 
cambió la división internacional del trabajo, la tecnología tuvo una gran influencia en la 
nueva definición y reorganización del trabajo. Una mayor liquidez internacional y la in-
tegración de las plazas financieras empujó las corrientes de capitales en corto plazo y 
nació el sistema financiero mundial que como suele hacer, desmiembra a países poco in-
teresantes desde el punto de vista mercantil. 
 
En estos términos, América Latina no supo dar respuestas adecuadas al reto de 
la globalización. Después de 1945, no expandió ni modernizó el comercio exterior, que 
consistía esencialmente en aportar materias primas al mercado mundial. El Comercio 
Internacional estaba cambiando por efecto de la tecnología. Esto llevó a la región a per-
der importancia en el comercio mundial. Hacia la mitad del siglo XIX Latinoamérica 
tenía una posición importante dentro de la economía mundial. Entre otros datos, en la 
región estaban radicadas el 40% de las inversiones de las potencias principales desti-
nadas a la periferia. El 50% de las migraciones de los europeos era hacia esta región. 
 
                                               
61 DAHRENDORF, R., The changing Quality of Citizenship, Bart V S, Londres, 1994, pp. 10-19. 
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En definitiva, ante crisis importantes la intervención de los Estados es la única 
capaz de dar respuestas satisfactorias, por ejemplo, veamos lo que ocurrió en las crisis 
de 1929, 1987 y l994. Por otra parte, y al depender de múltiples factores, la globaliza- 
ción tiene unos efectos radicalmente distintos entre beneficiarios y excluidos que deter-
minan un proceso jerárquico62. 
 
1. 1. 2. El dumping industrial y social 
 
Del inglés dump, basurero; to dump: verter, descargar. Dumping: descarga, 
venta de mercadería a bajo precio. 
 
El dumping se define como “aquella práctica de comercio desleal en la cual se 
vende un producto en el extranjero a precios inferiores a los del mercado nacional”. 
Según Miltiades Chacholiades, en su libro Economía internacional63, el dumping es: 
“Una discriminación de precios internacionales y se presenta cuando un monopolista (o 
competidor imperfecto) cobra un menor precio a los compradores extranjeros que a los 
compradores domésticos por un bien igual (o comparable)”. Para que el dumping sea 
condenable debe causar o amenazar un daño apreciable a una rama de la fabricación na-
cional existente o retrasar en forma importante la creación de una brazada de produc-
ción nacional.  
 
Pero el término dumping tiene otros usos que son de importante relevancia: 
spurious dumping recibe este nombre para diferenciarlo del dumping, ya que no supone 
una discriminación de precios. Ocurre cuando se vende más barato al país importador 
como resultado de una serie de exigencias que, si las cumplieran los compradores na-
cionales, también se les podría vender al mismo precio. Entre estos requisitos podemos 
mencionar el hecho de que los importadores por lo general son mayoristas (tamaño del 
pedido) y también que tienen una mayor solvencia. Cuando las ventas en el extranjero 
son más baratas, como consecuencia de beneficios oficiales a las exportaciones, se en-
tiende que no existe dumping64.  
 
                                               
62 SAMPEDRO, J, L., El mercado y la globalización, Destino, Barcelona, 2002, p. 69.  
63 CHACHOLIADES, M., Economía Internacional, Mc Graw Hill, México, 1992, pp. 47-51.  
64 Ídem, pp. 60-65. 
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Con el término exchange dumping este tipo de dumping ocurre cuando se da 
una depreciación en la moneda nacional respecto a las otras, favoreciendo justamente 
las exportaciones del país. En este caso los efectos son los mismos, salvo que aquí no 
existe discriminación de precios.  
 
Cuando hablamos del freight (carga, flete) dumping se otorgan tasas prefe-
renciales al transporte de productos destinados a la exportación. Esta situación no debe 
confundirse con el dumping, aquí no se practica dumping debido a que los costos de 
transporte representan una de las mejores formas de patrocinar la industria nacional de 
la exterior, su disminución aumenta las posibilidades de los exportadores de vender en 
el mercado exterior sin tener que incurrir en el dumping. En este supuesto, lo que se po-
dría decir es que existe dumping en el servicio de transporte y no de mercancías.  
 
El dumping escondido se resume en cargar los mismos precios en ambos mer-
cados (el nacional y el extranjero), por lo cual aparentemente no hay dumping, pero se 
discrimina en otros aspectos, tales como: conceder mayores plazos de crédito a los 
extranjeros; no se cobran los costos de empaquetado o transporte cuando se factura; hay 
igualdad en precios a la hora de exportar, pero es diferente la eficacia, es decir, los pro-
ductos exportados son de mejor calidad que los consumidos localmente; y se exporta 
mercancía que difiere en la forma, estilo o material de las que se venden en el mercado 
doméstico. Esto puede deberse muchas veces a las diversas legislaciones que afectan el 
producto65.  
 
Otros tipos de dumping son: el dumping oficial es definido como los subsidios 
a las exportaciones. El dumping social reside en la consecución de bajos precios por al-
gunos productores gracias a que se favorecen de una legislación laboral poco exigente. 
El dumping social, consiente la alteración del régimen de precios, permite además al 
país importador obtener precios más ventajosos que los del exportador. Los países más 
interesados en resolver el dumping social son los países desarrollados, ya que con esto 
pierden partes enteras de su aparato industrial. El dumping ecológico permite que los 
favorecidos sean los productores de países con una legislación medioambiental menos 
                                               
65 ÁLVAREZ AVENDAÑO, J. A. y LIZANA ANGUITA, C., Dumping y competencia desleal 
internacional, Editorial jurídica de Chile, Santiago de Chile, 1995, pp. 16-28. 
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rigurosa, por lo general países pobres66. Estos últimos conceptos (dumping social y 
dumping ecológico) lo único que tienen en común con el dumping de precios previstos, 
es el aprovechamiento por un productor de una situación especial de su mercado (mer-
cado protegido o legislación laboral y medioambiental poco exigente) para conseguir 
sus bajos precios. Estas situaciones también son conocidas como prácticas de comercio 
desleal. Aunque realmente las peores formas se refieren al dumping predatorio clasifi-
cado como práctica alevosa de la competencia y como la forma más dañina de 
dumping67. Radica en la venta por parte del exportador de la producción en los merca-
dos externos logrando una pérdida, pero ganando acceso al mismo y excluyendo así la 
competencia. Posteriormente, aumenta el nuevo precio para obtener ganancias astronó-
micas por medio del monopolio. Es decir, el dumper logra una pérdida inicialmente ya 
que espera alcanzar una ganancia a largo plazo. Y el dumping persistente basado en po-
líticas maximizadoras de ganancias por un monopolista que se percata de un mercado 
doméstico y extranjero desconectado debido a costos de transporte, barreras, aranceles 
entre otros.  
 
La Organización Mundial del Comercio (en adelante OMC) es el único órgano 
internacional que tiene a su cargo la normativa que rige el comercio entre los países. El 
núcleo está constituido por los Acuerdos de la OMC, que son las reglas jurídicas fun-
damentales del comercio internacional y las políticas comerciales. El GATT (artículo 
VI) autoriza a los Estados a patrocinar medidas contra el dumping. El Acuerdo antidum-
ping dilucida y amplía el artículo VI, ambos funcionan conjuntamente. Autorizan a los 
países a obrar de un modo que normalmente perjudicaría los principios del GATT, de 
consolidación de los aranceles y de total ausencia de discriminación entre los partici-
pantes comerciales. Pero la realidad es bien distinta. Desde el comienzo de la década de 
los años noventa, los países desarrollados han empujado a los países más necesitados 
para que eliminen sus barreras arancelarias y abran sus puertas al comercio cosmopolita, 
al tiempo que ellos mantienen las suyas contra los productos agrícolas, sin tener en 
cuenta que, de esa forma, priven a los países en desarrollo de los tan necesitados ingre-
sos vía exportaciones.  
 
                                               
66 MADIAN C, A., Dumping Ecológico y el desarrollo sustentable, www.delarivera. com/; 
SIERRALTA RÍOS, A., editorial Universidad de Medellín, Colombia, 2014, pp. 10-16. 
67 Se atribuye a Jacob Viner la creación doctrinaria y las formas actualmente establecidas del 
dumping; VINER, J., Dumping, a Problem in International Trade, Kelley, Nueva York, 1966, pp. 12-23. 
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Donde se puede observar mejor el dumping es en América Latina, el doble 
discurso o doble moral de las economías desarrolladas de liberalización en Estados po-
bres e incremento de los subsidios en Estados abiertos, y sus críticas, son justificadas. 
Mientras los países pobres dejan entrar los productos manufacturados provenientes de 
las economías más fuertes, los Estados desarrollados continúan protegiendo a sus pro-
ductores agrícolas, frenando los productos extranjeros. A la hora de exportar en los mer-
cados internacionales -donde rivalizan con productos de Europa y Japón-, o productos 
textiles -compitiendo con Canadá y Estados Unidos-, América Latina se enfrenta con el 
dilema de pagar más para entrar a los mercados extranjeros y/o recibir precios más bajos 
por sus productos y ser desplazados de los mercados como resultado del dumping (venta 
por debajo del precio de producción) de los países más ricos. A modo de ejemplo, los 
países industrializados recaudan, como promedio, alrededor del 1% sobre las manufac-
turas importadas entre ellos mismos, pero la tasa arancelaria (impuesto que grava una 
determinada proporción del precio de un bien importado a un Estado) salta al 2% cuan-
do los productos provienen de América Latina68.  
 
Por si fuera poco, los productores agrícolas en los países desarrollados reciben 
subsidios a las exportaciones por parte de los gobiernos. Es decir, el gobierno pone a 
disposición de los exportadores agrícolas millones de dólares para enfrentar eventua- 
lidades como malas cosechas o imprevistos, o para acceder a la tecnología necesaria 
para producir más y mejor -entre otras cosas-. América Latina, en clara desventaja, per-
cibe como Estados Unidos y la Unión Europea aplican a sus productos políticas de sub-
sidios permitidos y no permitidos por la OMC, y se disfrazan para que lo no autorizado 
aparezca como ayudas autorizadas y no sujetas a recortes. Estas subvenciones distorsio-
nan los precios en el mercado mundial al permitir que los agricultores del mundo rico 
inunden los mercados del hemisferio Sur con sus productos alimenticios exportados por 
debajo del precio de costo.  
 
Ante este contexto de subsidios, aranceles, cuotas y otros mecanismos de pro- 
tección al comercio que los países desarrollados imponen sobre los productos extran- 
jeros, América Latina y otras áreas en vías de desarrollo, no pueden competir con los 
productos de agricultores desarrollados. Las subvenciones de los Estados ricos a la agri- 
                                               
68 SADER, E., “América Latina y la economía global” en  La dialéctica de la dependencia de Ruy 
Mauro Marini, Nueva Sociedad Editorial, nº. 38, Caracas, 2012, pp. 54-59. 
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cultura se convierten en la destrucción de los medios de subsistencia de millones de 
pequeños agricultores y, con ella, la posibilidad de exportar para prosperar. Las menores 
exportaciones reducen los ingresos de los agricultores y sus negocios relacionados con 
los países en desarrollo. América Latina y el Caribe es la región que percibe el mayor 
impacto. Eliminar los subsidios agrícolas permitiría a estos Estados triplicar sus ex-
portaciones agrícolas anuales. Las políticas agrarias en la Unión Europea afectan en más 
de 20.000 millones las exportaciones de los Estados en vías de desarrollo en su conjun-
to mientras que las de Estados Unidos y Japón son responsables de cerca de 11.000 mi-
llones y 5.300 millones respectivamente.  
 
Pero cabe preguntarse si también existe un dumping social, y por qué se regula 
para privatizar y liberalizar todo en todo el mundo a favor de las grandes empresas y no 
a favor de unas condiciones justas para los pueblos. En este orden, el Parlamento Eu-
ropeo aprobó el 16 de febrero 2006, con alguna modificación, la polémica Directiva de 
Liberalización de Servicios del Mercado Interior en la Unión Europea, más conocida 
como Directiva Bolkestein. La única modificación de la directiva conseguida con estas 
protestas ha sido la modificación superficial del principio del país de origen. En su lugar 
se da libertad a las empresas para prestar sus servicios y a los estados libertad para esta-
blecer sus propias normas por razones de orden público, seguridad pública, protección 
del medio ambiente y salud pública. Por lo que tendría que ser el gobierno del país de 
destino, que quiera que este principio del país de origen no se lleve a la práctica, quien 
tenga que recurrir al Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en cada caso, para tratar 
de imponer alguna limitación a las empresas que podrán operar con su legislación de 
origen, tanto en el plano laboral, como en el mercantil y administrativo. 
 
La Directiva Bolkestein organiza lo que podemos llamar dumping social, de 
acuerdo a este principio del ‘país de origen’, posibilita que cualquier empresa con sede 
en países con menor regulación laboral pueda trasladar a sus trabajadores y trabajadoras 
a España, con las condiciones salariales, laborales y de seguridad establecidas en aquel 
país, sin que las normas específicas vigentes en nuestro marco legal tengan que ser 
cumplidas. Este principio significa que las empresas estarán solo sujetas a la normativa 
de su país de origen, y no a las leyes del país en que prestan sus servicios; si una socie- 
dad sitúa la residencia legal en Lituania, por ejemplo, podría proporcionar servicios en 
cualquier otro país de la Unión rigiéndose por las leyes lituanas; implicaría que si esa 
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empresa desarrolla su actividad en España, podrá fijar las condiciones salariales, dere-
chos sociales, normativa de medio ambiente, según la legislación de Lituania69. 
 
En el futuro, cualquier empresa podrá evitar pesadas restricciones nacionales, 
reinstalando su oficina registrada o estableciendo simplemente una agencia fantasma en 
otro Estado Miembro con unas condiciones salariales, sindicales y de cobertura social 
mucho menor. De este modo, se podrán sortear fácilmente y sin costos los convenios 
colectivos locales relativos al sueldo, los requisitos relativos a las cualificaciones y las 
normas de protección del medio ambiente o del consumidor. Y supone un revés muy  
especialmente a la negociación colectiva, que dejará de ser de obligado cumplimiento  
cuando la empresa tenga su domicilio social en cualquier otro país distinto de la Unión 
Europea. 
 
Esto supone un incentivo legal para trasladarse a Estados con una legislación 
menos estricta a niveles fiscal, social y medioambiental, y la creación de compañías con 
sede ficticia que se extenderán desde sus sedes registradas a todo el territorio de la 
Unión. Al no poder deslocalizar la mayoría de las sociedades de servicios lo que se hace 
es deslocalizar las condiciones salariales, de protección general y medioambiental. La 
consecuencia que se produce es una enorme presión sobre los países con normas so-
ciales, fiscales y ambientales que protegen el interés común. A largo plazo, las conse-
cuencias de la Directiva amenazan con ser catastróficas para todos: las demás empresas, 
ante la amenaza de la competitividad de estas compañías con salarios mucho más bajos, 
menor seguridad laboral, menores costes de seguridad social, menores exigencias me-
dioambientales, presionarán a sus trabajadores para que imiten las condiciones laborales 
de esas otras empresas. Si los salarios de estas empresas son muy bajos, entonces habrá 
que insistir en las moderaciones salariales de las empresas locales; si estas sociedades 
apenas pagan cotizaciones sociales, habrá que aliviar la carga imputable a las empresas 
locales; si en los países localizados en el Centro y Este de Europa se trabaja más horas, 
se impone revisar la duración de la jornada de trabajo; y, si las leyes que protegen los 
derechos de los trabajadores dificultan el ajuste a la baja de las plantillas o lo encarecen, 
no hay otra alternativa que diseñar un ‘entorno legal e institucional más flexible’. Este 
                                               
69 Directiva Bolkestein, 2006/123/ CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de diciembre, 
relativa a los servicios en el mercado interior. 
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es el dumping a nivel social, fiscal y medioambiental y las conquistas sociales se verán 
muy amenazados. 
 
Los convenios internacionales del trabajo, los grandes Pactos y Declaraciones 
de Derechos Humanos, las Cartas sociales, las cláusulas sociales y algunos sustitutos  
unilaterales de estas últimas, son algunas de las formas adoptadas y propuestas por el 
momento, para una re-regulación internacional que tienda a ubicar la red normativa al 
nivel de desarrollo de los fenómenos que debe regular. Un sistema internacional de 
relaciones laborales debería desarrollar una red normativa internacional. Los convenios 
internacionales del trabajo emanados de la OIT son el primero y el más desarrollado de 
los intentos de generar una red normativa universal. Más aún, es, por ahora, el único que 
ha alcanzado una dimensión global. Apunta a establecer normas mínimas para las 
condiciones justas de trabajo y relaciones laborales, en base a cuatro fundamentos: la 
justicia social, la constatación de que la paz es imposible sin equidad, el principio de 
que el trabajo no puede ser tratado como una mercancía, y la preocupación por el 
dumping social. Respecto a este último aspecto, tan actualizado a causa de la globaliza-
ción cabe recordar que el Preámbulo de la Constitución de la OIT establece desde el año 
1919 que: “Si cualquier nación no adoptase un régimen de trabajo realmente humano, 
esta omisión constituiría un obstáculo a los esfuerzos de otras naciones que desearen 
mejorar la suerte de los trabajadores en sus propios países”. 
 
1. 2. 3. La empresa global 
 
La diferenciación del Estado con respecto a la economía se refleja en la dife-
renciación entre Derecho público y Derecho privado. Al servirse el Estado moderno del 
Derecho positivo como un medio de organización de su poder, él mismo se vincula a un 
medio -a través de los conceptos de ley, de derecho subjetivo (derivado de la ley), de 
persona jurídica (como portadora de derechos)- que hace valer un nuevo principio que 
ya Hobbes hizo explícito: en un ordenamiento de Derecho positivo desvinculando (claro 
está, solo en cierto modo) de la moral, al ciudadano le esta permitido todo lo que no está 
prohibido70.  
                                               
70 En su ensayo “En torno al tópico”: Tal vez eso sea correcto en teoría, pero no sirve en la 
práctica”. Kant distingue la igualdad (del individuo) con cualquier otro en cuanto súbdito, de la libertad 
del hombre y de la libertad del ciudadano. ID., Teoría y práctica, Tecnos, Madrid, 1986, pp. 27 y 28. 
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Aunque el capitalismo desde el principio se desarrolló adoptando dimensiones 
planetarias71, esta dinámica económica, liberada del conjunto del moderno sistema de 
Estados, ha contribuido más bien a la consolidación del Estado nacional. Pero, mientras 
ambos tipos de desarrollos han dejado de reforzarse mutuamente. Resulta correcto afir-
mar que la restricción territorial del capital nunca correspondió a su movilidad te-
rritorial. Esto se debe a las especiales condiciones históricas de la sociedad burguesa en 
Europa. Pero estas condiciones han cambiado básicamente con la desnacionalización de 
la producción económica. Paralelamente, todos los Estados industrializados se han visto 
afectados por el hecho de que las estrategias de inversión de un número cada vez mayor 
de empresas se orientan hacia mercados financieros y laborales que se encuentran 
enlazados a nivel mundial72. 
 
Las empresas multinacionales despiertan una controversias e inquietudes acer-
ca de las consecuencias, positivas y negativas, de sus actividades. Se trata, por tanto de 
un fenómeno político y socialmente nunca neutral. Los procesos de negociación entre 
Empresas Multinacionales y Gobierno, cuando se está decidiendo el establecimiento de 
una empresa en un país, la posición negociadora de los gobiernos y de las empresas 
multinacionales dependerá de factores como son los objetivos empresariales en ese 
Estado, el nivel tecnológico de las empresas nacionales y grado de competencia en la in-
dustria en cuestión. Una empresa global cuyos inputs pueden ser suministrados local e 
internacionalmente, sin pérdida económica relevante, tiene una amplísima capacidad de 
negociación. 
 
Industria global es aquella en la que la posición competitiva de una empresa en 
un Estado está completamente relacionada con su posición en otros Estados. En este 
tipo de industrias, las empresas rivales compiten entre si a escala mundial73. La 
principal respuesta de las compañías para contrarrestar los mayores riesgos vinculados a 
la globalización es la adopción de estrategias globales, esto es, de ganar peso en todos 
los principales mercados a través de la generalización de acuerdos cooperativos, fusión 
y adquisición de empresas, alianzas estratégicas, acuerdos no accionariales, etc., en una 
                                               
71 WALLERSTEIN, I., El moderno sistema mundial, trad. de A. Resines, S. XXI, Madrid, 1984, 
pp. 45-60. 
72 HABERMAS, J., La inclusión del otro, trad. de J. C. Velasco y G. Vilar, Paidós, Barcelona, 
2010, pp. 99-102. 
73 AXFORD, B., The Global System: Economic, Politics and Culture, St. Martin’s Press, Nueva 
York, 1996, pp. 67-79. 
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búsqueda de aumentar su dimensión, el aprovechamiento de las economías de escala y, 
en definitiva, su competitividad. Las estrategias globales de las empresas multinaciona- 
les plantean una serie de preocupaciones a los países receptores de sus inversiones deri-
vadas de los efectos de las mismas sobre el objetivo de todo gobierno de mantener un 
cierto grado de soberanía e independencia económica nacional -con posterioridad será 
tratado con mayor profundidad-. 
 
Una primera preocupación está ligada a la posibilidad de toda firma global de 
distribuir sus actividades entre distintos países, aprovechando ventajas de localización. 
Las empresas multinacionales globales pueden responder con rapidez a cambios en los 
precios relativos y, en definitiva, a cambios en la competitividad sobre factores produce-
tivos de áreas en las que opera, reasignando sus procesos productivos entre los diferen- 
tes países. La empresa multinacional global es unidad única que sirve como catalizador 
y facilitador del comercio internacional, además de ser una importante productora y dis-
tribuidora de recursos en los países anfitriones en los que se localizan sus subsidiarias. 
El éxito de una multinacional depende en gran parte de su capacidad para reconocer las 
imperfecciones en los mercados nacionales en cuanto a productos, para ensanchar su ca-
pacidad crediticia y de beneficios más aún ahora con la grave crisis financiera74. 
 
1. 3. Las empresas transnacionales como actores económicos  
 
1. 3. 1. La crisis del Estado 
 
Las grandes sociedades empujan a los mercados externo e interno. Su voracidad 
está asentada sobre una rentabilidad financiera. Ello no solo influye en la concentración 
de poder en monopolios gigantescos, sino también en oligopolios dependientes de los 
primeros y creados para aumentar rendimientos a corto plazo. Llegados a este punto 
puede afirmarse que la concentración y decisión de poder en manos de las multinacio- 
nales está fuera de toda duda. En cuando a los oligopolios, es factible imaginar que sim-
plemente tienen que cambiar de ubicación, al ser más pequeños resulta más viable. Ir, 
como dice Arnaud y Fariñas, hacia una deslocalización de la producción75, llevándola 
                                               
74 EITEMAN, D. K., Las finanzas en empresas multinacionales, trad. de D. Ascensión, Addison-
Wesley, Madrid, 2010, cáp. V; ALONSO MOLLAR, E., A B C de las finanzas, Ceac, Madrid, 2004, pp. 
122-145. 
75 ARNAUD, A. J. y FARIÑAS, M. J., Sistemas jurídicos: Elementos para un análisis socio- 
lógico, trad. de la segunda parte de R. Escudero Alday, Universidad Carlos III de Madrid, Boletín Oficial 
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allí donde les interese, obteniendo mayores beneficios y facilidades de los gobiernos. 
Las empresas privadas argumentan la riqueza que generan, impulsoras de una globali-
zación comercial inversionista, sin embargo, de manera directa o indirecta acaban por 
frustrar la promoción y protección de los derechos humanos. 
 
Las empresas transnacionales son agentes fundamentales de la globalización 
del capital, con una creciente participación en la actividad económica mundial, ya sea 
productiva, comercial o financiera. El número de empresas multinacionales acrecentó 
desde 7.000 en 1970 a más de 63.000 en la actualidad. Al hilo de lo indicado, Amin y 
Thrift sintetizan el conjunto de transformaciones que la caracterizan a partir de la identi-
ficación de seis fuerzas de cambio: 1) la centralidad de la estructura financiera que le 
otorga primacía sobre la producción; 2) la creciente importancia de las estructuras de 
conocimiento; 3) el crecimiento de los oligopolios transnacionales; 4) la trasnaciona-
lización de la política económica; 5) el crecimiento de los flujos culturales gracias a las 
migraciones y a la expansión de las comunicaciones y 6) la aparición de geografías glo-
bales o denominadas geografías sin frontera (borderless geographies)76.    
 
Así, asevera Chesnais que: “La mundialización del capital conduce a lo que los 
geógrafos denominan economía en archipiélago77, que hace de los países una simple 
yuxtaposición de territorios colocados en la dependencia de relaciones conducidas por 
la colosal inversión de empresas transnacionales, acompañadas de esas inmensas con-
centraciones de personas son expulsadas de sus tierras, privadas de trabajo por las em-
presas como son las grandes ciudades del cuarto mundo. Un caso similar serían las 
zonas francas. Áreas económicas especiales, son reinos de taifas, más cercanos en su re-
gulación de los derechos sociales, a los Estados fracturados que a los periféricos78. 
                                                                                                                                          
del Estado, Madrid, 2006, pp. 280 y 281; GARRIDO GÓMEZ, Mª I., Las transformaciones del Derecho 
en la sociedad global, cit., p. 24.  
76 AMIN, A. y THRIFT, N. “Globalization, Institutional Thickness and Local Prospects” Revue 
D'Economie Regional et Urbaine, nº. 3, 1993. 
77 CHESNAIS, F., “Mundialización: extrema pobreza, destrucción del medio ambiente y guerra”, 
Correspondencia de Prensa, nº. 35, 2007, p. 12; vid. VELTZ, P., Mondialisation, villes et territoires: 
l ëconomie d’archipel, Puf, París, 1996. La globalización se halla muy lejos de convertirse en un 
desarrollo económico, simplemente, el fenómeno ha servido para la creación de centros de negocios 
internacionales donde empresas multinacionales, bancos internacionales y mercados financieros han 
formado lo que Veltz llama una ‘economía de archipiélago’, consistente en una sucesión de islotes de 
prosperidad y riqueza, que flotan en un océano de pueblos agonizantes.  
78 MARTÍNEZ, E., “Efectos del libre comercio sobre las condiciones de trabajo de las mujeres 
salvadoreñas”, Propuestas locales para otra globalización, Lan Harremanak, Revista de Relaciones La-
borales, Universidad del País Vasco, 2006, pp. 117-137. 
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Entre las características nocivas pueden citarse la variación del mercado de 
trabajo, que da lugar a una mayor desprotección del trabajador e incide especialmente 
en los Estados con un alto índice de paro, traslado de fábricas hacia zonas del tercer 
mundo donde la mano de obra es más barata, innovación tecnológica constante, para 
reducir tanto el coste de las materias primas, aumento del poder de las grandes multina-
cionales, en detrimento de la soberanía de los Estados. Esta problemática mercantil 
influye decisivamente en el ensanchamiento del abismo económico entre los países de-
sarrollados y los subdesarrollados, provocando aumento de conflictividad.  
 
Como afirma Beck, la globalización significa igualmente ausencia de Estado 
mundial y, más concretamente, sociedad mundial sin Estado mundial y sin gobierno 
mundial”79. Desde este punto de vista, diversos factores han disminuido el papel del 
Estado en la sociedad global. El fin de la guerra fría, la actuación de  organizaciones 
internacionales como Naciones Unidas, el reforzamiento del Derecho Internacional, 
expansión de la tecnología, la integración regional, las reclamaciones de la sociedad 
civil global, la actividad de las grandes empresas multinacionales y, por supuesto, la 
globalización en sus diversas dimensiones, han sido las causas principales de la evolu-
ción del papel del Estado80. 
 
Al respecto no solo las empresas restan independencia a los Estados sino que  
podemos ver cómo organizaciones, digamos menos privadas, gobiernan y presionan la 
economía, determinan las reglas de juego e influyen en la resolución de los conflictos. 
Hay una línea muy delgada entre la globalización económica y la política. El Estado es 
sujeto y objeto de la globalización, habiendo una continuidad entre el neoliberalismo y 
la globalización, llegándose a hablar de una redefinición del Estado81. Las empresas 
multinacionales y que influyen sobre gobiernos e instituciones interestatales ejercen un 
poder incontestable. Se trata de un poder político de naturaleza privada, ya que las deci-
                                               
 
79 BECK, U., ¿Qué es la globalización?. Falacias del globalismo, respuestas a la globalización, 
trad. de B. Moreno y Mª R. Borrás, Paidós, Barcelona, 2002, p. 32. 
80 ORTEGA CARCELÉN, M., Introducción al Derecho Global, Sial, Madrid, 2009, p. 111; ID., 
Derecho global: Derecho Internacional Público en la era global, Tecnos, Madrid, 2014, pp. 10-14. 
81 MARTÍNEZ DE PISÓN, J., “El poder del Estado y los Derechos humanos en el escenario de la 
globalización”, Anuario de Filosofía del Derecho, t. XVII, 2000, pp. 80 y 81. 
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siones que contienen poseen un significado político, con una soberanía limitativa de la 
soberanía de los Estados y de sus instituciones públicas82. 
 
Con la globalización, la centralidad y exclusividad estatal se diluyen como 
unidad de gestión económica, dirección política, control social e iniciativa legislativa, 
siendo los aspectos más expresivos la fragilidad de la autoridad  de poderes y la pérdida 
de la autonomía burocrática83. 
 
Estas empresas gigantescas, así como la OMC, se convierten casi en Estados, 
con una consecuencia fundamental, la de tener que adoptar  decisiones semipolíticas. En 
realidad, convierten a los gobiernos nacionales, si acaso, en asesores. La ejecutiva de los 
consorcios adopta disposiciones sin su consentimiento y las ejecuta también del mismo 
modo. Si a una institución nacional se le ocurriera restringir el ámbito de actuación de 
una empresa, esta se buscará otro lugar donde actuar. La cuestión ya no es, por tanto, si 
algo se puede hacer o no, sino simplemente, dónde realizarlo. Pero ¿qué requieren las 
multinacionales? Flexibilidad y en el ámbito jurídico potenciar las privatizaciones, li-
mitando la actuación pública, sería, por tanto, que el Estado legisla no legislando”84. 
 
La OMC es el único organismo internacional dotado de poderes coercitivos a 
través de su Órgano de Solución de Diferencias. Para la OMC, el comercio es un valor 
que se halla por encima de cualquier otra consideración, ya sea política, cultural, sani-
taria o ecológica85. La crisis de la soberanía de los Estados es más un problema político 
que una consecuencia incontestable de la globalización. El papel de los Estados no pue-
de desvincularse del desarrollo del capitalismo. La soberanía nacional ha estado históri-
camente supeditada a la construcción de un mercado mundial y sometido a las confron- 
taciones bélicas entre los Estados imperiales86. La semisoberanía y cuasi estatalidad son 
viejas tendencias, se manifiestan ahora con mayor gravedad en muchos Estados87.  
                                               
82 CAPELLA, J. R.,  “La globalización ante una encrucijada político-jurídica”, en ESCAMILLA, 
M. y SAAVEDRA, M., (eds.), Derecho y justicia en una sociedad global, Universidad de Granada, 2005, 
pp. 20 y 21. 
83 FARIA, J. E., El Derecho en la economía globalizada, trad. de C. Lema Añón, Trotta, Madrid, 
2001, pp. 18, 23-33.  
84 SÁNCHEZ BARRILAO, J. F., “Sobre la constitución normativa y la globalización”, Revista de 
la Facultad de Derecho de la Universidad de Granada, 2004, pp. 248-256. 
85 GEORGE, S., Pongamos a la OMC en su sitio, Icaria, Barcelona, 2002, pp. 2-5. 
86  PASTOR, J., “Economía política de la “globalización”, en crisis de centralidad de los Estados y 
procesos de “desdemocratización”, El desafío del desarrollo humano. Propuestas locales para otra glo-
balización, Congreso Hegoa, Universidad del País Vasco, 2007. 
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Guéhenno, afirma que el Estado cada vez es menos expresión de la soberanía y 
la autonomía, en cambio es una entre otras instituciones organizadoras de la sociedad 
que, pese a entrar en competencia con otros actores, no desaparece pero debe estar en 
situación de constante adaptación, de redefinición de sus competencias, y ha de justifi-
car modestamente, por medio de los servicios que presta, su existencia88. 
 
               1. 3. 2. Las relaciones de poder en el ámbito del Estado y la empresa 
 
Para empezar, es conocido que una empresa se traslada o ubica e invierte por 
interés y beneficio. La ruptura de acuerdos o la iniciación de desacuerdos acarrea deci-
siones muy graves para los Estados con poca capacidad de reacción al enfrenarse a gi-
gantes que aúnan fortaleza económica y política, por tanto, las consecuencias pueden 
llegar a ser devastadoras89. Es conocido que finalmente los Estados periféricos, sin po-
tencial, acaban siendo pasto de la subordinación perdiendo poder, vinculado hacia em-
presas a quien se otorgó derechos que finalmente revierten en obligaciones a la sociedad 
que termina pagando el abuso90.  
De acuerdo con Wallerstein, las relaciones económicas del centro con los paí-
ses semiperiféricos y periféricos dependen de tres factores estratégicos: el grado en que 
sus industrias sean importantes o fundamentales para el funcionamiento de las cadenas 
de mercancías clave, el grado en que los países sean importantes o esenciales para 
sostener un nivel de demanda efectiva para los sectores de producción más rentables, y 
el grado en que los países sean importantes en decisiones estratégicas (localización, po-
derío militar, materias primas)91.  
                                                                                                                                          
87 ARRIGHI, G., y SILVER, J., Caos y orden en el sistema-mundo moderno, trad. de J. Pascual, 
Akal, Madrid, 2001, pp. 101-103. 
88 GUÉHENNO, J. M., El porvenir de la libertad, Paidós, Barcelona, 2000, p. 42. 
89 PACHECO, P., “El Estado comercial abierto. La forma de gobierno de una economía des-
territorializada”, en CAPELLA, R. (coord.), Transformaciones del Derecho en la Mundialización, Estu-
dios de Derecho Judicial, Consejo General del Poder Judicial, nº. 16, Madrid, 1999, pp. 123-158; CA-
RRASCOSA, J., “Globalización y Derecho Internacional Privado en el siglo XXI”, Anales de Derecho, 
Universidad de Murcia,  nº. 22, 2004, p. 29. 
90 IBARRA, P., “Crisis del Estado contemporáneo en la nueva era de la globalización” en 
IBARRA, P. y GRAU. E. (eds.), La Red en la encrucijada. Anuario de Movimientos Sociales, Icaria, 
Barcelona, 2006, p. 101. 
91 WALLERSTEIN. I., Paz, estabilidad y legitimación 1990-2025/2050, en F. López Segrera, “Los 
retos de la globalización”, ensayos en homenaje a Ethotonio Dos Santos, t. I, UNESCO, 1998, p. 176; 
ID., Después del liberalismo, S. XXI, México, 1996; ID., “La imagen global y las posibilidades y alter-
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Frente a la idea de crisis irreversible de los Estados, Arrighi opina que en otros 
periodos de internacionalización económica algunos Estados han perdido competencias 
y otros las han ampliado con más fuerza. En la situación actual el neoliberalismo escon-
de estas diferencias ya que la pérdida de soberanía ni es definitiva ni se establece de 
igual modo en todos los Estados92.  
En el campo económico, lo que definimos como sistema global neoliberal está 
asociado a la presencia de un drástico proceso de cambio en el modo de producción que 
caracterizaba al modelo fordista-keynesiano, centrado en la industrialización y el con-
sumo masivo, el cual es reemplazado ahora por un nuevo régimen o patrón de acumu-
lación vinculado a reformas estructurales de mercado de orientación neoliberal. Este 
cambio fundamental en los mecanismos de acumulación y desarrollo del sistema se ve-
rifica en el desplazamiento desde un capitalismo ‘estadocéntrico’ o ‘capitalismo orga-
nizado’93, donde el Estado era el principal actor a partir de su función crucial en la 
asignación y regulación de un conjunto de bienes y servicios públicos universales, a una 
nueva matriz de acumulación ‘mercadocéntrica’, en el cual el mercado y la actividad 
privada pasa a ocupar esa función, pero también, en la generación de nuevos mecanis-
mos político-ideológicos de dominación que trascienden el análisis reduccionista cen-
trado en la dimensión puramente economicista94. Los conceptos de movilidad y de sus-
titutividad internacional de activos fueron definidos por primera vez por Kenen95. En 
realidad, se produce una liberalización del mercado interno a donde entra capital exter-
no, una perversidad social asentada en liberar pero a su vez estabilización macro-
económica; la mejora de la supervisión institucional deja la liberalización financiera 
total para el final del proceso; esto es, durante el proceso de integración financiera una 
represión financiera leve porque resulta ventajosa96. 
 
                                                                                                                                          
nativa de la evolución del sistema-mundo, 1945-2025”, en Revista mexicana en sociología, nº. 2, 1999, 
pp. 7-10. 
92 BRESSER, L. C., “Cultura, democracia y reforma del Estado”, en  S. Sosnowski, y R. Patiño. 
(comp.), Una cultura para la democracia en América Latina, Fondo de Cultura Económica, México, 
1999, pp. 120-152. 
93 LASH, S., “La Reflexividad y sus Dobles: estructura, estética, comunidad”, en BECK, U., 
GIDDENS, A. y LASH, S., Modernización Reflexiva, Alianza, Madrid, 1997b, pp. 61-70. 
94 HARVEY, D., La condición de la posmodernidad, Amorrortu, Buenos Aires, 1998, pp. 143-145. 
95 KENEN, P., Capital mobility and financial integration: a survey, Princeton University Press, 
Nueva Jersey, 1976, pp. 9-13. 
96 WILLIAMSON, J. y MAHAR, M., Mahar, A Survey of Financial Liberalization, Princeton Uni-
versity, Nueva Jersey, 1998, pp. 62-80. 
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Las decisiones político-económicas permean la economía mundo. Los pro-
cesos de globalización establecen formas de apropiación desigual de la riqueza y, por 
tanto, interacciones económico-sociales diferenciadas que generan relaciones de subor-
dinación entre los Estados nacionales. La desigualdad existente entre los Estados nacio-
nales que integran el sistema mundo es la causa de que los más avanzados se apropien 
de los excedentes de los menos avanzados, considerados periféricos y semiperiféricos. 
Este sistema mundo no ha sobrevivido de la crisis moral que marca el final del milenio. 
Los procesos de producción globalizados se estandarizan97 para integrarse a un solo 
sistema global, supeditando la ‘lógica de la geografía a la lógica de la producción’ en 
una ‘compresión espacio-temporal’. La estandarización y homogeneización de las nor-
mas es un paso ineludible para profundizar los procesos de globalización. El sistema 
mundial propone la separación de las superestructuras políticas y culturales conectadas 
por una división internacional del trabajo. McGrew sostiene que la globalización consti-
tuye  multiplicidad de ligamientos y conexiones que trascienden a los Estados-nación, y 
por implicación a las sociedades, lo cual forma el sistema mundo moderno. Define el 
proceso a través del cual los eventos, decisiones y actividades en una parte del mundo 
pueden tener una consecuencia significativa para los individuos y las comunidades en 
partes bastante distantes del mundo98. 
 
No todos los mercados se han transformado globalmente, todavía existen los 
mercados nacionales, internacionales y regionales. El desafío de la globalización no es 
detener la expansión de los mercados globales sino encontrar las reglas y las instituí-
ciones de una governance mejor -local, regional, nacional y global- para preservar las 
ventajas de los mercados y la competencia global pero también para proveer los re-
cursos comunitarios y medioambientales suficientes para asegurar que la globalización 
trabaja para la gente y no solo reglas, instituciones y prácticas establecidas que sientan 
los límites y los incentivos para el comportamiento de los individuos, las organizaciones 
y las empresas. 
 
Entre los elementos positivos empresariales globales cabe citar el apoyo a la 
infraestructura científica y tecnológica, los incentivos fiscales, un acceso privilegiado a  
                                               
97 KAPLAN, M., Estado y globalización, trad. de A. Diéguez, Universidad Autónoma de México, 
México, D. F., 2002, pp. 457-460. 
98 McGREWG, A., “A global society” en HALL, S., HELD, D. y McGREW, A., Modernity and its 
futures, Polity Press, Cambridge, 1990, pp. 7-14. 
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mercados públicos y protección en las negociaciones comerciales. Simultáneamente la 
misma legitimidad política del Estado depende de su capacidad para atraer a los capita-
les financieros y las empresas innovadoras, creadoras de empleo. La Revolución tecno-
lógica en los procesos productivos, la información, telecomunicaciones y el transporte. 
El sistema de producción flexible permite combinar las ventajas de la producción arte-
sanal (calidad de producto) con aquellas de la producción de masa (velocidad y bajos 
costos unitarios). El modelo se basa más en la organización (trabajo y producción) que 
en la capacidad técnica. Por lo que hay un predominio de la esfera financiera y un redu-
cido número de operadores controla las transacciones sobre el conjunto de mercados 
mundiales interconectados por un sistema que permite ejecutar órdenes de compra y 
venta en tiempo real, siendo sus principales notas características:  
 
A/ Reducción de costos: la globalización reduce los precios mundiales en desemejantes 
formas.  
 
B/ Economía de escala: se pueden realizar aunando la producción u otras actividades 
para dos o más países.   
 
C/ Costo más bajo de factores: conseguirlo llevando la manufactura a países de bajos 
costes y grandes beneficios.  
 
D/ Producción concentrada: significa reducir el número de productos que fabrican, de 
muchos modelos locales a unos pocos globales.  
 
E/ Flexibilidad: explotar el rendimiento pasando la producción de un sitio a otro en bre- 
ve plazo, a fin de aprovechar el costo más bajo en un momento dado.  
F/ Aumento de poder negociador: mediante una estrategia que permita trasladar la pro-
ducción entre múltiples sitios de manufactura en diferentes países, se aumenta gran- 
demente el poder negociador de una compañía con los proveedores, trabajadores y los 
gobiernos.  
 
G/ Calidad Mejorada de Productos y Programas: la concentración en un número menor 
de productos y programas, en lugar de los muchos productos y programas que son típi-
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cos de una estrategia multilocal, puede mejorar la calidad tanto de los productos como 
de los programas.  
 
H/ Preferencia de los clientes: la disponibilidad, el servicio y el reconocimiento globales 
aumentan la preferencia de la clientela mediante el refuerzo.   
 
I/ Mayor Eficacia Competitiva: una estrategia global ofrece más puntos de ataque y con-
traataque contra los competidores.  
 
Los Estados deben estar dispuestos a adoptar las políticas necesarias y, en el 
caso de los más pobres, posiblemente necesiten el respaldo de la comunidad internacio-
nal. Abrir posibilidades para que las economías desarrolladas mejoren eficiencia y pro-
ductividad es positivo pues favorece el nivel de vida. En cuanto al trabajo, se van a crear 
muchas nuevas empresas de generación de valor que crearán empleo, según el conoci- 
miento de las personas. La globalización implica adaptarse a nuevos criterios de divi-
sión del trabajo. 
 
No obstante, no todo serían aparentes ventajas puesto que muchos países aún 
no están preparados, carecen del nivel tecnológico suficiente: 
 
A/ Entre las consecuencias podemos citar los costos laborales: lo más importante en este 
aspecto, es el desnivel de estos costos en los países desarrollados respecto a los que 
están en vías de desarrollo, como su enorme variación en los últimos diez años. Esto se  
explica por la continua devaluación del dólar en los últimos veinte años y, en menor 
medida, a razones históricas como conflictos sociales, etc.  
 
B/ Costos impositivos: la diferencia relativa entre los impuestos a las ganancias de las 
empresas tiene muchas divergencias entre los Estados en expansión y aquellos desa- 
rrollados, debido en gran medida a las exenciones de impuestos que muchos Estados en 
desarrollo otorgan a sus zonas francas.  
 
C/ Los costos ambientales: estos precios son originados por regulaciones encaminadas a 
la preservación ambiental entre los Estados con una calidad comparable de desarrollo 
económico. La inclusión de fuertes medidas para disminuir la emisión de CO2 y el uso 
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de energía figuran en casi todos los tratados de integración, aunque todavía se deja a ca- 
da Estado fijar el tope de esos valores. 
 
D/ Aumento de gastos administrativos: la globalización puede causar gastos adminis- 
trativos cuantiosos por aumento de coordinación, por la necesidad de informar, e inclu- 
so por el aumento de personal. La globalización también puede reducir la eficacia de la 
administración en cada país si la excesiva centralización perjudica la motivación local. 
Además, cada uno de los promotores de estrategia global tiene desventajas particulares. 
 
E/ Menos sensibilidad a las necesidades del cliente: la estandarización de productos 
puede dar por resultado un producto que no deje clientes plenamente satisfechos en nin- 
guna parte.  
 
D/ Sacrificio de algunas necesidades nacionales: en particular, para la globalización de 
la estrategia a menudo se requiere que uno o más países abandonen las estrategias, los 
productos acreditados durante mucho tiempo. Un marketing uniforme puede reducir la 
adopción al comportamiento de los consumidores locales y el influyente ambiente del 
mismo. 
 
De todo lo dicho se desprende que el mundo económico gira alrededor de la 
globalización. Sobre el tema tratado, Habermas señala que ello significa cuatro cosas. 
Primero, la extensión e intensificación del comercio de bienes industriales entre los 
Estados; segundo, el rápido incremento, tanto en número como en la influencia de las 
empresas con cadenas de producción repartidas por todo el mundo; tercero, el aumento 
de las inversiones directas en el extranjero, y cuarto, la aceleración de movimientos de 
capitales en los mercados financieros conectados electrónicamente y de la tendencia a la 
autonomización de los flujos financieros que desarrolla una dinámica propia indepen-
diente de la economía real99. Para Habermas, todas estas tendencias en conjunto lleva-
rían a una considerable agudización de la competencia internacional. 
 
                                               
99 HABERMAS, J., “Relaciones internacionales: Globalización y Dinámicas Sociales Transfronte-
rizas”, Revista Encrucijada Americana, 2004, nº. 2, universidad Alberto Hurtado, departamento de     
ciencia política y relaciones internacionales, 2010-2011, p. 97; ID., La constelación posnacional, cit., pp. 
104-110. 
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El equilibrio entre los países pasa porque la globalización sea aplicada con una 
política mundial no monocéntrica, atendiendo a Roseneau, policéntrica, donde el capital 
no es detentado por el poder ni por el Estado-nación, buscando que todos participen en 
el escenario de las relaciones internacionales100. 
 
Las fuerzas que impulsan la globalización son tan poderosas y los procesos en 
marcha de tal calado que existe una percepción general de que es irreversible, de que es 
inevitable e irresistible101. Que se impone por su propia dinámica allá donde penetra. La 
globalización es el contexto en el que los ciudadanos desarrollan sus actividades y en el 
que se enmarca su vida en las postrimerías del siglo XX y del que ahora se inicia102.  
 
2. LA GLOBALIZACIÓN POLÍTICA 
                 
1. 1. El marco de la política contemporánea 
 
Herodoto se preguntaba haciendo una clasificación de regímenes políticos, ¿qué 
es la democracia?, y ofrecía diversas opiniones: “El buen régimen es ¿aquél en que go-
bierna una solo monarquía- que gobierna para su gloria y la de sus súbditos?; ¿aquél en 
que gobierna una minoría la oligarquía- formada por ciudadanos reconocidos como 
‘superiores’ por su nacimiento, su competencia religiosa o militar?; ¿aquél en que go-
bierna la mayoría -la democracia- formada por el común de los campesinos, artesanos, 
comerciantes, marinos?”103. Después de la eunomía y la isonomía, llegó la demokratía o 
poder del pueblo: En realidad Pericles lo que hizo fue establecer las condiciones necesa-
rias para que pudiera funcionar la democracia, imponiendo el poder de las mayorías y el 
respeto de las minorías104. 
La democracia representativa liberal surgiría con el capitalismo y se basa en la 
idea de dos mercados: el mercado económico, donde se cambian valores que tienen 
precio; y el mercado político de las ideas e ideologías, donde se cambian valores que no 
                                               
100 ROSENEAU, J., Turbulance in World Politics, Harvester edit, Brighton, 1990, pp. 17 y 18. 
101 FALK, R., Predatory Globalization. A Critique, Cambridge: PolityPress, 1999, p. 5. 
102 BECK, U., ¿Qué es la globalización?. Falacias del globalismo, respuestas a la globalización, 
cit., pp. 35-37. 
103 HERODOTO., Historia III, pp. 80-82. 
104 RODRÍGUEZ ADRADOS, F., Historia de la democracia, Temas de hoy, Madrid, 1997, p. 133. 
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tienen precio económico, avistando la democracia, de alguna manera, esta tensión entre 
el mercado económico y el político.  
 En la democracia participativa el sujeto juega con la decisión de hacer un 
mundo más asequible y justo. Su voto a tiempo, en libertad, le permite retirar del merca-
do a sujetos desechables. Siguiendo a Boaventura de Sousa Santos, diría que tenemos lo 
que Rousseau denominaba ‘obligaciones políticas’, o sea, una entre el Estado y el ciu-
dadano, y otra más incisiva que sería la del ciudadano en horizontal con otros ciuda-
danos105. Rousseau considera la democracia expansiva en el sentido de otorgar derechos 
y libertades a una amplia mayoría de seres humanos con iguales derechos jurídicos, y no 
a un reducido número de personas que tendrían ciertos atributos o capacidades 
específicas a las que les corresponderían determinados privilegios. Pero la democracia 
exige normas, ese carácter sagrado que da paso a la felicidad del individuo y que llevará 
a la felicidad del Estado106. A mi juicio, Rousseau, quiso evitar los peligros que 
amenazan a la sociedad: la anarquía por falta de orden social y el mercantilismo como 
forma de deshumanización. Leyes ‘sagradas’, que podemos advertir de manera lejana en 
Sócrates cuando con absoluto respeto acata y obedece en el Critón, para poder 
permanecer en la ciudad de Atenas. Promoviendo un orden social necesario. La bondad 
del ser humano distinguida por Rousseau se asienta en cuatro leyes: “políticas, civiles, 
criminales y una cuarta que no se graba en mármol ni en el metal, sino en el corazón de 
los ciudadanos y que cuando las demás leyes envejecen o se apagan, las reanima o 
sustituye”107.  
No todos los pensadores entienden la democracia concebida por Rousseau, así 
es considerado por algunos como un enemigo de la democracia y el liberalismo político. 
Por ejemplo, dice Isaiah Berlin que “Rousseau […] fue uno de los más siniestros y más 
formidables enemigos de la libertad en toda la historia del pensamiento moderno108”. Y, 
desde distinta perspectiva, Rorty homologa el planteamiento político de Rousseau al del 
                                               
105 SOUSA SANTOS, B. de., Para descolonizar occidente, trad. de E. C. Frost, Prometeo Libros, 
Buenos Aires, 2010, pp. 56-69. 
106 Mediante un tratado político el Contrato Social, Rousseau, en clave moderna, hace vislumbrar 
la concepción naturalista de Aristóteles sobre las polis como comunidad política superior donde alcanzan 
vida plena los ciudadanos libres e iguales a través de la palabra y la acción. Vid, Aristóteles, Política, 
libro I. 
107 ROUSSEAU, J. J., Du Contract Social ou Essai sur la forme de la république, primera versión, 
manuscrito de Ginebra, cáp. V, Impr, A. Vasiliev, Moscú, 1887, p. 331.   
108 BERLIN, I., La traición de la libertad: Seis enemigos de la libertad humana, trad. de Mª A. 
Neira, Fondo de Cultura Económica, México, 2004, pp. 75-77. 
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marxismo. Según Rousseau –afirma Tugendhat– viene a decirnos que los individuos se 
convierten prácticamente en meras partes del Estado. El error en la interpretación de 
Tugendhat está en no haber enfocado el concepto de voluntad general que tome en 
cuenta la complejidad y la perspectiva del individuo y el Estado simultáneamente, y la 
complementariedad e interdependencia esencial entre ambas realidades109. Debido a este 
traspié de enfoque Ernst Tugendhat, aunque sin proponérselo termina devaluando el 
concepto de democracia al identificarlo con ‘autonomía colectiva’, lo que acabará pro-
duciendo que los individuos pierdan su ‘autonomía individual’.  
 
Por otro lado, en el modelo diseñado por Tocqueville el problema fundamental 
de los tiempos democráticos está en la grave tensión entre la búsqueda de la igualdad 
más absoluta y el respeto a la libertad tanto pública como privada. Ciertamente, no exis-
te verdadera igualdad, ni siquiera posibilidad de igualdad, más que en la libertad. Pero, a 
pesar de los deseos y de una cierta lógica, la relación esencial entre ambas no se produ-
ce necesariamente. Igualdad y libertad son realidades distintas que, unidas, conforman 
el ideal hacia el cual debe tender la sociedad democrática. Si marchan separadamente 
pueden vaciarse en un régimen aristocrático, donde impera el sentido jerárquico de la 
libertad en tanto resistencia y afirmación de un derecho particular, o bien pueden crear 
las condiciones para que surja un despotismo igualitario.  
 Según Tocqueville, el gran peligro de la democracia en expansión reside en el 
hecho de que favorece la igualdad, pero suprime la libertad. “Creo que los pueblos 
democráticos tienden naturalmente a la libertad; entregados a sí mismos, la buscan, la 
aprecian, y les duele grandemente que se les aparte de ella. Pero, por la igualdad, sien-
ten una pasión insaciable, ardiente, eterna, invencible; quieren la igualdad en la libertad, 
y si no pueden conseguirlo, la quieren incluso en la esclavitud. Soportarán la pobreza, la 
servidumbre, la barbarie, pero no soportarán la aristocracia”110. Aclarando Locke que un 
impedimento importante para ejercer la libertad existe cuando los hombres se atribuyen 
alguna prerrogativa peculiar, en realidad, opuesta a derechos civiles de la comunidad111.  
                                               
109 TUGENDHAL, E., “La controversia sobre los derechos humanos”, en Problemas, Gedisa, 
Barcelona, 1998, pp. 33-37. 
110 TOCQUEVILLE, A., La democracia en América, trad. de R. Viejo, Fondo de Cultura  Econó-
mica, México, 1984, pp. 134-136. 
111 LOCKE, J., Carta sobre la tolerancia, trad. de C. Mellizo, Alianza, Madrid, 2005, pp. 55 y 56. 
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El pensamiento en términos de sujeto es exactamente lo contrario del pensa-
miento en términos de naturaleza. La idea de un conjunto donde la integración de sus 
componentes deba mantenerse de modo prioritario es en extremo ideológica112. El 
respeto al individuo y a sus opciones constituye el test principal de la democracia113. 
Una democracia con derechos iguales y universalmente reconocidos en una nación cuya 
mayoría numérica se componga de una sola y misma clase va siempre acompañada de 
notables inconvenientes, pero lo que agrava considerablemente estos males es la falta de 
igualdad en las democracias que hoy existen; véase en ellas hasta una desigualdad siste-
mática a favor de la clase dominante114. 
En consecuencia, importa extraordinariamente saber cómo se puede conseguir 
que una sociedad, todavía hoy, actúe sobre sí misma de forma democrática. El núcleo de 
la idea democrática está perfectamente claro. Rousseau lo expresó nítidamente: la vida 
política común debe ser organizada de tal manera que los destinatarios del Derecho 
puedan considerarse ellos mismos como sus autores. Exactamente sobre esa noción se 
funda el Estado constitucional moderno. Ese Estado se define a sus propios ojos como 
una asociación voluntaria de ciudadanos libres e iguales que quieren regular su vida en 
común de manera legítima y que recurren para hacerlo al derecho positivo115. El prin-
cipio de igualdad se remite a un derecho que tiene su origen en el constitucionalismo 
europeo, identificándose en la práctica con el de legalidad. Este concepto de igualdad se 
ha diluido por la igualdad como derecho frente al legislador y el principio de interdic- 
ción de la arbitrariedad116. 
La democracia formal presenta como característica medular la lejanía con los 
planteamientos de sus padres fundadores. Esa señalada distancia consiste en que la lla-
mada democracia representativa descansa en el mito de que la soberanía reside en el 
                                               
112 Ídem, p. 169.  
113 Ibídem, pp. 137 y 138.  
114 STUART MILL, J., Del gobierno representativo, trad. de M. de Iturbe, Tecnos, 2007, p. 130. 
115 POULAIN, J., Encuentro con Habermas, trad. R. Alcoberro (universitat de Girona), publicado 
en Le Monde, de fecha 10/01/1997. 
116 GARRIDO GÓMEZ, M. I., La igualdad en el contenido y en la aplicación de la ley. Dykinson, 
Madrid, 2009, p. 77; GARDNER, S. L., Myths of Freedom: Equality, Modern Thought, and Philosophi- 
cal Radicalism, Greenwood Press, Westport (Connecticut), 1998, pp. 21-25; DWORKIN, R., Los de-
rechos en serio, Ariel, Barcelona, 2012, pp. 388 y 389. Dworkin distingue entre el derecho ‘a igual 
tratamiento’ y el derecho a ‘ser tratado como igual’. El derecho ‘a igual tratamiento’ se refiere a una 
distribución igual de oportunidades, bienes, recursos, cargas. El derecho a ‘ser tratado como igual’ con-
siste en ser tratado con la misma consideración y respeto que cualquiera en la distribución de cargas y 
beneficios. De los dos derechos el fundamental sería el segundo, el primero es un derivado. 
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pueblo pero, como las mayorías no la pueden ejercer directamente, las delegan mediante 
elecciones. Este entramado de democracia formal no es más que una ficción que oculta 
la negociación del poder entre las élites dominantes117. 
El Estado de Derecho democrático lleva implícita la igualdad y permite, 
además, al sistema democrático alejar la perversión del pensamiento único. Parece razo-
nable que, y en el marco de sus competencias, los gobiernos mediante sus represen-
tantes políticos pudieran ejercitar el derecho de decisión, pero Beck señala: “La acen-
tuación del proceso de globalización ha provocado la salida de lo político del marco 
categorial del Estado nacional, de manera que las instituciones industriales han ganado 
en pujanza en relación con el discurso político, viéndose así superado en la praxis 
política el viejo esquema […]”118. Los Estados ya no tienen dentro de si el poder de la 
soberanía que les caracterizaba antaño, sino que la soberanía se abre a la sociedad civil, 
las corporaciones transnacionales y los organismo internacionales. El argumento a favor 
de la democracia cosmopolita se resuelve en la multiplicidad de redes de poder super-
puestas unas a otras. Estas constelaciones conforman una parte del orden legal habili-
tante que conocemos con el nombre de Derecho democrático cosmopolita119. Parece que 
existan dos poderes-contrapoder. Por consiguiente, los agentes de la economía mundial 
adoptan decisiones políticas sin una legitimación político-democrática120. 
2. 1. 1. Desconfianza en el sistema democrático e incidencia de la 
globalización  
Según Falk, la globalización ha supuesto un duro golpe para la ciudadanía121. 
La crisis del Estado nacional y el déficit de la democracia y del Estado de Derecho que 
caracteriza a los nuevos poderes extra y supraestatales hace que nos tengamos que re-
plantear el Estado y, más aún, el orden internacional. Lo que parece claro a todas luces 
evidente es la ausencia de reglas, de límites y vínculos que sirven de garantes para la 
paz y los derechos humanos frente a nuevos órdenes transnacionales122. 
                                               
117 DIETRICH, H., El socialismo del siglo XX -versión electrónica-, México, 2008, p. 22. 
118 BECK, U., ¿Qué es la globalización?. Falacias del globalismo, respuestas a la globalización, 
cit., p. 15.  
119 BERIAIN, I. M., El poder en la era de la globalización, Comares, Granada, 2008, p. 134. 
120 INNERARITY, D., La transformación de la política, Península, Barcelona, 2002, pp. 47 y 48. 
121 FLAK, R., La globalización depredadora, trad. de H. Bebia, Siglo XXI, Madrid, 2002, pp. 127-
130. 
122 FERRAJOLI, l., “¿Es posible una democracia sin estado?”, en ID., Razones jurídicas del pa-
cifismo, trad. de G. Pisarello, Trotta, Madrid, 2004, pp. 137-139. 
 105 
Las democracias, locales o globales, deben respetar a todos los grupos de 
ciudadanos123. Pero la pregunta que conviene hacerse es ¿por qué debe preferirse, por 
razones racionales, la democracia? Bobbio cree que es simplemente porque se trata del 
mejor -o menos malo- régimen, y eso bajo tres aspectos. Éticamente, debe favorecerse 
el método democrático, ya que garantiza la autonomía. Desde el punto de vista utilitario, 
nuevamente se recomienda, pues debemos suponer que, en general, los mejores jueces 
del interés colectivo son los primeros interesados, es decir, el pueblo. Y también está el 
argumento político en favor de la democracia, ya que, por supuesto, si se trata de una 
democracia liberal en el sentido empírico antes mencionado, es ella la mejor forma con-
cebida de contener o controlar el mal uso y abuso del poder. La democracia se contra-
pone a toda forma de gobierno autocrático124.  
El rol de las minorías no debe ser sustraerse sino involucrarse en la democracia a 
través de partidos y asociaciones, en competencia y cooperación, evitando el camino de 
servidumbre. Al respecto Fariñas Dulce estima que la privatización de los derechos 
humanos, la desregulación normativa en todos los ámbitos, es decir, la privatización del 
Derecho, abre paso a la democracia del mercado y a la definitiva privatización de sus 
instituciones. La democracia se transforma en mera sucesión de actividades adminis-
trativas y procedimentales donde las contiendas electorales marcan la consolidación del 
libre mercado. La ideología neoliberal atenta contra la dimensión igualitaria y paritaria 
de la estructura democrática125. 
Y es que, realmente, hoy se divisan nuevos espacios y, en la parcela de rela-
ciones internacionales, cabe plantear que la crisis de los Estados nacionales que cono-
cíamos hasta hora encierra un vacío de Derecho público. Esto significa que tal vacío se 
refleja en una carencia de reglas, de límites y de vínculos garantes de la paz y de los 
derechos humanos. En consecuencia, se percibe que falta esta esfera pública internacio-
nal que tenga capacidad suficiente para enfrentarse a los nuevos poderes supraestatales 
                                               
123 FERRAJOLI, L., Garantismo: una discusión sobre derechos y democracia, trad. de A. Greppi, 
Trotta, Madrid, 2006, pp. 102 y 103. 
124 BOBBIO, N., El futuro de la democracia, trad. de J. Fernández Santillán, Fondo de Cultura 
Económica, Colombia, 2000, p. 24. 
125 FARIÑAS DULCE, M. J., Mercado sin ciudadanía. Las falacias de la globalización neoliberal, 
Biblioteca Nueva, Madrid, 2005, p. 81. 
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es el problema por antonomasia de la era de la globalización126. Ferrajoli, sustenta que 
por esfera pública hay que entender el conjunto de instituciones y de funciones dedica- 
das a tutelar de intereses generales, como la paz, seguridad y derechos fundamentales127. 
 
Para la igualdad liberal, los recursos que controlan las diferentes personas son 
iguales cuando los costes de oportunidad de esos recursos son idénticos, es decir, 
cuando tienen un valor igual en unas manos o en otras, de forma que nadie desea 
cambiar sus recursos por los que controla cualquier otro. Para entender correctamente el 
papel de la justicia como igualdad hay que partir de una distinción nítida entre per-
sonalidad y circunstancia. Ya hemos visto cómo opera la circunstancia en la idea de 
buena vida que procura el modelo del desafío. Las personas tienen que ser iguales, hasta 
donde sea posible, respecto de los recursos que controlan, por respeto a la naturaleza del 
reto ético al que cada uno está enfrentado. Pero no tienen por qué ser iguales respecto de 
su bienestar. De esta forma, nadie puede justificar una posesión mayor de recursos afir-
mando que sus gustos son más caros, o sus ambiciones más peligrosas, o que las exigen-
cias que se ha planteado a sí mismo son más arduas de cumplir.  
 
Evidentemente, los liberales que aceptan la justicia como parámetro normativo 
de su vida, también esperan que la porción justa para ellos sea una porción grande, pero 
no por ello dejan de saber que una porción grande no es buena para ellos a menos que 
sea justa128. Para una vida entendida como desafío, el bienestar no depende, al menos en 
lo fundamental, de la cantidad de recursos que se controlan, sino de los logros, los acon-
tecimientos y las experiencias que dan testimonio de que hemos superado bien ese 
reto129. Es tarea de la ética, y no de la política, decidir qué aspectos de la circunstancia 
conforman la identidad desde la que cada uno juzga lo bien o mal que le va la vida. El 
papel de las instituciones sociales y económicas se ciñe a colaborar para que las cir-
cunstancias de las personas sean idénticas proporcionando el marco en el que la gente 
pueda decidir qué papel puede representar correctamente. En este sentido, Innerarity 
                                               
126 SOUSA SANTOS, B, de., De la mano de Alicia. Lo social y lo político en la postmodernidad, 
trad. de C. Bernal y M. García Villegas, Siglo del Hombre-Facultad  de Derecho de la Universidad de los 
Andes-Ediciones Uniandes, Santa Fe de Bogotá, 1998, pp. 14-20. 
127 FERRAJOLI, L., “La crisis de la democracia en la era de la globalización”, versión española, en 
Escamilla. M. y Saavedra, M. (eds.), Derecho y justicia en una sociedad global, Anales de la Cátedra de 
Francisco Suárez, 2005, pp. 37-51, en especial p. 40. 
128 DWORKIN, R., Ética privada e igualitarismo político, publicada en inglés por University of  
Utah Press, Salt Lake City, 1990,  trad. de A. Doménech, Paidós, Barcelona, 1993, pp. 138 y 139.  
129 Ídem, p. 116. 
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afirma la despolitización de la economía global, la cual actúa de forma directa con la 
deslocalización, la precariedad, la competitividad, la desregulación o la flexibilidad, 
fuera de cualquier clase de mediación política130. 
 
Así como se verá, la democracia es cada vez menos representativa, menos 
participativa y alcanza cotas menores de emancipación ciudadana131. B. de Sousa Santos 
entiende que hay una conexión entre globalización y proceso localizador como si fueran 
dos caras de la misma moneda. Distingue entre localismo globalizado y  globalismos lo-
calizado. El primero se corresponde con un proceso por el que un fenómeno local se 
globaliza felizmente, y el segundo consiste en el impacto específico de las prácticas e 
imperativos transnacionales en las condiciones locales, debiendo ser desestructuradas y 
reestructuradas con la finalidad de dar respuesta a los imperativos mencionados132.  
 
2. 1. 2.  El porqué del déficit democrático y la cuestión de la legitimación 
 
Los ciudadanos suelen advertir como los principios democráticos se tambalean 
y es una circunstancia que incita la duda democrática, las razones pueden ser múltiples, 
pero ciñéndome al ciudadano acontece porque los rasgos jurídicos no están bien defini- 
dos, o si lo están, carecen de una adecuada defensa. Siguiendo a Ferrajoli, puede decir 
que la democracia constitucional postula, consecuentemente, una concepción de la de-
mocracia como un sistema frágil y complejo de separaciones y de equilibrios entre po-
deres, de límites de forma y de sustancia a su ejercicio, de garantía de los derechos fun-
damentales y de técnicas de control y reparación contra su violación133. El progreso de 
la democracia se mide por la expansión de los derechos y de su accionabilidad. 
Garantismo134 significa tutelar y establecer mecanismos para proteger los derechos o 
bienes individuales frente a otras intromisiones tanto del ejecutivo como de otros 
                                               
130 INNERARITY, D., El nuevo espacio público, Espasa-Calpe, Madrid, 2006, pp. 255-258. 
131 FARIÑAS DULCE, M. J., Globalización, ciudadanía y derechos humanos, cit., pp. 26-30; 
MERCADO PACHECO, P., “Transformaciones económicas y función de lo político en la fase de la glo-
balización”, en Mundialización económica y crisis político-jurídica, Anales de la Cátedra Francisco 
Suárez, nº. 32, 1995, pp. 101-138; GARRIDO GÓMEZ, Mª I., Las transformaciones del Derecho en la 
sociedad global, cit., p. 25. 
132 SOUSA SANTOS, B. de., “La globalización del Derecho. Los nuevos caminos de la regula- 
ción y la emancipación”, cit., pp. 56-63.  
133 FERRAJOLI, J., “El garantismo y la filosofía del derecho”, Universidad Externado de Colom- 
bia, Bogotá, 2000, p. 159. 
134 MONTESQUIEU., Del espíritu de las leyes, Tecnos, 1972, libro XI, cáp, IV, p. 150. 
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poderes -idea ya esbozada por Montesquieu, quien pensaba que el poder hay que limi-
tarlo para evitar sus abusos-135. 
 
Hay cosas que una democracia debe respetar, como el derecho de las minorías, 
el derecho de los disidentes, derechos fundamentales inmodificables en las consti-
tuciones actuales tales como la dignidad humana o la prohibición de la tortura. Cuando 
una democracia adopta la forma de democracia constitucional de Derecho, la posible 
violación de los derechos por parte de los poderes públicos y privados queda sometida  
a los límites que estos interponen a tales poderes; de allí su carácter indisponible e 
inalienable, en tanto incumben de igual forma y medida a todos sus titulares136. El 
Estado es el encargado de predisponer los mecanismos de protección y garantías que re-
quieren los derechos para que estos no sean considerados137. 
 
Las definiciones del concepto de Estado cobran una especial relevancia en la 
seguidad y defensa del administrado. El ser humano no puede desarrollarse y ampliar 
horizontes sin un trabajo justo, decoroso, exento de abusos. Así las cosas, el mundo de 
las relaciones laborales y su regulación jurídica, con el mundo de los derechos funda-
mentales y su armadura constitucional se acercarán138. El Estado intervencionista se ha 
concentrado en un subsistema dirigido por el poder y los procesos de legitimación han 
pasado tanto a un segundo plano que se recomienda modificar también la idea normati-
va de la auto-organización de la sociedad139.  
 
2. 1. 3. La pérdida de funciones del Estado 
 
En el contexto de la globalización, en procesos deslegitimados deriva la pulve-
rización de los cauces de legitimación democrática a favor de una legitimación técni-   
                                               
135 GASCÓN ABELLÁN, M., “La teoría general del garantismo”, en Garantismo. Estudios sobre 
el pensamiento jurídico de L. Ferrajoli, Trotta, 2005, pp. 22 y 23. 
136 FERRAJOLI, L., Los fundamentos de los derechos fundamentales, trad. de M. Carbonell, 
Trotta, Madrid, 2001, pp. 291-295. 
137 GUASTINI, R., Distinguiendo. Estudios de teoría y metateoría del derecho, Gedisa, Barcelona, 
1999, pp. 179-182. 
138 ZAGREBELSKY, G., El derecho dúctil, trad. de M. Gascón, Trotta, Madrid, 2008 p. 113; 
UGALTE CATARDO, J. L., El nuevo Derecho del Trabajo, Ed. Universitaria, Santiago de Chile, pp. 
117-120. 
139 HABERMAS, J., Conferencia en la Universidad Nacional Autónoma de México, Facultad de 
Ciencias Políticas y Sociales, México, 2009, p. 5. 
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ca apoyada en exigencias de funcionamiento que son inherentes a la estructura del 
sistema140.  
Estado de Derecho y democracia se nos presentan como objetos completamen- 
te distintos. Hay para ello buenas razones puesto que toda dominación política se ejerce 
bajo la forma del Derecho existiendo, por tanto, también ordenamientos jurídicos allí 
donde la violencia política no está aún domesticada por el Estado de Derecho. Y existen 
también Estados de Derecho allí donde el poder del gobierno no ha sido democrati-
zado141. Los principios de legitimidad del poder se proyectan sobre todo el orden cons-
titucional. Donde impera un principio democrático, la legitimación de una autoridad es-
tará sujeta a los procesos electorales por los que se ha conferido la representación142. 
La globalización precisa de legitimación, sustentada por la seguridad jurídica y 
política. Un Estado soberano asume los derechos fundamentales del ciudadano, pero 
también protege a estos en base al consentimiento que a través de la votación popular 
han conseguido de manera legítima sus representantes. El poder de los Estados depende 
hoy, de coerciones fácticas y también jurídicas originadas más allá de sus fronteras, que 
comprimen su capacidad para asegurar la igual libertad y además limitan el alcance de 
la legitimación democrática de sus independientes decisiones. No parece que los dere-
chos constitucionales puedan invocarse incondicionalmente frente a las resoluciones  
del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas o al Derecho derivado de la Unión 
Europea; las decisiones de la OMC o de la propia Unión Europea limitan las posibili-
dades que la Constitución abre a la realización del Estado social; la legitimación de 
todas esas constricciones resulta harto deficitaria si nos atenemos a las exigencias del 
postulado democrático que consagra la Constitución. Por eso, se plantean dudas razona-
bles sobre la fuerza normativa de las Constituciones estatales. 
Evidentemente, parece preciso partir de una nueva concepción del Derecho, 
menos ligado a decisiones unitarias, consensuado a nivel internacional. La globalización 
va cambiando el rumbo jurídico de los Estados democráticos y una nueva red se está te-
giendo a nivel cosmopolita. En este sentido, caminamos hacia la globalización política, 
proceso que consiste en la creciente integración de las diferentes y desiguales políticas 
                                               
140 PÉREZ LUÑO, A. E., Derechos humanos, Estado de Derecho y Constitución, Tecnos, Madrid, 
2005, pp. 199 y 200. 
141 HABERMAS, J., La inclusión del otro, cit., pp. 247-256.  
142 SÁNCHEZ AGESTA, L., Principios de Teoría Política, EN, Madrid, 1983, p. 369. 
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nacionales en una única y homogénea política mundial. Aquí, el Estado perderá inde-
pendencia en favor del resto de naciones, cabe preguntarse si la ciudadanía podría asu-
mirlo. En este plano, cabe intuir una doctrina, incipiente y simultánea, de principios 
constitucionales que se proyecten sobre esa nueva red de poderes públicos de carácter 
supra e internacional. La legitimación viene dada por la división de poderes y la inde-
pendencia estatal que actualmente parece de dudosa confirmación. 
El poder político es el que tiene el monopolio del poder coercitivo en una co-
munidad política, pertenece al Estado y solo es efectivo si cuenta con el consentimiento 
de los gobernados. En la actualidad, la esfera política sufre transformaciones de in-
terdependencia143. Falk reivindica que la globalización sea realizada desde el individuo, 
para él, la globalización desde abajo no está reñida con la realizada desde arriba, sino 
con los efectos negativos que tiene, a la vez que aporta un contrapeso global a la in-
fluencia que actúa sin freno por los negocios y el mundo financiero144. El ciudadano de-
be sentirse partícipe en la toma de decisiones, protagonista de su destino, aunando lo 
bueno de la democracia representativa y el fortalecimiento de la representación en la fi-
gura ciudadana, que cada vez su opinión cuente más145. 
La democracia fuerte resuelve el conflicto en ausencia de presupuestos inde-
pendientes a través de un proceso participativo de autogobierno continuo y cercano, 
además de la creación de una comunidad política capaz de transformar a los individuos 
privados dependientes en ciudadanos libres y a los intereses parciales y privados en 
bienes públicos146. 
El Estado de Derecho es, por consiguiente, la forma privilegiada en que se 
expresa la legitimidad de las sociedades modernas. Según el sociólogo alemán Weber, 
las sociedades premodernas se caracterizaban por que el consenso formado alrededor de 
sus gobernantes no podría haber sido calificado de racional. El poder tradicional era 
legitimado por el respeto a las costumbres de un orden establecido o por el carisma del 
líder en una relación personal con los gobernados. Por el contrario, la legitimidad del 
                                               
143 OLIVAS, F., “Globalización y crisis de legitimación del Estado contemporáneo”, en AAVV, La 
globalización y la crisis de los derechos, UNED, Madrid, 2005, p. 53.  
144 FALK, R., La globalización depredadora, cit., pp. 187-190. 
145 FISHKIN, J., Democracia y deliberación, trad. de M. Martínez, Trotta, Madrid, 2001, pp. 50-
55. 
146 BARBER, B., Democracia fuerte. Política participativa para una nueva época, trad. de J. J. 
Mora y B. Malmielca. Almuzara, Córdoba, 2004, pp. 221, 274. 
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Estado moderno reposa exclusivamente en un ejercicio del poder de acuerdo con nor-
mas generales y abstractas147.  
Debe recordarse que la legitimidad es la expresión política de la aceptación 
ciudadana de las instituciones públicas. En este sentido, la legitimidad del Estado de 
Derecho depende, en última instancia, de la voluntad de los ciudadanos de mantener y 
utilizar sus instituciones legales. La afirmación moderna del Estado de Derecho ha 
consistido en la identificación de la estructura estatal con la legalidad, el llamado ius-
centrismo estatal148. El Estado de Derecho no es una estructura legal inmutable. 
Depende, para su conservación y reforzamiento, de la acción ciudadana. En ello radica 
su fuerza y también su debilidad. Legalidad se refiere al ámbito jurídico. Que algo es le-
gal significa que se ha hecho de acuerdo con las leyes vigentes en un país. Legitimidad 
se relación con la ética y la moral, en cuanto se examina no solo la legalidad de una 
norma, sino si esta, además, esta de acuerdo con los valores y principios morales de la 
justicia. Surge, por tanto, el problema de que la ley no solo es legal -positivismo de 
Hans Kelsen-149, tiene que ser justa -iusnaturalismo-150.  
 
2. 2. Los efectos de la globalización política         
 
El fortalecimiento de las nuevas instituciones que surgen en el marco de la 
globalización neoliberal contrasta con la crisis o, al menos, modificaciones y reinter-
pretaciones sustanciales de otras instituciones ya apuntaladas. La soberanía estatal es 
una de ellas. El papel del Estado y la consolidación del pluralismo jurídico, la evolución 
de los conceptos de soberanía interna y externa, las modificaciones generadas por la 
globalización en el orden internacional y Derecho Internacional, la consolidación de 
Instituciones Financieras Internacionales, los préstamos económicos y planes de ajuste 
en relación a la condicionalidad de la soberanía, la caracterización de los Estados en el 
orden internacional, la crisis de la soberanía y la extraterritorialidad normativa junto al 
                                               
147 WEBER, M., Economía y sociedad, Fondo de Cultura Económica, México, 1988, pp. 3-10. 
148 GARCÍA-PELAYO, M., Las transformaciones del Estado moderno, Alianza Universidad, 
Madrid, 1987, pp. 52-56. 
149 No hay más Derecho que el positivo, solo cuentan las normas concretas. Defienden las insti- 
tuciones y el poder legal. Separa Ética de Derecho, legalidad y legitimidad se identifican. Parece una teo-
ría injusta porque lo normativo no siempre coincide con lo justo. 
150 Conjunto de teorías denominadas ‘teorías de justicia’. El derecho necesita unos valores éticos, o 
sea, justificación exterior. El problema sería saber quién define qué es la justicia como valor, objetivo y 
universal. Harto es conocido el ejemplo de obediencia injusta -régimen nazi-, y el acatamiento de normas. 
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surgimiento de nuevos agentes supraestatales y la reterritorialidad, nos permitirá abor-
dar con cautela las relaciones entre los Estados, las empresas transnacionales y las orga-
nizaciones económicas internacionales.  
 
Las redes de poder formales e informales tejidas entre los sujetos mencionados 
generan pautas sustanciales para delimitar los ordenamientos jurídicos en los que se 
desenvuelven con plena fortaleza las empresas multinacionales y sensu contrario aque-
llos que quedan subordinados por medio de la bilateralidad a sus intereses políticos y 
económicos. La existencia de normas internacionales de comercio e inversión forma-
lizadas en las normas de la OMC, Tratados Regionales, Bilateral, esas empresas trans-
nacionales se convierten en poderosísimos agentes económicos que condicionan directa 
o indirectamente la producción normativa estatal e internacional mediante acuerdos 
formales e informales a escala mundial, mediante mecanismos específicos de resolución 
de conflictos, más allá de los criterios y fundamentos de los poderes judiciales, y crite-
rios de legitimación, más basados en el poder que en la democracia, que les garantizan 
la plena seguridad jurídica151.   
 
El concepto de Estado como estructura compleja vinculada a una forma de 
ordenamiento político adquirió fuerza a partir del siglo XVIII. Fue considerado como 
fuente de soberanía cuando opera como poder independiente, supremo, y sobre todo, 
exclusivo152. El concepto de soberanía comenzó a constituirse en un largo proceso de 
eliminación de los particularismos de los órdenes locales, de desconcentración de poder, 
de centralización administrativa y tributaria, de separación entre la cosa pública y los 
negocios privados, de consolidación de amplias organizaciones burocráticas e imperso-
nales, de positivación normativa y de institucionalización tanto de ejércitos permanentes 
cuanto de fuerzas policiales profesionales153. De acuerdo con el profesor Ferrajoli, la so-
beranía en su dimensión interna y externa ha transitado por dos vías diferentes154.   
 
Hoy día, el Estado no goza de soberanía única y excluyente, ella es cada vez 
más compartida, en algunos casos puede ser incluso una vía de solución de conflictos 
                                               
151 FARIÑAS DULCE, M. J., Mercado sin ciudadanía. Las falacias de la globalización neoliberal, 
cit., pp. 147-152. 
152 FARIA, J. E., El derecho en la economía globalizada, cit., p. 197. 
153 Ídem, p. 18. 
154 FERRAJOLI, L., Derechos y garantías, trad. P. Andrés Ibáñez y A. Greppi, Trotta, Madrid, 
2010, pp. 125-158. 
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políticos. La redefinición de los poderes estatales estaría marcada por la cesión de sobe-
ranía y el principio de subsidiaridad. El ideal de la soberanía estatal se mantiene, pero su 
ejercicio, la decisión y la ejecución de sus competencias más emblemáticas son ahora, 
sin embargo, negociables y objetos de cesión. Entonces, la soberanía misma es enaje-
nable y divisible. El ejemplo podemos encontrarlo en la Unión Europea. Bruselas en 
virtud de la soberanía cedida y, por tanto, compartida, toma decisiones en ámbitos tan 
importantes como agricultura, salud, medio ambiente, nuevas tecnología, etc.  Por eso 
mismo, la soberanía es ‘divisible’ porque en el foco del poder participan e intervienen 
diferentes agencias: unas deciden, otras orientan, otras ejecutan. De ahí que sea nece-
sario que entre los diferentes órdenes –supranacional, nacional, regional y local- exista 
una relación fluida y que los medios de transmisión estén perfectamente engrasados 
para que no se resienta una dirección, planificación y ejecución eficaz155. 
 
2. 2. 1. La ciudadanía como concepto legitimador para el ejercicio de los         
derechos   
 
Suele aceptarse como definición de la ciudadanía, aquella condición social de 
un miembro nativo o naturalizado de una ciudad o Estado. Constitucionalmente la ciu-
dadanía es la aptitud para ser titular de deberes y derechos jurídicos y políticos. 
 
La ciudadanía es la expresión de pertenencia que una persona tiene hacia una 
sociedad determinada en la que participa. En la tradición occidental el ciudadano es un 
conjunto de atributos legales y, a la vez, un miembro de la comunidad política156. Ser 
ciudadano es tener desarrollado el sentido de identidad y pertenencia en el lugar donde 
se interactúa socialmente en el hábitat donde se desenvuelven los individuos con res-
ponsabilidad, derechos y obligaciones157. El principio de ciudadanía incluye exclusi-
vamente a la ciudadanía civil y política y su ejercicio reside exclusivamente en el voto y 
plantea la cuestión de la representación158. El proceso histórico de la ciudadanía y de la 
subjetividad son autónomos aunque íntimamente relacionados. Desde la emancipación 
                                               
155  MARTÍNEZ de PISÓN, J., “El poder del Estado y los derechos humanos en el escenario en el 
escenario de la globalización”, Anuario de Filosofía del Derecho, cit., pp. 83-90. 
156 CHERESKI, I., AAVV, Ciudadanía, participemos activamente, Mino y Dávila Eds, Argentina, 
2006, pp. 15-30. 
157 CANO ZÁRATE, J. C., Ciudadanía, participemos activamente, S-INEA, México, 2007, p. 16. 
158 SOUSA SANTOS, B, de, De la mano de Alicia. Lo social y lo político en la postmodernidad, 
trad. de C. Bernal y M. García Villegas, Siglo del Hombre Editores, Bogotá, 1998, p. 312. 
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es posible pensar en nuevas formas de ciudadanía colectiva y no individual, más fun-
damentadas en formas y criterios de participación que en derechos y deberes, en las que 
sea posible una relación más equilibrada con la subjetividad, sin olvidar la posición cen-
tral del Estado en la configuración de relaciones sociales de producción capitalista159. 
 
La noción de ciudadanía está generalmente determinada por el vínculo jurídico 
de un individuo con un Estado, pero la aceptación universal de los derechos humanos 
desde mediados del siglo XX ha hecho que esta idea presente un carácter mundial. El 
concepto de ciudadanía universal es propio del liberalismo y tiene dos significados: 1/. 
Universal como aquello que se define en oposición a particular; aquello que los ciuda-
danos tienen en común, oponiéndolo a lo que tienen de diferente y 2/. Universalidad en 
el sentido de derechos y deberes iguales para todos y aplicables a todos de la misma ma-
nera; unos derechos y deberes sin diferencias individuales y de grupo. Esta concepción 
universal de la ciudadanía presenta los derechos universales como aplicables a todos de 
la misma forma; de modo que las diferencias entre personas y grupos son vistas como 
algo accidental y privado. La ciudadanía universal se refiere al individuo mientras que 
el pluralismo cultural defiende la incorporación a la ciudadanía como grupo. En una 
sociedad donde las personas son tratadas como individuos y no como miembros de un 
grupo sus diferencias de raza, sexo, religión y étnicas se traducen en desigualdad real 
dentro de un sistema de igualdad legal. 
 
La calidad de la ciudadanía se mide, de forma genérica, por los derechos que 
gozan los ciudadanos; de ahí que sea considerado en las últimas décadas, debido a las 
nuevas generaciones de derechos y que haya alcanzado límites sorprendentes. Desde el 
punto de vista moral ha sido olvidado uno esencial: el elegir nacionalidad160. El ciuda-
dano es considerado un miembro activo del Estado, titular de derechos políticos y 
sometido a sus leyes. El origen del término se halla en la ciudad, más aún, era la unidad 
política más importante que con el paso del tiempo irá dejando el espacio al Estado. 
                                               
159 Ídem, p. 314. 
160 BERMUDO, J. M., Adiós al ciudadano, pluralismo, consumo, globalización, Horsori, Barce-
lona, 2010, pp. 177-179. 
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Aristóteles entendía que, a menudo, se discute sobre el ciudadano y en efecto no todos 
están de acuerdo en quién es ciudadano161.  
 
 El paso del súbdito al citoyen constituye el eje de la modernidad política. 
Históricamente, mientras las polis griegas había restringido los derechos de ciudadanía 
por razón de pertenencia a una clase social precisa y determinada, el gran imperio roma-
no extiende progresivamente la ciudadanía hasta el limes con las poblaciones bárbaras. 
Pasarán siglos hasta que la Revolución Francesa proyectara por primera vez en la his-
toria la imagen de la ciudadanía universal con el fuerte contenido igualitario de la de-
claración de 1789. Desde entonces, la noción de ciudadanía ha estado abierta, muy 
tensionada entre dos polos, con apertura, dirigida hacia todos los seres humanos, pen-
sando en la concreción de la soberanía nacional, aunque desdichadamente la ciudadanía 
y protección estatal de los derechos fundamentales se limita a los nacionales.  
 
En el presente, dentro de la Unión Europea, hay una separación entre la ciu-
dadanía europea y la nacionalidad de cada Estado miembro, para establecer finalmente 
una ciudadanía occidental que incluya también a los residentes no comunitarios por la 
necesidad de implicar a las ciudades en el proceso de configuración del nuevo estatuto 
de ciudadanía europea. La libre circulación de trabajadores y profesionales de la comu-
nidad, la inmigración masiva procedente de terceros países, la cultura y la identidad nos 
llevan a considerar, posiblemente, ciudadanías múltiples; duales y, en definitiva, al re-
conocimiento de unos derechos a residentes legales procedentes de terceros países. Al 
final, parece existir un nexo entre las culturas públicas, polis griegas, romanas, el impe- 
rio medieval, signoria, constitución americana o el parlamento decimonónico. 
 
      2. 2. 2. Naturaleza global diferenciada 
 
La ciudadanía dispone de un estatus jurídico y político, mediante este el ciuda-
dano adquiere derechos como individuo (civiles, políticos, sociales) y unos deberes (im-
puestos, tradicionalmente servicio militar, fidelidad...) respecto a una colectividad po-
lítica, además de la facultad de actuar en la vida social de un Estado. Este derecho surge 
                                               
161 La interpretación de algunos textos de Política, sugieren que para Aristóteles la participación 
política, equivale a fundamento de ciudadanía, sin embargo las teorías modernas establecen la ciudadanía 
como repertorio de derechos. Hoy se entendería como pertenencia, participación y derechos. 
 116 
del principio democrático de soberanía popular. Pertenecer a la extensa familia humana 
otorga a cada persona por Derecho la ciudadanía, haciéndola titular de unos derechos    
y deberes: la severa condena del racismo, tutela de las minorías, asistencia a prófugos y 
refugiados, movilizaciones masivas y gestos de enorme solidaridad internacional para 
todos los necesitados no son sino aplicaciones coherentes del principio de ciudadanía 
mundial. 
 
En un Estado democrático, el ciudadano se verá obligado a cumplir con esas 
obligaciones, aprobadas por los representantes que él mismo eligió, utilizando uno de 
sus principales derechos políticos como ciudadano: el sufragio. La condición de la ciu-
dadanía está restringida quienes tienen esa condición. Las personas que habitan en un 
territorio si no son ciudadanos, están excluidas de los derechos y los deberes que com-
porta tal condición. Cada Estado tiene unas normas que regulan la manera por la cual un 
individuo adquiere la nacionalidad de ese estado, es decir, la condición de ciudadano.  
 
Esta concepción de ciudadanía es propia del período histórico iniciado con las 
grandes revoluciones liberales de fines del siglo XVIII, caracterizado por la primacía 
del Estado-nación. Retrocediendo al ideal ilustrado que buscaba una igualación del in-
dividuo hacia la ley en su aspecto formal, ahora hemos construido también un indivi-
dualismo que aleja el pluralismo, del participar y, por tanto, indirectamente ensancha la 
diferencia entre unos y otros; indirectamente influye en el ordenamiento jurídico que 
termina por segregar. El concepto de igualdad -tanto en su perspectiva meramente 
formal, como en la perspectiva material o efectiva-, nos remite a uno de los valores 
básicos de la modernidad, mientras que el concepto de diferencia nos traslada al prin-
cipal valor de la postmodernidad. Ahora bien, ambos conceptos no deben contraponerse 
de manera excluyente, ni deben formularse como ontológicamente opuestos, sino que 
están abocados a complementarse: ‘diferencia’ e ‘igualdad’ ya no se pueden pensar la 
una sin la otra desde la perspectiva jurídico-política actual162. 
 
La diferencia ha de pasar, así, de ser una simple realidad social, cultural o 
biológica a elevarse también a un valor jurídico-político, evitando, por tanto, que las 
diferencias de cualquier tipo (raza, religión, género, cultura, económicas, etc) puedan 
                                               
162 VALLESPIN, F., “Igualdad y Diferencia”, en Manuel-Reyes Mate (ed.), Pensar la igualdad y 
la diferencia, Visor, Madrid, 1995, p. 22. 
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ser -como lo han sido en diferentes procesos históricos-, utilizadas para infravalorar y 
justificar, por tanto, situaciones de dominación, marginación o exclusión163. Se podría 
afirmar que la ‘igualdad’ entre personas puede o, incluso, debe admitir ‘diferencias’ 
entre ellos -puesto que estas son las que los identifican como tales-, pero no puede ad-
mitir desigualdades164. Las ‘diferencias’, pues, sirven para identificar a los seres huma- 
nos en sus diferentes contextos culturales de copertenencia165, frente a la abstracción y a 
la homologación universal, que ha sido provocada por la puesta en marcha de una igua-
lación meramente formal. Habermas aplica el llamado patriotismo constitucional como 
forma de integración política ante las diferencias y, mediante un procedimiento de-
mocrático, propone esta tesis para la consolidación de la Unión Europea, alejándose de 
la diversidad166. En mi opinión este tipo de tesis excesivamente formalistas y procedi-
mentalistas no solucionan realmente el problema, sino que siguen dejando las cosas 
como estaban, sin llegar a un pleno reconocimiento y aceptación de las diferencias, es 
decir, sin llegar a consolidar realmente una sociedad pluralista, que es aquella que reco-
noce y acepta al ‘otro’ como tal, en su propia identidad167. 
 
Por otra parte, los Estados se ven puestos en cuestión al comprobarse que son 
incapaces de resolver problemas que exigen un esfuerzo de cooperación internacional, y 
al verificarse que existen otras entidades no estatales, como las empresas transna-
cionales, que operan con creciente relevancia en la vida internacional. Si vinculamos es-
tas reflexiones a los efectos de la globalización, las consecuencias apresuradas pueden 
llevarnos a reinterpretar la soberanía de los Estados en favor de un nuevo orden abs-
tracto e irreal basado en la comunidad internacional interdependiente. Esta idea carece 
de toda consistencia teórica, pues coloca en primer plano la falsa idea de la crisis perma-
                                               
163 FARIÑAS DULCE, M, J., Los derechos humanos: desde la perspectiva sociológico-jurídica a 
la ‘actitud postmoderna’, Dykinson, Madrid, 1997, pp. 22-24. 
164 PERONA, A, J., “Igualdad y diferencia”: “Notas sobre igualdad y diferencia”, en REYES 
MATE, M. (ed.), Pensar la igualdad y la diferencia, cit., pp. 35-46. 
165 Al respecto son significativas las palabras de Isaiah Berlin en una entrevista realizada en 1995 
sobre ‘Autodeterminación cultural’; palabras recogidas por José Ignacio LACASTA ZABALZA y José 
MARTÍNEZ de PISÓN CAVERO, “Nacionalismo y crisis del Estado”, en AAVV. Derecho y Sociedad, 
Valencia, Tirant lo blanch, 1998, pp. 73-97: “La gente no puede desarrollarse a menos que pertenezca a 
una cultura y hasta quien se rebela contra esto lo hace perteneciendo a una corriente de tradición, porque 
sigue en nuestro mundo el deseo de huir de la inmensa autoridad impersonal que ignora diferencias ét-
nicas, regionales y religiosas...”.   
166 HABERMAS, J., Identidades nacionales y postnacionales, trad. de M. Jiménez, Tecnos, 
Madrid, 1989; y, más recientemente en “Struggles for Recognition in Constitucional State”, en European 
Journal of Philosophy, 1993, pp. 126-155; ID., “European Citizenship and National Identities”, en B. Van 
STEENBERGEN (ed.), The Conditions of Citizenship, Sage, Londres, 1994, pp. 20-35. 
167 LUCAS, J. de., “En los márgenes de la legitimidad. Exclusión y ciudadanía”, en Doxa, nº 15-
16, vol. I, 1994, pp. 353-365. 
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nente de la soberanía de todos los Estados respecto a todas las competencias y regula-
ciones, tesis neoliberal que favorece a empresas transnacionales y Estados imperiales168.  
 
Por consiguiente, resulta indiscutible la necesidad de analizar y reinterpretar la 
soberanía de los Estados desde dos ángulos: la idea del interés público universal y la 
existencia de obligaciones positivas de los mismos junto a la diversidad de los Estados, 
vinculaciones con las empresas transnacionales. El campo del poder contemporáneo pa-
rece constituido por la interrelación de un soberano privado supraestatal y un Estado 
abierto; asociaciones estatales (OTAN, UE, etc.) permeables, abiertas o porosas169.  
 
El actual proceso de globalización no solo permean las fronteras nacionales 
como nunca antes, sino que socava la relativa congruencia que existía entre los espacios 
políticos, económicos y culturales. Por consiguiente, no sólo la soberanía nacional, sino 
también la categoría de soberanía popular, tan crucial para la idea democrática, se han 
vuelto problemáticas. La vieja tensión entre democracia y capitalismo se expresa hoy en 
la distancia que separa la integración sistémica de economía y administración, que se 
produce a nivel supranacional; de la integración política, que apenas se realiza en el ám-
bito del Estado nacional170.  
 
2. 2. 3. El regionalismo globalizador 
  
La historia del Estado moderno es la del paso del sistema policéntrico y com-
plejo de los señoríos de origen feudal a una organización territorial sobre la cual se 
ejerce un poder unitario centralizado. En efecto, el Estado moderno unificó segmentos 
territoriales previamente sujetos a distintas potestades171 en una unidad, relativamente 
artificial desde el punto de vista de sus elementos, pero que operativamente se construyó 
como entidad única. La unificación territorial es un elemento fundamental de la cons-
trucción estatal. Por ello, el Estado moderno es, ante todo, una corporación territorial 
                                               
168 Ídem, p. 35. 
169 CAPELLA, J. R., “Estado y Derecho ante la mundialización: aspectos y problemáticas gene- 
rales, Transformaciones del derecho en la mundialización”, Estudios de Derecho Judicial, nº. 76, Escuela 
Judicial, Consejo General del Poder Judicial, 1999, p. 106. 
170 LECHNER, N., Los patios interiores de la democracia, trad. de P. Gómez, FLACSO, Santiago 
de Chile, 1993. p. 12. 
171 LEMARIGNIER, J. F., 1970. La France médiévale, institutions et société, Armand Colin, París, 
1970, pp. 109 y 110.  
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pues su territorio es el espacio dentro del cual pueden ejercerse (sus) facultades de 
regulación172.   
 
La concepción de un territorio cerrado que corresponde a un espacio de do-
minación exclusivo, delimitado mediante fronteras geográficas supone, desde el punto 
de vista externo, que no puede ejercerse dentro del territorio del Estado autoridad alguna 
que no derive su poder de regulación. Desde el punto de vista interno, implica que todo 
el que se encuentre dentro del territorio del Estado está sujeto a su autoridad. Desde otra 
perspectiva, la organización territorial del Estado moderno estuvo históricamente ligada 
al establecimiento de las condiciones que permitieron el desarrollo del capitalismo y del 
industrialismo. En otras palabras, la función territorial del Estado estuvo íntimamente 
ligada a su función económica, pues al erradicar el poder de las instituciones feudales, 
mantener un sistema jurídico ordenado, promover el comercio y organizar impuestos y 
subsidios, estableció las condiciones para el desarrollo del mercado y el capitalismo173. 
 
Hoy, descartado el regionalismo abierto y rechazado el Estado-nación, repre- 
senta un aumento de exportación e importación económica sustancial. Un desarrollo 
social considerable. La liberación regional del comercio representa solo un primer paso 
hacia una liberalización generalizada, convirtiendo áreas débiles y muy vulnerables en 
prósperas. La regionalización divide un territorio en áreas menores con características 
comunes, permitiendo la percepción de recursos disponibles para su manejo adecuado e 
implica una cierta independencia. Lo descrito es conocido como un nuevo regionalismo. 
El desarrollo de las tecnologías de la información y los avances técnicos en materia de 
transporte han supuesto el acortamiento de las distancias, movilidad de las personas y 
bienes y la práctica eliminación de la movilidad de los capitales. La integración econó-
mica y el regionalismo son tendencias que apuntan a mantenerse en el tiempo, lo que 
potenciará sus recursos, calidad de vida del ciudadano y una menor dependencia con 
voz propia dentro de las limitaciones que el Estado central imponga. 
 
El nuevo regionalismo surge en los años noventa y representa la concentración 
del poder político y económico que compite en la economía global con múltiples flujos 
                                               
172 ZIPPELIUS, R., Teoría general del Estado, trad. de Héctor Fix Fierro, Porrúa-UNAM, México, 
1989, pp. 80-82. 
173 CAMILLERI, J. A. y FALK, J., The End of Sovereignty. The Politicsof a Shrinking and Frag-
menting World.Aldershot, Edward Elgar, Inglaterra, 1992, pp. 24-26. 
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interregionales e intrarregionales174. Es estudiado en el contexto de turbulencias del 
sistema mundial y es posible identificar dos posturas en torno a él como componente y 
proceso complementario a la dinámica global, o tendencia contraria a la globalización. 
Los regionalismos concretos pueden ser muy excluyentes, aislando territorios pequeños; 
incrementa también la posibilidad de contagio de los conflictos locales y permite que 
cualquiera mida las diferencias entre distintos países o zonas geográficas175. Lejos de la 
expansión mundial y consiguiente desarrollo, la reducción de sus funciones y la posible 
aparición de lo que podríamos llamar Estado-corporación, empresas transnacionales, 
que podrían sustituir a los Estados-nación, como los encargados de la formulación de 
las políticas. Los Estados pervivirán en la medida en que es preciso que exista una ins-
tancia que imponga alguna disciplina, permita generar cierta confianza y opere a la ma-
nera de corrector de los desequilibrios más agudos176. 
 
Así las cosas, el regionalismo puede llegar a ser una estrategia. Otros 
territorios y sus pobladores, ineficientes y poco competitivos desde el punto de vista del 
capital, son mantenidos como reservas estratégicas del proceso globalizador capitalista. 
Entonces, la globalización desigual aparece realmente como formación de bloques, co-
mo regionalización capitalista transnacionalizada, como fragmentación del territorio177. 
La empresa global busca, mediante las deslocalizaciones y el aumento de productividad, 
el máximo beneficio. Esta obsesión le lleva a producir allí donde los costes salariales 
son más bajos y a vender donde los niveles de vida son más elevados. Estas zonas, gran-
des o pequeñas, pero divididas, son utilizadas convirtiéndose en un ‘todo’ al ser despla-
zadas del lugar originario del Estado-nación. Donde el mundo entero se convierte en 
una sola arena de rivalidad178. Mientras tanto, pueden crearse subgrupismo que acabe en 
la exclusión o fragmentación, primero del territorio Estado, y luego a la libre voluntad 
del poder económico al que nadie puede enfrentarse. 
 
                                               
174 MITTELMAN, J., “Rethinking the ‘New Regionalism’ in the Context of Globalization”, Global 
Governance, 1996, pp. 189-213. 
175 DELPECH, T., Política del caos. La otra cara de la globalización, trad. de V. Goldstein, Fondo 
de Cultura Económica, Buenos Aires, 2003b, p. 17. 
176 TAIBO. C., Miseria de las Grandes Potencias: nuevo desorden, intervencionismo humanitario, 
globalización, Ediciones Libertarias, Madrid, 1999, p. 180. 
177 PRADILLA, E., “Teoría territorial: entre totalización y fragmentación”, Revista  Ciudades, nº. 
29, Red Nacional de Investigación Urbana, 1996, pp. 15–20. 
178 VALASKAKIS, K., “Westfalia II: Por un nuevo orden mundial”, Revista Tendencias y Opi-
niones, nº. 126, 2001, pp. 2-13. 
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Cuando la hegemonía nacional resulta amenazada por el surgimiento de nue-
vos actores regionales imprevistos en su dinamismo económico, las cosas se complican 
por la sobrecarga de funciones que necesita asumir la hegemonía existente para seguir 
siéndolo. Si a esto se añade la aparición de temas globales, el ciclo histórico determinará 
una evolución hacia la región plurinacional179, una sociedad riesgo, una transformación 
o el surgimiento de un nuevo regionalismo en una situación multipolarizada. El proceso 
también puede ser visto como la negociación de una cultura o ideología única y como la 
promoción de formas alternativas o plurales de las organizaciones sociales y políticas180.  
  
2. 2. 4. El Estado-nación influenciado por la globalización 
 
El concepto de Estado-nación implica que la población del Estado comparte 
una fuerte identidad lingüística, religiosa y simbólica. Los conceptos de nación, pueblo, 
raza, nunca están muy apartados entre sí. La construcción de una diferencia racial ab-
soluta es la base esencial para concebir una identidad nacional homogénea, pero olvidan 
que cuando se inician presiones de inmigración relegan que no existen pueblos y so-
ciedades puras. 
 
El concepto de Estado-nación es propio de la modernidad. El Estado es una 
realidad jurídico-política que de ningún modo es asimilable al detentador del poder. La 
teoría de la soberanía hace emerger la autonomía institucional del Estado respecto al 
detentador provisional del poder. Ni en Bodin ni el Hobbes, ni más tarde, en Rousseau, 
se abordarán las cualidades y virtudes del Príncipe, solo se trata de la formación de la 
voluntad política y de su legitimidad. Por oposición los tratados sobre la razón de 
Estado, que se escalonan del siglo XVI al XVIII, le dedican mucho espacio a la teoría 
de las virtudes del Príncipe para definir el arte de gobernar. En el Estado, la soberanía es 
la instancia de decisión última e inapelable. La voluntad política aparece así indepen-
diente de cualquier otra autoridad, tanto temporal como espiritual, tanto externa como 
interna. El Estado se instala, pues, en su concepto moderno como entidad jurídico-
política autónoma. 
                                               
179 PIPITONE, U., “Los nuevos sujetos regionales: raíces históricas y reordenamiento mundial”, en 
BORJA, A., Regionalismo y poder en América: los límites del neorrealismo, Cide, México, 1996, p. 389. 
180 KACOWICZ, A., “Regionalization, Globalization, and Nationalism: Convergent, Divergent, or 
Overlapping”, The Hellen Kellog Institute International Studies, University of Notre Dame, 1998, París, 
pp. 7-10. 
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El otro aspecto del Estado-nación es histórico-étnico. La terminología de la 
nación se encuentra en formación desde el último cuarto del siglo XVI, en particular en 
Bodin. Sin embargo, la nación no alcanzaba su significación plenamente consumada 
hasta la época de la Revolución francesa. La idea de nación incluye dos componentes 
elementales: uno es geográfico y el otro genealógico. Estas dos unidades tienen, evi-
dentemente, un carácter fuertemente histórico dado que no hay una definición natural de 
nación. Sin importar cuál de estos dos componentes se privilegie, una nación es siempre 
el producto contingente de la historia. Geográficamente, la nación está concebida como 
una unidad de población que vive en un territorio inconfundible, precisamente el terri-
torio sobre el que el Estado ejerce su legalidad. Genealógicamente, la nación está con-
cebida como una población que tiene un origen étnico determinado. Según se haga hin-
capié en el aspecto geográfico o en el aspecto genealógico, se puede dar una inflexión 
diferente al pensamiento de nación. Hay que señalar que las cuestiones relacionadas con 
el derecho de suelo y con el derecho de sangre están directamente afectadas.  
 
El concepto de Estado-nación es, pues, una entidad jurídico política autónoma 
que tiene como soporte la unidad de una población históricamente definida como resi- 
dente en el territorio donde se ejerce la normativa jurídico-política del Estado. El 
Estado-nación se fundó para proteger y salvaguardar los derechos de los connacionales 
frente a sí mismo, pero también ha desarrollado con el tiempo una vigorosa oposición 
frente al ‘otro’. Ahora bien, parece que el Estado-nación vive en la actualidad una crisis 
de otro tipo. Este dilema ya no está ligado a su propio desarrollo sino que, al contrario, 
revela sus límites por tres razones fundamentales. El primero, la noción misma de sobe- 
ranía afectada por la constitución de entidades a la vez supraestatales y supranacionales, 
como la Unión Europea. que de momento, solo tiene una existencia esencialmente ad-
ministrativa, pero, si acogiese un espacio o forma propiamente política, evidentemente 
ya no sería posible pensar tal unión desde el concepto de Estado-nación.  
 
En segundo lugar, el concepto de Estado-nación conlleva la idea de que el 
Estado es el único detentador de las llaves de su futuro, porque es el depositario de una 
voluntad última e inapelable para decidir cuál debe ser su destino. A mi parecer, falla 
esta idea, parece derrumbarse en la actualidad a causa de lo que podemos llamar descen-
tralización de la decisión y del acontecimiento. Esto pretende probar que unas decisio- 
nes adoptadas en el otro extremo del mundo juegan un papel decisivo en lo que ocurre.  
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En tercer lugar, el Estado-nación se basa en el principio de una homogenei- 
zación de la nación. Esta homogeneización supone la permanencia de un proceso histó-
rico constante de integración y constituye el ideal que se debe alcanzar. Ahora bien, el 
principio de homogeneización parece cuestionado por dos procesos opuestos y, para-
dójicamente, complementarios. El primero está ligado, por una parte, al régimen demo-
crático -según los principios de libertad e igualdad que los definen- y, por la otra, al 
gran incremento de intercambios y comunicación entre hombres y los pueblos. El se-
gundo proceso, que es a la vez contrario y correlativo, podría ser negativo, se trata de la 
separación que suele tener cuando existe la purificación étnica basada en luchas san-
grientas como, por ejemplo en Yugoslavia o en las tendencias separatistas que se mani-
fiestan en Italia o bien en otros países en Europa occidental. Igualmente en la separación 
de comunidades distintas, las cuales se identifican más por una mutua exclusión que por 
el reconocimiento de una solidaridad y, en definitiva, de un destino compartido, a  pesar 
de la diferencia de costumbres y creencias. Cabe preguntarse si el Estado-nación podrá 
sobrevivir o, en su defecto, qué realidad político-histórica será capaz de reemplazarlo181. 
 
Los Estados-nación se van excluyendo progresivamente de los intercambios 
mundiales, cuya tendencia es a convertirse en transnacionales. Ahora, desde esta pers-
pectiva y en un sentido contradictorio, el movimiento contemporáneo de la globaliza-
ción gira en torno a los procesos locales, las identidades locales y las unidades de aná-
lisis local, conllevando un regreso a la sociedad civil cuya representatividad es crecien-
te a la hora de la regulación social182.  
 
Ante los efectos de la globalización, Castells explica que el control estatal 
sobre el espacio y el tiempo se ve superado cada vez más por los flujos globales de 
capital, bienes, servicios, tecnología, comunicación y poder. La captura, por parte del 
Estado, del tiempo histórico mediante su apropiación de la tradición y la (re) cons-
trucción de la identidad nacional es desafiada por las identidades plurales definidas por 
                                               
181 La mayoría de los países desarrollados y no digamos los subdesarrollados se ven atrapados en 
redes complejas de interacciones supranacionales por lo que terminan cediendo parte de su soberanía. 
Resulta difícil entender que en la actualidad puedan llevar a cabo aspectos políticos internos. Marx, decía: 
“La burguesía obliga, so pena de muerte, a todas las naciones a adoptar el modo burgués de producción; 
las obliga a introducir la así llamada civilización en su seno… En una palabra, moldea el mundo a su 
imagen”. Vid. Marx y Engels, El Manifiesto Comunista, Ayuso, Madrid, 1974, p. 22. 
182 ARNAUD, A. J., Entre la modernidad y la globalización, trad, de N. González Lajoie, Univer-
sidad Externado de Colombia, Bogotá, 2000, p. 37; LIMA TORRADO, J., “Globalización y derechos hu-
manos”, Anuario de Filosofía del Derecho, t. XVII, 2000, p. 48. 
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los sujetos autónomos183. La nueva condición del Estado-nación en el entorno global 
está determinada por una contradicción fundamental en la que los gobiernos, al ganar 
prestigio hacia el exterior, pierden aceptación de sus grupos nacionales, los cuales se 
retraen hacia sus identidades primarias como medio de defensa ante las desigualdades 
de la globalización184. 
 
3. LA GLOBALIZACIÓN JURÍDICA 
 
3. 1. Influencia de la globalización en el Derecho positivo    
La globalización, atendiendo a la generalidad del término ya expuesto y como 
proceso progresivo de difuminación de las fronteras185, acaba caracterizándose por di-
versos aspectos, entre los que cabe destacar el contexto, la complejidad y la intensidad. 
Respecto al contexto, son dos los factores a tener en cuenta: de un lado, el progreso tec-
nológico, como motor, y la globalización acaban retroalimentándose186; y de otro, y en 
estrecha conexión, el nacimiento de la sociedad del riesgo, tanto a nivel medioambiental 
como en lo que respecta a la salud pública, la economía o la misma forma de desarro-
llarse los conflictos y la violencia187.  
En este sentido, a la pérdida de fronteras se ha unido la negación de la política 
siendo una voluntad con capacidad externa al mercado (en especial hasta la actual crisis 
económica)188; y que la economía, en tanto que supuestamente dada y objetiva (nue-  
vamente hasta la actual crisis económica), se haya presentado como límite frente al 
Derecho y la voluntad político-pública (democrática), subyugándolos en pos de reglas 
propias basadas en el máximo beneficio de -el poder se transnacionaliza de manera asi-
                                               
183 CASTELLS, M.,  La Era de la Información: Economía, Sociedad y Cultura, Siglo XXI, vol. I y 
II. México, 1999, p. 272 y 273. 
184 Ídem, p. 338. 
185 Vid. A. BALDASSARRE, Globalizzazione contro democracia, Editori Laterza, Bari, 2002; vid, 
FARIA, J. E., El Derecho en la economía globalizada, cit., p. 75; DENNINGER, E., “Derecho en 
‘desorden’ global. Sobre los efectos de la globalización”, trad, de J. Brage Camazano, Anuario Ibero-
americano de Justicia Constitucional, nº. 8, 2004, pp. 117-122; CAPELLA, J. R., “La globalización: ante 
una encrucijada político-jurídica”, Anales de la Cátedra Francisco Suárez, nº. 39, 2005, monográfico so-
bre Derecho y justicia en una sociedad global, pp. 13-16. 
186 SÁNCHEZ BARRILAO, J.F., “Sobre la Constitución normativa y la tecnología”, Revista de la 
Facultad de Derecho de la Universidad de Granada, vol. I, 2004, pp. 248-256; ESTEVE PARDO, J., El 
desconcierto del Leviatán (Política y Derecho ante las incertidumbres de la Ciencia), Marcial Pons, 
Madrid, 2009, pp. 45-47. 
187 BECK, U., La sociedad del riesgo (Hacia una nueva modernidad), cit., pp. 20-25. 
188 SEVERINO, E. y IRTI, N., Dialogo su Diritto e tecnica, Editori Laterza, Roma, 2001, p. 26.  
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métrica y desigual-, multinacionales y grandes corporaciones e instituciones econó-
mico/internacionales189; rechaza la política a nivel público para ser sustituida por una 
voluntad aparentemente apolítica garante de una parca objetividad, al margen, en última 
instancia, del principio democrático, e intentándose volver de esta forma al Estado de 
Derecho privado190. 
 
Otra cuestión importante es el carácter antisoberano de la globalización191, 
descentralizado cada vez más y abierto a los Estados en general192. El mercado influye 
decisivamente sobre la soberanía desde fuera de ella, disminuyendo el poder soberano, 
que reclama una articulación internacional. Asimismo la tecnología, con las nuevas for-
mas de comunicación (internet), ofrece espacio virtual ajeno al territorio físico, y una 
velocidad inalcanzable para los viejos Estados, como manifestación de la crisis de la 
tradicional proyección espacio/tiempo193; estos, por ahora, procuran una acción conjunta 
con la que acotar áreas todavía bajo su control, fundamentalmente a nivel regional194.  
Un poder que ha tendido, sin embargo, a encauzarse a favor de organizaciones 
transnacionales de tipo corporativo, conformando un cuarto orden social, el asociativo 
corporativo, que actúa a modo de interlocutor privilegiado entre las instituciones polí-
ticas clásicas, si es a nivel nacional, y entre los propios Estados, cuando es a escala in-
ternacional; y ello como filtro interesado del interés público, y fuera del alcance y del 
control público de los ciudadanos195. Ambos fenómenos -tecnología e industrias-, modi-
fican formalmente los modos de producción a través de los cuales se incorporan normas 
al ordenamiento jurídico; en especial, en atención a la consideración del sistema de 
                                               
189 Ídem, pp. 70-72; GARCÍA HERRERA, M, A. y MAESTRO BUELGA, G., “Estado-mercado y 
crisis sistemática”, Jueces para la democracia, nº. 65, 2009, pp. 8-11. 
190 JULIOS-CAMPUZANO, A. de., La globalización ilustrada (Ciudadanía, derechos humanos y 
constitucionalismo), Dykinson, Madrid, 2003, p. 129. 
191 LUCIANI, M., “L’antisoverano e la crisi delle costituzioni”, en AAVV Scritti in onore de Giu-
seppe Guarino (II), cit., pp. 731-733. 
192 MIR PUIGPELAT, O., Globalización, Estado y Derecho (Las transformaciones recientes del 
Derecho Administrativo), Civitas, Madrid, 2004, pp. 75 y 76. 
193 GIDDENS, A., Consecuencias de la modernidad, trad. de A. Lizón Ramón, Alianza, Madrid, 
1999, pp. 28 y 29; y sobre la incidencia de Internet, vid. MOLES PLAZA, R. J., Derecho y control en 
Internet (La regulabilidad de internet), Ariel, Barcelona, 2003, pp. 23-60. 
194 PARSI, V, E., “La Constituzione come mappa: sovranità e cittadinanza tra risorse nomadi e di-
ritti stanziali”, en AAVV La nuova età delle costituzini (Da una concezione nazionale della democrazia a 
una prospettiva europea e internazionale), L. Ornaghi (coord.), Il Mulino, Bolonia, 2000, pp. 145-194. 
195 GILSON, R.G., “Globalizing Corporate Governance: Convergence of Form or Function”, The 
American Journal of Comparative Law, nº. 49, 2001, pp. 329 y 331; MASSERA, A., “Oltre lo Stato: 
Italia ed Europa tra locale e globale”, Rivista Trimestrale di Diritto Pubblico, nº. 1, 2001, p. 6; SPAN-
TIGATI, F., “Globalizzazione ed ecumene: cosa abbiamo imparato in Italia in cinquanta anni”, en Rivista 
di Scienze Giuridiche, nº. 1, 2001, pp. 18 y 19. 
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fuentes desde el diseño que del mismo plantea y supone todavía la Constitución norma-
tiva, y desde la dimensión que tal diseño alcanza constitucionalmente respecto al propio 
principio democrático196. A estos efectos son dos, a grandes rasgos, los fenómenos que 
se advierten: uno es relativo al desplazamiento entre fuentes del Derecho; y otro con-
cierne a la aparición de nuevas fuentes. 
 
La globalización denota una progresiva traslación a modo de producción cada 
vez menos formal, en pos de una mayor flexibilización y temporalidad de la norma re-
sultante197; pero, con ello aparece, como contrapartida, una cada vez menor garantía del 
pluralismo, con el progresivo deterioro que esto conlleva para el principio democrático; 
la participación de poderes privados en la predeterminación del contenido normativo; o 
la simple retirada de la disciplina jurídico-pública para determinados campos, con la 
sustitución de dichos vacíos normativos mediante regulaciones privadas. Y, así, la apa-
rición de nuevas formas de producción normativas en manos, en mayor o menor medida 
de sujetos privados198. Pero también el Derecho elaborado por los propios poderes pú-
blicos acaba por atenuar su normatividad, a modo de soft law, siendo más persuasivo 
que normativo199.  
 
 3. 2. Unificación normativa europea 
 
Una de las tendencias más importantes que se advierten en el tema de las 
transformaciones del Derecho dentro de la sociedad global es la de la flexibilización200. 
                                               
196 LÓPEZ PINA, A. y GUTIÉRREZ, GUTIÉRREZ, I., Elementos de Derecho Público, Marcial 
Pons, Madrid, 2003, pp. 74-80.  
197 PAREJO ALFONSO, L., “El Estado como poder y el Derecho regulador de su actuación, hoy; 
algunas de las transformaciones en curso”, en AAVV, VI Congreso iberoamericano de Derecho Consti-
tucional (II), Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 1998, pp. 1.629-1.635. 
198 Vid. SIMONETTI, H., Codici di autoregolamentazione e sistema delle fonti, Jovene Editore, 
Napoles, 2009; RUGGERI, A.,“Prospettive di riordino del sitema delle fonti tra oscillanti dottrine della 
Costituzione ed incerte opzioni di natura istituzionale”, en AAVV Studi in onore di Leopoldo Elia (II), A. 
Giuffrè Editore, Milan, 1999, pp. 1.527-1.540; MUÑOZ MACHADO, S., La regulación de la red (Poder 
y Derecho en Internet), Taurus, Madrid, 2000, pp. 101, 104, 105 108; RUIPÉREZ, J., “¿La Constitución 
en crisis? El Estado constitucional democrático y social en los tiempos del neoliberalismo tecnocrático”, 
Revista de Estudios Políticos, nº. 120. 2003, pp. 127-171; SÁNCHEZ BARRILAO, J. F., “Tecnología, 
Democracia y fuentes del derecho”, en AAVV Constitución y democracia: 25 años de Constitución de-
mocrática en España (I), Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 2005, pp. 467- 475; 
ZEI, A., Tecnica e diritto tra pubblico e privato, Giuffrè Editore, Milan, 2008, cáp. I y VI. 
199 SARMIENTO RAMÍREZ-ESCUDERO, D., El Soft Law Administrativo, Thomson/Civitas, 
Madrid, 2008, pp. 45-74. 
200 HÄBERLE, P., “Europa como comunidad constitucional en desarrollo”, trad. de F. Balaguer 
Callejón, Revista de Derecho Constitucional Europeo, nº. 1, 2004, pp. 12 y 13. 
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La flexibilización del Derecho europeo, en sentido estricto, afecta negativamente tanto 
al mismo Derecho europeo como a los estatales. En cuanto a estos últimos, dicha flexi-
bilización ha venido progresivamente penetrando en las categorías propias de los siste-
mas de fuentes de los Estados miembros, devaluando la normatividad de estos sistemas 
al amparo, en su mayoría, de Constituciones normativas201, con lo que el grado de resis-
tencia que los Derechos estatales venían otorgando al Derecho europeo, en sentido 
amplio, ha dejado de ser tal. Y respecto al Derecho europeo, stricto sensu, su propia fle-
xibilización ha dado lugar a una complejidad tal de su sistema de fuentes que amenaza 
con hacerlo inoperante, reduciendo por tanto su referida eficiencia202. 
 
Consecuencia de ambos fenómenos es, desde la década pasada, el inicio de un 
proceso de influencia de los Derechos constitucionales en el nivel europeo, conforme al 
cual cabe observar una cierta y progresiva constitucionalización de su Derecho tanto en 
relación a derechos fundamentales, como a su sistema de fuentes, y que tiene como hito, 
hasta el momento, a la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (so-
lemnemente proclamada en el 2000), al malogrado Tratado por el que se establece una 
Constitución para Europa (ya en el 2004), y al vigente Tratado de Lisboa (de 2007)203. 
En relación con la conformación de una Constitución europea, debemos tener en 
cuenta que el Tratado de Ámsterdam (1997) procuraba cierta corrección del anterior 
Tratado de Maastricht (1992) en virtud del cual la integración Europea, esencialmente 
económica, afrontaba nuevos retos como Unión Europea en relación a la ciudadanía. 
Unión económica y monetaria, política exterior y seguridad común, y cooperación poli-
cial y judicial; y ello potenciando la intervención del Parlamento en los procesos de to-
ma de decisión y el control por el Tribunal de Justicia sobre nuevas materias204 o la am-
pliación a los 27 Estados actuales (ya con el Tratado de Niza de 2001)205, dio lugar en el 
                                               
201 SALVADOR MARTÍNEZ, M., “Derecho constitucional comparado en el contexto de la inte-
gración supranacional y la globalización”, Teoría y Realidad Constitucional, nº. 21, 2008, en especial pp. 
394 y 395; MODUGNO, F, CELOTTO A, y RUOTOLO M., “Considerazioni sulla “crisi” della legge”, 
Studi Parlamentari e di Politica costituzionale, nº. 125-126, 1999, p. 7 y MARTÍN-RETORTILLO BA-
QUER, L., La interconexión de los ordenamientos jurídicos y el sistema de fuentes del Derecho, Thom-
son/Civitas, Navarra, 2004, pp. 4-15. 
202 LINDE PANIAGUA, E., “La simplificación normativa en la Constitución Europea”, en AAVV, 
La constitucionalización de Europa, CALONGE, A. (coord.), Comares, Granada, 2006, pp. 71 y 72. 
203 CÁMARA VILLAR, G., “Perfiles históricos del Derecho Constitucional Europeo”, Revista de 
Derecho Constitucional Europeo, nº. 11, 2009, pp. 209-212.  
204 DONAIRE VILLA, F. J., “El Tratado de Ámsterdam y la Constitución”, Revista Española de 
Derecho Constitucional, nº. 54, 1998, pp. 119-121. 
205 LÓPEZ GARRIDO, D., La Constitución europea, Bonarzo, Albacete, 2005, pp. 24 y 25. Hoy 
28 Estados miembros (A la finalización de esta tesis se produce el brexit). 
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seno de la propia Unión Europa a un proceso de constitucionalización, al amparo del 
relativo éxito de la proclamación de la Carta de los Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea en el 2000206, y que tendría como hito al Tratado por el que se establece 
una Constitución para Europa de 2004. 
Aunque este Tratado no era una auténtica Constitución207, sí que, ciertamente, 
ahondaba de manera intensa en la constitucionalización de la integración europea y del 
mismo Derecho europeo en relación a los derechos fundamentales, el principio demo-
crático, como en su sistema de fuentes (procurando una mayor racionalización del mis-
mo)208, y potenciado, al tiempo, elementos desde los que desarrollar una Constitución 
europea respecto al Derecho estrictamente europeo, como en relación al de los Estados 
miembros209. 
Parece difícil en el contexto actual una Constitución para Europa, si bien las 
bases están asentadas en el Tratado de Lisboa queda por ver si el impulso de naturaleza 
normativa, de aquí lo importante, de las decisiones que adopte el Tribunal de Justicia 
consiguiendo una mayor seguridad jurídica a través del avance constitucional en Europa 
y, por tanto, abrir la puerta al pluralismo ante los restos globalizadores210.  
Para reforzar la idea de una Constitución europea es preciso vigorizar y arti-
cular adecuadamente, desde los mismos Derechos internos, la relación entre estos y el 
Derecho de la Unión, y en particular respecto al propio sistema de fuentes del Derecho 
intrínseco frente a aquel. Segundo, la de actualizar los contenidos constitucionales a las 
nuevas realidades y retos que supone la globalización (como desarrollo tecnológico, 
terrorismo global, medio ambiente e inmigración); y tercero, la de adaptar sus respec-
tivos sistemas de fuentes del Derecho en aras de fuentes más fluidas y adaptables a las 
                                               
206 RIDOLA, P., “La Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea y el desarrollo del 
constitucionalismo europeo”, trad. de J. F. Sánchez Barrilao, en AAVV Derecho constitucional y cultura: 
Estudios en homenaje a Peter Häberle, Tecnos, Madrid, 2000, pp. 463-470; OLIVER LEÓN, B., “La 
Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea en el debate constitucional europeo”, Revista 
de Estudios Políticos, nº. 119, 2003, pp. 221-225. 
207 DÍEZ-PICAZO, L. M., “Tratados y Constitución”, en AAVV, Constitucionalismo de la Unión 
Europea, Civitas, Madrid, 2002, pp. 81 y 82. 
208 MUÑOZ MACHADO, S., Tratado de Derecho Administrativo y Derecho Público General (II. 
El ordenamiento jurídico), Iustel, Madrid, 2006, pp. 583-590. 
209 BALAGUER CALLEJÓN, F., “El sistema de fuentes en la Constitución Europea”, Revista de 
Derecho Constitucional Europeo, nº. 2, 2004, pp. 61-63. 
210 BALAGUER CALLEJÓN, F., “El Tratado de Lisboa en el diván. Una reflexión sobre esta-
talidad, constitucionalidad y Unión Europea”, Revista Española de Derecho Constitucional, nº. 83, 2008, 
pp. 57-60. 
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necesidades y cambios, si bien garantizándose adecuadamente el principio democrático 
en su seno, y evitando así flexibilizaciones de las mismas al margen del marco constitu-
cional respectivo211.   
 
3. 3. Normativa jurídica plural 
 
La globalización genera una ruptura en la concepción monista del Derecho. El 
Estado deja de ser el protagonista central de la producción legislativa y el pluralismo 
jurídico global se consolida como expresión de una legalidad supraestatal, formal e in-
formal, basada en las instituciones y agentes económicos dominantes212. Vamos hacia 
un Derecho dual y desregulatorio213. 
 
El Derecho Comercial Global, es decir, la Lex mercatoria214 se encuentra con-
dicionada por las relaciones de poder entre Estados y sectores dominantes que desplazan 
al Derecho estatal construido en torno a la nación. El mercado ha organizado su propia 
forma de gobierno, que tiene muy poco de democrática215. Se aúna el poder legislativo 
en la sombra que vulnera el principio fundamental de separación entre esfera pública y 
privada216. Desde la teoría del Derecho resulta imprescindible reconstruir una nueva 
dogmática jurídica global o universal. Así, en palabras de Twning: “Un renacimiento de 
la jurisprudencia general y una reconsideración del Derecho comparativo desde una 
perspectiva global como elementos claves de una perspectiva jurídica cosmopolita”217. 
Monereo Pérez considera que el análisis del Derecho, como forma de la realidad com-
pleja, no puede llevarse a cabo de manera exclusiva a través de la dogmática tradicional. 
Una teoría formal del Derecho (la tecnología jurídica) y del funcionamiento de las 
normas sirve para deformar la realidad y legitimar las estructuras existentes. De ahí que 
                                               
211 SORRENTINI, F., Trattato di Diritto Amministrativo (XXXV, Le fonti del diritto administra- 
tivo), Giuseppe Santaniello (dir.), Cedam, Padua, 2006, pp. 121 y 122. 
212 JULIOS-CAMPUZANO, A. de, “Globalización, Pluralismo Jurídico y Ciencia del Derecho”, en 
ID. (ed.), Dimensiones Jurídicas de la Globalización, Dykinson, Madrid, 2007, pp. 14-40. 
213 CAPELLA, J, R., Fruta prohibida, Trotta, Madrid, 1997, p. 267; GARRIDO GÓMEZ, M. I., 
Las transformaciones del Derecho en la sociedad global, cit., p. 59. 
214 DASSER, F., Lex Mercatoria-Critical Comment son a Trycki Topic, en APPELBAUM, R., 
FELSTINER, W. y GESSNER, V., Rules and Net Networks. The Legal Culture of Global Business Tran-
saction, Hart, Oxford, 2001, pp. 42-56. 
215 CAPELLA, J, R., Fruta prohibida, cit., p. 273. 
216 GEORGE, S., “Guía breve a la globalización empresarial”, Mundo S. A. Voces contra la globa-
lización, Tempestad, Barcelona, 2002b, p. 25. 
217 TWNING, W., Globalisation and Legal Theory, Butterworths, Londres, 2000, pp. 188-191. 
 130 
al análisis interno del mismo se una el punto de vista externo, sociológico-jurídico y 
ético-político218.  
 
La superioridad normativa de la actividad de las empresas transnacionales y 
sus relaciones con los Estados y la consolidación de una nueva Lex mercatoria219 se 
refuerzan con el poder político y económico de las mismas, que se expresa en forma de 
monopolios, privatizaciones, prácticas irregulares y grupos de presión. Poder, por otra 
parte, que se confronta de manera directa e indirecta con los derechos humanos y labo-
rales fundamentales. El consenso generalizado sobre la crisis de los derechos humanos y 
los derechos laborales fundamentales, en el marco de la globalización económica, 
permite matizar la afirmación, por otra parte equívoca, sobre la falta de normas y reglas 
en el desarrollo de la globalización. En este sentido, se comprobará cómo las mayorías 
sociales se ven afectadas en sus derechos civiles y políticos, sociales y económicos 
frente a las empresas transnacionales, lo que ratifica la fragilidad normativa interna-
cional de los mismos. Por otra parte, sin embargo, se dota de plena fortaleza jurídica a la 
regulación comercial de las trasnacionales. La debilidad normativa de los derechos hu-
manos choca frontalmente con la dureza de las empresas globales.  
 
Parece que existe una profunda asimetría entre las características de una nueva 
Lex mercatoria220, que tutela los derechos de las empresas transnacionales, y los siste-
mas de control de las mismas. Desde esta desigualdad, entre la fortaleza del Derecho 
Comercial Global y la fragilidad de los ordenamientos nacionales receptores de la 
actividad económica y de los sistemas universales y ad hoc surge con especial fuerza el 
Derecho blando, el solft law, en los contornos de la desigualdad descrita. Lejos de evo-
lucionar hacia contrapesos normativos, la aparición de códigos de conducta internos en 
el marco de la responsabilidad social corporativa consolida los derechos de las empre- 
sas transnacionales, es decir los derechos de las minorías, frente a los derechos de las 
mayorías sociales. La disputa entre el Derecho Internacional del Comercio, el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional del Trabajo se re-
suelve en detrimento de estos.  
                                               
218 MONEREO PÉREZ J. L., “Conocimiento y crítica del Derecho: por una teoría comprensiva y 
explicativa del Derecho”, Revista de Derecho Social, nº. 37, 2007, pp. 11-51. 
219 GALGANO, F., Lex Mercatoria, II Mulino, Bolonia, 2001, pp. 10-15. 
220 GOLDMAN, B., “Frontières du droit et lex mercatoria”, Archives de Philosophie du Droit, nº. 
9, 1992, pp. 75-86.  
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La distinción acuñada por Roscoe Pound entre law-in-books/ law-in action221 
implica desvelar las prácticas de las instituciones públicas y personas jurídicas privadas 
más allá de los objetivos que formalmente declaran222. El abismo tan pronunciado entre 
el poder político, económico y jurídico de las empresas transnacionales y las declaracio- 
nes sustentadas en los mecanismos privados de la responsabilidad social corporativa y 
códigos de conducta, requiere ser estudiado con el máximo rigor. Esta es una tarea com-
pleja, el entramado político-jurídico que se teje entre las instituciones internacionales, 
básicamente financieras, los Estados desarrollados y las empresas multinacionales crea 
estructuras de dominación política extremadamente eficaces y sutiles. La transparencia 
política e institucional requiere mostrar la quiebra existente entre sus políticas materia-
les y formales. La idea que subyace es la de mostrar las relaciones de poder que impreg-
nan el ordenamiento jurídico comercial -al que se dota de plena eficacia normativa-, 
frente a la mera lógica declarativa que afecta a los núcleos de imputación normativa de 
los sistemas de control de las empresas transnacionales. En efecto, los intereses son 
plurales y muchos de ellos contradictorios e incompatibles entre sí, con estructuras de 
autoridad interconectadas que hacen del ejercicio de soberanía un ejercicio de 
conciliación y equilibrio. Las fronteras entre lo nacional y lo internacional se difuminan, 
requiriéndose acciones transfronterizas globales223.   
      
3. 4. El Derecho de la Unión Europea 
 
a) Su supremacía y aplicación directa 
 
El Derecho de la Unión Europea constituye un orden jurídico sui generis y se 
diferencia tanto del Derecho Internacional como del Derecho Emanado del Consejo de 
                                               
221La jurisprudencia sociológica de Roscoe Pound es una extensión del pensamiento legal del 
jurista Oliver Wendell Holmes Jr. Más que establecer una jurisprudencia cerrada y autosuficiente sobre la 
base de principios legales, la jurisprudencia sociológica pretende estudiar cómo la ley debe ser adaptada y 
adecuada para responder a las condiciones cambiantes de la sociedad. La ley es, por tanto, concebida 
como un medio para la consecución de un fin. Holmes rechaza la teoría del formalismo legal que sostiene 
que el Derecho es un cuerpo lógico e internamente consistente de reglas independientes de las formas 
variables de las instituciones sociales circundantes, y arguye que el Derecho es un reflejo del desarrollo 
de una nación.  
222 SOUSA SANTOS, B, de., “Colombia: el revés del contrato social de la modernidad”, en El 
caleidoscopio de la justicia en Colombia, Conciencias, Instituto Colombiano de Antropología e Historia, 
Universidad de Coimbra, Universidad de los Andes, Universidad Nacional de Colombia y Siglo del 
Hombre Editores, Bogotá, 2004, pp. 1 y 2. 
223 LOPEZ AYLLON, S., Globalización, Estado de Derecho y seguridad jurídica, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas de la Universidad Autónoma de México, México, D. F., 2004, pp. 44-46. 
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Europa. Nacido en los años 50, el Derecho europeo era conocido como Derecho comu-
nitario (Tratado de Roma 1957).  
 
Hoy es entendido como un sistema político comunitario que engloba a las co-
munidades políticas nacidas en sus inicios (CE) -(Comunidad Europea del Carbón y del 
Acero, Comunidad Económica Europea y Comunidad Europea de la Energía Atómica)-. 
Con el Tratado de la Unión Europea (TUE, más conocido como Tratado de Maastricht), 
de 1992, estas tres Comunidades quedan englobadas dentro de la Unión Europea. Tras 
la última reforma del TUE, operada por el Tratado de Lisboa, se sustituye el adjetivo 
‘comunitario’ por `Unión Europea’224. 
Pues bien, la entrada en vigor, la publicación y los efectos jurídicos de las nor-
mas de la Unión se rigen por las disposiciones de los Tratados. Lo mismo ocurre con los 
medios de recursos jurisdiccionales contra los actos de las instituciones y contra los in-
cumplimientos de los Estados miembros, siendo el Tribunal de Justicia la única jurisdic- 
ción competente para conocer de los mismos225. Además, la primacía de este Derecho 
está afirmada en el art. 249 (TCE), según el cual los reglamentos tienen valor obliga-
torio y son directamente aplicables en cada Estado miembro; esta disposición, que no 
está acompañada de reserva alguna, no tendría alcance si un Estado pudiera anular uni-
lateralmente sus efectos por medio de un acto legislativo oponible a los textos comuni- 
tarios establecidos.  
La norma comunitaria responde a necesidades e intereses comunes del conjun-
to de la Unión, cuyo respeto por parte de todos los sujetos comunitarios es necesario 
para la realización de los objetivos de los Tratados226. 
Por tanto, el Derecho emanado de las instituciones comunitarias prevalece so-
bre el Derecho nacional. Así queda dispuesto en la firma de los tratados mediante la 
cesión de dicha soberanía. Tal cesión solo tiene sentido dotando de superioridad jerár-
                                               
224 ESCOBAR HERNÁNDEZ, C., Instituciones de Derecho Comunitario, Tiran lo Blanch, 
Barcelona, 2006, pp. 8-13; ALONSO GARCÍA, R., Tratado de Libre Comercio, Mercosur y Comunidad 
Europea, McGraw-Hill, Madrid, 1997, pp. 33-37.  
225 MANGAS MARTÍN, A. y LIÑÁN NOGUERAS, D. J., Instituciones y derecho de la Unión 
Europea, McGraw Hill, Madrid, 1999, p. 198 y 200; PÉREZ LUÑO, A. E., El desbordamiento de las 
fuentes del derecho, La ley-Actualidad, Madrid, 2011, pp.12-14. 
226 Ídem, p. 424. 
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quica a la norma comunitaria en materias de su competencia227. Señalar que esta pri-
macía no deroga las normas nacionales que son contrarias a las de la Unión, sino que las 
desplaza; esto es, las normas nacionales contrarias a las europeas dejan de aplicarse, pe-
ro no desaparecen. 
La primacía del ordenamiento comunitario es de aplicación obligatoria por 
parte del poder judicial. La característica no se garantiza a través de un mandato al eje-
cutivo o al legislativo, sino que tal y como señaló el Tribunal de Justicia de la UE, es el 
juez competente en una materia determinada quien está obligado a aplicar íntegramente 
el Derecho comunitario y proteger los derechos que este confiere a los particulares, de-
jando sin aplicación toda disposición eventualmente contraria de la ley nacional anterior 
o posterior a la regla comunitaria228. 
Por su parte, el Tribunal de Justicia se pronunció en la Sentencia VAN GEND 
& LOOS de 5 de febrero de 1963 (asunto 26/62) a favor de la ‘aplicabilidad directa’ de 
las disposiciones del Derecho comunitario, alegando la naturaleza y la finalidad de la 
Comunidad: “[...] que la Comunidad constituye un nuevo ordenamiento jurídico [...] 
cuyos sujetos son, no solo los Estados miembros, sino también sus nacionales; que, en 
consecuencia, el Derecho comunitario, autónomo respecto a la legislación de los Esta-
dos miembros, al igual que crea obligaciones a cargo de los particulares, está también 
destinado a generar derechos [...] que esos derechos nacen, no solo cuando el Tratado 
los atribuye de modo explícito, sino también en razón de obligaciones que el Tratado 
impone de manera perfectamente definida tanto a los particulares como a los Estados 
miembros y a las instituciones comunitarias”. 
                                               
227 Algunos autores interpretan la doctrina del Tribunal de Justicia de la Unión Europea en el 
sentido de que la norma comunitaria primaría incluso sobre aquellas normas nacionales de rango 
constitucional. El principio de primacía fue instaurado por el Tribunal de Justicia tras la sentencia de 15 
de julio de 1964 en la que se enfrentaba Flaminio Costa contra ENEL. Con dicha sentencia, el Tribunal de 
Justicia consideró que la primacía del Derecho comunitario limita el margen de maniobra a los Estados 
Miembros impidiendo que prevalezca un Derecho opuesto al de las instituciones europeas. El Tribunal de 
Justicia declaraba también en esta sentencia que los Estados Miembros no podían alegar la norma de re-
ciprocidad, que es genérica del Derecho internacional, por lo que existía así, la imposibilidad de que 
hicieran prevalecer, contra un ordenamiento jurídico por ellos aceptado sobre una base de reciprocidad, 
una medida unilateral. En la práctica esto supone el deber de acatar el ordenamiento jurídico de la Unión. 
TJCE, Sentencia de 15 de julio de 1964, Costa contra ENEL, Rec. 1964, 6/84. 
228 TJCE, Sentencia de 9 de marzo de 1978, asunto Simmenthal, as. 106/77, Rec. 609. El Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea establece con carácter general, incorporando, precisando, y reforzando 
decisiones anteriores, los contornos del principio de primacía, afirmando que la norma comunitaria ha de 
aplicarse con preferencia a cualquier norma interna, con independencia de su rango y de su condición 
anterior o posterior. Según la doctrina contenida en la Sentencia Simmenthal, el juez nacional está obliga-
do a no aplicar de oficio cualquier norma interna que se oponga al Derecho comunitario. 
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    En otra Sentencia del TJCE, del 23 de mayo de 1985 (COMISIÓN versus 
ALLEMAGNE) el Tribunal precisa que no siempre es necesaria para la transposición de 
una Directiva que el Estado Miembro emprenda una acción legislativa. Cabe aquí des-
tacar que, la jurisprudencia del Tribunal sobre la posibilidad de producir efecto directo 
las directivas, ha abierto a los particulares la posibilidad de recurrir ante sus Tribunales 
nacionales contra el Estado Miembro que no cumple sus obligaciones, o que las cumple 
incorrectamente, y por la vía prejudicial llevar la cuestión al Tribunal comunitario. 
    Por otro lado, el citado principio de primacía también abarca al Derecho deri-
vado, obviamente también referido a su (amplio) ámbito material. El mencionado prin-
cipio se integra en el llamado ‘bloque de legalidad’229. 
El art.  I-11.2 del Tratado constitucional establece que: “En virtud del princi-
pio de atribución, la Unión actuará dentro de los límites de las competencias que le 
atribuyen los Estados Miembros en la Constitución para lograr los objetivos que ésta 
determina. Toda competencia no atribuida a la Unión en la Constitución corresponde a 
los Estados Miembros”. La vertiente jurídica del principio de atribución es ineludible y 
afecta tanto al Derecho originario como al Derecho derivado. 
Asimismo y por lo que respecta al ciudadano prevalece el principio de respon- 
sabilidad del Estado por daños causados a los particulares por las violaciones del De-
recho Comunitario que les son imputables –caso FRANCOVICH y otros-230.  
Asimismo en otra Sentencia más reciente, el 8 de octubre de 1996, en el caso 
DILLENKOFER y otros, el TJCE vuelve a plantearse la cuestión de la responsabilidad 
del Estado por incumplimiento de la obligación de transposición de una Directiva 
comunitaria en el plazo prescripto por la misma norma, pero incluyendo la necesidad de 
que se constate una violación suficientemente caracterizada del Derecho comunitario, 
con lo cual la responsabilidad del Estado se limita considerablemente. Se afirma en este 
                                               
229 FERNÁNDEZ GUTIÉRREZ, M., “Control de Constitucionalidad y Principios de Primacía en 
el Derecho Comunitario Europeo”, Valdivia, Revista de Derecho, 2001, vol. XII, nº. 1, pp. 191-204.  
230 TJCE, caso FRANCOVICH y otros, contra la República Italiana, de 19 de noviembre de 1991, 
donde se afirma que se trata de un principio inherente al sistema del Tratado. Cuando el Estado Miembro 
incumple las obligaciones de transposición de una Directiva comunitaria, genera una desprotección de los 
particulares por ausencia de aplicación práctica de derechos que le corresponden acorde al ordenamiento 
jurídico comunitario. Esa desprotección, hace surgir la responsabilidad de este, por tanto, el particular 
podrá obtener una reparación, indemnización que garantiza la plena eficacia de las normas y la plena 
protección de derechos. 
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caso que las directivas deben ser transcriptas con suficiente precisión y claridad, no pu-
diendo amparase en “disposiciones prácticas o situaciones, de su ordenamiento interno”. 
Entre las cuestiones prejudiciales planteadas por el Landgericht de Bonn, El juez na-
cional pregunta si, la Directiva obliga a los Estados a adoptar medidas específicas para 
proteger a los particulares contra su propia negligencia. En los considerandos 70 a 72 
afirma el Tribunal que “El adquirente de un viaje combinado, que ha pagado la totali-
dad del precio del viaje no puede considerarse negligente solo por el hecho de no 
haberse prevalido, conforme a la sentencia sobre "pagos anticipados” dictada por el 
Tribunal del Estado alemán, y que consistía en la posibilidad de no pagar más del 10% 
del valor del viaje antes de haber obtenido documentos con “valor jurídico”, por apli-
cación del art. 650 K del Código civil alemán. Con lo cual hacia “recaer sobre el con-
sumidor, por una parte, el riesgo de insolvencia o quiebra del organizador en relación 
con la cantidad a cuenta autorizada y, por otra parte, el riesgo de que, una vez que el 
consumidor ha recibido documentos con valor jurídico, el prestador de servicios no los 
respete o se convierta en insolvente”.  
b) Compatibilidad constitucional 
El Derecho europeo y el Derecho constitucional de los Estados Miembros pue-
den presentar algunas controversias que las Constituciones de los Estados han preten-
dido subsanar a fin de conseguir la plena integración constitucional e interpretativa. En 
las Constituciones nacionales debe constar expresamente la ‘cláusula habilitante’ que 
constituye la base jurídica nacional sobre la que se sustenta la pertenencia a un sistema 
de integración supranacional. En este sentido, todos los Estados constitucionales, que 
forman parte de la Unión Europea, prevén en su Carta Magna la disposición constituí-
cional habilitante que posibilita la delegación de competencias necesaria para conformar 
de pleno derecho la Organización. Así, vemos el contenido del art. 93 de la Constitución 
española: 
Art. 93: Mediante ley orgánica se podrá autorizar la celebración de tratados por los que 
se atribuya a una organización o institución internacional el ejercicio de competencias 
derivadas de la Constitución. Corresponde a las Cortes Generales o al Gobierno, según 
los casos, la garantía del cumplimiento de estos tratados y de las resoluciones emanadas 
de los organismos internacionales o supranacionales titulares de la cesión. 
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      3. 5. Derecho europeo 
 
Unificar criterios objetivos de distintos Estados parece una compleja y ardua 
labor, más aún, si existen como es el caso, diferentes ramas jurídicas (penal, admi-
nistrativo, internacional, civil, etc.). La armonización de las legislaciones de los Estados 
Miembros es un instrumento previsto para actuar precisamente en aquellos ámbitos en 
los que los Estados mantienen el ejercicio de sus competencias, aunque estén directa- 
mente relacionados con las construcciones y el funcionamiento de los mercados231. 
 
Como muestra, en el Derecho internacional, si bien los Estados siguen siendo 
los actores principales, se dan actos jurídicos que involucran a personas y, además que 
ha aparecido un número importante de organizaciones multilaterales, también se han 
creado espacios supranacionales. Estos hechos son signos evidentes de lo global, 
distinto del Derecho internacional. Son signos de la globalización algunos de los proble-
mas concretos que se plantean en la esfera del Derecho tales como la delincuencia trans-
nacional o la celebración de contratos vía electrónica sin que exista todavía en buena 
medida una legislación uniforme que los regule. 
 
La integración jurídica de los Estados se consigue mediante la armonización; 
no pretende una legislación comunitaria única aplicable a todos los Estados Miembros, 
sino que deja subsistir las normas nacionales, acercándolas y haciendo que sean más 
próximas y parecidas232.  
 
El fenómeno de la globalización tiene manifestaciones específicas en el orden 
jurídico que expresa de diversas maneras. Una de ellas son las transformaciones que ha 
experimentado el Derecho internacional, producto de la presión de instituciones públi-
cas y privadas dominadas por el capital y la influencia que ejerce en las reformas de los 
sistemas jurídicos nacionales para desregular las actividades mercantiles. Pueden con-
dicionar la función soberana de un Estado, dando a entender lo complicado que puede 
resultar no cumplir los compromisos internacionales adquiridos.  
                                               
       231 MILLÁN MORO, L., La armonización de legislaciones en la Comunidad Europea, Centro 
de Estudios Constitucionales, Madrid, 1986, pp. 188-190. 
232 El instrumento de armonización es la Directiva V (art. 249-189 T.C.E.), existiendo una 
cláusula general de armonización (art. 94-100 T.C.E.), con independencia de aquellas directivas dirigidas 
a sectores específicos (aduaneros, impuestos indirectos, régimen fiscal, derecho de sociedades, etc.). 
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Pero, por otro lado, es resaltable que la globalización jurídica transforma a los 
Estados y sus funciones, la soberanía disminuye y las naciones ya no tienen las mismas  
funciones que poseían tradicionalmente, dejando que sean las instituciones privadas las 
que impongan sus intereses. Sería, como expresa Wilkinson mencionando a Wilson, en 
el sentido de que “estamos en una situación que se asemeja a la lex mercatoria233 de la 
época preindustrial, con la diferencia de que en este caso no son los mercaderes los que 
legitiman la norma sino los gobiernos de los Estados nacionales quienes lo hacen por 
ellos”234.  
 
El Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) es la institución deposi- 
taria de la potestad jurisdiccional en el sistema constitucional europeo. Es una instituí-
ción compuesta, que comprende en su estructura un órgano supremo, el Tribunal de 
Justicia, un Tribunal General encargado de resolver en primera instancia, y los tribuna- 
les especializados (en la actualidad solo se ha constituido uno, el Tribunal de la Función 
Pública). El TJUE garantiza en última instancia la aplicación del Derecho de la Unión, 
bajo el impulso de la Comisión, y es el máximo intérprete del Derecho y, en particular, 
de los Tratados, actuando así como equivalente a un Tribunal Supremo y a un Tribunal 
Constitucional. 
 
El problema del Estado de Derecho, radica en las cuestiones más relevantes de 
los sistemas constitucionales. El constitucionalismo tiene, entre otros objetivos, el de la 
certidumbre de los derechos reconocidos y garantizados por una norma suprema, esta se 
traduce en que a las normas aprobadas conforme a la propia Constitución se aplicarán 
sin excepción tantas veces como se produzcan los supuestos que ellas mismas prevean. 
En este sentido, todo acto que se aleje del cumplimiento puntual de la norma es conside-
rado a su vez como contrario al Derecho235. 
 
¿Qué quedaría entonces del Derecho de los Estados miembros de la Unión 
Europea? Inicialmente ratificar una vez más los principios de legalidad y, por supuesto, 
de seguridad jurídica. No obstante, cada vez con más intensidad se vislumbran y 
                                               
233 WILKINSON, V., “The New Lex Mercatoria”, en Journal of International Arbitration, nº. 12, 
2002, 1995, pp. 4-9. 
234 PIZZOMO, A., “El orden jurídico y estatal y la globalización”, en Memoria, nº. 103, 2006, pp. 
44-46. 
235 VALADÉS, D., “La No Aplicación de las Normas y el Estado de Derecho”, Revista de Derecho 
Constitucional y Derecho Humanos, 2005, pp. 61 y 62. 
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conectan aquellas relaciones normativas: naturaleza-entorno, constancia-variabilidad, 
estabilidad-cambio implícito-explicito, abstracto-concreto y conformidad-causalidad236. 
Puede afirmarse, por tanto, que los gobiernos y Estados soberanos subsisten con merma 
de autoridad, menor y restringida autonomía fáctica.  
 
Más lento ha sido el proceso de configuración jurídica de un orden jurídico su-
pranacional, pues parte de la lógica que han impuesto las grandes empresas a los distin-
tos procesos de globalización ha sido la de exigir a los gobiernos la más completa de las 
libertades para el movimiento de capitales, lo que se ha traducido en una suerte de 
anarco-capitalismo mundial que ha hecho de la carencia de reglas su nueva y particular 
grund-norm237.   
 
También es cierto que al nacer nuevas normas europeas refuerzan los criterios 
sociales de control, siendo una garantía para el ciudadano. En esencia y siguiendo a 
Faria no encontramos con una carta de identidad política y cultural, homogeneizando 
los criterios legales y instaurando una unidad social indiferenciada238. Europa camina 
hacia una fusión de normas con imperativo ético generalizado. El ciudadano exige nor-
mas de justicia formal239 así como el logro de un orden social justo240. Garrido Gómez, 
refiere: “La certeza y la confianza de los ciudadanos en el Derecho según los parámetros 
del Estado legislativo no encajan fácilmente en un marco jurídico que introduce dife-
rencias injustificadas en sus normas y en los actos de aplicación, de lo que  se desprende 
que la seguridad jurídica actúa como un imperativo dirigido al Derecho con vistas a que 
se vertebre y funcione con regularidad, sin distinciones imprevisibles y arbitrarias”241. 
 
                                               
236 GARRIDO GÓMEZ, Mª. I.,  Las transformaciones del Derecho en la sociedad global, cit., p. 
95. 
237 Según Kelsen, del mismo modo que con las distintas normas y la norma fundamental, mediante 
un orden jerárquico entre los ordenamientos, de modo que el inferior es autorizado por el superior hasta 
llegar al ordenamiento internacional que cumple la función de Grundnorm. Para Kelsen el fundamento de 
la validez del Derecho estatal debe ser buscado en el Derecho internacional, por lo que la paz universal es 
pensable a través de un único ordenamiento jurídico mundial. 
238 FARIA, J. E., El Derecho en la economía globalizada, cit., pp. 127-130. 
239 LIONS, D., “On formal justice”, en ID., Moral Aspect of Legal Theory. Essays in Law, Justicie 
and Political Responsibility, Cambridge University Press, trad. de S. Álvarez, Gedisa, Nueva York, 1998, 
pp. 13 y 14. 
240 FULLER, L., La moral del Derecho, trad. de F. Navarro, Trillas, México, D. F., 1964, pp. 116   
y ss; GARRIDO GÓMEZ, Mª. I., La igualdad en el contenido y en la aplicación de la ley, cit.,  pp. 137 y 
138. 
241 Ídem, p. 140. 
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Para que haya seguridad jurídica, consecuentemente, se requiere que las nor-
mas que se pretenden aplicar en la solución de los conflictos que plantea la globali-
zación, incluyendo la cooperación judicial, estén claramente insertas en los órdenes 
jurídicos nacionales para que no haya dudas sobre su jerarquía normativa. Tal vez este 
sea el principal reto que la globalización plantea en su esfera legal. Beck ha denominado 
‘sociedad de riesgo’ a los bienes de consumo administrado pública y privadamente para 
obtener beneficios, depende de intereses y no de cuestiones objetivas, en definitiva y 
según este autor, la seguridad jurídica puede llegar a ser ficticia242, propone crear  ins-
tituciones internacionales frente a las amenazas globales. Nos hallamos ante una so-
ciedad que no está organizada responsablemente. La misma sociedad que se mueve por 
intereses decide cuáles son los riesgos aceptables y cuáles los peligros inadmisibles243.  
 
3. 6. Derecho penal 
 
Hoy en día, ya se está construyendo (con todas las dificultades inherentes) un 
proceso de globalización del Derecho penal. En Europa, existe un ‘Derecho monetario  
común’ y es probable que en los años siguientes se vaya consolidando un constitucio- 
nalismo supranacional.  De forma más general, incluso se puede ir pensando en la 
creación de una ‘fiscalidad mundial’, que sirviera para financiar a las instituciones inter-
nacionales que actúan para garantizar los derechos fundamentales (la misma ONU en 
general, UNICEF, FAO y OMS en particular)244.  
 
En el Derecho penal hay una amplia gama de normas aplicables a la ex-
tradición, cooperación judicial y ejecución de sentencias penales, incluyendo en muchos 
países la repatriación de reos. Sin embargo, en muchos casos se percibe la falta de le-
gislaciones nacionales que sean suficientes para aplicar muchas de estas normas con su-
ficiente eficacia. En este contexto, el problema de la seguridad jurídica estriba princi-
palmente en saber de antemano cuál es la norma aplicable ante el conflicto y quién es la 
autoridad responsable de su aplicación. 
                                               
242 BECK, U., La sociedad del riesgo global, trad. de J. Albores, S. XXI, Madrid, 2009, pp. 221 y 
222; PRIETO NAVARRO, F., “Sobre los límites y posibilidades de la respuesta jurídica al riesgo”, en 
DA AGRA C., DOMÍNGUEZ  J. L., GARCÍA AMADO, J. A., HEBBERECHO, P. y RECASENS, A. 
(eds.), La seguridad en la sociedad del riesgo. Un debate abierto, Atelier, Barcelona, 2003, pp. 27-46. 
243 GARRIDO GÓMEZ, Mª. I., Las transformaciones del Derecho en la sociedad global, cit., p. 
97. 
244 FERRAJOLI, L., Per una sfera pubblica del mondo, Teoría Política, nº. 3, Turín, 2001, p. 18. 
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En la Unión Europea no era de aplicación el Derecho penal al no existir esas 
competencias y ello en razón a que en el Tratado Constitutivo de las Comunidades 
Europeas (Roma, 1957) no se mencionaba la normativa penal dentro del ámbito com-
petencial de las otrora tiempo denominadas Comunidades Europeas  hasta el punto de 
que, en un primer momento, la única legislación en el ámbito de la cooperación jurídica 
penal se canalizó a través del Consejo de Europa hasta la Sentencia del Tribunal de 
Justicia de las Comunidades Europeas (STJCE) de 21 de septiembre 1989 (conocida 
como “sentencia del maíz griego”). En efecto, con ocasión de dicha sentencia el TJCE 
llegó a la conclusión de que, en orden a la protección de los intereses financieros de la 
Comunidad, las normas sancionadoras comunitarias no eran suficientes, de ahí la ne-
cesidad de que las normas penales internacionales establecieran tipos penales para per- 
seguir aquellas conductas que afectaren a la debida protección de intereses financieros 
de la Unión Europea iniciándose así un largo camino de adaptación en los Códigos pe-
nales europeos. 
  
A partir del Tratado de la Unión Europea hecho en Maastricht el 7 de febrero 
de 1992 se introdujo la cooperación en el ámbito de justicia y asuntos de interior pero, 
con todo, fue realmente el Tratado de Ámsterdam (1997) el que dio un paso decisivo en 
la armonización de los derechos penales nacionales de los Estados miembros al con-
sagrar el llamado espacio de libertad, seguridad y justicia. En efecto, el Tratado de la 
UE (Diario Oficial de la UE de 29 de diciembre de 2006) en su art. 31 e) establece la 
necesidad de fijar normas mínimas relativas a los elementos constitutivos de los delitos 
y de las penas en ámbitos que van más allá de la protección de los intereses financieros 
al extender la cooperación judicial al conocimiento de otros delitos, en particular, la 
delincuencia organizada, terrorismo y el tráfico ilegal de drogas; previsiones todas ellas 
desarrolladas en el Consejo de Viena donde se enumeran los delitos susceptibles de ar-
monización en el ámbito comunitario, mencionándose además de los expuestos, entre 
otros, el de la explotación sexual de menores, corrupción, fraude informático y blanqueo 
de capitales, constituyendo un hito a los efectos examinados el Consejo Europeo de 
Tampere (octubre, 1999) que insistió una vez más en la conveniente aproximación de 
las distintas legislaciones penales.  
 
El Tratado de Lisboa (13 de diciembre de 2007) somete todas las normas 
relativas a justicia y seguridad al control del Tribunal Unión Europea, consagra la posi-
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bilidad en línea con la evolución anteriormente expuesta de adoptar medidas armoni- 
zadoras no mediante Decisiones Marco, como hasta ahora, sino con directivas aproba-
das por el procedimiento legislativo ordinario con dos concretas finalidades, de un lado, 
facilitar el reconocimiento mutuo de resoluciones judiciales y de otro, armonizar las in-
fracciones relativas a delitos con dimensión transfronteriza y otros de especial gravedad 
(arts. 82 y 83 del TFUE). En la materia que nos ocupa destaca la regulación que se hace 
de Eurojust (Decisión del Consejo nº 2002/187/ JAI de 28 de febrero de 2002) refor-
zando sus facultades y previendo que dicho organismo se convierta en el germen de la 
futura Fiscalía europea. La idea de una Fiscalía Europea supone un paso más en la pro-
fundización de las cuestiones de libertad y justicia, estableciendo en su art. 69 E Tratado 
de Lisboa que, para combatir las infracciones que perjudiquen los intereses financieros 
de la UE, se procederá a la creación de una Fiscalía Europea, la cual se constituiría a 
partir de Eurojust y su finalidad estaría centrada en la lucha contra las infracciones que 
perjudiquen los intereses financieros de la Unión Europea, si bien el art. 63.4 deja 
abierta la puerta a la ampliación de una posible persecución de la lucha contra la 
delincuencia grave transfronteriza. En definitiva, la línea seguida por la UE, ha sido no 
la de elaborar un Derecho Penal supranacional, producido por el Parlamento Europeo 
con vigencia en todo el territorio UE sino la de profundizar en la armonización de cier-
tos tipos penales, los más trascendentes desde la perspectiva comunitaria245. ¿Por qué?. 
Atendiendo a Garrido Gómez: “La globalización sobre el Derecho Penal revierte en la 
globalización de la criminalidad, donde las respuestas aportadas desde el interior de las 
fronteras son aún a todas luces insuficientes”246.  
 
La ley del poderoso predomina, no obstante, con la interdependencia dismi-
nuirá considerablemente la ley salvaje del más fuerte247. En la sociedad actual y siguien-
do las enseñanzas de Montesquieu ‘es un dato de experiencia eterna’, que los poderes, 
libres de limites y controles, tienden a concentrase y acumularse en formas absolutas: a 
convertirse, a falta de reglas, en poderes salvajes, De ahí la necesidad no solo de defen-
                                               
245 Como se advierte han sido necesarios muchos años (hasta la reforma parcial del Código Penal 
en el año 1995) para integrar y armonizar el Derecho penal en los ordenamientos jurídicos de los Estados 
miembros. 
246 GARRIDO GÓMEZ, M. I., Las transformaciones del Derecho en la sociedad global, cit., p. 
106. 
247 OLIVAS, E., “globalización y crisis de legitimación del Estado contemporáneo”, cit., p. 58. 
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der, sino también de repensar y refundar el sistema de garantías constitucionales248. El 
capitalismo salvaje que hemos vivido durante esta década ha sido capaz de destruir 
Estados e individuos. La pérdida de la protección social y legal de la gente normal es 
una auténtica amenaza249. 
 
Para que no desaparezca la responsabilidad física por la corporativa, debe co-
nocerse el lugar donde se produce el abuso penal, también quién lo originó. La tecno-
logía actual debería ser capaz de determinar el ideólogo -locus comissi delicti-250, 
porque de lo contrario el asunto que nos lleva a una criminalidad no perseguible y au-
sente de responsabilidad penal en las materias, por ejemplo, de medio ambiente, econó-
micas, etc. Ha surgido una macrocriminalidad imposible de ser sustentada por las pro-
pias mafias, precisando de un soporte político de determinados países. Idea que plasma 
Ferrajoli entendiendo la amenaza que supone para la paz, el futuro y la democracia los 
grandes grupos de poder y, en especial los económicos, lo que finalmente de una u otra 
forma alimentan el miedo y la represividad251.  
 
3. 7. Derecho internacional 
 
Acontecen problemas de asimilación, cuesta hallar fórmulas que de una ma-
nera alternativa puedan combinar los procesos globales con el Derecho internacional de 
los Estados252. En no pocas veces el Derecho global se apoya en el Derecho nacional, 
existe un evidente déficit253. Por Derecho global se entiende un orden jurídico mundial 
que, partiendo de la noción de persona como origen del Derecho, rige las relaciones de 
justicia en la medida en que afectan a la humanidad en su conjunto.  Se trata más bien 
de un sistema de sistemas, de un iuris ordorum ordo que ha de erigirse en ordo orbis en 
                                               
248 FERRAJOLI, I., Poderes salvajes. La crisis de la democracia constitucional, trad. de P. Andrés 
Ibañez, Mínima Trotta, Madrid, 2001, pp. 112-114. 
249 Entrevista a Martin Schulz, Presidente del Parlamento Europeo, vid, periódico El País, de fecha 
05/01/2014, secc, El País Semanal, pp. 24-27. 
250 LAPORTA, F. J., El imperio de la ley. Una visión actual, Trotta, Madrid, 2007, pp. 253 y 254; 
ZAFFARONI, E.R., “Globalización y crimen organizado”. Conferencia de clausura de la Primera Con-
ferencia Mundial de Derecho Penal organizada por la Asociación Internacional de Derecho Penal (AIDP) 
en Guadalajara (México), 22/11/2007 (en www.ciencias penales. net), pp. 7-9.  
251 FERRAJOLI, l., “Criminalidad y globalización”, trad. de M. Carbonell, revisión de P. Andrés 
Ibañez, Boletín Mexicano de Derecho Comparado, t, XXXIX/15, de 2006, pp. 302 y 310. 
252 LAPORTA, F. J., El imperio de la ley. Una visión actual, cit., p. 255; ZAPATERO, P., “Econo-
mía de mercado y derechos humanos. Un estudio sobre la interdependencia de las normas”, en Derechos 
y libertades, nº. 16, 2007, pp. 237-239. 
253 LAPORTA , F. J., El imperio de la ley. Una visión actual, cit., pp. 247-251. 
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la medida en que sea paulatinamente aceptado por todas las comunidades y ciudadanos 
del mundo254. 
 
La rápida implantación de las nuevas tecnologías, la creciente repercusión de 
los medios de comunicación social, el desarrollo de una economía de mercado a escala 
mundial, el protagonismo de una sociedad civil cada vez más consolidada y el deseo 
común de resolver los problemas que afectan a la humanidad -y a la nación-, son algu-
nos de los fenómenos que caracterizan a nuestro irrepetible momento histórico. En su 
ensayo Revitalizing International Law, Richard Falk se quejaba de los juristas, por mos-
trarse tan reacios a los cambios paradigmáticos derivados de la complejidad de la 
sociedad y de los fenómenos políticos255. Y es que la globalización exige una reformu-
lación del Derecho. Una respuesta jurídica adecuada a los nuevos tiempos, para que 
estos no queden aprisionados por normas caducas y pasajeras. Es hora, pues, de un 
Derecho global, como antes lo fue del Derecho de gentes y luego lo ha sido del Derecho 
internacional. Sin el ius gentium no se entiende bien el Derecho internationes, el Inter-
national Law. Y sin el desarrollo de este, no hubiera nacido el incipiente Derecho 
global. Los tres Derechos -de gentes, internacional y global- forman parte de una misma 
familia. Tienen, por tanto, rasgos comunes que los aproximan, pero son diferentes. 
Prueba de ello es que han convivido superpuestos. Roma dio vida al Derecho de gentes; 
la Europa moderna e ilustrada, al Derecho internacional; el mundo del siglo XXI, al 
Derecho global. 
 
El Derecho global es una forma más moderna y adecuada de denominar al 
Derecho Internacional Público. El adjetivo ‘Internacional’, fue inventado por Jeremy 
Bentham -1789-. Los grandes cambios acaecidos desde entonces, y sobre todo el pro-
ceso de globalización de las últimas décadas desde el fin de la guerra fría, justificaban 
buscar un nuevo término. Destaca Rafael Domingo Oslé, la expresión Derecho global 
también sirve para designar una transformación copernicana sucedida en las relaciones 
internacionales desde 1990256. Al mismo tiempo de aparecer nuevos sujetos en la escena 
cosmopolita, se ha generado un consenso básico sobre ciertos principios que deben re-
gular sus relaciones, como rechazo a la guerra y otras formas de violencia, el consenso 
                                               
254 DOMINGO OSLÉ, R., ¿Qué es el derecho global?, Aranzadi, Madrid, 2008, pp. 100-110. 
255 FALK, R., Revitalizing International Law, Hardcover, 1989, pp. 2-6. 
256 DOMINGO OSLÉ, R., ¿Qué es el derecho global?, cit., pp. 120-123. 
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sobre la democracia como mejor forma de gobierno o la necesidad de proteger el medio 
ambiente planetario, entre otros. Dichos principios constituyen rasgos constitucionales 
globales, que han permitido la expansión de las normas de Derecho Internacional y la 
aparición de nuevas ramas dentro de esta disciplina257.  
 
Al respecto Santiváñez Vivanco refiere que el Derecho global es un aporte 
comparable a lo que fue, en su tiempo, el ‘ius commune medieval’ o Derecho Inter-
nacional Moderno258. De allí que la profunda crisis económica en la que nos hallamos 
inmersos, la necesidad de establecer un ‘justicia universal’ y el imperativo democrático 
que se expande por varias zonas del planeta revelan hasta qué punto la humanidad 
necesita de un nuevo orden jurídico capaz de hacer frente a los retos de la mundia-
lización. En tal sentido el citado autor afirmar que “se entiende por Derecho global un 
orden jurídico mundial que, partiendo de la noción de persona como origen del 
Derecho, rige las relaciones de justicia en la medida en que afectan a la humanidad en 
su conjunto. Y es que la globalización exige una reformulación del Derecho, una res-
puesta jurídica adecuada a los nuevos tiempos, para que estos no queden aprisionados 
por normas caducas y pasajeras”259. 
 
3. 8. Derecho del trabajo 
 
El Consejo de Europa desde sus inicios ha dado lugar a diferentes normas que 
conciernen a la problemática laboral, entre las que destacan la Convención Europea de 
los Derechos del Hombre y las Libertades Fundamentales de 1948, la Carta Social 
Europea de 1961, la Convención Europea sobre el Estatuto Jurídico del Trabajador 
Migrante de 1977, el Código Europeo de Seguridad Social de 1964, etc. Actualmente 
los derechos a trabajar han sufrido una constante disminución de prerrogativas, por tan-
to a una pérdida sustancial de derechos consolidados que van fracturándose al depender 
de múltiples factores internos y externos. 
 
                                               
257 ORTEGA CARCELÉN, M., Introducción al Derecho Global, Sial, Madrid 2009, pp. 25-28.  
258 SANTIVAÑEZ VIVANCO. M., Latinoamérica y el Nuevo Derecho Global, en Revista de Fir-
ma de Abogados y Negocios, 2004, pp. 1-12. 
259 Citado por RUEDA ROMERO, Filosofía y Globalización,http://www. derecho. usmp.edu.pe7 
instituto/revista/filosofia-y-la globalizacion-del Derecho.pdf 
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El Derecho del trabajo se alimenta de fenómenos ciertamente locales o nacio-
nales y de otros que trascienden las fronteras de los Estados y que implican necesaria-
mente relaciones que alteran el equilibrio de los sistemas sociales y jurídicos, expuestos 
ante situaciones catalogadas al principio como atípicas y después como normales. Si 
consideramos la integración económica como: Un proceso referido a la globalización de 
mercados que implica varios estatus jurídicos que entrañan diversas formas y represen-
taciones tendientes a vincular las economías entre los diversos países, territorios adua-
neros, con el propósito de eliminar o suprimir restricciones sobre bienes, personas, 
capitales y tecnología para crear instituciones, coordinar políticas comunes y adoptar 
instrumentos comunitarios260. Uno de los graves problemas es que tritura y disuelve la 
territorialidad, y al hacer esto muda, como escribe Ulrich Beck, la intrínseca cualidad de 
lo social, es decir, la sociedad pero también la política, que hasta ahora se habían nutri-
do de territorialidad261.  
 
El Derecho del trabajo presenta una evidente identidad personalista, es el 
sentido y la conciencia de sí como entidad distinta de las otras y continua en el tiempo, 
a su vez actúa como ligazón con el Estado y su soberanía262, de acuerdo con Collins pre-
senta al menos cuatro objetivos 1. Derecho del trabajo como sistema social autorregu-
lado, 2. Derecho del trabajo como sistema de reglas legales en el contexto de políticas 
macroeconómicas dirigidas el incremento de la eficiencia del mercado del trabajo, pero 
también a la introducción de valores sociales en el mercado, 3. Derecho del trabajo co-
mo vehículo de ciudadanía social y de garantía de los derechos individuales de tercera 
generación, 4. Derecho del trabajo como instrumento de política social ligado, en fin, 
con la justicia distributiva263. En el presente, no se dan las condiciones óptimas de segu-
ridad en el trabajo; se abarata el despido y el empresario tiene menor responsabilidad 
                                               
260 PACHECO MARTÍNEZ, F., Derecho de la integración económica, Porrua, México, 1998, pp. 
48-60. 
261 BECK, U., Il lavoro nell ́epoca della fine del lavoro, trad. de T. Einaudi, Torino, 2000, pp. 36-
39. Entre la amplia doctrina sobre el tema de la globalización, véase asimismo, ROBERTSON, R., 
Globalization, Social Theory and Global culture, Sage Publication, Londres, 1993, especialmente los cáp. 
X y XI; RUFINO, A., “Mutamento giuridico, persona e globalizzazione”, en  CESAREO, V. y MAGA-
TTI, M., Le dimensioni della globalizzazzione, Angeli, Milán, 2000, p. 51; CARDOSO, L. A., Mondia-
lisation, globalisation et ses effets sur le travail: vers une nouvelle forme de solidarité participative ou 
l é́tablissement d ́une nouvelle rationalité du travail, Soc. Lav, nº. 66-67, 1997, pp. 269-276.  
262 D ́ANTONA, M., ¿Diritto del lavoro di fine secolo: una crisi di identitá?, en Massimo 
D ́Antona, vol. I, Opere, Milán, 1998, pp. 23-31; BARBERA, M., Dopo Amsterdam. I nuovi confini del 
diritto sociale comunitario, Promodis Italia Editora, Italia, 2000, 89-97. 
263 COLLINS, H., “The Productive Disintegration of Labour Law”, en Ind. Law Journ, nº. 4, 1997,  
p. 295.  
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sobre el riesgo del trabajador264. Vivimos un tiempo en el que los derechos se difuminan 
hasta desaparecer; citando a Baylos Grau, son la consecuencia de la despolitización de 
los procesos regulativos en las relaciones trabajo, los cuales se escapan de la actuación 
estatal y de la regulación que realizan, evitando la emanación de normas que tiene su 
origen en la autonomía colectiva265. También hay un componente ético-empresarial, re-
componiendo el tejido industrial de manera precaria y muy fragmentada, como expone 
Monereo Pérez, caminamos hacia trabajos indignos, precariedad, pobreza, exclusión 
social, asentado en la movilidad de empresas y degradación salarial por el evidente des-
compromiso social y baja intensidad de los defensores sociales del trabajador266.  
 
Los sindicatos pierden capacidad y el Estado solo actúa en momentos de ur-
gencia267. La consecuencia es clara, asistimos a una brutal decadencia de las garantías 
sociales y laborales. 
 
3. 9. Derecho administrativo 
 
Se pueden distinguir cinco tipos principales de regulación administrativa 
globalizada, 1) administración por parte de organizaciones internacionales formales; 2) 
administración basada en la acción colectiva de redes transnacionales de acuerdos de 
cooperación entre funcionarios reguladores nacionales; 3) administración distribuida 
llevada a cabo por reguladores nacionales bajo tratados, redes u otros regímenes coo-
perativos; 4) administración por acuerdos híbridos intergubernamentales-privados; y 5) 
administración por instituciones privadas con funciones regulatorias. En la práctica, 
muchas de estas capas se superponen o se combinan268. Esta reseña de estructuras y 
ejemplos indica que ciertas funciones regulatorias de gran importancia no tienen más un 
carácter exclusivamente doméstico y se han tornado considerablemente transnacionales 
                                               
264 ESTÉVEZ ARAUJO, J. A., El revés del Derecho. Transformaciones jurídicas en la globaliza- 
ción neoliberal, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2006, pp. 119 y 120. 
265 BAYLOS GRAU, A., “Globalización y Derecho del trabajo: Realidad y proyecto”, en Cua-
dernos de relaciones laborales, nº. 15, p. 23; GARRIDO GÓMEZ, Mª. I., Las transformaciones del De-
recho en la sociedad global, cit., p. 111. 
266 MONEREO PÉREZ, J. L., “El Derecho social y del trabajo en el mundo de la Tercera Revo-
lución Industrial”, en CAPELLA, J. R. (coord.), Transformaciones del Derecho en la mundialización, 
cit., pp. 236 y 237. 
267 GÓMEZ GARCÍA, J. A., “El Estado de bienestar en la era de la globalización” en AAVV, La 
globalización y la crisis de los derechos, cit., pp. 84-88. 
268 Vid. sobre la combinación de los diversos niveles en la administración de la UE,  CASSESE, S., 
European Administrative Proceedings, L. & Contemp, Winter, 2004; MEILÁN GIL, J. L., Una aproxi-
mación al Derecho administrativo global, Global Law Press, Sevilla, 2011, pp. 16-30. 
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o globales. Esto es especialmente cierto en el área de la reglamentación, en la cual la 
acción genuinamente internacional se combina con acción por reguladores nacionales en 
redes de coordinación global que complementan e, incluso, a menudo determinan la ac-
ción doméstica, penetrando profundamente de esta forma en los programas y decisiones 
regulatorias domésticas.  
 
Entender la gobernanza global como una forma de administración permite for-
mular muchas de las preocupaciones comunes sobre la legitimidad de las instituciones 
internacionales de un modo más específico y focalizado. Proporciona una distancia crí-
tica útil sobre demandas de déficit democrático de estas instituciones en general y, a 
menudo, demasiado extendidos. 
 
Justamente el Derecho administrativo sirve a los intereses generales atendien- 
do a las normas de eficacia y de legalidad como principio de interdicción de la arbitra-
riedad, objetividad, igualdad ante la ley, libertad de concurrencia, control del gasto pú-
blico, publicidad y transparencia, acceso a la función pública conforme a los criterios de 
mérito y capacidad, participación de los interesados en al adopción de decisiones admi-




El Derecho administrativo examina los fenómenos legales que constituyen la 
administración internacional, busca descubrir, especificar y sistematizar las normas que 
gobiernan esta administración. Cubre en forma efectiva todas las reglas y procedimien 
tos que ayudan a asegurar la accountability de la administración global -trasparencia, 
justificación de actos-, y se concentra en particular en las estructuras administrativas, en 
la transparencia, en los elementos participativos, en el procedimiento administrativo, en 
los principios de una toma de decisiones razonadas, y en los mecanismos de revisión. 
En este sentido, el Derecho administrativo global reúne diferentes ramas del Derecho 
que pertenecen a la administración global pero que han sido tratadas en forma separada 
por mucho tiempo, a menudo por razones conceptuales. Un mejor reflejo de las fuentes 
legales de las prácticas normativas existentes en la administración global podría basarse 
                                               
269 DESDENTADO DAROCA, F., La crisis de identidad del Derecho administrativo. Priva-
tización, huída de la regulación jurídica y Administraciones independientes, Tirant lo Blach, Valencia, 
1999, pp. 108 y 117. 
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en una versión revitalizada del ius gentium que englobaría normas que emergen entre 
una gran variedad de actores y en escenarios muy diversos, en lugar de depender de un 
ius inter gentes construido sobre acuerdos entre Estados. Por tanto, el Derecho adminis-

















                                               
270 MIR PUIGPELAT, O., Globalización, Estado y Derecho. Las transformaciones recientes del 
Derecho Administrativo, Civitas, Madrid, 2004, pp. 210 y 211.  
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                                                 CAPÍTULO III  
 
 
    LOS  DERECHOS HUMANOS Y EL FENÓMENO DE LA INMIGRACIÓN 
 
 
1. CONSIDERACIONES GENERALES SOBRE EL SISTEMA DE DERECHOS  
 
Los derechos humanos están en continua evolución, en proceso de creación, 
enriqueciéndose de aquellos cambios históricos y dependiendo al mismo tiempo de 
ellos, su concepto es situacional. El reconocimiento de los derechos humanos se basa en 
el concepto de la dignidad de la persona, la cual no es superior de un hombre sobre 
otro1. Los derechos humanos son derechos básicos que tienen una relación directa con la 
dignidad, la libertad y la igualdad de la persona2. De lo anterior se deduce que nos 
movemos en el campo de la ética y de los derechos morales cuando proclamamos el 
derecho a una vida digna respetando por tanto, los cauces que lo posibilitan a través de 
los derechos humanos, de ello depende el bienestar posterior y realización de quien los 
demanda. 
 
La proclamación de la noción jurídica de la dignidad de la persona en la Carta 
de las Naciones Unidas (1945) y, por consiguiente, la afirmación de que todo ser 
humano es titular de derechos propios oponibles a todos los Estados, incluso al Estado 
del que sea nacional, trajo consigo una innegable internacionalización de los derechos 
humanos y una extraordinaria innovación en el Derecho internacional, a diferencia de lo 
que ocurría en el Derecho internacional tradicional, la persona ya no puede ser con-
siderada como un mero objeto del orden internacional pues el deber de respetar los 
derechos constituye en el Derecho internacional contemporáneo una obligación erga 
                                               
1 “Todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y están  relacio-
nados entre sí. La comunidad internacional debe tratar los derechos humanos de forma global y de manera 
justa y equitativa, en pie de igualdad y dándoles a todos el mismo peso. Debe tenerse en cuenta la impor-
tancia de las particularidades nacionales y regionales, así como de los diversos patrimonios históricos, 
culturales y religiosos, pero los Estados tienen el deber, sean cuales fueren sus sistemas políticos, econó-
micos y culturales, de promover y proteger todos los derechos humanos y las libertades fundamentales” 
(Conferencia Mundial de Derechos Humanos, Viena, 1993). 
2 MARTÍNEZ DE VALLEJO FUSTER, B., “Los derechos humanos como derechos fundamen- 
tales. Del análisis del carácter fundamental de los derechos humanos a la distinción conceptual”, en  
BALLESTEROS, J. (ed.), Derechos humanos. Concepto,  fundamentos, sujetos, Tecnos, Madrid, 1992, 
pp. 42-44. 
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omnes de los Estados hacia la comunidad internacional en su conjunto3. Naturalmente 
deben rendirse cuentas de aquellos abusos detectados en el incumpliendo y acatamiento 
de las resoluciones internacionales. La Carta presenta ciertas restricciones en la aplica-
ción del Derecho Internacional, en su art. 2.7: “Ninguna disposición de esta Carta auto-
rizará a las Naciones Unidas a intervenir en los asuntos que son esencialmente de la 
jurisdicción interna de los Estados, ni obligará; a los Miembros a someter dichos Asun-
tos a procedimientos de arreglo conforme a la presente Carta; pero este principio no se 
opone a la aplicación de las medidas coercitivas prescritas en el capítulo VII”4. 
 
La concepción universal de los derechos humanos que ha otorgado a la Co-
munidad Internacional la obligación de promoción y protección, no puede eliminar la 
competencia exclusiva que tiene cada Estado para definir cómo tratar a sus ciudadanos, 
pero mediante Tratados Internacionales consagra este trato y lo convierte en valor uni-
versal, estableciendo un plus garantista aunque aún existe una inconstante competencia- 
universal para protegerlos. Los Pactos de los Derechos Civiles y Políticos, Económicos 
y Sociales y la Convención sobre Tortura han precisado Comités Especiales constitui- 
dos por expertos para conocer la situación de los derechos humanos en el mundo y velar 
para garantizar su consagración y respeto a nivel universal.  
 
En un mundo en que la globalización hace convivir con personas de diferentes 
razas, ideologías y religiones el pluralismo en su sentido más amplio será un elemento 
esencial para establecer unas bases de cooperación entre esas personas, cuyos principios 
generales traspasan todas las fronteras. El pluralismo es primordial para que cooperen y 
convivan personas que tienen conceptos diferentes del bien social. Como consecuencia 
se abre para todo ser humano un espacio mayor de libertad a través del nexo comuni-
cativo siendo un fenómeno que revoluciona la comunicación entre los seres humanos 
                                               
3 CARRILLO SALCEDO, J. A., Soberanía de los Estados y Derechos Humanos en Derecho Inter-
nacional Contemporáneo, Tecnos, Madrid, 1999, pp. 131-133. 
4 Cáp. VII, art. 39: “El Consejo de Seguridad determinará la existencia de toda amenaza a la paz, 
quebrantamiento de la paz o acto de agresión y hará recomendaciones o decidirá qué medidas serán toma-
das de conformidad con los art. 41 y 42 para mantener o restablecer 1a paz y la seguridad internacio-
nales”. En esencia viene a decirnos que sin la autorización expresa de un Estado no se puede intervenir en 
materia exclusiva dentro de las fronteras nacionales; VERDROSS, A., “La compêtence nationale dans le 
cadre de l´ONU et l’ índepêndence des États”, en Revue Générale de Droit International Public, 1965, 
pp. 314-316. Los derechos humanos, escribió Verdross, se han transformado en una materia foncièrement 
internationale; CASTRO-RIAL GARRONE, F., “Los derechos humanos y la no intervención en los 
asuntos internos de los Estados”, en Cursos de Derecho Internacional de Vitoria-Gasteiz, Universidad del 
País Vasco, 1990, pp. 165-170, en especial p. 200. 
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haciéndoles más interdependientes entre si. Un proceso de naturaleza apolítica, econó- 
mica y cultural por el que las políticas nacionales tienden cada vez menos a tener peso 
específico y las políticas internacionales cada vez más.  
 
En este sentido, se advierte una aparente paradoja a la que nos enfrentan los 
derechos humanos cuando, por un lado, todos los aceptan en su discurso formal simul-
táneamente que cada vez hay más violaciones de los mismos5. Con lo que, lejos de 
significar mejoras en los índices de desarrollo humano, se aprecian retrocesos 
considerables en el logro de la satisfacción de las necesidades esenciales de una gran 
parte del mundo, violándose principalmente los derechos políticos, sociales y culturales 
en el ámbito de la inmigración6.  
 
Como dijimos en capítulos anteriores, la globalización es preciso contextua-
lizarla analizando la relación estrecha que actualmente existe entre la globalización 
política, cultural, económica y social. La política de derechos humanos es una política 
cultural y hablar de cultura nos remite a diferencia, a particularidad, a identidad. Por 
ello, cabe la pregunta de “¿cómo pueden los derechos humanos ser al mismo tiempo una 
política global y una política cultural?”, respondiendo desde una dimensión más social y 
cultural, refiriéndose a globalizaciones -en plural-, como el “proceso por medio del cual 
una condición o entidad local dada tiene éxito en extender su rango de acción sobre todo 
el globo y, haciéndolo, desarrolla la capacidad de designar a una condición o entidad 
rival como local”7. Así, Boaventura de Sousa Santos refiere diferentes modos de pro-
ducción de la globalización: una globalización desde arriba que incluye al localismo 
globalizado y al globalismo localizado, y una globalización desde abajo que implica el 
cosmopolitismo y la herencia común de la humanidad8. Dependemos de un todo, ello 
nos enriquece y protege. 
 
                                               
5 LUCAS, J. de., “Globalización y Derechos Humanos”, Jueces para la Democracia nº. 32, 1998, 
pp. 3-9; FARIA, J. E., “Democracia y Gobernabilidad: los Derechos Humanos a la luz de la globalización 
económica”, Revista Travesías nº. 1, 1996, p. 21.   
6 FARIA, J. E., “Democracia y Gobernabilidad: los Derechos Humanos a la luz de la globalización 
económica”, cit., pp. 31 y 32; FARIÑAS DULCE, M. J., Globalización, ciudadanía y derechos humanos, 
Instituto de Derechos Humanos “Bartolomé de las Casas” de la Universidad Carlos III de Madrid-
Dykinson, Madrid, 2000, p. 25; FERNÁNDEZ LIESA, C., “Globalización, humanidad y orden inter-
nacional”, Revista Occidente, Octubre 1999, p. 58. 
7 SOUSA SANTOS, B. de., “Hacia una concepción multicultural de los Derechos Humanos”,         
trad. de L. J. Ariza, Revista Análisis Político nº. 20, 1999-2000, pp. 73-75. 
8 Ídem, p. 6.  
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De esta manera, el presente mundo es una amalgama de escenarios, culturas, 
diferencias que nos identificaban, unificando la humanidad, diferenciándonos en aquello 
que debería igualarnos: nuestro derecho a ser humanos y a vivir como tales. La globali-
zación, hace referencia a una serie compleja de procesos en evolución, lejos de interpre-
taciones positivas de expectativa hacia sus efectos, implican que: ‘mientras más se glo-
balizan las relaciones jurídico-económicas, más se localizan o se fragmentan las mani- 
festaciones sociales, laborales y culturales, en las cuales aquellas han de desarrollarse, 
produciendo además una relación desigual entre aquellas y estas’. 
 
La redefinición de las funciones estatales ha influido directamente en su regu-
lación desenvolvimiento y protección. De ahí que el problema principal resida en que 
los derechos económicos, sociales y culturales no se globalizan, ya que chocan con los 
postulados inviolables de la libertad de mercado, la igualdad formal y los derechos in-
dividuales, produciéndose un duro golpe a las propias identidades y al pluralismo. Fruto 
de este problema es el aumento de la desigualdad económica entre los individuos y la 
desigualdad entre países ricos y pobres9. Muchos de los problemas relacionados con los 
derechos humanos tienen su base en los abusos por parte del Estado.  
 
 Los derechos humanos, componen el soporte legitimador del Estado de 
Derecho moderno. El reconocimiento de estos derechos constituye también el funda-
mento de superación del Estado nacional que resguarde los derechos de todos los seres 
humanos10. La reivindicación incondicional de la libertad humana y de los derechos que 
ella implica requiere la posibilidad de asegurar el disfrute efectivo. Para ello es 
necesaria la lucha política y moral a favor de estos derechos. El sentido de los derechos 
humanos pasa por la moralidad del encuentro donde el ‘yo’ se va descubriendo como 
ser moral, subjetividad precedida por los otros, como una dignidad que necesita sostén 
de los demás para ser denominada dignidad humana11. Los derechos del hombre serán 
del hombre, cuando sean de verdad derechos del otro hombre. El problema grave de los 
                                               
9 LIMA TORRADO, J., “Globalización y derechos humanos”, Anuario de Filosofía del Derecho, t. 
XVII, 2000, pp. 44 y 45; MARTÍNEZ de PISÓN, J., “El poder del Estado y los derechos humanos en el 
escenario de la globalización”, Anuario de Filosofía del Derecho, t. XVII, 2000, p. 92; GARRIDO 
GÓMEZ, Mª I., Las transformaciones del Derecho en la sociedad global, Aranzadi, Navarra, p. 12. 
10 CENTRO DE LOS DERECHOS HUMANOS, Ginebra, Status of International Instruments on 
Human Rights, United Nations, Nueva York, 1987. 
11 ULA, Consejo de Europa, Human Rights in International Law, Basic Texts, Estrasburgo, 1985. 
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derechos humanos no es fundamentarlos sino de protegerlos. La garantía de conquista 
está en su institucionalización jurídica, que asegure conservar lo conquistado12. 
 
Derivativamente, la construcción de un paradigma moral universal de los 
derechos está llamada a propagar un sistema de moralidad crítica válido para todos, 
particularizado en cuáles son los que están en juego y los seres humanos pueden 
disfrutar, las obligaciones que se deben cumplir y los objetivos perseguibles13. Su vali-
dez descansaría en el papel desempeñado en las actuaciones de la Comunidad interna-
cional y los Estados nacionales, fundado en el consenso de los participantes conforme a 
reglas que estipulen una mínima objetividad. Con esta directriz, creo que es de gran 
valía la concepción de Rawls de un estándar moral universal presente en todos los 
regímenes decentes que quieren actuar de buena fe en la esfera internacional; y la teoría 
del coto vedado de Garzón Valdés, sobre un núcleo que es ajeno a toda transacción, 
dados un convenio social que salvaguarde intereses privados y un convenio ético que 
salvaguarde el interés común14.  
 
Es a partir de esa universalidad y de esa indivisibilidad, que proviene del saber 
que las necesidades humanas no son solo físicas sino también espirituales, que podemos 
hoy afirmar y proclamar un orden internacional en el cual, aún con sus ambivalencias y 
peligros, se construye una agenda que gravita por entero bajo el denominador común de 
la dignidad humana15, de la guarda de la libertad y de la preservación de la propia exis-
tencia de nuestra generación y de las que están por venir.  
 
1. 1. Efectos de la globalización sobre el sistema de derechos 
 
De Lucas sostiene, analizando las concepciones ortodoxas del neoliberalismo 
económico, que la lógica del capital, que sería la del mercado y la tecnología, impone 
                                               
12 HABERMAS, J., La inclusión del otro, trad. de J. C. Velasco Arroyo y G. Vilar Roca, Paidós, 
Barcelona, 2000, p. 175. 
13 GARRIDO GÓMEZ, Mª I., “Fundamentos e instrumentos de la regulación globalizadora de los 
derechos fundamentales, Revista Telemática de Filosofía del Derecho, nº. 11, 2007-2008, p. 28. 
14 GONZÁLEZ AMUCHASTEGUI, J., “¿Son los derechos humanos universales?”, Anuario de 
Filosofía del Derecho, t. XV, 1998, p. 51. Véase además GARZÓN VALDÉS, E., “Cinco confusiones 
acerca de la relevancia moral de la diversidad cultural”, Claves de razón práctica, nº. 74, 1997, pp. 10 y 
11; RAWLS, J., El Derecho de gentes y “Una revisión de la idea de razón pública”, trad. de H. Valencia, 
Paidós, Barcelona, 2001, pp. 49, 93 y 94.  
15 LILLICH, R. B. y NEWMAN, F. C. (eds.), International Human Rights, Litte, Brown and Co., 
Boston, 1979. 
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necesariamente un orden global caracterizado por la libre circulación del capital (más 
que de cualquier mercancía) y el desarrollo de los elementos institucionales propios    
del libre mercado; tiene como resultado una redefinición del Estado y sus funciones16. 
 
Como sabemos, la globalización se trata de un fenómeno esencialmente econó- 
mico que se concreta en otros niveles, divisándose el proceso de integración económica 
que tiene como rasgos característicos la liberalización de aquellos mercados. Desde el 
punto de vista ideológico, la globalización actualmente se funda en bases neoliberales 
que significan la reproducción a escala mundial de las diferencias que este modelo 
económico acaba generando, la concentración de riquezas en aquellos que son dueños 
del capital. La base neoliberal contiene la importancia del individuo, el papel limitado 
del Estado y el valor del mercado libre. Ese enfoque afirma que si los individuos pueden 
libremente perseguir sus propios intereses, las consecuencias colectivas serán mucho 
más beneficiosas que la acción gubernamental. En síntesis, el neoliberalismo, puede ser 
definido como la creencia en que la intervención gubernamental usualmente no fun-
ciona y que el mercado usualmente sí lo hace. El peligro que encierra es aceptar que no 
es posible lograr una sociedad más justa; para que algunos accedan a los beneficios del 
desarrollo se hace necesario que otros vivan para siempre en condiciones de miseria 
inaceptables. Si bien la globalización en si misma no es impedimento, para que esta se 
amplíe son necesarios una serie de condiciones imprescindibles e ineludibles, no olvi-
demos, en el liberalismo económico: el mercado es quien debe crear la justicia y defen- 
der al débil. El modelo socialdemócrata aboga porque sea el Estado quien debe proteger 
la justicia y resguarde a los más débiles.   
 
Resulta evidente afirmar que si hay un localismo que se globaliza mediante la 
dominación y la imposición frente a otros localismos; hay, por ende, determinados 
factores, ideologías, modelos, individuos que globalizan, mientras otros se marginan. 
Podemos decir que se globaliza la democracia representativa formal, pero solo en su faz 
política y no social ni económica. Se globaliza un modelo de Estado mínimo, priva-
tizado de democracia formal compatible con el libre mercado y las políticas neoliberales 
y luego postergan otras formas de gobierno mucho más débiles; un modelo que habla de 
las garantías de la vida, el bienestar de la mayoría de la humanidad, concentrando el 
                                               
16 LUCAS, J. de., “La globalización no significa universalidad de los derechos humanos (En el 50 
aniversario de la Declaración del 48)”, Jueces para la democracia, nº. 32, 1998, p. 3. 
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capital en escasas manos y aumentando desmedidamente las diferencias entre los polos 
mundiales de riqueza y pobreza, globalizando el valor de eficiencia sobre el valor de la 
igualdad y la justicia; un determinado modelo de organización laboral, de flexibilización 
de las otrora garantías laborales, de desaparición de las conquistas sindicales, de empre-
sas transnacionales con capital difuso, normales entre los países pobres que más condi-
ciones de dividendo y menos de derechos laborales y de presión fiscal le ofrezcan, un 
modelo que margina el trabajo como una actividad que permite desarrollar instancias 
sociales colectivas, apropiación del espacio y estructuración de estrategias para llevar 
adelante planes de vida elegidos.  
 
Se globalizan modelos de rapacería entre los países pobres como política de 
supervivencia, moldes que alimenta la corrupción de dirigentes políticos y sindicales, 
provocando que muchas naciones llamadas semiperiféricas, ya mencionadas, se vean 
obligadas a modificar sus legislaciones profesionales y tributarias, haciéndolas menos 
proteccionistas hasta el punto de competir entre ellas, para conseguir el mejor tipo de 
inversión extranjera en sus territorios, obligados a privatizar masivamente industrias, 
servicios nacionales, a producir verdaderos infracciones ecológicas y, en síntesis, a em-
pobrecerse económica y culturalmente, alienando la escasa solidaridad entre los países 
pobres del mundo; también las fronteras de los capitales y el dinero, pero no se globa-
lizan las fronteras para las personas o, mejor dicho, para todas las personas con indepen- 
dencia de su raza o etnia, de su situación social y económica, de su religión, con lo que 
se genera un ignorado tipo de apátridas, emigrantes económicos, carentes de una iden-
tidad como consecuencia de su falta de competencia económica y de su imposibilidad 
para aglutinarse a los mercados de consumo.  
 
 La cultura occidental, mediante el proceso de globalización, va dirigiendo a 
determinados modelos: político, económico, jurídico y cultural. Se globaliza, de esta 
forma, un modelo de sociedad muy fragmentada y aislada donde se mina el concepto de 
humanidad como iguales en la diferencia, para marginarse la humanidad como cuerpo 
social, como igual garantía frente a la discriminación, afirmando diferencias que permi-
tan la identidad y autonomía. Con todo lo cual, se globaliza una figura local pero se 
margina toda cultura que pueda resultar emancipatoria para el hombre, pudiendo con-
vertirse en constante obstáculo de dominación. Por consiguiente se presenta como un 
revés a la independencia. 
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Los derechos humanos se enfrentan a cambios sustanciales. Su protección es 
esencial, de aquí se desprende que, como señala Pérez Luño, ya ha dado lugar en la 
teoría jurídico política a una perenne tensión entre la reivindicación de reconocimiento y 
protección de los derechos humanos y las tendencias inherentes a la existencia o auto-
ridad política y al ejercicio del poder17. 
 
Esto constituye la gran paradoja puesto que globalizar injustamente equivale a 
presentar un  modelo de dominación, que va de la mano de economías presentadas con 
discursos de defensa de los derechos del hombre, pero con políticas que configuran fla-
grantes violaciones. Un modelo de globalización con pretensión de universalidad, pero 
que imposibilita la universalización de la satisfacción de insuficiencias cardinales a 
millones de seres humanos, aumentando inexorablemente las desigualdades económicas 
mundiales. Los derechos humanos condicionados por el actual contexto de globaliza-
ción son la base ética y moral y, tienden a desempeñar las funciones emancipatorias, rei-
vindicativas, compatibles con derechos individuales y universales, siendo un asistente 
indispensable.   
 
Lamentablemente existen muchos países que actualmente violan impunemente 
estos derechos básicos o vacían de contenido reivindicatorio, de crítica, de acción 
emancipadora, y se han integrado asimilando el discurso hegemónico. Siguiendo esta 
línea podremos concluir que los derechos humanos en lugar de transformar la función 
de legitimación del poder, se transforman en herramientas de ese poder otorgándole 
mayor legitimidad y convirtiéndose en la estrategia discursiva funcional del capitalismo 
neo-liberal y la democracia. Por todo ello, y ubicando  el actual escenario de la globali-
zación económica, cultural y política, puede considerarse como el gran reto que tienen 
los derechos humanos del siglo XXI, la posibilidad de convertirse en estrategia de 
emancipación. 
 
De estas reflexiones resulta otra. Se trata de la pregunta ¿por qué la urgencia 
de la garantía de los derechos humanos hoy? Por supuesto, hay muchas razones. Pero 
hay una razón muy vinculada con el hecho de la globalidad de la tierra, hoy la con-
tinuidad de la propia humanidad no se puede asegurar sino por medio del fomento de 
                                               
17 PÉREZ LUÑO A. E., Los derechos fundamentales, Tecnos, Madrid, 1991, pp. 212 y 213. 
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una sociedad capaz de garantizar en grado amplio estos derechos humanos. La supervi-
vencia no se puede asegurar ni por simples tecnologías sociales ni por escuetos cálculos 
de gobernabilidad. En este sentido sería un problema del ser humano en cuanto sujeto.  
 
1. 2. Globalización versus universalización de los derechos 
 
La globalización no es un proceso neutral, para Petrella, por ejemplo, hay una 
coalición de intereses que pretende “desinventar el Estado del bienestar” e imponer unas 
nuevas reglas, las llamadas “Nuevas Tablas de la Ley”: la mundialización, innovación 
tecnológica, liberalización,  desreglamentación, privatización y competitividad’18. Unas 
actúan como los imperativos fundamentales y las otras como medios para obtenerlos. 
Según estas nuevas legislaciones, el mundo se compone de una serie de mercados por 
conquistar; no de sociedades ni de poblaciones con historia, cultura, necesidades y 
proyectos. Antes que la sociedad, lo que cuenta es el mercado19. Como afirma Falk, es 
la globalización orientada y dirigida desde arriba (globalization-from-above), de quienes 
se sitúan en la cúspide de la nueva estructura del poder global. Esta es la globalización 
que hay que criticar, de la que hay que mostrar sus contradicciones y falacias y 
denunciar sus consecuencias injustas con respecto a los derechos humanos. Y, frente a 
ella, hay que presentar las líneas maestras de la otra globalización, de las alternativas 
posibles, en suma, de esa otra globalización que no tiene por criterio el beneficio, ni por 
actores los managers, los directivos de las multinacionales o los políticos seguidores del 
nuevo discurso del capital y de la revolución tecnológica. La otra globalización procede 
desde abajo (globalization-from-below) y tiene por objeto la formación de una sociedad 
civil global y sus sujetos más activos a los movimientos sociales y sus organizaciones, 
sobre todo, las ONG20. 
 
El tema de lo global o de la globalidad no ha sido ajeno al desarrollo de la 
filosofía y de las ciencias sociales; se puede afirmar que el problema de la globalidad 
acompaña el discurso de la modernidad y a su propia crítica. Si bien será cierto que, en 
los años ochenta comienza un uso más extensivo e intensivo del término globalización, 
no por ello significa que esta sea la gran característica fundamental de lo novedoso del 
                                               
18 PETRELLA, R., El bien común, Debate, Madrid, 1995, p. 83.  
19 LASH, C., La rebelión de las élites (y la traición a la democracia), Paidós, Barcelona, 2005, pp. 
98-102. 
20 Vid. FALK, R., “Predatory Globalization. A Critique”, PolityPress, Cambridge, 1999. 
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mundo; ya desde la segunda posguerra y en especial de los años sesenta en adelante 
existe lo que podemos conceptuar como una conciencia de globalidad, o bien conciencia 
de las dimensiones alcanzadas por los problemas o amenazas globales. Tal cognición no 
es solo teórica o analítica sino inclusive existencial y se relaciona en su momento con la 
primera amenaza mundial; la bomba atómica, con sus posibilidades de destrucción 
masiva y global, a este avance desproporcionado y depredador del excedente social liga-
do a los intereses del complejo militar-industrial norteamericano, se acompañan la de-
senfrenada competencia armamentista y el crecimiento de un mercado global de medios 
de destrucción y unas empresas de seguridad global. Continúa en un segundo momento 
con la conciencia de la gravedad de la crisis ecológica y los problemas del medio 
ambiente, discutidos en profundidad después de la Conferencia de Estocolmo y la publi-
cación de Los límites del crecimiento, tal y como en su momento lo confirmó Edgar 
Morin21, a pesar de las insuficiencias de estos debates y sus restricciones disciplinarias, 
el desarrollo de la conciencia ecológica constituyó un primer paso que podría llevarnos 
a una nueva forma de especular globalmente.  
 
Seguirán posteriormente temáticas tales como el perfeccionamiento de la 
tecnología genética, la exclusión de la población como amenaza global, etc., problemas 
que van adquiriendo un consenso constituyendo una cuestión de la globalidad. Pero 
incluso desde este punto de vista, en alguna ocasión las ciencias sociales tendrán que 
dar cuenta de la apropiación casi automática o religiosa de una expresión que se instaura 
en los medios empresariales, las escuelas de negocios y los estudios del marketing y del 
management empresarial de los Estados Unidos. Conviene recordar también a Herbert 
Marcuse, quien publicará a finales de los años sesenta una obra que convulsiona22 que 
servirá de apoyo a tesis posteriores como la de Franz Hinkelammert23. Marcuse, en su 
ensayo quiere catequizar la crítica de la doctrina del Estado total autoritario, pero 
demostrando que el propio liberalismo comparte los supuestos del totalitarismo, es así 
que nos será de utilidad para ilustrar lo que podemos calificar como la totalización to-
talitaria del automatismo de mercado, que no sería sino otro nombre para hacer refe-
                                               
21 MORIN, E., Los límites del crecimiento, trad. de G. Solana, Fondo de Cultura Económica, 
México, 1975, p. 447. 
22 MARCUSE, H., La lucha contra el liberalismo en la concepción totalitaria del estado, trad. de 
M. Sacristán, Tiempo Nuevo, Caracas, 1970, pp. 89-131. 
23 HINKELAMMERT, F., Determinismo, caos, sujeto, trad. de Y. Gurovich, DEI, San José (Costa 
Rica), 1996, pp. 235-277. 
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rencia a la globalización, aunque no se trata solo de una diferencia terminológica sino 
conceptual.  
 
Para Marcuse: “El Estado totalitario exige la obligación total sin admitir que se 
cuestione la verdad de tal obligación”24, lo mismo puede plantearse con respecto al pre-
dominio del mercado total. Siguiendo a Karel Kosik estamos en presencia de una tota-
lidad (abstracta), entendida de manera unilateral y no dialéctica, heredera de corrientes 
idealistas del siglo XX que reducen la triple dimensión de la totalidad como principio 
metodológico, a una única dimensión: “La relación de la parte con el todo”; desemboca 
en dos trivialidades: todo está en conexión con todo (la globalización como totalización 
del automatismo del mercado todo lo modifica) y ‘el todo es más que las partes’ (viendo 
esta analogía, la globalización no puede ser modificada por nada, antes bien exige la 
adecuación de las partes)25.         
                                                                                   
Del análisis de Hinkelammert quisiera recuperar tres ideas. La primera de ellas 
tiene que ver con el ambiente cultural, el pensar crítico ha pretendido reprimirse desde 
la propia afirmación de vivir el tiempo de la crisis de los grandes relatos, de que 
estamos en presencia de la crisis de los paradigmas, sin embargo, Hinkelammert plantea 
que el discurso de las crisis de los paradigmas encubre la confirmación de un conoci-
miento inauditamente dogmatizado y henchido de irreversibilidades o forzamiento de la 
historia: el paradigma del mercado: “Es en nombre de este paradigma que se arroja en 
contra de todo ser pensante la tesis de la crisis de los paradigmas”26. En segundo lugar, 
los universalismos abstractos son posiciones de intereses minoritarios o, si se quiere, 
posiciones de clase de clases dominantes, tiene que ser por un criterio universal frente a 
este universalismo abstracto. Este es precisamente el problema actual. En tercer lugar, 
Hinkelammert cree positivo dividir el mercado mundial mediante una lógica de lo plural 
siendo una condición imprescindible de un proyecto de liberación, pluralizar sin frag-
mentar en estancos a la sociedad.  
 
 Retornando a De Lucas, la globalización es la férrea imposición del modelo 
capitalista, en contraste, el universalismo estaría enfocado al progreso moral de los 
                                               
24 MARCUSE, H., La lucha contra el liberalismo en la concepción totalitaria del estado, cit., p. 
127. 
25 KOSIK, K., Dialéctica de lo concreto, trad. de A. Sánchez, Grijalbo, México, 1967, pp. 54-56. 
26 HINKELAMMERT, F., Determinismo, caos, sujeto, cit., p. 239.  
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individuos que lo aceptan27. Lo que viene a confirmar siguiendo con el autor, que la 
contradicción existente entre globalización y universalización es, en suma, la que existe 
entre lógica del mercado y la de los derechos universales de todos los seres humanos, 
constituyéndose en una suerte de apoteosis del capitalismo que construye su discurso 
legitimador.  
 
Para el pensamiento crítico ha sido cuando menos difícil y constituye un reto 
importante el establecer un distanciamiento de un prototipo que tiende a ser asumido 
como la razón establecida. Lograr superar estos aprisionamientos aparece como una 
necesidad para intentar avanzar en la construcción de alternativas teóricas y prácticas. 
Distanciarse del concepto de la globalización y de su discurso, o cuando menos evitar 
una apropiación acrítica del concepto, exige hacerlo no solo desde el nivel teórico, o a 
partir de un corpus teórico, sino desde una disposición cognoscitiva, epistemológica, 
profundizando en el nivel de los presupuestos que permiten su construcción. 
 
Por las razones anteriores, los grupos vulnerables aumentan el grado de desven-
taja y desprotección, siendo uno de los más afectados el de extranjeros inmigrantes que 
se enfrentan a un futuro muy inseguro.  
 
2. ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES FACTORES QUE INCIDEN EN LOS 
FENÓMENOS MIGRATORIOS A NIVEL MUNDIAL  
 
Entre los primeros marcos analíticos más formales para entender el fenómeno 
migratorio se cuenta con el modelo clásico de Harris y Todaro; una de sus aportaciones 
fue explicar por qué aún con elevadas tasas de desempleo una región puede atraer 
migrantes. En este modelo se analizan las decisiones de migración de un sector hacia 
otro. También las motivaciones28. Por ejemplo, Schlottmann y Herzog encuentran que 
la educación y la edad son de las características más importantes que determinan la 
                                               
27 LUCAS, J. de., “La globalización no significa universalización de los derechos humanos (En el 
50 aniversario de la Declaración del 48), cit., pp. 3-4. 
28 HARRIS J. y M. TODARO, M., “Migration, Unemployment and Development: A Two-Sector  
Analysis”, American Economic Review, vol. I, nº. 60, 1970, pp. 126-42; DE HAAS, H, “International 
migration, remittances and development: myths and facts”, Third World Quarterly, vol. XXVI, nº. 8, 
2005, pp. 1.269-1.284; STARK, O. y E. TAYLOR, “Relative Deprivation and International Migration”, 
en Demography, vol. XXVI, nº. 1, 1989, pp.12-29. 
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migración inicial y la migración repetitiva, y que el desempleo incide en la decisión29. 
Para Piore, la migración es generada por una demanda permanente de fuerza laboral, 
inherente a la estructura económica y al desarrollo de las naciones; sugiere que la migra-
ción se origina principalmente por factores de atracción en las regiones receptoras30. 
Ideas que son refrendadas por Ravenstein en sus conocidas leyes31. Hoy además, se 
parte de información veraz a través del mass media -medios de comunicación- lo que 
facilita el desplazamiento con ‘cierta seguridad’ a cualquier del planeta y reduce como 
señala Massey los costos y los riesgos; posibilita, asegura los retornos esperados32.  
 
Pero evidentemente existen otras causas que obligan a desplazarse. Situaciones 
indeseadas, que sobrevienen en el circulo familiar y que no pueden ser solventadas por 
el Estado, abandonando al ciudadano y dejándolo desprotegido ante la adversidad. 
       
La emigración se ha convertido en un fenómeno global que implica a todas las 
naciones, ya sean países de salida, tránsito o de llegada. Inquieta a millones de seres 
humanos. Entre las personas particularmente afectadas, se encuentran los más vulne-
rables: migrantes indocumentados, refugiados, quienes buscan asilo, desplazados a cau-
sa de continuos conflictos violentos en muchas partes del mundo, y las víctimas -en su 
mayoría mujeres y niños- del terrible crimen del tráfico humano. 
 
El mundo que conocemos se enfrenta a innumerables retos humanos. Muchos 
Estados fallidos, colapsados, son particularmente responsables de la vulnerabilidad ciu-
dadana33. Limitados por los acontecimientos externos e internos incumplen los trata-dos 
                                               
29 SCHLOTTMANN, A. y HERGOZ, H., “Employment status and the decision to migrate”, Re-
view, of Economics and Statistics, vol. LXIII, nº. 4, 1981, pp. 590-598; Naciones Unidas, “Trends in 
Total Migrant Stock: The 2005 Revision”, Population Division of the Department of Economic and 
Social Affairs of the United Nations Secretariat, 2006. 
30 Vid. PIORE, M., “Birds of Passage: Migrant Labor in International Societies”, Cambridge Uni-
versity Press, Cambridge, 1979. 
31 ARANGO, J., “Las ‘Leyes de las Migraciones’ de E. G. Ravenstein, cien años después”. Revista 
Española de Investigaciones Sociológicas, nº. 32, 1985, 18-68.  
32 MASSEY D., ARANGO, J., HUGO, G., KOAOUCI, A., PELLEGRINO, y A. TAYLOR., 
“Theories of International Migration: A review and Appraisal”, Population and Development Review, vol. 
XIX, nº. 3, 1993, pp. 431-466. 
33 RICE, S. y STEWART, P., Index of state weakness’ in the development world, The Brookings 
Institution, Nueva York, 2008; FUKUYAMA, F., La construcción del Estado: hacia un Nuevo orden 
mundial en el siglo XXI, trad. de Mª Alonso, Ediciones B, Barcelona, 2004, pp. 50-87. 
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internacionales en materia de derechos humanos. Simplemente no pueden hacer frente a 
las responsabilidades políticas y sociales34. 
 
Ante estos escenarios injustos la comunidad internacional tiene la obligación 
de proteger y velar por las personas indefensas, tutelando los derechos humanos, prote-
giendo la dignidad humana con un marcado carácter universal. Los derechos humanos 
son indivisibles e interdependientes, lo que significa que su aislamiento o el tratamiento 
que privilegie a alguno de ellos en detrimento de los demás, representa una arbitrariedad 
que necesariamente produce desorden e iniquidad. 
 
El estudio de la migración ha cobrado mayor relevancia a nivel mundial. Entre 
1980 y 2010, el número de migrantes internacionales aumentó aceleradamente en más 
de 110 millones, es decir, registra un incremento de más de dos veces en ese período; 
llegando a 214 millones de personas,  representando el 3.1% de la población mundial. 
La base de estas migraciones, suele ser siempre el factor económico por las diversas 
causas que asolan sus territorios. Por ejemplo, en 2010 siete países: Estados Unidos, 
Federación Rusa, Alemania, Arabia Saudita, Canadá, Francia, Reino Unido y España 
concentraban a 47% de los migrantes internacionales, cuando una década previa, esta 
proporción era de 39%. Lo cual muestra una percepción de los migrantes sobre los luga-
res en donde existen oportunidades de desarrollo laboral. Pero depende normalmente de 
las necesidades puntuales y periódicas del país de aceptación. Puede parecer injusto 
pero es una realidad social. 
 
Esta problemática, aún irresuelta por los Estados en cuanto al acogimiento, 
lleva decenas de años en el escenario mundial, sin encontrar soluciones, aunque palia y 
parchea momentáneamente las desgracias de quien vive en el mundo subdesarrollado. 
No son pocas las declaraciones internacionales que bienintencionadas apuntan solucio-
nes donde prevalezca el carácter humanitario: 
 
Uno de los grandes protectores de los derechos humanos fue el Presidente de 
los Estados Unidos Franklin D. Roosevelt. Defendió ante el Congreso norteamericano 
                                               
34 CHARLES T. C., “The Fallacy of the Failed State”, Third World Quarterly, vol. XXIX, nº. 8, 
2008, pp. 1491-1507; CHOMSKY, N., Estados fallidos, trad. de G. Dols, Ediciones B, México, 2008, pp. 
60-95; MIGDAL, J. S., Estados débiles, Estados fuertes, Fondo de Cultura Económica, México, 2011, pp. 
18-25. 
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mediante el llamado Discurso de las Cuatro Libertades (Four Freedoms Speech), los 
derechos que asisten a los ciudadanos libres. En aquellos momentos la II Guerra Mun-
dial ofrece un panorama desolador. Roosevelt, propuso necesario respetar en cualquier 
lugar del mundo cuando terminara la confrontación las libertades de expresión, culto, li-
bres de miseria y de temor35. Influyó decisivamente en la independencia del Continente 
africano de donde surgen las mayores migraciones masivas en la actualidad36.  
 
2. 1. Desastres naturales, conflictos bélicos, discriminación étnica y 
religiosa 
 
La Secretaría General de Personas Desplazadas de la ONU, define a los des-
plazados como. “personas o grupos de personas que se han visto forzadas u obligadas a 
escapar o huir de su hogar o de su lugar de residencia habitual, en particular como re-
sultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones de violencia 
generalizada, de violaciones de los derechos humanos o de catástrofes naturales o pro-
vocadas por el ser humano, y que no han cruzado una frontera estatal internacionalmen- 
te reconocida”37. 
 
                                               
35 El discurso se produjo el día 6 de enero de 1941. Ofrece especial relevancia mencionar que las 
dos primeras ideas ya estaban vivas en  la primera enmienda de los Estados Unidos, no así la tercera y 
cuarta, en especial la tercera de largo recorrido que supera valores tradicionales al implicar una apertura a 
derechos sociales y económicos (nivel de vida adecuado) dotar a los derechos fundamentales de 
perspectiva internacional y anticipar el concepto de ‘seguridad humana’, asunto que será asumido como 
imprescindible por el PNUD. La expresión freedom from fear and want -libertad de vivir sin penuria-, 
inequívocamente tomada del discurso de Roosevelt, figura también en el Preámbulo del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 y en el del Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales, de la misma fecha. Tras la muerte de Roosevelt, y por medio de la 
importante intervención de su viuda Eleanor, el concepto de las ‘Cuatro libertades’ influyó en la 
redacción de la Carta de las Naciones Unidas, aprobada el 26 de junio de 1945 y, de modo muy explícito, 
en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, proclamada el 10 de diciembre de 1948 y cuyo 
comité de redacción fue presidido por la Sra. Roosevelt. 
36 También en 1941 Roosevelt y Churchill se reunieron para firmar la Carta del Atlántico. El arti-
culado introdujo la autonomía de las colonias imperiales africanas. Por lo tanto, tras la confrontación, el 
Reino Unido se vería presionado a cumplir lo pactado junto a Francia, principales ‘propietarios’. La 
devolución pacífica se realizó mediante protectorados o neocolonialismo. La descolonización tuvo lugar 
entre 1945 y 1975, empezando con la independencia de Pakistán e India del Reino Unido en 1947, cul-
minando con la autodeterminación de las colonias portuguesas en África. El Continente negro ha pade-
cido y al presente, sufre con mayor intensidad, desastres naturales, belicismos y discriminación étnica y 
religiosa. 
37 ACNUR, ¿Quién se encarga de esta gente?, Refugiados, nº. 105, 1999; MALGUESINI, G. y 
JIMÉNEZ, C., Guía de conceptos sobre migraciones, racismo, interculturalidad, Los libros de la Ca-
tarata, Madrid, 2000, p. 406; PETERSEN, W., “A General Typology of Migration”, en American Sociolo- 
gical Review, vol. XXIII, nº. 3, 1958, pp. 256-266.  
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En la actualidad, la población que debe abandonar su lugar de origen por 
problemas generados por las catástrofes naturales, es superior a los desplazados por 
conflictos bélicos, causas políticas o socioeconómicas. Reciben el nombre de ‘despla- 
zados ambientales’. Normalmente el motivo es consecuencia de fenómenos naturales 
que inciden en territorios, viviendas, equipamientos, infraestructuras donde habitan. El 
calentamiento del planeta, incendios, erosión, desertificación, deforestación, terremotos, 
sequía, huracanes, ciclones, monzones, tifones, inundaciones, generan hambrunas y ca-
rencia de recursos como consecuencia enfermedades y exilios38. Obviamente se trata de 
emigraciones forzadas, imprescindibles para poder subsistir39. 
 
 No queda por tanto otra solución que trasladarse y migrar a otros lugares 
mientras estos episodios dramáticos son superados por el Estado. Resulta asombroso 
que en la era de la tecnología y el desarrollo a nivel planetario provoque en algunos ca-
sos el desplazamiento de millones de personas arrastrados hacia una vida mísera40. 
 
Los datos manejados por Naciones Unidas en 2012 exponen desplazamientos 
superiores a los 25 millones de personas. Por mostrar ejemplos recientes -2012- solo 
hubo dos grandes terremotos, pero supusieron un importante número de desplazados. En 
Yunnan -China- ascendieron a 185.000 desplazados; Filipinas 182.000; el paso del hu-
racán Sandy, dejó en Cuba 350.000 personas si hogar. La mayoría de los desastres me-
dioambientales se originan en el África Subsahariana (Chad, Níger, Nigeria o Sudán del 
Sur), donde este año -2012- se desplazaron algo más de 7,5 millones de personas, o 
Asia (Pakistán, India, Filipinas, China o Bangladesh) con 20 millones de migrantes en 
todo el mundo41. La mayor parte de las personas que conforman estas poblaciones son 
pobres y de origen rural, con una abrumadora presencia de mujeres y niños42 que son el 
futuro de los Estados; solamente el 15% de la población mundial vive en el mundo 
próspero. 
                                               
38 http://climaticocambio.com/el-implacable-avance-del-cambio-climatico-aumentara-losdesplaza 
dos- en-el-mundo/ 
39 MORTON, A, BONCOUR, P. y LACZKO, F., “Seguridad humana y desafíos políticos”, en Mi-
graciones forzadas, Universidad de Oxford, nº. 31, 2008, pp. 5-8; STAVROPOULOU, M., ¿“Un mar de 
definiciones”?, en Migraciones forzadas, Universidad de Oxford, nº. 31, 2008, pp. 11-13. 
40 ARGEREY, P., El fenómeno de la inmigración en Europa. Perspectivas jurídicas y eco-
nómicas, Vilar-Dykinson, 2005, pp. 11-70.  
41 DOORMAN, L., “Migraciones humanas por causas ambientales: secuelas del cambio global 
antropogénico”, Ambiociencias, 2012, pp. 8-11. 
42 KOM, D., “Exodus within borders. An introduction to the crisis of Internal Displacement”, en 
Brookings Institution Press, Washington, 2000, pp. 13-15. 
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Nuestro planeta está sometido a severos cambios atmosféricos; resulta inhós-
pito sobre todo para las poblaciones escasas en recursos. Las cifras actuales de refugia-
dos y desplazados no tienen precedentes, y las previsiones van empeorando año tras 
año, tal y como expone la ONU, el horizonte es desalentador para la próxima década43. 
 
Los devastadores conflictos bélicos contribuyen de manera relevante al éxodo 
de las poblaciones. Más de 7 millones de personas, se enfrentan a exilios prolongados. 
En una situación denominada de auxilio mixto: países de origen, receptores y donantes 
suelen ser incapaces de ponerse de acuerdo en el tratamiento que debe darse a quien ca-
rece de recursos para subsistir44.   
 
En las últimas décadas se ha producido una profunda transformación en las 
características de estos desplazamientos humanos: un claro aumento en la magnitud, 
rapidez y extensión geográfica de los flujos y una diversificación en sus causas. En 
estos cambios tienen un papel destacado las nuevas formas de combatir, la proliferación 
de armas ligeras y minas antipersonas y la utilización de expulsiones masivas como ar-
mas de guerra45. 
 
La mayor parte de los conflictos armados desatados desde 1990 han sido 
guerras internas en los países del Tercer Mundo, con características específicas que los 
diferencian de los conflictos del reinado de la Guerra Fría. Solamente en el período 
1989-1998 han sucedido 108 conflictos armados en 73 localidades del mundo. En el 
principio del nuevo siglo, 36 de ellos están todavía en curso. (...) La diferencia entre 
población civil y fuerzas militares se ha tornado poco clara, y los actores estatales y no 
estatales practican la guerra sin respetar convenciones del Derecho Humanitario. Desde 
Somalia hasta el ex Congo, pasando por los Balcanes, Chechenia, Ruanda, Liberia, Sie-
                                               
43 ACNUR, La situación de los refugiados en el mundo, UNHCR, Oficina del Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Refugiados, periodo 2006-2011; NACIONES UNIDAS, El cambio cli-
mático y sus posibles repercusiones para la seguridad, 2009, A/64/350, pp. 34-50. 
44 ACNUR, La situación de los refugiados en el mundo, UNHCR, Oficina del Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Refugiados, 2012. 
45 WOOD, W. B., “Forced migration: local conflicts and international dilemmas”, en Annals of the 
Association of American geographers, nº. 84, 1994, pp. 634-697; BEYTRANE, R. I. R., “Air Carrier Lia-
bility and State Responsibility for the Carriage of Inadmissible Persons and Refugees”, International 
Journal of Refugee Law, vol. X, n.º 4, 1998, pp. 675-687; ALTONJI, J. G. y CARD, D. E., “The Effects 
of Immigration on the Labor Market Outcomes of Less-Skilled Natives”, en ABOWD, J. y FREEMAN, 
R. B. (eds.), Immigration, Trade and the Labor Market, University of Chicago Press, Chicago, 1991, pp. 
201-234.  
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rra Leona, Colombia y Sri Lanka, los conflictos armados en Estados frágiles constituyen 
uno de los problemas cruciales para el siglo XXI. A principios del siglo XX el 5% de 
las muertes relacionadas con las guerras eran civiles. En los años noventa el 90% de las 
bajas fueron civiles, la mayoría mujeres y niños. Mensualmente más de dos mil perso- 
nas mueren o quedan incapacitadas a causa de las minas. Se estima que casi 100 millo- 
nes de personas están atrapadas en ciclos de conflicto civil, hambre, desplazamientos46.  
 
Los desplazados generan grandes interrogantes desde el punto de vista político 
y jurídico, al referirse a poblaciones que se encuentran bajo la jurisdicción de un Estado 
que se ha mostrado incapaz de protegerlas y que, muchas veces, es el responsable de su 
alejamiento47.  
 
La Comunidad Económica Europea en aplicación de la normativa sobre la 
Igualdad de Oportunidades aprobó el Tratado Constitutivo (25/03/1957), en su art. 13, 
expone: 
 
“Sin perjuicio de las demás disposiciones del presente Tratado y dentro de los 
límites de las competencias atribuidas a la Comunidad por el mismo, el Consejo, por 
unanimidad, a propuesta de la Comisión y previa consulta al Parlamento Europeo, podrá 
adoptar acciones adecuadas para luchar contra la discriminación por motivos de sexo, 
de origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación 
sexual”48. 
 
Nuevamente la Directiva 2000/43/CE del Consejo, de 29 de junio de 2000, 
relativa a la aplicación del principio de igualdad de trato de las personas independiente- 
mente de su origen racial o étnico  lo reiteró en el Considerando sexto; la UE rechaza 
las teorías que tratan de establecer la existencia de razas humanas. El uso, en la presente 
Directiva, del término ‘origen racial’ no implica el reconocimiento de dichas teorías. 
Prohíbe por tanto la discriminación en el ámbito del empleo, la educación, la protección 
                                               
46 Datos del Informe sobre Desarrollo Humano 1999 del PNUD, publicado en Opciones, 1999, p. 
28; ZETTER, R., Protecting environmentally displace people. Developing the capacity of legal and nor-
mative frameworks, Refugee Studies Centre, University Oxford, 2011, pp. 65-70.  
47 United Nations, Press Release, Commission on Human Rights, 2000. Para más información 
GONZÁLEZ BUSTELO, M., “Desterrados: desplazamiento forzado en Colombia”, en Cuadernos para el 
debate nº. 12, Médicos sin Fronteras, Barcelona, 2001; SEGURA ESCOBAR, N., “Desplazamiento en 
Colombia: perspectivas de género”, Revista Foro, nº. 34, junio, 1998. 
48 El antiguo art. 13 fue derogado por el art. 6º del Tratado de Ámsterdam. 
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social (seguridad social y atención sanitaria), acceso y suministro de bienes y servicios. 
Contempla la promoción de la igualdad de trato, a través de la creación de órganos es-
pecíficos, y su aportación al seguimiento de la aplicación de la Directiva.  
La realidad es bien distinta desde su propia base o raíz, una muestra ratificaría 
este argumento. Los campos de refugiados son un escenario privilegiado para constatar 
la especificidad y vulnerabilidad de la situación de las mujeres. Adultas, adolescentes y 
niñas refugiadas se ven sometidas a violaciones e incluso son víctimas de la explotación 
sexual. El cuerpo de las mujeres ha funcionado siempre como prolongación del territo-
rio en disputa; por eso la violación es también arma de guerra. Uno de los ejemplos más 
recientes es el de las mujeres kosovares49. Asombra que la comunidad internacional 
ayude económicamente, y sin embargo no pueda garantizar la seguridad física de las po-
blaciones afectadas50. 
Las discriminaciones hacia el ser humano han existido desde tiempos remotos,  
y en muy diversas épocas. Por activa o pasiva, uno de los graves problemas ha radicado 
en la miseria amoral y material de quien abusa del débil.  
 En 1966, el antropólogo social norteamericano Oscar Lewis publicó un 
artículo llamado The Culture of Poverty -La cultura de la pobreza-. Había estudiado fa-
milias y comunidades pobres en América Central y el Caribe, y decía que podía demos-
trar la existencia de una cultura de la pobreza. Lewis identificaba distintas dimensiones 
de la cultura de la pobreza, entre ellas las actitudes, los valores y las características 
individuales de los pobres, que los distinguían del resto de la población. Escribía que es 
más difícil erradicar la cultura de la pobreza que la misma pobreza: para tener una 
esperanza de mejorar las condiciones de vida de la gente, en primer lugar debía com-
batirse la cultura de la pobreza51. Una idea gira alrededor si observamos al Continente 
negro esclavizado por el mundo blanco. Se pretendía solucionar el problema de la po-
breza por medio de un cambio cultural entre los pobres, tomando como modelo la     
                                               
49 MAcKINNON, C., “Crímenes de guerra, crímenes de paz”, en SHUTE, S. y HARLEY, S., De 
los derechos humanos, trad. de P. Lama-Lama, Trotta, Madrid, 1999, pp. 67-120. 
50 REY MARCOS, F. y GONZÁLEZ BUSTELO, M., “La crisis humanitaria y el nuevo siglo: 
aprender de la experiencia”, en AGUIRRE, M., Globalización y sistema internacional, Anuario CIP 
2000, CIP/Icaria, Barcelona, 2000, pp. 60-65. 
51 LEWIS, O., The Culture of Poverty, en Scientific American, vol. CCXV, nº. 4, 1966. 
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manera de vivir de la clase media blanca, lo cual llevaba a estigmatización de cos-
tumbres de los pobres52.  
Los periodos de necesidad, también llamados ‘círculos de la pobreza’ son 
transferibles, en los hogares con padres pobres se traslada la pobreza de una generación 
a otra debido a un modo de crianza ‘inadecuado’ que se reproduce53. Lewis lo llamó 
‘círculo vicioso’, otros autores lo identifican como ‘cicle of de privation’54. 
La pobreza, degenera al individuo y entre las soluciones ‘originales’, puede 
destacarse a Asturias empleando la metáfora de las plantas secas para la población 
indígena, esta decadencia ya había llegado a tal extremo que la educación ya no podía 
salvarla. La única solución era aquella que los reformadores habían promovido en el 
sur: mejorar la raza por medio de una inmigración masiva europea, especialmente de 
Suiza, Bélgica, Holanda, Baviera, Württemberg y el Tirol: “Sangre Nueva, he aquí 
nuestra divisa para salvar al indio de su estado actual. Hay que contrapesar sus de-
ficiencias funcionales, sus vicios morales y sus cansancios biológicos”55. El nazismo es 
una de las expresiones sociales de la pobreza -Alemania tenía seis millones de parados 
antes de llegar el brutal líder-; consiguió hacer mirar hacia otro lado ante la barbarie de 
su dirigente por el acomodo de la ciudadanía. 
Es preciso que en los países de origen se establezcan normas severas y muy 
rigurosas que faciliten la seguridad e impidan iniquidades; la inexistencia y la falta de 
rigor legal es una de las poderosas razones de migrar.  
2. 2. Las migraciones económicas 
 
La mundialización de la economía ha impulsado el debilitamiento o desmo-
ronamiento de muchos Estados periféricos. Así, en los márgenes del sistema mundial 
ciertos Estados no existen como tales. La denominada globalización de la economía 
presenta la paradoja de que une a los centros de poder pero margina a Estados, regiones 
                                               
52 VALENTINE, C. A., Culture and Poverty: Critique and Counter-proposals, University of 
Chicago Press, Chicago, 1968. 
53 HOLMAN, R., Poverty: explanations of social deprivation, Martin Robertson, Oxford, 1978, p. 
117; BROWN, M. y MADGE, N., Despite the Welfare State, Heinemann, Londres, 1982, PP. 12-30. 
54 Término acuñado por Keith Joseph ex secretario de Estado de servicios Sociales del Reino 
Unido, quien sostuvo: Los padres que sufrieron en carne propia una o varias formas de privación durante 
su niñez se convierten en padres de otra generación de niños con privaciones. 
55 ASTURIAS, M. Á., Sociología guatemalteca: el problema social del indio, Universidad de San 
Carlos de Guatemala, Guatemala, 1913, pp. 29-32. 
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y grupos sociales incapacitados para seguir el ritmo del mercado mundial56. Conviene 
volver a resaltarlo pues aunque ya se habló de la pobreza, esta tiene numerosos matices. 
 
En los países de nacimiento las víctimas padecen una pobreza estructural; po-
breza que no puede entenderse como un fenómeno puramente material, sino como situa-
ción donde una persona no está en condiciones de satisfacer necesidades vitales, no solo 
en términos de supervivencia física, sino también en el desarrollo como persona57. 
 
La dualidad entre mundo desarrollado y otro mundo subdesarrollado queda 
reflejada muy claramente en la distribución de los flujos migratorios a escala mundial, 
donde podemos observar la existencia de dos grandes focos receptores de población 
(EE.UU., y la Unión Europea) y varios menores (Australia, Sudáfrica, Asia, Singapur, 
Corea del Sur...), mientras que el resto del mundo son emisores de población. Las prin-
cipales zonas de migración son el continente africano, tanto en la zona del Magreb, 
como del África Negra o Subsahariana cuyo principal destino es la Unión Europea; 
Latinoamérica, que emigra tanto hacia Estados Unidos, debido a la cercanía geográfica, 
como hacia la Unión Europea a través de España (debido a la proximidad cultural)58; y 
Asia Suroriental y China, que además de los destinos anteriores también envía un fuerte 
contingente migratorio hacia Australia. 
 
Para medir el movimiento migratorio en números absolutos se utiliza el deno-
minado Saldo Migratorio59, que no es más que la diferencia entre las personas llegadas a 
                                               
56 OSORIO, T., ¿Estados frágiles, ruptura de equilibrios y exclusión?, Cuadernos para el debate 
nº. 1, Médicos sin Fronteras, Barcelona, 2000, p. 8; HINKELAMMERT, F., Cultura de la esperanza y so-
ciedad sin exclusión, DEI, San José (Costa Rica), 1995, pp. 53-60. 
57 ROMERO, A., “El mundo de la pobreza”, en Tendencias, Universidad de Nariño, Pasto, vol. I, 
nº. 2, 2000a, pp. 35-59; BRINLEY, T. (ed.), The positive contribution by immigrants. UNESCO, París, 
1955, pp. 199-214; ISAAC, J., Economics of emigration, Oxford University Press, Nueva York, 1947, pp. 
285-290; ABBOTT, E. (ed.), “Historical aspects of the immigration problem: select documents”, Uni-
versity of Chicago Press, Chicago, 1926, pp. 881-910. 
58 WENDWN, C., Los fenómenos migratorios en Europa, Ediciones del Oriente, Madrid, 1999, pp. 
11-32; GARCÍA ABAD, R., “El papel de las redes migratorias en las migraciones de corta y media dis-
tancia”, Scripta Nova nº. 94/11, 2001.  
59 Ibn Jaldún (1332-1406) es considerado el padre de la demografía, fue el primero en utilizar los 
datos estadísticos en sus estudios para representarlos y obtener cifras más representativas. Será el inglés 
John Graunt (1620-1674) el primer demógrafo, además de fundador de bioestadística y precursor de la 
epidemiología con la publicación, en 1662, de Natural and Political Observations Made upon the Bills of 
Mortality. El alemán Johann Peter Süssmilch (1707-1767), estadístico y demógrafo, elaboró tablas de 
vida, utilizadas en ciencias actuariales y seguros, citado en 1798 por Thomas Robert Malthus, Fonsi-
derado el otro padre de la demografía moderna, publicó su clásica obra Ensayo sobre el principio de la 
población, donde advertía de la tendencia constante del crecimiento de la población humana superior al 
de la producción de alimentos, e informó de los distintos factores que influían sobre este crecimiento: la 
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un lugar y los que se marchan, esto es, entre inmigrantes y emigrantes. Este cálculo 
puede ser negativo en el caso de que existan más emigrantes que inmigrantes o positivo 
en el caso contrario (SM=I-E). Sin embargo, con los números absolutos no pueden rea-
lizarse comparaciones entre distintos lugares debido a que cada uno tiene un tamaño y 
una población diferentes, por eso se utiliza la Tasa de Saldo Migratorio, que pone en 
relación el saldo migratorio con la población absoluta de ese lugar expresándose en 
tantos por ciento (TSM= (I-E)x100/nº medio de habitantes). Para calcular el Creci-
miento Real de la Población de un lugar determinado, no solamente hay que tener en 
cuenta los nacimientos y las defunciones, sino también las llegadas y salidas de gentes a 
ese lugar. Por lo tanto, para hallar este resultado habrá que sumar el Crecimiento Na-
tural con el Saldo Migratorio, teniendo en cuenta el signo de ambos ya que pueden ser 
negativos, al igual que el resultado final C(RP=CN=+-SM) = CRP=(N-M)=+-(I-E). 
 
Los movimientos de población han sido siempre inherentes a la condición 
humana y son muchas las circunstancias que han favorecido la búsqueda de nuevos 
territorios y de lugares donde establecerse y prosperar. El crecimiento de población del 
último siglo y medio ha implicado repoblación de espacios con mejores entornos del 
planeta y no faltan territorios por redescubrir o explotar en condiciones adecuadas. Sin 
embargo, la distribución de la población mundial dista mucho de ser uniforme o de 
corresponderse con la generación de renta. Independientemente de factores políticos y 
de aspectos como los considerados por Sutciffe, el incentivo para procurar un cambio de 
residencia está relacionado con las expectativas de logro de un mayor grado de bie-
nestar lo que, en buena medida, se identifica con la posibilidad de vivir y trabajar en 
países desarrollados. El mantenimiento de diferencias salariales y de renta constituye un 
terreno abonado para que prosperen los movimientos de trabajadores. Es preciso consi-
                                                                                                                                          
guerra, el hambre, la enfermedad y la anticoncepción. Sus predicciones alarmistas le dieron y dan aún 
fama y reconocimiento. La norma más conocida en torno a la inmigración es la Ley de Inmigración y 
Colonización, también conocida como Ley de Avellaneda -Argentina, 1876-, que legisló de forma amplia 
el fenómeno migratorio. A partir del trabajo de E. G. Ravenstein, Las leyes de las migraciones, en 
Inglaterra y Gales, aparecidos en 1885 y 1889 en la revista Journal of the Royal Statistical Society se 
adoptó una medida universal para comprobar el estado del flujo migratorio y cómo influía en la sociedad. 
RAVENSTEIN, E. G., “The laws of migration”, Journal of the Royal Statistical Society, vol, XXXXVIII, 
1.885, Londres, pp. 167-227; ID, vol. LII, 1.889, Londres, pp. 241-301. Economistas como Michael 
Todaro y George Borjas han desarrollado con posterioridad este enfoque. La preocupación por este tema 
llevó al emperador romano Augusto a ordenar el primer censo en la historia -Egipto-.  
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derar también que la mejora creciente de las condiciones de información, transportes y 
comunicación ha de tener influencia en la toma de decisiones migratorias60. 
 
Las posibilidades de generar corrientes de emigración en las zonas menos 
desarrolladas se corresponde con la probable insuficiencia de la población activa nativa 
de los Estados más ricos del hemisferio norte para atender las necesidades productivas 
de sus economías. Los países más pobres tienen siempre un crecimiento demográfico 
superior al económico. También se entremezclan otro tipo de factores añadidos al 
crematístico a tener en cuenta como la inversión a largo plazo pues trabajar en zonas de 
menores ingresos si se adquiere una mayor formación, en el futuro próximo podrá 
dirigirse a lugares con mayores posibilidades económicas61. 
 
La migración presenta una gran complejidad en la economía actual carácter-
rizada por un alto nivel de interconexión, interdependencia y sofisticados niveles de 
tecnologización. Por si esto no fuese suficiente, estudios de este tipo se dificultan por la 
falta de información adecuada que permitiera realizar indagaciones que produzcan evi-
dencia irrefutable sobre los efectos de la migración en la economía. Otra debilidad de 
los trabajos en esta materia es que éstos han sido en su gran mayoría llevados a cabo en 
países desarrollados, por lo que no existe suficiente información sobre las consecuen-
cias de la inmigración en países receptores no desarrollados. Asimismo, no se han 
realizado demasiadas investigaciones sobre el impacto económico de la emigración en 
países emisores62. 
 
Atendiendo a datos cuasi objetivos de países receptores y según un informe 
publicado por la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico (OECD) sobre 
el tema entre 1970 y 1993, los expertos dedicados a prever las repercusiones econó-
                                               
60 SUTCIFFE, B., Nacido en otra parte. Un ensayo sobre la migración internacional, el desarro-
llo y la equidad, Hegoa, Bilbao, 1998, pp. 60-64; LORCA, A., ALONSO, M. y LOZANO, L. A., Inmi-
gración en las fronteras de la UE, Ediciones Encuentro, Madrid, 1997, p. 75; BOURDOUVALIS, C., 
“The European Union and the immigration problem: small steps and possible solutions”, en UÇARER, E.   
M. y PUCHALA, D. (eds.), Immigration into Western Societies: Problems and Policies, Pinter, Londres, 
1997, pp. 266-279.  
61 BORJAS, G. J., Friends or Strangers. The Impact of Inmigrants on the U. S. Economy, Basic 
Boocks, Nueva York, 1991, pp. 12-26; STALKER, P., Workers without frontiers. The impact of globa-
lization on international migration, Ilo, Ginebra, 2000; NACIONES UNIDAS., Tendencias y caracterís-
ticas  de la migración  internacional desde 1950, Nueva York, 1979, pp. 1-64. 
62 SIMON, J., “On the Economic Consequences of Immigration: Lessons from Immigration 
Policies.”, en Economic Aspects of International Migration, edited by Herbert Giersch, Springer-Verlag, 
Berlín, 1994, pp. 223-227.  
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micas de la migración solo coinciden en dos cosas: primero, que todos los estudios 
presentan debilidades; y segundo, que más allá de si es negativo o positivo, el efecto de 
la migración sobre la economía a nivel agregado es marginal63.   
 
Las migraciones constituyen un fenómeno demográfico sumamente complejo 
que responde a causas diversas y muy difíciles de determinar, en especial porque debido 
a las migraciones irregulares de actividades turísticas o de otra índole, los datos cuanti- 
tativos son difíciles de obtener, especialmente en el caso de los países subdesarrollados. 
 
En España, por ejemplo, la emigración de los años sesenta fue de carácter eco- 
nómico. Por ello hay que analizar tanto los factores internos, o de expulsión, como los 
factores externos o de atracción. La suma de ambos, fue decisiva para que  más de dos 
millones de españoles emigraran64. El regreso, transcurrida la etapa laboral, se produce 
con pensiones aceptables, muy superiores a la media española65. 
 
Los gobiernos observan la inmigración con gran preocupación, se inclinan por  
políticas donde prime una selección de emigrantes. Los economistas parecen estar bien 
preparados para asesorar a los gobiernos en la medida en que son responsables de las 
características de los inmigrantes individuales, su absorción y las consecuencias de su 
migración, tanto en las regiones emisoras como en las receptoras66.  
 
Existe un amplio acuerdo respecto a que la globalización ha estado creciendo 
en el medio siglo posterior a la Segunda Guerra Mundial. Se considera que la ‘creciente 
globalización’ significa que la movilidad de bienes y factores a través de las fronteras 
internacionales ha alcanzado alturas nuevas y sin precedentes. Sin embargo, es probable 
que la movilidad internacional de bienes y capitales no sea mayor de lo que lo fue hace 
                                               
63 TAPINOS, G., “The Macroeconomic Impact of Immigration: Review of the Literature Pu-
blished Since the Mid 1970”, en Trends in International Migration, OECD, París, 1993, pp. 157-77; 
EUGENIO RECIO, M., “Origen, significado y resultados de los flujos migratorios masivos por motivos 
económicos en el mundo actual”, en AAVV, Migraciones económicas masivas y derechos del hombre,  J. 
M. BOSCH. (ed.), Barcelona, 2002, pp. 19-41. 
64 GARMENDIA, J. A., La emigración española en la encrucijada, CIS, 1980. La tesis del autor 
desarrolla la historia de los procesos migratorios en España. 
65 Durante el trabajo doctoral serán mencionados estos aspectos sociales y económicos. 
66 HATTON, T. y G. WILLIAMSON, J., “¿Qué mueve la emigración mundial?”, Revista Astu-
riana de Economía (RAEN), nº. 30, 2004, pp. 23-30. 
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un siglo67. En contraposición, lo que solía ser la ‘libre migración mundial’ se ha con-
vertido en algo limitado rigurosamente por políticas de inmigración estrictas que, sin 
duda, eliminan una enorme cantidad de migración potencial que se podría haber produ- 
cido en otras condiciones68. 
 
Acorde con lo anterior, en el siglo XIX, y ante la mirada de las estadísticas      
(países OCDE), muestran que los Estados más pobres generan normalmente menos emi-
grantes que aquéllos que están más arriba en el escalafón de la renta per capita. Esta 
observación tan habitual no parece que concuerde con la idea de que la migración viene 
determinada por la brecha entre las rentas dentro y fuera del propio país69. Parece exis-
tir una relación tipo ‘joroba’ entre el desarrollo económico en el país de origen y la 
emigración  así, las tasas de emigración de naciones realmente pobres son muy bajas70, 
mientras que son mucho más altas en el caso de los países moderadamente pobres. Una 
posible explicación para esta paradoja es que los cambios estructurales y demográficos 
que coinciden con la industrialización generan más migración en sus primeras etapas 
que en las posteriores. Otra, que no compite necesariamente con la anterior, es que la 
pobreza limita la migración en la medida en que la financiación de la inversión corres-
pondiente a un desplazamiento de larga distancia es difícil para los que son muy pobres. 
Por tanto, cualquier incremento en la renta del país de origen que propicie la conver-
gencia sirve para relajar la restricción de la pobreza que atenaza a la emigración, y este 
efecto positivo puede dominar respecto al efecto negativo asociado con cualquier estre-
chamiento de la brecha de renta entre el propio país y el extranjero71. 
 
                                               
67 O’ROURKE, K. H. y WILLIAMSON, J. G., Globalization and History, MITPress, Cambridge, 
1999, pp 12-19; OBSTFELD, M. y TAYLOR, A. M., “Globalization and Capital Markets”, en BORDO, 
M. TAYLOR, A. M. y WILLIAMSON, J. G. (eds.), Globalization in Historical Perspective, University 
of Chicago Press, Chicago, 2002, pp. 121-183. 
68 CHISWICK, B. R. y HATTON, T. J., “International Migration and the Integration of Labor 
Markets”, en BORDO, M. TAYLOR, A. M. y WILLIAMSON, J. G. (eds.), Globalization in Historical 
Perspective, University of Chicago Press, Chicago, 2002, pp. 65-117.  
69 HATTON, T. J. y WILLIAMSON, J. G., “The Age of Mass Migration: Causes and Economic 
Impact”, Oxford University Press, cáp. III, Nueva York, 1998. 
70 MEENAN, J. F., “Economics of international migration”, THOMAS, B. (ed.), Macmillan, 
Londres, 1958, p. 5; PARENTI, G., “Economics of international migration”, THOMAS, B. (ed.), cit., pp. 
6-8. 
71 MASSEY, D. S., “Economic Development and International Migration in Comparative Pers-
pective”, Population and Development Review, vol. XIV, nº. 3, 1998, pp. 383-413; STALKER, P., “Wor-
kers Without Frontiers: The Impact of Globalisation on International Migration”, Lynne Reinner, 2000, 
pp. 9-15. 
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Los ciclos económicos marcan la pauta en materia migratoria. Una mirada al 
sigo XX hace ver que conforme aumentaban la revolución industrial los países europeos 
presentan ciclos migratorios de U invertida, es decir, aumentó y luego se derrumbó la 
migración cuando el salario obtenido no compensaba el esfuerzo y el desarraigo72. 
 
No obstante, y dependiendo de la zona del mundo donde se produzca la mi-
gración, la presión migratoria podría aún aumentar considerablemente. Un desarrollo 
aceptable en el nivel de vida de países tercermundistas, como el Continente africano 
puede provocar mayor calidad de vida para el residente y una avalancha mayor de 
emigrantes presionando las estructuras sociales de países en expansión, véase, migra-
ción intercontinental, en este caso de Europa73. 
 
            Pues bien, en relación con los derechos humanos, los que se ven más afectados 
en concordancia con lo dicho hasta ahora son los que se tratan a continuación.    
  
3. LA PARTICIPACIÓN EN LAS SOCIEDADES GLOBALIZADAS 
 
    3. 1. Los derechos políticos 
 
Las políticas dirigidas al extranjero no han sido fáciles de aplicar ni siquiera en 
época de bonanza económica. Sí ha sido utilizada su mano de obra en beneficio de la 
sociedad receptora que incluso ha relajado la expulsión permitiendo su estancia de ma-
nera irregular. Sin embargo, una vez establecidos dentro de la legalidad y cumplidos los 
requisitos, es preciso dotarlos de mecanismos legales para su defensa aceptando su ple-
na integración en igualdad de derechos. La soberanía74 y la nacionalidad se funden en un 
solo concepto de integración. 
 
                                               
72 AKERMAN, S., “Theories of Migration Research”, en RUNDBLOM, H. y NORMAN, H. 
(eds.), From Sweden to America: A History of the Migration, University of Minnesota Press, Minnea- 
polis, 1976, pp. 19-75; HATTON, T. J. y WILLIAMSON, J. G., “Demographic and Economic Pressure 
on Emigration Out of Africa”, Nber Working Paper nº. 8.124, Cambridge, 2001. 
73 CHEN, S. y RAVALLION, M., “How Did the World’s Poorest Fare in the 1990”, Review of 
Income and Wealth, vol. XXXXVII, 2001, pp. 283-300. 
74 El Tribunal Constitucional español parece seguir estas mismas ideas cuando afirmó, en la 
Declaración de 1 de julio de 1992, que: “Tampoco la proclamación inscrita en el art. 1. 2 de la CE (la so-
beranía nacional) queda contradicha, ni afecta siquiera, por el reconocimiento del sufragio pasivo en las 
elecciones municipales, a un determinado círculo o categoría de extranjeros”. 
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 Vivir un mundo global es hablar de lo ‘diverso’ y Europa, tal como pretende 
ser entendida y concebida avanza a una unificación.  Difícilmente una persona puede 
considerar como legítimo, y por tanto como respetable, un sistema jurídico-político que 
dirige su vida cotidiana pero le niega la posibilidad de intervenir en su composición y 
sus directrices75. Tocqueville, cuando publica La democracia en América, ya sostuvo 
que la democracia no podía existir sin la participación pues la esencia era la inter-
pretación del bien social, político, ante las diversas opciones que además puedan ser 
confrontadas. Y América está construida con muy diversas razas y credos. El extranjero, 
parece razonable, que una vez integrado en la democracia plena ejerza su condición de 
ciudadano, activo, con sus derechos y obligaciones. Así, Habermas abre la puerta al 
Estado no nacional, o sea diverso, y alejado de la conocida idea de identidad nacional, 
con acceso a los derechos políticos de los no nacionales76. 
 
Han existido modificaciones en la legislación incluida la Constitución y en la 
legislación española, siendo importante la jurisprudencial del Tribunal Constitucional 
que han sido señaladas en la tesis. Las modificaciones sustanciales que tuvieron lugar 
en art. 6 de la LO 4/2000, de 11 de enero, por virtud de la LO 8/2000, de 22 de diciem-
bre también mencionadas acreditan la intensidad del debate que se ha suscitado respecto 
a la concesión de derechos políticos a los extranjeros. Y es que las limitaciones vienen 
establecidas entre los antecedentes que caben ser citados como son la Declaración 
Universal de los Derechos del Hombre de 1948, sin reconocer a los extranjeros el dere-
cho a tomar parte en los asuntos públicos; tampoco la Convención Europea de Protec-
ción de los Derechos del Hombre y de las Libertades Fundamentales de 4 de noviembre 
de 1950 declara expresamente la libertad de los Estados de imponer restricciones a la 
actividad política de los extranjeros. Por su parte, la Convención Americana relativa a 
los Derechos del Hombre, de 22 de noviembre de 1969, reserva expresamente a los ciu-
dadanos la participación en los asuntos públicos. En la actualidad esta tendencia ha 
cambiado sustancialmente para el migrante, asentándose a través del Derecho Interna-
cional por la elaboración de convenios. No obstante, el rechazo es generalizado cuando 
se habla del acceso a los derechos políticos. 
                                               
75 ASÍS, R. de., “La participación política de los inmigrantes. Hacia una nueva generalización de 
los derechos”, en DEL REAL ALCALÁ, J. A., (coord.), Derechos fundamentales, valores y multicultu-
ralismo, Dykinson, Madrid, 2005, pp. 210-211. 
76 DÍEZ BUESO, L., “La incorporación de la participación política de los inmigrantes al ordena-
miento jurídico español”, Derechos y Libertades nº. 18, 2008, pp. 67-75. 
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El Convenio del Consejo de Europa, que entró en vigor el 1 de mayo de 1972, 
representó un hito sin precedentes en la universalización de los derechos políticos pues 
expresaba el firme derecho a concederse el derecho de sufragio activo y pasivo en las 
elecciones locales a todo extranjero con residencia legal. Con posterioridad en España, 
la legislación y sobre todo el Tribunal Constitucional ha asentando los derechos en este 
sentido77. Actualmente predomina el reconocimiento de derechos políticos a los ex-
tranjeros, idea asentada en la legislación y los convenios entre naciones. 
 
El Derecho de la Unión Europea tampoco indica qué clase de residencia ha de 
poseer el nacional de un país de la UE para gozar de los derechos electorales que re-
conoce la legislación comunitaria. En esta situación, la doctrina no ha tardado en hacer 
notar que dicha residencia ha de ser legal, esto es, conforme con la normativa vigente en 
cada país de la UE.  
 
La participación política permite al ciudadano escoger a los dirigentes y 
gobernantes, también influir en la designación de la política de un Estado. Normalmente 
se utiliza el voto78. Esta circunstancia contribuye a resaltar la importancia del sufragio 
universal y libre como elemento fundamental e irremplazable de la democracia 
moderna79. Ahora bien, puede ser una participación obligatoria o facultativa80. Las 
legislaciones establecen los requisitos que deben reunir las personas para adquirir y 
ejercer los derechos políticos o de ciudadanía. El primero de ellos es la nacionalidad, 
que entraña un vínculo jurídico-político entre un individuo y un Estado determinado, ya 
por haber nacido en su territorio o ya por haberse naturalizado en aquél pudiendo ser de 
                                               
77 La tesis expone el art. 13.2 CE, en la redacción dada por la LO 8/2000, de 22 de diciembre, 
prevé la posibilidad de extender a los extranjeros el derecho a participar en las elecciones municipales 
españolas; de acuerdo con la letra del art. 13.2 CE, y con la doctrina establecida por la sentencia del TC 
(Sala 2ª) 107/1984 de 23 de noviembre, el derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones muni-
cipales solo pertenece a los extranjeros de acuerdo con lo dispuesto por los tratados o por las leyes que 
reconozcan ese derecho. 
78 Pueden existir otras formas de reclamar derechos como acciones colectivas o individuales, gru-
pos de presión, etc. 
79 DAHL, R., Análisis Político Moderno, trad. de R. Ribó, Fontanella. Barcelona, 1976, pp. 13-30; 
BACHRACH, P., Crítica de la Teoría Elitista de la Democracia, trad. de L. Wolfson, Amorrortu, Buenos 
Aires, 1983, pp. 1-50. 
80 Obligatoria cuando se dispone la puesta en marcha del proceso de participaron como requisito 
necesario para la toma de alguna decisión, por ejemplo, cuando se exige la realización de un referéndum 
para aprobar una reforma constitucional, en el segundo caso depende discrecionalmente de quien este 
facultado para poner en marcha un proceso participativo, por muestra, facultar a un número de electores  a 
poderes públicos –presidente, parlamento, etc-, con el fin de solicitar la convocatoria de referéndum, sien-
do la finalidad de decidir sobre la revocatoria de una ley o parte de ella.  
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origen o adquirida junto a una edad que oscila entre los 16 y los 21 años según las leyes 
del país. 
 
No todos los autores piensan que, a mayor participación, la democracia tiene 
más calidad  -teoría tradicional-, pues esta idea ha sido cuestionada en el sentido de que 
funciona mejor cuando es ejercido el derecho a voto en niveles bajos de participación, 
véase, menos participativos y más representativos81. Por otra parte, la corriente moderna 
considera esencial la participación masiva de todos lo individuos que componen la 
sociedad; no se puede concebir la democracia cercenando derechos tan importantes 
como el de participación82; la opinión mayoritaria debe determinar las aspiraciones de 
un pueblo que decide quienes son sus responsables políticos. Igualmente, es negativa la 
participación que propone un régimen ilegal o represivo alejado de los Estados moderno 
actuales. A partir de los años cincuenta del siglo pasado la perspectiva va cambiando 
pues el grado de educación comienza a elevarse entre la población que vive en Estados 
democráticos83 Poco a poco, la apertura de las poliarquías estabilizadas ofrecen y 
preceden a aperturas en libertad y por consiguiente a la democratización84. Y es que la 
participación es elemento clave de la democracia, máxima aspiración ciudadana para 
elegir su destino, government by the people85. El origen del Estado descansa en un pacto 
                                               
81 A partir de los años cincuenta del siglo XX esta idea ha venido a ser cuestionada por la Escuela 
Elitista de la Democracia, de origen norteamericano, según la cual una democracia moderna funciona 
mejor con niveles relativamente bajos de participación, ya que ello permitiría una mayor autonomía de las 
élites. Según esta escuela una participación moderada resultaría conveniente para el mantenimiento de las 
libertades políticas, dada la mayor cultura política y vocación democrática de las élites con respecto a las 
masas. Con base en ello se afirma que altos niveles de participación política podrían tener un efecto 
desestabilizador sobre el sistema político. Al decir de esta Escuela, la participación es un instrumento para 
el logro del mayor bienestar colectivo y no un fin en sí mismo como parece suponer la teoría tradicional 
de la democracia, de modo que si el objetivo a lograr puede ser alcanzado mejor mediante gobiernos 
puramente representativos y no participativos, esto sería lo preferible. Vid. ALMONG, G. y VERBA, 
S., The Civic Culture, Princeton University Press, Princeton, 1963, p. 478; BACHRACH, P., Crítica de la 
Teoría Elitista de la Democracia, cit., p. 146-165; MILBRATH, L. W. y GOEL, M. L., Political par-
ticipation. How and Why do people get involvet in politics, Rand McNally College Publishing Company, 
Chicago, 1977, pp. 147-160. 
82 POWELL, G. B., Contemporary Democracies. Participation, Stability and Violence, Harvard 
University Press, Cambridge, Massachusetts, 1982, p. 132; KAVANAGH, D., Political Science and Poli-
tical Behaviour, George Allen & Unwin, Londres, 1983, pp. 181-186. 
83 Vid. DOWNS, A., An economic theory of democracy, Harper and Brothers, Nueva York, 1957; 
BOBBIO, N., “Democracia: las técnicas”, trad. de J. Fernández Santillán, en M. Bovero (ed.), Teoría 
general de la política, Trotta, Madrid, 2003, pp. 457, 507 y 508. Entiende Bobbio que de una parte la 
democracia se mejora con el máximo de participación y que el Estado de derecho debe obligar a los go-
bernantes a no desorbitar su poder y ejercerlo en el ámbito de un sistema de normas escritas.  
84 DAHL, R. A., Democracy and its critics, Yale University Press, New Haven, 1989, p. 43. 
85 SCHUMPETER, J., Capitalismo, socialismo y democracia, trad. de J. Díaz y A. Limares, 
Barcelona, 1984, Ediciones Folio, pp. 8-21. 
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social, donde cedemos parte de nuestra libertad a cambio de que aquel garantice nues-
tros derechos. Por lo tanto, es vinculante el acuerdo entre Estado y ciudadanía. 
 
Marshall, plantea un modelo ideal de ciudadanía, identificando tres formas, a 
saber, la civil (igualdad ante la ley), la política (el voto) y social (el estado de bienestar), 
a cada una de las cuales asigna un período histórico: los derechos civiles el siglo XVIII, 
los políticos el XIX y los sociales el XX86. El interés por la política y la participación 
activa, por otra parte, deben ser vistos tanto en su dimensión institucional, es decir en la 
disposición de los ciudadanos a participar en formas convencionales e institucionali- 
zadas de actividad política (elecciones, afiliación a partidos políticos, candidaturas, 
mesas o colegios electorales, etc.) así como en la dimensión extrainstitucional, es decir 
en formas no convencionales y no institucionalizadas de participación, por ejemplo, en 
las formas de protestas, manifestaciones, peticiones, recolección de firmas, manifiestos, 
solicitadas en los periódicos, etcétera. Es en relación a estas manifestaciones no institu-
cionalizadas de participación política que Kaase acuña el concepto de la “revolución 
participatoria”87. 
 
Como ejemplo, autores como Mill, quien considera que el poder es y recae en 
el pueblo, pero el valor de la democracia descansa en el respeto a la personalidad del 
individuo, la cual debe fomentarse. Para Kelsen, es preciso un método organizativo, 
pero respetando a las  minorías y mayorías; y si algo debe respetarse es la libertad 
política pues equivale a democracia88. Ross, cree en “la forma de gobierno en que el po-
der político (la soberanía) pertenece en Derecho a toda la población y no a una persona 
                                               
86 Vid. MARSHALL, T. H. y BOTTOMORE, T., Ciudadanía y clase social, trad. de P. Linares, 
Alianza Editorial, Madrid, 1998. Para Pérez Luño el principal aporte de Marshall fue la ciudadanía social 
como alternativa y ampliación a la tradicional ciudadanía individual del liberalismo, una versión que 
“considera necesario no reducir la ciudadanía al ámbito estricto de la individualidad, sino ampliarla al 
conjunto de exigencias y necesidades de la persona en el desarrollo de su existencia como miembro de la 
colectividad”. El origen del concepto de ciudadanía se ubica en las polis griegas, donde la ciudadanía se 
refiere a la forma de participación de los ciudadanos en un gobierno, en este caso, el de la ciudad. Sin 
embargo, esta categoría se reducía a un pequeño grupo de la población. La cualidad de ciudadano (aquel 
que participa de las decisiones comunes) solo se concedía por propiedad, sexo (masculino) o religión, y el 
mero hecho de residir en un lugar determinado, de haber nacido allí o de descender de ciudadanos no era 
suficiente para obtener tal condición. Cfr. FREIGEIRO VARELA, M., “Ciudadanía, Derechos y Bie-
nestar: Un análisis del modelo de ciudadanía en T. H. Marshall”, WWW.revistauniversitasorg, 2005, pp. 
63-100. 
87 KAASE, M., “Jugend und Politik”, en Reimann, H. y Reimann, H. (comp.), Die Jugend, Westde- 
utscher Verlag, Opladen, 1979, pp. 112-139. 
88 KELSEN, H., Esencia y valor de la democracia, trad. de J. L. Requejo, KRK ediciones, Oviedo, 
2006, pp. 99-102. 
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singular o a un grupo específico y limitado de gentes”89. Y un sistema democrático 
robustece los derechos políticos, que no pueden separarse de los derechos sociales; la 
mayoría de países en el mundo optan por la democracia como forma de gobierno por 
considerar que cumple con una sólida organización que brinda a los Estados una orga-
nización sólida90.  
 
Los derechos de participación política son la esencia de la democracia 
(participación directa y de sufragio activo y pasivo), lo importante es llegar a acuerdos y 
consenso entre la ciudadanía y los poderes públicos. La sociedad civil como el Estado 
son imprescindibles, ya que sin la primera “los objetivos de igualdad, libertad, 
planificación participativa y adopción conjunta de decisiones no será más que eslóganes 
vacíos” y en segundo “las luchas por transformar la sociedad civil caerán en la dinámica 
del gueto, en la división y en el estancamiento, o generarán sus propias y nuevas formas 
de desigualdad y falta de libertad”91. La libertad de expresión permite la ausencia de 
manipulación hacia el pensamiento individual, que además conlleva el grado de toleran-
cia suficiente en una sociedad democrática que respeta al ‘otro’ con independencia de 
que esté o no acertado en sus convicciones, siendo un valor esencial en la convivencia, 
influye directamente en las esferas políticas y jurídicas92. 
 
3. 2. Negación de las políticas de la diferencia 
 
La discusión se debate entre las tesis de que las políticas de la diferencia y de 
la dignidad universal son incompatibles, y  corrientes que abogan por su compatibilidad. 
La ciudadanía nos remite a que, más importante que respetar las diferencias que en-
cierran las minorías, es reconocerlas tal condición, no aceptándose que la ciudadanía 
multicultural sacrifique los derechos fundamentales de los miembros de los grupos 
                                               
89 ROSS, A., ¿Por qué la democracia?, trad. de R. J. Vernengo, Centro de Estudios Constitucio- 
nales, Madrid, 1989, pp. 133-138. 
90 DE LORA, P., “Luigi Ferrajoli y el constitucionalismo fortísimo”, en M. CARBONELL, M. y 
SALAZAR, P. (eds.), Garantismo. Estudios sobre el pensamiento jurídico de Luigi Ferrajoli, Trotta, 
Madrid, 2005, pp. 34-60; BAYÓN, J. C., “Democracia y derechos: Problemas de fundamentación del 
constitucionalismo”, en BETEGÓN, J., LAPORTA, F., PRIETO, L. y DE PÁRAMO, J. R. (coords.), 
Constitución y derechos fundamentales, CEC, Madrid, 2004, pp. 23-38. 
91 KEANE, J., Democracia y sociedad civil, trad. de A. Escohotado, Alianza, Madrid, 1992, pp. 
50-55. 
92 VIDAL GIL, E. J., Los derechos de solidaridad en el Ordenamiento jurídico español, Tirant lo 
Blach, Valencia, 2002, p. 51. 
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como consecuencia del reconocimiento de sus identidades. Así las cosas, lo reivindica- 
ble es una ciudadanía comprensiva, obligando a abandonar el patriotismo excluyente93.  
 
En conclusión, es plausible la proposición que atiende a los principios de 
“iguales derechos fundamentales para todos los ciudadanos”, postulante de una “política 
universalista de integración de los mínimos comunes irrenunciables”; “derechos dife-
renciales de todos los grupos que forman la estructura organizativa del Estado”, tema 
que impulsa a “una política de reconocimiento en las esferas privada y pública”; y 
“condiciones mínimas de igualdad para el diálogo libre y abierto de los grupos socio-
culturales”94. La noción de minoría es muy importante si la reflexión se hace sobre el 
concepto de nación, no desde la perspectiva del Estado, sino desde la perspectiva de las 
minorías, de las comunidades marginales que también deben ser reconocidas por la 
nación. Creo que este desplazamiento que va de una mirada de la nación desde el centro 
a una mirada desde los límites de la nacionalidad es un tema muy contemporáneo e in-
cluso tiene más que ver con el mundo de los inmigrantes, de los conflictos étnicos y las 
traducciones culturales que con el de hace veinte años95. 
 
   Los nacionalismos minoritarios y el transnacionalismo migratorio son los dos 
fenómenos con mayor capacidad para alterar el modelo tradicional de ciudadanía96. El 
Estado-nación y su soberanía sufren una doble erosión: por una parte, desde afuera, las 
fuerzas y procesos de la transnacionalización; por otra parte, en el  interior la descom-
posición económica, la disolución social, la desestabilización política, y la segmenta-
ción de las sociedades y Estados nacionales en los niveles regionales y locales. En esta 
erosión del Estado y de su soberanía convergen las coordenadas externas del sistema 
con las internas97.    
 
                                               
93 AÑÓN, Mª J., “Ciudadanía diferenciada y derechos de las minorías”, en LUCAS. J. de. (dir.), 
Derechos de las minorías en una sociedad multicultural, Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 
pp. 110-113; FERNÁNDEZ, E., Filosofía política y Derecho, Marcial Pons, Madrid, 1995, pp. 88-90. 
94 RUBIO CARRACEDO, J., “Ciudadanía compleja y democracia”. en RUBIO CARRACEDO, J., 
ROSALES, J. Mª. y TOSCANO MÉNDEZ, M., Ciudadanía, nacionalismo y derechos humanos, Trotta, 
Madrid, 2000, pp. 28-31.  
95 BHABHA, HOMI, K., Nación y narración, trad. de Mª G. Ubaldini, S. XXI, 2010, pp. 87 y 88. 
96 KYMLICKA, W., “New Forms of Citizenship”, en T. J. Courchesne, D. J. Savole, eds, The Art 
of State: Gobernance in a World Without Frontiers, Institute for Research in Public Policy, Montreal, 
2003, pp. 265-310.  
97 AGOSTO, P., Wallerstein y la crisis del Estado-Nación, Campo de ideas, Madrid, 2003, p. 116. 
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Las explicaciones crecientes acerca del resurgir nacionalista vendría dado por 
la tesis del colonialismo interior98. Es cierto que el mundo está experimentando un 
cambio notable en sus fronteras ‘legales’, bien por la fracturación de países, apertura 
democrática o simplemente por la era tecnológica, pero la razonable descentralización  
incluso interna, como el federalismo, no tendría porqué afectar a la cesión de un auto-
gobierno democrático, es decir, muchas veces se niega la diversidad en todos los 
campos sociales por el miedo político que suele ser trasladado a la ciudadanía por 
intereses partidistas; se alude a procesos históricos en donde se aplica la misma discri-
minación que ahora es desarrollada en el presente. 
 
La lógica nacionalización, da lugar a la lógica democratización, en el pluralis-
mo, en las garantías jurídico constitucionales y en los derechos individuales y de grupo, 
ocupando un lugar central y una prioridad integradora99. La asimilación crea una iden-
tidad tan parecida como integradora, conduciendo en la práctica, y con el tiempo, al 
abandono de la propia cultura. No digo que sea deseable, pero quien se halla integrado 
acaba aceptando de buen grado las normas y conductas del Estado receptor. Tampoco es 
descartable que la aceptación aparente sea por interés y de los Estados-nación quienes 
una vez conseguidos sus objetivos de utilizar los recursos mundiales redefinan sus prin-
cipios100.  
 
3. 3. El Estado plural 
 
Cada persona está vinculada a roles institucionales diferentes y simultáneos, 
pero cada rol forma parte de la construcción colectiva de lo que es la identidad común y 
que sienta las bases para establecer el interés nacional101. Es por ello que el debate 
central de los sistemas federales democráticos se basa en lo que Robert Dahl ha llamado 
el cuarto dilema de la democracia: la uniformidad versus la diversidad. Es aquí en 
                                               
98 Vid. HETCHER, M., Internal Colonialism, Berkeley University Press, Berkeley, 1975.  
99 BURGES, M., Comparative Federalism, Routledge, Londres, 2006, p. 14; MÁIZ, R., “Hacia 
una teoría normativa del federalismo multinacional”, en MAÍZ, R y F. REQUEJO, F., Democracia, na-
cionalismo y multiculturalismo, Paidós, Barcelona, 2006, pp. 21-35. 
100 SOUSA SANTOS, B. de., La globalización del Derecho. Los nuevos caminos de la regulación 
y la emancipación, trad. de C. Rodríguez, Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales de la Uni-
versidad Nacional de Colombia-Instituto Latinoamericano de Servicios Legales Alternativos (ILSA), 
Bogotá, 1999, pp. 60-62.  
101 WENDT, A., “Anarchy is what States Make of it: The Social Construction of Power Politics”, 
International Organization, 1992, pp. 46, 391-425.  
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donde encontramos un problema en lo que es la esencia de la democracia: la igualdad 
podría suponer uniformidad. “[...] La diversidad es preciosa, no solo para los grupos que 
precian sus propios modos, religión, lengua, lugar, costumbres, tradiciones, historia y 
valores, sino también para cualquiera que sostiene que la diversidad humana es buena 
en sí misma y por sus resultados. La protección de las diversidades puede justificarse 
sobre bases utilitarias: da más satisfacción que la uniformidad”102. Camilleri entiende 
que el Estado democrático plural de sociedades occidentales no es amenazado con ex-
tinguirse, sino que es el concepto de soberanía nacional lo que se está transformando103. 
En una época de interdependencia global y regional con flujos de información, de indi-
viduos, de bienes y servicios, la permeabilidad de las fronteras soberanas pone en    
cuestión la definición misma de soberanía. Plantea la pregunta sobre si el concepto de 
soberanía realmente refleja el ejercicio del poder en el mundo contemporáneo. Este 
concepto implica que la autoridad proviene de la sociedad entendida como un todo 
cohesionado104. La globalización redefine las posibilidades de formación de ciudadanías 
substantivas entendiendo por tales las que enuncian un vínculo activo entre derechos ci-
viles, políticos y sociales105.  
 
Por una parte, para fomentar estrechamente la productividad y competitividad 
de sus economías debe aliarse con los intereses económicos globales y guiarse por las 
reglas globales favorables a los flujos de capital, mientras piden a sus sociedades que 
esperen pacientemente el goteo de los beneficios creados por la iniciativa empresarial. 
Los Estados-nación cuanto más resaltan los estados de identidad, menos efectivos re-
sultan como coagentes de un sistema global de poder compartido. Cuanto más triunfan 
en la esfera planetaria, en estrecha asociación con los agentes de la globalización, me- 
nos representan a sus grupos nacionales. En casi todo el mundo, la política del fin de 
milenio está dominada por esta contradicción fundamental106. 
 
                                               
102 POLIARCHY, J. L., “The Political Theory of Robert Dahl Gatland”, Congreso, Nueva York, 
1991, pp. 102 y 103.  
103 CAMILLERI, J. A. y FALK, J., The End of Sovereignty. The Politicsof a Shrinking and Frag-
menting World, Aldershot, Edward Elgar, Inglaterra, 1992, pp. 83 y 84. 
104 Ídem, p. 31. 
105 BOTTOMORE, T., “Citizenship and Social Class, Forty Years On” en  T. H. Marshall and Tom 
Bottomore, Citizenship and Social Class, Pluto Press, Londres, 1992, pp. 14-36. 
106 CASTELLS, M., La era de la información. Economía, sociedad y cultura, vol. II, El poder de 
la identidad, Alianza, Madrid, 2000, pp. 252-257. 
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La idea de que el Estado se está volviendo anacrónico es perturbadora para la 
mayoría de los ciudadanos107. Giddens, por ejemplo, reafirma la relevancia del Estado y, 
aún aceptando que los cambios puedan afectar al Estado nacional y al gobierno, sin 
embargo “ambos mantienen una importancia decisiva en el mundo actual”108. Insiste en 
destacar sus aspectos funcionales y positivos, considerándolos de tal interés, que no 
permiten la conclusión de estar asistiendo al definitivo ocaso del Estado nacional: “La 
globalización tiene como efecto ‘destaponar’ los Estados nacionales, que han perdido 
poder económico e incluso político en el seno de las estructuras transnacionales. (...) Sin 
embargo, no creo que signifiquen el final de los Estados nacionales, creo que ahí se 
produce una gran equivocación. Pienso más bien, que se trata de un proceso de recons-
trucción del Estado nacional”109. 
 
 Seguir distinguiendo entre ciudadanos y no ciudadanos atenta contra la idea 
de una verdadera democracia. Los derechos son derechos universales para todos, en el 
más amplio sentido de la palabra y limitarlos a una postura regresiva de la ciudadanía es 
ir en contra de ese universalismo fuertemente defendido por la cultura occidental. 
Mantener la idea de ciudadanía es mantener los criterios de inclusión y exclusión entre 
los estados, los pueblos y las personas110. O visto de otra manera, si los derechos son pa-
ra ‘todos’ y una limitación a ese ‘todos’ es la pertenencia una comunidad política, eso 
no es tomarse con rigor el universalismo.  
 
Es preciso un marco específico dentro del cual se pueda construir el diálogo 
intercultural, y ese marco ha de demandar condiciones institucionales de corte jurídico y 
político entre personas que pertenezcan a diferentes culturas111. Enlazado con el argu-
mento de que la globalización de los derechos fundamentales debe abarcar las diferen-
cias sin exclusión, hallamos el hecho de que las Constituciones obedecen a un pensa-
                                               
107 KENNEDY, P., Hacia el siglo XXI, Plaza&Janés, Barcelona, 1993, p. 160. 
108 GIDDENS, A., La tercera vía. La renovación de la socialdemocracia, trad. de P. Cifuentes, 
Santillana, Madrid, 1999, p. 68.  
109 GIDDENS, A., Un mundo desbocado, trad. de P. Cifuentes, Taurus, Madrid, 2000, p. 48.  
110 FERRAJOLI, L., “Más allá de la soberanía y la ciudadanía: Un constitucionalismo global”, en 
Isomia, nº. 9, México, 1998, p. 173. 
111 SORIANO DÍAZ, R., Interculturismo. Entre liberalismo y comunitarismo, Almuzara, Córdoba, 
2004, pp. 135 y 136. 
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miento históricamente condicionado por la organización social y la moral mayoritaria, 
dilucidándose que la técnica de formación jurídica más adecuada es la del diálogo112.  
 
Ello nos induce a reafirmar que, si las condiciones del consenso acarrean exi-
gencias variables para asegurar y depurar la comunicación y la formación de la voluntad 
colectiva, son menesteres principios y valores que abran cauces de cohesión, agregados 
a derechos que recojan pretensiones dirigidas a satisfacer las necesidades que requiere la 
institucionalización del diálogo sometido al pluralismo, solidaridad y reciprocidad113. 
 
El argumento de Dahl es que, a diferencia de la contraposición entre la igual-
dad ‘real’ y la ‘formal’, la diferencia en recursos económicos origina desigualdad polí-
tica entre los ciudadanos, con lo que se revela, en sí misma, como una violación de los 
criterios del proceso democrático: sin igualdad no hay democracia posible114.  Luego la 
igualdad política constituye una forma de justicia distributiva, pues las pretensiones de 
la justicia van más allá de la configuración de la autoridad, alcanzando derechos, bene-
ficios, oportunidades, y la distribución de los recursos económicos, en definitiva, la 
equidad económica. Ahora bien, el problema radica en que las sociedades modernas ge-
neran algunas de las condiciones indispensables para la poliarquía pero, sin embargo, no 
producen de forma espontánea las condiciones necesarias para su democratización115. 
 
 
4. CONSIDERACIÓN DE LOS DERECHOS SOCIALES EN LAS SOCIEDADES 
GLOBALIZADAS 
 
El Estado de bienestar establece que los individuos tienen un derecho a ciertas 
necesidades de la vida, incluyendo un nivel mínimo de alimento, albergue, vestimenta, 
asistencia médica, educación, etc. Es responsabilidad de la sociedad asegurar que todos 
sus miembros tengan acceso a estas necesidades. Pero un sistema capitalista no las 
garantiza para todos, por tanto el capitalismo no cumple su responsabilidad moral, y 
                                               
112 HABERMAS, J., “Conciencia histórica e identidad postradicional”, en ID., Identidades nacio-
nales y postnacionales, trad. de M. Jiménez Redondo, Tecnos, Madrid, 2002, pp. 83-109.  
113 FARIÑAS DULCE, M. J., Globalización, ciudadanía y derechos humanos, cit., pp. 49-55. Hay 
una cierta polémica entre el diálogo como instrumento ideal de racionalidad, propuesto por Habermas y 
por Apel, y como práctica que nos acerca a los demás; SAAVEDRA, M., “La universalidad de los dere-
chos humanos en un mundo complejo: igualdad moral y diferencias jurídicas”, en AAVV, El vínculo 
social: ciudadanía y cosmopolitismo, Tirant lo Blanch, Valencia, 2002, pp. 239-245.  
114 DAHL, R. A., A Preface to Democratic Theory, Chicago U. Press, Chicago, 1956, pp. 60-62. 
115 DAHL. R. A., Democracy and Its Critics, Yale U. Press, New Haven, 1989, pp. 10-15. 
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debe ser modificado a través de la acción estatal para proveer tales bienes a la gente que 
no los puede obtener por sus propios esfuerzos. El Estado de bienestar surge frente al 
Estado liberal.  
  
Premisas fundamentales del Estado de bienestar serían, entre otras, que la 
gente tiene derecho a bienes esenciales básicos. Obviamente me refiero a la dignidad, 
tener una vida digna116, imposible de ser planteada sin la libertad117, sin una libertad 
plenamente desarrollada, es decir, en todos su sentidos, el principio de radicalidad, 
conocer hasta las últimas consecuencias. Así, Peces-Barba, separa y une su pensamiento 
de libertad a la dignidad estableciendo como la dignidad humana es libertad de elección 
(el libre albedrío) y la libertad moral (esa autonomía que la persona alcanzaría de haber 
conseguido desarrollar adecuadamente sus planes de vida), el nexo, produce el 
“dinamismo de la libertad”, el paso de la libertad de elección a la libertad moral, a lo 
que denomina como libertad social, política y jurídica, que sirve, así, de fundamento de 
los derechos fundamentales118. 
 
Cuando el Estado otorga estos beneficios protege derechos, del mismo modo 
que cuando protege a los compradores del fraude. En ningún caso existe necesidad de 
gratitud. El concepto de derechos al bienestar, o derechos positivos, como frecuen-
temente se los llama, está modelado en los tradicionales derechos liberales a la vida, 
libertad y propiedad. Existen diferencias bien conocidas. El derecho a la vida, es un 
derecho a actuar con el propósito de preservarse a uno mismo. No es un derecho a ser 
inmune a la muerte por causas naturales. El derecho a la propiedad es el derecho a 
comprar y vender libremente, y apropiarse de los bienes de la naturaleza que no tengan 
dueño. Es el derecho de buscar propiedad, pero no un derecho a una dote de la natura-
leza o del Estado; no es una garantía de éxito para adquirir nada. En consecuencia, estos 
derechos imponen a otros solo la obligación negativa de no interferir, no impedir por la 
fuerza que alguien actúe como ha elegido.  
                                               
116 PECES-BARBA MARTÍNEZ, G., La dignidad de la persona desde la Filosofía del Derecho, 
colección Cuadernos “Bartolomé de las Casas”, nº. 26, Dykinson, Madrid, 2002. 
117 KANT, I., La Metafísica de las Costumbres, estudio preliminar de A. Cortina Orts, traducción y 
notas de A. Cortina Orts y J. Conill Sancho, colección “Clásicos del Pensamiento”, nº. 59, Tecnos, 
Madrid, 1994, pp. 48-49; NAVARRO, V., Globalización económica, poder político y Estado del bie-
nestar, Ariel, Barcelona, 2000, pp. 6-11. 
118 PECES-BARBA MARTÍNEZ, G., Curso de derechos fundamentales. Teoría General, con la 
colaboración de R. Asís, C. Fernández Liesa y A, Llamas, Boletín Oficial del Estado-Universidad Carlos 
III, Madrid, 1995, pp. 215-243. 
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Desde un punto de vista ético, la esencia del Estado de bienestar es la premisa 
de que la necesidad de un individuo es un reclamo sobre los otros. En todas las ver-
siones de la doctrina, el reclamo no depende de su relación personal con el reclamante, 
o su elección de ayudarlo, o su evaluación de sí él merece su ayuda. Es una obligación 
sin elección basada en el mero hecho de su necesidad. Pero debemos llevar el análisis a 
un escalón superior. Si estoy viviendo solo en una isla desierta no tengo por supuesto 
derechos al bienestar, desde que no hay nadie alrededor para proveerme los bienes. Por 
la misma razón, si vivo en una sociedad primitiva donde la medicina es desconocida, no 
tendré derecho a la ayuda médica. El contenido de los derechos al bienestar es relativo 
al nivel de riqueza económica y capacidad productiva en una sociedad dada.  
 
Desde los años setenta están haciéndose evidentes los límites del proyecto del 
Estado social sin que hasta la fecha sea visible una forma sustitutoria nítida, el programa 
del Estado social que sigue alimentándose de la utopía de la sociedad del trabajo ha 
perdido la capacidad de formular las posibilidades futuras de alcanzar una vida colectiva 
mejor y más segura119. Hoy como en el pasado las sociedades modernas, cohesionadas 
por el mercado y el poderío administrativo, se delimitan unas respecto a otras como 
“naciones’. Pero con esto no se dice nada acerca de la naturaleza de la autocomprensión 
nacional. Sigue siendo una cuestión empírica la de cuándo y en qué medida poblaciones 
modernas se entienden como una nación de miembros de un pueblo o más bien de 
ciudadanos. Esta doble codificación toca la dimensión de la exclusión y la inclusión. La 
conciencia nacional se mueve de modo peculiar entre la inclusión ampliada y la reno-
vada exclusión120.  
 
4. 1. Los derechos sociales  
 
La lista de los derechos individuales, civiles y políticos es insuficiente por que 
la vida actual exige no solamente la salvaguardia de todos lo derechos de la revolución 
de 1789, sino también los nuevos derechos nacidos de la evolución social121. Y será 
con-seguido por la penetración del Derecho en todos los fenómenos de la vida social y 
                                               
119 HABERMAS, J., “La crisis del Estado de Bienestar y el agotamiento de las energías utópicas”, 
en Ensayos políticos, Península, Madrid, pp. 166-170. 
120 HABERMAS, J., La inclusión del otro, trad. de J. C. Velasco Arroyo y G. Vilar Roca, Paidós, 
Barcelona, pp. 109-112. 
121 MIRKINE GUETZEVITH, B., Las nuevas Constituciones del mundo, Reus, Madrid, 1931, pp. 
35 y 36.  
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en el que lo jurídico va ensanchando más el campo del Derecho, hasta abarcar lo 
dominios que antes escapaban completamente a la regulación jurídica122. Los derechos 
sociales tienen como objetivo fundamental garantizar el bienestar económico, el acceso 
al trabajo, la educación y a la cultura, de tal forma que asegure el desarrollo de los seres 
humanos y de los pueblos. Su reconocimiento en la historia de los derechos humanos 
fue posterior a la de los derechos civiles y políticos, de allí que también sean denomi-
nados derechos de segunda generación123. 
 
No es difícil encontrar autores que niegan el valor jurídico de los derechos 
sociales y que defienden que forman parte del capítulo de las buenas intenciones o que 
tiene un carácter meramente programático124. Los derechos individuales se asocian con 
deberes de omisión o prohibición mientras que los derechos sociales se relacionan con 
obligaciones positivas ya que demandan una prestación concreta. Una de las críticas que 
suele hacerse es que ni todos los derechos individuales exigen deberes de omisión ni to-
dos los derechos sociales exigen o piden obligaciones positivas125.  
 
                                               
122 MIRKINE GUETZEVITH, B., Modernas tendencias del Derecho Constitucional, en S. Álvarez 
Gendin, (ed.), Reus, Madrid, 1934, pp. 87- 90; FICHTE, J. G., Considération destinées à rectifier les 
jugements du public sur la Révolution Française, trad. de J. Barni, Payot, París, 1989, pp. 187-193, en-
tendiendo que el autor refiere “Necesidades de la naturaleza”, para aclamar el derecho del trabajador a la 
alimentación para reparar sus fuerzas, con vestido sano de acuerdo con el tipo de clima, y una vivienda 
digna igualmente sana y sólida.  
123 La vigencia de estos derechos se encuentra condicionada a las posibilidades reales de cada país, 
pueden exigirse al Estado en la medida de los recursos. Vid. ABENDROTH, W., “El Estado de Derecho 
democrático y social”, en W. Abendroth, E. Forsthoff y K. Doehring, El Estado social, trad. de J. Puente 
Egido, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1986; ABRAMOVICH, V. y COURTIS, C., Los 
derechos sociales como derechos exigibles, Trotta, Madrid, 2004, pp. 34-67.  
124 GARRIDO FALLA, F., “El artículo 53 de la Constitución”. Revista española de Derecho 
administrativo, nº. 21, 1979, p. 176. Advierte Bobbio que si “El campo de los derechos del hombre… Es 
aquel en el que el mayor es la diferencia entre la posición de la norma y su efectiva aplicación”, ello 
ocurre “En mayor medida propiamente en el campo de los Derechos Sociales”, vid. El tiempo de los 
derechos, trad. Rafael de Asís, Sistema, Madrid, 1991, p. 123. En opinión de Casamiglia “En nuestro de-
recho, los derechos sociales no son derechos en el mismo sentido que los derechos individuales”. Son 
aspiraciones  legítimas y defendibles pero no tienen ni la protección ni las armas de los derechos en serio. 
Los derechos sociales son programas, directrices para seguir, pero no son triunfos frente a la mayoría ni 
suponen limitaciones a la negociación. CASAMIGLIA, A., Cuestiones de lealtad. Límites del libera-
lismo: corrupción, nacionalismo y multiculturalismo, Paidós, Barcelona, 2000, pp. 141 y 143. 
125 GARGARELLA, R., “Primeros apuntes para una teoría sobre los derechos sociales. ¿Es posible 
justificar un tratamiento jurídico diferenciado para los derechos sociales e individuales?”, Jueces para la 
democracia, nº. 31, 1998, pp. 11-15. Sobre la diferenciación dogmática entre derechos económicos, socia-
les y culturales, y los derechos civiles y políticos, vid, Castro Cid, B., “Problemática teórica y práctica de 
los derechos económicos, sociales y culturales”, en Blanc Altemir. (ed.), La protección internacional de 
los derechos humanos en los cincuenta años de la Declaración Universal, Tecnos, Madrid, 2001, pp. 63-
77.  
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Pero, sin embargo, los derechos sociales suelen ser definidos como los que 
asientan a favor de sus titulares una prestación frente, comúnmente, a los poderes públi-
cos y, con menor frecuencia, frente a los particulares126. La aparición de los derechos 
sociales ha variado sustancialmente los derechos fundamentales. Originariamente 
estaban dirigidos a poner límite a la actuación del Estado y ahora se han convertido en 
normas, son garantías pensadas para la individualidad, esenciales y además defienden 
bienes múltiples y circunstanciales127. Estarían pensados para ayudar a ciudadanos en 
situaciones concretas dadas en sociedad128. 
 
Los derechos sociales responden a un descubrimiento elemental que consiste 
en poner de relieve que la creación de un derecho no puede ser más importante que su 
ejercicio sino que a los sumo debe haber un compromiso entre estos dos objetivos129. 
Parten de una sociedad mal repartida, desigual, lo que conlleva inevitablemente a la 
exclusión a través de actos conscientes o actos no intencionales, ello implica un gasto 
económico y en ocasiones decidir qué derechos pueden ser suprimidos para beneficiar a 
otros130. Los derechos sociales no son reparadores ni guardan subsidiaridad respecto a 
otros derechos de primer orden como sería los derechos civiles y políticos, existiendo 
una reciprocidad entre ellos. Serían un punto de encuentro entre la igualdad material y 
la libertad real que garantizan la supervivencia de la colectividad humana131. Los dere-
chos sociales son aquellos que proporcionan ‘beneficios de bienestar. Como bienestar se 
                                               
126 PECES-BARBA, G., “Los derechos económicos, sociales y culturales”, en ID, Derechos so-
ciales y positivismo jurídico. (Escritos de filosofía jurídica y política), Instituto de Derechos Humanos 
“Bartolomé de las casas” de la Universidad Carlos III de Madrid-Dykinson, Madrid, 1999, pp. 60 y 61; 
GARRIDO GÓMEZ. Mª I., “Los derechos sociales y la igualdad real y efectiva: presupuestos teóricos 
para una acción práctica de emergencia”, en ID, La eficacia de los derechos sociales hoy, Dykinson, 
Madrid, 2013, p. 49.   
127 PÉREZ SERRANO, N., La evolución de las declaraciones de derechos. Discurso de Apertura 
del Curso Académico 1950-51, en la Universidad de Madrid. Publicaciones de la Universidad de Madrid, 
1950, pp. 86-90. 
128 MAZZIOTTI, M., “Diritti sociali”, en la Enciclopedia del Diritto, vol. XII, Giuffré, Milán, 
1964, pp. 804-805. 
129 NINO, C. S., “Autonomía y necesidades básicas”, Doxa, nº. 7,1990, pp. 21-34, en especial. p. 
22; PARAMO, J. R. de., “Bienestar, derechos y autonomía”, en Muguerza (ed.), El fundamento de los de-
rechos humanos, Debate, Madrid, 1989, pp. 12-41. 
130 Vid. HOLMES, S. y SUSTERÍN, C., “The Cost of Rights”, Norton, Nueva York, 1999; 
ROSALES, J. M., “Multiculturismo e igualdad de oportunidades: un ensayo sobre el coste de los dere- 
chos”, en Ciudadanía e interculturalidad, Anthropos, 2000, pp. 79-92. 
131 AÑÓN, Mª. J., “El test de la inclusión: los derechos sociales”, en ANTÓN, A. (coord.), Tra-
bajo, derechos sociales y globalización. Algunos retos para el siglo XXI, Talasa, Madrid, 2000, pp. 183 y 
184. 
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opone a malestar y este puede equipararse en numerosas ocasiones con el sufrimiento 
humano  a causa de la no satisfacción de necesidades básica de la gente132. 
 
Los derechos sociales se han convertido en una piedra angular del bienestar 
social e individual. En cualquier caso siguen existiendo corrientes que opinan lo con-
trario pues sería un mero programa de actuaciones para el legislador y los órganos del 
Estado, pero sin que supongan normas jurídico-positivas en sentido estricto133. O ante-
riormente, la tesis mantenida por Schmitt quien consideró que los derechos investidos 
en la Constitución de Weimar constituían una serie de principios no accionables que te-
nían como destinatario exclusivo al legislador134.  
 
Hay una igualdad jurídica básica, esta es la de que todos somos sujetos de 
Derecho teniendo derechos y obligaciones. La igualdad como punto de partida se iden-
tifica con la igualdad formal, la cual choca con obstáculos que indirectamente están am-
parados en la ley, supuestos del patrimonio o del azar, que hacen que personas que 
tienen la misma capacidad ostente oportunidades desiguales. Más la igualdad formal no 
es suficiente, se requiere la aplicación efectiva de normas igualitarias y de normas que 
guarden las esferas vulnerables, de modo que el principio de igualación social es un 
principio de compensación de las desigualdades que se realiza por la elevación o la 
promoción de las personas desfavorecidas. El principio de igualdad, por consiguiente es 
relativo en función de las circunstancias que concurren135. La libertad y la igualdad aún 
teniendo características distintas no se oponen y tampoco se pueden entender la una sin 
la otra; la solidaridad juega un papel trascendental de unión entre la una y la otra, no se 
podrían, por ejemplo, defender a los colectivos más vulnerables. No puede haber desa-
rrollo si no hay igualdad, libertad, o solidaridad.  
 
                                               
132 REAL ALCALÁ, A. J. del., “El legislador en la implementación de los derechos sociales”, en 
GARRIDO GOMEZ, Mª. I., La eficacia de los derechos sociales hoy, cit., p. 16, en el sentido que definen 
LUCAS, J. de. y AÑÓN ROIG, Mª J., “Necesidades, razones y derechos”, Doxa, nº. 7, 1990, pp. 55-59.  
133 FORSTHOFF, E., Begriff und Wesen des sozialen Rechtsstaates, Walter de Gruyter, Berlín, 
1954, pp. 27, 251, 264. 
134 SCHMITT, C., Verfassungs lehre, Duncker&Humblot, München-Leipzig, 1928, pp. 128-130. 
135 GARRIDO GÓMEZ Mª. I., “Los derechos sociales y la igualdad real y efectiva: presupuestos 
teóricos para una acción práctica de emergencia”, en ID, La eficacia de los derechos sociales hoy, cit., pp. 
50-55. La profesora Mª. Isabel Garrido se refiere a los art. de la Constitución 9.2 y 14; ALARCÓN 
CABRERA, C., “Reflexiones sobre la igualdad material”, Anuario de Filosofía del Derecho, t, IV, 1987, 
pp. 34-36.   
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Ferrajoli, describe un serio problema en lo que respecta a los derechos sociales 
diciendo que: “Nuestra tradición jurídica no ha elaborado técnicas de garantías tan efi-
cientes como las establecidas para los derechos de libertad y propiedad” y argumen-
tando que el fallo se encontraría en la crisis de la capacidad regulatoria del derecho136, 
vendrá a decir que pertenecen “al Estado de las Promesas”137. El principal candidato 
para constituirse en el rasgo de los derechos sociales, es, como resaltan numerosos 
autores, su carácter prestacional. No obstante, es uno de los conceptos más inciertos y 
menos unívocos del derecho público138. 
 
Los derechos deben actuar como reglas de reconocimiento, que sean asumidos 
o aceptados como criterios que delimitan la validez de las normas jurídicas.  En relación 
con los derechos sociales, un análisis descriptivo revela que aún están lejos de funcionar 
con criterio de identificación del derecho válido en una comunidad política determinada. 
Esto pone de relieve la importancia de la práctica social en relación con estos derechos 
que no disponen de las garantías adecuadas para lograr su efectividad139.  
 
4. 2. La ciudadanía como idea clave de corrección 
 
Uno de los fenómenos más llamativos de la actualidad es que, en los Estados 
contemporáneos, la globalización pasa de la economía a las estructuras constitucionales 
y de los mercados al sector de los derechos de la persona140. El mundo está siendo con-
vulsionado por lo global, tensionado sobre los graves problemas políticos, sociales y 
económicos. Es razonable pensar que los derechos y logros sociales se vean afectados y 
disminuidos en sus garantías. 
 
                                               
136 FERRAJOLI, L., Derechos y garantías: la ley del más débil, trad. de P. Andrés Ibáñez y A. 
Greppi, Trotta, Madrid, 2004, p. 30. 
137 FERRAJOLI, L., El Estado constitucional de Derecho hoy: el modelo y su divergencia de la 
realidad, trad. P. Andrés Ibáñez, en ID, Corrupción y Estado de derecho, Trotta, Madrid, 1996, pp. 15-
29.  
138 CASCAJO, J. L., La tutela constitucional de los derechos sociales, Centro de Estudios Cons-
titucionales, Madrid, 1988, pp. 47 y 48. 
139 PALOMBELLA, G., “Derechos fundamentales. Argumentos para una teoría”, trad. de A. 
García, Figueroa, Doxa, nº. 22, 1999, pp. 525-579.  
140 ROLLA, G., Derechos fundamentales, Estado democrático y justicia constitucional, trad. de C. 
Ortega Santiago, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, 
México, D. F., 2002, pp. 39-41.  
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Para la corrección de los problemas acontecidos, puede subrayarse la rele- 
vancia que ostenta la ciudadanía social como elaboración conceptual debida a T. H. 
Marshall, la cual será conquista del Estado social, si bien sigue aceptando la suficiencia 
de la igualdad aportada por la ciudadanía, considerándola compatible con múltiples y 
fuertes desigualdades reales, especialmente tras haber sido dicha ciudadanía enriquecida 
con una larga lista de derechos sociales y políticos141. Como afirma Heller, la soberanía 
transforma las normas jurídicas fundamentales en normas de la comunidad142. La 
soberanía externa se refuerza con las extrapolaciones de la soberanía popular y nacional. 
Las guerras coloniales y mundiales son la expresión más nítida de la plenitud 
incontrolada y con efectos perversos, de una soberanía externa desarrollada a lo largo de 
la mitad del S. XIX y del XX sin ningún control, ni tan siquiera formal143. La soberanía 
externa queda libre, sin limitaciones jurídicas, hasta el final de la II Guerra Mundial. 
Final que fue sancionado jurídicamente por la Carta de la ONU de 1945 y la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948; la paz y los derechos 
humanos forman parte, al menos en el plano normativo, de las relaciones entre Estados. 
La soberanía interna y externa comienzan a modularse, junto al desarrollo del Estado 
Constitucional de Derecho y la consolidación del Derecho Internacional144. Desde el 
constitucionalismo global la idea fuerza se centra en “disolver la soberanía externa, una 
vez que la soberanía interna ha desaparecido o quedado seriamente devaluada bajo el 
imperio del constitucionalismo145. “La esencia del constitucionalismo y los derechos re-
side en limitar poder desde una norma jurídica externa. Desde esta perspectiva, la globa-
lización neoliberal146 está modificando pautas importantes del orden internacional”147.  
 
Ahora bien, la ciudadanía es un concepto social pero también político forjado 
inicialmente en la ciudad. Corresponde al estatuto de los hombres y mujeres libres. Así, 
                                               
141 MARSHALL, T, H., Ciudadanía y clase social, cit., p. 21. 
142 HÉLLER, H., La soberanía: contribución a la teoría del Derecho Estatal y del Derecho Inter-
nacional, La Fundación, Escuela Nacional de Jurisprudencia, Fondo de Cultura Económico, México, 
1995, pp. 59-62.  
143 HABERMAS, J., “El derecho internacional en la transición hacia un escenario poscolonial,” 
Centro Cultural Contemporánea de Barcelona, Barcelona, 2008, pp. 9-22. 
144  FERRAJOLI, L., Derechos y Garantías: la Ley del más débil, cit., p. 144. 
145 PRIETO SANCHÍS, L. P., “Constitucionalismo y globalización” en JULIOS-CAMPUZANO, 
A. de. (ed.), Dimensiones jurídicas de la globalización, Dykinson, Madrid, 2007, p. 47. 
146 La receta neoliberal se ubica en la segunda posguerra y en la obra de Friedrich Von Hayek. Pero 
el auge del capitalismo de los años 50 y 60 impide su desarrollo. Sin embargo reaparece con fuerza tras 
las crisis de los años setenta en Europa y EEUU, en naciones de una y otra ideología. 
147 GALINSOGA, A., “Las Transformaciones de la Sociedad Internacional y los derechos huma- 
nos”, El vuelo del Icaro, nº. 2-3, 2001-2002, pp. 333-338. 
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podemos ver que en la percepción de ciudadanía se encuentran dos cuestiones clave: un 
aspecto racional, según el cual una sociedad debe ser justa para que sus miembros ‘per-
ciban su legitimidad’, y un aspecto de sentimiento en tanto que la ciudadanía refuerza 
los lazos de pertenencia, de identidad. Esta concepción de ciudadanía se ha forjado entre 
el siglo XVIII y XX mediante un proceso acumulativo. En una primera etapa, los ciu-
dadanos son aquellos a los que se les reconoce un conjunto de derechos y libertades 
individuales, de naturaleza civil (especialmente de un marcado carácter económico). En 
el siglo XIX la ciudadanía adquirió un perfil casi predominantemente político. Los 
ciudadanos eran quienes gozaban de la integridad de derechos políticos. La construcción 
de la ciudadanía por lo tanto ha sido un proceso vinculado a la consolidación del deno-
minado Estado-nación y al progresivo establecimiento, en este marco, de la democracia 
representativa.  
 
En el siglo XX, la ciudadanía ha adquirido un nuevo contenido: el social. Ser 
ciudadano hoy es tener derecho a recibir educación y asistencia, prestaciones sociales 
diversas, servicios públicos subvencionados, salario vigente, protección laboral, etc. La 
ciudadanía moderna es también un resultado del desarrollo político y social del siglo 
XX que ha configurado el Estado del Bienestar. Sin embargo, hoy, la ciudadanía se 
enfrenta a un doble desafío. Por una parte, hay circunstancias que ponen en cuestión los 
contenidos de la ciudadanía adquirida. Por otra, nuevos fenómenos plantean la necesi-
dad de ampliar los contenidos y renovar el concepto de ciudadanía, por lo tanto político.  
 
Así las cosas, entre los factores más importantes que cuestionan la ciudadanía 
están los que resultan de las crisis de los Estados del Bienestar y del brusco aumento 
persistente del desempleo. En los países europeos una parte de la población (que tiende 
a crecer) pierde progresivamente sus atributos ciudadanos: no vota, no tiene trabajo, vi-
ve en zonas marginales, se siente excluida de las instituciones, no está conectada con el 
progreso de las redes de comunicación. Esta situación se agrava porque entre los 
ciudadanos con posibilidad de ejercer ‘sus derechos’, el temor a quedar afuera les esti-
mula los comportamientos corporativos e insolidarios; la intolerancia y la xenofobia. A 
lo dicho, añado que una parte significativa de la población no pierde la ciudadanía por-
que nunca la ha tenido: son los extranjeros. Muchos ilegales (total o parcialmente, por 
ejemplo los que pueden residir, pero no trabajar). Otros legales, pero con derechos 
limitados.  
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Las causas que inciden a una ampliación del concepto de ciudadanía, cabe 
citar: la necesidad de regular derechos ‘universales’ que garanticen a la población la 
protección del medio ambiente, el acceso a las nuevas tecnologías de comunicación y   
la posibilidad de utilizar los ‘servicios de interés general’, pero de gestión privada; re-
definición ‘femenina’ de significación de la ciudadanía, pues subsisten en importantes 
factores de desigualdad jurídica, social, política y cultural entre los géneros (por pro-
totipo, derechos económicos, de accesible a determinadas instituciones, etc.); gran ex-
pansión de la ciudadanía europea a los ‘no nacionales’ (es decir ‘no comunitarios’), bien 
a través del acceso a la nacionalidad, de la multinacionalidad o de la separación entre 
ciudadanía y nacionalidad. La identidad cultural componente de la ciudadanía. El dere-
cho a la lengua y a la cultura propias del grupo o de la comunidad de origen, sean de 
base territorial o étnica, al patrimonio histórico y la memoria colectiva, la educación, 
medios de comunicación propios, constituirse asociaciones, a participar colectivamente 
en la vida política. Es hoy una contraparte ciudadana a la globalización148. El derecho a 
la ciudad. La suburbanización, el deterioro de zonas urbanas, la exclusión, niegan hoy 
derechos básicos ciudadanos: la integración económica, la participación política, socia-
lización cultural, seguridad personal, acceso al empleo, la movilidad y el reconocimien- 
to por parte de los otros. La ciudad incluye viviendas y servicios, pero es mucho más.  
 
La ciudadanía europea formal ahora consiste en el derecho a circular, residir y 
trabajar en cualquier país de la UE. En la práctica es un derecho limitado por el rol del 
Consejo Europeo y las legislaciones nacionales, que imponen condiciones de seguros 
sociales, disponibilidad de recursos económicos, titulación profesional, derecho a votar 
y a ser elegido en las elecciones locales y en las elecciones al Parlamento Europeo. Una 
disposición importante, pero por ahora poco efectiva. En cuanto a las elecciones locales 
lo menos que puede decirse es que los gobiernos nacionales, no han sido muy diligentes 





                                               
148 CASTELLS, M. y BORJA J., Local y Global, Taurus, Madrid, 1997, pp. 67-90; DINSTEIN, Y. 
y TABORY, M. (eds.), “The protection of minorities and  human rights”, Boston, Londres, 1992, pp. 12-
17; DECAUX, E. y PELLET, A. (dir.), Nationalite, minorites, et succession d’ Etats Europe de L’Est, 
Cahier du Cedin, París, 1996, pp. 3-6.  
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4. 3. Relevancia de la igualdad 
 
Resulta imprescindible centrarse en la dimensión social y, en concreto, en los 
fuertes desequilibrios que se producen entre el mercado y los derechos humanos149. La 
economía se globaliza y las instituciones democráticas que tutelan los derechos de las 
mayorías se ubican en un espacio subordinado y marginal; las instituciones globalizadas 
sustituyen el control democrático por la regulación opaca del comercio global. 
 
La OIT considera que: “Las normas globales reflejan una falta de equilibrio. 
Las normas e instituciones económicas prevalecen sobre las normas e instituciones so-
ciales; y las realidades globales están poniendo a prueba la eficacia de las propias     
normas e instituciones actuales. Se ha liberalizado el comercio de los productos manu-
facturados, mientras sigue el proteccionismo en el sector agrícola. El desequilibrio de 
las normas globales puede agudizar las desigualdades iniciales. Al presente, las normas 
que rigen el comercio mundial favorecen a los ricos y poderosos, y pueden perjudicar a 
los pobres y débiles, ya se trate de países, empresas o comunidades”150. 
 
Como pone de relieve Rosenfeld, la trayectoria histórica de la igualdad cons-
titucional es resultado de una larga y difícil lucha contra privilegios y status feudales. 
Esta lucha es dialéctica y se divide en tres etapas. En la primera, el correlato de la di-
ferencia es la desigualdad, a aquellos que son caracterizados como diferentes se les trata 
como inferiores o superiores dependiendo de su posición en la jerarquía. En la segunda 
fase, la identidad es correlato de la igualdad, reunidos ciertos criterios, todo el mundo 
tiene derecho a ser tratado igualmente. Al final, el correlato es la diferencia, pues cual-
quier persona será tratada en proporción a sus necesidades y aspiraciones151. 
 
Así, la consecución de la igualdad sustancial justifica un trato diferenciado, 
siempre que haya una desigualdad social con la meta de reducirla o eliminarla, obte-
                                               
149 SOUSA SANTOS, B. de., “La Globalización del Derecho. Los nuevos caminos de la regulación 
y la emancipación”, cit., pp. 176-232. 
150 OIT, 2004, pp. 4 y 5. 
151 ROSENFELD, M., “Hacia una reconstrucción de la igualdad constitucional”, trad. de J. Dorado 
Porras, en Derechos y Libertades, 1998 p. 415; GARRIDO GÓMEZ, Mª I., “La  complementariedad en-
tre la igualdad y la diferencia”, versión impresa ISSN 1315-6268, 2007, p. 4. 
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niendo una sociedad más justa, evitando formas de neutralización, interiorización o anu-
lación de diferencias para que los grupos minoritarios no permanezcan marginados152. 
 
El principio de igualdad actúa ahora de forma distinta, el panorama ha cambia-
do a raíz de la globalización al potenciar el pluralismo jurídico y la descentralización 
político-administrativa, junto a la nueva concepción de la soberanía de Estado moderno 
diseñándose nuevas fórmulas. En consecuencia, lo que cabe es intentar compatibilizar 
los paradigmas de la igualdad y la diferencia entre los ordenamientos jurídicos de forma 
más coordenada que subordinada, estableciendo prioridades axiológicas en las que sean 
primordiales el aspecto de la legitimidad en el campo de la producción jurídica153. 
 
El concepto de igualdad refuerza al concepto utópico de libertad, pero, aquello 
que desiguala a los seres humanos serán precisamente sus diferencias. La igualdad tiene 
dos sentidos. Igualdad puramente formal e igualdad material. La igualdad no pretende 
la homogeneidad, este es uno de los malentendidos contemporáneos en que se ha visto 
envuelto este concepto, la diversidad otorga significado a la existencia. Partiendo de di-
cha premisa, la propuesta de la igualdad, como valor implica que estas diversidades pre-
sentes en la vida humana y social no deriven en las desigualdades154. Mas la igualdad al 
igual que la libertad, no es un concepto estático ni neutro. Advirtamos que el epígrafe de 
libertad negativa propugna el respeto por el ámbito privado de decisión, la libertad de 
que el Estado no interfiera en la actividad de cada persona más allá de un límite claro y 
pactado. Se trata de la defensa de la libertad individual por encima de cualquier otro va-
lor general. Ciertamente, la igualdad es posible bajo diversas condiciones.  
 
La pregunta básica, si hablamos de globalización, sería ¿es equitativa la distri-
bución existente? Una economía pura de mercado, por supuesto, no produce igualdad 
entre individuos. No deja de reclamarse que la justicia requiere igualdad estricta de 
resultado. La posición más común es que hay una presunción a favor de resultados 
iguales, y que se justifica una partida desde la igualdad por sus beneficios sociales. El 
                                               
152 GARRIDO GÓMEZ, Mª I., “La complementariedad entre la igualdad y la diferencia”, Frónesis, 
vol. XV, nº. 2, 2008, pp. 3 y 4; FARIÑAS DULCE, Mª J., Globalización, ciudadanía y derechos huma- 
nos, cit., pp. 22 y 23; PECES-BARBA MARTÍNEZ, G., “Los derechos económicos, sociales y culturales: 
apunte para su formación histórica y su concepto”, en ID, Derechos sociales y positivismo jurídico (escri-
tos de Filosofía Jurídica y Política), cit., p. 66.        
153 JULIOS-CAMPUZANO, A. de., La crisis del ordenamiento, Ciudadanía y derecho en la era de 
la globalización. Dykinson, Madrid, 2007, p. 111. 
154 MIRCEA, E., Mito y realidad, trad. de L. Gil, Barcelona, Cairos, Barcelona, 1999, pp. 12-24. 
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famoso Principio de diferencia de John Rawls, esclarece: “Las desigualdades son per-
mitidas en tanto sirven los intereses de los menos aventajados en la sociedad”155.  
  
 Las personas deben ser premiadas de acuerdo con su habilidad productiva, 
como incentivo para desarrollar los mayores esfuerzos de los que sea capaz. Pero 
cualquiera de esas diferencias debe ser delimitada por lo necesario para el bien público. 
¿Existe una base filosófica de este principio? Probablemente pudiera sostenerse el prin-
cipio básico de justicia: ‘la gente debe ser tratada diferente solo si hay diferencias en 
alguna forma moralmente relevante’ Seguramente, este empiece no es coherente, sim-
plemente no se sostiene puesto que en una economía de mercado los ingresos son deter-
minados por muchos millones de individuos: consumidores, inversores, empresarios y 
trabajadores. Dependientes y coordinados a su vez por las leyes de oferta y demanda; no 
es un accidente que un empresario exitoso gane bastante más que un jornalero. Pero no 
es el resultado de ninguna intención consciente de la sociedad.  
 
La justicia social descansa en la asunción de que la habilidad individual sea 
una ventaja social. Para John Rawls, la igualdad formal de oportunidades no satisface el 
derecho de los ciudadanos de tener acceso a los bienes y servicios socialmente gene-
rados ni resuelve la obligación distributiva del Estado al respecto. La sola igualdad for-
mal es una ventaja para quienes están en mejores condiciones de aprovechar las opor  
tunidades disponibles y una desventaja para quienes, por circunstancias de origen o 
condición, tienen escasa posibilidades de competir. La constatación de ese problema ha 
llevado a determinados especialistas a formular alternativas. Amartya Sen, por ejemplo, 
propone asegurar la formación de capacidades individuales para equiparar ventajas en  
la competencia. Dworkin establece un doble requisito político para avanzar en el ideal 
igualitario: “Que el gobierno adopte las leyes y políticas que aseguren un destino para 
los ciudadanos con independencia de su condición de origen; el gobierno posibilite unos 
destinos congruentes con las decisiones que los ciudadanos asumen en su proyecto de 
vida -si no fuera así no es un gobierno legítimo-156.  
 
                                               
155 RAWLS, J., Teoría de la justicia, trad. de Mª. D. González, Fondo de Cultura Económico, 
México, 1995, pp. 65-92. 
156 DWORKIN, R., Sovereign Virtue. The Theory and Practice of Equality, Cambridge, University 
Press, Harvard, 2000, pp. 511-516. 
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El tratamiento de la diferencia se ha de hacer por el reconocimiento de de-
rechos, o por disposiciones en el marco de acciones afirmativas transformadoras de las 
causas que originan las desventajas con apoyo en una situación de desventaja, opresión 
y carencia de oportunidades vitales, siendo las más relevantes las que apuntan a las 
aportaciones de la ciudadanía social. Este juego de planteamientos reclama un tipo de 
gestión que proteja particularmente los derechos de las minorías, desplegando métodos 
que consigan la igualdad inclusiva entre todos los grupos diferenciados. En un mundo 
donde impera la globalización y los localismos, se reafirma una universalidad en la di-
versidad y una universalidad en la igualdad con respecto a lo diferente157.  
 
La igualdad ostenta innumerables facetas y dimensiones, en este sentido, 
podemos hablar de su dimensión moral, política, económica, social y jurídica. La igual-
dad es un concepto relacional que implica un juicio comparativo desde donde se preten-
de atisbar y dilucidar identidades y diferencias. El juicio de igualdad es un instrumento 
a través del cual se establece una relación comparativa entre dos o más sujetos que 
poseen al menos una característica relevante en común. La igualdad se configura desde 
distintas vertientes y dimensiones, un supuesto, un postulado moral, pero también como 
principio normativo, un valor axiológico constitucional de los distintos ordenamientos 
jurídicos158. En todos los ordenamientos jurídicos constitucionales el valor de la igual-
dad es un principio fundamental. La igualdad es un valor normativo, político y 
axiológico referencial159. 
 
La igualdad formal, enlaza con la generalidad y la abstracción, que aplicadas a 
los derechos revierte en que todos somos iguales en la titularidad y ejercicio (igualdad 
relativa). La igualdad material, intenta conseguir la igualdad de la mayor cantidad posi-
ble de sujetos en la mayor cantidad posible de aspectos160. Al respecto, la igualdad ha de 
ser entre todos los seres humanos en los recursos adecuados para satisfacer las nece-
                                               
157 AÑÓN ROIG, Mª. J., Necesidades y derechos. Un ensayo de fundamentación, Centro de Estu-
dios Constitucionales, Madrid, 1994, p. 253; HÄBERLE, P., El estado constitucional, trad. de H. Fix-
Fierro, Universidad Nacional Autónoma de México, México D. F., 2001, pp. 108-110. 
158 LAPORTA, F., “El principio de igualdad: introducción a su análisis” en Sistema, nº. 67, 1985, 
pp. 3-31; PECES-BARBA, G., Los valores superiores, Tecnos, Madrid, 1984; LUCAS, J. de., “La igual-
dad ante la ley” en GARZÓN VALDÉS, E. y LAPORTA, F., El derecho y la justicia, Trotta, Madrid, 
1996, pp. 493-501. 
159 PÉREZ LUÑO, A. E., Dimensiones de la igualdad, Dykinson, Madrid, 2006, pp. 11-40. 
160 GARRIDO GÓMEZ, Mª I., Derechos fundamentales y estado social y democrático de derecho,  
cit., pp. 113-116. 
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sidades básicas, que deje a cada uno desarrollar de forma equiparablemente autónoma y 
libre su plan de vida161. La tensión entre la igualdad de derecho y de hecho fructifica en 
una colisión entre principios que debe resolverse casuísticamente con la técnica de la 
ponderación162.  
 
En la valoración que realiza el Tribunal Constitucional español, se pretende 
alcanzar una síntesis entre el acto justo, considerado como ‘un tratamiento igual a todos 
los que están sometidos a la misma regla’, gracias al que se obtiene la seguridad ju-
rídica, y la regla justa, estimativa del ‘tratamiento igual a todos aquellos sobre los que 
se pueden establecer distinciones justificadas’163. El Tribunal Constitucional comenzó 
calificando a la igualdad como un principio sui generis164, se entiende como un derecho 
de los ciudadanos “a obtener un trato igual, que obliga y limita a los poderes públicos a 
respetarlo y que exige que los supuestos de hecho iguales sean tratados idénticamente 
en sus consecuencias jurídicas y que, para introducir diferencias entre ellos, tenga que 
existir una suficiente justificación de tal diferencia, que aparezca al mismo tiempo como 
fundada y razonable, de acuerdo con criterios y juicios de valor generalmente aceptados, 
y cuyas consecuencias no resulten desproporcionadas”165. 
 
A mayor abundamiento, Ruiz Miguel enumera otras variantes como son la  
diferenciación para la igualdad al señalar que “el fin de una sociedad más igualitaria 
hace necesarias políticas que traten desigualmente a quienes son desiguales, para amino-
rar las distancias y ayudar a los más desfavorecidos, equiparándolos a los que están en 
mejor situación”; y la diferenciación como igualdad, que “plantea un modelo ideal de 
sociedad igualitaria, en el que las relaciones sociales se simbolizan por una diferencia- 
ción o diversidad entre grupos que no implica dominación ni desigualdad injusta”.  
 
                                               
161 HIERRO SÁNCHEZ-PESCADOR, L., “Las huellas de la desigualdad en la Constitución”, en 
MATE RUPÉREZ, M. R. (comp.), Pensar la igualdad y la diferencia. (Una reflexión filosófica). 
Fundación Argentaria-Visor, Madrid, 1995, p. 137.          
162 PRIETO SANCHÍS, L., “Los derechos sociales y el principio de igualdad sustancial”, en ID., 
Ley, principios, derechos, Instituto de Derechos Humanos “Bartolomé de las Casas” de la Universidad 
Carlos III de Madrid-Dykinson, Madrid, 1998, p. 90. 
163 GARRIDO GÓMEZ, Mª I., “La complementariedad entre la igualdad y la diferencia”, cit., p. 5; 
RODRÍGUEZ PIÑERO, M. y FERNÁNDEZ LÓPEZ, Mª. F., Igualdad y discriminación, Tecnos, 
Madrid, 1986, pp. 41-49.        
164 STC 75/1983 de 3 de agosto. 
165 STC 200/2001, de 4 de Octubre. 
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La diferenciación para la igualdad se vale de la pretensión o aprobación de un 
sistema fiscal progresivo, correcciones del sistema proporcional puro, pensiones no con-
tributivas, asignación de becas para estudiantes necesitados, dotación de construcciones 
para los discapacitados, subvenciones para viviendas, etc., y la diferenciación como 
igualdad aspira a la igualdad como identidad, similitud o asimilación. La primera se 
apoya en la solidaridad, “mediante un reparto de los papeles sociales indiferente a ras-
gos colectivizadores”; la segunda se enfoca hacia el pluralismo y la tolerancia, y piensa 
que “el ideal igualitario es el de la diversidad de grupos en un marco social exento de 
relaciones de dominación y jerarquías”166. 
 
5. LOS DERECHOS CULTURALES EN LAS SOCIEDADES GLOBALIZADAS 
 
5. 1. La construcción de la identidad  
 
Los derechos humanos hoy deben afrontar una etapa de profundización en el 
diálogo intercultural para fortalecer su exigencia de universalidad: la prueba o test de 
universalidad es su transculturalidad, y eso exige escuchar, dar voz a las pretensiones y 
visiones del mundo de otras tradiciones culturales, pero no para admitirlas sin más, sino 
para examinar si hay algo que debemos cambiar o añadir167. Resulta imprescindible afir-
mar el derecho a la propia identidad cultural, lo importante es la diferencia y ello sig- 
nifica que la protección de la propia cultura tiene carácter prerrequisito respecto al      
reconocimiento y garantía efectiva de los derechos individuales de los individuos en 
grupo168. 
 
La socialización en las sociedades más tradicionales puede implantar unas 
identidades socialmente definidas de antemano; por el contrario, en las sociedades com-
plejas, los procesos de socialización convierten en un laberinto las trayectorias indivi-
duales mediante las que pretendemos aprehender la realidad social y donde la ecuación 
                                               
166 RUIZ MIGUEL., “La igualdad en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional”, en GARCÍA 
SAN MIGUEL, L. (ed.), El principio de igualdad, Universidad de Alcalá-Dykinson, Madrid, 2000, pp. 
286-290. 
167 LUCAS, J. de., “Los derechos sociales en tiempos difíciles”, en ZAPATERO, V. y GARRIDO 
GÓMEZ, Mª. I, (eds.), Cuadernos Democracia y Derechos Humanos nº. 1, en Los derechos sociales co-
mo exigencia de la justicia, UAH, Madrid, 2009, p. 173.  
168 SPILIOPOULOU-AKEMAR, A., Justifications of Minority Protection in Internatiobal Law. 
Kluwer Law, Londres, 1997, pp. 188-196. 
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‘un grupo social igual a cultura’ no funciona para nada169. Estas trayectorias indivi-
duales enmarcadas en una sociedad determinada van perfilando la construcción de la 
identidad, fenómeno que surge de la dialéctica entre el individuo y la sociedad170.  
 
Las identidades se construyen a través de un proceso de individualización por 
los propios actores para los que son fuentes de sentido y, aunque se puedan originar en 
las instituciones dominantes, solo lo son si los actores sociales las interiorizan y sobre 
esto último construyen su sentido171. En esta línea, Castells, diferencia los roles defini-
dos por normas estructuradas por las instituciones y organizaciones de la sociedad (in-
fluyen en la conducta según las negociaciones entre individuos y dichas instituciones, 
organizando así las funciones) y las identidades definidas como proceso de construcción 
del sentido atendiendo a un atributo o el conjunto de atributos culturales (constituyendo 
dicho sentido, entendido como la identificación simbólica que realiza un actor social del 
objetivo de su acción)172. De alguna forma o manera, se puede interpretar que se están 
reforzando las propuestas tendentes a reconocer aquellos procesos de identificación en 
situaciones de policulturalismo173 (o los momentos de identificación que se dan en la 
sociedad-red), emergiendo pequeños grupos y redes174.  
 
La dificultad de establecer diferencias o límites entre lo que se podría deducir 
como la identidad social e identidad individual es única, paradigmática. Jenkins, cree 
que debe rehabilitarse el concepto de identidad social en el campo sociológico: “Si la 
identidad es un requisito necesario para la vida social, esta lo ha de ser, de manera re-
versible, para la identidad”. La dialéctica interna-externa de la identificación es el pro-
ceso por medio del cual todas las identidades (individuales y colectivas) se constituyen.  
 
Por otra parte, las identidades sociales nunca son unilaterales, necesitan de 
interacción. En este sentido, tanto las identidades sociales individuales como colectivas 
                                               
169 PUJADAS, J. J. “Algunas aproximaciones teóricas al tema de la identidad”, en Etnicidad. 
Identidad cultural de los pueblos, 1993, pp. 47 y 65. 
170 BERGER, P. L. y LUCKMAN, T., La construcción social de la realidad, trad. de S. Zulueta, 
Amorrortu, Buenos Aires, 1988, pp. 32-37. 
171 GIDDENS, A., “La trayectoria del yo”, trad. de P. Dentzien, Península, Barcelona, 1995, pp. 
93 y 139. 
172 CASTELLS, M., “Paraísos comunales: identidad y sentido en la sociedad red”, en La era de la 
información. Economía, sociedad y cultura, vol. II. El poder de la identidad, Alianza, Madrid, 1998, pp. 
27-90. 
173 MAFFESOLI, M., El tiempo de las tribus, trad. de D. Gutiérrez, Icaria, Barcelona, 1990, p. 12.  
174 JENKINS, R., Theorising social identity, Routledge, Londres, 1996, pp. 19-28. 
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pueden ser comprendidas utilizando un modelo dialéctico externo e interno. Ello 
supone, en cierta manera y según Jenkins, una alternativa más completa a la disyunción 
persistente en la teoría social entre lo individual y la sociedad, la acción y la estructura. 
Aunque la construcción de la identidad sea un proceso, no implica necesariamente una 
secuencia, sino que hay dimensiones simultáneas según se vaya dando la práctica social, 
es lo que Jenkins denomina ‘momentos de identificación’, permitiéndole asegurar que 
en este modelo dialéctico el foco recae sobre la síntesis. El individuo humano empieza 
pensando en términos enteramente sociales y la misma individuación solo puede conse- 
guirse por la socialización. Teniendo en cuenta esta realidad comunicativa que está re-
ferenciada sobre una comunidad de comunicación, la identidad que se adquiere tiene 
dos aspectos complementarios: universalización y particularización. Las personas en 
este sentido aprenden a actuar autónomamente en un marco de referencia universalista y 
hacen uso de su autonomía para desarrollarse la subjetividad y particularidad175. 
 
Cuando se profundiza en la identidad, la cultura está presente, si bien no se 
puede confundir una con otra. La cultura deriva en gran parte de procesos inconscientes, 
la identidad se basa en una norma de pertenencia, necesariamente consciente, fundada 
sobre oposiciones simbólicas176. Lévi-Strauss reconoce que a veces para estudiar socie-
dades diferentes se reducen a la identidad, pero las ciencias humanas deben superar esta 
noción de identidad y ver que su existencia es puramente teórica; existencia de un límite 
que no pertenece en realidad a ninguna experiencia177. La identidad cultural, como se-
ñala Cuche, aparece como una indudable modalidad de categorización de la distinción 
“nosotros/ellos”, constituida sobre la diferencia cultural. Distingue entre concepciones 
‘objetivistas’ y ‘subjetivistas’ de la identidad cultural.  
 
No obstante, también se puede hablar de la creación de una ilusión identitaria a 
partir de los procesos de invención de la tradición que son los que definen lo auténtico 
en lo que se basa la identidad178. En la actualidad se vive una situación compleja, donde 
el movimiento general de eclosión de las sociedades (la mundialización, la globaliza- 
ción) se acompaña de exacerbación de las identidades particulares. Según Cuche, es una 
                                               
175 HABERMAS, J., Teoría de la Acción Comunicativa, II. Crítica de la razón funcionalista, 
Taurus, Madrid, 1992, pp. 44-64 y 139-154. 
176 CUCHE, D., La notion de culture dans les sciencies sociales, La Découverte, París, 1996, pp. 
83-96.  
177 LÉVI-STRAUSS, C., La identidad, Petrel, Barcelona, 1981, pp. 353-369. 
178 BAYAR, F., “La fabrication de L’authenticité”, en L’illusion identitaire, París, 1996, p. 85. 
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suposición vaga especular que a una pretendida ‘identidad cultural’ le correspondería             
una ‘identidad política’, ya que en realidad todo sería ilusorio: son una construcción, a 
menudo reciente, no es una identidad natural.  
 
La identidad cultural de una persona se enmarca en una identidad global: “Es 
una constelación de identificaciones particulares en instancias culturales distintas”179. 
La identidad es una construcción social y, por tanto, su complejidad es innata y 
participa de la propia heterogeneidad de cualquier grupo social. La identidad no puede 
considerarse monolítica ya que eso impediría comprender los fenómenos de identidad 
mixta, frecuentes en toda sociedad180. 
 
La idea global de identidad como conceptualización social nos lleva a pro-
fundizar en un aspecto más concreto y crucial como es la identidad cultural, y desde 
esta, destacar un núcleo si cabe más cohesionado, más denso de interrelaciones como es 
la identidad comunitaria, que nos permite hablar del concepto de identificación. De 
alguna manera, la distinción entre identidad social, identidad cultural e identidad comu-
nitaria se presenta para poder desbriznar y destacar elementos sutiles relacionados con 
los complejos procesos de la construcción de las identidades y de los procesos de iden-
tificación en un mundo que se debate entre la globalización y lo local. 
 
Por otro lado es importante señalar que según Habermas que en las sociedades 
contemporáneas es inexcusable una política de reconocimiento a causa de que la iden-
tidad de cada sujeto se une íntimamente a las identidades colectivas, y cada ciudadano 
precisa establecer una red de reconocimientos, haciendo que el patriotismo propugnado 
conviva con sociedades que tienen una unidad cultural y con otras que poseen grandes 
disparidades. En las dos clases, todos y cada uno han de poder encontrar un reconoci-
miento en su integridad como individuos incanjeables, en su calidad de miembros de un 
grupo étnico o cultural y en su condición de ciudadanos181. 
 
                                               
179 ABOU, S., Identité ethnique et identité culturelle, Pluriel, París, 1995, pp. 29-46. 
180 CUCHE, D., La notion de culture dans les sciencies sociales, cit., pp. 91 y 92. 
181 HABERMAS, J., La constelación posnacional. Ensayos políticos, trad. de P. Fabra, Paidós, 
Barcelona, 2000, pp. 99 y 100; ID., Facticidad y validez. Sobre el Derecho y el Estado democrático de 
Derecho en términos de teoría del discurso, cit., p. 628. 
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En todo caso, la identidad comunitaria enfatiza la situación grupal, destacando 
la cohesión y solidaridad existente entre  miembros identificados con dicha comunidad. 
En este sentido, Weber insiste en que los individuos cuando están dentro de una 
colectividad se sienten subjetivamente como individuos con características comunes, a 
partir de aquí se puede derivar una acción comunitaria positiva o negativa en relación a 
otras comunidades (otras identidades) que se ven y se viven como desiguales. La idea 
de colectividad se concreta en un terreno más controlable o controlado. Se da una inne-
gable tendencia a cerrar comunidades, pero ello no quiere decir que no se dé la exis-
tencia de ‘comunidades de intercambio social’ (no endogámicas) según las costumbres 
o hábitos enraizados en cada asociación. De hecho, la identidad comunitaria se basa 
sobre todo en ‘conciencia de comunidad’ existente que fomenta la imitación entre sus 
componentes facilitando a la vez, esta identificación182. García Canclini opina que la 
adopción de la modernidad no es necesariamente sustitutiva de las tradiciones comuni- 
tarias, sino que más bien apuesta por culturas híbridas. También postula, en la línea del 
interaccionismo simbólico, que la negociación es componente clave para el funciona- 
miento de las instituciones y los campos socioculturales183. 
 
En principio, parece que la identidad comunitaria tiene mucha relación con 
una identidad de resistencia colectiva contra la opresión. Es un mecanismo de auto- 
defensa que Castells denomina “la exclusión de los exclusores por los excluidos”. Los 
límites de la separación permanecen rígidamente establecidos y parece dificultosa la 
comunicación; fragmenta las sociedades en tribus o, como indica el autor, comunidades, 
de una manera eufemística184. Ello no obstante, hay también consideraciones que reto- 
man el concepto de identidad comunitaria para destacar las posibilidades democráticas y 
solidarias en un mundo complejo y difícil. El problema reside precisamente en abocar a 
la gente a identificarse monolíticamente. En este sentido, Etzioni nos advierte del peli-
gro de las llamadas políticas de identidad que refuerzan la idea de las diferencias gru-
pales como totales, se describe a los otros grupos como el enemigo y se olvida que 
todos son miembros de una única sociedad. Dicho autor ambiciona recuperar la idea 
comunitaria como núcleo de interrelaciones solidarias, pero no como un enquistamiento 
                                               
182 EBER, M., Comunidades étnicas en economía y sociedad, Fondo de Cultura Económica, 
México, 1979, pp. 14-23. 
183 GARCÍA CANCLINI, N., Culturas híbridas como estrategias para entrar y salir de la moder-
nidad, Paidós, Barcelona, 2001, pp. 57-59. 
184 CASTELLS, M., “Paraísos comunales: identidad y sentido en la sociedad red”, en La era de la 
información. Economía, sociedad y cultura, cit., pp. 31-33. 
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grupal de unos contra otros. Es más, utiliza el término “sociedad comunitaria” para de-
signar esa propuesta de articular valores comunitarios sin perder de vista la sociedad 
global, o mejor dicho, desarrollarlos en ella. Y todo esto basado en la idea de la comple- 
ja y múltiple identificación de las personas integrantes de diversos grupos a la vez y 
difícilmente clasificables únicamente en uno determinado185. En el modelo de comuni-
dad de comunidades se hace referencia a las políticas educacionales, apostando por evi-
tar los sistemas educacionales biculturales y favorecer la inmersión en la corriente 
general. El modelo comunitario que presenta respaldado por los elementos compartidos 
combinando con la inmersión, la enseñanza a todos los estudiantes, de las múltiples 
contribuciones culturales de las distintas tradiciones186. 
 
Sin embargo otros autores, entre ellos Touraine, achacan precisamente a la co- 
munidad una imposición anclada en los deberes que dificulta la libertad en la formación 
del sujeto. Según este autor, lo que se vive como crisis de la familia o de la escuela (de 
la  educación y de la socialización) es, asimismo, crisis de formación de la identidad 
personal. Hay un desgarramiento del individuo entre la mercantilización del universo de 
la objetivación de las técnicas y el cierre en la obsesión comunitaria del universo de las 
identidades culturales. La clave estriba en la reconstrucción de la experiencia a través 
del desprendimiento de la comunidad (desprender la cultura de la comunidad, del con- 
junto social y político en el que estaba encerrada) que impone una identidad más 
fundada sobre deberes que sobre derechos, más sobre la pertenencia que sobre la 
libertad. Touraine enlaza la idea de sujeto con las condiciones de la comunicación inter-
cultural y de la democracia, porque la misma idea de sujeto implica conciencia de sí 
pero igualmente reconocimiento del Otro como Sujeto, en esa precisa y necesaria nece-
sidad de ‘individuación’... Social187. 
 
De esta manera la globalización tiene una gran extensión cultural, el modelo 
occidental es el que se impone y muchos son los que hablan de colonización al practi-
carse fórmulas de asimilacionismo, destruyéndose tradiciones, costumbres y prácticas 
locales. Consecuentemente, la lucha contra esta situación se desenvuelve en el terreno 
                                               
185 ETZIONI, A., “Pluralismo en la unidad”, en La nueva regla de oro. Comunidad y moralidad en 
una sociedad democrática, Paidós, Barcelona, 1999, pp. 225 y 253.  
186 Ídem, p. 248. 
187 TOURAINE, A., ¿Podremos vivir juntos?. Iguales y diferentes, trad. de M. Poole, PPC, 
Madrid, 1997, pp. 6-11.  
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de la necesidad de encontrar una identidad propia en la diferencia188. A tales efectos re-
sulta imprescindible respetar a las minorías culturales, imprescindible en este sentido 
resaltar la actuación de la tolerancia189.  
 
Según Soriano, los períodos históricos por las que atraviesa el concepto de 
tolerancia son: a) la preliberar o ‘concesión de derechos revocables desde un plano 
superior del tolerante, en el que se relaciona la tolerancia con el principio de autonomía 
que tiene una porción importante dentro del Estado’; b) la liberal, que determina una 
serie de requisitos que sirven para justificarla: al liberalismo no le es dable defender el 
escepticismo; el liberalismo no debe actuar guiándose por el principio puro de 
neutralidad; y la autonomía debe interpretarse exclusivamente como un instrumento190; 
y c) la postmoderna, la cual es intercultural y supraestatal191. 
 
5. 2.  Cultura y comunicación 
 
Si bien la misma UNESCO, en su Declaración de Principios de Cooperación 
Cultural Internacional”, afirma: “Toda cultura tiene una dignidad y valor que deben ser 
respetados y protegidos. Todo pueblo tiene el derecho y el deber de desarrollar su 
cultura”. Las culturas están débilmente delimitadas. Es muy poco común que las socie-
dades o sus sistemas culturales se presenten como aisladas y nítidamente delimitadas192. 
Hay que diferenciar, por tanto, la globalización como un fenómeno que afecta todas las 
dimensiones de la vida social, y el globalismo como una ideología que busca legitimar 
el proyecto de dominación hegemónica a escala planetaria de determinados países y 
grupos particulares193. 
 
                                               
188 FERNÁNDEZ RUIZ-GÁLVEZ, E., Igualdad y derechos humanos, Tecnos, Madrid, 2005, pp. 
179-181. 
189 GARRIDO GÓMEZ, Mª I., Las transformaciones del Derecho en la sociedad global, cit., pp. 
175-176. 
190 RODRÍGUEZ DE LAS HERAS BALLELL, T., La tolerancia exigente, Universidad Carlos III 
de Madrid-Boletín Oficial del Estado, Madrid, 2002, p. 51.  
191 SORIANO, R., Interculturalismo. Entre liberalismo y comunitarismo, Almuzara, Córdoba, 
2004, pp. 86-88. 
192 APPADURAI, A., Global Ethnoscapes: Notes and Queries for a Transnacional Anthropology”, 
en Fox (ed.), Recapturing Anthropology, pp. 191-210; ID., Modernity at Large: Cultural Dimensions Of 
Globalization, Minneapolis, 1996, pp. 22-35. 
193 FARIÑAS DULCE, Mª. J., “Las asimetrías de la globalización y los movimientos de resistencia 
global”, en www.convocados.net  
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Los soportes o puntos del entramado de redes supraterritoriales que definen a 
la globalización son las llamadas ciudades mundiales, que conforman en conjunto un 
sistema metropolitano jerarquizado de cobertura global. Estas ciudades son centros 
donde se concentran las corporaciones transnacionales más importantes, juntamente con 
las mayores compañías de servicios especializados que les prestan apoyo (bancos, 
bufetes de abogados, compañías de seguros y de publicidad...), así como también las or-
ganizaciones internacionales de envergadura mundial, las corporaciones mediáticas más 
poderosas e influyentes, los servicios internacionales de información y las industrias 
culturales. Es muy importante señalar que las ciudades mundiales funcionan también 
como superficie de contacto (interfase) entre lo global y lo local. En efecto, disponen 
del equipamiento requerido para canalizar los recursos nacionales y provinciales hacia 
la economía global, pero también para retransmitir los impulsos de la globalización a 
los centros nacionales y provinciales que constituyen su Hinterland local194.  
 
La primera tendencia se fundamenta en el hecho de que con la globalización el 
vínculo entre cultura y territorio se ha ido gradualmente rompiendo y se ha creado un 
espacio cultural electrónico sin un lugar geográfico preciso. La transmisión de la cultura 
occidental, crecientemente mediatizada por los medios de comunicación, ha ido supe-
rando las formas personales y locales de comunicación y ha introducido un quiebre en-
tre los productores y los receptores de formas simbólicas.   
 
En virtud de todo esto algunos interpretan esta tendencia como un proceso 
convergente hacia la conformación de una única cultura global capitalista o como ex-
presión de un imperialismo cultural195. Beck, comparte en líneas generales la postura 
desarrollada por Robertson. La siguiente cita podría ser  buena síntesis de la opinión de 
ambos autores: “[...] Las generalizaciones a nivel mundial, así como la unificación de 
instituciones, símbolos y modos de conducta (por ejemplo, McDonald, los vaqueros, la 
democracia, la tecnología de la información, la banca, los derechos humanos, etc.) y el 
nuevo énfasis, descubrimiento e incluso defensa de las culturas e identidades culturales 
(islamización, renacionalización, pop alemán, carnaval africano en Londres o la salchi-
                                               
194 GIMÉNEZ, G., “Cultura, identidad y metropolitanismo global”, en SÁNCHEZ DÍAZ DE 
RIVERA, M. E. (coord.), Las universidades de América Latina en la construcción de una globalización 
alternativa, Universidad Autónoma de Puebla, Puebla, México, 2004, pp. 125-131. Hinterland local, alu-
de a una ciudad cercana a un puerto donde recogen exportaciones y distribuyen importaciones. 
195 SCHILLER, H. I, Mass Communications and American Empire, Westview Press, Boulder, 
1992, pp. 5-10.  
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cha blanca de Hawai), no constituyen ninguna contradicción”196. Hacia un modelo igua-
litario que puede presentar cierto rechazo. Pero las naciones y etnias siguen existiendo. 
Están dejando de ser para las mayorías las principales productoras de cohesión social. 
Pero el problema no parece ser el riesgo de que las arrase la globalización, sino entender 
cómo se reconstruyen las identidades étnicas, regionales y nacionales en procesos glo-
balizados de segmentación e hibridación cultural197.  
 
Nuestra sociedad abierta y global carece de las instituciones y mecanismos 
necesarios para su preservación. Contemporáneamente es fácil darse cuenta de que la 
sociedad abierta y global que predomina en la actualidad es probablemente un fenó-
meno temporal198. El mercado ha aprovechado el complejo entramado de imágenes, 
estereotipos, asociaciones y representaciones simbólicas basadas en la diferencia que 
constituyen ‘lo exótico’ -lo que desde el mercado se considera ‘étnico’- en cualquier 
sociedad, para atraer consumidores. De este modo los Estados-nación han intentado 
convertirse en una suerte de “superetnia”; pero, sin embargo, no han conseguido com-
pletar este proyecto199. Muchas comunidades establecidas que se han transformado en 
minorías, al verse obligadas a pertenecer a una estructura identitaria nacional, reclaman 
ahora lo que consideraban su identidad original. Y, desde una posición radicalmente 
distinta, proclama que vivimos en una ‘aldea global’ que ha dejado pequeños a los 
Estados-nación y requiere para sus problemas soluciones globales200.  
 
Citando a Castells: “En la sociedad red, prevalecerá una identidad red, donde 
lo local y lo global estará permanentemente interconectado”201. La intensificación de las 
relaciones sociales universales que unen a distintas localidades de tal manera que lo que 
sucede en una localidad está afectado por sucesos que ocurren muy lejos y viceversa ha 
existido por mucho tiempo, pero en épocas recientes se ha convertido en un proceso de 
                                               
196 BECK, U., ¿Qué es la globalización?, Falacias del globalismo, respuestas a la globalización, 
trad. de B. Moreno y Mª R. Borrás, Paidós, Barcelona, 2002, p. 80.  
197 GARCÍA CANCLINI, N., Consumidores y ciudadanos. Conflictos multiculturales de la globa- 
lización, Grijalbo, México, 1995, p. 113. 
198 SOROS, G., “The Capitalist Threat”, The Atlantic Monthly, 1997, pp. 53-56. 
199 BAUMAN, G., El enigma multicultural. Un replanteamiento de las identidades nacionales, ét-
nicas y religiosas, trad. de C. Ossés, Paidós, Barcelona, 2001, p. 45. 
200 CORTINA, A., Ciudadanos del mundo. Hacia una teoría de la  ciudadanía, Alianza, Madrid, 
pp. 260-262. 
201 CASTELLS, M., La era de la información. Economía, sociedad y cultura, vol. II, El poder de 
la identidad, cit., pp. 334-339. 
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intensidad creciente que induce procesos de cambio más y más acelerados de tipo global 
en variadas dimensiones202. 
Este proceso globalizador posee diferentes dimensiones sobre las cuales actúa, 
y podemos encontrar el sistema capitalista, el sistema de Naciones-Estado, la indus-
trialización, la división internacional del trabajo y finalmente dentro del ámbito cultural, 
el espacio de los medios de comunicación, los cuales han experimentado un gran 
impulso expandiéndose de forma acelerada. Así, en el interior de la globalización hay 
una tendencia a la homogeneización pero también una fascinación con lo diferente. Lo 
global no reemplaza a lo local, sino que lo local opera dentro de la lógica de lo 
global203. 
5. 3. La integración globalizadora                                        
Tanto las tendencias globalizadoras como las fórmulas de integración en las 
que se apoyan aquellas, están generando una dinámica: las políticas globales y locales 
establecen una especie de entramado en el que ambas dimensiones se funden en un solo 
proceso. En este contexto, se está produciendo el estallido de particularismos, revitaliza-
ción de etnias al interior de los Estados nacionales, el fenómeno produce al tiempo  fu-
sión y fragmentación. Parto de la idea de que la sociedad se vuelve cada día más globa-
lizada, los espacios de convivencia colindantes, más íntimos (local en sentido estricto), 
atesoran mayor visibilidad generándose una trama global-local que ha sido denominada: 
glocalización, para dar cuenta de la síntesis que parece estarse produciendo a partir de 
estas dos dimensiones. 
 
Las fórmulas de integración en que se apuntala el proceso de globalización, 
refuerzan la emergencia de lo local y simultáneamente favorecen la creación de iden-
tidades supranacionales con lo cual los Estados nacionales sufren un evidente desgaste. 
Los flujos migratorios, intensificados en los últimos tiempos, se suman a este cuadro. Si 
entendemos el tratamiento de los inmigrantes como pluralismo cuyo significado sería 
que todas las culturas merecen respeto, no hay ninguna cultura que sea superior a otra, 
                                               
202 CALDERÓN, F., ¿Es sostenible la globalización en América Latina? Debates con Manuel 
Castells, vol. I, “La Globalización y América Latina: Asignaturas pendientes”, Fondo de Cultura Econó-
mica, Santiago de Chile, 2003, p. 19. 
203 LARRAÍN, J., Modernidad, razón e identidad en América Latina, Santiago, Editorial Andrés 
Bello, Santiago, 1996, pp. 26-31. 
 209 
ni todas son iguales. En sentido amplio, el multiculturalismo ha venido a significar la 
convivencia de desemejantes grupos sociales en una misma comunidad política, algunos 
de los cuales no comparten la cultura que impregna la corriente central de la sociedad, y 
se sienten, por eso, marginados. Una de las tareas de la sociedad consiste en intentar 
crear una identidad que no prescinda de las diferencias culturales, sino que las integre. 
Para lograrlo existen distintas vías, pero el más prometedor es el interculturalismo.  
 
Entre los modelos podemos citar al multinacionalismo: dentro de un Estado 
conviven distintas nacionalidades que pueden exigir derechos de autonomía o bien, que 
se constituyan en un estado distinto. La polietnicidad: consiste en la formación de 
distintos grupos étnicos causados por la inmigración. Estos grupos desean que se modi-
fiquen las leyes para que sean más acordes con las diferencias culturales. El conjunto de 
grupos marginales: formado por un extenso número de grupos sociales que se sienten 
marginados, véanse mujeres, indigentes, discapacitados... Evidentemente el multicultu-
ralismo plantea delicados problemas como pueden ser la desconfianza entre los distintos 
grupos culturales, el desconocimiento que lleva a confiarse de estereotipos, la exigua  
información sobre las muy diferentes sabidurías, insuficiente participación de los grupos 
minoritarios en la vida pública, lo cual sobrelleva marginación, tendencia a considerar 
que la propia cultura es la buena y que las demás no aportan nada positivo. Es decir, hay 
que cambiar la actitud primordial hacia otras culturas desechando el etnocentrismo: una 
cultura se considerará superior y, por lo tanto, será medida de todas las restante. Las 
consecuencias son la incomprensión y la falta de respeto. El etnocentrista puede adoptar 
distintas actitudes: xenofobia, segregación, chauvinismo y, principalmente, aporofobia; 
relativismo cultural: cada cultura ha de valorarse desde sus propios valores. Acarrea una 
falta de interés de unas sabidurías por otras. Ninguna se esfuerza por dialogar con las 
restantes.  
 
En conclusión, debemos hallar alguna solución y creemos que el intercultura 
lismo es la perspectiva más adecuada para gestionar derechos de las minorías culturales. 
Propicia el diálogo entre culturas, que es una exigencia de nuestro tiempo. Deberá res-
petar los derechos humanos básicos. El aprecio de valores como la libertad, la igualdad 
y la solidaridad y una actitud dialogante posible por la tolerancia activa, por tanto el 
multiculturalismo no es la clave que puede propiciar la integración social. 
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                5. 3. 1. El multiculturalismo  
 
A juicio de Emmanuel Todd, la asimilación es en mayor o menor medida, y en 
un plazo más o menos largo de tiempo, el resultado predecible: la cultura mayoritaria se 
impondrá siempre a la de las minorías204. Cuando se produce una ausencia de relaciones 
entre personas inmigrantes y la sociedad de acogida y paralelamente se mantienen las 
tradiciones e identidad propias es cuando aparecen los conceptos de separación (por 
voluntad de la minoría, como los Amish en EEUU205) y segregación (por voluntad del 
grupo mayoritario, véase el apartheid en Sudáfrica o los indios norteamericanos)206. Sea 
como fuere, tanto segregación como separación presentan serios problemas de inser-
ción dentro de una sociedad concebida con principios democráticos. La integración al 
contrario de las anteriores sería la alternativa apuntalada en el lema de igualdad en la 
diversidad. El inmigrante esgrime sin conflictos los grupos de referencia (sociedad 
receptora) y de pertenencia (sociedad de origen), se favorece la existencia de un senti-
miento claro de identidad social y cultural ambivalente, sobre todo en las generaciones 
posteriores de inmigrantes instalados en la sociedad de acogida. 
 
El multiculturalismo surgió, en un primer momento, como reacción a la re-
sistencia de las élites empresariales y los ideólogos neoliberales. No obstante, a medida 
que ha ido pasando el tiempo, debemos reconocer que el mundo empresarial ha hecho 
las paces con el ‘multiculturalismo corporativo’ que interactúa por caminos intrincados 
con el previo multiculturalismo de los movimientos sociales’207. 
 
La integración se produce exclusivamente a condición de que los que se in-
tegran la acepten y la consideren deseable. La verdad es que la integración se produce 
entre integrables y, por consiguiente, la ciudadanía concedida a inmigrantes que no se 
                                               
204 TODD, E., El destino de los inmigrantes, trad. de G. Hormaechea, Tusquets, Barcelona, 1996, 
pp. 60-92. 
205 No es una sociedad idílica. A los 14 años están obligados a dejar el colegio, sometidos a los 
jefes más antiguos, tampoco tienen teléfono. Negarse supone la excomunión. En caso de enfermedad, el 
resto les ayuda si pertenecen al clan. No pueden leer la Biblia, ni tampoco interpretarla, es misión de los 
superiores religiosos. 
206 SABATIER, C. (comp.), Inmigración y aculturación. Estereotipos, discriminación y relaciones 
entre grupos, McGraw-hill, Madrid, 1996, pp. 123-125. 
207 KIMLICKA, W., Las odiseas multiculturales, trad. de C. Castells, Paidós, Barcelona, 2007, pp. 
143-145. 
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pueden integrar no llevaría a la integración plena sino a  desintegración208. Si se compa-
ran los casos de Estados Unidos y Europa, vemos que en Estados Unidos inicialmente 
se asentó el multiculturalismo (melting pot) por tres razones, una, había un inmenso 
espacio vacío; dos, buscaban una nueva patria y eran felices en convertirse en 
americanos; y tres,  no existía un Estado-nación bien fijado y estructurado. En Europa, 
las condiciones son radicalmente diferentes, y además, el melting pot, al final ha 
fracasado209. 
 
En el ámbito del pluralismo y el multiculturalismo, la propuesta de una res-
puesta nueva desde la perspectiva de la igualdad desde la diferencia que implique un 
compromiso fuerte nos conduce a hacer hincapié en que la ciudadanía universal com-
porta un significado doble, la universalidad como generalidad, lo que los ciudadanos 
tiene en común y que les diferencia; y el de universalidad en el parámetro de normas y 
reglas que establezcan el mismo trato para todos, aplicándose del mismo modo, sin con-
siderar las diferencias individuales ni las de grupo210. Según Raz, dentro de esas condi-
ciones radican algunas habilidades mentales, un cierto rango adecuado de opciones e in-
dependencia. Cada condición parece arrojar consecuencias respecto al problema de los 
límites del poder jurídico211. 
 
Es fundamental que todos los poderes públicos realicen un gran esfuerzo, en 
especial los Estados de acogida para producir la asimilación dando paso después a la 
interacción, respetando ambas culturas pero en cuanto a los inmigrantes exclusivamente 
en la esfera privada, en la pública tienen que aceptar las normas imprescindibles del 
Estado de acogida. 
 
Sin embargo, hoy en día podemos decir que numerosas sociedades de todo el 
mundo son multiculturales. Las migraciones han remodelado la sociedad. El multicultu-
ralismo apunta ser una respuesta a la realidad de la sociedad actual. Toma en cuenta 
                                               
208 SARTORI, G., La sociedad multiétnica. Pluralismo, multiculturalismo y extranjeros, trad. de 
M. A. Ruiz de Azúa, Taurus, Madrid, 2001, p. 107. 
209 Ídem, pp. 114 y 115. El melting pot, significa para Sartori el crisol, origen de razas y lenguas. 
210 YOUNG, I. M., “Polity and Group Difference: A Critique of the Ideal of Universal Citizenhip”, 
en PHILLIPS, A. (ed), Feminism and Politics, Oxford University Press, Oxford, 1998, pp. 402-405, y, 
especialmente, AÑÓN ROIG, M. J., “Ciudadanía diferenciada y derechos de las minorías”, cit., p. 80. 
211 RAZ, J., “The Morality of Freedom Clarendon Press”, Oxford, 1998, p. 370, y el comentario 
realizado por PEÑA GONZÁLEZ, C., en “Notas sobre las relaciones entre privacidad y autonomía”, 
Derecho y humanidades, nº. 8, 2000-2001, pp. 217-220. 
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culturas nuevas pero no establece vínculos reales entre la cultura receptora de refe-
rencia y la nueva cultura que aportan los ciudadanos recién llegados. Hasta el momento, 
los principios y las políticas del multiculturalismo se han centrado en lo siguiente: 
reconocimiento por parte del Estado de la pluralidad cultural que existe en el seno de la 
sociedad; disminución de los obstáculos que impiden la participación social de los gru-
pos culturales marginados; respaldo a la reproducción de culturas.  
 
En cierta medida, el multiculturalismo es un agregado de diferentes particula-
ridades culturales, sin la existencia de una verdadera coherencia entre las partes de un 
todo sumamente fragmentado. Por lo tanto, la pregunta que surge: ¿es aún adecuado 
emplear el modelo de multiculturalismo, nacido en el siglo XIX, en un mundo donde 
todos buscan valores y códigos que les permitan garantizar el establecimiento de buenas 
relaciones con los demás y con la sociedad? El cambio cultural se puede producir por 
difusión cultural, procesos de colonización, corrientes migratorias o la aparición de ele-
mentos nuevos de fuerte impacto social.  
 
5. 3. 2. El interculturalismo 
 
El interculturalismo es la interacción entre culturas, el intercambio y la comu-
nicación, en que el individuo reconoce y acepta la reciprocidad de la cultura del otro. El 
prefijo inter denota la idea de interactuar, compartir, la existencia de complementarie- 
dades, el reconocimiento de la cultura del otro sin que esté dividida entre otras culturas 
o la cultura del país receptor, denominada también cultura de referencia. En otras pala- 
bras, la interculturalidad puede considerarse una forma de ser, una visión del mundo y 
de otras personas, una relación igualitaria entre los seres humanos y los pueblos.  
 
El interculturalismo presenta una superación de los planteamientos liberales y 
comunitaristas, en donde el pluralismo significa respeto a la diferencia, siendo expre-
sión de la libertad y vía posible de distintas opciones como manifestación de la partici-
pación y de la tolerancia212. Parte de una realidad multicultural y se intenta salvaguardar 
                                               
212  GARRIDO GÓMEZ, Mª I., Las transformaciones del Derecho en la sociedad global, cit., p. 
179; LUCAS, J. de., Puertas que se cierran. Europa como fortaleza, Icaria, 19996, pp. 76-79; ID, El 
desafío de las fronteras. Derechos humanos y xenofobia en una sociedad plural, Temas de Hoy, Madrid, 
1994, pp. 72-75; GIMÉNEZ, C., “La integración  de los inmigrantes y la interculturalidad. Bases teóricas 
para una propuesta práctica”, Arbor, nº. 607, 1996, pp. 119-147; SOLANES CORELLA, A., “Una res-
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la identidad de los grupos minoritarios que arreglo a unas reglas. La de la alteridad, que 
manda situarse en lugar del otro para llegar a entenderle, trasladando los elementos de 
una cultura a los de la propia e incluyéndolos en ella. La de la reciprocidad, que exige 
actuar recíprocamente en la búsqueda de acuerdos y compromisos. La de la autonomía, 
indicadora de la libertad de cada cultura a la hora de pronunciar sus postulados e in-
tercambiarlos. Y la de la argumentación, consistente en el cumplimiento de pautas que 
pretenden hallar su simetría como forma de concretar el principio de igualdad cultural 
en el diálogo entre culturas213. 
 
La historia demuestra que es posible la construcción de comunidades humanas  
a partir de la diversidad cultural, aunque plantea dificultades añadidas para la conviven-
cia y la integración. El inmigrado posee -a los ojos de la sociedad que lo acoge- un plus 
de diversidad, un extra o un exceso de alteridad. Este plus de diversidades -en plural- se 
puede reagrupar, simplificando, bajo cuatro categorías: lingüística, de costumbres, reli-
giosas y étnicas214. 
 
A pesar de esta catalogación del inmigrante como elemento perteneciente a 
una diversidad irreconciliable, la convivencia es posible y -además- es socialmente pro- 
ductiva en términos de desarrollo siempre que se despliegue, en términos no excluyen- 
tes, el correspondiente proceso de construcción de la identidad, que se materializa por 
medio de la comunicación. Si por el contrario, todas las partes conocieran el propósito 
común y estuvieran interesadas en él, de tal forma que regularan sus actividades especí-
ficas de acuerdo con él, entonces formarían una comunidad. Pero esta necesitaría de la 
comunicación. Cada uno tiene que saber lo que opina el otro y poseer algún medio para 
tener al otro informado de propósitos y progresos. El consenso exige comunicación215. 
 
La cuestión migratoria, además de ser percibida como posible peligro para el 
mantenimiento de las señas de identidad de la sociedad receptora, incide usualmente en 
                                                                                                                                          
puesta al rechazo racista de la inmigración: la interculturalidad”, Anuario de Filosofía del Derecho, t, XV, 
1998, p. 132; VILLORO, L., Estado plural, pluralidad de culturas, Universidad Nacional Autónoma de 
México-Paidós, México, D. F., 1998, pp. 10-26. 
213 FERNÁNDEZ RUIZ GÁLVEZ, E., Igualdad y derechos humanos, Tecnos, Madrid, 2003, pp. 
192-194. 
214 SARTORI, G., La sociedad multiétnica, cit., p. 107. 
215 BERGANZA, M. R., Hacia una recuperación del pensamiento de pioneros: el concepto de co- 
municación en la teoría sociológica de Robert E. Park, Comunicación y Sociedad, U. de Navarra, vol. 
XII, nº. 1, Pamplona, 1999, pp. 61-65. 
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los debates públicos, estigmatizada como un factor conflictivo en un doble sentido: 
como riesgo para el bienestar económico del país anfitrión y como amenaza para la 
seguridad ciudadana. La inmigración es presentada con demasiada ligereza como sinó-
nimo de ilegalidad, miseria, conflictividad y delincuencia. 
 
Este pluralismo cultural puede ser definido como: “aquella ideología o mode- 
los de organizaciones sociales que afirman la posibilidad de convivir armoniosamente 
en sociedades, grupos o comunidades étnicas, cultural, religiosa o lingüísticamente di-
ferentes”216. Por tanto, valora positivamente la diversidad cultural. Además, reconoce un 
marco común para todos, basado en la igualdad de derechos y deberes. El multicultura- 
lismo y el interculturalismo son sus dos versiones principales. 
 
El multiculturalismo se refiere a la concurrencia de dos o más grupos cultu-
rales y su coexistencia en la misma sociedad o territorio. Es un concepto estático que 
trata de describir una situación frecuente en nuestro tiempo. Del multiculturalismo así 
entendido se deriva la idea de posible choque cultural, pues refleja una realidad comple-
ja en la que a veces los grupos refuerzan su identidad sobre la base de lo que les diferen-
cia de otras comunidades. El interculturalismo aspira a sobresalir la mera coincidencia 
de culturas. Es un concepto dinámico que enfatiza los aspectos positivos de la comuni-
cación entre culturas: intercambio, reciprocidad, apertura, flexibilidad, solidaridad, etc. 
Si el multiculturalismo describe una situación de partida, el interculturalismo muestra la 
dirección a seguir para que la convivencia entre personas de culturas diferentes en con-
diciones de influencia paritaria sea fuente de riqueza. Rodrigo Alsina define el multi-
culturalismo como: “la ideología que propugna la coexistencia de distintas culturas en 
un mismo espacio real, mediático o virtual; mientras que la interculturalidad sería las 
relaciones que se dan entre las mismas (...) la interculturalidad haría referencia a la diná- 
mica que se da entre (...) comunidades culturales”217.  
 
Este claro semblante de dinamismo también aparece recogido por Malgesini y 
Jiménez. Ellos aportan un elemento normativo al concepto: la valoración positiva de la 
interacción entre culturas. Siguen a Perotti al especificar una sociedad intercultural: “Un 
                                               
216 MALGESINI, G. y JIMÉNEZ, C., Guía de conceptos sobre migraciones, racismo e intercultu- 
ralidad, Catarata, Madrid, 2000, pp. 323-326. 
217 RODRIGO, M., Comunicación intercultural, Anthropos, Barcelona, 1999, pp. 74-78. 
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proyecto político que, partiendo del pluralismo cultural ya existente en la sociedad         
-pluralismo que se limita a la yuxtaposición de la cultura y se traduce únicamente en 
una revalorización de las culturas etno/grupales- tiende a desarrollar una nueva síntesis 
cultural”218. 
 
 La situación social de contacto de diversas culturas reguladas por el coloquio 
y el reconocimiento mutuo; connota una relación de igualdad, horizontalidad, de inter-
cambio, de diálogo, de participación, convivencia, de autonomía y correlación, de actuar 
para el conjunto de la comunidad. Supone una búsqueda cooperativa e intencional de un 
nuevo espacio socio-cultural común, sin renunciar a la especificidad diferencial de cada 
una de las partes. La educación intercultural es ante todo una clara propuesta de for-
mación en la ciudadanía. Es una ‘educación política’ en el sentido clásico del término, 
tal como lo entendía el mundo griego ‘formación de los miembros de la polis’. El 
interculturalismo, en este sentido es un riguroso proyecto político que apuesta por supe-
rar el conflicto, el enfrentamiento, la dominación entre las culturas; busca entendimiento 
y la integración entre las mismas. La cultura es una matriz generadora de necesarios 
comportamientos, actitudes, valores, códigos de lenguajes, hábitos y relaciones sociales. 
En ella se reproducen las relaciones de dominación-dependencia vigente en la sociedad 
en que vivimos. Estas relaciones adquieren una fuerza particular en la manera de actuar, 
de interactuar en la vida cotidiana, es decir, en el mundo de la vida, dice Habermas: “La 
integración sería la alternativa basada en el lema: igualdad en la diversidad”.  
 
No obstante, el inmigrante debe manejar sin conflictos los grupos de referencia     
(sociedad receptora) y de pertenencia (sociedad de origen) favoreciéndose la existencia 
de un sentimiento claro de identidad social y cultural ambivalente, sobre todo en las 
generaciones posteriores de inmigrantes instalados en la sociedad de acogida. Si enten-
demos por cultura todo lo que el ser humano ha ido elaborado para poder sobrevivir, 
perpetuarse y extenderse en la búsqueda de diferentes espacios en los que poder habitar, 
comprenderemos que el mismo concepto de cultura lleva aparejado el fenómeno con-
trario de la aculturación o proceso que tiene lugar cuando entran en contacto dos o más 
culturas diferentes. El reajuste entre los distintos elementos culturales origina conflictos 
                                               
218 MALGESINI, G. y JIMÉNEZ, C., Guía de conceptos sobre migraciones, racismo e intercul- 
turalidad, cit., p. 257. 
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y resistencias en el enfrentamiento entre la cultura autóctona y aquella que viene de 
fuera.  
 
Una respuesta constitucional al fenómeno multiculturalidad debe empezar por 
una política de reconocimiento de las diferencias y de respeto de las identidades cultu- 
rales que son plurales, al estilo de lo que propugna Rawls en Liberalismo político219. 
Ahora bien, se necesita algo más. Las constituciones obedecen a un pensamiento histó-
ricamente condicionado por la organización social, dilucidándose que la técnica de for-
mación jurídica más adecuada es la del diálogo. Y es que, en efecto, ello induce a que, 
si las condiciones del consenso acarrean exigencias variables para asegurar y depurar la 
comunicación y la formación de la voluntad colectiva, sean menesteres valores y prin-
cipios que abran cauces de cohesión, agregados a derechos que recojan las pretensiones 
dirigidas a satisfacer las necesidades que requiere la institucionalización de ese diálogo 
sometido al pluralismo, la solidaridad y la reciprocidad220. 














                                               
219 GARRIDO GÓMEZ, Mª I., Las transformaciones del Derecho en la sociedad global, cit., p. 
182; PRIETO SANCHÍS, L., Constitucionalismo y globalización, en JULIOS-CAMPUZANO, A. de., 
Dimensiones jurídicas de la globalización, Dykinson, Madrid, 2007, pp. 52 y 53; RAWLS, J., Libera-
lismo político, trad. de S. Rene, Fondo de Cultura Económica, México, 2006, pp. 279- 281. 
220 HABERMAS, J., Facticidad y validez. Sobre el Derecho y el Estado democrático de Derecho 
en términos de teoría del discurso, cit., pp. 363-67.  
 217 
                                                  CAPÍTULO IV 
 
 




1. LA EVOLUCIÓN POLÍTICA Y JURÍDICA DE LAS MIGRACIONES EN EL 
ÁMBITO EUROPEO 
 
1. 1. Especial referencia a las políticas de migración europea 
 
Para reducir las tensiones sociales derivadas de la inmigración, resulta impres-
cindible reforzar la política social de la Unión Europea, dotándola de una perspectiva 
comunitaria global e incorporando a ella una política de inmigración ordenada que am-
plíe el cupo de inmigración, coordine mejor las ofertas y demandas de empleo, atienda 
adecuadamente las necesidades sociales de los inmigrantes y reduzca la inmigración 
ilegal. 
 
El proceso de globalización en que vivimos comporta no solo un mayor movi-
miento entre países en el intercambio de bienes y servicios y flujos financieros, sino 
igualmente una mayor movilidad de las personas. Así, los flujos migratorios interna-
cionales están creciendo notablemente en los últimos años. Unos flujos que tienen como 
origen los países en desarrollo con graves dificultades (económicas, políticas e incluso 
de supervivencia) y como destino los países desarrollados. Éstos, además de un mayor 
nivel de vida, muestran también necesidades crecientes de mano de obra en determi-
nados sectores económicos. La Unión Europea (UE) es el destino de la mayor parte de 
los flujos migratorios internacionales procedentes del Continente africano, de la Europa 
del Este principalmente, y en menor medida de Asia.  
 
Por otra parte, la problemática de la política de inmigración debe ser puesta en 
relación con la necesidad de una creciente cohesión social en Europa y la articulación de 
una política social efectiva en defensa de los sectores más débiles de nuestra sociedad; 
sectores entre los cuales la inmigración procedente del exterior de la Unión Europea ad-
quiere una especial gravedad por su extrema vulnerabilidad ante la que debe prestarse 
una especial atención. 
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Parece positivo pensar en un equilibrio que posibilite aminorar los costes so-
ciales de la globalización inevitable, buscando una estabilidad económica permanente 
que genere la cohesión social que toda política económica debe aspirar a conseguir, (art. 
2 del Tratado de la UE). 
 
A primera vista, la inmigración es vista como algo problemático en las po-
blaciones de destino. Despierta recelo, un cierto sentimiento de miedo o de amenaza con 
relación a aspectos tales como el empleo, la cultura y la identidad, la seguridad y el 
orden público. Las fuertes corrientes migratorias plantean así un problema sociopolítico 
en la UE: generan una tendencia a la xenofobia y al racismo, incluso en zonas antaño 
originarias de emigración. Pueden llegar a surgir irracionales brotes de violencia, y pro-
ducirse el ascenso de grupos y líderes políticos partidarios de cerrar las fronteras ex-
ternas (nacionales o europeas) o bien reforzar las leyes contra la inmigración. Y, sin 
embargo, la inmigración constituye una necesidad económica en la UE en general, y en 
España en particular. Las proyecciones de población realizadas por distintas institu-
ciones (Comisión Europea, ONU, Banco Mundial, INE, Ined1) coinciden en identificar 
un formidable problema demográfico en esta área derivada de la baja fecundidad, el 
progresivo envejecimiento de la población y la consecuente reducción de la mano de 
obra. Según las proyecciones de la ONU2, de seguir la tendencia actual, la UE verá dis-
minuir su población en 40 millones en el año 2050, y España en 9 millones3.  
 
Para el 2050, las Naciones Unidas estiman que 48 países de un total mundial 
de 229, tendrán poblaciones inferiores que en 2010. La combinación de declinantes ta-
sas de nacimientos y mayores expectativas de vida también significa que el mundo está 
envejeciendo, lo que proyecta una sombra en las perspectivas de crecimiento económico 
a largo plazo. En 1980 la edad media era 23; para 2050, según la ONU será de 38. En 
1970, alrededor de la mitad de la población mundial era menor de 20 años; para 2011, 
esa cifra ha disminuido a poco más de un tercio y estará más cerca de un cuarto para la 
mitad del siglo. Mientras, el número de personas mayores de 65 años aumentó desde un 
5% a un 9% entre 1970 y 2011 y se elevará a un 20% para 20504. 
                                               
1 Informe del Instituto Nacional de Estudios Demográficos, Francia, 2013. 
2 Informe ONU sobre población mundial, 2007. 
3 Boletín informativo del Instituto Nacional de Estadística, nº. 5, 2009 y nº. 8, España, 2012. 
4 Informe ONU, UNFPA -Fondo de Población-, 2012; Revista Business Week, Demografía y Mi-
gración, febrero, 2013. 
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Resulta complejo cambiar la estructura de la pirámide de población porque 
requiere elevar la tasa de fecundidad o aumentar el flujo de inmigrantes. Ciñéndonos a 
España es una de las más bajas del mundo, con 1,2 hijos por mujer (2012)) y aproxi-
marla a la tasa de reposición (2,1 hijos por mujer, mínimo para equilibrar nacimientos y 
defunciones) necesitará de bastante tiempo para que surta efecto. En consecuencia, la 
inmigración se presenta como la única vía posible para paliar la escasez de mano de 
obra que se originará a medio plazo por motivos demográficos. El paro actual no ofrece 
un panorama prometedor (24%)5, como tampoco la procreación ante las dificultades so-
ciales de un país quebrado económicamente6. 
 
Parece por tanto imprescindible una política de acción en la UE, que bien 
podría haber nacido con la creación del Fondo Social Europeo, especializado en trata-
miento de problemas concretos de reconversión sectorial, buscar en definitiva políticas 
relativas al mercado de trabajo y la libertad de circulación de trabajadores; políticas de 
libertad de igualdad y oportunidades a fin de ofrecer a sectores débiles el acceso al em-
pleo, evitando la discriminación femenina; políticas de acción social con especial inci-
dencia en la familia, pensiones, sanidad, etc. 
 
Más recientemente, la protección social europea comienza a verse no solo co-
mo un gasto inevitable o un paliativo de los imprescindibles reajustes económicos, sino 
como un auténtico factor productivo en los logros económicos de la UE7. Poco a poco 
se va abriendo camino la idea de que crecimiento económico y progreso social no solo 
no son excluyentes, sino que se refuerzan mutuamente: una protección social de calidad 
aumenta el empleo y la empleabilidad. De contra, los problemas financieros de los 
Estados sugieren la imposibilidad de acometer estas reformas. 
 
La política social a medio plazo en la Unión Europea tiene depositada su 
mayor esperanza en la estrategia europea para el empleo que viene desarrollándose des-
de 1997. Su énfasis es la creación de empleo y renta a partir de cambios en la cultura la-
                                               
5 Al finalizar la tesis se halla en el 20%.  
6 Informe del gobierno español, enero, 2014. Señalar que a nivel mundial los jóvenes entre los 5 y 
20 años equivalen al 24% del total. Una cifra muy baja, vid. Informe ONU, 2014. 
7 LARSSON, A., “Social protection as a productive factor”, Europa.eu.int, Key speeches, Oporto, 
2000, pp. 1-6. 
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boral y empresarial8. Al proponer la reducción al 10% en el 2010 de la población por 
debajo del umbral de pobreza, frente al 18% actual9. 
 
Más ambiciosa resulta la elevación por el Tratado de Ámsterdam a la condi- 
ción de política común de las materias relativas a la inmigración y al asilo, lo que se ha 
dado en llamar comunitarización y que con posterioridad en la tesis será tratado. 
 
La base legal para una política comunitaria precisa de una base jurídica sol-
vente respecto de la inmigración, pero aún endeble, es preciso consolidar políticas con-
dicionadas a factores que dependen en gran media de los Estados Miembros; solamente 
de común acuerdo, se podría aplicar el tercer pilar no ya en materia policial y judicial; 
ampliar la lucha contra, por ejemplo, el racismo y la xenofobia10.  
 
La fortaleza europea, se asienta en la “posición común”, la “acción común” y 
los “convenios internacionales” cuya iniciativa corresponde a los Estados Miembros y a 
la Comisión o solo a los Estados Miembros, respectivamente. La “posición común” im-
plica mantener el criterio sobre una determinada cuestión11. La “acción común”, es decir 
conseguir objetivos dentro del marco de cooperación entre terceros. El convenio, instru-
mento clásico del Derecho internacional, no ha resultado especialmente operativo por 
requerir plazos muy largos para su adopción y aplicación12. 
 
El Tratado de Ámsterdam13 ha conseguido que se empiece a modelar una 
conciencia europea más madura y, a largo plazo, sobre el papel de la inmigración en el 
                                               
8 JORDÁN, J. M. y M. SANCHÍS, M., “El mercado de trabajo y la política de empleo”, en J. M. 
Jordán (coord.), Economía de la UE, Civitas, Madrid, 1999, pp. 12-19. 
9 DIAMANTOPOULOU, A., “Economic policy and poverty reduction”, Europa.eu.int, Key 
speeches, Berlín, 2000, pp. 2-4. 
10 ZAPATA-BARRERO, R., “Política de inmigración y Unión Europea”, Claves de Razón Prác-
tica, nº. 104, 2000, pp. 8-16. 
11 La primera posición común adoptada por la Unión Europea se refirió a la definición del concep- 
to de refugiado según lo dispuesto en el Convenio de Ginebra de 1951, con el fin de establecer los mis-
mos criterios en todos los Estados Miembros.  
12 ALBORS-LLORENS, A. “Changes in the Jurisdiction of the European Court of Justice under 
the Treaty of Amsterdam”, Common Market Law Review, vol. XXXVI, nº. 6, 1998, pp. 1.273-1.294.  
13 El Tratado de  Ámsterdam fue aprobado por el Consejo Europeo  (Ámsterdam 16 y 17 de junio 
de 1997), firmado el 2 de octubre de 1997 por los ministros de Asuntos Exteriores de los quince países 
Miembros de la Unión Europea. Entró en vigor el 1 de mayo de 1999 tras haber sido ratificado por todos 
los Estados Miembros, según sus propias normar constitucionales. Como documento jurídico, tiene entre 
sus objetivos modificar disposiciones del Tratado de la Unión Europea, de los Tratados constitutivos de 
las Comunidades Europeas (París y Roma) y de algunos actos relacionados con los mismos. No sustituye 
a los Tratados anteriores, sino que se les añade. 
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propio desarrollo económico y social de Europa. También, de manera complementaria, 
para evitar una gran afluencia de las presiones migratorias, es imprescindible reforzar la 
cooperación con los países en desarrollo en que se originan las mismas. No solo desde 
el punto de vista policial y administrativo, sino también (y más aún) desde la ayuda al 
desarrollo. La UE dispone ya, en ese sentido, de algunos mecanismos que conviene 
intensificar, como el Convenio de Lomé y la Política Mediterránea14. Cualquier fracaso 
en este ámbito redundará en mayores presiones migratorias sobre la UE15. No parece 
que la UE pueda soportar en el tiempo la enorme avalancha de personas en busca de un 
futuro adecuado a la condición humana. 
 
Considero necesarias señalar las acciones delimitadas a la cooperación, el 
intercambio de información y la comunicación entre Estados Miembros, coordinado por 
la Comisión, acordando necesario la exigencia de una propuesta de empleo con recursos 
financieros suficientes y un seguro de enfermedad para obtener permiso de residencia 
temporal; pero la variedad normativa dificulta el establecimiento de una política de 
armonización16. Fijar medidas de regularización para otorgan a determinados grupos de 
trabajadores de terceros Estados una situación laboral legal y estable con posibilidades 
de renovación17. En cualquier caso, la historia de una coordinación en la materia, por 
mínima que pudiera parecer, está jalonada de una fuerte oposición por parte de los 
Estados Miembros18. 
 
                                               
14 BATALLER, F. y JORDÁN, J. M., “La dimensión exterior de la Unión Europea”, en J. M. 
Jordán Galduf (coord.), Economía de la Unión Europea, Civitas, Madrid, 1999, pp. 23-35.  
15 El Convenio de Lomé organiza las relaciones entre la UE y 70 Estados de África, Caribe y del 
Pacífico. 
16 En relación con el modelo español de extranjería ÁLVAREZ RODRÍGUEZ, A., “Estatuto jurí-
dico de los extranjeros en la Unión Europea y en el Ordenamiento interno español”, C. E. de Abreu 
Boucault y T. Malatian (coords.), Políticas Migratórias: fronteiras dos dereitos humanos no século XXI, 
Río de Janeiro/Sâo Paulo, 2003, pp. 155-172.  
17 GORTÁZAR, C. J., “The Regularisation of Illegal Immigrants in Spain”, Les régularisations des 
étrangèrs illégaux dans l’Union européenne (P. de Bruycker, dir), Bruselas, 2000, pp. 291-342; 
SOLANESA CORELLA, A., “Los procesos extraordinarios de regularización de inmigrantes: algunas 
alternativas”, en F. J. García Castaño y C. Muriel López (eds.), La inmigración en España. Contextos y 
alternativas, vol. II, Actas del III Congreso sobre la inmigración en España (Ponencias), Granada, 2002, 
pp. 579-588.  
18 Tal fue el caso del rechazo por muchos de los Estados Miembros de la importante Decisión 
85/381, de 8 de julio de 1985 (DO nº. L 183, de 14/07/88), que fijaba el establecimiento de un procedi-
miento de comunicación previa y de concertación sobre las políticas migratorias, respecto de Estados 
terceros, con obligaciones de los Estados Miembros de informar a la Comisión y a los restantes países 
sobre proyectos nacionales para inmigrantes regulares o irregulares. Vid. MERCADER UGUINA  J. R. y 
MUÑOZ RUIZ, A. B., “El tratamiento de la política migratoria en la Unión Europea”, Revista del Minis- 
terio de Trabajo y Asuntos Sociales, nº. 32, 2001, pp. 35-62. 
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Pese a las consideraciones anteriores, se vislumbra en la actualidad un cierto 
consenso entre los gobiernos de los Estados Miembros19, motivado por la caída demo-
gráfica y el envejecimiento de la población en la UE, que se ha plasmado en una inci-
piente concreción normativa, por el momento muy restringida, para abordar en común 
las cuestiones de inmigración y asilo a escala comunitaria. Cada vez son más evidentes 
las interdependencias generadas por la creación del mercado interior y la imposibilidad 
de tratar estas cuestiones de manera aislada20. 
 
              1. 2. Las libertades comunitarias como pilar básico 
 
A lo largo de su historia, la política social comunitaria ha experimentado un 
proceso evolutivo que la ha conducido de un inicial lugar secundario y subordinado 
dentro del original Tratado de Roma (1957), a ocupar un papel de mayor autonomía y 
protagonismo. En este camino, hitos fundamentales fueron las modificaciones operadas, 
primero, por el Tratado de Maastricht (1992), que incorporó un Protocolo y un Acuerdo 
de Política Social, y, después, por el Tratado de Ámsterdam (1997), que subrayó los 
objetivos de empleo y de supresión de desigualdades entre hombres y mujeres.  
 
La condición de ciudadano europeo conlleva una serie de derechos, pero 
también deudor de un conjunto de deberes. En primer lugar, el derecho a la libre 
circulación y el derecho de estancia en los territorios de los Estados Miembros. En 
segundo lugar, el derecho de ser elector y elegible en las elecciones al parlamento 
europeo y en elecciones municipales en el Estado Miembro residente. En tercer lugar, 
comporta derecho a recibir en el territorio de un tercer país (estado no perteneciente a la 
UE) la protección diplomática o consular de otro Estado Miembro si su país no está 
representado en la misma medida que los nacionales del Estado en cuestión. En cuarto 
lugar, derecho de petición ante el Parlamento Europeo y, el derecho de dirigirse a un 
                                               
19 BLÁZQUEZ RODRÍGUEZ, I., “Hacia una política común de inmigración en la Unión europea”, 
Revista del Poder Judicial, nº. 66, 2002, pp. 107-142; MARTÍN PÉREZ de NANCLARES, J., “La in-
migración en la Unión Europea: la difícil configuración de una política de inmigración. La Europa social. 
La Europa de la solidaridad”, Revista de Derecho de la Unión Europea, nº. 5, 2003 pp. 83-90; PAJARES, 
M., “La política europea de inmigración”, Cuadernos de Relaciones Laborales, vol. 20, nº. 1, 2002, pp. 
143-165. 
20 GONZÁLEZ CAMPOS, J. D., “La Constitución Europea y el Derecho internacional privado 
comunitario: ¿Un espacio europeo de justicia en materia civil complementario del mercado interior?”, 
Revista Electrónica de Estudios Internacionales, nº. 9, 2005, pp. 1-5. 
 223 
Defensor del Pueblo designado por éste; facultado para recibir las reclamaciones y en 
quinto lugar la libre circulación de resoluciones judiciales en el ámbito de la UE.  
 
Junto a estos derechos se aúnan las cuatro libertades: Libre circulación de 
mercancías, libre circulación de trabajadores, libre circulación de servicios y libre circu-
lación de capitales21. De hecho, se limitan disposiciones internas de Estados prevale-
ciendo el Derecho de la UE22. En realidad, lo que se está fomentando es el art. 6 del 
tratado: La Unión se basa en los principios de libertad, democracia, respeto de los de-
rechos humanos y de las libertades fundamentales y el Estado de derecho, principios 
que son comunes a los estados miembros. 
 
Ya desde 1948, Scelle aclaraba la imposibilidad de mantener la sociedad inter-
nacional sin un sistema institucional que comportase una atribución y distribución de 
poderes que se ubicasen en organismos ejecutivos dotados de competencias y de los 
medios de acción  que fuesen necesarios para intervenir en la consecución de objetivos 
de interés general23. El proyecto común está determinado por objetivos concretos y ob-
viamente, en la persecución de unos fines donde primen la coincidencia de intereses 
comunitarios24. 
 
Las libertades y políticas de la Unión Europea constituyen el gran desarrollo 
de los objetivos internos de la UE, y benefician a todos los ciudadanos de la misma, 
entre los que se encuentran los nacionales españoles. Estas libertades y políticas afectan 
e inciden en muchas ramas del Derecho interno español. Ahondando es de aplicación a 
los Estados Miembros el escrupuloso respeto a los derechos humanos establecido25 por 
el TJCE en el caso Handelsgeschaft de fecha 17.12.197026 manteniendo y garantizando  
respeto a la persona  que resulta de la tradición común de los Estados Miembros27.  
                                               
21 SORIANO DE TORRES, F., Tratamiento de las libertades básicas en la Unión Europea, Visón 
Net, Madrid, 2003, pp. 4-10. 
22 MATTERA, A., Le marché unique europèen. Ses règles, son fonctionnement, Júpiter, París, 
1988, pp. 37-40, 289-306. STJUE, caso Grunking-Paul.  
23 SCELLE, G., Manuel de Droit International Public, 1948, p. 88; KELSEN, H., The Law of the 
United Nations, Praeger, Nueva York, 1950, pp. 12-18. 
24 VIRALLY, M., La notion  de foction dans la théorie de l’ organisation International, Melanges 
Cahrles Rousseau, 1974, París, p. 278. 
25 Naciones Unidas establece en 1950 en la CNU la protección de los DDHH. 
26 TJCE, Rec, 1970, p. 25. 
27 PÉREZ GONZÁLEZ, M., “La Unión europea y sus principios básicos”, en Oreja Aguirre y  
AAVV, El tratado de Ámsterdam, Mc Graw Hill, Madrid, 1998, pp. 149-151.  
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No obstante, el TCE, el Acuerdo EEE y el Acuerdo EU-Suiza coinciden al 
admitir la existencia de límites de la libertad de circulación a ciudadanos comunitarios y 
a familiares, que conforman la denominada libre circulación de personas (libre circu-
lación de trabajadores, libertad de establecimiento y libre prestación de servicios), lí-
mites que habrán de permitir a las autoridades de un Estado Miembro expulsar de su 
territorio a un nacional de otro Estado Miembro. Tales límites son: el orden público, la 
seguridad y la salud pública. 
 
1. 3. La competencia exclusiva de los Estados de la Unión en la regulación 
de la extranjería 
 
Los Estados en materia de extranjería establecen su normativa interna; han 
abordado la regulación a través de legislaciones que les permiten autonomía, si bien 
deben ajustarse, en este sentido a lo acordado por la UE. La homogeneidad de los cri-
terios resulta esencial. Dentro del régimen jurídico, corresponde a cada Estado Miembro 
determinar a su derecho autónomo quienes son sus nacionales, afirmación que ha sido 
confirmada por la jurisprudencia internacional de manera reiterada y además que el 
Derecho Internacional demuestra que la reglamentación sobre la nacionalidad se deja al 
Estado de manera unilateral28. Cabe resaltar la Convención de la Haya de 12 de abril de 
1930, relativa a los conflictos de nacionalidad, en cuyo art. 1, se expresa: “Corresponde 
a cada Estado determinar por medio de su legislación quienes son sus nacionales”. 
Sobre la base del Derecho Internacional general existe una limitación es clara: los 
Estados deben abstenerse de determinar quienes son nacionales de terceros Estados, 
pues ello sería contrario al principio de competencia exclusiva de los mismos en la 
materia. El Título VIII de nuestra Constitución establece de manera clara en De la 
Organización Territorial del Estado, en su art. 149: El Estado tiene competencia exclu-
siva sobre las siguientes materias: Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y 
derecho de asilo.  
 
El Tratado de Lisboa atribuye a las instituciones europeas un papel activo en 
integración pero sin reconocimiento de competencias específicas que puedan hacer pre-
ver una comunitarización. (art.79.4, Tratado de funcionamiento de la UE). No obstante, 
                                               
28 Aunque con ciertas limitaciones. TJUE, Caso García Avelló. 
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se está produciendo una auténtica refundación a fin de equiparar a los ‘comunitarios’ o 
de terceros países al nivel del ‘nacional’ en igualdad de derechos y obligaciones29. Y, 
aunque el doctorando, tenga razonables dudas, la tendencia o fin último, sería una 
Europa libre en materia circulatoria de personas y bienes, exenta de rigurosas forma-
lidades que en definitiva parece un imposible30. Un espíritu, que aunque deseable es 
poco creíble porque los recelos en la materia de preservar la independencia estatal hacen 
muy complicado poder desarrollar un marco común.  
 
Es verdad que, afortunadamente, la distinción entre ciudadanos y no ciu-
dadanos se ha ido perfeccionando dentro de un sistema cada vez más integrado que 
beneficia al no nacional31. Atendiendo a De Lucas sería: “Un proceso guiado por el ob-
jetivo de la equiparación, en el reconocimiento jurídico, en la ciudadanía, lo que supone 
la clonación, sino el reconocimiento de la igualdad en la diferencia”32. No parece que 
los Estados cedan soberanía en esta cuestión pues ni tan siquiera en Europa se tiene con-
ciencia clara, ni voluntad manifiesta, ni confianza en esa ciudadanía cosmopolita te-
niendo en cuenta que este tipo de ciudadanía, precisa previamente de un poder político 
mundial, de una Constitución mundial y de una economía mundial33. 
 
1. 4. Hacia un cambio de modelo en la política migratoria en la UE 
 
La inmigración y el asilo no se encontraban entre las competencias originales 
de las instituciones europeas. Las bases para el tratamiento de estas cuestiones a nivel 
europeo se establecieron entre 1986 y 1992. En el ámbito comunitario, el objetivo de 
crear un mercado interior favoreció la consideración de la inmigración como una 
                                               
29 VALLE GÁLVEZ, A., “La refundación de la libre circulación de personas, Tercer pilar y 
Schengen: el espacio europeo de libertad, seguridad y justicia”, Revista de Derecho Comunitario 
Europeo, vol, II, nº. 3, 1998, pp. 41-78; Vid, AJA, E., La evolución de la normativa sobre inmigración. 
Veinte años de inmigración en España, Fundación CIDOB, Barcelona, 2006. Sobre las relaciones entre 
extranjería y la libre circulación de personas en general véase. JIMÉNEZ DE PARGA MASEDA, P., El 
derecho a la libre circulación de personas físicas en la Europa comunitaria, Tecnos, Madrid, 1994, 
especialmente, pp. 103-163; LIROLA DELGADO, M. I., Libre circulación y Unión Europea, Civitas, 
Madrid, 1994, en particular, pp. 228-246. 
30 LOBKOWIEZ, W., “Quelle libre circulation des personnes en 1993”, Revue du Marché 
Commun, nº. 334, 1990, pp. 95 y 96; PEAUCELLE, C., “l´ inmigration et la libre circulation des person-
nes en Europe: enjeux perspectives”, Revue Française de Droit Administratif, nº. 4, 1990, pp. 519-532. 
31 SÉBASTIEN, G., “La citoyenneté de L’ union Européenne”, Revue du Droit Public et de la Sci-
ence Politique, 1993, nº. 5, pp. 1.271-1.276. 
32 LUCAS, J. de., El desafío de las fronteras. Derechos humanos y xenofobia frente a una socie-
dad plural. Temas de Hoy, Madrid, 1994, pp. 127-129. 
33 FERNÁNDEZ, E., “La idea de Europa en Europa y los derechos humanos”, Sistema, nº. 34, pp. 
65-75, en especial, p. 71. 
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cuestión que debía ser abordada a nivel europeo: la firma del Acta Única Europea en 
1986, que incluía un programa de armonización de la política de inmigración, favoreció 
el desarrollo de una cooperación más estrecha entre los Estados Miembros. Los go-
biernos de Francia, Alemania, Bélgica, Holanda y Luxemburgo ya habían firmado el 14 
de junio de 1985 el Acuerdo de Schengen. Si bien los países signatarios formaban parte 
de la CE, el acuerdo tenía carácter intergubernamental. Desde el punto de vista 
funcional, en cambio, el acuerdo guardaba estrecha relación con la meta comunitaria: se 
trataba de reforzar la cooperación policial y judicial entre estos Estados con el objetivo 
de suprimir las fronteras interiores y reforzar las exteriores34.  
 
Durante mucho tiempo, la inmigración fue una materia alejada de la realidad 
comunitaria, no resultaba prioritaria porque no era un  problema que afectara al tejido 
industrial ni social. Sin embargo, a medida que se ha ido profundizando en el proceso de 
integración europea y la problemática de emigración fue emergiendo, la acción de la 
Comunidad ha empezado a extenderse hacia otros campos que, hasta épocas muy re-
cientes, habían permanecido dentro de la esfera de soberanía de los Estados Miembros 
puesto que en mayor o menor medida las avalanchas de seres humanos han afectado a 
los países europeos. Una de ellas han sido las reticencias estatales a ceder competencias 
en esta materia de extranjería que fueron matizándose al entrar en vigor Tratado de 
Ámsterdam de 1997 (en vigor a partir del 1 de mayo de 1999), hasta entonces no puede 
hablarse de la existencia de una base jurídica justificativa de la competencia de la Co-
munidad para dar cabida a una política comunitaria de inmigración35.  
 
El Consejo Europeo de Tampere, celebrado en octubre de 1999 y dedicado en 
exclusiva a la creación del espacio de libertad, seguridad y justicia, se cerró con la adop-
ción en materia de asilo e inmigración, con el encargo como eje principal a la Comisión 
                                               
34 El Convenio de Aplicación fue firmado el 19 de junio de 1990 y entró en vigor el 26 de marzo 
de 1995. Posteriormente se fueron incorporando el resto de países. 
35 MARIÑO MENÉNDEZ, F. (coord.), Un mundo sin desarraigo: El Derecho Internacional de  
las Migraciones, Catarata, Madrid, 2006, pp. 9-18; APARICIO, R., TORNOS, A. y FERNÁNDEZ, M.,      
El capital humano de la inmigración, Instituto de Migraciones y Servicios Sociales, Madrid, 2004;  
MARIÑO MENÉNDEZ, F., “Las políticas relativas al acceso y a la libre circulación de personas en el 
territorio de la Unión Europea”, Noticias de la Unión Europea, 2000, nº. 186, pp. 53-66; RAMOS 
QUINTANA, M., “Retos y transformaciones en Europa ante el fenómeno de inmigración”, Revista de 
Derecho Social, nº. 13, 2001, pp. 121-134. 
 227 
de que elaborara un plan de trabajo en el que se incluiría un sistema común de asilo e 
inmigración36.  
 
Evidentemente en la construcción del espacio de libertad, seguridad y justicia 
se efectuó un importante avance con la firma del Tratado de Niza pues fijó que la polí-
tica de visados, asilo e inmigración se decidiese por el procedimiento de codecisión37. 
 
La postura general de la UE hacia la inmigración (2001) era claramente res-
trictiva, poco antes la tragedia de Dover38 puso de relieve los efectos no deseados y 
perversos de las leyes restrictivas o, que han seguido sucediéndose las dramáticas muer-
tes enfrente de las costas italianas de Lampedusa (vid. Octubre, 2013; Abril, 2015): los 
flujos migratorios clandestinos no desaparecen, lo que obliga a poner en marcha perió-
dicamente procesos de regularización39.  
 
Cada país se encuentra ante escenarios migratorios diferentes y adopta estrate-
gias políticas para afrontarlos también diferentes, lo que hace que encontrar un compro-
miso sea más difícil de lo que el Tratado de Ámsterdam pretendía. No obstante, no hay 
alternativas políticas a la armonización europea o flexible, dado que la UE se convierte 
progresivamente en un espacio unificado de derechos sociales comunes y fronteras in-
ternas abiertas40.  
                                               
36 Las conclusiones de Tampere muestran un compromiso claro para limar las diferencias entre las 
políticas y las leyes de asilo de cada uno de los Estados Miembros de la UE. Las Conclusiones fijan los 
elementos principales de un sistema común de asilo europeo, en cuanto al procedimiento de asilo, con-
diciones de acogida y, ACNUR eventualmente, un estatuto de refugiado uniforme. La intención de uni-
ficar ha de ser entendida como un signo claro de que los Estados Miembros de la UE quieren ir más allá 
de los niveles mínimos de armonización y aproximación de sus leyes y políticas de asilo.  
37 QUEL LÓPEZ, J., “Análisis de las reformas en el espacio de libertad, seguridad y justicia en el 
Tratado de Niza”, RDCE, nº. 9, 2001, pp. 117-144.  
38 En junio de 2000, 58 inmigrantes chinos fueron encontrados muertos por asfixia dentro de un 
container sin ventilación en el puerto de Dover (Gran Bretaña) proveniente de Bélgica, 2 personas fueron 
halladas con vida. 
39 En octubre del año 2013, varios cientos de personas murieron ahogadas al intentar llegar a la 
costa de Lampedusa –Italia-. Ante el tamaño de estas tragedias la Unión Europea en reunión de urgencia 
trató la posibilidad de conseguir consenso para establecer un corredor de vigilancia en el mediterráneo. 
Europa está dividida. Por un lado intenta paliar el drama de los fallecidos y por otro penaliza la atención a 
la inmigración sin papeles. Acuciados por la presión migratoria, muchos Estados han aprobado en los 
últimos años leyes restrictivas para frenar las entradas irregulares. Los datos son elocuentes en lo que 
concierne a la vivienda, un elemento indispensable para establecerse en un territorio. Más del 50% de los 
Estados Miembros contemplan la penalización de los caseros que alquilen sus casas a extranjeros sin 
papeles (Francia, Italia, Alemania, Reino Unido, Holanda, Finlandia, Dinamarca, Suecia, República 
Checa, Chipre, Estonia, Grecia, Lituania, Malta y Rumania).  
40 GUILD, E. y HARLOW, C. (eds.), Implementing Amsterdam: Immigration and Asylum Rights in 
EC Law, Hart. Oxford, 2001, pp. 15-40. 
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Las políticas de inmigración y asilo se incorporaron a la agenda del proceso de 
integración con el Tratado de la Unión Europea o de Maastricht, como materias inte-
grantes de la Cooperación en Justicia y Asuntos de Interior, Tercer pilar en el que se 
adoptan las decisiones siguiendo mecanismos de cooperación intergubernamental. El 
Tratado de Ámsterdam, mencionado, aceleró tímidamente la transformación de estos 
temas en cuestiones de carácter comunitario, al vincularlos estrechamente con la conse-
cución del espacio europeo de libertad, justicia y seguridad, por una parte, y al decretar 
la incorporación al acervo comunitario del Acuerdo de Schengen, por otro. Ello les em-
pujó a iniciar una cooperación, primero de carácter ad hoc, que se institucionalizó con el 
establecimiento del Tratado41. 
 
La inmigración hoy, se ha convertido en un fenómeno de carácter global que 
está afectando, como nunca lo había hecho hasta ahora, al Continente europeo. El tra-
siego humano ha existido desde tiempos remotos, pero nunca ha escala universal ni 
tampoco afectó a tantos seres humanos que disponen actualmente de unos derechos mí-
nimos42, amparados en Tratados Internacionales, supranacionales.  
 
Esta incidencia que la inmigración ejerce en la Unión Europea y dentro su ex-
tensiva zona geográfica, receptora de extranjeros en busca de oportunidades, presenta 
serios inconvenientes de receptividad y organización. Una de las principales preocu-
paciones de la Comunidad por el fenómeno de la inmigración viene motivada, por la 
necesidad de materializar el objetivo de un espacio sin fronteras interiores donde quede 
garantizada la libre circulación de personas. Pero esta área de libertad solo podrá ser 
aceptada por los Estados a cambio de establecer medidas que aseguren un nivel óptimo 
de seguridad en su interior. El miedo a una afluencia y presencia masiva de nacionales 
de terceros Estados, en algunos países bien por cuestiones económicas, bien por mo-
tivos de persecución, va a condicionar las medidas adoptadas, porque muchos Estados 
de la UE se hallan muy limitados ante la grave crisis que atraviesa Europa. 
 
                                               
41 POLLET, K., “The Amsterdam Treaty and Inmigration and Asylum Policies: A Legal Analysis”, 
Revue des Affaires Europeens, 2000, pp. 60-65; TORRES ESCÁMEZ S., “Los mecanismos de seguridad 
jurídica preventiva y los mecanismos alternativos de solución de conflictos (Alternative Dispute 
Resolution. ADR)” en La Europa del Derecho, Madrid, 2002, pp. 195-225. 
42 Dignidad de la persona (SSTC 107/1984, 99/1985, 130/1995, 91/2000, 95/2000); Derecho a la 
vida, integridad física y moral, intimidad, libertad ideológica (STC 107/1984); Libertad individual (STC 
115/1987); Tutela judicial efectiva (STC 99/1985). Este grupo tendría el carácter universal mínimo, invul-
nerable de derechos por tratarse de la persona. 
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El campo de actuación posee un marcado componente ad extra con una obse- 
sión por la seguridad exterior y de control de los extranjeros y es muy limitado en la 
dimensión ad intra, en concreto con el establecimiento de criterios de igualdad, de plu-
ralismo cultural y de integración social43.  
A veces se produce, como consecuencia de las limitaciones estatales, el fenó-
meno excluyente de masas refugee-in-orbit, lo que viene significar que ningún Estado 
se hace cargo del ciudadano que deambula de un lugar a otro, o el asylum-shopping, 
denegar las solicitudes múltiples (si en un país de la Unión se deniega, igualmente en el 
resto)44. Es una manera de justificar la negativa estatal para el acceso a un Estado 
Miembro por parte del migrante. 
1. 5. La lucha contra las redes internacionales de tráfico de inmigrantes 
El Consejo Europeo de Laeken (2001), reafirmó su compromiso con las po-
líticas y los objetivos definidos en Tampere y en él se acordaron la elaboración de un 
Plan de acción, que dio lugar al Plan global para la lucha contra la inmigración ilegal y 
la trata de seres humanos45. Dicho planteamiento partía del convencimiento de que la 
política de readmisión y repatriación era parte integrante y crucial de la lucha contra la 
inmigración ilegal46 y, para ello subrayaba la necesidad de realizar algunas acciones 
concretas, entre ellas el establecimiento de un enfoque común y la cooperación entre los 
Estados Miembros respecto a la ejecución de las medidas de repatriación que combi-
                                               
43 ZAPATA-BARRERO, R., “Inmigración e innovación política”, Revista Migraciones, nº. 8 
diciembre, 2000, pp; ID, “Política de inmigración y Unión Europea”, Claves de la razón práctica, nº. 104, 
2000, pp. 26-32.  
44 Para evitar que los refugiados pudieran abusar del procedimiento, solicitando el asilo en un país 
que,  a priori, pudiera serles más favorable, la Unión aprobó el Reglamento 343/2003, (Dublín II, hubo un 
sistema anterior, Dublín I, de 1990). Para la normativa comunitaria (sobre todo las directivas 2004/83, de 
reconocimiento, y 2005/85, de procedimiento)– hay cinco únicos motivos tasados por los que se puede 
conceder el asilo a un refugiado: fundados temores a ser perseguido por motivos de raza, religión, 
nacionalidad, opiniones políticas o pertenencia a determinado grupo social. En 1993 se creó el concepto 
de ciudadanía europea, ninguna persona de un Estado Miembro puede solicitar el asilo en otro Estado 
Miembro. Idea española para evitar que los terroristas pudieran buscar refugio en otros países, como 
Bélgica. Vid. MARTÍN y PÉREZ de NANCLARES. J, La inmigración y el asilo en la Unión Europea, 
Madrid, Colex, 2002, pp. 1-29. 
45 Con el fin de administrar más eficazmente los flujos migratorios, el Consejo Europeo de 
Tampere exhortó hacia la promoción de campañas de información en los países de origen y de tránsito 
con el fin de prevenir la inmigración ilegal y el tráfico de seres humanos. 
46 También era importante conseguir llegar a acuerdos entre la UE y terceros países para la readmi-
sión de sus ciudadanos cuando hubieran dejado de cumplir las condiciones de entrada, presencia o resi-
dencia en el territorio de los Estados Miembros. 
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naba un control riguroso en las fronteras exteriores con una mayor integración de los 
residentes en los países de la Unión47. 
 
El Tratado de Ámsterdam ya había establecido en el art. 63 la adopción de 
normas comunes mínimas en materia de asilo y que esta previsión debería desarrollarse 
hacia auténticas reglas comunes que bien pudieran desembocar en una reglamentación 
de asilo europeo común. No son pocas las directivas que intentan proteger a las perso-
nas vulnerables de la explotación, con especial incidencia en los niños y las mujeres48. 
La trata de seres humanos está expresamente prohibida por la Carta de Derechos Funda-
mentales de la Unión. Se considerarán punibles la captación, el transporte, el traslado, la 
acogida o la recepción de personas, incluido el intercambio o la transferencia de control 
sobre estas personas, con fines de explotación49. 
 
El nuevo acuerdo “Schengen III” (policía y seguridad), confirma la vocación y 
la evolución legislativa en materia de control social, como uno de los elementos cardi-
nales de la construcción europea. La Carta europea está pensada para garantizar la au-
sencia total de controles de las personas, con independencia de su nacionalidad, en las 
fronteras interiores y la instauración progresiva de un sistema integrado de gestión de 
las fronteras exteriores. Junto a ello, establece un estatuto uniforme del derecho de asilo 
y  protección subsidiaria de los nacionales de terceros países, al tiempo que se instaura- 
rán procedimientos comunes para la concesión o retirada de los mencionados estatutos.  
 
La realidad dista mucho de hacer efectivo este deseo europeo. Baste recordar 
los enfrentamientos entre Francia y Italia (2011) con la expulsión de rumanos y búlga-
ros (debido a las moratorias impuestas para residir legalmente en el territorio a pesar de 
haber ingresado en la UE). Tampoco puede olvidarse, a mi juicio, la excepción de entra-
da fronteriza (Cláusula de emergencia, por dos años, siendo una exigencia de Alemania) 
y que limita la entrada de personas de terceros países50. 
                                               
47 Celebrado los días 14 y 15 de diciembre de 2001. 
48 Directiva 2011/36/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de abril de 2011, relativa a la 
prevención y lucha contra la trata de seres humanos y a la protección de las víctimas y por la que se 
sustituye la Decisión marco 2002/629/JAI del Consejo (DO L 101 de 15.4.2011). El castigo oscila entre 
los cinco y diez años de prisión dependiendo del grado de vulnerabilidad y de la coacción ejercida. 
49 Decisión 2011/502/UE de la Comisión de 10 de agosto de 2011 por la que se crea el Grupo de 
expertos en la trata de seres humanos y se deroga la Decisión 2007/675/CE (DO L 207 de 12.8.2011). 
50 La Comisión Europea se encargará de supervisar esos controles. El requisito para poner en 
marcha una de estas medidas excepcionales es que un país del grupo Schengen no pueda controlar sus 
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Con independencia del interés europeo y los buenos propósitos, es obvio que 
la esclavitud está volviendo a Europa bajo formas repulsivas. La trata de personas es, 
sin atisbo de duda, la actividad criminal de mayor crecimiento en la Unión Europea, y 
las medidas tomadas hasta la fecha para reducir este fenómeno aún no han producido 
resultados tangibles. El tráfico crece con la globalización económica y la apertura de 
fronteras interiores. La demanda de una mano de obra barata e indocumentada contri-
buye al comercio ilegal de seres humanos, reduciendo costes; sin embargo, esta defla-
ción se hace a costa de la dignidad humana y menoscaba las normas internacionales    
básicas de derechos humanos, laborales, de salud y de seguridad51. Cientos de años des-
pués se sigue utilizando el término ‘trata de blancas’52. 
 
El tráfico ilegal de personas y/o tráfico ilegal de migrantes son términos 
utilizados para describir el transporte de gente, por una variedad de razones, a través de 
fronteras internacionales. El tráfico ilegal de masas se ha tornado en el oficio preferido 
de un número creciente de redes criminales a nivel mundial que muestran una mayor 
sofisticación por lo que respecta a mover grandes números de personas con un mayor 
margen de ganancia. La trata de personas es distinta al tráfico ilegal de personas. Una 
persona encubierta que transporta gente facilita la entrada ilegal a un determinado país 
                                                                                                                                          
fronteras externas y ello repercuta de forma ‘amplia’ en la seguridad interna de otros países. Los go-
biernos se encargarán entonces de controlar sus propias fronteras por un periodo máximo de dos años. La 
medida se concibe como una iniciativa extraordinaria y aplicable solo en circunstancias excepcionales. Se 
precisa además una «recomendación» del consejo, en una reunión de todos los países de la UE. Hasta la 
fecha se han impuesto controles de 30 días solo para grandes acontecimientos como partidos de fútbol, así 
como de 10 días tras casos graves como atentados terroristas. El debate sobre la seguridad de las fronteras 
exteriores cobró fuerza en 2011, cuando miles de refugiados procedentes de África del Norte llegaron a 
Europa coincidiendo con la primavera árabe. Grecia podría ser uno de los países en recurrir a este me-
canismo, pues Atenas está desbordada desde hace años con la afluencia de inmigrantes en situación ilegal. 
Vid. FERNÁNDEZ ROZAS, J. C., Génesis y constitucionalización de la política migratoria en la Unión 
Europea, Anuario Español de Derecho Internacional Privado, t, V,  pp. 223-251, 2005, última modifica-
ción de fecha 20/07/2009. 
51 M. GARCÍA ARÁN, M., Esclavitud y tráfico de seres humanos, Tirant lo Blanch, Valencia, 
2006, pp. 356-370; NICOLÁS, G., “Migraciones femeninas y trabajo sexual. Concepto de trabajo pre-
cario versus tráfico de mujeres”, en R. BERGALLI (coord.), Flujos migratorios y su (des)control. Puntos 
de vista pluridisciplinarios, Anthropos, Barcelona, 2006, pp. 229-260. 
52 Para ser exactos tienen su precedente histórico en las pretéritas campañas contra la trata de blan-
cas a finales del S. XIX. El término “trata de blancas” fue utilizado por primera vez en la Conferencia de 
París de 1902, dirigida a la creación de un instrumento internacional para la supresión del tráfico de escla-
vas blancas. Aunque inicialmente la finalidad fue diferenciar esta conducta del comercio de esclavos 
negros, lo cierto es que dichas prácticas incluían mujeres de todas las razas y por ello, en el año 1921 se 
recomendó abandonar de este concepto discriminatorio y equívoco por el de “tráfico de mujeres y niñas”.  
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por un honorario, pero a la llegada al destino, las personas que fueron transportadas 
comúnmente son libres. La trata de personas involucra fuerza física, fraude o engaño53. 
  
Resulta imprescindible la cooperación transfronteriza para proteger a las vícti-
mas y llevar a los delincuentes ante la justicia, elaborando métodos exhaustivos de pre-
vención, coordinando mejor las acciones de la UE y de los países vecinos, y eliminando 
las lagunas jurídicas que permiten a los culpables eludir impunemente la ley54. El tráfico 
de seres humanos no puede desligarse de los movimientos mundiales de políticas migra-
torias de los países de origen y destino y, en definitiva, de las desigualdades sociales y 
económicas en el ámbito internacional. Estas situaciones empujan a las personas proce-
dentes de países en vías de desarrollo a iniciar un proceso migratorio hacia zonas de 
mayor desarrollo económico. La imagen de prosperidad y éxito de occidente tan bien 
difundida es el señuelo o llamada perfecta. Pero esas imágenes poco tienen que ver con 
la realidad que van a encontrar las personas que deciden emigrar, muchas de ellas serán 
objeto de explotación, humillaciones y persecución legal55.  
 
El último acuerdo internacional data del año 2011, el protocolo de Palermo I y 
II, logró unir a 164 países en la lucha contra la trata de seres humanos en cualquiera de 
sus modalidades56. Parece razonable pensar que los países de la Unión europea aúnen 
esfuerzo añadidos en materia social y policial, cabe resaltar una política acertada e 
igualitaria de visados y estancia, pasos fronterizos, apoyo técnico y financiero, sistemas 
de alarma, (Frontex, Europol, por ejemplo), recopilación de información, cumplimiento 
efectivo de penas para quien trafica, admisión repatriación y desde luego rigurosas 
campañas de sensibilización. Atender en definitiva al Convenio Europeo de Derechos 
Humanos y la Convención de Ginebra. 
 
 
                                               
53 Por citar algunos ejemplos, en América se denomina coyote a un traficante que transporta por 
dinero inmigrantes ilegales, les ayuda a cruzar la frontera entre México y Estados Unidos. Los cabezas de 
serpiente (snakeheads) hacen lo mismo con asiáticos desde China a Estados Unidos. 
54 HERNÁNDEZ PLASENCIA, J., El delito de tráfico de personas para su explotación sexual, en 
L. CAPELLO (Coord.), Inmigración y Derecho Penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 2002, pp. 237-254. 
55 Vid. ESCRIBANO, J., Terrorismo, narcotráfico, blanqueo de capitales, trata de personas, 
tráfico ilícito de migrantes, tráfico ilícito de armas: Lucha global contra delincuencia organizada trans-
nacional, Universidad Carlos III de Madrid, Madrid, 2009. 
56 No fue ratificada en Asia por Japón y Tailandia; en Latinoamérica Bolivia; en África Burundi, 
Congo, Guinea Ecuatorial, Sierra Leona y Uganda; incluso en la UE, República Checa, Luxemburgo o 
Irlanda. 
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2. ESTUDIO DE LOS SUPUESTOS ESPECÍFICOS 
 
1. La emigración española durante el siglo XX hacia Europa y 
Latinoamérica 
 
Son numerosas las causas de la migración española. Si bien apuntaré una serie 
de circunstancias que sitúo en el siglo XX, puesto que, prácticamente España carecía de 
colonias (excepto Guinea), devueltas a través de los Tratados Internacionales producto 
de la descolonización y la finalización del neocolonialismo57. Las graves crisis econó-
micas y la inestabilidad política hacen que la migración se produzca de manera masiva. 
 
1. 1. Noción de ‘emigrante’ y alcance del término 
 
Según la Real Academia de la Lengua emigrante es la persona “que se traslada 
de su propio país a otro, generalmente con el fin de trabajar en él de manera estable o 
temporal”. En un primer momento, la definición de emigrante estaba asociada al tipo de 
pasaje con el que viajaba la persona. En la Ley de Emigración de 1907 se consideraban 
emigrantes los españoles que tenían intención de abandonar España con un pasaje de 
tercera clase, ya fuera gratuito, retribuido, o de cualquier clase considerada equivalente 
por el Consejo Superior de Emigración y con destino a cualquier punto de América, 
Asia u Oceanía. No obstante, las Juntas de Emigración, ubicadas en los puntos de salida 
de emigrantes, podían excluir, de oficio o a petición de los interesados, a los viajeros de 
este tipo, del concepto legal de emigrante. La Ley de 1924 añadía a los anteriores las 
personas que abandonaban España con intención de establecerse en otro país por mo-
tivos laborales. La Ley de Ordenación de la Emigración, de 1960, especificaba que eran 
emigrantes también, quienes abandonaban el país por la llamada de residentes en el 
extranjero, o los familiares de emigrantes. Por último, la Ley de 1971, eliminaba la con-
dición de viajar con pasaje de tercera clase o equivalente, considerando emigrantes a los 
que abandonaban España para establecerse en otro país por motivos lucrativos, así como 
a sus familiares58. 
                                               
57 TODD, E., El destino de los Inmigrantes: asimilación y segregación en las democracias 
occidentales, Tusquet Editores, Barcelona, 1996, pp. 16-32; TAPINOS, G., “La coopération internatio-
nale peutelle constituer une alternative à l'émigration des travailleurs?”, Mimeo, París, 1991, pp. 1-12. 
58 SALLÉ ALONSO, Mª. A. (coord.), La emigración española en América, Editora literaria, 
España, 2009, pp. 10-21. 
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Fue la Declaración de derechos del hombre y del ciudadano, promulgada con 
ocasión de la revolución francesa de 1789, el primer texto internacional que reconoció 
el derecho a la emigración, un derecho que ha sido conceptuado por la doctrina iuslabo-
ralista como un derecho individual: “Cuyo ejercicio puede ser regulado pero no 
desconocido” y cuya finalidad básica debe ser la protección de la persona emigrante59, y 
derecho que va a ser ejercitado fuera de las fronteras del Estado. “Requiere para su 
satisfacción plena la existencia, de un correlativo derecho de inmigración, que es inex-
cusablemente complementario”60. España, reconoce este  derecho  en la Constitución de 
Cádiz de 1812, si bien el referente histórico más relevante se encontraría en la Cons-
titución de la II República de 1931, puesto que dispone el art. 31: “El derecho a emigrar 
o inmigrar queda reconocido y no está sujeto a más limitaciones que las que la ley 
establezca”. 
 
Un somero repaso a la historia nos hace advertir las trabas hacia el emigrante. 
Según la Real Orden de 1853 solo pueden emigrar quienes tenían pasaporte y lo hacían 
con destino a las colonias españolas o a los Estados de América del Sur y México, en 
donde existía una representación española que protegiese al emigrante. Los requisitos 
para la obtención de pasaporte no estaban al alcance de la mayoría, ya que era necesario 
el permiso de padres, tutores o esposos según el sexo, edad y estado civil; carecer de 
impedimento legal o causa criminal; depósito de 6.000 reales, o escritura de una fianza 
suficiente, en supuesto caso de estar en edad de cumplir el servicio militar (entre 18 y 
23 años)61.  
 
Hacia 1883 se amplió la lista de documentos a presentar ante el Gobernador 
Civil para solicitar el embarque rumbo a ultramar. Los menores de 25 años y las mu-
jeres casadas necesitaban el permiso de padres, tutores o esposos; los hombres entre 18 
y 20 años, certificado municipal de alistamiento; los hombres de 20 a 35 años certi-     
ficado de hallarse libres del servicio militar; los varones mayores de 35 años y las 
mujeres solteras mayores de 25 años la cédula personal de identidad. 
 
                                               
59 ALONSO OLEA, M., ‘Prólogo’ a SERRANO CARBAJAL, J., La emigración española y su ré-
gimen jurídico, Rustica editorial, Madrid, 1966, pp. 12-15.  
60 GALIANA MORENO, J. M., Emigración, Enciclopedia Jurídica Básica, vol. II, Madrid, 1995, 
p. 2.708.  
61 La Orden de 16 de septiembre, trató de evitar una salida migratoria demasiado numerosa. 
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En 1888 se endurecieron más aún las condiciones de salida, aumentando las 
trabas para dos colectivos concretos: los varones menores de 35 años y las mujeres 
solteras menores de 25, sin permiso paterno o marital, según su estado civil. Con ello se 
trataba de proteger los efectivos militares necesarios en caso de guerra y evitar la trata 
de blancas, que constituía en ese momento un lucrativo negocio. A pesar de estas difi-
cultades, el aumento de la emigración hizo necesaria la elaboración de una nueva legis-
lación que redujese la emigración clandestina. Como puede observarse la mujer  
dependía de terceras personas para poder migrar quedando su libertad personal muy 
restringida. 
 
La Ley de Emigración de 1907 reconoce, en principio, la libertad de todo 
español para emigrar, aunque la salida continuaba restringida para los mismos colec-
tivos y con iguales requisitos que en la anterior legislación. Quedaba también prohibida 
toda propaganda, que fomentase la emigración y el funcionamiento de agencias de re-
clutamiento de emigrantes en territorio español. Quedó la emigración definida como un 
fenómeno vinculado a la falta de medios económicos y a la búsqueda de recursos y 
oportunidades. El término emigrante quedaba limitado a las personas que embarcaban 
con pasaje de tercera o equivalente y con destino a América, Asia u Oceanía, por con-
traposición a otros pasajeros pertenecientes a sectores acomodados de la población, que 
embarcaban rumbo al extranjero. La ley establecía, además, la gratuidad de todos los 
documentos necesarios para emigrar. “Serán considerados emigrantes los españoles que 
se propongan abandonar el territorio patrio, con pasaje retribuido o gratuito de tercera 
clase, o de otra que el Consejo Superior de Emigración declare equivalente, y con desti- 
no a cualquier punto de América, Asia u Oceanía”. De esta manera el concepto de emi-
grante quedaba claramente vinculado a la búsqueda de recursos económicos como 
medio para la subsistencia. 
 
Pocos años después se perfiló aún más la definición, a fin de dar cuenta con 
mayor precisión del fenómeno que cada vez afectaba a un mayor número de habitantes: 
“Serán considerados emigrantes, a los efectos de esta Ley, los españoles o sus familias 
que, por causas de trabajo, abandonen el territorio nacional para establecerse fuera de él, 
definitiva o permanentemente”62.  
                                               
62 Ley de Emigración, texto refundido de 20/12/1924.  
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Desde finales de la década de los veinte y durante los años treinta del siglo 
XX, a consecuencia de la crisis económica y de los elevados niveles de paro de los paí-
ses latinoamericanos, las autoridades españolas aumentaron las restricciones, exigiendo 
la presentación de un contrato de trabajo a todos los varones. En éste debían constar las 
condiciones de trabajo y la garantía de una retribución suficiente para cubrir sus ne-
cesidades. Se prohibía así la salida de personas que por su escasa cualificación estaban 
destinadas al fracaso, evitando las numerosas solicitudes de repatriaciones forzosas que 
conllevaban cuantiosos gastos a la administración española. 
 
1. 2. Estadística inexacta 
 
El desplazamiento de millones de españoles, llamado por Sánchez-Albornoz 
emigración en masa63, fue registrado desde 1882 por el Instituto Geográfico y Esta- 
dístico, a partir del movimiento anual de entradas y salidas de pasajeros de los puertos 
españoles. Las series obtenidas gracias a esta fuente cifran en alrededor de 3 millones y 
medio los españoles que partieron a América, aunque estimaciones posteriores sitúan la 
corriente emigratoria entre 1882 y 1935 en torno a los 4,7 millones de personas. Del to-
tal de estos emigrantes, el 57% volvieron a España, es decir, que el número de retorna-
dos supera al de los que se quedaron definitivamente en el otro Continente. En cualquier 
caso, las series oficiales presentan notables deficiencias, debidas a la dificultad de re-
flejar estadísticamente el fenómeno de la migración, así como a que en ese momento se 
registraban exclusivamente las salidas desde los principales puertos españoles y que 
gozaban de alguna protección de retorno. 
 
La primera estadística disponible es el Anuario Estadístico de España de 1860-
61, que registraba el número de pasaportes entregados a quienes querían abandonar el 
país, con validez para un solo viaje y el registro del país de destino. Posteriormente la 
documentación más utilizada para calcular el flujo migratorio es la producida por la 
Dirección General del Instituto Geográfico y Estadístico y los organismos que le suce-
dieron hasta 1969. Los datos de los distintos organismos difieren a la hora de medir el 
flujo migratorio, tanto en las salidas como en los retornos64. 
                                               
63 SÁNCHEZ-ALBORNOZ, N., Españoles hacia América: la emigración en masa 1880-1930, 
Alianza editorial, Madrid, 1988, pp. 45-68. 
64 Ídem. 
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No es fácil, como dije, precisar el volumen humano por cuanto las series es-
tadísticas publicadas por el Instituto Español de Emigración se refieren solamente a la 
emigración ‘asistida’, es decir, la oficialmente protegida con asesoramiento y subven-
ciones de acuerdo con programas aprobados por el gobierno y en el marco de acuerdos 
interestatales. Por ejemplo, para el período comprendido entre 1960-1973 se cifró en 
1.000.000 de personas65. La emigración real fue bastante superior, si bien los cálculos 
disponibles dependen de indicios indirectos y datos concretos más o menos extrapo-
lables a una realidad más amplia, informaciones en parte aportadas por el propio I.E.E., 
y objeto de sistematizaciones con criterios diversos66, pues cifran su número en torno a 
los 2.000.000 de emigrantes en el período mencionado. 
 
1. 3. Migración masiva de los años 50 en España 
 
Para Binford, la emigración es una estrategia de supervivencia, desplegada en 
un alterado campo social de poder, definiendo al emigrante como aquel que busca so-
brevivir en una sociedad distinta de la suya donde  las condiciones serán mejores en el 
aspecto económico, político y social67. 
 
Inicialmente se producen migraciones interiores dentro del país que no cesaron 
hasta bien entrada la década de los años 50, eran estacionales (siega, vendimia…), aun-
que no puedan ser descartadas las migraciones de éxodo rural con carácter definido ha-
cía zonas con mayor industrialización (Cataluña, País Vasco, Madrid, y zonas turísticas 
de Levante, Baleares y Canarias). Conviene no olvidar que el régimen dictatorial fo-
mentaba la agricultura como medio de subsistencia. 
 
Desde finales del siglo XIX,  la mortalidad había disminuido, manteniéndose 
altos índices de natalidad. Por ello, a principios del siglo XX, cuando esa generación de 
                                               
65 RÓDENAS CALATAYUD, C., Emigración y economía en España, Civitas, Madrid, 1994, pp. 
142-165. 
66 PUYOL ANTOLIN, R., La población española, Síntesis, Madrid, 1998; RÓDENAS CALATA-
YUD, C., Emigración exterior y mercado de trabajo en España (1960-1985), Madrid, 1997, pp. 121-150.  
67 BINFORD, L., “Migración transnacional, criminalidad y justicia popular en el Estado mexicano 
contemporáneo”, en L. Binford y Mª Eugenia D ́Aubeterre (coords.), Conflictos migratorios transnacio- 
nales y respuestas comunitarias. México. Gobierno del Estado de Puebla, Consejo Estatal de Población, 
BUAP, ICS y H, H. Ayuntamiento del Municipio de Puebla, Sociedad Cultural Urbanista, Puebla, S. C., 
2000; WOLF, E., Europa y la gente sin historia. Fondo de Cultura Económica, México, 2005, pp. 50-87; 
DOLLOT, L., Las emigraciones humanas, Oikos-tau, Madrid, 1971, pp. 57-63. 
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población más abundante alcanzó la edad de trabajar y no encontró empleo salió a 
buscarlo en otras regiones y países. España, si bien había vivido de las granjas y pe-
queños huertos, presentaba graves carencias de infraestructuras e industria. 
 
El nuevo mundo era accesible para aquellas personas dotadas de cierta prepa-
ración y alfabetización, dentro de este grupo puede destacarse a gallegos y catalanes. La 
solución a principios del siglo XX no eran las ciudades debido a su escaso desarrollo. 
Ante semejante expectativa empezó a pensarse en una emigración corta que pudiera 
conseguir la fortuna suficiente para adquirir al regreso tierras o ampliación de caseríos 
de familias modestas donde no existieran los grandes latifundios privados o estatales. 
Esta poderosa razón anima el inicio de la emigración en cadena. Uno de los lugares era 
Cuba antigua colonia independizada a finales del siglo XIX o  Argentina68. Expone 
Labra (Senador de las Sociedades Económicas) en las Cortes españolas en 1910: “La 
emigración trae a grandes comarcas de España ventajas y provechos verdaderamente 
extraordinarios… La prosperidad de los españoles en Ultramar ejerce una influencia en 
el desarrollo económico de las provincias peninsulares…”69. 
 
Europa fue la primera opción por la proximidad al Estado español. Necesitaba 
mano de obra con o sin cualificar. Las dos guerras mundiales y la mortandad que produ-
jeron dejó importante necesidad de trabajadores en los años cincuenta. De Andalucía, 
Galicia, Extremadura, Valencia y Madrid surgieron las migraciones masivas hacia el 
Reino Unido y Alemania quienes tuvieron mayores pérdidas humanas70. Etapa Culmi-
nante de esta absorción laboral fueron los años de 1960-1973, de desarrollo económico 
pleno, en que los países de inmigración mencionados vieron crecer globalmente en un 
4,8% anual su PIB., sobre la base del “... Incremento de la productividad manteniendo 
el pleno empleo”.  
 
En la recepción de trabajadores españoles, primó el principio de temporalidad. 
A diferencia de las migraciones encaminadas en el pasado a la Argelia francesa, en 
                                               
68 Vid. ADELMAN, J.,“European migration to Argentina, 1880-1930”, en Cohen (ed.), Argentina, 
1995; CHENAIS, J. C., “Les migrations internationales en Europe 1945-1991”, Itinera, Barcelona, 1991; 
RAMA M., Historia de las relaciones culturales entre España y la América Latina: siglo XIX, Fondo de 
Cultura Económica, México, 1982, pp. 273-275. No debe caer en el olvido la frase del presidente argen-
tino Alberdi de 1856: “Gobernar es poblar”, incitando al emigrante para cultivar las ricas tierras del país. 
69 RISQUEZ, J. M. y ORDOÑEZ, M., Cartilla del emigrante, Imp. de Hijos de M. G. Hernández, 
Madrid, 1910, pp. 13-15.  
70 ESPIAGO, J., Migraciones exteriores, Salvat, Barcelona, 1985, pp. 38-41. 
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ultramar no se trataba de poblar y colonizar nuevos territorios (que en Europa no exis-
tían) sino de cubrir un déficit laboral. Tampoco, que los inmigrados mediterráneos se 
asentaran definitivamente en el país de recepción para compensar los efectos de pérdi-
das de población por diversas causas. Alemania por ejemplo obstaculizaba el asenta-
miento definitivo y el acceso a la nacionalidad: el inmigrando es un gastarbeiter u ope-
rario invitado. De otro lado, nada estimulaba al trabajador foráneo a insertarse en la so-
ciedad ambiental. Aprenderá los rudimentos del idioma imprescindibles para ejercitar su 
trabajo y hacerse entender en la calle, pero no suele frecuentar otro trato que el de sus 
compañeros de emigración, relegados a lugares distantes o marginales, en ocasiones 
sórdidos guetos apenas comunicados con el entorno. Hay que decir sin embargo que el 
afán de economizar (objetivo básico de todo inmigrante en el país de acogida) no consti-
tuía precisamente un estímulo para comunicarse con el mundo exterior. 
 
Según las cifras oficiales ya señaladas, del Instituto Español de Emigración 
(IEE) entre 1960 y 1973 emigraron al continente europeo un millón de personas, pero a 
diferencia de las emigraciones anteriores, en la década de los sesenta se da un movi-
miento migratorio de carácter rotativo. La mayoría de los emigrantes saldrán del país 
con un contrato. Los Estados elegidos solían ser Francia, Bélgica, Suiza y Alemania. 
Tampoco puede desdeñarse Asia como destino preferente, Oceanía y Australia. El retor-
no comienza a partir del año 1975 tras la muerte del Franco. La gran emigración 
española de 1960-73 en principio situó a Francia en el centro preferencial, aunque luego 
la predilección sería la República Federal de Alemania y Suiza principalmente71. 
 
Los giros y divisas fueron una fuente importante de la economía, de contra, 
existen también defensores de la tesis negativa, que cuestionan este argumento. Desde la 
perspectiva del país emisor, la emigración representa un empobrecimiento humano de 
los pueblos, pierden elementos productivos, frecuentemente los más emprendedores, 
debido a la correlación entre niveles de riqueza y población. Una verdad parcial puesto 
que en 1959 las remesas descendieron, notándose poco por el nuevo cambio del dólar 
                                               
71 HERMET, G., Los españoles en Francia: inmigración y cultura, Guadiana, Madrid, 1969, pp. 
32-70; TAPINOS, G., L ́Inmigration étrangère en France. 1946-1973. PUF, París, 1975, pp. 15-20; 
PARRA, F., La emigración española en Francia, 1962-1977. I. E. E., Madrid, 1981, pp. 12-18; RUBIO, 
J., La emigración española a Francia. Ariel, Barcelona, 1974, pp. 27-30; CHNAPPER, D., L’Europe des 
Immigrés, Éditions François Bourin, París, 1992, pp. 51-55. 
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(1dólar por 60 pesetas). En 1960 los giros volvieron a subir por la emigración española 
en Alemania. 
 
El franquismo permitió la salida del emigrante, se encontraba con una crisis 
económica que tampoco los políticos tecnócratas podían contener. Era la endeble 
solución a un país desorganizado y manejado por una minoría. La emigración española 
al exterior permitió al régimen limitar las consecuencias negativas del Plan de 
Estabilización de 1959, absorbiendo el excedente de mano de obra y evitando posibles 
tensiones sociales72. Asimismo, aseguró la entrada de divisas, necesarias para equilibrar 
la balanza de pagos. No en vano la emigración fue considerada el Plan Marshall de la 
economía española73. El flujo migratorio favoreció las relaciones con los países 
europeos, en un momento que se apostaba por el fin del aislamiento y la búsqueda del 
reconocimiento internacional74. Existía un concepto heredado de principios de siglo que 
reconocía cierta heroicidad nacional al emigrante: “La emigración es la ley de la 
humanidad. Se emigra por necesidad, por conveniencia, por placer, por salud, por 
aspiraciones. Por emigrar no se borra el sentimiento de la Patria, sino al contrario, se 
esparce en otras regiones… El poblador que no produce en su país es una carga; el que 
produce fuera de su país, es una providencia para los suyos”75. En definitiva, una 
desgarradora burla a la consternación de familias desarraigadas por las circunstancias 
políticas. 
 
A través de los llamados programas de emigración asistida, y de la firma de 
acuerdos bilaterales con los países receptores, se intentó que emigraran solo los traba-
jadores menos cualificados, procedentes de las zonas con mayores tasas de desempleo. 
Pero los altos porcentajes de emigración ilegal evidencian el fracaso de estas preten-
siones de control. En 1956 se firmó el acuerdo de emigración con Bélgica. Le siguió el 
firmado con la República Federal Alemana en 1960, con Francia, Suiza y los Países 
                                               
72 Entre 1957-59, el coste de la vida se incrementó un 40%, una realidad  imposible de soportar en 
una sociedad repleta de miseria. 
73 MACHO, S., Emigración y desarrollo español, Instituto Español de Emigración, 1978, p. 16. 
74 México fue el único país del mundo que rompió relaciones con el régimen de Franco, defendió 
la legalidad del gobierno de Hazaña (1937), en la Sede de la Sociedad de Naciones en Ginebra. En 1939 
México tenía 18 millones de habitante –hoy 120- y estaba todo por hacer, los exiliados no encontraban 
refugio en Francia por el régimen colaboracionista de Vichy (1940-44). Los españoles exiliados eran los 
más preparados, fueron acogidos por el presidente Lázaro Cardenas. En 1977 el presidente José López 
Portillo restablece las relaciones entre los dos países democráticos. 
75 RISQUEZ, J. M. y ORDOÑEZ, M., Cartilla del emigrante, cit., p. 119. 
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Bajos en 1961 y, por último, con Austria en 1966. Pero dada la lentitud española en ma-
teria de de migración (entre 4-6 meses, trámites administrativos) la mayoría de los 
Estados optaron por permitir e incluso fomentar la emigración ilegal, a través de la re-
gularización a posteriori. 
 
Aunque la cualificación del inmigrante español era de perfil bajo -en determi-
nados países-, al vivir en democracia, se aprendió a luchar contra la dictadura. La 
información es poder y ya en los años 60 (algo impensable en España), los emigrantes 
españoles participaron, junto con otros inmigrantes, en las huelgas en la Renault fran-
cesa, astilleros de Marsella, Philips de Holanda, en las minas belgas, etc. 
 
Latinoamérica, será elegida no tanto por la cercanía como por el conoci-
miento de la lengua. Circunstancias que pueden incidir en la calidad de vida. ‘Hacer las 
Américas’ caló en la sociedad española76. El viaje, largo y costoso, penoso, en palabras 
de Marsal: “Hacer un viaje de tercera era inhumano, era recordar los barcos que lleva-
ban esclavos”77. Desde un punto de vista social no siempre se ocasiona coincidencia 
entre las necesidades productivas, las capacidades y aportaciones futuras de los recién 
llegados; si existe una gran disparidad étnica o cultural pueden producirse choques 
sociales y brotes de racismo, aunque no deja de cuestionarse hoy día si el fenómeno 
migratorio es nocivo, como dije, para los ciudadanos del país, o si se enriquecen ambas 
partes78. Parece que la cultura precisa de un margen de tiempo que en la actualidad no 
parece posible ante los enfrentamientos y el malestar del extranjero que ocupa un lugar 
‘social’ dentro del sistema agravado por sus problemas económicos. Antaño, al haber 
menos migración estos problemas no tenían tanto peso en la sociedad de acogida. 
 
Uno de los factores que potencia la emigración sería el conocimiento de la rea-
lidad, por la ‘mundialización de la información’ que permite visualizar la riqueza (cier-
tamente no para todos) de las sociedades desarrolladas e incita al ciudadano a la salida. 
Latinoamérica mantiene fuertes lazos migratorios con España. Durante los siglos XIX y 
                                               
76 MARTÍNEZ, J. L., Pasajeros de Indias, Alianza, Madrid, 1983, pp. 3-8. 
77 MARSAL, J. F., Hacer la América, Ariel, 1969, pp. 101-104.  
78 OIT. Migrant discrimination in the labour market. A comparative study of four european 
countries. Ginebra, 2000; vid. STALKER P. The Work of Strangers: a survey of international labour 
migration, International Labour Office, Ginebra, 1994; ID, Workers without frontiers. The impact of glo-
balisation on international migrations. Ginebra, 2000; SASSEN, S., “Why migration?”, Report on the 
Americas, vol. XXVI, nº. 1, 1992. 
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XX, casi 5 millones de españoles partieron hacia América Latina. El efecto llamada fun-
ciona cuando existe riqueza allí y mucha miseria aquí. 
 
A partir de los años 50 existen dos tipos de migrantes. Los espontáneos que 
libremente acceden al mercado de trabajo y los asistidos, migrante que solicita y/o 
recibía ayuda del Instituto Español de Migración para realizar su desplazamiento79. Un 
posible cálculo sitúa un reparto al 50%80. La huída de los españoles del régimen auto-
ritario estuvo bien visto en Latinoamérica, el rechazo al fascismo y las ayudas recibidas 
por Norteamérica consiguieron establecer unas marcas de identidad junto a una dinámi-
ca entre el exilio y el trabajo81. Cuando menciono EEUU, quiero destacar que la econo-
mía capitalista coincide con una etapa de alto crecimiento en Europa y con la existencia 
de regiones relativamente despobladas (Latinoamérica y Australia) y en condiciones de 
incrementar su volumen poblacional. Existe una relación entre los movimientos de ca-
pital y la población82. 
 
La inmigración europea jugó un papel fundamental en la agricultura, especial-
mente donde había mucha tierra disponible y contribuyó a formar los primeros contin-
gentes de asalariados urbanos de pequeños comerciantes y de industriales incipientes. 
Influyó además en la migración exterior hacia América (Nueva York, Los Ángeles, San 
Francisco) en palabras de Sassen a la configuración de “ciudades globales”83. El flujo 
migratorio interno y externo cumplió dos funciones: La relacionada con los requeri- 
mientos de obra tradicional-profesional y, por consiguiente la que tiene relación con el 
proceso de salarios –según categorías-84. Así, atendiendo a lo expuesto, parece que tanto 
la inmigración española, como los Estados Latinoamericanos receptores, se beneficiaron 
                                               
79 Vid. Datos estadísticos sobre la migración española 1989 y Anuario de migraciones 1992; 
Emigración Española Asistida, años 1968-1980 (E. E. A); VÁZQUEZ MATEO, F., 1968: La nueva emi-
gración a Iberoamérica, I. E. E., Madrid, pp. 101-111.   
80 PALAZÓN FERRANDO, S., La emigración asistida a Latinoamérica, 1968-1990, Universidad 
de Alicante, nº. 11, 1993, pp. 209-221. 
81 DELGADO GOMEZ-ESCALONILLA, L., Imperio de papel, CSIC, Madrid, 1992, pp. 130-156; 
ID, “Le régime de Franco, le plan Marshall et les puissances occidentales”, en Relations internacionales, 
París, 2001, pp. 213-230. 
82 BRINLEY, T., “Migración Internacional y Desarrollo Económico”, UNESCO, Serie Población y 
Cultura, 1961, pp. 11-14.  
83 SASSEN K., S., “The mobility of labor and Capital”, Cambridge University Press, Cambridge, 
1988, pp. 1-6.  
84 MARSHALL, A., “Inmigrant workers in the Buenos Aires Labor Market”, International Migra-
tion Review, número especial: international migration in Latin America, en Mary Kritz,  (ed.), nº. 47, vol. 
13, 1979; ID,  “Inmigración, demanda de fuerza de trabajo y estructura ocupacional en el área metropoli-
tana Argentina”, Informe para la reunión de trabajo realizada en 1977, CLACSO, Migración y Desa-
rrollo, nº. 50, 1980. 
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de esta migración que podría denominarse ‘a dos bandas’. La presión migratoria se rela-
ciona con la evidente cercanía entre países, proporcionada por la creciente revolución de  
comunicaciones y de transportes, con la reducción de los obstáculos económicos a los 
movimientos de los trabajadores (a pesar del aumento de las barreras políticas) y con el 
renovado alcance y poder de absorción del capitalismo internacional el flujo de capitales 
crece y se expande85.  
 
En la actualidad la inmigración en España es predominantemente europea 
(44%) y latinoamericana (32%). Al descontar las personas procedentes de la UE-28 ad-
quieren más peso los latinoamericanos (42,4%) que los europeos (27,4%). Sobre el total 
de la población empadronada nacida fuera de España (6.566.640), solo 237.309 perso-
nas son de origen subsahariano, es decir, se trata de un flujo migratorio de escasa rele-
vancia, situándose muy por detrás de extranjeros provenientes de Marruecos (754.114), 
América del Sur (2.084.941) o los rumanos y búlgaros (con 947.264)86. 
 
1. 4. Clandestinidad 
 
Uno de los rasgos principales de esta emigración española en países como por 
ejemplo Inglaterra era la clandestinidad. Las agencias de colocación, al margen del IEE, 
producía un desfase entre las entradas reales de emigrantes y la emigración asistida 
superior al 80%. Por ejemplo, en 1969 el IEE cifraba las entradas en 941 frente a las 
7.290 registradas por las autoridades británicas. Estas agencias fueron quienes realmente 
canalizaban la emigración española a Gran Bretaña y las verdaderas beneficiarias del 
mercado de “trabajo negro”. Facilitaban permisos de trabajo y colocación al migrante a 
cambio de dinero (hasta 35 libras). 
 
Los precios del pasaje eran elevados, aumentando día a día. Los canarios que 
viajaban a Cuba pagaban el equivalente a entre 80 y 150 jornadas de trabajo y, para los 
gallegos a Argentina, entre 100 y 200. Abundaban también las migraciones gratuitas, fi-
nanciadas por Brasil, Argentina y Chile e incentivadas por agentes reclutadores sin es-
                                               
85 AMARTYA S., “Population: Delusion and Reality”. The New York Review of Books, 2014. 
86 Datos del Padrón Municipal de habitantes de 1 de enero 2010, del Instituto Nacional de Esta-
dística (INE). 
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crúpulos, que recibían una cantidad por emigrante conseguido87. Tampoco faltaban los 
viajeros poseedores de un ‘billete de llamada’88. Llegó a homologarse en Canarias la 




El fenómeno de la migración es cíclico. España, en la actualidad es uno de los 
países con mayor presencia migratoria provocada por la devastadora crisis. La mayoría 
son jóvenes, pero está aumentando el grupo de los mayores de 45 años que buscan una 
salida a la asfixia del paro. Los destinos preferidos son Europa del norte y América 
Latina. No obstante hay que recordar que la población española ha estado inmóvil 
durante muchos años (1975), la amarga experiencia de los familiares ha pesado y mucho 
en sus decisiones. Por tanto, nuestros jóvenes en este sentido no son dinámicos 
(entendiendo, crecer con nuevas experiencias), pero en el plano negativo decir que nadie 
tiene por qué verse obligado a marchar del Estado de origen por opresión, condiciones 
indeseables, etc. 
                                               
87 En los barcos existían cuatro clases de pasajes, la última se denominaba “emigrante”. Esta no 
disponía de ninguna comodidad, ni siquiera de camarotes. Los pasajeros debían distribuirse en centenares 
de literas dispuestas en los entrepuentes de las bodegas. Oscuridad, hedor, humedad y un ruido infernal es 
a lo que daba derecho un pasaje en clase emigrante. O, como alternativa, un viaje a la intemperie, opción 
preferida por no pocos viajeros. 
88 FERRERA, JIMÉNEZ, J., Historia de la emigración clandestina a Venezuela, Graficas Marcelo, 
Las Palmas de Gran Canaria, 1989, PP. 34-60. 
89 Ponencia de Antonio Macas Hernández “La emigración española a América (1500-1914)”, en 
Emigración Española y Portuguesa a América, Instituto de Cultura Juan Gil-Albert, Diputación de 
Alicante, 1991, p. 45; ID., “Un siglo de emigración canaria”, en Españoles hacia América. La emigración 
en masa, 1880-1930, Nicolás Sánchez-Albornoz (comp.), Alianza Editorial, Madrid, 1988, pp. 188-211.  
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2. Las migraciones procedentes de Europa Central y Oriental hacia otros 
países europeos 
 
El mapa político y terrestre de los últimos años ha cambiado sustancialmente, 
nuevos Estados han aparecido en el escenario mundial. Países que generan profundos 
cambios en Europa. Hoy 350 millones de personas viven en naciones que no existían en 
1992. El mundo ha ensanchado, movido por la instauración de democracias hasta la fe-
cha inexistentes. Patrias que van a jugar un papel muy importante en las economías de 
los mercados europeos. 
 
Las dictaduras instauradas desde tanto tiempo auguraban salidas masivas de 
inmigrantes, que finalmente no se llegaron a producir, aunque sí muy intensos flujos mi-
gratorios, intrarregionales y extrarregionales, configurando un proceso de mayor com-
plejidad que la simple migración económica o política90. 
 
Otra de las causas visibles está en la imposibilidad de obtener recursos na-
turales. Sin llegar a ser países densamente poblados en términos absolutos, la debilidad 
económica produce una mayor presión por los recursos, particularmente evidente en los 
países más poblados, como Polonia, donde el cierto desarrollo económico era aún insu-
ficiente, o de una forma más contundente, Rumania, generando flujos de población ha-
cia el exterior91.  
 
Muchos ciudadanos han aprovechado el espacio de libertad para regresar a sus 
países de origen, empujados sin duda por la incertidumbre ante la evolución política 
futura y, especialmente en los primeros tiempos. Alemanes desde Polonia; rusos y 
rumanos hacia Alemania; húngaros a Hungría desde Rumania, Eslovaquia, Ucrania y 
Vojvodina; finlandeses desde Rusia y Estonia hacia Finlandia; turcos desde Bulgaria; 
polacos desde Ucrania y, en general, desde la antigua URSS, al igual que búlgaros; 
checos y eslovacos entre sí a raíz de la disgregación de Checoslovaquia; de la antigua 
Yugoslavia hacia Alemania y Suecia entre otros. 
                                               
90 OKÓLSKI, M., “Últimas tendencias y principales temas de las migraciones internacionales: 
perspectivas de Europa Central y de Este”, Revista Internacional de Ciencias Sociales, UNESCO, nº. 
165, 2000, pp. 78-92. 
91 OCDE. “Trends in international migration”, SOPEMI, París, 2001; ZAYONCHKOVSKAYA, 
Z., “Tendencias migratorias recientes en la Comunidad de Estados Independientes”, Revista Internacional 
de Ciencias Sociales, UNESCO, nº. 165, 2000, pp. 93-106. 
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Otro tipo de emigración se debe a la pobreza de los países poco desarrollados, 
que ven una oportunidad ante la depresión económica. Estos movimientos migratorios 
tienen el principal destino en Alemania, Austria, Suiza o bien la Europa mediterránea, 
sin olvidar Estados Unidos o Canadá como opción problemática, pero prioritaria. Me 
refiero al concepto de expulsión–atracción92. En los movimientos migratorios interna-
cionales se combinan ambos factores. La fuerza de atracción que ejerce el país receptor 
se regula por medio de cupos legales de inmigrantes; y el crecimiento de los inmi-
grantes indocumentados no obedece a que las condiciones del foco de atracción sean 
cada vez mejores, sino a que el efecto de expulsión se acentúa, como consecuencia     
del reiterado fracaso de los proyectos económicos de países muy limitados política y 
económicamente. 
 
A las causas objetivas se suman las subjetivas. Éstas nacen de la persistencia 
en el tiempo de los desequilibrios internos nacionales y la desesperanza de los ciuda-
danos en resolverse sus problemas dentro del espacio nacional y en un futuro inmediato. 
La creciente percepción de un mundo globalizado contribuye a considerar el planeta 
como un único ámbito de referencia político-económica, por lo que se termina consi-
derando la emigración, a los centros desarrollados como la única vía de cumplir las 
expectativas de desarrollo de los ciudadanos93. 
 
Las causas (objetivas y subjetivas), se producen en sectores cada vez más un-
merosos de población, cuyo creciente desánimo empuja a migrar. A mi parecer, la 
diferencia respecto a otras migraciones del pasado es que nunca hasta ahora la mayoría 
de la población del mundo ha estado sujeta a motivaciones migratorias tan fuertes como 
las que se adivinan para el siglo XXI. Así pues, las migraciones transnacionales del 
siglo XXI no van a seguir las pautas de las migraciones del siglo XIX de Europa a 
América, ni tampoco van a estar referidas a un periodo histórico concreto, como ocurrió 
con las migraciones de la posguerra de la Segunda Guerra Mundial. Las migraciones 
actuales, que tienen su origen en los fuertes desequilibrios existentes dentro de los paí-
ses subdesarrollados y en los desequilibrios entre regiones ricas y pobres de la Tierra, 
                                               
92 Este concepto será explicado posteriormente en la tesis. 
93 POLANYI, K., La gran transformación, Fondo de Cultura Económica, México, 1992, pp. 306-
310; VELTZ, P., Mundialización, ciudades y territorios, Ariel, Barcelona, 1999, pp. 255-260. 
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son movimientos migratorios estructurales y mundiales94.  Hoy más que nunca puede 
decirse que la población mundial está en constante movimiento. 
 
España inicialmente no era un destino prioritario. De hecho, no alcanza cifras 
elevadas de residentes95; por muestra, en 2003 suponía el 1% de la población; ante la 
delicada situación económica ha utilizado moratorias para contratación de trabajadores 
(no por cuenta propia), frente a la integración europea de búlgaros y rumanos. Aunque 
la incidencia mayor haya venido por parte de inmigrantes polacos, por una razón 
esencial, su población en origen era mayor que la del resto y su inserción en el mercado 
de trabajo ha sido considerada positiva para el tejido industrial español96. Representan 
también uno de los porcentajes más pequeños en delincuencia, asunto que tampoco debe 
olvidarse pues el Código Penal español es leve para penas inferiores a los seis años 
posibilitando la expulsión. 
 
La crisis en el mundo menos desarrollado es cada vez más profunda y exige 
mayor atención. Europa no tiene otra elección que comprometerse en el esfuerzo de re-
ducir las grandes diferencias económicas con las sociedades del área mediterránea. Es 
probable que esta ayuda adopte la forma de una cooperación económica más estrecha, 
en lugar de la estrategia más amplia de integración económica que está aplicándose en 
las zonas donde existen presiones. España puede llegar a tener un problema de magni-
tudes impensables en este momento si la tasa de fertilidad en África continúa en ascenso 
y la pobreza del Continente no halla soluciones ya que por su condición geográfica será 
el primer Estado al que los africanos deseen acceder. 
 
 
                                               
94 BLANCO, C., Las migraciones contemporáneas, Alianza Editorial, Madrid, 2000, pp. 202-208; 
GALBRAITH, J.,  Historia de la economía, Ariel, Barcelona, 1989, pp. 327-330; ID., Introducción a la 
economía, Grijalbo, Barcelona, 1993, pp. 234-239. 
95 RAMÍREZ GOICOECHEA, E., Inmigrantes en España. Vidas en experiencia, CIS, Madrid, 
1996a. 
96 RAVENSTEIN, E. G., The Laws of Migration, Journal of The Royal Statistical Society, vol. 48, 
1885, Londres, pp. 167-227; ID., vol. 52, 1889, pp. 241-301. Las características y causas de las mi-
graciones que Ravenstein estableció se resumían en: 1. La mayor parte de los emigrantes se desplaza a 
lugares cercanos. 2. La emigración a gran distancia se hace a grandes centros. 3. Emigran más los 
habitantes del campo que los de la ciudad. 4. A distancias cortas emigran más las mujeres y a distancias 
largas más los hombres. 5. La intensidad de los movimientos aumenta con el desarrollo de las actividades 
comerciales e industriales y con el de los transportes. 6. Las grandes ciudades crecen más por inmigración 
que por crecimiento vegetativo. 7. Las migraciones se dan sobre todo del medio rural a los grandes cen-
tros comerciales e industriales. 8. La migración se realiza escalonadamente. 9. La mayoría de los emi-
grantes son adultos. 10. Las causas principales de los movimientos migratorios son económicas. 
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3. La inmigración procedente del África Subsahariana 
              
3. 1. Migraciones horizontales (internas) 
 
África, es el Continente con mayor población movible de todo el mundo. En 
2025, uno de cada 10 africanos trabajará fuera del país de origen, pero también se está 
dando un proceso horizontal, movimiento de personas dentro del país o del Continente 
que supera los 30 millones de kilómetros cuadrados para 900 millones de personas. La 
seguridad humana ante semejante movilidad debe ser el centro de atención preferente, 
para garantizar la satisfacción de necesidades básicas y un nivel de seguridad aceptable. 
Así pues, ha de conjugarse el desarrollo -social, cultural, político y económico-, como 
indisolublemente ligado a la seguridad97. 
 
El territorio africano está cambiando sustancialmente, el descubrimiento de ri-
quezas petrolíferas y acuíferos augura un futuro esperanzador. En la perspectiva mun-
dial influye el poderío y lo vasto del territorio, aún sin explotar; el envejecimiento de la 
población mundial que precisa de mano de obra; pero otros aspectos están aflorando. 
Los datos oficiales son elocuentes. A nivel mundial, en 1970, una mujer tenía de media 
4,7 hijos durante su vida, cifra que en 2011 cayó a 2,5. Esta tendencia se ha dado en 
todo el mundo, y si bien es más clara en Occidente, la región más fértil del planeta, el 
África subsahariana, igualmente ha visto como se reducía su natalidad: de 6,7 hijos por 
mujer en 1980 a 4,9 hijos en 201098. ¿Razones? La incidencia mundial en el plano social 
y cultural.  
 
                                               
97 ANNAN, K., “Un concepto más amplio de libertad: desarrollo, seguridad y derechos humanos 
para todos”, Naciones Unidas, Nueva York, 2005. 
98 El Continente africano, y en particular el África subsahariana, es una zona de muy amplios 
contrastes. Mientras la sequía extrema y el hambre golpean algunas franjas, sin embargo, en otros te-
rritorios crece de manera significativa la agricultura. Entre 2000 y 2008, véase Angola (13,6%), Guinea 
(9,9%), Eritrea (9,3%), Mozambique (7,8%), Nigeria (7%), Etiopía (6,8%) y Burkina Faso (6,2%). En 
2050, la población africana se duplicará hasta los 2.000 millones de personas que atender. ¿Tendrá África 
capacidad para alimentar a los 54 países que la dibujan y al mismo tiempo a un planeta que le exige cada 
vez más alimentos? Sí, África posee el 60% de las tierras (la mayor extensión del mundo) potencialmente 
cultivables del planeta. El verdadero desafío en el África subsahariana, donde solo un 4% de los cultivos 
están irrigados. Un reto que, por ejemplo, exige realizar inversiones en infraestructuras para extender el 
regadío. África podría crear un mercado de alimentos en 2030 de un billón de dólares (736.500 millones 
de euros) si abriera sus puertas a la entrada masiva de capitales, empresas y tecnología extranjera y todo 
ello teniendo en cuenta que en la carrera por los biodiesel 60 millones de hectáreas del Continente han 
sido puestas en manos de extranjeros para su explotación. El 79% de los campos que podrían cultivarse 
están infrautilizados; la economía familiar subsiste con menos de 2 hectáreas. 
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Su población -hoy día es la que crece con mayor rapidez de todo el mundo-
pasará de 642 millones en 1990 a casi 1,6 billones en el 2025. Al mismo tiempo, las 
tasas de fertilidad en el norte de África están declinando, aproximándose a las europeas, 
y el África subsahariana alcanzará su máxima tasa de natalidad al final del siglo, ini-
ciando un descenso a continuación. 
 
Según el Global Trends, del Consejo Nacional de Inteligencia de Estados 
Unidos, en 2025 África seguirá siendo la región más vulnerable del planeta en términos 
de retos económicos, presión demográfica, conflictos violentos e inestabilidad política. 
También continuará siendo un vital proveedor de recursos naturales, una región más 
desigual y el Continente más pobre, con una población superior a los 1.000 millones de 
habitantes (a pesar de las pandemias, sequías y hambrunas) de los que más del 50% es-
tarán por debajo de los 24 años de edad. La salida de ese túnel, según esa misma fuente, 
pasa inevitablemente por un mayor grado de intervención internacional99. 
 
Tradicionalmente, la inmigración en África Subsahariana se ha dirigido a unas 
franjas concretas: Costa de Marfil, Senegal, Nigeria, en la zona occidental; Sudáfrica en 
el sur; Gabón, en África central y Kenia, en el este. Pero hoy en día estos países se en-
frentan a una grave crisis económica y política que no les permite seguir acogiendo 
inmigrantes, de ahí que la población se dirija ahora a los territorios del Magreb (princi-
palmente a Libia, Marruecos y Mauritania) desde donde esperan poder llegar a Europa. 
Son llamativos los casos de Sudáfrica y Costa de Marfil. El primero con una porosa 
frontera de 3.000 kilómetros, ha sido durante décadas destino predilecto de sus vecinos. 
Según el Centro de investigación, Documentación y Divulgación para las Relaciones 
Internacionales (CIDOB), tenía en 2004  entre 2 y 8 millones de inmigrantes irregulares. 
Caso similar Costa de Marfil, con grandes recursos naturales, una economía moder-
nizada (considerada la perla francesa) y mano de obra limitada, más de la cuarta parte 
de la población total del país (28,5%) y casi la mitad (46%) de la de Abiyán, la capital, 
era inmigrante, sobre todo proveniente de Burkina Faso.  
 
Las migraciones internas asimismo han estado desencadenadas por circuns- 
tancias complejas: estiajes, batallas, desertización o deforestaciones…, etc. Aunque es 
muy dificultoso obtener el número exacto de migraciones internas en el Continente, 
                                               
99 Consejo Nacional de Inteligencia (EEUU), “2025: a transformed World”, Global Trends, 2008.  
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África, ampara unos 40 millones de inmigrantes, en su mayoría africanos, mientras que 
Europa y Estados Unidos reciben unos 18 millones. Por lo tanto, existe una polarización 
de movimientos cuya raíz se encuentra en buscar países estables para un crecimiento 
económico que no se halla en los propios.  
 
El éxodo en África es más horizontal que vertical, contrariamente a la opinión 
más extendida, coexisten flujos migratorios más esforzados dentro del Continente que 
fuera de éste. Si el norte de África (Egipto y Magreb) despacha sobre todo sus pobla-
ciones hacia Europa y Estados Unidos, el África subsahariana, la región más joven del 
planeta con un 44% de la población menor de 15 años, todavía cuando orienta su emi-
gración hacia Europa, está registrando transferencias internas o interafricanas masivas 
poniendo de manifiesto su enorme potencial migratorio. También en África la violencia 
de subsistencia ofrece comportamientos xenófobos y expulsión masiva de inmigrantes: 
Nigeria (1983-95), Mauritania y Senegal (1989), Etiopía  y Eritrea (1998), Libia (2000), 
Sudáfrica (toda la segunda mitad de la década de los 90) y Costa de Marfil (2001), 
endurecidas para imposibilitar la estancia y el desarrollo de actividades de los inmi-
grantes del propio Continente, con excepción de Tanzania, Botswana y Burundi, que 
han concedido la nacionalidad a los desplazados de las guerras civiles e inmigrantes que 
lo deseen. El futuro dudoso de estos flujos migratorios internos irá en función de las ac-
tuales experiencias de integración regional, basadas en la libre circulación de personas y 
de bienes, y de la concreción del desarrollo de las infraestructuras transnacionales del 
Nueva Asociación para el Desarrollo de África (NEPAD)100.  
 
A la situación precaria de empleo se une la inmigración femenina, si tradicio- 
nalmente han sido los hombres quienes han salido en busca de trabajo, hoy las mujeres 
suponen un 47% de los inmigrantes de África, cambio muy importante, ya que debido al 
arraigado rol que algunas comunidades africanas imponen a la mujer, éstas suelen elegir 
como destino un país africano, antes que europeo o de ultramar. A este fenómeno nuevo 
hay que sumar el éxodo rural, miles de personas que emigran dentro de su propio país, 
marchando desde el interior a las grandes ciudades y a la costa. Este continuo movi-
                                               
100 Tiene su origen en la 36ª Asamblea de Jefes de Estado y de Gobierno de la Organización de la 
Unidad Africana (Argelia, 2000), en la que se encargó a Argelia, Egipto, Nigeria, Senegal y Sudáfrica que 
formularan un marco socioeconómico integrado para África. Posteriormente, en la 37ª Reunión en la 
Cumbre de la OUA, que tuvo lugar en Lusaka (Zambia) en julio de 2001, se aprobó oficialmente la 
NEPAD para el desarrollo del Continente. Fue presentado un informe que señala a los países que más 
inmigrantes expulsaba. 
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miento ha llevado a los expertos a hablar del fenómeno de inmigración ‘por sustitución’ 
o bien por etapas. Pero, los inmigrantes de las zonas rurales dejan sus pueblos para mar-
char a la ciudad, donde ocupan los puesto de trabajo que dejaron aquellos que han 
transitado a países vecinos y éstos, a su vez, sustituyen a quienes han decidido emigrar a 
Europa; en muchos casos, cuando estos inmigrantes iniciales llegan a Europa, hace años 
salieron de su tierra y pasado por diversos países de África en busca de oportunidades. 
 
La movilidad y el desplazamiento han sido históricamente un recurso de in-
dividuos y pueblos dentro del Continente africano. Como afirma Herbst, los africanos 
han mostrado una gran preferencia por la opción del “exit” del Estado cuando las cir-
cunstancias políticas, económicas o sociales eran adversas101. En África Subsahariana, 7 
de cada 10 refugiados viven en campos ‘protegidos’. Originariamente los campos de 
refugiados eran concebidos como soluciones de emergencia temporal ante la afluencia 
masiva de refugiados. Sin embargo, se han convertido en una respuesta estándar a los 
desplazamientos en el continente y se han acabado perpetuando en el tiempo102. 
 
3. 2. Migraciones externas 
 
La teoría demográfica y económica lleva tiempo sosteniendo que las migracio-
nes son el resultado de los factores (Push and Pull), de ‘empuje’ y de ‘atracción’103, 
apuntados anteriormente, pero ciñéndome al Continente africano podrían señalarse co-
mo factores de expulsión: la violación sistemática de los derechos humanos; los conflic-
tos armados; debilidad de las democracias, dictaduras, corrupción, monopartidismos104. 
 
La evolución de los migrantes provenientes de África subsahariana no ha de-
jado de ascender en los últimos 15 años. En enero de 1998 vivían 36.000 personas en 
                                               
101 HERBST, J., “Migration, the Politics of Protest and State Consolidation in Africa”, African 
Affairs, 1990, pp. 183-203. 
102 SCHMIDT, A., “How Camps Become ‘Mainstream’ Policy for Assisting Refugees”, Refugee 
Studies Centre, Universidad de Oxford, 1998; BAYART, J. F., “Africa in the World: A History of Ex-
traversion”, African Affairs, vol. 99, nº. 395, 2000, pp. 217-267. 
103 MACDOWELL, C. y DE HAAN, A., Migration and Sustainable Livelihoods: A Critical Re-
view of the Literature, Institute of Development Studies, Sussex, 1997, p. 7; DE HAAS, H., “International 
migration, remittances and development: Myths and facts”, en Third World Quarterly, vol. 26, nº. 8, 
2005a, pp. 1243–1258; SÁINZ DE LA PEÑA, J. A., La política de inmigración en España, en Antonio 
Marquina (ed.), Flujos Migratorios Norteafricanos hacia la Unión Europea, Asociación y Diplomacia 
Preventiva, Agencia Española de Cooperación Internacional, Madrid, 1997, pp. 123-188. 
104 GARCÍA FERNÁNDEZ, C., “Las causas de la emigración en África” en Papeles, nº. 96, 
2006/2007, pp. 89-98. 
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España, dato que será triplicado en 2003. Las cifras en 2010 eran de 237.309 personas 
nacidas al Sur del Sahara y todas las variables indicaban una tendencia en alza. 
 
Una presión migratoria se concentró en 2013, principalmente, en las dos ciu--
dades autónomas del norte de África. El 57,7% de extranjeros que entró irregularmente 
en España el pasado año lo hizo por Ceuta y Melilla -4.400 personas de 7.500-105. Con 
los últimos datos disponibles -2012- resulta que estuvieron detenidos en los CETI             
–Centros de Estancia Temporal de Extranjeros- y CIE –Centros de internamiento de 
Extranjeros- 13.241 y fueron expulsados 5.924. Muchos se identifican como apátridas o 
bien de un país donde no existe tratado de extradición106. 
 
La ‘irregularidad’ es uno de los rasgos más característicos de este grupo. 
Algunos conectan y son introducidos en España por mafias que les cobran elevadas can-
tidades de dinero, son engañados, explotados y les recomiendan romper la documenta- 
ción que les identifica107. Existe otro grupo que ni siquiera tiene la posibilidad de iniciar 
el proyecto de cambiar la vida.  Esta situación es conocida como ‘trampa de la pobreza’ 
referida a la extrema miseria que les impide poder pagar el viaje108. Las entradas princi-
pales son Ceuta y Melilla, o bien las islas Canarias, otras vías serán Túnez Libia o 
Egipto para cruzar hacia Italia o Grecia, tampoco puede descartarse atravesar el desierto 
argelino hasta arribar a la zona del mediterráneo español, incluso las islas Baleares109. 
 
El hecho de no ser identificado pretende hallar resquicios legales de auto-
protección (hacer desaparecer la documentación). Con arreglo a la nueva ley de asilo 
española que entró en vigor el 20 de noviembre de 2009, cuando una persona solicita 
protección internacional en un puesto fronterizo o centro de internamiento ha de rea-
lizarse en el plazo de una semana, una investigación completa del asunto con todas las 
                                               
105 Asociación Pro-Derechos Humanos de Andalucía (Apdha), Balance Migratorio, 2013. 
106 España tienen 9 centros para la detención e identificación. Vid, Memoria de la Fiscalía General 
del Estado, 2013.  
107 FAYRÉN, J. y BEL ADELL., “Nueva inmigración africana en España: inmigrantes subsaha-
rianos”, Mugak: Centro de Estudios y Documentación sobre racismo y xenofobia de SOS Racismo/SOS 
Arrazakeria, nº. 13 (2000-10-01); CEAR., “La situación de las personas refugiadas en España”, Informe, 
2010. Con el fin de ver una evolución mayor en el tiempo ADEPOJU, A, “Emigration Dynamics in Sub-
Saharan Africa” en Appleyard, 1992; vid. BA, A., “Inmigración e inmigrantes en la Europa comunitaria”, 
CIDOB, Anuario internacional, Barcelona, 1991. 
108 Término acuñado por De la Dehesa, G., Comprender la Inmigración. Editorial Alianza. 2008.  
109 VÉLEZ ALCALDE, F. J., “Pateras, cayucos y mafias transfronterizas en África: el negocio de 
las rutas atlánticas hacia las Islas Canarias”, ARI nº. 14/2008, Real Instituto Elcano, Madrid, 2008. 
 253 
garantías de análisis de la información, documentos aportados por el solicitante, com-
probación de la información disponible del país de origen. 
 
Para los españoles la regulación normativa (DNI) viene recogida en el Real 
Decreto 1553/2005110. El art. 2 del Real Decreto, viene a ratificar el derecho a que le sea 
expedido el DNI, siendo obligatorio a partir de los 14 años para residentes y para quie-
nes residiendo en el extranjero se trasladen a territorio español por tiempo no inferior a 
seis meses; en este sentido también están obligadas a exhibirlo si fueran requeridas por 
las autoridades. 
 
Se imponen al ciudadano dos obligaciones: a) obtener el DNI a todos los 
mayores de 14 años (es más, su no obtención se considerara una infracción leve de la 
ley de seguridad ciudadana según el art. 26 a) de dicha ley);  y b) exhibirlo a re-
querimiento de la Autoridad o sus Agentes. En puridad nada dice sobre que sea obli-
gatorio portar en todo momento dicho documento o cualquier otro que certifique la 
identidad personal. Es más, el art. 26. a) de la Ley Orgánica de Seguridad Ciudadana  
(L. O. 1/92) sanciona como infracción leve el incumplimiento de la obligación de obte- 
ner la documentación personal o incluso en el apartado b) de dicho artículo se establece 
también como sancionable el hecho de negarse a entregar la documentación personal 
cuando hubiere sido acordada su retirada o retención (por caducidad o renovación del 
documento) pero en ningún apartado se contempla como infracción el hecho de no por-
tar documentos identificativos o de filiación, y en concreto el DNI. 
 
En el caso del extranjero el Real Decreto 2393/2004, de 30 de diciembre111, por 
el que se aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre 
derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, establece en 
el Título X (Documentación de los extranjeros), capítulo I: 
 
Art. 100 (Derechos y obligaciones). Hace una descripción de la documentación que 
deben conservar tanto a la entrada, estancia y salida. También cuál es la situación en 
tiempo real de su estancia, documentos que  han  de ser presentados si fueran requeridos 
por las autoridades y sus agentes. Por otra, considero esencial que la norma asegure que 
                                               
110 BOE nº. 307, de 23/12/ 2005. 
111 BOE nº. 6 de 07/01/2005.  
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los extranjeros no pueden ser desposeídos de su documentación (excepto en los 
supuestos y con los requisitos previstos en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, y en 
la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana). 
A la vista de lo expuesto, creo que no resulta discriminatorio, puesto que 
cualquier español está sujeto a una serie de ‘limitaciones racionales’ para mantener la 
seguridad dentro del Estado que fija un mínimo de normas para la identificación  y si 
los españoles cumplen con esta normativa legal es razonable y coherente que quien pre-
tende integrarse se amolde a la legislación interna del Estado. 
Art. 101 (Número de identidad de extranjero –NIE-). El español, por el mero hecho de 
serlo posee un D.N.I., siendo coherente el mismo trato para el extranjero, documento 
habilitante y personal para permanecer en España por el tiempo que la autoridad haya 
considerado en aplicación de la normativa al respecto y que le permita hacer cualquier 
gestión –otorgado de oficio por la Dirección General de Policía-. Documento que podrá 
ser contrastado a los efectos de identificación y que debe tener el mismo número que el 
pasaporte o documento análogo. Cuestión distinta es la de quienes no estando en 
situación irregular soliciten por intereses económicos, profesionales, etc, un NIE, a la 
Dirección General de la Policía a través de las oficinas consulares de España en el 
exterior que también validaría una posible solicitud de los certificados de residente y de 
no residente. 
Y en el capítulo II (Acreditación de la situación de los extranjeros en España), 
se considera imprescindible, art. 102 (acreditación): “Las diferentes situaciones de los 
extranjeros en España podrán acreditarse, según corresponda, mediante el pasaporte o 
documento de viaje que acredite su identidad, visado o tarjeta de identidad de 
extranjero. Excepcionalmente podrá acreditarse dicha situación mediante otras autori-
zaciones o documentos válidamente expedidos a tal fin por las autoridades españolas”. 
Efectivamente es una garantía suficiente conocer las razones que median para 
que un extranjero opte por los supuestos descritos. Administrativamente no son trámites 
complejos ni costosos. Por otra parte, quien entre en territorio español debe tener cons-
tancia de sus limitaciones como extranjero, asunto ya mencionado anteriormente pero 
que debe ser reiterado por su importancia. Sería incoherente que un extranjero tuviera 
más derechos que un nacional. 
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3. 3. Divergencias en materia de regularización. Europa versus España 
 
Los procesos de regulación en materia de extranjería han sido un foco de ten-
sión y enfrentamiento entre España y la Unión europea. En no pocas ocasiones han sido 
omitidas las recomendaciones por parte de las autoridades europeas atendiendo a la 
buena voluntad y al respeto humano. El problema radicaba en permitir regularizaciones 
que abrían la puerta de la UE a todos los inmigrantes. Un perjuicio indirecto a quienes 
no estaban de acuerdo con las regularizaciones españolas y que en su momento mos-
traron su desacuerdo (Acuerdos Schengen). 
  
Aunque la política legal de Extranjería es competencia exclusiva del Estado 
español conforme a lo que establece la Constitución española de 1978, el control de los 
flujos migratorios hacia Europa ha hecho que cada vez tengan más peso las políticas y 
directrices europeas para luchar contra la inmigración no deseada o controlada. 
 
En la Disposición transitoria segunda de la LO 7/1985112 sobre Derechos y 
Libertades de los Extranjeros en España, se incluía la posibilidad de  regularización para 
los extranjeros que se encontraban residiendo o trabajando en España en la fecha de en-
trada en vigor de la Ley.  
 
El Parlamento español en 1991 aprobó completar el proceso de regularización 
del año 1985 con el fin de hacer aflorar y legalizar a aquellos extranjeros que pudieran 
demostrar que habían residido en España antes del 24 de julio de 1985. El período en el 
que se podían presentar las solicitudes fue de seis meses y las autorizaciones tenían 
validez de un año independientemente de la duración del contrato o la oferta de trabajo. 
Este derecho se extendía asimismo a los familiares dependientes de los trabajadores 
regularizados, con derecho de reunificación familiar y los inmigrantes legales que se 
encontraban en España en la fecha mencionada y que fue ampliada hasta el 15 de mayo 
del año 1991. Asimismo podían legalizarse los extranjeros trabajadores capaces de 
demostrar una actividad lucrativa continuada, tenían una oferta firme de empleo propor-
cionada por un empresario constatable en el registro o que contaban con un proyecto 
fiable de actividad por cuenta propia.  
                                               
112 BOE nº. 158, de 03/07/1985. 
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Con la aprobación de la nueva LO 4/00 (2000)113 mediante el Real Decreto 
239/00114 fue posible abrir el proceso de regularización que empezó el 21 de marzo de 
2000 y se cerró el 21 de julio del mismo año. Este proceso de regularización estuvo diri-
gido a aquellos extranjeros que podían demostrar arraigo laboral según las exigencias y 
haber permanecido en territorio español antes de 1 de junio de 1999. Se supuso que la 
exigencia de estadía en España antes mencionada, y el tiempo transcurrido entre la apro-
bación de la nueva ley y el comienzo del proceso de regularización no tendría conse- 
cuencias del “efecto llamada”.  
 
El Real Decreto 142/01,115 llevó a cabo una proceso adicional de regulariza- 
ción el cual estuvo en vigor durante tres meses, a partir del 5 de marzo del mismo año, 
dirigido a las solicitudes de los extranjeros que cumplían con todos los requisitos exigi-
dos pero que no pudieron acreditar encontrarse en España antes de 1 de junio de 1999. 
 
El proceso de regularización de 2005 ha sido considerado como el más amplio 
que se haya realizado en España. La Ley 14/03 es la primera de las grandes reformas 
legales que no preveía procesos de regularización, pero con la Disposición Transitoria 
tercera del Reglamento sobre derechos y deberes de los extranjeros fue posible. Este 
proceso de regularización fue duramente criticado en Europa sobre todo por enviar un 
mensaje inexacto: entrar en España de manera ilegal y encontrar una vía fácil de regula- 
rización y legalización, y eso provocó un efecto llamada de proporciones gigantescas. 
Se beneficiaron 561.241 extranjeros. (América Latina 49,9%, Europeos no comunitarios 
26,9%, África 18,8%, Asia, 4,3%). Los inmigrantes de origen subsahariano regulariza- 
dos en España en 2005 fueron muy pocos comparados con los de otras nacionalidades: 
Malí (6.214), Mauritania (1.505) y Senegal (7.043)116, pero este ‘efecto llamada’ fue 
demoledor.  
 
La avalancha de personas que intentaban llegar a España desde África hizo 
que se incrementara la vigilancia en las fronteras mediante la creación del Frontex 
(buques y helicópteros), intensificación de Europol (vigilancia terrestre) y del sistema 
                                               
113 BOE, nº. 10, de 12/01/2000.  
114 BOE, nº. 51, de 28/02/2009. 
115 BOE, nº. 241, de 08/10/2001. 
116 KOSTOVA KARABOYTCHEVA, M., “Una evaluación del último proceso de regularización 
de trabajadores extranjeros en España (febrero-mayo de 2005)”. Documento de Trabajo (DT), 15/2006, 
Real Instituto Elcano de fecha 14/08/2006.  
 257 
de detección marítima Sive (radar). Pero los cuantiosos gastos y las quejas hacia España 
por no seguir las recomendaciones en materia de regularización han hecho que prácti-
camente estos medios hayan llegado a ser irrisorios117. España se sintió abandonada por 
Europa y tuvo que llegar a acuerdos puntuales con países donde se produce en origen la 
migración (formación de policías de fronteras, aportación de material para la vigilancia, 
repatriación costosa con cargo al presupuesto español…). A raíz de estos hechos se fue 
endureciendo la política de regulación hasta el día de hoy118. 
 
4. La evolución de la inmigración procedente de Latinoamérica: inmigra-
ción y políticas de retorno 
 
España ha pasado en las últimas décadas de ser un país emigrante a otro recep-
tor neto de inmigración internacional. Otros muchos países de la OCDE han venido 
experimentando tendencias similares en los últimos años.  
 
La contribución inicial del inmigrante al aumento de la natalidad ha sido 
importante si bien en función de su renta acaba copiando los hábitos del país receptor. 
Por lo general, los estudios realizados vienen a señalar que, aunque los datos deben in-
terpretarse con la debida precaución, la fecundidad de las poblaciones extranjeras in-
migrantes procedentes de países en vías de desarrollo es inicialmente mayor que la de 
las poblaciones de acogida y se reduce progresivamente hasta alcanzar los niveles de la 
población autóctona cuando no cae por debajo119. 
 
A principios de los años noventa la media anual de entradas en España de 
inmigrantes latinoamericanos era de unas 5.000 personas, diez años después la media 
superó las 200.000; el 38% del total de entradas de población extranjera ocurridas entre 
2000 y 2006 fueron entradas de población procedente de algún país del Continente 
americano, constituyéndose así en la región de origen del mayor número de inmigrantes 
                                               
117 España tiene 8.000 kilómetros de costas. Los gastos serían cuantiosos sino fueran compartidos 
por la UE. Aquí radica uno de los grandes problemas para llegar a acuerdos. 
118 DE HAAS, H., The inconvenient realities of African migration to Europe, International Migra-
tion Institute, University of Oxford, Oxford, 2008, pp.11-13. 
119 COLEMAN, D. A., “International migration: demographic and socio economic consequences in 
the United Kingdom and Europe”, International Migration Review, vol. XXIX, nº. 1, 1995, pp.155-206; 
CANTISANI, G., “Migración internacional en la Unión Europea”, Revista Fuentes Estadísticas, nº. 39, 
1999.  
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en dicho período. En esta gran corriente migratoria hay un predominio claro de las 
mujeres120.  
 
Los países latinoamericanos han sido los principales protagonistas del despun-
te de la inmigración en España desde finales de los años 90. Hay que señalar al respecto 
que estos flujos migratorios son ciertamente volátiles, presentando en el tiempo algunas 
variaciones relativamente bruscas. Muchas de sus corrientes dependen de una política 
de visados y convenios por lo que tiene un recorrido corto en el tiempo. También ha 
pesado y pesan enormemente en las oscilaciones de los flujos de inmigrantes proceden-
tes de estos países las coyunturas económicas nacionales y del conjunto de la región. 
Países como Argentina y Venezuela, que han sido tradicionalmente receptores de los 
migrantes del Continente suramericano, han sufrido crisis económicas y sociales que 
han disuadido a potenciales emigrantes de la región y han disparado desde principios de 
siglo la movilidad de su propia población, y muy en particular de sus clases medias. 
Otros países del entorno, como por ejemplo Ecuador, han experimentado en estos años 
intensas crisis económicas que han tenido un efecto devastador en su población empu-
jando a la migración.  
 
A resultas del elevado ritmo de crecimiento del stock de población extranjera y 
del lento ritmo de crecimiento de la población española, el peso de los extranjeros den-
tro del total poblacional pasó del 0,9% en 1991 al 9,9% en 2007. Poco después, la dure-
za y el cambio de leyes han ido consolidando cifras muy parejas. 
 
El rejuvenecimiento de la población no es por igual, puesto que el inmigrante 
se asienta en los territorios donde puede progresar económicamente. Dada la particular 
distribución de la población extranjera a lo largo del territorio nacional y las característi- 
cas y dinámica sociodemográfica de los diferentes comunidades de destino, su presencia 
sí puede tener cierto efecto rejuvenecedor en algunos lugares (como por ejemplo la 
Comunidad de Madrid, La Rioja, Cataluña y Aragón) o de envejecimiento en otras 
muchas localidades de la (ejem, costa levantina). Este efecto tan desigual a lo largo del 
territorio nacional, dependiente simultáneamente de aquellas características de las po-
                                               
120 Se elige este periodo porque coincide con el auge migratorio latinoamericano. Actualmente los 
visados han sido suprimidos para Colombia y Perú -2015-, aún quedan en vigor para Cuba, Bolivia y 
Ecuador. No obstante, sí es necesario el pasaporte. Desde el año 2012 se produce un regreso significativo 
a sus países ante la dificultad de encontrar trabajo. 
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blaciones autóctona y extranjera, es igualmente muy variable, dados los elevados y cre-
cientes niveles de movilidad interna de la población extranjera.  
 
4. 1. Retorno forzado 
 
La mayoría de los retornados se han visto afectados por la crisis económica en 
los países de acogida, muchos se han quedado sin trabajo.  La combinación de unas po-
líticas de migración cada vez más restrictivas en los países de acogida, la falta de opor-
tunidades económicas y las circunstancias personales de los migrantes y de las familias 
que dejaron atrás tienen como resultado una serie de retos socioeconómicos. 
 
Las migraciones de retorno no son un fenómeno aislado, sino que forma parte 
integral de la migración internacional, de carácter económico o emocional. Una parte 
importante de los estudios mencionan que la decisión de regresar no depende de fac-
tores económicos, por el contrario radica en la nostalgia por el lugar de origen, la dureza 
de la nueva vida y los fuertes lazos familiares121. Tampoco pueden excluirse las políti-
cas de retorno ilegal. El retorno puede tener lugar en diferentes etapas del proceso 
migratorio; la mayoría de los migrantes planifican solo una estadía temporal en el país 
destino (3 a 6 años aproximadamente), pero en muchos casos se aplaza la fecha del 
regreso de tal manera, que la migración de retorno se hace menos probable después de 
algún tiempo. En otras palabras, la migración temporal, con el paso de tiempo se va 
convirtiendo en permanente122. 
 
La teoría neoclásica plantea que la migración se produce debido a los dife-
renciales en salarios y condiciones entre oferta y demanda laboral entre países o 
regiones. A nivel individual esta teoría se caracteriza por la decisión individual123. La 
nueva economía de la migración, por su parte, basa la decisión de migrar no sólo como 
una decisión individual aislada, sino que esta se hace en unidades más amplias de gru-
pos humanos (familias o grupos familiares), en las que se evalúan los riesgos y bene-
                                               
121 GMELCH, G., Return migration. Annual Review of Anthropology, nº. 9, University New York, 
1980, pp. 135-159; GAILLARD, A. M., Migration return a bibliographical overview, The Center for Mi-
gration Studies in New York Inc, Nueva York, 1994. 
122 BERNINGHAUS, S. y SEIFERT-VOGT, H., Temporary vs permanent migration: A decision 
theoretical approach. Journal of Population Economics, University of Mannheim, 1989, pp. 195-211. 
123 TODARO, M. P., “Internal migration in developing countries a review of theory, evidence, me-
thodology and research priorities”, International Labour Office, Genova, 1976, pp. 4-8. 
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ficios de migrar124. La experiencia migratoria en el extranjero puede proporcionar acti-
vos de capital humano o físico a los migrantes, de tal forma que dichas aportaciones les 
facilitarían reinsertarse en mejores empleos, al regresar a su país de origen125. Asimismo 
entre las posibilidades figura el fracaso, por un trabajo precario, adaptación, destino. O 
bien haber obtenido los recursos necesarios para iniciar una vida más estable en el lugar 
de origen (retorno por jubilación). De igual forma, las condiciones macroeconómicas 
del país de origen y destino intervienen en la decisión; crisis (política, económica), tipo 
de cambio, inflación, son factores que considera el migrante para regresar al Estado126.   
 
El proceso migratorio no es unidireccional, es un movimiento dinámico de ida 
y vuelta constante en los que se establecen fuertes vínculos sociales y económicos entre 
los migrantes y los países de origen. Ha sido llamado por Faist ‘transnacionalismo’, es 
decir, procesos multifacéticos, que vinculan a los países de origen y destino127. Por 
tanto, para las conclusiones se puede avanzar que supone un enriquecimiento a priori 
para los Estados de origen y de acogida (divisas, cultural, etc.). 
 
Debe tenerse en cuenta que los transportes actuales en la era global han ope-
rado un cambio radical en la movilidad humana, cabe entonces la posibilidad de regreso 
escalonado en el tiempo, aproximándose al lugar de partida mediante las oportunas es-
tancias en segundos o terceros países128. 
 
4. 2. Cooperación internacional frente a la inmigración de retorno. Políti-
ca de retorno en la UE 
 
La directiva 2008/115/CE supuso el primer paso para combatir en la Unión 
Europea la inmigración ilegal. La decisión nº 575/2007/CE, había sentado las bases de 
un fondo europeo solidario y conjunto, dirigido a la Solidaridad y Gestión de los Flujos 
                                               
124 Vid. STARK, O. y TAYLOR, J. E., Relative deprivation and international migration, Center 
for Population Studies, Migration and Development Program, Harvard University, 1988. 
125 VANDERKAMP, J., “Migration flows, their determinants and the effects of return migration”, 
The Journal of Political Economy, vol. 79, University of Chicago Press, 1971, pp. 1012-1031. 
126 CASSARINO, J. P., “Theorising return migration: The conceptual approach to return migrants 
revisited”, Managing Migration and Diversity in the Asia Pacific Region and Europe, International Jour-
nal on Multicultural Societies, UNESCO, vol, 6, nº. 2, 2004, pp. 253-279. 
127 FAIST, T., “Espacio social transnacional y desarrollo: Una exploración de la relación entre co-
munidad, estado y mercado”, en Migración y Desarrollo, nº. 5, México, 2005, pp. 2-34. 
128 KING, R., “Generalizations from the history of return migration”, en B. Ghosh (ed.), ¿Return 
migration: Journey of hope or despair?, Genova, 2000, pp. 7-55. 
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Migratorios129. Ambas órdenes, para la devolución de inmigrantes a su país de origen, 
como el regreso del emigrante por unas u otras causas, se encauzan dentro de programas 
de carácter humanitario, si bien tiene un claro componente institucional coactivo, repre-
sor y policial. Ferrajoli afirma que los fenómenos migratorios y el hecho de la globaliza-
ción nos advierten que caminamos hacia una nueva integración mundial y que ésta se 
produzca bajo la enseña de la opresión o de la violencia o, por el contrario de la demo-
cracia y de la igualdad va a depender también del derecho”130. A mi parecer, se está pro-
duciendo una deriva punitiva en el tratamiento de la extranjería que puede marcar ten-
dencias legislativas y sociales muy peligrosas. 
 
La crisis económico-financiera que estamos padeciendo constituye un factum 
esencial de gravísimas consecuencias. Está modificando la estructura social española, 
buena parte de las conquistas en materia de derechos humanos y, cambiando los estilos 
de vida de la sociedad. Sus consecuencias son atroces sobre los sectores de población 
más vulnerable. El Derecho, que encuentra su legitimidad en la lucha contra el sufri-
miento humano, procurando la satisfacción de las necesidades básicas, no puede perma-
necer impasible ante este drama. La crisis nos confronta con el sentimiento humano más 
universal e identificable. No se puede humanizar el sistema penal mientras se cierren los 
ojos a las consecuencias de la aplicación del sistema penal.  
 
La Directiva131, a mi juicio, no solo restringe de forma desproporcionada los 
derechos de los extranjeros ‘en situación irregular’ sino que tiene también aspectos neta- 
mente punitivos y desalentadores para quien huyó del hambre y es devuelto a la cruel 
miseria. En palabras de Sorel: “Viaje forzado por una de las viejas plagas que asolan la 
humanidad: el hambre”132. 
 
                                               
129 Periodo 2008-2013. Ambas órdenes se enmarcan dentro de la cooperación europea en la 
aplicación de la legislación europea y las buenas prácticas; elaboración de instrumentos estadísticos; 
campañas transnacionales de sensibilización; creación de un manual de buenas prácticas en materia de 
retorno; ayuda a los países de la UE en casos de emergencia; instauración de proyectos piloto y redes 
transnacionales de organismos encargados del intercambio de información. 
130 FERRAJOLI, l., Derechos y garantías. La ley del más débil, trad. de P. Andrés Ibáñez y A. 
Greppi, Trota, Madrid, 2004. Idea reiterada en la obra. 
131 Aunque no es directamente aplicable en los Estados Miembros porque necesita transposición en 
las legislaciones nacionales. 
132 SOREL, A., “La literatura de las fronteras. Emigración y exilio”, ponencia presentada por el 
escritor en las III Jornadas sobre Derechos Humanos e Inmigración celebradas en Motril (Granada), 
organizadas por la Asociación Jueces para la Democracia, el Centro Asociado de la UNED y el Ayunta-
miento de Motril en abril de 2004.  
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En el ámbito de la doctrina penalista, se denomina “derecho penal del 
enemigo” y, se fundamenta en la consideración de “no personas” para determinados 
autores133 a grupos a los que se ha seleccionado previamente (aquí, los extranjeros). En 
el ámbito del derecho penal, esto supone establecer una diferenciación terrible entre el 
derecho penal del ciudadano y el derecho penal del enemigo. Este último, tendría como 
cometido garantizar la seguridad y mantener la vigencia del ordenamiento jurídico. 
Incluso criminalizar al foráneo en situación irregular, va más lejos de las resbaladizas 
argumentaciones de Günther Jacobs (principal penalista difusor de esta teoría), que 
considera: “El enemigo en derecho penal es un delincuente de aquellos que cabe 
suponer son permanentemente peligrosos”,134 no es el concepto de Carl Schmitt que se 
refiere al extraño, al extranjero, al “otro”. Por esta senda se está adentrando la Unión 
Europea cuando a través de legislaciones restrictivas está identificando a los colectivos 
de inmigrantes como “grupo enemigo”. 
 
No todos piensan en la marginación del ‘retorno’. Varios autores formulan las 
siguientes cuestiones claves desde la perspectiva de Estado de derecho y los valores 
democráticos: diría que no se puede defender la democracia con medios inadmisibles en 
el Estado de Derecho e incompatibles con sus principios fundamentales. Tampoco de-
bería utilizar el Estado de Derecho, sin perder su nombre, los medios de represión puni- 
tiva que caracterizan un Estado dictatorial o autoritario. Es imposible dentro del Estado 
de Derecho la coexistencia de dos modelos diferentes de derecho penal, uno respetuoso 
con las garantías y derechos fundamentales y otro puramente policial, para “enemigos” 
que haga tabla rasa de los principios y garantías característicos del Estado de Derecho. 
Asimismo, Europa no puede vivir con dos sociedades paralelas en las que unos 
“ciudadanos” sean titulares de derechos y garantías y otros “infrasujetos”; resulta difícil 
de comprender a una Europa sin perder la esencia de de sus valores constitutivos, que 
deporte a  ocho millones de personas que se calcula residen sin permiso de residencia. 
No está justificado internar hasta dieciocho meses en centros de internamiento a perso-
nas cuyo “delito” ha sido carecer de papeles y potenciar los centros de internamiento 
para hacer presión psicológica sobre los detenidos sin que se resientan los cimientos del 
                                               
133 Varrón denominaba a las ‘no personas’ como instrumenti vocali –herramientas parlantes-. Por 
citar algunos ejemplos más Teresa de Calcuta menciona a ‘los transparentes’, Derrida ‘invisibles’, Platón 
‘indigentes’, Aristóteles ‘Apóroi’ -excesivamente pobres-, Dickens refiere a ‘enclosures’…, etc. 
134 JAKOBS, G., “Derecho penal del enemigo. Un estudio acerca de los presupuestos de la ju-
ridicidad”, en C. Meliá y G. Jara (Coords.), en Derecho Penal del enemigo. El discurso de la exclusión, 
Thomson, Barcelona, 2006, pp. 16-36. 
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sistema democrático. Tampoco es muy garante internar a menores de edad aplicando 
una legislación excepcional en contra de lo previsto en la Convención de Derechos del 
Niño de Naciones Unidas de 1989135. 
 
4. 3. La prevención y los métodos coercitivos en la lucha contra la inmi-
gración no deseada en el ámbito europeo 
 
Con cierta frecuencia se confunde la prevención con la coacción y, aunque no 
sea un deseo expreso, infunde temor. La metodología coactiva arraiga fuertemente en 
las sociedades más avanzadas, parece una forma de defensa, siendo el Derecho pieza 
indiscutible del orden establecido.  
 
Uno de los riesgos de este tipo de políticas errónea es la xenofobia, que anida 
en supuestos temores infundados, también en arbitrariedades legislativas. La solución es 
achacar ‘el mal’ social y la crisis económica a quienes no son culpables; en su momento 
fueron acogidos como mano de obra barata y con derechos laborales restringidos. El 
origen se halla en un mercado laboral precarizado, con sistema social discriminatorio136. 
 
Ahondando, la escalada hacia estas posiciones ya fue marcada en tiempos 
donde no se reflejaba las crisis europea actual (2008-2013). Habría que remontarse al 
año 2002. En Bruselas, el Consejo Europeo, a instancias de Francia permite a los 
Estados sancionar no solo a quienes buscan lucrase con la desgracia si no también a 
quienes ayuden al emigrante137. Con las dificultades de inmigración en el año 2008 se 
da un paso más en la progresión represiva y, es aprobada una reforma por el gobierno 
español para que puedan estar retenidos los extranjeros en prisiones hasta los 18 meses. 
Francia no es un buen ejemplo, está potenciando aspectos punitivos que van en contra 
de su trayectoria histórica en materia de ayuda e integración del extranjero138. 
                                               
135 CONDE, F, M.,  “La generalización del derecho penal de excepción: tendencias legislativas y 
doctrinales: Entre la tolerancia cero y el derecho penal del enemigo”, en La generalización del derecho 
penal de excepción: tendencias legislativas, Estudios de Derecho General, Consejo General del Poder 
Judicial, nº. 128/2007; NIETO GARCÍA, L, C., ponencia “Los centros de internamiento de extranjeros: 
la regulación en la Directiva de Retorno”, Seminario “El racismo y la xenofobia en las sociedades de-
mocráticas” celebrado en Barcelona el 22 de octubre de 2008, organizado por  SOS Racismo.  
136 GIL ARAUJO, S., Las argucias de la Integración: Políticas migratorias, construcción nacional 
y cuestión social, Lepala, Madrid, 2010, pp. 23-25. 
137 Conocida como la directiva de la ‘vergüenza’. 
138 Los CIE fueron creados conforme al art. 26.2 de la LO de Extranjería de 1985 y definidos como 
“establecimiento público de carácter no penitenciario”, donde se retiene de manera cautelar y preventiva 
 264 
En nuestra legislación (dirigida al irregular), el internamiento preventivo de 
extranjeros está regulado como medida cautelar en el artículo 61.1.e) de la Ley 
Orgánica 4/2000 sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros en España (L.O.Ex.) y 
el procedimiento y plazo en el art. 62. A partir de la modificación introducida por la 
L.O. 11/2003, las causas de internamiento pueden ser, tanto por los supuestos de devo-
lución (art. 58.5 L.O.Ex.) y retorno (art. 60 L.O.Ex.) como por los de expulsión (art.62 
L.O.Ex.). Por tanto, en estos tres supuestos se puede acordar el internamiento judicial 
por resolución motivada como medida cautelar, que estará orientada a ‘garantizar la 
presencia del extranjero durante la sustanciación del expediente administrativo y la 
ejecución de la medida de expulsión’ tal y como se establece en el art.1.2 de la Orden de 
22 de febrero de1999 sobre normas de funcionamiento y régimen interior de los Centros 
de Internamiento de Extranjeros. 
 
Estos “centros”, donde se ingresa a los extranjeros originarios de países no 
pertenecientes a la Unión Europea, que se encuentran en situación irregular no pueden 
tener un carácter penitenciario y, su finalidad es servir de espacio para la detención y 
custodia mientras se sustancia el expediente y ejecuta la expulsión. Estos “alojamientos” 
que no son propiamente centros penitenciarios, ni centros de acogida, ni centros de 
protección de personas vulnerables y de los que suele discutirse sobre la naturaleza 
jurídica que les ampara.  
 
Precisamente por esa indefinición y falta de regulación son lugares propicios 
para prácticas contrarias a los derechos humanos. Su propia existencia refleja el recurso 
a una especie de limbos jurídicos (tan frecuentes en materia de extranjería) que 
                                                                                                                                          
básicamente a los extranjeros sometidos a expediente de expulsión del territorio nacional, bien por su 
condición de irregulares, bien por haber sido condenados por un delito y haberle aplicado la opción de 
expulsión. Más del 60% de los internados, en realidad, lo son por irregularidad administrativa, es decir, 
no han cometido delito que explique una situación de privación de libertad. Aunque el objetivo es la 
expulsión, a veces se utilizan eufemismos como “repatriación” o “retorno”, lo que no es correcto, pues la 
directiva europea de retorno (2008/115/CE) permite que esos irregulares sean deportados no solo a sus 
países de origen, sino a países terceros por los que haya presunción de que han transitado. A estos efectos, 
los Estados de la UE han desplegado un sistema de acuerdos bilaterales para poder desprenderse de ese 
‘peso muerto’ sin mancharse las manos. Así lo ha hecho España, por ejemplo, con Marruecos, Mauritania 
o Nigeria. Existen actualmente 9 CIE en España (Italia, multiplica casi por 20 el número de inmigrantes y 
refugiados recibidos, hay 13 CIE), aunque el Gobierno español actual ha anunciado en diferentes oca-
siones su voluntad de crear uno o dos más. Se encuentran en Madrid, Barcelona, Tenerife, Gran Canaria, 
Murcia, Valencia, Algeciras y Fuerteventura. Anteriormente existió un CIE en Málaga, que fue cerrado 
por sus inaceptables condiciones en 2012. A pesar de ser expresamente definidos como establecimientos 
no penitenciarios, su régimen es de hecho de privación de libertad. La estancia máxima, según la 
aplicación que hizo el Estado español de la mencionada directiva de 2008, es de 60 días, aunque la 
directiva habilita hasta 18 meses. 
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difuminan la claridad de los derechos. Después de la última actualización del mapa de 
los centros de inmigrantes en 2009, la duración máxima de detención ha aumentado has-
ta tal punto que excede el tiempo necesario para la ejecución de las posteriores ex- 
pulsiones: de 32 a 45 días en Francia, de 40 a 60 días en España, de 2 a 18 meses en 
Italia y de 3 a 18 meses en Grecia139. 
 
Bajo el estigma de la ilegalidad, se invalida la dimensión como persona de los 
inmigrantes en situación irregular. La persona, es fundamentalmente una persona sujeta 
al derecho140, por tanto protegida, con derechos, insisto, consecuencia del compendio de 
normas jurídicas que le atribuyen unos derechos y unos deberes141, estableciéndose así 
una aproximación del concepto de persona y del ciudadano. La obtención del permiso 
de residencia aparece como suerte de ritual, de paso, para ser reconocidos en tanto 
personas (ciudadanos)142. La organización Migreurop16, que ha elaborado una Carta de 
Campos de la U.E., expone que hay no menos de 300 establecimientos de este tipo en la 




                                               
139 En la tesis se mencionó inexistencia de un reglamento que regule la dinámica de estos centros. 
El Consejo de Ministros aprobó en fecha 13/03/14, el  Reglamento de los Centros de Internamiento de 
Extranjeros (CIE), las instalaciones policiales donde se retiene a los inmigrantes que van a ser expulsados 
del país. El reglamento es un imperativo de la Ley de Extranjería de 2009 que debería llevar en vigor, al 
menos, desde 2010. Cabe resaltar que nace con serías y enconadas posturas, así, no parece que sea 
garantizada la atención sanitaria (art. 17.2) y el respeto escrupuloso a la situación jurídica del detenido; 
los recursos precisan de una atención y observancia de la tutela judicial efectiva, por cuanto no se prevé, 
ni aun con carácter excepcional, la suspensión de la medida de expulsión hasta que sea resuelta la petición 
de que se trate, lo que deja su culminación en manos de la Administración, siendo suficiente la ejecución 
de la expulsión para que queden sin utilidad (art. 19). Desconoce los reiterados pronunciamientos del 
Tribunal Supremo sobre los antecedentes policiales, no cabe extraer consecuencias desfavorables, al 
mantener que en el expediente del extranjero internado deberán hacerse constar. Contraviene la Directiva 
2008/115/CE, que prevé, en todos los casos, la decisión de internamiento deberá ser revisada incluso de 
oficio. Tampoco las ONG ven reconocido ningún derecho de acceder a los centros. Solo es un derecho 
individual de cada interno. Adicionalmente, queda al arbitrio de la dirección del centro la posibilidad de 
firmar un acuerdo o convenio que posibilite las visitas de estas organizaciones. A mi parecer es destacable 
que la norma “mantiene el marcado carácter policial de los centros”, pues la policía no se encarga solo de 
la seguridad, sino de gestionar todo lo relativo a la permanencia del extranjero. También generaliza la 
posibilidad de que los agentes porten armas de fuego aunque estas instalaciones no tienen carácter 
penitenciario. El coste anual de los CIE en España está cifrado en 8,89 millones de euros. 
140 MAUS, M., “El sujeto: la persona”, en Maus, M., Sociología y antropología, Tecnos, Madrid, 
1979, pp. 308-3300, en especial, pp. 323-328. 
141 KELSEN, Teoría pura del derecho, Eudeba, Buenos Aires, 1995, pp. 1-6. 
142 DAL LAGO, A., “Personas y no personas”, en G. Silveira (ed.), Identidades comunitarias y 
democracia, Trotta, Madrid, 2000, pp. 127-144, en especial p. 129; FERRAJOLI, L., “De los derechos 
del ciudadano a los derechos de las personas”, cit., pp. 235-250. 
143 Informe, Defensor del Pueblo, 2007, pp. 500-504. 
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Las directivas europeas aportan cierta seguridad ‘legal’144, por ello no resulta 
precisamente fácil de entender como quien busca la libertad, encuentra la prisión -seis 
meses que podrán prorrogarse 12 meses más-145. Si bien es cierto o parece, que este 
precepto reserva esta medida cautelar para aquellos casos en los que no es posible 
‘aplicar con eficacia’ una medida menos coercitiva, y que será ‘lo más corto posible y 
solo se mantendrá mientras estén en curso y se ejecuten con la debida diligencia los 
trámites de expulsión’, también lo es que uno de los dos parámetros para valorar esta 
medida es que el “afectado evite o dificulte la preparación del proceso de retorno o 
expulsión”, argumento que roza lo burlesco, pues parece que es el prisionero quien debe 
preparar las maletas, el viaje de retorno y costearse la vuelta a su país, cuando en 
realidad ni siquiera tiene para poder subsistir, y todo ello además, desde el patio del 
centro penitenciario. Tiempo atrás (2008), el ex presidente francés Jacques Delors, 
                                               
144 La Directiva, es una directriz informadora y como tal no tiene fuerza ejecutiva. Es necesario que 
las legislaciones nacionales las transpongan a través de una ley, cuyo contenido puede variar (no es 
idéntico) de unos Estados a otros de la UE. En cambio, los Reglamentos de la UE sí tienen fuerza ejecu-
tiva entre los Estados.  
145 El Tribunal Supremo (STS 815/2015) ha cuestionado la idoneidad de la decisión del Gobierno 
de que los encargados de la seguridad de los Centros de Internamiento de Extranjeros (CIE) lleven 
pistolas en su interior. En la sentencia (10/02/2015), que anula varios artículos del reglamento que regula 
estas instalaciones, la Sala de lo Contencioso-Administrativo (Recurso 373/2014), incide en que no 
resulta lo “más adecuado, en abstracto” que allí se porten armas de fuego “en situaciones ordinarias”. 
Aunque los magistrados añaden que a los policías, en quienes se ha delegado la vigilancia, no se les 
puede impedir que lleven pistola porque esta medida, incluida en el punto 11.4 del Reglamento, no 
contradice ninguna normativa. Una interpretación que generó los votos discrepantes de dos de los jueces 
del Supremo. “Podrá considerarse una medida equivocada atribuir la protección de la seguridad en los 
CIE a los miembros del Cuerpo Nacional de Policía (CNP). Pero, una vez establecida, no resulta contrario 
a derecho que presten servicio de forma ordinaria con sus armas de fuego reglamentarias”, subraya la 
sentencia, que rechaza, en parte, el recurso presentado por tres ONG —Andalucía Acoge, SOS Racismo y 
APDHA—, que supuso en enero (2015) la anulación de otros cuatro artículos del Reglamento. Según 
defienden los colectivos sociales, la tenencia de pistolas debe limitarse a situaciones de grave alteración 
del orden: “Al igual que en la normativa penitenciaria, inclusive la de carácter militar”. Aunque, como 
repite el dictamen del Supremo, en las cárceles son los funcionarios de prisiones quienes se encargan de 
la vigilancia, y no los miembros del CNP. “Cabe pensar, en abstracto, que resulta más adecuado para un 
internamiento preventivo y cautelar de carácter no penitenciario, como el de los CIE, que el personal a 
cargo de la seguridad no lleve armas de fuego”, insiste el tribunal, que añade inmediatamente más matices 
a su argumentación. Además de recalcar que su tenencia “no resulta contraria a derecho”; los magistrados 
destacan que, aunque los agentes porten pistolas, “no supone que deban emplearlas como medio ordinario 
para mantener la seguridad”; y que, en circunstancias extremas, siempre “habría necesidad de encargar el 
restablecimiento del orden a las fuerzas de seguridad provistas de sus armas reglamentarias, tal como 
ocurre en los centros penitenciarios”. La resolución afirma que los CIE tienen que presentar unas 
condiciones superiores a los centros penitenciarios. Dice que las instalaciones que no pueden usarse para 
los reos, no deben utilizarse para los inmigrantes inmersos en un proceso de expulsión. Como pasa con el 
CIE de Algeciras, una antigua cárcel. Los artículos anulados son art. 7.3 párrafo 2 y 16.2 párrafo K. Estos 
abrían la puerta a la separación de las familias cuando no existiesen módulos adecuados para ellas en los 
CIE. El Supremo insiste en que esto contradice la directiva europea, que ordena que las familias tengan 
un alojamiento separado que les asegure su unidad e intimidad (art. 21.3). La sentencia rechaza que el 
juez que decrete el internamiento de un extranjero, una vez salga este en libertad, pueda volver a acordar 
su reclusión por las mismas causas (art. 55.2). El Supremo anula este punto al permitir registros con 
desnudo integral “sin necesidad de que existan sospechas racionales de su justificación”. “Se formula de 
manera no respetuosa con los derechos fundamentales”. 
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criticaba la duración del plazo de detención autorizada por ser “totalmente despro-
porcionado en relación con el tiempo realmente necesario para organizar el retorno de 
un extranjero (que en Francia ya rondaba una decena de días)”146. 
 
Pero aún de mayor gravedad es que el art. 16 establezca como norma general 
que el internamiento se realice en centros específicos147, pero que excepcionalmente se 
pueda llevara cabo en centros penitenciarios, simplemente cuando el Estado miembro 
“no pueda proporcionar alojamiento en un Centro de internamiento especializado”, con 
la única condición de que estén separados de los presos ordinarios148. 
 
El art. 62 de la LO4/2000 de Derechos y Libertades de los Extranjeros en 
España y su Integración Social, asevera que el instructor del expediente que pueda 
proponer una sanción de expulsión, podrá solicitar del Juez de Instrucción competente 
que disponga su ingreso en un centro de internamiento en tanto se tramita el expediente 
sancionador y que el Juez decidirá sobre el internamiento mediante auto motivado y 
previa audiencia del interesado. En todo caso el tiempo de internamiento será el impres-
cindible para los fines del expediente sin que en ningún caso pueda exceder de 40 días. 
El art. 17 de la Constitución Española establece que la detención preventiva no podrá 
durar más del tiempo del estrictamente necesario para la realización de las averigua- 
ciones tendentes al esclarecimiento de los hechos y, en todo caso, en plazo máximo     
de 72 horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad 
judicial149. 
 
                                               
146 J. Delors y M. Rocard., “Europa debe respetar los derechos esenciales de los ‘sin papeles’, 
Periódico El País, de fecha 18/07/2008. 
147 Real Decreto 162/2014, de 14 de marzo por el que se aprueba el reglamento de funcionamiento 
y régimen interior de los Centros de Internamiento de Extranjeros. Lo primero que nos dice en su preám-
bulo es que un CIE no tiene carácter penitenciario. También menciona salvaguardar la intimidad de las 
personas en la medida de lo posible si se encuentran detenida la unidad familiar (art.7), con lo que se 
podría incluir a menores. 
148 El Gobierno deberá habilitar en los Centros de Internamiento de Extranjeros (CIES) aloja-
mientos separados para las familias de inmigrantes que están a la espera de expulsión para garantizar un 
grado adecuado de intimidad. Es una de las consecuencias de la sentencia de la Sala Tercera del Tribunal 
Supremo ya mencionada (STS 815/2015). “Los centros dispondrán de módulos independientes para 
permitir la separación por sexos de los internos. Se procurará que los internos que formen una unidad 
familiar estén juntos y tengan en su compañía a sus hijos menores, facilitándoles, en la medida de lo 
posible, alojamiento separado que garantice un adecuado grado de intimidad”.  
149 La STC 115/87 solo entiende el internamiento de extranjeros en situación irregular por espacio 
superior a 72 horas (periodo límite de la detención policial) si tal internamiento es sometido a control 
judicial (FJ 2º de la sentencia). Por tanto, la disponibilidad sobre la pérdida de libertad es judicial, pues es 
la decisión del juez la que decide la situación personal del extranjero, sin perjuicio del carácter adminis- 
trativo de la decisión de expulsión y de la ejecución de la misma. 
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                                        Fuente: Comisión Europea, 2015 
 
 En la actualidad la devoluciones ‘legales’ se dirigen a los países que se 
consideran seguros, contradictoriamente la seguridad está en entredicho ante la ingente 
cantidad de personas que buscan asilo en su condición de refugiados150. Europa, que fue 
                                               
150 El concepto de refugiado recogido en la Convención de Ginebra ha quedado ampliamente 
superado por las circunstancias de las últimas décadas. Es evidente la existencia de refugiados que no 
entran en la “estrecha” definición del Convenio de Ginebra, ni que tampoco pueden ser calificados como 
inmigrantes económicos (políticas de inmigración). Se trata de una zona gris de refugiados que huyen de 
guerras, de situaciones de extrema violencia o de la conculcación de los más elementales derechos 
humanos, pero que no pueden probar persecución o, tener fundados temores a la misma, por motivos de 
raza, religión, nacionalidad, pertenencia a un grupo social determinado o por sus opiniones políticas, tal y 
como establece la Convención de Ginebra (146 países suscriben el derecho de asilo aprobado en 1951).  
A los motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a grupos determinados, opiniones políticas), 
algunos Estados como España han sumado otros como identidad y orientación sexual. Los refugiados de 
hecho se encuentran en una situación dramática, ya que no reciben la protección del estatuto de refugiado 
conforme al texto ginebrino. Sin embargo, la Comunidad internacional no puede ignorar su situación. La 
solución ante la crisis de Siria ha sido devolver a un país seguro a quien entre ilegalmente en Europa a 
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galardonada con el premio Nobel de la Paz en 2012, después de aprobar una normativa   
-2015- para acoger a los refugiados en función de su población inicialmente y luego con 
arreglo a su PIB, apenas auxilia a 200 en todo el territorio europeo de las 160.000 que 
después de las negociaciones se pretendía incorporar a los países miembros. Queda 
lejos, de las iniciales expectativas aquí  reproducidas y que permite afirmar la desunión 
existente en el modelo a seguir. 
Parece acertado mencionar que el art. 5 del Convenio Europeo para la Protec-
ción de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (Convenio de Roma 
de 1.950), establece que toda persona detenida preventivamente o internada deberá ser 
conducida a presencia de un juez o de otra autoridad habilitada por la ley para ejercer 
poderes judiciales. La interpretación que de estos preceptos ha hecho el Tribunal Euro-
peo de Derechos Humanos ha sido garantista y siempre considerando que la libertad sea 
la regla general y su privación la excepción. 
Las directivas europeas y las leyes de extranjería -las actuales- ponen de mani-
fiesto aquello que señala Foucault como “inscripción jurídica”, que consiste en la utili-
zación del derecho (y el discurso jurídico) como instrumento del poder que “transmite” 
y hace funcionar relaciones que no son de soberanía sino de dominación. El Derecho 
debe funcionar en ocasiones coactivamente pero hay una parte “moral” que distingue a 
quien ostenta la condición de ser humano. 
4. 4. Trato especial dirigido al menor 
Los menores no acompañados han planteado problemas de índole jurídica y 
social. La expulsión parece poco probable con la actual legislación que vela por sus 
derechos siendo el primer elemento decisorio por la autoridad gubernativa. En nuestro 
ordenamiento interno, adecuado a los tratados internacionales (art. 96), forma parte del 
reconocimiento la Declaración Universal de los Derechos del Hombre de 1948 y los dos 
Pactos Internacionales relativos a los derechos humanos de 1966, pero especialmente a 
La Convención de 20 de noviembre de 1989 sobre los Derechos del Niño, adoptada por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas, cuyo preámbulo establece: “(…) que en 
todos los países del mundo hay niños que viven en condiciones excepcionalmente 
                                                                                                                                          
cambio importantes cantidades de dinero al gobierno de Turquía –inicialmente era imposible porque 
Turquía solo puede aceptar europeos salvo que cambiara su legislación-.  
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difíciles y que esos niños necesitan especial consideración... debiendo tener en cuenta la 
importancia de las tradiciones y los valores culturales de cada pueblo para la protección 
y el desarrollo armonioso del niño”. El art. 9.1, dice: “los Estados velarán porque los 
niños no sean separados de sus padres contra la voluntad de éstos, excepto cuando, a 
reserva de revisión judicial, las autoridades competentes determinen, de conformidad a 
la ley y a los procedimientos especiales aplicables, que tal separación es necesaria en el 
interés superior del menor”. 
Si antes mencionaba el art. 96 de nuestra Constitución, el art. 39.4 expone:      
“los niños gozaran de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan 
por sus derechos”. Es la preferencia del estatuto de protección de los menores, sin 
perjuicio de su nacionalidad o, de la forma en la que hayan entrado al país de recepción; 
lo que debe de primar en su condición de menor sobre la del origen nacional. En este 
sentido el art. 35 de la Ley de Extranjería (L.O. 4/2000 sobre derechos y libertades de 
los extranjeros en España) y el art. 92 del Reglamento de Extranjería (R.D.2393/2004) 
impiden la posibilidad de expulsión de los menores y obligan a que la repatriación se 
haga siempre en interés superior del menor. Igualmente el art. 2, de la Convención de 
Derechos del Niño (reconoce los derechos de los menores independientemente del 
origen nacional) y el art. 1, de la Ley Orgánica 1/1.996 de Protección Jurídica del 
Menor (primacía del interés superior del menor sobre cualquier otro interés legítimo que 
pudiera concurrir) articulan los principios básicos de ese estatuto de protección que 
impide tanto el internamiento como la expulsión de los menores151. 
Han quedado muy lejos las palabras  el ex presidente  de la Asamblea General 
de las Naciones Unidas, Joseph Gorbe, cuando dijo: “Los derechos del niño han dejado 
de ser una declaración de intenciones para llegar a ser una norma de obligado cum-
plimiento en la legislación internacional”152. 
                                               
151 La Ley de Protección Jurídica en vigor desde el año 2015, ratifica este argumento. Los prin-
cipales objetivos de estas normas son garantizar la especial protección de los menores en todo el Estado y 
responder a sus necesidades actuales; agilizar los procesos de acogimiento y adopción y mejorar la aten-
ción a la infancia en riesgo y a los menores víctimas de violencia. El principio rector es incorporar la 
defensa del interés superior del menor como principio interpretativo, derecho sustantivo y norma de 
procedimiento, como recomendó la ONU en 2013. Además, todos los Anteproyectos de Ley y proyectos 
de Reglamentos han evaluado su impacto en la infancia y en la adolescencia antes de ser aprobados. 
152 Cfr. Informe Familias Colores, 2016. España es el segundo país del mundo en petición de 
adopción. Hay 18.000 niños viviendo en orfanatos y 30.000 familias desean tener hijos adoptados. La 
nueva ley de protección  a la  infancia (26/2015 de 28 de julio) fue aprobada para regular y agilizar las 
adopciones pasando las competencias de las CCAA al Estado con el fin de unificar criterios pero queda 


























                               
 
                                                                                                                                          
años lo que implica un sufrimiento adicional del menor durante los primeros años. También que los in-
formes respecto a los posibles padres adoptivos los realizan quienes trabajan en las residencias y que a su 
vez reciben de las administraciones 3.000 euros por niño,  mientras que las familias de acogida apenas 
300 euros lo que resulta en verdad llamativo. Creo que los informes deberían de hacerlos otros técnicos 
para agilizar los procesos que se convierten en interminables por las trabas administrativas. 
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                                         CAPÍTULO V 
 
 
1. EL RÉGIMEN DE EXTRANJERÍA EN EL SISTEMA JURÍDICO ESPAÑOL  
 
 
1. 1. La posición del extranjero ante el sistema jurídico español: Evolución 
histórica 
Históricamente el extranjero nunca fue bien visto, ni aceptado; en las civiliza-
ciones romanas y griegas se acentuaba aún más el alejamiento entre autóctonos y 
forasteros. En la Edad Media, la Cristiandad suavizaba la palabra extranjero por 
peregrino, el derecho feudal liga el hombre a la tierra y acentúa las diferencias. El siglo 
XIX, conocido por la lucha igualitaria, con las ideas del iluminismo, desde la mitad del 
mismo, ha considerado el derecho a emigrar como algo que se deriva de la propia 
concepción del hombre como ser racional y libre; con el vuelco que resultó ser la 
Revolución Francesa1 y el ascenso al poder de la burguesía2. El siglo XX, marca pautas 
de gran progreso como la Declaración de Nueva York en 1929 y la Declaración de De-
rechos Humanos de 1948 que en su art. 1 consagra la igualdad de los hombres sin dis-
tinción, incluso, de su origen nacional. 
El Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos de de 1966, en su art. 12.1 
dispone que: “Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tendrá 
derecho a circular libremente por él y a escoger libremente en él su residencia”. El 
derecho a migrar se recoge en un texto de gran significación jurídico-política como es la 
DUDH, cuyo art. 13 dice: “Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir 
su residencia en el territorio de un Estado”.  El Convenio OIT nº. 97), sobre los 
trabajadores migrantes, establece en su art. 6 que: “Todo miembro para elcual se halle 
                                               
 
1 Los diputados dotan a Francia de una constitución inspirados en el Contrato Social que menciona 
Rousseau en 1762 y, junto a él, los filósofos de las Luces, en la Declaración de los derechos humanos y 
del ciudadano; no solo es válida para los franceses sino también para la humanidad entera ya que declara 
los derechos de los que el hombre estaba dotado en la naturaleza (los derechos del Hombre [...]) y que 
consagra en la sociedad humana ([...] y del Ciudadano). Así, el art. 2 afirma: “La meta de cualquier 
Asociación política (el contrato social), es la conservación de los derechos naturales e imprescriptibles del 
Hombre. Esos derechos son la libertad, la propiedad, la seguridad y la resistencia a la opresión”.  
2 BRANGER, G., Le modèle juridique français au travers de la Déclaration des droits de l'homme 
et du citoyen, Memoria Diploma de Estudios Avanzados, S. Sylvain (dir.), Universidad de Rennes, vol. I, 
2004, pp. 5-29. 
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en vigor el presente Convenio se obliga a aplicar a los inmigrantes que se encuentren 
legalmente en su territorio, sin discriminación de nacionalidad, raza, religión o sexo, un 
trato no menos favorable que el que aplique a sus propios nacionales en relación con las 
materias siguientes...”. El Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Humanos y las Libertades Fundamentales firmado en Roma el 14 de noviembre de 1950 
(ratificado por España el 4 de octubre de 1979), dispone en su art. 14 que: “El goce de 
los derechos y libertades reconocidos en el presente Convenio ha de ser asegurado sin 
distinción alguna, especialmente por razones de sexo, raza, color, lengua, religión, 
opiniones políticas u otras, origen nacional o social, pertenencia a una minoría nacional, 
fortuna, nacimiento o cualquier otra situación”. 
1. 2. La condición jurídica de los extranjeros 
La “personalidad jurídica” es una condición inherente a la persona, no depende 
de los Estados ni de su reglamentación, estaría relacionado con los derechos de la 
persona y los derechos humanos reconocidos en los Tratados Internacionales. Distinta 
cuestión sería la “condición jurídica”, que efectivamente depende los Estados para 
establecer condiciones en el ejercicio de determinados derechos y libertades por parte de 
los extranjeros en consonancia con lo que establecen los Tratados y las Leyes Orgánicas 
que resultan de aplicación. Parece evidente que considerando el aspecto de acogida 
puede decirse que el derecho del migrante es distinto del nacional atendiendo a los 
numerosos Estados y sus normas de aplicación en delimitar esta materia3. 
Todos los Estados tienen la facultad soberana de reglamentar en su territorio la 
condición jurídica de los extranjeros pero esa facultad no puede ejercerse arbitraria-
mente abusando de la soberanía, porque internacionalmente hay un mínimo de derechos 
que deben reconocerse a estos y los Estados que no reconocen esos mínimos se colocan 
evidentemente fuera de la Comunidad Internacional4. En España, como señala el 
                                               
3 MARTÍNEZ VEIGA, U., La integración social de los inmigrantes extranjeros en España, Trotta, 
Madrid, 1997, pp. 2-14; APARICIO, R. y TORNOS, A., Las redes sociales de los extranjeros en España, 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, 2003-2004, pp. 1-9; vid, STEGER, M., Globalization. A very 
short introduction, Oxford University Press, Oxford, 2013, pp. 4-10.  
4 La condición jurídica o personalidad jurídica la tiene toda persona por el hecho de ser persona 
con independencia de si es nacional o no. El ejercicio de los derechos depende de la situación jurídica en 
la que se encuentre. Por ejemplo, el derecho a circular por el territorio nacional de los extranjeros depen-
derá de si tiene autorización o visado, etc. 
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profesor Espinar Vicente “la construcción legal en materia de extranjería se apoya en la 
distinción entre turismo, extranjería e inmigración”5. 
Ahora bien, existen diferencias entre regulares e irregulares. Los Estados tie-
nen sus normas y las Naciones se arrogan el poder de autorizar la entrada en su territorio 
de ciudadanos de otros países6. En el momento actual son relativamente pocos los 
Estados que impiden o restringen severamente el derecho de sus ciudadanos a aban-
donar su territorio. Pero, en cambio, todos los Estados sin excepción se reservan el 
poder de autorizar a los ciudadanos de otro país a entrar, residir y trabajar en el propio. 
Se puede, así, afirmar que el ‘derecho teórico a emigrar’ está generalmente reconocido 
sin traba alguna pero, en cambio, el ‘derecho a inmigrar’ se encuentra fuertemente con-
dicionado7. Son dos caras de la misma moneda8. 
Los fenómenos migratorios, como se expuso en los capítulos anteriores, pre-
sentan múltiples causas, aunque las mencionadas normalmente son aquellas que im-
plican migraciones económicas y políticas, huidas de conflictos bélicos, por razón de 
religión, etnia, aunque estas últimas tienen repercusiones en el derecho de los Estados al 
ser diferentes (asilo, refugio), sin embargo, ambas son tratadas con muchísima fre-
cuencia de la misma manera, muy similar, cuando las motivaciones parecidas no son 
iguales, pero sí a los ojos de las leyes de extranjería o bien de los derechos laborales o 
seguridad social9. 
A nivel internacional, creo que podría sugerir como ‘derecho universal’ el 
poder trasladarse de un lugar a otro; los Estados suelen dar facilidades al respecto 
siempre y cuando no sea el país del representante el que padezca o sufra las oleadas 
                                               
5 ESPINAR VICENTE, J. M., Extranjería e inmigración en España, Fareso, Madrid, 2006, pp. 
103-104.   
6 ORTIZ AHLF, L., La libertad de circular libremente y elegir residencia en relación con los mi-
grantes, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Fundación Konrad Adenauer, México, 2013, pp. 1.239-
1.240. 
7 TEITGEN-COLLY, C., Traité du droit de l'asile, PUF, París, 2002, pp. 23-30; FERNÁNDEZ, 
SÁNCHEZ, P., Derecho comunitario de la inmigración, Atelier, Barcelona, 2006, pp. 2-8; PEERS, S., 
EU Justice and Home Affaire Law, Oxford University Press, Oxford, 2011, pp. 12-16.  
8 ZIEGLER, J., Los nuevos amos del mundo y aquellos que se les resisten, trad. de E. Gonzalo, 
Destino, Barcelona, 2013, pp. 85-153. 
9 TRINIDAD GARCIA, M. L., Marco legal de la inmigración. El trabajo por cuenta propia, Con-
sejo Económico y Social de Andalucía, Sevilla, 2003, pp. 16-20; VAL TENA, A. D., “El derecho de los 
extranjeros a la protección a la salud”, Revista española de Derecho del Trabajo, nº. 109, 2002, pp. 8-12; 
VALIENTE ORTS, M., “Un marco legal para la integración social de los extranjeros”, Documentación 
social, nº. 132, 2004, pp. 3-9; FERNANDEZ ROZAS, J. C., “Extranjería: principios de Derecho Interna-
cional General”, Revista de Economía y sociología del trabajo, n º. 11, 1990, pp. 1-10. 
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migratorias o, a lo sumo se parte de una relajación política al observarse el problema 
desde la lejanía. No puede olvidarse que los derechos reconocidos internacionalmente se 
aplican de acuerdo con las normas nacionales, que son precisamente las que los regulan, 
delimitando su contenido y alcance. Se trata, por tanto, como sucede con la mayoría de 
los derechos de amplio alcance, de un derecho configurado en los dos planos normati- 
vos: nacional e internacional, del que a su vez depende el ejercicio de otros derechos10. 
 
1. 3. La Constitución española y la interpretación del Tribunal Consti-
tucional y el art. 13 
 
 
El art. 13 de la CE, establece: “Los extranjeros gozarán en España de las 
libertades públicas que garantiza el presente Título en los términos que establezcan los 
Tratados y la Ley”. Ese artículo tiene otros tres apartados: el 2º reserva exclusivamente 
a los españoles la titularidad de los derechos políticos establecidos en el art. 23 CE con 
la excepción del derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales (ex-
cepción establecida mediante reforma constitucional, la única realizada hasta ahora, y 
de la reducción del déficit para atender exigencias del Derecho de fuente institucional); 
el 3º se refiere a la extradición; y el 4º remite a la ley la regulación del derecho de asilo.  
 
Respecto al extranjero se han diferenciado tres tipos de grupos cuando se habla 
del reconocimiento y sus derechos, en este sentido el primer grupo equipara a los es-
pañoles en la dignidad humana, derecho a la vida y a la integridad física y moral, a la 
intimidad personal y familiar, a la libertad ideológica, religiosa y de culto, a la tutela 
judicial efectiva; en el aspecto administrativo y de manera independiente a su situación 
reglada o no, el tener documentación que siendo obligatorio además constituye un de-
ber, derecho a asistencia sanitaria en caso de urgencia, atención a la infancia, educación, 
asistencia jurídica gratuita.  
 
Otro segundo gran grupo de derechos precisa hallarse con la autorización 
administrativa correspondiente de manera regular en el país. No obstante, pueden poner-
se ciertos condicionantes al ejercicio, así pueden resaltarse la libre circulación, reunión, 
manifestación, trabajo, seguridad social, derechos a la educación no obligatoria, ayudas 
                                               
10 WENMAN, M., Agonistic democracy: constituent power in the era of globalisation, Nueva 
York-Cambridge University Press, Cambridge, 2013, pp. 16-23; ZABLUDOVSKY KUPER, G., Moder-
nidad y globalización, S. XXI, México, 2011, pp. 16-28. 
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en materia de viviendas e intimidad y reagrupación familiar son reconocidos a los 
residentes. En relación con este segundo grupo, el legislador puede, dentro del respeto a 
un contenido mínimo garantizado por la Constitución, establecer condicionamientos 
adicionales al ejercicio por parte de extranjeros. Este límite se plasma en la exigencia de 
estar en situación administrativa regular para poder ejercer los derechos. Los derechos 
de  libre circulación, asociación, reunión y manifestación, al trabajo y la  seguridad 
social, de sindicación y de huelga se reconocen a los extranjeros que estén en situación 
legal de estancia o residencia. Los derechos a la educación no obligatoria, ayudas en 
materia e vivienda e intimidad y reagrupación familiar se reconocen solo a los extran-
jeros residentes. 
 
Aún queda un tercer grupo, reservado exclusivamente a los españoles, se trata 
de los derechos políticos, se exceptúa el sufragio activo o pasivo en las elecciones muni-
cipales donde podrá concederse este derecho por tratado o por ley atendiendo a criterios 
de reciprocidad. 
En razón de la materia se pueden ubicar en cuatro grupos: 
- Derechos de la esfera personal, como el derecho y deber de documentación, el derecho 
de libre circulación, a la educación y a la reagrupación familiar. 
- Derechos políticos, fundamentalmente el derecho de participación en los asuntos 
públicos. 
- Derechos del ámbito económico y social, como las libertades de reunión, manifes-
tación y asociación o el derecho de ayudas en materia de vivienda y el de transferencia 
de fondos. 
- Derechos del ámbito laboral: derecho al trabajo, a la protección social y los derechos 
colectivos laborales, como los derechos de sindicación y huelga. 
 
El art. 13.1 de la Constitución plantea tres cuestiones esenciales. Primero, la 
determinación del concepto y contenido de las libertades públicas; segundo, qué sucede 
si pierden fuerza legal los derechos constitucionales de los países afectados por 
convenios internacionales y, tercero, si los ‘extranjeros’ son todos lo que habitan el 
territorio español o solo quienes se hallen en situación irregular. Al menos en España es 
evidente que no se pueden ratificar convenios que se opongan a la Constitución. El 
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Tribunal Constitucional11, respecto a las ‘libertades públicas’ es categórico cuando 
menciona: “Ello supone que el disfrute de los derechos y libertades -el término 
“libertades públicas”-, no tiene obviamente un significado restrictivo reconocido en el 
título primero de la Constitución...”. Está claro, pues, que lo establecido en el art. 13.1 
debe entenderse referido a todo el Título I de la Constitución, incluyendo todo tipo de 
derechos y libertades constitucionales y asimismo los denominados principios rectores 
de la política social y económica; algunos conciernen especialmente a los inmigrantes. 
 
Referente  a la segunda cuestión, el art. 13.1 de la CE, propugna que los mis-
mos se garantizan “en los términos que establezcan los Tratados y la Ley”. El TC no 
quiere decir que, ni mucho menos, se pierdan derechos, pues la aplicación el art. 14       
-igualdad-, protege a todos lo ciudadanos en territorio nacional. En esencia, “Se trata de 
saber si la exigencia de un requisito administrativo como es la obtención de autorización 
de residencia a determinados sujetos –los ciudadanos de los países hispanoamericanos 
en general- para el reconocimiento de su capacidad de formalizar válidamente contratos 
de trabajo, vulnera o no el principio de igualdad. Estando, obviamente, constituido el 
término de comparación por los ciudadanos españoles, lo que interesa es determinar si 
los ciudadanos extranjeros deben ser tratados igual que los españoles en relación a la 
contratación laboral.  
 
El art. 14 determina que: “Los españoles son iguales ante la Ley” y nada tiene 
que ver un español con un extranjero: “La inexistencia de declaración constitucional que 
proclame la igualdad de los extranjeros y españoles no es, sin embargo, argumento 
bastante para considerar resuelto el problema, estimando que la desigualdad de trato 
entre extranjeros y españoles resulta constitucionalmente admisible... Y no es argumen-
to bastante, porque no es únicamente el art. 14 de la Constitución el que debe ser 
contemplado, sino que, junto a él, es preciso tener en cuenta otros preceptos sin los que 
no resulta posible determinar la posición jurídica de los extranjeros en España”. Y la 
respuesta que da a este segundo punto es determinante: “no supone, sin embargo, tal 
previsión que se haya querido desconstitucionalizar la posición jurídica de los ex-
tranjeros relativa a los derechos y libertades públicas, pues la Constitución no dice que 
los extranjeros gozarán en España de las libertades que les atribuyan los Tratados y la 
                                               
11 STC 107/1984 de 23 de noviembre. 
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Ley, sino de las libertades ‘que garantiza el presente título en los términos que esta-
blezcan los Tratados y la ley’ de modo que los derechos y libertades reconocidos a los 
extranjeros siguen siendo derechos constitucionales y, por tanto, dotados, dentro de     
su específica regulación, de la protección constitucional”. Sin embargo, el TC añade in-
mediatamente: “pero son todos ellos sin excepción, en cuanto a su contenido, derechos 
de configuración legal”. Y agrega algo que ha sido determinante en la evolución de 
nuestro Derecho de extranjería: aunque el legislador pueda configurar el alcance de esos 
derechos, no podrá restringirlos sino que los deberá garantizar en la más completa igual-
dad con los ciudadanos españoles cuando los mismos “pertenecen a la persona en cuan-
to tal y no como ciudadano (es decir) aquellos que son imprescindibles para la garantía 
de la dignidad humana, que, conforme al art. 10.1 de nuestra Constitución, constituye 
fundamento del orden político español”. Y entre esos derechos el TC menciona el dere-
cho a la vida, a la integridad física y moral, a la intimidad, a la libertad ideológica, etc.  
 
La tercera duda interpretativa es si el artículo 13.1 de la CE, al mencionar los 
derechos de los extranjeros se refiere a todos los extranjeros o solamente a aquellos que 
estén en situación regular. Según señala implícitamente el TC, el art. 13.1 de la CE se 
refiere a todos los extranjeros pues a todos ellos afectará esa restricción que hace que, 
solo los que la superen, tendrán libre acceso al mercado de trabajo. La respuesta es, pues 
triple: a) todos los extranjeros podrán, en principio, disfrutar de los derechos y liber-
tades consagrados en el Título I de la Constitución; b) sin embargo, dado que se trata de 
derechos de configuración legal, el ejercicio de algunos de esos derechos –pero solo si 
no son derechos inherentes a la personalidad- podrá ser limitado o condicionado al cum-
plimiento de ciertos requisitos: por ejemplo, tener autorización de residencia o permiso 
de trabajo; c) pero dichas limitaciones y condicionamientos no escapan al control cons-
titucional: el legislador no tiene una carta en blanco12.  
 
La sentencia del Tribunal Constitucional 236/2007, de 7 de noviembre de 
200713, se ocupa de la legitimidad constitucional, de ciertos límites al ejercicio de de-
rechos por parte de extranjeros sin autorización de estancia o residencia en España, 
                                               
12 STC 115/1987 de 7 de julio. 
13 La sentencia fue trascendental para las aspiraciones de los extranjeros en España y el derecho 
individual y colectivo. Motivada por el recurso de inconstitucionalidad de parte de la Ley 4/2000 de 11 de 
enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social junto al recurso a 
la LODLE (Ley Orgánica sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros). Alrededor de esta sentencia 
han  pivotado el resto de derechos.  
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expone que: “el art. 13.1 CE concede al legislador una notable libertad para regular los 
derechos de los extranjeros en España, pudiendo establecer determinadas condiciones 
para su ejercicio. Sin embargo, una regulación de este tenor deberá tener en cuenta, en 
primer lugar, el grado de conexión de los concretos derechos con la garantía de la 
dignidad humana, según los criterios expuestos; en segundo lugar, el contenido precep-
tivo del derecho, cuando éste venga reconocido a los extranjeros directamente por la 
Constitución; en tercer lugar, y en todo caso, el contenido delimitado para el derecho 
por la Constitución y los tratados internacionales. Por último, las condiciones de ejer-
cicio establecidas por la Ley deberán dirigirse a preservar otros derechos, bienes o 
intereses constitucionalmente protegidos, y guardar adecuada proporcionalidad con la 
finalidad perseguida”. 
 
Otra cuestión que quiero destacar se refiere a la mención a los Tratados 
Internacionales en la sentencia. El recurso de inconstitucionalidad sostiene: “la mayoría 
de los preceptos impugnados son inconstitucionales por entrar en contradicción con los 
Tratados Internacionales ratificados por España en materia de derechos y libertades, los 
cuales en virtud del art. 10.2 CE -Derechos de las personas- se convertirían en canon de 
constitucionalidad de las leyes españolas”.  
 
El TC rechaza esta posición en el Fundamento Jurídico núm. 5, que transcribo: 
“Nuestra jurisprudencia ha afirmado en reiteradas ocasiones la utilidad de los textos 
internacionales ratificados por España “para configurar el sentido y alcance de de los 
derechos fundamentales, de conformidad con lo establecido en el art. 10.2 CE” (SSTC 
38/1981, de 23 de noviembre, FJ 4; 84/1989, de 10 de mayo, FJ 5). En concreto, hemos 
explicado el significado de la “interpretación” a la que alude el art. 10.2 CE señalando 
que “no convierte a tales tratados y acuerdos internacionales en canon autónomo de 
validez de las normas y actos de los poderes públicos desde la perspectiva de los 
derechos fundamentales. Si así fuera, sobraría la proclamación constitucional de tales 
derechos, bastando con que el constituyente hubiera efectuado una remisión a las 
Declaraciones internacionales de derechos humanos o, en general, a los Tratados que 
suscriba al Estado español sobre derechos fundamentales y libertades públicas. Por el 
contrario, realizada la mencionada proclamación, no puede haber duda de que la validez 
de las disposiciones y actos impugnados en amparo debe medirse solo por referencia a 
los preceptos constitucionales que reconocen los derechos y libertades susceptibles de 
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protección en esta clase de litigios, siendo los textos y acuerdos internacionales del art. 
10.2 una fuente interpretativa que contribuye a la mejor identificación del contenido de 
los derechos cuya tutela se pide a este Tribunal Constitucional”14.  
 
No obstante, los convenios internacionales pueden tener fuerza ejecutiva; hay 
determinadas materias que la Constitución ha delegado su regulación en los Tratados 
mencionados15. Por otra parte, en nuestra jurisprudencia nos hemos pronunciado sobre 
la vinculación del legislador al art. 10.2 CE y su posible control a través de los 
procedimientos de declaración de inconstitucionalidad. Así hemos negado la posibilidad 
de que un precepto legal pueda infringir autónomamente el art. 10.2 CE. La STC 
36/1991, de 14 de febrero, declaró que: “esta norma se limita a establecer una conexión 
entre nuestro propio sistema de derechos fundamentales y libertades, de un lado, y los 
convenios y Tratados Internacionales sobre las mismas materias en los que sea parte 
España, de otro. No da rango constitucional a los derechos y libertades internacional-
mente proclamados en cuanto no estén también consagrados por nuestra propia 
Constitución y ratificados por España, pero obliga a interpretar los correspondientes 
preceptos de ésta de acuerdo con el contenido de dichos Tratados o Convenios, de modo 
que en la práctica este contenido se convierte en cierto modo en el contenido consti-
tucionalmente declarado de los derechos y libertades que enuncia el capítulo segundo 
del Título I de nuestra Constitución.  
 
Es evidente, que cuando el legislador o cualquier otro poder público adopta 
decisiones que, en relación con uno de los derechos fundamentales o las libertades que 
la Constitución enmarca, limita o reduce el contenido que al mismo atribuyen los 
citados Tratados o Convenios, el precepto constitucional directamente infringido será el 
que enuncia ese derecho o libertad, sin que a ello añada nada la violación indirecta y 
                                               
14 STC 64/1991, de 22 de marzo. 
15 Durante el mes de febrero de 2014 se aprobó la reforma de la ley de justicia universal por el 
gobierno español con los votos del PP. Esta ley, permitió liberar en los últimos meses a 53 detenidos que 
traficaban con droga en narcobarcos en aguas internacionales. Y todo ello ordenado por la sala penal de la 
Audiencia Nacional al entender que solo se puede actuar contra el tráfico ilegal de drogas aplicando el art. 
23.4, apartado ‘i’ que señala cuando se dirija el procedimiento contra un español o cuando se trate de 
actos de ejecución de estos delitos con miras a su comisión en territorio español. El Tribunal Supremo 
dicta con fecha 23/julio/2014 lo contrario, pues entiende que está reconocida la competencia española en 
la reforma de la ley universal siempre que los tratados internacionales otorguen competencia que viene 
otorgada por la Convención de Viena de 1988 y por los acuerdos de mar de Montego Bay de 1982, 
sosteniendo que el articulado refiere en el art. 23.4, apartado ‘d’ competencia de los tribunales españoles 
para instruir causas de “tráfico ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas que se 
cometan en los espacios marinos en los supuestos previstos en los tratados ratificados por España”. 
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mediata del art. 10.2 CE, que por definición no puede ser nunca autónoma, sino de-
pendiente de otra, que es la que este Tribunal habrá de apreciar en su caso” (FJ 5).  
 
Es de señalar asimismo que una eventual contradicción de los Tratados por las 
Leyes o por otras disposiciones normativas tampoco puede fundamentar la pretensión 
de inconstitucionalidad de una Ley por oposición a un derecho fundamental, “puesto 
que las normas constitucionales que reconocen los derechos y libertades han de 
interpretarse ‘de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y 
Tratados y Acuerdos Internacionales sobre las mismas materias ratificados por España’ 
(art. 10.2 CE). Sin embargo, tampoco en un supuesto de esta naturaleza se convertiría 
per se el Tratado en medida de la constitucionalidad de la Ley examinada, pues tal 
medida seguiría estando integrada por el precepto constitucional definidor del derecho o 
libertad, si bien interpretado, en cuanto a los perfiles exactos de su contenido, de 
conformidad con el Tratado o Acuerdo Internacional”16. Quiero señalar que los Tratados 
no limitan el ejercicio de los derechos y libertades fundamentales, puesto que el desa-
rrollo es a través de LO en nuestro país. 
 
2. LOS DERECHOS Y LIBERTADES DE LOS EXTRANJEROS 
 
2. 1. Derechos y libertades de naturaleza política 
 
La Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los ex-
tranjeros en España y su integración social establece en su art. 3: 
1.  “Los extranjeros gozarán en España de los derechos y libertades reconocidos en el 
Título I de la Constitución en los términos establecidos en los Tratados Internacionales, 
en esta Ley y en las que regulen el ejercicio de cada uno de ellos. Como criterio in-
terpretativo general, se entenderá que los extranjeros ejercitan los derechos que les reco-
noce esta Ley en condiciones de igualdad con los españoles. 
2. Las normas relativas a los derechos fundamentales de los extranjeros serán interpre-
tadas de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y con los 
Tratados y Acuerdos Internacionales sobre las mismas materias vigentes en España, sin 
                                               
16 STC 28/1991, de 14 de febrero. 
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que pueda alegarse la profesión de creencias religiosas o convicciones ideológicas o 
culturales de signo diverso para justificar la realización de actos o conductas contrarios 
a las mismas”. 
La Ley  Orgánica 4/2000 establece en el art. 6 (Participación pública): 
1. “Los extranjeros residentes en España podrán ser titulares del derecho de sufragio, en 
las elecciones municipales, en los términos establecidos en la Constitución, en los 
Tratados Internacionales, en su caso, y en la Ley. 
2. Los extranjeros residentes, empadronados en un municipio, tienen todos los derechos 
establecidos por tal concepto en la legislación de bases de régimen local, pudiendo ser 
oídos en los asuntos que les afecten de acuerdo con lo que disponga la normativa de 
aplicación. 
3. Los Ayuntamientos incorporarán al padrón a los extranjeros que tengan su domicilio 
habitual en el municipio y mantendrán actualizada la información relativa a los mismos. 
4. Los poderes públicos facilitarán el ejercicio del derecho de sufragio de los extranjeros 
en los procesos electorales democráticos del país de origen”. 
El art. 13.2 de la Constitución expone “solamente los españoles serán titulares 
de los derechos reconocidos en el art. 23, salvo lo que, atendiendo a criterios de reci-
procidad, pueda establecerse por Tratado o Ley para el derecho de sufragio activo y 
pasivo en las elecciones municipales”. Este precepto resulta de la Reforma Consti-
tucional de 27 de agosto de 1992 (BOE de 28 de agosto). Tiene su origen normativo 
inmediato en el Tratado de Maastricht, de 7 de febrero de 1992, que atribuyó a los 
nacionales de los Estados Miembros de la Unión los derechos de sufragio activo y 
pasivo en las elecciones municipales en el Estado Miembro donde residen y del cual no 
son nacionales (art. 8.B.1 TCEE)17.  
La creación de una ciudadanía europea apuntalada por el derecho de fuente 
comunitario ha sido una de las grandes aspiraciones de los Estados Miembros, asentada 
sobre una serie de derechos para los nacionales procedentes de las instituciones CE, y 
                                               
17 La medida se fundamenta en el derecho comunitario, y según la Directiva 94/80/CE del Consejo: 
“Supone una aplicación del principio de igualdad y no discriminación entre ciudadanos nacionales y no 
nacionales, y 2. corolario del derecho de libre circulación y residencia contemplado en el art. 8 A del 
Tratado”.  
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esencialmente en el derecho a participar mediante el sufragio activo y pasivo en elec-
ciones municipales del Estado Miembro donde residan y del cual no son nacionales18.  
No fue ajeno en este sentido el Tribunal Constitucional, afirmando que la 
Declaración de 1 de julio de 1992, sobre el Tratado de Maastricht (7 de febrero, 1992),  
ratifica que el art. 23 CE no excluye a los extranjeros del derecho a participar, sino que 
esta exclusión vendría dada por el artículo 13.2 salvo que quedarán excluidos al no exis-
tir Tratados que lo validen19. 
La contradicción, así confirmada por el Tribunal Constitucional, se encontraría 
en el derecho del sufragio pasivo, reconocido por el art. 8.B.1 TCEE a los extranjeros 
comunitarios, pero no es el art. 13.2 CE20. 
El Tribunal Constitucional aclaró que el art. 23.1 de la Constitución recoge el 
concepto de ciudadano en sentido estricto, pero dicho concepto no tiene carácter ex-
cluyente de los no ciudadanos, como los extranjeros; así pues tal exclusión vendría dada 
únicamente por el art. 13.2 de la Constitución. De acuerdo con el art. 1.2 CE. Respecto 
a: “La soberanía nacional reside en el pueblo español”. El Tribunal Constitucional (en 
sentencia de 1 de julio de 1992) afirmó: “Tampoco la proclamación inscrita en el art. 
1.2 de la Constitución queda contradicha, ni afectada siquiera, por el reconocimiento del 
sufragio pasivo en las elecciones municipales, a un determinado círculo o categoría de 
extranjeros [...] es suficiente advertir, para fundamentar lo dicho, que la atribución a 
quienes no son nacionales del derecho de sufragio en las elecciones a órganos 
representativos sólo podría ser controvertida, a la luz de aquel enunciado constitucional, 
si tales órganos fueran de aquellos que ostentan potestades atribuidas directamente por 
la Constitución y los Estatutos de Autonomía y ligadas a la titularidad por el pueblo 
español de la soberanía”. 
                                               
18 ARNALDO ALCUBILLA, E., “El derecho de sufragio de los extranjeros en las elecciones 
locales”, Revista Espanyola de Dret Constitucional, nº. 34, 1992. 
19 El Gobierno de la Nación planteó un requerimiento al Tribunal Constitucional para que, de 
acuerdo con lo estipulado en el art. 95 de la Constitución, se pronunciara sobre la posible contradicción 
entre el artículo 13.2 (que reconocía, en determinadas condiciones, el derecho de sufragio activo —pero 
no el pasivo— de los extranjeros en las elecciones municipales) y el art. 8. B. 1 del Tratado constitutivo 
de la Comunidad Europea (que reconocía a los nacionales de los Estados Miembros de la Unión los de-
rechos de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales en el Estado Miembro de residencia del 
cual no fueran nacionales).  
20 La cuestión era, básicamente, discernir si la contradicción se encontraba con el art. 23.1 CE, que 
reserva a los ciudadanos el derecho a participar, y en consecuencia se tendría que reformar el precepto por 
el procedimiento agravado y extraordinariamente dificultoso del art. 168 o bien, si solo contradecía el art. 
13.2, y en consecuencia la reforma podría realizarse por la vía del art. 167.  
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Un requisito exigido por la ley para que los extranjeros puedan participar en 
las elecciones municipales es la residencia legal en España. Así lo establece la LOREG, 
que reconoce en determinados “residentes extranjeros” el derecho de sufragio activo 
(art. 176.1) y pasivo (art. 177.1)21. También lo instituye la Ley Orgánica 4/2000, de 11 
de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración so-
cial, reformada por la LO 2/2009, de 11 de diciembre de 2009 (art. 6).  
Los derechos de sufragio activo y pasivo de los extranjeros se reconocen en 
los términos establecidos en los Tratados o en la Ley (art. 13.2 CE), por lo que no es 
necesaria una equiparación absoluta con los españoles. La residencia legal se presume 
para los españoles; la situación para los extranjeros, en cambio, no es la misma: “La 
inscripción [...] en el padrón municipal no constituirá prueba de su residencia legal en 
España ni les atribuirá ningún derecho que no les confiera la legislación vigente, espe-
cialmente en materia de derechos y libertades de los extranjeros en España” (art. 18.2 
LRBRL)22.  
En principio, a efectos del ejercicio de los derechos de sufragio, debe enten-
derse que la residencia legal comprende las dos situaciones de los extranjeros en 
España: tanto no discriminación en el ejercicio del derecho al sufragio, como la buena 
conducta, tener familia, poseer algún capital en giro o propiedad en el país, o profesar 
alguna ciencia, arte o industria.  
 
Por otra parte, el legislador puede exigir un periodo mínimo de residencia 
legal en España a los extranjeros para el ejercicio de los derechos de sufragio. Para el 
ejercicio de estos derechos de sufragio activo y pasivo por parte de los ciudadanos 
comunitarios, los art. 176 y 177 de la LOREG no exigen ningún periodo mínimo de 
                                               
21 El “sufragio activo” es el derecho al voto. Refiere el art. 23.1 de la Constitución Española “los 
ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de re-
presentantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal”. El “sufragio pasivo”: 
es el derecho a presentarse como candidato y ser votado. El art. 23.2 de la Constitución Española señala 
que “asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, 
con los requisitos que señalen las leyes”. 
22 SANTOLAYA, P. y DÍAZ GREGO, M., El sufragio de los extranjeros. Un estudio de Derecho 
Comparado, CEPC, Colección Cuadernos y Debates nº. 183, Madrid, 2008, pp. 1-12; SANTOLAYA, P. 
y REVENGA, M., Nacionalidad, Extranjería y Derecho de sufragio, Colección Foro nº. 13, pp. 2-6, 
CEPC, Madrid, 2007; PRESNO LINERA, M. A., El derecho de voto, Tecnos, Madrid, 2003, pp. 14-45. 
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residencia en España (esto está conforme a la Directiva 94/80/CE del Consejo, de 19 de 
diciembre de 1994)23.  
 
La Convención del Consejo de Europa, sobre la participación de los 
extranjeros en la vida pública en el ámbito local (5 de febrero de 1992)24, exige para el 
ejercicio de los derechos de sufragio activo y pasivo en las elecciones locales haber 
residido legalmente y habitualmente en el Estado en cuestión durante los cinco años 
precedentes a las elecciones, aunque cada parte puede estipular un periodo de residencia 
más corto. Aunque el periodo de residencia mínimo que se exige con más frecuencia a 
otros países europeos son tres años, en España quizás es conveniente establecer un pe-
riodo mínimo de residencia de cinco años, periodo de tiempo a partir del cual se adquie- 
re la residencia permanente (de hecho, así se hace en los nuevos Tratados firmados 
desde febrero del 2009. 
 
España tiene suscritos Acuerdos de Reciprocidad para extranjeros no comuni- 
tarios con: Noruega, Ecuador, Nueva Zelanda, Colombia, Chile, Perú, Paraguay, Cabo 
Verde, Islandia y Bolivia. En tales Acuerdos se reconoce el derecho de los ciudadanos 
de estos Estados a votar en las elecciones municipales y de entidades locales de ámbito 
territorial inferior al municipio, previa solicitud de inscripción en el censo electoral 
municipal25. 
 
2. 2. Asociación 
 
Este derecho viene reconocido por el art. 22 de nuestra Constitución. Se 
reconoce el derecho de asociación, haciendo constar que deben utilizarse para promover 
fines sociales, necesitando estar inscritas en el registro para su publicidad, prohibién-
dose las que promuevan actos delictivos, sean secretas o paramilitares. 
                                               
23 FENNEMA, M. y TILLIE, J., “Political participation and political trust in Amsterdam: civic 
communities and ethnic networks”, Journal of Ethnic and Migration Studies, vol. XXV, 1999, pp. 703-26. 
24 En el ámbito de UE la reciprocidad entre los Estados Miembros viene reconocida desde la adop-
ción del Tratado de UE o Tratado de Maastricht de 1992. SOLANES CORELLA, Á., “La participación 
política de las personas inmigrantes: cuestiones para el debate”, Derechos y Libertades, nº. 18, pp. 6-21.  
25 Además, es necesario ser mayor de dieciocho años, no estar privado del derecho a sufragio 
activo en el país de origen, estar en posesión de la autorización de residencia en España y haber residido 
legalmente en España el tiempo establecido en el correspondiente Acuerdo. El derecho de voto se ejercerá 
en el municipio donde tenga su residencia habitual, en cuyo padrón deben estar inscritos. Ahora bien, 
debe destacarse que estos Acuerdos tan sólo reconocen el derecho al voto, y no el derecho al sufragio 
pasivo. 
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No son pocas las ocasiones en que los medios de comunicación denuncian las 
asociaciones ilícitas y en materia de extranjería, los abusos que suelen padecer este co-
lectivo incluso por compatriotas, de aquí el especial interés en matizar los siguientes 
aspectos: 
 
La Ley 4/2000, de 11 de enero sobre derechos y libertades de los extranjeros 
en España y su integración social,  y la reforma en ella llevada a cabo por la Ley 
Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre, condiciona el ejercicio del derecho de asociación 
a la obtención de autorización de estancia o residencia en España (art. 8.1). Una vez    
lograda el extranjero puede ejercer el derecho en las mismas condiciones que los 
españoles.  
 
Aunque el art. 22 solo proclama expresamente la libertad positiva de asociarse, 
ésta viene inexorablemente acompañada de la libertad de no asociarse. Si la libertad po-
sitiva refleja el pluralismo social y la actividad organizada de un grupo de personas (tres 
como mínimo son necesarios para constituir una asociación según el art. 5.1 de la Ley 
Orgánica 1/2002) encaminada a fines lícitos sin ánimo de lucro, la libertad negativa, 
acaso la más polémica, implica el derecho a no ser obligado a pertenecer a ninguna 
asociación26.  
 
La libertad de asociarse se manifiesta ad extra en el acuerdo de constitución 
que refleja esa voluntad de tres o más personas de actuar de consuno en la consecución 
de los fines asociativos; y ad intra en la capacidad de fijar esos fines, de organizar la 
asociación y establecer el régimen interno de acuerdo, claro está, con el orden jurídico. 
La libertad de asociarse implica, por tanto, la facultad de autoorganización27 que se con-




                                               
26 STC 5/1981, de 13 de febrero. STC 5/ 56/1995, de 6 de marzo, vid. BILBAO UBILLOS, J. M., 
Libertad de asociación y derecho de los socios, Secretariado de Publicaciones e Intercambio Científico, 
Valladolid, 1997, pp. 192-194. 
27 STC 218/1988, de 22 de noviembre, vid. LUCAS MURILLO DE LA CUEVA, E., El derecho de 
asociación, Tecnos, Madrid, 1996, pp. 315-320. 
28 STC 56/1995, de 6 de marzo, vid. AGUIAR DE LUQUE, L., El derecho de asociación, en Óscar 
Alzaga Villamil (dir.), Comentarios a la Constitución española de 1978, Cortes Generales, t, II, Madrid, 
1996-1999, pp. 607-633. 
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2. 3. Reunión, manifestación y participación pública 
 
El art. 20 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, dispone:        
“Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas”. La Ley 
4/2000 en este sentido, ratifica el derecho que asiste al extranjero (art.7), cuando afirma 
el derecho en condiciones de igualdad con el español, limitado exclusivamente por la 
Ley Orgánica reguladora del Derecho de Reunión. También el art. 21 de la Constitución 
española hace una exposición clara de sus limitaciones, origen inmediato de derechos y 
obligaciones29; son derechos que al utilizarse cumplen una función “garantista” del de-
recho en concreto y del sistema de derechos en su conjunto, delimitando el ejercicio de 
cada derecho en función de la garantía de ejercicio de los demás30; el propio Tribunal 
Constitucional sentencia el derecho a expresarse libremente, se sustrae al legislador la 
posibilidad de alterar el contenido esencial del derecho permitiendo su aplicación di-
recta e inmediata, inspirada en el principio de libertad31. 
 
El art. 13.1 CE establece que los extranjeros gozarán en España de las liber-
tades que garantiza el Título I en los términos que establezcan los Tratados y la Ley. Por 
otra parte, el art. 21.1 CE reconoce el derecho de reunión a todas las personas, sin ma-
tización alguna referida a la nacionalidad: “se reconoce el derecho de reunión pacífica y 
sin armas”. En misma línea sigue el Preámbulo de la LO 7/1985, de 1 de julio, de los 
derechos y libertades de los extranjeros en España. 
 
Sin embargo, esta declaración del Preámbulo entra en abierto contraste con el 
art. 7 de la misma Ley, relativo al derecho de reunión, cuando exige a los extranjeros 
como a los españoles “para poder promover la celebración de reuniones públicas en lo-
cal cerrado o en lugares de tránsito público, así como manifestaciones” la solicitud de 
autorización previa. Esta exigencia venía a suponer que, en realidad, no le era aplicable 
a los extranjeros el art. 21.1 CE ‘in fine’ en el que se dice expresamente que el ejercicio 
del derecho de reunión no necesitará autorización previa. Esta desafortunada desna-
turalización del derecho de reunión con ocasión de su ejercicio por extranjeros provocó 
                                               
29 FRANCISCO RUBIO LLORENTE, F.,  “La Constitución como fuente del Derecho”, en La for-
ma del poder (Estudios sobre la Constitución), Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1993, p. 83. 
30 ARAGÓN REYES, M., “Constitución y derechos fundamentales”, Quaderns de Treball, Centre 
d'Estudis de Drets Humans de la Universitat Autónoma de Barcelona, nº. 2, 1994, p. 19; vid, STC 101/ 
1985, de 4 de octubre, t, XIII, septiembre de 1986. F. J. 3 y 4, pp. 23-24. 
31 STC 36/1982, de 16 de junio, “Jurisprudencia Constitucional”, t, III, 1983, pp. 447-449. 
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la presentación por el Defensor del Pueblo del recurso de amparo que fue resuelto por la 
STC 115/1987, de 7 de julio32. El Tribunal sustenta su decisión de declarar inconsti- 
tucional y nula la exigencia de autorización previa en las reuniones públicas de extran-
jeros a partir de un análisis comparativo entre el art. 7 de la LO 7/1985 y el art. 21 CE. 
 
No es menos cierto que la libertad en alguna de las esferas de actuación puede 
estar limitada por Tratados Internacionales, así el art. 11 del Convenio de Roma y el art. 
21 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, autorizan al legislador 
nacional a sujetar el ejercicio de estas libertades “a las restricciones que sean necesarias 
en una sociedad democrática en interés de la seguridad nacional, de la seguridad pública 
o del orden público, o para proteger la salud o la moral públicas, o los derechos o 
libertades de los demás”33. 
 
El art. 6 de la ley LODYLE 8/2000 regula la participación pública, esta nor-
mativa constituye un  “apoyo al movimiento asociativo de los inmigrantes”. El art. 6. 3 
obliga a los ayuntamientos al mantenimiento actualizado del padrón de extranjeros que 
residan34 en el municipio35. 
 
Y es que la aportación del extranjero al país donde reside suele ser muy impar-
tante, por tanto tiene el derecho legítimo de participar como elemento activo en todas 
aquellas decisiones políticas que puedan afectarle; le aportarán una integración más 
afectiva. El Derecho interno de los países ha ido asumiendo que el ejercicio de esta cla-
se de derechos tiene relación directa con la plena realización del hombre, y con la garan-
tía constitucional del respeto a la dignidad personal36 y la integración de los extranjeros 
en los centros de acogida. 
                                               
32 STC 115/1987, de 7 de julio, “Jurisprudencia Constitucional”, t, XVIIId, marzo de 1988, pp. 
575-600. Vid. comentario a dicha STC en FERRER PEÑA, R. M., Los derechos de los extranjeros en 
España, Tecnos, Madrid, 1989, pp. 76-79.  
33 Voto particular de los Magistrado Tomás y Valiente, García Mon y Rubio Llorente a la STC 
115/1987, de 7 de julio, “Jurisprudencia Constitucional”, t, XVIII, marzo de 1988, pp. 598-600. El conve-
nio de Roma hace mención a la prevención del delito. 
34 El concepto de residente resulta un tanto confuso porque en el mismo Título I de la Ley Orgáni- 
ca primero se alude a ‘situación regular administrativa’ mientras que más tarde se menciona la necesidad 
de residir, vid, ESPINAR VICENTE, J. M., Extranjería e inmigración en España, cit., p. 62. 
35 El art. 6 redactado por el apartado ocho del artículo único de la L.O. 2/2009, de 11 de diciembre, 
de reforma de la L.O. 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y 
su integración social (BOE. 12 diciembre). Vigencia: 13 diciembre 2009. 
36 Mientras la Declaración Universal de los Derechos del Hombre de 1948 no reconoce a los 
extranjeros el derecho a tomar parte en los asuntos públicos, la Convención Europea de Protección de   
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3. Derechos y libertades de carácter laboral 
 
3. 1. Derecho al trabajo: Requisitos para acceder 
 
La finalidad más importante de la política actual de empleo es aunar la oferta y 
demanda. Adecuar las necesidades a la demanda de trabajo sin perjudicar el tejido 
industrial. Dentro de la actual política, estaría condicionada a tres tipos de trabajadores: 
nacionales, comunitarios y  extranjeros autorizados. Parece por tanto que existe, diga-
mos preferencia, y que prima la legalidad respecto a quienes no gozan de autorización 
para ejerce actividad o trabajo. 
 
El art. 3 LOE implanta la práctica equiparación de los extranjeros y españoles 
en nuestro ordenamiento jurídico, puesto que viene a decir que “los extranjeros gozarán 
en España de los derechos y libertades reconocidos en el Título I de la Constitución en 
los términos establecidos en los Tratados Internacionales, en esta Ley y en las que re-
gulen el ejercicio de cada uno de ellos. Como criterio interpretativo general, se 
entenderá que los extranjeros ejercitan los derechos que les reconoce esta Ley en 
condiciones de igualdad con los españoles”37. De hecho, el art. 10 LOE respecto al ex-
tranjero establece que “tendrán derecho a ejercer una actividad remunerada por cuenta 
propia o ajena, así como al acceso al sistema de la seguridad social, de conformidad con 
la legislación vigente”. Es claro, pues, que estos extranjeros “regulares” pueden trabajar, 
de contar, en caso de ser necesario, con la correspondiente autorización38. 
 
También es cierto que las empresas necesitan probar la necesidad ‘real’ de 
trabajadores a contratar39. El propósito no es otro que regular el mercado laboral sin 
                                                                                                                                          
los Derechos del Hombre y de las Libertades Fundamentales de 4 de noviembre de 1950, declara 
expresamente la libertad de los Estados de imponer restricciones a la actividad política de los extranjeros. 
Por su parte, la Convención Americana relativa a los Derechos del Hombre, de 22 de noviembre de 1969, 
reserva expresamente a los ciudadanos la participación en los asuntos públicos, tal y como se prevé 
también en el art. 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 19 de diciembre de 1966. 
De este modo, lejos de servir a una mayor extensión de los derechos políticos, el Derecho internacional ha 
coadyuvado a legitimar, por vía de la elaboración de convenios, la situación, hoy todavía general, de 
rechazo del acceso de los extranjeros a los derechos políticos. 
37 Esta norma viene casi a reproducir el art. 13 de nuestra Constitución. 
38 PÉREZ VERA, E., “De los españoles y extranjeros,” Revista de derecho político, ISSN 0210-
7562, nº. 36, pp. 73-88; ID, El derecho español de extranjería (addenda al vol. I, Derecho Internacional 
Privado), UNED, ISBN: 84-362-2097-8, Madrid, 1986. 
39 Las autorizaciones previas al empresario para contratar sólo tenía un precedente en el Regla-
mento de desarrollo de la LO 7/1985, y para los supuestos de empresarios no residentes; AÑON ROIG, 
M. J., La universalidad de los derechos sociales: el reto de la inmigración, Publicaciones de la 
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perjudicar a los trabajadores nacionales así como vigilar las posibles bolsas de emplea-
dos en situación irregular que tienden a ser fruto de mafias con la consiguiente extorsión 
y abuso ampliamente conocido en el contexto actual40. 
 
El art. 36.1 de la LOE fue cuestionado al establecer la obligatoriedad de ob-
tener permiso de trabajo, residencia o bien autorización de estancia por desigualdad en 
el trato respecto al resto de trabajadores que no poseían los mencionados requisitos. El 
TC resolvió que es válido exigir el requisito administrativo de ‘autorización de resi-
dencia’ para reconocer la capacidad de celebrar válidamente contrato de trabajo; no se 
opone a la Constitución este requerimiento41. Obviamente los gobiernos tienen que ha-
bilitar medidas que garanticen el trabajo42. El Tribunal Constitucional sentencia que 
constitucionalmente no resulta exigible la igualdad de trato entre los extranjeros y los 
españoles en materia de acceso al trabajo y no existe Tratado que así lo imponga. 
 
Ahora bien, cabe la posibilidad de contratar a un trabajador que una empresa 
considera necesario (art. 36.3 LOE) atendiendo a la causa y objetivo de la empresa al 
demostrarse necesario, pero siempre sujeto a la concesión administrativa estatal previa 
para poder contratar a un trabajador ‘no autorizado’. Si la contratación fuera irregular no 
invalidaría el contrato y el trabajador tendría las prestaciones sociales a que hubieran 
dado lugar43. Cuestión aparte sí habría sanciones para el empresario y para el trabaja- 
dor es complejo demostrar el tiempo que estuvo trabajando44. 
                                                                                                                                          
Universidad de Valencia, Tirant lo Blanch, Valencia, 2004, pp.7-14; SERRANO GARCÍA, J. y MENDO-
ZA NAVAS, N., Estudios sobre extranjería, Bomarzo, Albacete, 2005, pp. 7-15; SOLANES CORELLA, 
A., “La irregularidad que ‘genera’ la ley de extranjería: un factor a tener en cuenta en una futura re-
forma”, Revista de Derecho Migratorio y Extranjería, nº. 4, Lex Nova, 2003, pp. 2-8. 
40 CAMPBELL, R. y McCONNELL, S., Economía laboral, McGraw-Hill, Madrid, 1997, pp. 23-
30; MOYA ESCUDERO, M., Comentarios a la Ley de Extranjería, Comares, Granada, 2001, pp. 8-32.  
41 STC 107/de 23 de noviembre, 1984. 
42 La exigencia de un permiso de residencia para acceder a una autorización para trabajar, supone 
que la política de empleo en extranjería está ayudando a garantizar el control de los flujos migratorios. La 
obtención de la autorización para trabajar se vincula a la posesión de una autorización de residencia. Por 
tanto, la política de acceso de los extranjeros al trabajo se encuentra estrechamente conectada con la 
política de entrada y visados, esto es; con las situaciones administrativas (título II de la LO “Régimen 
jurídico de las situaciones de los extranjeros”, art. 24 a 49). 
43 En ese sentido, pronunciamientos referidos expresamente a la situación del irregular que trabaja, 
reconocen a favor del trabajador la indemnización derivada de despido improcedente, cuando careciendo 
de autorización para trabajar, el extranjero presta servicios y en un momento puntual el empresario decide 
prescindir de sus servicios sin concurrencia de causa. Se presume pues, que aunque no existe autorización 
administrativa que permita llevar a cabo una prestación de servicios, la relación de trabajo ha existido 
igualmente (S. TSJ de Madrid de 16 de mayo de 2006, Rec. 1331/2006; de Galicia de 30 de septiembre de 
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Considero adecuado mencionar el art. 15 de la Ley 7/85, al señalar que los 
extranjeros que deseasen ejercer cualquier actividad lucrativa debían de proveerse del 
correspondiente permiso de trabajo, no haciendo ninguna mención a la carencia de 
dicha autorización. Posteriormente, tanto la LO 4/2000 (art. 33) como la LO 8/2000 (art. 
36), además de insistir en la obligación de contar con una autorización previa a la hora 
de desempeñar una actividad productiva, hacen alusión al supuesto de que dichas 
actividades se desempeñen sin el correspondiente permiso, señalando que dicha caren-
cia no invalidará el contrato respecto de los derechos de los extranjeros. Finalmente, la 
LOE (art. 36), reitera la obligación de poseer una autorización, así como la no invalida- 
ción del contrato respecto de los derechos de los trabajadores irregulares, pero, in-
troduce un inciso nuevo reconociéndoles el derecho a las prestaciones que pudieran 
corresponderles. Por consiguiente, en el transcurso de estos años en los que se han ido 
promulgando varias leyes, parece que el legislador ha ido contemplando de manera cada 
vez más tuitiva, la situación de los trabajadores irregulares. Es interesante ver la evo-
lución que se ha ido produciendo.  
 
Por último, es evidente que el extranjero en situación irregular puede acceder a 
los órganos judiciales competentes en defensa de sus derechos como trabajador (además 
el art. 20 LOE reconoce sin distinciones el derecho a la tutela judicial efectiva) y lo 
hará, con el reconocimiento automático del derecho a la justicia gratuita, aunque plantee 
dudas el art. 22 de la LOE que reconoce este derecho en igualdad con los españoles solo 
a los extranjeros residentes -Ley de Procedimiento Laboral, en concreto, el R.D. Legis-
lativo, de 7 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Procedimiento 
Laboral-, debería aquí prevalecer en atención asimismo a las finalidades sociales que 
cumple, que pueden estar aún más justificadas en este caso. 
 
3. 2. Derecho a la huelga y de sindicación 
La Ley Orgánica 7/1985 de 1 de julio, sobre derechos y libertades de los 
extranjeros en España, que mantuvo su vigencia hasta el 1 de febrero de 2000, reconocía 
                                                                                                                                          
2005, Rec. 3972/2005; de Madrid de 13 de septiembre de 2005, Rec. 2486/2005; y CC. AA. Valenciana 
de 16 de junio de 2005, Rec. 713/2005). 
44 Claro está que, en última instancia, siempre puede plantearse la posible regularización de este 
extranjero acudiendo al denominado “arraigo laboral” ex. art. 45.7 y 46.7 RLOE pero, para que ello sea 
posible, debe demostrar un período mínimo de dos años de estancia en España y que ha estado prestado 
servicios durante un año, como poco. Y esto, ciertamente, puede ser difícil de probar. 
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el derecho de afiliación sindical y el derecho de huelga sólo a los trabajadores ex-
tranjeros que se hallaran legalmente en España, y disponía que su ejercicio debería 
llevarse a cabo “en las mismas condiciones que los trabajadores españoles, de acuerdo 
con lo dispuesto en las respectivas leyes reguladoras”45 
El art. 28. 2 de la CE, dice: “Se reconoce el derecho a la huelga de los traba-
jadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el ejercicio de este derecho 
establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios 
esenciales de la comunidad”46. 
La Ley Orgánica 8/2000, dio una nueva redacción al art. 11.1 de la Ley 
Orgánica 4/2000, que pasó a disponer “los extranjeros tendrán derecho a sindicarse 
libremente o a afiliarse a una organización profesional, en las mismas condiciones que 
los trabajadores españoles, que podrán ejercer cuando obtengan autorización de estancia 
o residencia en España”. En este momento se planteó ante el Tribunal Constitucional 
dudas sobre la adecuación del citado artículo con la Constitución. Se denunciaba la 
inconstitucionalidad del precepto por vulnerar el contenido esencial del derecho 
reconocido en el art. 28.1 de la CE y ser contrario a lo establecido en el art. 23.4 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, al art. 22 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, y al art. 11 del Convenio Europeo de Derechos Humanos. 
El art. 28.1 de la CE dispone:  
 
“Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejer-
cicio de este derecho a las fuerzas o institutos armados o a los demás cuerpos sometidos 
a disciplina militar y regulará las peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios 
públicos. La libertad sindical comprende el derecho a fundar sindicatos y a afiliarse al 
de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar confederaciones y a fun-
dar organizaciones sindicales internacionales o afiliarse a las mismas. Nadie podrá ser 
obligado a afiliarse a un sindicato”. 
 
El precepto constitucional hace hincapié en el derecho de “todos”, sin mencio-
nar específicamente la nacionalidad. Por otra parte, el Tribunal Constitucional menciona 
                                               
 
46 STC 11/1981, de 8 de abril; GONZÁLEZ BIEDMA, E., “Los extranjeros extracomunitarios en 
España y el derecho de huelga”, en SÁNCHEZ-RODAS NAVARRO, C. (dir.), Inmigración, mujeres y 
menores, Laborum, Murcia, 2010, pp. 407-418.  
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el aspecto funcional para ejercer la promoción, intereses y defensa de los trabajadores 
por los sindicatos47. 
 
A nivel internacional este derecho se ha convertido en un verdadero emblema 
contra la explotación humana. El art. 23 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, indica: “toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para su 
defensa”; el art. 22 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece 
que: “toda persona tiene derecho a asociarse libremente con otras, incluso a fundar sin-
dicatos y a afiliarse a ellos para la protección de sus intereses”. El art. 8 del Pacto Inter- 
nacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, proclama: “el derecho de toda 
persona a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección”. El art. 11.1 del Convenio 
Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamen-
tales consagra el derecho de toda persona a la libertad de reunión de asociación, in-
cluido el derecho de fundar, con otras, sindicatos y de afiliarse a ellos para la defensa de 
sus intereses; mientras que el art. 5 de la Carta Social Europea asevera que las partes 
contratantes se comprometen a que la legislación nacional no menoscabe la libertad 
sindical. Destaca lo establecido en los Convenios de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) núm. 87, sobre libertad sindical y protección del derecho de sindicación y 
                                               
47 STC 185/2003, de 27 de octubre. Destaca en la jurisprudencia constitucional, desde la STC 
38/1991, de 23 de noviembre, la necesidad de articular garantías a fin de preservar, de cualquier 
injerencia u obstáculo, el ejercicio de la libertad sindical reconocida en el art 28.1 de la CE. Entre ellas 
figura la garantía de indemnidad que integra el derecho del trabajador a no sufrir, por razón de su 
afiliación o actividad sindical, menoscabo alguno en su situación profesional o económica en la empresa 
STC 257/2007, de 17 de diciembre, FJ 2. La regulación de este derecho en nuestro ordenamiento jurídico 
se llevó a cabo mediante la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, que, en su art. 1, 
establece “todos los trabajadores tienen derecho a sindicarse libremente para la promoción y defensa de 
sus intereses económicos y sociales”. En relación con la normativa específica sobre los derechos de los 
extranjeros, la Ley Orgánica 7/1985, de 1 de julio, establecía en su art. 10 que se reconoce a los 
extranjeros este derecho; la Ley Orgánica 4/2000 reguló la libertad sindical de manera ‘más flexible’ al 
establecer que “los trabajadores extranjeros que se hallen en España tendrán el derecho a sindicarse 
libremente o afiliarse a una organización profesional en las mismas condiciones que los trabajadores 
españoles, de acuerdo con las leyes que lo regulen”. Esta regulación fue más favorable para los 
extranjeros, puesto que se eliminaba toda limitación, a la legalidad o no de la residencia del extranjero en 
España, que, con hallarse dentro del territorio, se le consideraba titular del derecho con los mismos 
efectos que el ciudadano español. Además, a diferencia de la Ley Orgánica 7/1985, en la nueva 
regulación se permitía la posibilidad de crear un sindicato por un ciudadano extranjero, ya que se 
sustituyó la primitiva expresión ‘afiliarse’, por la de ‘sindicarse’ de la que se puede deducir sin problemas 
que comprende todas las facetas de la libertad sindical, entre ellas la de crear un sindicato. La ley 8/2000 
endureció los requisitos para el trabajador ilegal y el Tribunal Constitucional en sentencia 236/2007, dejó 
sentando el derecho del extranjero en situación irregular a sindicarse y trabajar, así el gobierno al 
declarase inconstitucional los artículos de la Ley 8/2000 que modificaban el derecho de reunión, 
asociación y sindicación –solo en lo referente al extranjero en situación ilegal-, reforma la ley 4/2000       
-LO 2/2009, de 12 de diciembre, BOE, nº. 299-, para acomodarla a la sentencia mencionada por entender 
que afecta a la dignidad humana y de marcado carácter universal y, además es independiente de su situa-
ción administrativa.   
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núm. 98, relativo a la aplicación de los principios del derecho de sindicación y ne-
gociación colectiva, ambos ratificados por España. Por último, el art. 12 de la Carta de 
los Derechos fundamentales de la Unión Europea, reconoce a “toda persona” la libertad 
de asociación “en todos los niveles, especialmente en los ámbitos político, sindical y 
cívico, lo que supone el derecho de toda persona a fundar con otras sindicatos y afiliarse 
a los mismos para la defensa de sus intereses”48. 
 
Con posterioridad se mencionará la LO 8/2000 de 22 de diciembre, de modi-
ficación de la LO 4/2000 de 11 de enero sobre derechos y libertades de los extranjeros y 
su integración social. Sin duda alguna, la mayor importancia de la sentencia 236/2007 
de 7 de noviembre y 259/2007, desde la perspectiva laboral en clave constitucional, 
radica en el reconocimiento del derecho a la huelga a los trabajadores inmigrantes en 
situación irregular, sobre el pleno ejercicio del derecho de sindicación, y no solo su 
reconocimiento formal, para los inmigrantes irregulares. No obstante, la sentencia tam-
bién tiene especial interés por el concepto amplio que acuña de ‘trabajador’, toda per-
sona que presta sus servicios, al margen del cumplimiento de la normativa laboral y/o 
de extranjería.  
 
Matizar que nuevamente el Tribunal Constitucional ha sido relevante en este 
derecho esencial para los trabajadores ‘ilegales o carentes del derecho de residencia’ 
pues al ser denunciado por entenderse contrario al espíritu del art. 28.1 de la CE; art. 
23.4 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; al art. 22 del Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos y al art. 11 del Convenio Europeo de Derechos 
Humanos. El Tribunal en la Sentencia 236/2007, recordó que el derecho de libre sin-
dicación tiene el contenido esencial que ha vinculado su titularidad a “todos” los traba-
jadores en su caracterización material, y no jurídico-formal, y a “todos” los sindicatos 
(art. 28.1 en relación con el art. 7 de la CE), entendiendo de este modo la proyección 
universal subjetiva que de dicho derecho efectúan los tratados internacionales, entre 
ellos, destaca el Convenio 87 de la OIT relativo a la libertad sindical y a la protección 
del derecho de sindicación, cuyo art. 2 reconoce a todos los trabajadores, sin distinción 
alguna y sin autorización previa, los derechos de fundación de sindicatos y de afiliación 
                                               
48 En cuanto a la justicia gratuita es de aplicación a los extranjeros sea cual fuera su situación al 
considerarse la tutela judicial efectiva establecida por la Constitución española, así queda garantizada por 
las Sentencias del Tribunal Constitucional 236/2007 y 259/2007. 
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a ellos. Por tanto, no resulta acorde con la Constitución, en opinión del Tribunal, la 
exigencia de la situación de legalidad en España para su ejercicio por parte de los 
trabajadores extranjeros, aunque lo sea para la celebración válida de su contrato de tra-
bajo y, consecuencia, para la obtención de la condición jurídico-formal de trabajador 
(art. 38 de la Ley Orgánica 4/2000, y art. 1.1, 7.c) y 9.2 del texto refundido de la Ley del 
Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
marzo). Enseguida advierte el Tribunal que ello no significa que el legislador orgánico 
no pueda establecer limitaciones o excepciones a su ejercicio en los términos a los que 
ya se refiere el propio art. 28.1 de la CE. Pero la exclusión total del derecho de libertad 
sindical de aquellos extranjeros que trabajen pese “a no haber obtenido autorización de 
estancia o residencia en España”, no se compadece con el reconocimiento del derecho 
de libertad sindical que efectúa el art. 28.1 de la CE interpretado conforme a la normati- 
va internacional del derecho ratificada por España. 
 
4. Derecho de naturaleza educativa y asistencial 
 
4. 1. Derecho a la educación 
 
La Ley 7/1985, reconocía derechos del inmigrante irregular en España49. Con 
posterioridad la Ley 4/2000 diferenció entre residentes legales, extranjeros empadro-
nados y extranjeros en situación irregular, otorgando más derechos a quienes siendo ex-
tranjeros pudiera disfrutar del empadronamiento con independencia de la situación 
(legal o irregular). La modificación de esta norma por la Ley 8/2000 trajo consigo un 
recorte en el otorgamiento de derechos a los inmigrantes irregulares, manteniendo úni-
camente el derecho a la asistencia sanitaria, servicios y prestaciones sociales básicos a 
los inmigrantes empadronados. Ante esta nueva regulación legal que recortaba dere-
chos, se interpuso recurso ante el Tribunal Constitucional y como consecuencia de ello 
el Alto Tribunal (STC 236/2007, de 7 de noviembre) amplió el abanico de derechos que 
                                               
49 Se trató de una ley necesaria atendiendo al Derecho moderno pues era preciso aprobar una Ley 
que se adecuase a la Constitución como a los textos internacionales ratificados por España. No obstante,  
fue cuestionada por el Defensor del Pueblo al presentar recursos contra el Derecho de reunión, asociación, 
internamiento y la imposibilidad de la suspensión de las resoluciones administrativas. Esta ley fijará la 
entrada, permanencia y salida del territorio español, diferenciándose las situaciones de legalidad e ilega-
lidad, debiendo impedirse las últimas. Hasta entonces, las leyes esporádicas en la materia tenían en algún 
caso más de 100 años evidenciando la escasa problemática que hasta la fecha habían suscitado. Baste 
como ejemplo el Real Decreto de Extranjería de 1852, el Real Decreto de 1935, el Decreto 552/1974, la 
Ley 118/1969 de igualdad de derechos sociales de los trabajadores de la Comunidad Iberoamericana y 
Filipinas y la Ley 58/1980 de régimen laboral y seguridad social de trabajadores residentes guineanos en 
España. La ley 7/85 se mantuvo vigente 15 años. 
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se deberían de otorgar a los inmigrantes, incluso en situación irregular. La sentencia fue 
recogida en la vigente Ley Orgánica 2/2009 de 11 de diciembre. Así la LOEX, expone:  
 
Art. 9. “Los extranjeros menores de dieciséis años tienen el derecho y el deber a la  
educación, que incluye el acceso a una enseñanza básica, gratuita y obligatoria. Los 
extranjeros menores de dieciocho años también tienen derecho a la enseñanza pos-
obligatoria. Este derecho incluye la obtención de la titulación académica correspon-
diente y el acceso al sistema público de becas y ayudas en las mismas condiciones que 
los españoles. En caso de alcanzar la edad de dieciocho años en el transcurso del curso 
escolar, conservarán ese derecho hasta su finalización.  
 
En todo caso, los extranjeros residentes mayores de dieciocho años tienen el 
derecho a acceder a las demás etapas educativas, a la obtención de las titulaciones 
correspondientes, y al sistema público de becas en las mismas condiciones que los 
españoles”50. 
 
4. 2. Derecho a la asistencia sanitaria y prestaciones sociales 
 
El art. 12 de la Ley Orgánica sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros 
(LODLE) en España, modificada en el año 2009, reconoce que “los extranjeros empa-
dronados en el municipio en el que tengan su domicilio habitual tienen derecho a la 
asistencia sanitaria en las mismas condiciones que los españoles”. Sin necesidad de es-
tar empadronados, tienen derecho a la asistencia sanitaria pública de urgencia por enfer-
medad grave o accidente, cualquiera que sea su causa, y a la continuidad de dicha 
atención hasta la situación de alta médica. Asimismo, se reconoce el derecho de las em-
barazadas extranjeras a recibir asistencia durante la gestación, el parto y el posparto, 
igualmente para los extranjeros menores de 18 años.  
Las autoridades españolas no han sido una excepción en la problemática sur-
gida con los extranjeros al limitar seriamente todos y  cada uno  de los derechos que les 
corresponden en materia sanitaria. Durante años, España fue garante en esta materia, no 
                                               
50 DELGADO DEL RINCÓN, L. E., “Algunas reflexiones sobre el derecho a la educación y cier-
tos elementos del sistema educativo que contribuyen a la integración social de los inmigrantes”, Revista 
de derecho migratorio y extranjería, nº. 32, 2013, pp. 103-124. 
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exenta en determinadas circunstancias de abusos incontrolados o del denominado ‘turis- 
mo sanitario’. 
La Carta Social Europea establece en el art. 13.1 el derecho a una asistencia 
sanitaria en estado de necesidad, de acuerdo a compromisos internacionales adquiridos. 
Sin embargo, el gobierno español aprobó el Real Decreto Ley 16/201251 de medidas 
urgentes para la sostenibilidad del sistema sanitario que supuso un antes y un después 
en la asistencia sanitaria española. Por un lado, estableció que por primera vez los 
jubilados iban a pagar por sus medicinas en proporción a sus ingresos. Por otro, avanzó 
copagos en prótesis y ambulancias, entre otros. La novedad para los extranjeros en si-
tuación irregular fue demoledora puesto que establece límites a la asistencia. Asimismo 
ha dejado sin efecto el carácter universal sanitario al limitar el acceso a la sanidad de 
aquellos en situación irregular. También el Decreto-Ley de 24 de abril de 2012 ha 
dejado fuera a otro colectivo, el de los familiares de extranjeros que pidieron la residen- 
cia por reagrupación familiar y la obtuvieron después de la aprobación del “decretazo”. 
Los afectados son, en general, personas mayores, los padres de trabajadores extranjeros 
que emigraron a España para trabajar, regularizaron su situación y después trajeron a 
sus familias, personas mayores sin recursos. Los extranjeros que con posterioridad al 24 
de abril de 2012 soliciten la inscripción en el Registro Central de Extranjería o el corres-
pondiente permiso de residencia, no tendrán derecho a la asistencia sanitaria con cargo 
al Sistema Nacional de Salud52. 
La única posibilidad real de ser atendido se limita a los casos de urgencia, em-
barazadas y niños, salvo que estén cotizando a la Seguridad Social o tengan un seguro 
adicional que les cubra los riesgos de enfermedad y que estuviera en vigor desde el RD. 
240/2007, pero no se llevó a la práctica hasta que dictaron normas estrictas en julio del 
año 201253. La retirada de un millón de tarjetas sanitarias fue una traba a la inmigración 
                                               
51 BOE nº. 98 de 24 de abril, 2012. 
52 DELGADO DEL RINCÓN, L. E., “El derecho a la asistencia sanitaria de los inmigrantes 
irregulares: reflexiones sobre la reforma introducida por el Real Decreto-Ley 16/2012, de 20 de abril, Re-
vista de estudios políticos, nº. 163, 2014, pp. 189-231. 
53 Los inmigrantes en situación irregular volverán a tener derecho a la atención primaria en el 
Sistema Nacional de Salud (SNS) pero no recuperarán la tarjeta –En Europa no tienen derecho a ella-, que 
les fue retirada con la aprobación de la reforma sanitaria en 2012. La razón esgrimida por el gobierno del 
PP -01/04/15, medida anunciada en los medios de comunicación-, es la saturación de las urgencias donde 
sí eran atendidos. Por otra parte se pretende igualar en derechos a todas las Comunidades Autónomas 
pues en Cantabria, Andalucía y País Vasco se atendía a los indocumentados en las consultas. El Real 
Decreto 16/2002, deja sin asistencia a no menos de 900. 000 personas –el ejecutivo no aportó cifras al 
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desde el año 2014, manteniéndose la suspensión del fondo para la acogida e integración 
de los inmigrantes y el refuerzo educativo, creado en el año 200554.  
La rigurosa dureza de esta medida también es de aplicación a los españoles 
que pasen más de 90 días al año en el extranjero y, se encuentren en situación de 
desempleo; quien busca trabajo en el extranjero pierde el derecho a asistencia en caso de 
enfermedad55. Decisiones políticas de hondo calado social. En este sentido, la Ley de 
Presupuestos (2014) también introduce una modificación en la Ley de cohesión y 
calidad del Sistema Nacional de Salud, donde especifica que tendrán la condición de 
asegurado aquellas personas que se encuentren en supuestos como “haber agotado la 
prestación o el subsidio por desempleo u otras prestaciones de similar naturaleza, en-
contrarse en situación de desempleo, no acreditar la condición de asegurado por 
cualquier otro título y residir en España”56. 
                                                                                                                                          
respecto; muchas personas pertenecían a extranjeros comunitarios-. Queda por aclarar la fórmula para 
solicitar medicamentos en la farmacia sino se dispone de tarjeta sanitaria.  
54 Cándido Méndez, Periódico El País, de fecha 01/03/2014, p. 8. 
55 Texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legisla- 
tivo 1/1994 de 20 de junio (aprobadas las modificaciones y publicadas (BOE) el 26 de diciembre de 2013. 
56 STC 139/2016, de 21 de julio de 2016 (Pleno). Avala en su práctica totalidad la reforma del 
Sistema Nacional de Salud y la exclusión de la misma a las personas extranjeras en situación adminis-
trativa irregular (Rec. 4.123/2012). El Pleno del Tribunal Constitucional ha avalado (ocho votos contra 
tres) que se pueda dejar sin tarjeta sanitaria a los inmigrantes sin papeles (en el contexto económico en 
que fue aprobado el Real Decreto 16/2012). La norma reguló la condición de beneficiario de la asistencia 
sanitaria pública y dejó sin tarjeta a los inmigrantes carentes de permiso de residencia en nuestro país 
desde septiembre del año 2012. A partir de entonces, la asistencia sanitaria gratuita se limitaría esen-
cialmente a las urgencias. Esta medida formaba parte de una reforma sanitaria que buscaba un “mayor 
control y transparencia” sanitaria en el Sistema Nacional de Salud (SNS) con cargo a fondos públicos. 
Desde el primer momento, la retirada de la tarjeta a los irregulares contó con el rechazo del resto de 
partidos, profesionales sanitarios y organizaciones sociales. El Real Decreto regulaba la condición de 
asegurado y beneficiario en el Sistema Nacional de Salud, una condición que requería estar en posesión 
de una tarjeta sanitaria individual. Además de estar empleado, ser pensionista o cobrar el subsidio, la 
norma ofrecía la tarjeta a quienes no tuvieran ingresos superiores a 100.000 euros anuales ni cobertura 
obligatoria de la prestación sanitaria por otra vía, siempre que tuvieran nacionalidad española y residan en 
España. O bien que pertenecieran a la UE, el Espacio Económico Europeo o Suiza y estuvieran inscritos 
en el Registro Central de Extranjeros. Si eran de otro país, necesitaban autorización para residir en 
territorio español. Sin esa autorización, ya no había tarjeta. La retirada de la tarjeta sanitaria a los inmi-
grantes irregulares ha contado desde su entrada en vigor con el rechazo del resto de partidos políticos, 
algunas comunidades autónomas como Canarias, Cataluña, Andalucía y Euskadi, así como profesionales 
sanitarios y organizaciones sociales. Conviene mencionar que el año 2012, el Tribunal Constitucional  
levantó en parte la suspensión del decreto vasco de insumisión a la reforma sanitaria estatal y, contra el 
criterio del Gobierno permitiendo a Euskadi seguir facilitando la tarjeta sanitaria y atender a los sin 
papeles hasta que se pronunciara con una sentencia firme. El alto tribunal no entró de momento en la 
cuestión de fondo, que es el conflicto de competencias, pero entiende que mantener la suspensión cautelar 
de la norma vasca pero le obliga al copago (40% que debe asumir el enfermo), y extiende la cobertura 
sanitaria a los inmigrantes en situación irregular porque supondría un “perjuicio irreparable” para esas 
personas además de un peligro para la salud pública. El Constitucional alegó además que el supuesto 
ahorro por la exclusión del sistema de los inmigrantes en situación irregular puede no ser tal por el 
aumento de costes en las urgencias hospitalarias, “transfiriéndose sencillamente el gasto desde la atención 
primaria hacia la atención de urgencias”. La decisión afectaba en Euskadi a 25.000 y alrededor de 
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Las cifras comunitarias colocan a España como tercer país que más ingresa por 
el trabajo de los españoles en el extranjero -2012, de junio a septiembre con 1.643 
millones- solo por detrás de Francia e Italia57. 
 
4. 3. Protección social  
 
La Directiva europea  que data del año 2004, establece en su punto nº. 16 que: 
Los beneficiarios del derecho de residencia no podrán ser expulsados mientras no se 
conviertan en una carga excesiva para la asistencia social del Estado de acogida (…) 
Conviene que el Estado examine si tal recurso obedece a dificultades temporales y que 
tenga en cuenta la duración de la residencia, las circunstancias personales y la cuantía 
de la ayuda concedida antes de poder decidir si el beneficiario se ha convertido en un 
nuevo concepto jurídico indeterminado y si procede su expulsión58.  
 
En aplicación de esta Directiva, 13 de los 28 países de la UE (por ejemplo 
Bélgica, Alemania, Francia, Italia, Austria e Irlanda), practican expulsiones selectivas 
de inmigrantes comunitarios amparándose en la ‘carga excesiva’ que supone para sus 
arcas públicas y utilizan esta práctica para ‘acabar con la inmigración de la pobreza’. El 
último país en sumarse ha sido (Marzo, 2014) el gobierno alemán, si bien y como nove-
dad combina esta media con la implantación del salario mínimo por hora (8’5 euros), en 
España  (5’5 euros). 
 
Las ayudas van desde los 380 euros de Holanda, 600 en Bélgica a 1.200 de 
Alemania (dependiendo de las cargas familiares), aunque su duración no suele llegar al 
año y pasados 12 meses son retiradas. En el ámbito de la UE se permite a cualquier 
ciudadano europeo permanecer hasta tres meses en otro país de la UE con su DNI. A 
partir de ese momento, el permiso de residencia está condicionado a que la persona ten-
ga un contrato de trabajo; disponga de un seguro médico y de recursos económicos 
suficientes para vivir sin necesidad de recurrir a ayudas sociales; esté estudiando en 
                                                                                                                                          
180.000 en Catalunya, que también se sumó a la insumisión al decreto y ha mantenido la asistencia sani-
taria a los sin papeles. Pero en este caso el Ejecutivo central no ha recurrido ante el Constitucional porque 
la Generalitat, a diferencia del caso vasco, no hizo ninguna norma y acató la implantación del nuevo 
copago farmacéutico. 
57 Datos del INE, 2013; MORAN, T. H., Globalización y nivel de vida de los trabajadores, Políti- 
ca exterior, vol. 28, nº. 157, Madrid, 2014, pp. 106-116. 
58 Directiva 2004/38/CE y del Consejo del 29 de abril. 
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alguna institución educativa del Estado o sea familiar de primer grado de alguna per-
sona que cumpla los anteriores requisitos. Si no cumple con al menos uno de estos con-
dicionantes, la legislación europea deja la puerta abierta a una expulsión, pero la limita a 
‘circunstancias excepcionales’. 
 
En realidad las ayudas tienen relación con el salario mínimo. Dependiendo del 
país y situación económica se percibe una mayor o menor protección al desempleo59. 
 
País        SMI mes 
------------  --------- 
Luxemburgo    1.801,49 € 
Bélgica       1.472,42 € 
Irlanda       1.461,85 € 
Holanda       1.456,20 € 
Francia       1.425,67 € 
Gran Bretaña  1.244,42 € 
España          748,30 € 
Grecia          683,76 € 
Portugal        565,83 € 
Polonia         353,04 € 
Rumanía         157,26 € 
Bulgaria        148,28 € 
 
 
4. 4. Derecho de circulación por el territorio español  
 
 
La ley 4/2000 establece (título II, art. 5), el derecho a circular libremente por el 
Estado español, tendrán derecho igualmente a fijar la residencia sin limitaciones, salvo 
aquellas impuestas por las leyes y los tratados, también sujetas a medidas judiciales en 
las que figuren como imputados, víctimas, testigos, decisiones de extradición. Teniendo 
en cuenta las restricciones que pudieran presentar por razones de seguridad nacional en 
caso de excepción o de sitio regulados por la Constitución, determinando en qué cir-
cunstancias debe regir el principio de circulación libremente o por el contrario mediante 
la adopción de medidas que aseguren la localización del extranjero60. 
                                               
59 Oficina Estadística Comunitaria, 2014. El modelo aquí presentado es el equivalente a 12 pagas, 
mientras que en España son 14. 
60 La Ley además de remitirse a los supuestos generales plantea que 'excepcionalmente por razones 
de seguridad pública, de forma individualizada, motivada y en proporción a las circunstancias que 
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Por su parte, la Declaración Universal de los Derechos Humanos establece en 
el art. 13. 
 
- “Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territo- 
rio de un Estado. 
- Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a 
su país”. 
 
El art. 19 de la Constitución española reconoce a los españoles la libertad tanto 
para circular libremente por el territorio nacional como para fijar el lugar de residencia. 
Esta libertad, reflejada en el art. 139.2 de la Constitución, señala la imposibilidad de po-
ner obstáculos a la libre circulación; como afirmo, regulada por el ordenamiento interno, 
igualmente por normativa comunitaria. Tendría como sujeto expreso al español, pero 
por vía del Derecho de la Unión Europea (art. 18 TCE), se extiende a todos los ciu-
dadanos comunitarios y sus familias, de conformidad con las Directivas de desarrollo 
sin que los Estados puedan restringir el derecho más que por causa de orden o seguridad 
pública o de salud pública, cuya apreciación corresponde al Estado receptor pero siem-
pre con el control del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas61. 
 
El Tribunal Constitucional ha extendido el ámbito de aplicación de la libertad 
de circulación y de residencia a los extranjeros, si bien, no en iguales términos que a los 
españoles: estas libertades en el caso de los extranjeros sólo podrán limitarse en virtud 
                                                                                                                                          
concurran en cada caso' el Ministerio del Interior podrá imponer medidas limitativas como 'el alejamiento 
de fronteras o núcleos de población concretados singularmente'. El reglamento de desarrollo, aprobado 
por el Real Decreto 2393/2004, de 30 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su 
integración social, que a su vez ha sido modificado por el Real Decreto 1162/2009, de 10 Julio. La libre 
circulación sólo podrá ser suspendida con motivo de la declaración de cualquiera del estado de excepción 
o sitio, siempre que así se establezca expresamente en la autorización correspondiente, y podrá limitarse 
su ejercicio en caso de declaración de estado de alarma, de acuerdo con las características y motivos que 
provocaran la declaración de este estado excepcional. En ambos casos habrá de señalarse el alcance de las 
medidas (art. 55 CE en relación con art. 116 CE, desarrollado por la L.O. 4/1981, de 1 de junio, de los 
estados de alarma, excepción y sitio). Al margen de esto podrá limitarse o restringirse por circunstancias 
de carácter excepcional, ya sean naturales (p. ej., el cierre de una carretera a causa de unas inundaciones) 
o de otro carácter (p. ej., restricción de movimientos en un área para facilitar las tareas policiales en la 
búsqueda de unos delincuentes). En ocasiones la limitación puntual del derecho puede venir dada por el 
ejercicio de otros derechos por parte de otras personas, tal es el caso del derecho de manifestación o del 
derecho de huelga que puede condicionar temporalmente la libertad de circulación (SSTC 26/1981, de 17 
de julio; 59/1990, de 29 de marzo). 
61 Si bien la UE restringió este derecho a ciudadanos procedentes de países europeos de último 
ingreso. Y en Francia, se ha expulsado a determinadas etnias (por ej. rumanos). 
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de ley o en virtud de resolución judicial, sin que puedan restringirse de forma general o 
ilimitada y sin el respeto a las garantías establecidas por el ordenamiento62. 
 
5. Derechos relacionados con la intimidad personal y familiar 
 
5. 1. Derechos civiles e individuales  
 
La STC 236/2007 de 7 de noviembre, viene a resolver una cuestión crucial y 
es que los extranjeros no residentes y en situación ilegal tienen reconocidos derechos 
que les pertenecen por el mero hecho de ser personas, así menciona otra sentencia an-
terior (STC 99/1985 de 30 de noviembre; 91/2000, de 30 de marzo), donde reconoce a 
los extranjeros derechos que “pertenecen a la persona en cuanto tal y no como ciu-
dadano”. La dignidad de la persona ha de permanecer inalterable, se configura un “mi-
nimun invulnerable que todo estatuto jurídico debe asegurar”. El sujeto tiene derechos 
inherentes (STC 11/1981, de 8 de abril; 101/1991, de 13 de mayo). 
 
El art. 13 de la Constitución establece la posibilidad de que el legislador im-
ponga límites  a los derechos, restricciones o limitaciones, que conforme con el art. 10.1 
CE constituye fundamento de orden político (STC 242/1994 de 20 de julio), pero man-
teniendo lo esencial regulado por el art. 53. 1 CE respecto a los derechos y libertades. 
Va más allá el Tribunal Constitucional al afirmar de manera contundente que “el in-
cumplimiento de aquellos requisitos de estancia o residencia en España por parte de los 
extranjeros no permite al legislador privarles de los derechos que les corresponden”. 
Carecer de algunos requisitos  legales no impide el ejercicio de determinados derechos o 
contenidos de los mismos que por su propia naturaleza son incompatibles con la situa-
ción irregular. Los Tratados pueden establecer los cauces para el ejercicio de determi-
nados derechos (derecho al trabajo) porque otros derechos son inalienables. 
 
                                               
62 SSTC 94/1993, de 21 de marzo, o 242/1994, de 20 de julio. La regulación actual de la libertad de 
circulación de los extranjeros la encontramos en el art. 5 de la L.O. 4/2000, de 11 de enero, sobre 
derechos y libertades de los extranjeros de su integración social, modificada por la L.O 8/2000, de 22 de 
diciembre, por la L.O.14/2003, de 20 de noviembre, y por la LO 2/2009, de 11 de diciembre. Esta última 
reforma trae causa de dos elementos fundamentales: por un lado, la resolución en sentido positivo de una 
serie de recursos de inconstitucionalidad planteados contra la LO 4/2000 (SSTC 259 a 256/2007), y por 
otro lado, la evolución constante del Derecho de la Unión Europea, que en el marco de la creación de un 
mercado único en el que la libre circulación de personas esté garantizada, obliga a los distintos Estados 
Miembros a actualizar y adaptar su legislación a las exigencias comunitarias. 
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5. 2. Reagrupación familiar 
 
El extranjero tiene derecho a la reagrupación familiar  (también denominada 
reunificación), a mantener la unidad de su familia. La raíz de la reagrupación se asienta 
en la intimidad familiar. No obstante, como se hace referencia a las leyes de extranjería, 
se le pueden exigir ciertos requisitos como por ejemplo acreditar un tiempo mínimo de 
estancia o poder mantener a su familia con especial interés hacia los menores de edad63. 
Si bien puede incluirse en este derecho a quienes no casados son parejas de hecho64. En 
la actualidad existe un gran interés por la escrupulosa vigilancia de este derecho a fin de 
no convertirse en un procedimiento habitual e ilegal (evitando reagrupaciones en 
cascada). El derecho a la reagrupación familiar se reconoce, directa o indirectamente, en 
la Declaración Universal de Derechos Humanos y tratados internacionales como los 
 Pactos Internacionales de Derechos Humanos, la Convención sobre los Derechos del 
Niño, la Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los 
trabajadores migratorios y de sus familiares, la Carta Social Europea o el Convenio 
Europeo de Derechos Humanos65; El Tribunal Europeo de Derechos Humanos fun-
damenta en el art. 8.1 (TEDH), impone a los Estados el respeto a la vida familiar, así 
como la adquisición de medidas necesarias de intimidad personal, de comunicación y 
protección de datos con los extranjeros66. 
 
Parece razonable destacar que la consideración de cónyuges, puede resultar 
contraria a la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos que, en su 
sentencia de 13 de junio de 1979, caso Marckx, considera que la vida familiar 
comprende también la que se deriva de relaciones que resulten de una unión no 
                                               
63 Actualmente los recursos económicos suficientes deben superar el 150% del IPREM si se soli-
cita la reagrupación de un familiar y un 50% del IPREM más por cada familiar adicional que se pretenda 
reagrupar. Estos recursos pueden ser la suma resultante de los ingresos de los cónyuges o pareja de hecho 
que convivan en el mismo domicilio y también de ascendientes y descendientes, considerándose exclui-
dos aquellos ingresos procedentes del sistema de asistencia social. La cuantía de los recursos económicos 
suficientes podría ser minorada cuando el familiar reagrupable sea menor de edad y concurran circuns-
tancias excepcionales en base al principio del interés superior del menor. En el caso de otros familiares la 
cuantía también podría ser minorada por razones humanitarias. 
64 O bien las parejas unidas por una relación análoga a la conyugal y estableciéndose los medios de 
prueba. Debe igualmente acreditarse medios de vida suficientes para la reagrupación atendiendo a IPREM 
-indicador público de renta de efectos múltiples-, siendo inferior al SMI –salario mínimo interprofe- 
sional-. 
65 CONDE-PUMPIDO, C., Tratado práctico de los procesos de extranjería, Bosch, Barcelona, 
2002, pp. 328-335. 
66 EISSEN, M. A., El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Civitas, Madrid, 1985, pp. 3-50. 
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matrimonial67, y declara que el art. 8.1 mencionado no distingue entre familia legítima e 
ilegítima. En otra sentencia de 8 de diciembre de 1986, caso Johnston, se insiste pues la 
familia debe estar protegida como institución jurídica, sino también como realidad 
natural68. Los tribunales españoles, respetan todo aquello que conlleva implícitamente la 
dignidad de la persona o atente contra el principio de igualdad o discriminación, por 
ejemplo, de sexos69. 
El concepto de intimidad es, en nuestro marco jurídico interno, un concepto 
esencialmente abierto y vinculado, en la doctrina constante del Tribunal Constitucional 
con el principio de dignidad humana70 y en este sentido, se concibe como un reducto 
sagrado de la vida privada, ineludible en un gobierno bajo el imperio de la ley71. El 
derecho a la reagrupación familiar está regulado en la Unión Europea por la Directiva 
2003/86/CE de 22 de Septiembre y en España por la Ley de Extranjería 2/2009 y el 
Real Decreto 557/2011, así el art. 53a establece que “el extranjero en situación regular 
en España podrá reagrupar a su cónyuge, siempre que no se encuentre separado de 
hecho o de derecho y que el matrimonio no se haya celebrado en fraude de ley. En nin-
gún caso podrá reagruparse a más de un cónyuge, aunque la ley personal del extranjero 
admita esta modalidad matrimonial. El extranjero que se encuentre casado en segundas 
o posteriores nupcias solo podrá reagrupar con él al nuevo cónyuge”72. 
Pero en nuestra legislación se diferencia entre derecho a la vida familiar y de-
recho a la intimidad familiar, quedando configurado éste último como un derecho fun-
damental que implica la existencia de un ámbito propio y reservado frente a la acción de 
                                               
 67 Vid. ESPINAR VICENTE, J. M., El matrimonio y las familias, Civitas, Madrid, 1996. 
68 QUESADA POLO, S.,  La expulsión de extranjeros y el respeto de la vida privada y familiar en 
la jurisprudencia de la Comisión y el TEDH, en Cuadernos de Derecho Judicial, Perfiles de Derecho 
Constitucional a la vida privada y familiar, C.G.P.J, Madrid, 1996, p. 322; LOPRETE, C., El acoso a la 
globalización, editorial Letemendia, Buenos Aires, 2013, pp. 12-40. 
69 FERNÁNDEZ ROZAS, J. C. y SÁNCHEZ LORENZO, S., Derecho Internacional Privado, 
Civitas, Madrid, 1999, p. 216; AUBI, J. B., La globalización, el derecho y el Estado, trad. de E. Guillot, 
Global Law Press, Sevilla, 2013, pp. 7-35. 
70 Vid. Tribunal Constitucional en las SSTC 53/1985; 231/1998; 197/1991 y 20/1992. 
71 WARREN, S. y BRANDEIS, L., El derecho a la intimidad, Civitas, Madrid, 1995, pp. 10-23;  
FERNÁNDEZ ROZAS, J. C., Anuario Hispano-Luso-Americano de Derecho Internacional, nº. 8, 1987, 
pp. 49-74.  
72 El Reglamento LODLE, 2013, extiende este derecho a uniones de hecho. Por ejemplo, en la Co-
munidad de Madrid, con carácter administrativo, podrá inscribirse las personas que convivan en pareja de 
forma libre, pública y notoria, vinculadas de forma estable al menos durante un periodo interrumpido de 
doce meses, existiendo una relación de afectividad, siempre que voluntariamente decidan someterse a la 
ley reguladora. 
 305 
los demás y que corresponde a  todas las personas por igual, es decir, también a los 
extranjeros73. 
En aplicación del criterio de universalidad que impone el art.  1 del CEDH, los 
extranjeros que se hallen en cualquier Estado parte en el Convenio, gozan también de la 
titularidad del derecho al que se refiere el art. 8 del Convenio, protegiéndolos, además, 
contra arbitrariedades e injerencias ilegítimas de los poderes públicos en la vida fa-
miliar. Sin embargo, su ejercicio puede estar condicionado por las políticas migratorias 
definidas por los Estados siempre que estas limitaciones estén previstas por la ley y es-
tén justificadas razonablemente para cumplir finalidades legítimas74. 
Parece por tanto que la reagrupación familiar no es un derecho fundamental en 
nuestro ordenamiento jurídico interno y así se pone de manifiesto en las sentencias que 
hay sobre denegación de reagrupación familiar.  Además, la última ley  2/2009) limita 
este derecho a mayores de 65 años por razón humanitaria (Cónyuge, hijos de ambos, 
adoptados, menor de 18 años, discapacitados que no estén casados y mayores de 65 
años)75. 
6. El  contenido de los derechos de los extranjeros en las distintas LODLE 
y aspectos básicos de las leyes Orgánicas de Derechos y Libertades de los 
Extranjeros en España 
 
En los países democráticos es necesario un sistema jurídico justo, asentado en 
criterios que puedan ofrecer una respuesta equitativa al migrante, creo que deben 
señalarse al menos los siguientes: a) condiciones para poder residir y desarrollar una 
actividad profesional, por cuenta ajena o por cuenta propia, en el país al que corres-
ponde dicho ordenamiento jurídico; b) tratamiento adecuado a los inmigrantes regulares 
-es decir, a los que han cumplido aquellas condiciones- sobre todo desde el punto de 
                                               
73 BALAGUER CALLEJÓN, F., “Derechos de los extranjeros e interpretación de las normas”, en 
M. Moya Escudero, Comentario sistemático a la Ley de extranjería, Comares, Granada, 2001, p. 475. 
74 FREIXES, T. y REMOTTI CARBONELL, J. C., “Los derechos de los extranjeros en España y 
en la jurisprudencia del Tribunal de Derechos Humanos”, Revista de Derecho Político, UNED, Madrid, 
1998, n°. 44, p. 127; FERNÁNDEZ ROZAS, J. C., Extranjería e inmigración en España y la Unión Eu-
ropea, Colección Escuela Diplomática, Madrid, 1998, pp. 31-58. 
75  La Directiva 2003/86/CE del Consejo, de 22 de septiembre de 2003, sobre el derecho a la rea-
grupación familiar establece normas comunes en esta materia con la intención de permitir que aquellos 
que residen legalmente puedan proteger la unidad familiar (entre otras la STS. 5123/2012 de 18 de julio) 
Nuestra Constitución pretende en el los arts. 10.1, 18, 39 que pueda lograse el libre desarrollo de la perso-
nalidad individual considerando que el reagrupamiento favorece el arraigo; la DUDH lo recoge en los 
arts. 1, 16. Como se dijo anteriormente, también a parejas de hecho. 
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vista de los derechos laborales y de Seguridad Social; c) los derechos que, en todo caso, 
deben ser reconocidos a los inmigrantes aunque sean irregulares.  
 
En el ordenamiento jurídico español –como en casi todos los países-, la pri-
mera regla general –similar, por lo demás, a la de casi todos los países- es que, para 
entrar en territorio español, el extranjero precisará del pasaporte emitido por el Estado, 
además el visado expedido por las autoridades españolas. Esa regla puede tener excep-
ciones en caso de tratados bilaterales basados en el principio de reciprocidad. Y la 
segunda regla general, es que el visado autoriza a entrar y permanecer durante un perío-
do limitado de tiempo, si bien ese tiempo se puede ulteriormente prolongar, hasta llegar 
a ser indefinido, mediante la correspondiente autorización administrativa, en caso de 
cumplir los requisitos establecidos para ello. La autorización para entrar y permanecer 
en este país, esta perfectamente definida en la legislación: se trata, por tanto de una acti-
vidad reglada y no discrecional de la Administración. Por eso, el art. 26.2 de la LOEx 
señala que la denegación de entrada en territorio nacional ha de ser motivada y con in-
formación de los recursos que caben contra ella. Y lo mismo dice el art. 27 del mismo 
texto legal respecto a la propia expedición del visado (salvo excepciones que, en todo 
caso, no alcanzan al visado para trabajar por cuenta ajena). 
 
Así pues, el inmigrante ejerce un derecho que le está reconocido pero cuyo 
ejercicio está sometido a autorización de los Estados nacionales. Los textos interna-
cionales reconocen esa facultad de regulación jurídica. Entre esos requisitos, el funda-
mental es poder acreditar medios de subsistencia, pero, dado que, en el caso del inmi-
grante, sensu stricto, dependerá del ejercicio de una actividad laboral, la autorización de 
residencia deberá ir acompañada, a su vez, de una autorización para trabajar. Así, el 
visado de entrada no se concederá hasta que la autorización de residencia y trabajo ha-
yan sido obtenidas (art. 51.5 y 52 del RELOEX).  
 
Según la Ley y el Reglamento de Extranjería vigentes, el extranjero se en-
cuentra en nuestro país básicamente en una de estas tres situaciones: estancia (hasta 
noventa días), residencia temporal (más de noventa días y menos de cinco años) y re-
sidencia permanente (indefinidamente, situación que se puede alcanzar una vez fina-
lizada la residencia temporal máxima, es decir, tras cinco años). Esa clasificación de 
situaciones estaba ya contemplada en la LO 7/1985 (si bien en ella la residencia perma-
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nente se consideraba una situación muy excepcional: art. 13) y se ha mantenido igual en 
la actual Ley de extranjería, tanto en la versión original (LO 4/2000) como en la re-
formada (LO 8/2000 y LO 14/2003). Pero ha habido algunos cambios referidos a los 
requisitos exigidos para alcanzar la situación legal de residente (temporal, primero, y 
permanente, después –ahora de larga duración-), sobre todo relacionados con una cir-
cunstancia, que es la posibilidad del inmigrante de desarrollar un trabajo por cuenta 
ajena y, en consecuencia, incorporarse al Sistema de Seguridad Social español. 
 
Respecto a este inmigrante-tipo (persona mayor de edad que se traslada al te-
rritorio del Estado español para prestar servicios profesionales) nuestra legislación viene 
pivotando desde hace muchos años (desde antes incluso de la Ley de extranjería de 
1985: ya existía el mismo planteamiento en la preconstitucional Ley 118/1969, de 30  
de diciembre) sobre la exigencia de un doble requisito -autorización de residencia y 
permiso de trabajo- que, no siempre ha resultado eficaz a los efectos pretendidos por la 
norma, pues en la mayoría de las ocasiones se generaba una especie de círculo vicioso. 
Efectivamente, el trabajador extranjero se encontraba en la situación de que no se le 
podría conceder la autorización de residencia si no acreditaba tener un empleo, que no 
podía obtener si no contaba previamente con un permiso de trabajo cuya obtención, a su 
vez, se subordinaba a ser residente legal en el territorio del Estado español.  
 
Actualmente, el art. 36.1 de la LOEx introduce una solución para evitar este 
problema surgido por la relación entre autorización de residencia y permiso de trabajo al 
disponer que la autorización administrativa para trabajar, esto es, el permiso de trabajo 
“habilitará al extranjero para residir durante el tiempo de su vigencia, extinguiéndose si 
transcurrido un mes desde la notificación al empresario de la concesión de la misma no 
se solicitase, en su caso, el correspondiente visado”. Así pues, ahora la secuencia sería 
la siguiente: el extranjero que cuenta con visado de estancia pide el permiso de trabajo; 
concedido éste, se entiende implícita la autorización para residir y puede ya empezar a 
trabajar; pero esta autorización implícita está sometida a un plazo de caducidad: si en el 
plazo de un mes no se solicita “el correspondiente visado” –para residir y trabajar- aque-
lla autorización implícita (quizá, pues, sería más apropiado calificarla como provisional) 
se extingue, si bien sería más efectivo que el plazo del mes corriera no desde la noti-
ficación al empresario, sino al trabajador, que es quien debe solicitar el visado.  
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En efecto, buscando coherencia con ese planteamiento de simultaneidad entre 
autorización de residencia y permiso de trabajo se encuentra también el nuevo art. 25 
bis, introducido por la LO 14/2003 que, bajo la rúbrica “tipos de visados”, contiene los 
tradicionales (de tránsito, de estancia, de residencia y de estudios) pero añade el “visado 
de trabajo y residencia”. Y, como es lógico, ese es también el planteamiento que ha 
prevalecido en la redacción del Reglamento de extranjería vigente, cuyo art. 49 –y otros 
concordantes- refunde ambos actos administrativos en una sola “autorización inicial de 
residencia temporal y trabajo por cuenta ajena” que, como ordena su art. 52, se incor-
porará al correspondiente visado de residencia y trabajo por cuenta ajena.  
 
La LO 14/2003 introdujo otra novedad que puede tener cierta importancia. Se 
trata del “visado para búsqueda de empleo”, un nuevo instrumento que aparece en el 
párrafo nº. 3 del art. 39 –que es el referido al “contingente de trabajadores extranjeros”- 
y que, bien empleado, podría ser una vía para superar las dificultades que, en ciertas 
actividades, se plantean para que el trabajador extranjero consiga una oferta de empleo 
antes de salir de su país, lo que le obliga a intentar entrar en España por cualquier pro-
cedimiento para buscar trabajo una vez aquí76. Asimismo está pensado para el supuesto 
de despido o pérdida de trabajo, hasta que el trabajador encuentre uno nuevo. 
 
El derecho a inmigrar está condicionado en nuestra legislación interna a la 
previa obtención de una autorización administrativa de efecto múltiple –para residir y 
trabajar- que se incorpora al visado que franquea al inmigrante la entrada legal en nues-
tro territorio, y que determina la situación regular del trabajador extranjero. Situación 
que permite equipararle, a efectos de incorporación al Sistema de Seguridad Social es-
pañol, con los ciudadanos españoles77.  
 
Igualmente, la Ley 5/198478, desarrollada reglamentariamente por el RD 
203/1995, de 10 de febrero, disponía que, entre otras medidas, el derecho de asilo con-
sistía en autorizar a los extranjeros a los que se reconociera la condición de refugiado a 
                                               
76 A fin de tener una idea general, vid. SASTRE IBARRECHE, R., El derecho al trabajo, Trotta, 
Madrid, 1996; QUIROGA LAVIÉ, H., Los Derechos Humanos y su defensa ante la Justicia, Temis, 
Bogotá, 1995, pp. 21-96; vid. MARTINEZ VEIGA, U. “Pobreza absoluta e inmigración irregular. La 
experiencia de los inmigrantes sin papeles en España”, en Papeles de Economía Española, nº. 98, 2003, 
pp. 2-7.  
77 RENTERO JOVER, J., “Globalización y garantía de jurisdicción social (la protección jurisdic- 
cional de los derechos sociales a nivel internacional)”, en Contextos nº. 3, 1999, pp. 3-7. 
78 BOE nº. 74 de 26 de marzo, 1984. 
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residir y desarrollar actividades laborales, profesionales y mercantiles durante el tiempo 
que subsistieran las circunstancias que motivaron la solicitud de asilo (art. 2). Así pues, 
la concesión de asilo implicaba la autorización de residencia en España, autorización 
para desarrollar actividades laborales, profesionales, la expedición del documento de 
identidad necesario y, en su caso, de viaje (art. 13 Ley 5/1984). Incluso la mera solicitud 
de asilo permite al solicitante poder ser autorizado para trabajar (art. 15.2 RD 
2003/1995, de 10 de febrero). Con ello, legalmente se considera que el refugiado, titular 
o solicitante del derecho asilo se encuentra en situación regular en España, facultándole 
para acceder al Sistema de Seguridad Social en los mismos términos que los extranjeros 
que disponen de las correspondientes autorizaciones para residir y trabajar dentro del 
territorio español, como expresamente señala la mencionada norma reglamentaria 
social, al establecer que la incorporación de estas personas al Sistema de Seguridad 
Social se regirá por lo previsto en la LOEx (art. 15 RD203/1995, de 10 de febrero).  
 
Por otra parte, la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas, elaborada en 
Nueva York el 28 de septiembre de 1954, a la que se encuentra adherida España por 
Instrumento de 24 de abril, establece que los Estados Contratantes concederán a los apá-
tridas que residan legalmente en uno de estos Estados el mismo trato que a los naciona-
les con relación a determinadas materias laborales y de la Seguridad Social. El RD 
865/200179, de 20 de julio, que aprueba el Reglamento de Reconocimiento del Estatuto 
de Apátrida, establece que tendrán derecho a residir y a desarrollar actividades la-
borales, profesionales y mercantiles de conformidad con lo dispuesto en la normativa de 
extranjería, expidiendo en su caso, la autoridad competente para el ejercicio de este 
derecho la tarjeta acreditativa del reconocimiento de apátrida, que le habilitará a su 
titular para residir y trabajar en territorio español.  
 
Así pues, la remisión efectuada a la normativa de extranjería respecto al 
derecho de los apátridas para residir y trabajar en España conlleva, consecuentemente, 
su equiparación con los trabajadores extranjeros que se en-cuentren en situación regular 
en el Estado español. En definitiva, la normativa de ex-tranjería prevé la equiparación 
de los trabajadores extranjeros de terceros países en situación regular, de los refugiados 
a los que se les haya concedido el derecho de asilo y de los apátridas reconocidos con 
                                               
79 BOE nº. 174 de 20 de julio, 2001. 
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los ciudadanos españoles, a efectos de incorporación al Sistema de Seguridad Social 
español80. 
 
6. 1. La ley Orgánica de 1985 y el Reglamento de desarrollo 
 
La Ley Orgánica 7/1985 de 1 de Julio sobre derechos y libertades de los ex-
tranjeros en España es considerada la primera Ley de extranjería. Antes de la Ley 7/85 
existían toda una serie de normas dispersas que regulaban diversos aspectos, pero la Ley 
7/85 presenta una vocación de generalidad81. Así pues, la promulgación de la primera 
Ley de extranjería, apenas unos días después de la firma del Tratado de Adhesión de 
España en la CEE supuso un importante cambio cualitativo en la situación administra- 
tiva en la que se encontraban los extranjeros. La consecuencia fundamental fue el paso a 
la irregularidad de una gran cantidad de extranjeros, lo cual fue motivo de críticas por la 
práctica totalidad de quienes en aquellos años se dedicaban al tema de la extranjería82.  
Y es que basta señalar que en el año 1979 se contabiliza una sentencia del Tribunal 
Supremo en relación a estos temas, tres en 1980 y seis sentencias en el año 1981. A este 
respecto es necesario citar la importante Sentencia del Tribunal Constitucional de 23 de 
noviembre de 1984, STC 107/1984 en la cual se aborda por primera vez la problemática 
del encaje constitucional de los derechos del extranjero. 
Uno de los principales logros de la Ley de 1985 fue condensar en una ley lo 
que hasta ese momento se encontraba desperdigado en una gran cantidad de normas. Si 
bien resultaría exagerado afirmar que tal objetivo fue cumplido con la sola publicación 
de esta Ley, sí es cierto que a partir de este momento, las posteriores normas que se 
dictan en materia de extranjería tienen soporte legal, la Ley Orgánica 7/85. Entrando a 
analizar su contenido, la característica principal sería que se trata de una Ley fuer-
temente restrictiva en cuanto a los derechos de los extranjeros. Buena prueba de ello es 
                                               
80 SANCHEZ-RODAS NAVARRO, C., “Coordenadas de la protección social de los migrantes: el 
marco comunitario, nacional y del Convenio Europeo de Derechos Humanos”, Laborum, Murcia, 2005, 
pp. 14-30.  
81 Sin ánimo de ser exhaustivo podemos citar la siguiente relación de normas anteriores a 1985. En 
primer lugar estaría el Real decreto de Extranjería de 1852, el decreto de 4 de octubre de 1935, el decreto 
522/1974 de 14 de febrero, la Ley 118/69 de 30 de diciembre de igualdad de derechos sociales de los 
trabajadores de la Comunidad Iberoamericana y Filipinas y la Ley 58/1980 de 15 de noviembre de 
régimen Laboral y de Seguridad Social de trabajadores residentes guineanos en España. El reglamento 
que desarrolló la Ley de extranjería introdujo una Disposición derogatoria en la cual se concretaban las 
disposiciones normativas que se derogaban expresamente.   
82 MATIA PORTILLA, F. J., (dir.),  Nuevos retos para la integración social de los inmigrantes, 
Tirant lo Blanch, España, 2014, pp. 75-118. 
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la presentación por parte del Defensor del Pueblo de un recurso de inconstitucionalidad 
contra 4 artículos de la Ley referidos al derecho de reunión, el de asociación, el interna-
miento y la imposibilidad de suspensión de las resoluciones administrativas.  
El Tribunal Constitucional, en Sentencia de 11 de mayo de 1987 declaró in-
constitucionales tres de los artículos antes citados, manteniendo la posibilidad de inter-
namiento por cuarenta días. La Ley 7/85 consta de 36 artículos, de los cuales, hay siete 
dedicados a los derechos de los extranjeros, partiendo de la base de considerar objeto de 
derechos únicamente a extranjeros que se encuentren legalmente en España. Esta limita- 
ción de derechos volverá a repetirse quince años después con la promulgación de la Ley 
Orgánica 8/2000.  
Por otro lado, se instaura lo que a partir de entonces será la práctica habitual, 
que es el permiso de residencia y trabajo unificados en un mismo documento. Pero lo 
más importante es la introducción por primera vez del principio de preferencia nacional 
que en la redacción del artículo 18 quedaba de la siguiente forma: 
“Para la concesión y renovación del permiso de trabajo, se apreciarán las si-
guientes circunstancias”: 
La existencia de trabajadores españoles en paro en la actividad que se propon-
ga desempeñar el solicitante. La insuficiencia o escasez de mano de obra española en la 
actividad o profesión y zona geográfica en que se pretenda trabajar. El régimen de re-
ciprocidad en el país de origen del extranjero. 
Finalmente, en el apartado sancionador se instaura un esquema que se repetirá 
a lo largo del tiempo, imponiendo de forma casi exclusiva la expulsión como medida a 
adoptar para determinadas sanciones relacionadas con la estancia irregular o la entrada e 
el territorio sin la documentación exigible. Igualmente, destaca la instauración de la 
figura del internamiento por espacio máximo de cuarenta días para quienes estuvieran a 
la espera de una expulsión. Éste fue un punto muy criticado por la doctrina respecto al 
Tribunal Constitucional, que declaró ajustado a derecho este tiempo de internamiento 
por no considerarlo que se estaba ante una detención administrativa. 
En resumen, la primera Ley de extranjería como tal que se promulga en este 
país vino acompañada de su cuestionamiento desde un encaje constitucional. En según-
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do lugar, su entrada en vigor transforma la situación administrativa del extranjero que 
pasan desde ese momento a ser irregulares, además trajo consigo que la Disposición 
Transitoria Segunda de la ley otorgara un plazo de tres meses para que los extranjeros 
que se encontraban aquí a la entrada en vigor de la Ley pudieran regularizar su 
situación. Este plazo se fue prorrogando hasta el año 1986. 
En diciembre de 1.990 se envió por el Gobierno al Congreso de los Diputados 
un informe sobre “situación de los extranjeros en España: líneas básicas de la política 
española de extranjería”, en cumplimiento de la moción aprobada por el Pleno de dicha 
Cámara en su reunión del día 26 de junio de 1.99083. Como consecuencia de dicho 
informe, el Congreso de los Diputados aprobó el 9 de abril de 1991 una Proposición no 
de Ley sobre la situación de los extranjeros en España, en la que instaba al Gobierno a 
poner en marcha determinadas actuaciones en relación a los extranjeros residentes en 
España. Hasta la fecha se han venido adoptando por el Gobierno las medidas necesarias 
para dar cumplimiento a lo dispuesto en dicha Proposición no de Ley: proceso de 
regularización de 1.991; modificación de la legislación sobre asilo y refugio; creación 
de la Comisión Interministerial de Extranjería, establecimiento de un contingente de 
mano de obra extranjera; desarrollo de un amplio programa de acciones de promoción e 
integración social de inmigrantes, aprobación del Plan para la Integración Social de los 
Inmigrantes, etc. En el informe del Gobierno de 1.990 se señala, en relación a las nor-
mas derivadas de la Ley Orgánica 7/1985, que “hay que reconocer que la complejidad 
técnica y la prolijidad de los decretos de desarrollo de la Ley, han dificultado grave-
mente su correcta aplicación”. En este contexto y de acuerdo con lo ya mencionado en 
el informe gubernamental de 1.990, la Comisión Interministerial de Extranjería acordó 
proceder a la reforma del Reglamento de ejecución de la Ley Orgánica 7/1985.  
 
Las razones que justifican la reforma del Reglamento de ejecución de la Ley 
Orgánica 7/1985 pueden concretarse en las siguientes: 
 
1.- Los cambios que se han producido en nuestro país en relación al fenómeno migrado- 
rio desde 1.986 hasta la fecha, destacando el incremento de la población extranjera resi-
dente en España. 
                                               
83 Aquí surge el inicio de aprobación tiempo después del Real Decreto 155/1966, de 2 de febrero, 
por el que se aprueba el reglamento del ejecución de la Ley Orgánica 7/1985. 
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2.- Los compromisos internacionales suscritos por nuestro país, que obligan a adaptar 
nuestro ordenamiento jurídico a lo dispuesto en estas normas de carácter internacional, 
especialmente respecto del Tratado de la Unión Europea, las disposiciones aprobadas en 
desarrollo del mismo (admisión de trabajadores extranjeros, reagrupación familiar, etc.), 
y el Convenio de aplicación del Acuerdo de Schengen. 
 
3.- La necesaria adecuación del Reglamento de ejecución a la Ley 30/1.992, de 26 de 
noviembre, sobre Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común, en aspectos tales como la simplificación de trámites en 
los procedimientos, los efectos de la falta de resolución expresa en cada procedimiento, 
la no exigencia de documentos que obran en poder de la Administración, los principios 
del procedimiento sancionador, etc. 
 
4.- La necesidad de adaptar el Reglamento a la nueva organización administrativa con 
competencia en materia de extranjeros, desde 1.986 hasta la fecha. 
 
5.- El objetivo de mejorar la estabilidad y seguridad jurídica de los trabajadores 
extranjeros, como requisitos esenciales para su integración, de acuerdo con las orienta-
ciones del Plan para la Integración Social de los Inmigrantes. Por lo que se refiere a las 
novedades del presente Reglamento sobre el anterior, éstas vienen marcadas por las ra-
zones que han llevado a su reforma y que se han expuesto anteriormente, debiendo se-
ñalarse entre las más destacadas la referencia a derechos y libertades de los extranjeros, 
el establecimiento de un nuevo sistema de visados; control de entradas de extranjeros, 
de permisos de residencia, la creación del estatuto de residente permanente, una nueva 
regulación de los permisos de trabajo, el establecimiento de un contingente de mano de 
obra, la creación de un documento unificado para todos los extranjeros residentes, así 
como la regulación de un nuevo procedimiento sancionador, con la consiguiente concre-
ción de las causas de expulsión previstas en el artículo 26.1 de la Ley Orgánica 7/1985. 
 
Finalmente, se debe destacar que se consideró conveniente dotar a este 
Reglamento de una nueva estructura, que es más coherente que la que existía en el 
anterior. En la tramitación de este Reglamento, aparte de lo dispuesto en la normativa 
vigente para la aprobación de las Disposiciones Generales, aquél fue objeto de un in-
forme del Consejo Económico y Social, de acuerdo con lo establecido en el artículo 
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séptimo de la Ley 21/1.991, de 17 de junio. En su virtud, previo informe favorable de la 
Comisión Interministerial de Extranjería, a propuesta de los Ministros de Asuntos Ex-
teriores, de Justicia e Interior, de Trabajo y Seguridad Social, y de Asuntos Sociales, 
con la aprobación del Ministro para las Administraciones Públicas, de acuerdo con el 
Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 
2 de febrero de 1.99684. 
   6. 2. La Ley Orgánica 4/2000 y el Reglamento de Desarrollo 
La decisión de aprobar un nuevo Reglamento de Extranjería que desarrolle al 
máximo la adaptación reglamentaria de la última reforma de la Ley Orgánica 4/2000, y, 
por lo tanto, de ejercer en sentido amplio la potestad reglamentaria que el artículo 97 de 
la Constitución Española atribuye al Gobierno, obedece a diversas causas85. 
 
El fenómeno migratorio ha sido motivo de estudio y causa de reformas por las 
diferentes Leyes orgánicas. En la idea del legislador se halla crear una verdadera y 
eficaz ordenación de flujos migratorios laborales pensando, de una parte, en las nece-
sidades del país de acogida, buscando mano de obra cualificada y condiciones especí-
ficas en ramas científicas cuya competencia este reconocida (título XII); se apoya a las 
pequeñas y medianas empresas extranjeras que aporten inversiones a la economía (título 
IX), y por otro, de dotar a quienes sean elegidos de unas condiciones dignas de trabajo, 
que puedan disfrutar de una integración adecuada elemento esencial de cohesión. Ahora 
bien, es matizada la contratación (título VIII) que sustituye a la tradicional contratación 
de contingente por la contratación en origen, dando relevancia en este asunto a la co-
misión Laboral Tripartita de Inmigración. 
 
La migración en la actualidad es un serio problema que afecta a nivel mundial 
a un colectivo de ciudadanos que va aumentando, por ello, la Ley Orgánica 2/2009, de 
11 de diciembre, fue la primera que profundizó en la problemática del país de acogida y  
                                               
84 Vigente hasta el 1 de agosto de 2001, fecha de entrada en vigor del Real Decreto 864/2001, de 
20 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de ejecución de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, 
sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social reformada por Ley Orgá-
nica 8/2000, de 22 de diciembre. (BOE. nº. 174, de 21 de julio, 2001). 
85 La Ley Orgánica 2/2009, de 11 de diciembre, en su Disposición Final tercera, habilita al Gobier-
no a dictar las disposiciones que resulten necesarias para la aplicación y desarrollo de la reforma de la 
Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su inte-
gración social. El presente Real Decreto viene a aprobar el nuevo Reglamento de Extranjería, derogando 
el Reglamento aprobado por Real Decreto 2393/2004, de 30 de diciembre. 
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de la integración del extranjero con los mismos derechos y deberes, inmigración ilegal 
así como los acuerdos con terceros países que se hallen en similares circunstancias. 
Busca esta ley, además, tramitar de manera más ágil, simplificar trámites y documenta- 
ciones distinguiendo entre requisitos y documentos. 
 
También se potencia la colaboración entre las comunidades y entidades locales 
(título IV) interviniendo en aquellos asuntos que haya sido delegados en esta materia y 
que antes correspondía resolver a la Administración General del Estado: vivienda, rea-
grupación familiar, integración arraigo, trabajo, prestaciones sociales, etc. 
 
Aparece por primera vez el retorno voluntario al que se sumarán con poste-
rioridad ayudas que el gobierno español ofrece a quienes regresan a sus países de origen 
entregando la Tarjeta de Identidad del Extranjero (título XIII) (transporte de regreso o 
solicitar el subsidio de paro con el compromiso de no retornar). Esta Ley es muy impor- 
tante porque introduce novedades como la Directiva de profesionales altamente cualifi-
cados o Tarjeta azul (título IV); aporta seguridad para quien desee el retorno voluntario 
si decide volver a España. 
 
 La movilidad se ha convertido en una forma de atraer no solo a los mejores 
profesionales (título I), igualmente intercambiar bienes y servicios a nivel internacional 
que hacen progresar la competitividad mediante el intercambio de los productos entre 
países. Tampoco puede olvidarse la reciprocidad científica y las ayudas en este sentido 
así como las prórrogas por estudios (título III), en relación con la residencia de larga 
duración en sus dos modalidades: larga duración y larga duración UE, facilitando la 
movilidad de residentes en otros Estados miembros (título VI).  
 
La residencia, en cuanto a la reagrupación familiar, incluye el vínculo afectivo 
regulado por situación jurídica y, todo sin perjuicio, e independientemente de aquellos 
familiares reagrupados, en el aspecto económico establece las reglas que han de 
acreditarse para el empleador, cumplidos los requisitos de alta en la seguridad social 
(título IV); se reduce el tiempo imprescindible o periodo laboral en el llamado arraigo 
laboral (título V), en especial cuando se trata de menores en periodo de reagrupación 
para progenitores de menores españoles y aumentan si cabe las garantías de los menores 
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extranjeros y su repatriación con intervención imprescindible del Ministerio Fiscal 
(título VIII y XI).  
 
Otra de las grandes novedades de esta Ley regula la figura de víctima por vio-
lencia de género, con el fin de luchar contra el abuso de autorizaciones de trabajo provi-
sionales en realidad fraudulentas, que persiguen solo la trata de seres humanos y por 
consiguiente la explotación laboral (título V) e igualmente cambia el régimen sanciona-
dor aumentando las sanciones en materia de extranjería (título XIV). 
 
6. 3. La ley Orgánica 14/2003 y el Reglamento de desarrollo 
 
 
La necesidad continuada de adaptarse como en el Preámbulo se menciona a los 
cambios en materia de inmigración, así como a las normativas europeas y el pronuncia- 
miento de los tribunales españoles lleva al legislador español a una nueva reforma par-
cial de la Ley 4/2000. La razón esencial es hallar la ordenación más adecuada de los 
flujos migratorios, en aumento de manera constante que influyen en el tejido industrial 
de España. Mejor y más ordenada gestión administrativa; establecer tipos de visados, 
sus efectos; escindir la inmigración ilegal, calificando de grave el hecho de la ilegalidad, 
potenciando la legal y con ello posibilitar la integración del inmigrante legal. En este 
sentido adaptar la normativa de los Estados miembros (Directiva 2001/40/CE de 28 de 
mayo), relativa al reconocimiento mutuo de las decisiones en materia de expulsión de 
nacionales de terceros países. Esta Ley incorpora igualmente la Directiva 2002/90/CE, 
de 28 de noviembre de 2002, destinada a definir la ayuda a la entrada, a la circulación y 
a la estancia de irregulares, a cuyo fin se perfecciona uno de los tipos sancionadores 
previstos en la ley. 
 
Igualmente pretende mejorar los instrumentos sancionadores y la vigilancia 
dirigida a las compañías de transporte internacional86, especialmente los aéreos87 y obte-
                                               
86 Las sanciones pueden llegar a 60.000 euros por cada viajero transportado de manera ilegal 
aunque la horquilla normal se sitúa entre 300 y 6.000 euros. Los transportistas están obligados a llevar un 
control riguroso de todas aquellas personas que transporten. 
87 La devolución debe ejecutarse en un plazo de 72 horas (art. 31), alegado aquello que estime 
oportuno (art. 33) en un plazo máximo de 48 horas, y si no puede realizarse se solicitará a la autoridad 
judicial la medida de internamiento prevista para los expedientes de expulsión, prohibiendo regresar en 3 
años de manera legal en territorio nacional. Cuando se constate que un extranjero detenido en territorio 
español tiene pendiente la expulsión por un Estado miembro (art. 34) se procederá inmediatamente a eje-
 317 
ner información por parte de las autoridades de vigilancia el día de regreso del ex-
tranjero; se potencia las sanciones para quienes transportan ilícitamente, con el objetivo 
de perseguir al infractor aunque cambie de residencia dentro de la UE, y se crea la 
figura impositiva de tasas  a quienes soliciten el visado y todo ello dentro del marco     
europeo (art. 21, 45 y ss.). La Ley establece una mejor coordinación administrativa al 
optimizarse los elementos técnicos en los padrones municipales. 
A nivel administrativo por primera vez se obliga a la obtención de una tarjeta 
de identidad del extranjero que le permita la residencia88. A estos efectos el art. 4 
expone: “Todos los extranjeros a los que se haya expedido un visado o una autorización 
para permanecer en España por un período superior a seis meses, obtendrán la tarjeta de 
identidad de extranjero, que deberán solicitar personalmente en el plazo de un mes des-
de su entrada en España o desde que se conceda la autorización, respectivamente”. 
En materia de reagrupación familiar, para evitar fraudes en ‘reagrupaciones en 
cadena’, se ha incorporado a la ley orgánica, como presupuesto para el ejercicio de di-
cho derecho por parte de un residente que lo fuese en virtud de una previa reagrupación, 
el que este sea titular de una autorización de residencia independiente, igualmente para 
que el cónyuge e hijos reagrupados pueden acceder a una autorización de residencia 
independiente, para lo que en todo caso se exigirá que cuenten con una previa auto-
rización para trabajar, así el art. 17 señala: “Los extranjeros que hubieran adquirido la 
residencia en virtud de una previa reagrupación podrán, a su vez el derecho de sus 
propios familiares, siempre que cuenten ya con una permiso de residencia y trabajo ob-
tenidas con independía de la autorización del reagrupante y que acrediten reunir los 
requisitos previstos en esta Ley orgánica”. Y dirigido a los menores de edad: “Excep-
cionalmente, el ascendiente reagrupado que tenga a su cargo un hijo menor de edad o 
incapacitado, podrá ejercer el derecho de reagrupación… Sin perjuicio de los dispuesto 
en el art. 17.3, inciso primero, podrán ejercer el derecho a la reagrupación con sus 
familiares en España cuando hayan residido legalmente un año y tengan autorización 
para residir al menos otro año”. 
                                                                                                                                          
cutar la resolución pudiendo solicitar autorización del juez para el internamiento con el fin de asegurar la 
expulsión. 
88 Adaptando la normativa al Reglamento 1030/02, del Consejo, de 13 de junio, 2002. Con inde-
pendencia de su inscripción patronal adaptando este requisito al régimen comunitario en el Real Decreto 
178/2003, de 14 de febrero, sobre entrada y permanencia en España de nacionales de Estados miembros 
de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo. 
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Por otra parte, el visado, una vez que el extranjero ha entrado en España, le 
habilita para permanecer en la situación para la que le ha sido expedido. En la actua-
lidad el visado carece de efecto alguno, una vez el extranjero ha entrado en España, 
debiendo él mismo acudir inmediatamente a las oficinas competentes para solicitar la 
correspondiente autorización de residencia y/o de trabajo. Con el nuevo modelo, además 
de lo anterior, el visado habilitará para permanecer en territorio nacional en la situación 
para cuyo fin haya sido concedido89. Podrá existir la posibilidad de incorporar al tejido 
productivo español a trabajadores que tengan raíces de hijos o nietos españoles, siendo 
prioritario.  
Otra de las grandes novedades sería la garantía adicional de comunicación para 
quienes estén detenidos en los CIE y la presencia de menores acompañando a sus padres 
en el centro de internamiento. 
Por último, aparece en esta reforma de la ley un aspecto muy destacable (art. 
37), al posibilitar la creación de un Observatorio Español de Racismo y la Xenofobia 
con funciones de estudio y análisis. 
6. 4. La Ley Orgánica de 2009 y el Reglamento 557/2011. 
La Ley Orgánica 2/2009, de 11 de diciembre, en su Disposición Final tercera, 
habilita al Gobierno a dictar las disposiciones que resulten necesarias para la aplicación 
y desarrollo de la reforma de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y 
libertades de los extranjeros en España y su integración social. El presente Real Decreto 
viene a aprobar el nuevo Reglamento de Extranjería, derogando el Reglamento aproba-
do por Real Decreto 2393/2004, de 30 de diciembre. El actual Real Decreto se dicta al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.2ª, de la Constitución, que atribuye al 
Estado la competencia exclusiva en materia de nacionalidad, inmigración, extranjería y 
derecho de asilo90. 
                                               
89 La residencia habilita para estar un mínimo de 90 días pudiendo ser renovada hasta un máximo 
de 5 años. 
90 La Comisión de Exteriores del Congreso acordó en fecha 24/09/2014, por unanimidad, instar al 
Gobierno a facilitar la concesión de asilo a lesbianas, gais, transexuales y bisexuales (LGTB) perseguidos 
en sus países de origen por razón de su orientación sexual y que se encuentren en España. En más de 75 
países la homosexualidad es delito y en 7 se castiga con la muerte. La ley de Asilo y Refugio de 2009 ya 
permite que puedan acogerse a ella quienes sean perseguidos por su “orientación sexual”, pero esta 
previsión no se ha aplicado en ningún caso, a pesar de que se han presentado casi 300 solicitudes, según 
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Esta nueva decisión política de aprobar un nuevo Reglamento de Extranjería 
que desarrolle al máximo la adaptación reglamentaria de la última reforma de la Ley 
Orgánica 4/2000, y, por lo tanto, de ejercer en sentido amplio la potestad reglamentaria 
que el artículo 97 de la Constitución Española atribuye al Gobierno, obedece a diversas 
causas que ya fueron mencionadas anteriormente, es decir, a la evolución del fenómeno 
migratorio, la necesidad de regularlo con las debidas garantías, ordenación de flujos mi-
gratorios, potenciando la gestión y la seguridad jurídica91. 
Cabría destacar de esta nueva reforma garantizar la movilidad de los extran-
jeros en territorio nacional, igualmente posibilitar que quien desee retornar al país de 
origen pueda hacerlo en las mejores condiciones posibles, en este sentido los programas 
económicos del Estado español están basados en el transporte gratuito, pequeños incen-
tivos para gastos menores y acumulación del paro en caso de haber cotizado. También 
haciendo hincapié en las devoluciones obligatorias y autorizaciones de regreso (título I). 
Se recoge la residencia de larga duración en sus dos modalidades: larga duración y larga 
duración UE, facilitando  movilidad al residente en otros Estados miembros (título VI). 
Para evitar abusos, la contratación también sufre un estudio más profundo y en 
este sentido mencionar la imposibilidad de que el empleador si no cumplió con lo esti-
pulado en el contrato dirigido al extranjero, no pueda contratar a otro en un plazo nunca 
inferior a los 3 años siguientes. 
Esta Ley pretende regular con mayor nitidez el Catálogo de Ocupaciones de 
Difícil Cobertura y de los certificados que emiten los servicios públicos de empleo en 
relación con la insuficiencia de demandantes de empleo para cubrir las ofertas existentes 
potenciando la contratación en origen que viene a sustituir a la denominada del contin-
gente (título VIII), pero abriendo la posibilidad del retorno en un futuro recuperando los 
periodos de residencia previos siempre que se cumplan los requisitos para ello y el com-
promiso de no retorno. La Ley pretende igualmente mejorar detallando los requisitos de 
trabajadores fronterizos (título X). Potenciar la integración a los extranjeros que tienen 
elevada cualificación (título XII) y cursar periodos de investigación así como facilitar 
                                                                                                                                          
la diputada socialista Delia Blanco. El acuerdo del Congreso fue fruto de una ardua negociación a partir 
de dos iniciativas: una del PSOE, que denunciaba la persecución de los homosexuales en Rusia; y otra de 
Unión, Progreso y Democracia (UPyD), que condenaba las leyes homófobas en países como Uganda. 
91 BOZA MARTÍNEZ, D., La nueva regulación de la inmigración y la extranjería en España 
régimen jurídico tras la LO 2/2009, el Real Decreto 557/2011 y la Ley 12/2009, Tirant lo Blanch, 
España, 2014, pp. 21-36. 
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prórrogas de estancia, y en este sentido mencionar (título IX) la introducción por prime-
ra vez de autorizaciones de residencia y trabajo en cuya actividad profesional concurran 
razones de interés económico, social o laboral, o relativas a la realización de trabajos o 
desarrollo o docentes, que requieran alta cualificación, o de actividades artísticas de es-
pecial interés cultural, y estén vinculada a la denominada Unidad de Grandes Empresas, 
dando cabida a pequeñas y medianas empresas en razón de sectores estratégicos de la 
economía. 
Los cambios más cardinales o novedades vienen establecidos por la residencia 
en circunstancias excepcionales (título V) que si bien mantiene el arraigo, matiza que se 
reducen los periodos de relación laboral o arraigo laboral y, en consonancia con la 
doctrina de nuestros Tribunales y del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, se intro-
duce la figura del arraigo familiar para progenitores de menores españoles. Además un 
capítulo destinado a regular y proteger a la víctima en violencia de género, en el que 
opera con profusión la autorización provisional de residencia y trabajo. Asimismo in-
corpora como situación especialmente regulada la figura de la víctima de trata de seres 
humanos, tanto en su vertiente de trata con fines de explotación sexual como en aque-
llos fines de explotación laboral. 
El menor extranjero mejora el régimen jurídico pues por primera vez, se regula 
en detalle el procedimiento de repatriación del menor, con una intervención intensa del 
Ministerio Fiscal, así como el tránsito de la minoría a la mayoría de edad incluyendo un 
registro de menores (título VIII). 
A continuación establezco una comparativa  al efecto de advertir como han ido 








                             
 
 
                                               
92 Informe de Cáritas, 2014.  
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                                              CAPÍTULO VI 
 
ENFOQUE SOCIAL Y PROBLEMÁTICA DEL EXTRANJERO EN EL PAÍS DE 
ACOGIDA 
 
1. ANÁLISIS SOCIOLÓGICO DEL PERFIL DEL INMIGRANTE Y 
EXTRANJERO 
 
               1. 1. Las necesidades reales de una economía como la española 
Europa, asume 25 millones de parados -2012-, 18 corresponden a la zona euro. 
Un niño que nazca hoy tiene una esperanza de vida próxima a los 100 años si la medi-
cina sigue evolucionando. Refiere Valentín Fuster, que la esperanza de vida en España 
se sitúa al menos en 79,23 años; cada década que pasa se viven dos o tres años más. El 
niño recién nacido ahora sumará a esos 79 años, otros 20 años más1. Una aproximación 
y considerando que España figura entre los países con mayor población envejecida en 
2050, nos hace advertir que un 34% de la población -17 millones de personas-, tendrán 
más de 65 años, de los cuales 6 millones serán octogenarios. La pobreza, no es 
exclusiva de países tercermundistas, no, afecta directamente en la UE, a 80 millones de 
almas en mayor o menor medida. La UE, considera en situación de pobreza, a todo 
aquel que vive por debajo de la media de ingresos de su país. Hasta el 17% de la pobla-
ción de la UE habita sin recursos básicos, incluidos 19 millones de niños. En España, el 
porcentaje subió al 20% -2008-. 
 
Un tercio de los europeos en 2050 será mayor de 65 años y el 11% superará 
los 80, con los problemas añadidos en los sistemas de protección social, mercados de 
trabajo y la economía UE. Hoy -2010-, hay por cada 100 personas en edad de trabajar    
-16 a 65 años- 25 de 65 años y en el horizonte del año 2060 llegarán a ser el doble. Las 
estadísticas poblacionales aseguran que el número de personas mayores de 65 años 
llegue a duplicarse en todo el mundo desde los 523 millones -2010-, hasta los 1.500 
hacia 2050. Eso significa que, por primera vez en la historia, la población mayor de 65 
años superará en número a los niños menores de 5 años. Estos datos no admiten duda al 
                                               
1 FUSTER, V. y CORBELLA, J., La ciencia de la salud. Planeta, Barcelona, 2006, pp. 6-30.  
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respecto. El Instituto de Envejecimiento de EEUU2 -NIA-, aclara que el porcentaje de 
personas mayores de 65 años pasará del 7% -2009- al 14% en el año 2040.  
 
España, presentaba -2009-, 44 millones de personas; trabajaban 19 millones, 3 
millones son funcionarios, más de 8 pensionistas en sus diversos tramos y de 3,2 perci-
ben el desempleo. En el año 2012 ha subido a casi 9 millones de pensionistas y en 2050 
habrá 17, solo se puede mantener con un espectacular aumento de la población, acon-
tecimiento que no se da en la actualidad; tampoco es admisible que el PIB gaste en 2050 
un 15% en estas políticas, únicamente es asumible si escala como en Europa al 12%3. 
INE, 2014 
China e India llegarán a tener no menos de 550 millones de mayores. Hecho 
que afectará al mundo en su globalidad; este dictamen lógicamente dependerá del mayor 
o menor grado poblacional. Se prevé que, entre 2005 y 2050, el aumento de la pobla-
ción mayor de 60 años de edad represente cerca de la medianía del crecimiento total 
                                               
2 NIA, Instituto de Envejecimiento de EEUU, informe, 2012. 
3 España -2012-, ronda el 9%. 
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cosmopolita. El envejecimiento, fatalmente será vertiginoso. En Estados Unidos, las 
personas mayores de 65 años actualmente constituyen el 13% de la población, pero se 
duplicarán -88,5 millones a mediados del siglo XXI-, a pesar de beneficiarse de las 
inmigraciones. La proporción de avejentados en los países desarrollados -21%-, es en 
estos momentos mucho mayor que la de naciones en desarrollo -8%- o en economías en 
transición. Ahora bien, aunque esas poblaciones de más edad se encuentran en los paí-
ses desarrollados y en patrias con economías en transición, la mayoría de los encaneci-
dos del mundo vive en naciones en desarrollo -63% en 2005-. Para 2050, el 79% de per-
sonas mayores de 60 subsistirán en estas naciones. Más todavía -2011-, refieren una 
alarmante necesidad de población. A partir del 2019, las defunciones superarán los na-
cimientos. España, perderá medio millón de habitantes en los próximos 10 años de con-
tinuar la actual tendencia.  
A lo largo de la próxima década, en España continuará registrándose el paula-
tino descenso de la natalidad iniciado en 2009; entre 2011 y 2020 nacerán en torno a 4,4 
millones de niños, cifra inferior en un 4,7% a la década pasada. En 2020 se registrarán 
396.417 nacimientos, un 18,1% menos que en 2010. Esta evolución de la natalidad se 
produciría a pesar de que se mantuviera una tendencia de fecundidad favorable de los 
últimos años, que llevará a que cada mujer tenga una media de 1,50 hijos en 2020, 
frente a los 1,38 de 2010. El descenso de nacimientos vendrá determinado, fundamen-
talmente por la propia estructura de nuestra pirámide poblacional, al encontrarse en eda-
des fértiles aquellas generaciones de mujeres menos numerosas que nacieron durante la 
crisis de natalidad de los años 80 y primeros de los 90. La hembra tendrá su primer hijo 
hacia los 31 años en 2020. 
Atendiendo a datos del INE -2011-, emigración supera a inmigración. Ha co-
menzado la década del declive demográfico. La crisis pasa factura a España; caerá sin 
tregua hasta 2021, según la proyección del Instituto Nacional de Estadística de los 46,1 
millones actuales a 45,5 dentro de 10 años, algo más de medio millón de pérdida si se 
mantiene la tendencia actual. El principal factor del primer descenso que prevé la esta-
dística oficial tras años de boom -España llegó a ser el país que más extranjeros recibía, 
solo por detrás de EEUU-, es la salida masiva de residentes, 580.850 personas, el equi-
valente a la población de Cantabria, hacen la maleta este año y cruzan la frontera. Es 
más del doble de aquellas registradas en 2008 -266.460- y la mayor de los postreros 
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años. Las partidas seguirán superando a llegadas hasta 2020. De cada 10 que parten, 9 
son extranjeros. 
4 
                                               
4 ONU, Pew Research Center, Eurostat, 2014. 
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Hace 5 años -2009-, el INE, preveía que España alcanzaría los 49 millones de 
cosmopolitas en 2018. El año pasado -2011-, a la vista de un ritmo de llegadas alto aun-
que menos que antes, confirmó, 47,2 millones para 2020. Por primera vez estas proyec- 
ciones a una década vista, se observan en un contexto pesimista: la población dentro de 
10 años, será inferior un 1,2% a la actual. En el primer semestre -2011-el INE estimó en 
27.771, la pérdida de ciudadanos. Luego el desplome, fue muy superior (34.193)5. 
 
Los estudios prevén que las pérdidas de población prosperen de manera soste-
nida todos los años, hasta rebasar 81.587 -2020 personas-. Un año después, España 
tendría 45.585.574 habitantes, frente a los 46.152.925 actuales. La esperanza de vida se 
incrementaría en 2 años para los hombres -hasta los 80,9- y en 1,5 para las mujeres        
-86,3-. La crisis económica produce una involución demográfica. Aumentan los ciuda-
danos, pero no los jóvenes. 
 
6 
                                               
5 INE, 2011. 
6 INE, 2016. 
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7 
La esperanza de vida al nacer aumentó en todo el mundo 18 años entre 1950 y 
2005. En la mayoría de las naciones, se han registrado reducciones de la mortalidad más 
elevadas entre mujeres que hombres. Con carácter general la mujer en esperanza de vida 
al nacer, aumentó de 2,8 años en 1950 a 4,5 años en 2005. 
 
El planeta triplicará los mayores de 65 años a mediados de siglo y la propor-
ción será de 1 cada 6, con lo cual muchos países se verán en problemas para mantener a 
los ancianos. El número de personas mayores de 65 años aumentó  un 23% desde el 
2000 a 516 millones de personas. Eso significa más del doble en la tasa de crecimiento 
de la población general8.  
 
Esta tendencia sin embargo, no se cumple en América Latina, que es conocida 
por su alto índice de fertilidad, allí los menores de 19 años superan al grupo de mayores 
de 65, en una proporción de 5 a 1. Hacia el 2050, tanto Brasil como México, adonde hay 
un menor aumento de natalidad, los mayores de 65 llegarán al 18% de población, 
comparado con el 25% de jóvenes. Algo muy parecido acontece con las regiones en 
                                               
7 INE, 2016.  
8 OMS, informe, 2014. 
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desarrollo9. África seguirá teniendo una población relativamente joven bien avanzado el 
siglo XXI. Al presente, la edad media mundial es de 26 años, el estado más añejo es 
Japón con 41, la más joven, Yemen, apenas 15. En el año 2050, esta media será de 36 
años, siendo España, insisto, la más vieja con diferencia. Ciertamente un futuro próximo 
lleno de oscuridades que afectará la pirámide poblacional. España decrece anualmente 
alrededor de 0,2%, en África sube el 3 y 5%. Marruecos ha doblado población en 30 
años, España necesitó 400 años.  
 
La raza humana ha venido envejeciendo desde hace muchos años debido a la 
declinación de la tasa de nacimientos y los avances médicos que han extendido la vida. 
Las personas de edad avanzada, grupo más rápido en crecimiento, ahora constituyen el 
8% de los 7.000 millones -global-.  
 
Los países con mayor número de jubilados son Alemania, Italia, Japón y 
Mónaco, superan el 20% o más, de población mayor de 65 años. España mantiene una 
esperanza de vida espectacular. La segunda más larga, ello significa que los pensionistas 
se doblarán entre 2010 y 2040. El sistema si no se modifica puede quebrar en 2030.  
 
No obstante, la revolución industrial nos demostró que una máquina podía 
sustituir a 20 personas. Fue difícil de aceptar, el paro se cebó con los trabajadores. Hoy 
se plantea lo mismo atendiendo a un futuro repleto de personas mayores necesitadas de 
cuidados, pero muchos autores sostienen que la jubilación no correrá peligro enten-
diendo que la tecnología podrá sustituir a la mano de obra. Sucediendo así, el extranjero 
no sería necesario. Las personas, una vez más se miden por el interés10. 
                                               
9 CEPAL (Comisión Económica para América Latina y el Caribe). “El envejecimiento y las per-
sonas de edad. Indicadores para América Latina y el Caribe”. Naciones Unidas, Santiago de Chile, 2011. 
10 El porcentaje de población activa habrá aumentado dentro de cuarenta años En estos ar-
gumentos, sin embargo, no se tienen en cuenta varios hechos. Uno de ellos, de muy especial importancia 
sería la productividad, es decir, que un trabajador dentro de 40 años producirá mucho más que un 
trabajador ahora, casi el doble del producto bruto. Este mismo error aparece cuando se alarma a la po-
blación indicando que en 2007 nos gastamos el 8% del PIB en pensiones y dentro de 40 años nos 
gastaremos el 15%, lo cual se asume como insostenible en una sociedad que tiene recursos limitados 
(Italia ya se gasta el 14% del PIB en pensiones públicas y el sistema no se ha colapsado). El error de todas 
estas tesis alarmistas es que se asume, de nuevo, que la productividad apenas variará. Para consolidar la 
Seguridad Social hay que facilitar la participación laboral de las mujeres. Que no haya problemas graves 
en las pensiones públicas no quiere decir que no deban hacerse reformas, pero estas no deberían ir en el 
sentido de reducirlas. Una medida aconsejable para aumentar los fondos a la Seguridad Social y mejorar 
las pensiones es facilitar como digo, la participación de las mujeres en el mercado de trabajo. En España, 
el porcentaje de la población que trabaja es bajo. Y en parte esto se debe a dos factores. Uno es el bajo 
porcentaje de la población adulta que trabaja en el sector público (2007, el 10%, uno de los más bajos de 
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1. 2. Política de contingentes en determinados sectores productivo 
 
 
El Contingente de inmigrantes refiere a cupos de trabajadores que se agrupan 
por determinas profesiones o actividades laborales y que previamente han sido solici-
tados ante la escasez de personal para el desarrollo de estos oficios en los determinados 
sectores o niveles productivos donde son necesarios. Contingentes muy limitados por el 
Gobierno, después de recabar las opiniones del Consejo Superior de Política de Inmi-
gración y las organizaciones sindicales, esta regulación se establece en el Reglamento 
2393/2004 de 30 de diciembre, y desarrolla la previsión del art. 39 de la LO 4/200011.  
 
En primer lugar, se justifica la regulación por lo dispuesto en el art. 39 de la 
LO 4/2000, precepto que abre la posibilidad, que no obligación, de aprobar un con-
tingente anual, estableciendo dos claros límites, uno de procedimiento y otro de fondo 
para su aprobación: de una parte que lo permita, más exactamente “teniendo en cuenta”, 
la situación nacional de empleo; de otra, su acceso sólo y exclusivamente para quienes 
no se hallen o residan en España. Es decir, la normativa vigente permite, y en ningún 
caso obliga, a que se apruebe anualmente por el Consejo de Ministros un contingente de 
trabajadores extranjeros para que puedan prestar sus servicios en España. 
 
                                                                                                                                          
la UE-15, cuyo promedio es del 15%). En contra de lo que se dice, el sector público (y, muy en particular, 
en los servicios públicos del Estado del bienestar, tales como sanidad, escuelas de infancia, educación y 
servicios sociales, entre otros) está poco desarrollado y tiene escaso personal, y ello se traduce en el bajo 
porcentaje de la población que trabaja en él. Y el trabajo crea la necesidad de producir más trabajo. Si 
España tuviera el porcentaje de Suecia, habría 2,8 millones más de trabajadoras pagando impuestos y 
cotizaciones sociales. Para ello se debería expandir el cuarto pilar del Estado del bienestar, de modo que 
se incluyera el derecho de acceso a las escuelas de infancia, además de los servicios domiciliarios a 
personas dependientes. Y, naturalmente, se debería hacer al hombre corresponsable de las obligaciones 
familiares. Y sobre todo, invertir en los jóvenes, pues ellos son los futuros cotizantes que financiarán las 
pensiones. Deberían también corregirse las inequidades existentes en la financiación de las pensiones. Es 
injusto que uno de los banqueros más importantes de España pague a la Seguridad Social un porcentaje 
mucho menor que un empleado de su banco. Como también es injusto que una persona trabajadora no 
cualificada (que vive 10 años menos que una persona con mayores recursos de renta) tenga ahora que 
trabajar dos años más para pagarle las pensiones a la persona que le sobrevivirá 10 años. En realidad, el 
incremento de la esperanza de vida se ha concentrado en los últimos 40 años en las rentas superiores, 
habiendo sido menor en las rentas inferiores. Estos deberían ser los temas que centraran el debate actual 
sobre las pensiones: la creación de empleo y sobre todo, buen empleo, y la corrección de las desigual-
dades en la financiación de las pensiones. Cfr. Vicenç Navarro, Universidad Pompeu Fabra, periódico El 
País, de fecha 06/02/2013. Ensayo desde la perspectiva global sobre la necesidad de extranjeros. 
11 Los art. 77 a 83 se integran dentro del Título V y regulan el contingente de trabajadores ex-
tranjeros, si bien esta terminología queda reservada al título del art. 77, quedando el Título V con la 
genérica referencia al contingente. De esta forma, se regula de forma mucha más clara y ordenada que en 
la normativa anterior la posible puesta en marcha del contingente, circunstancia que en el RD 864/2001 
de 20 de julio quedaba regulada en un único precepto, el art. 65, con 11 apartados.  
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Tres características se predican para el contingente. La primera, se refiere a 
cuál es el objetivo de la puesta en marcha de este mecanismo de acceso de ciudadanos 
extranjeros a nuestro mercado de trabajo, más concretamente el desempeño de empleos 
“con vocación de estabilidad”; es decir, con independencia de la duración del contrato 
del trabajador extranjero, el puesto de trabajo que se oferta parece que debe reunir las 
notas de estabilidad y permanencia en el circuito productivo, tesis que se reafirma con la 
lectura del art. 78 y su regulación diferenciada de la contratación ‘estable’ y de la con-
tratación de ‘temporada’. La segunda, versa sobre a quién va dirigido el posible acceso 
al empleo en España, refiriéndose de forma clara y taxativa a contratación ordenada, 
regulada, más exactamente, por utilizar el mismo término preceptivo, ‘programada’, de 
extranjeros que no se hallan ni residen en España, pretendiéndose por esta vía, al igual 
que se venía haciendo desde el año 2002, aunque con resultados muy dispares en cada 
momento, que el contingente no se trate de una vía de acceso encubierta  al trabajo para 
ciudadanos extranjeros que ya se encontraran entre nosotros, si bien de forma irregular y 
sin autorización de permiso/visado de residencia y/o trabajo. La tercera, no solo se 
encuentra en la segunda cuestión, sino que también hay que referirse a la tercera 
cuestión, y supone un cambio de alcance con respecto al marco jurídico anterior. Si bien 
parece que la prioridad sea la selección de trabajadores efectuada en sus países de 
origen a partir de ‘las ofertas genéricas’ que presenten los empresarios, la norma no 
cierra la puerta, y no podría hacerlo ante las constantes correcciones jurisprudenciales 
que han efectuado sentencias del Tribunal Supremo, a las potenciales admisiones de 
ofertas nominativas12.  
 
Obsérvese igualmente que la selección se efectuará en los países de origen, 
dato que debe ponerse en relación con el art. 80.1, cuando se expone que los contratos 
de trabajo que se gestionen a través del contingente ‘deberán ser firmados por extran-
jeros que no se hallen ni sean residentes en territorio español’. A indicar así mismo que 
la selección se hará por la parte empresarial, que los trabajadores preseleccionados po-
drán recibir formación en su propio país o ya en España, y que deberán disponer de la 
                                               
12 Si bien la autorización no se contiene de forma expresa en el art. 77 sino que se deja al Consejo 
de Ministros la concreción de cuándo y en qué supuestos será posible dicha tramitación.  
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información adecuada sobre sus derechos y obligaciones cuando se complete el proceso 
de selección13.  
 
La contratación por vía de contingente va dirigida a trabajadores que no se ha-
llen ni residan en España. Es solo una vía de acceso al mercado de trabajo (aunque el 
gobierno y los agentes sociales creen que debe ser la más importante). El texto diferen-
cia entre contingente estable (se refiere a “empleos con vocación de estabilidad”) y un 
posible contingente de temporada. La regulación deberá diferenciar de forma clara am-
bos supuestos14.  
 
El contrato podrá hacerse a partir de ofertas genéricas presentadas por los 
empresarios, y también por ofertas nominativas ya que el art. 77.3 dispone expresamen-
te que “el Acuerdo del Consejo de Ministros establecerá los supuestos en los que será 
posible tramitar las ofertas nominativas a través del contingente”. Las ofertas deben pre-
sentarse personalmente por empresarios; quien ostente representación legal empresarial. 
La contratación se dirigirá preferentemente a trabajadores de países (Bulgaria, Ecuador, 
Rumania, República Dominicana, Colombia, Polonia, Marruecos, etc.) o bien con quien 
España tenga firmados “Acuerdos sobre regulación y ordenación de flujos migratorios”. 
 
El apartado 5 del art. encauza la presentación de las ofertas de empleo genéri- 
cas vía contingente de forma preferente, por consiguiente no obligatoria y además de-
jando de lado las ofertas nominativas que, obviamente, no pueden quedar condicionadas 
por la nacionalidad del sujeto que se pretende contratar, ‘hacia los países con los que 
España haya firmado acuerdos sobre regulación y ordenación de los flujos migratorios’. 
Cabe resaltar que Marruecos es nuestro principal vecino mediterráneo, los países de 
                                               
13 La posibilidad abierta de fijación de contingente no fue desarrollada el año 2005, sino que 
simplemente se procedió a una prórroga del contingente de 2004, por Acuerdo del Consejo de Ministro de 
30 de diciembre, habiendo sido probablemente dos las razones que llevaron a ello: de una parte, las dudas 
sobre su necesidad ante la puesta en marcha del proceso de normalización de trabajadores extranjeros en 
situación irregular que iba a tener lugar durante tres meses del año 2005, en concreto de febrero a mayo, y 
que podía, según las previsiones más razonables, aflorar una parte importante de trabajo irregular, 
circunstancia que efectivamente se produjo como lo demuestra el hecho de las más de 550.000 nuevas 
altas en la Seguridad Social; de otra, el no haber agotado el cupo del contingente estable del año 2004, por 
lo que todavía había margen de discreción y oportunidad para que se siguiera contratando hasta agotar el 
número previsto. En estrecha relación con los argumentos ahora expuestos, el Acuerdo aportaba uno más 
de indudable alcance jurídico, cual era la no conveniencia de la fijación del contingente “previamente a la 
entrada en vigor del desarrollo reglamentario de la Ley Orgánica 4/2000 de 11 de enero”.  
14 No obstante y de acuerdo con la Sentencia de la Sala 3ª del Tribunal Supremo de 6 de abril de 
2004, no debe cerrar la vía a la contratación de extranjeros que se hallen y residan en España. 
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Centro y Sudamérica tienen estrechos lazos históricos con España, y los países del este 
europeo están proporcionando una amplia mano de obra básicamente durante tempora-
das notándose especialmente su presencia en el sector agrario.  
 
El texto deja abierta la puerta para establecer una regulación que incluya, junto 
al contingente “estable”, el contingente “de temporada” (todos los trabajadores, en am-
bos casos, deberán ser seleccionados en sus países de origen), y además, visados para: 
 
- Búsqueda de empleo en España, para hijos o nietos de un español de origen, con una 
duración máxima de tres meses. 
- Búsqueda de empleo en España ‘limitados a determinados sectores de actividad u ocu-
paciones en un ámbito territorial concreto’, con una duración máxima de tres meses. 
 
Su regulación se encuentra en el art. 83. La redacción del texto deja un amplio 
margen a las autoridades competentes (y entre ellas los Servicios de Empleo) para su 
concreción, ya que hace referencia a los ámbitos territoriales y sectores de actividad 
donde “existiendo puestos de trabajo de difícil cobertura, las circunstancias específicas 
del mercado laboral concernido determinen que los puestos pueden cubrirse de manera 
más adecuada a través de este sistema”. Además, el segundo párrafo del número 3 del 
art. 83 posibilita que la autoridad competente cambie durante el año los sectores de 
actividad o ámbitos territoriales para los que pueda concederse ese visado. Lo que 
recoge una de las reivindicaciones de los empresarios del sector agrario.  
 
Es significativo reseñar que el empresario ha de presentar un contrato de 
trabajo firmado por ambas partes, así como la autorización para trabajar. La autori- 
zación quedará condicionada a que en el plazo de un mes el trabajador se afilie y/o sea 
dado de alta en la Seguridad Social. Me parece muy importante que el Reglamento sea 
flexible en este punto, ya que se deja la puerta abierta a la ampliación del número de 
ofertas de empleo durante todo el año, en razón de la evolución del mercado de trabajo. 
El art. 80.4 prevé la posibilidad de que se impartan cursos de formación, en España o en 
los países de origen, dirigidos a los trabajadores seleccionados o preseleccionados. 
 
Cabe destacar que la autorización inicial de trabajo y residencia se limita, du-
rante el primer año, a un ámbito geográfico y a un sector de actividad determinado; esta 
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regulación del contingente engloba diversas posibilidades de acceso, de forma regular y 
estable o temporal, al mercado de trabajo español para trabajadores extranjeros, e in-
cluso para personas que aún no han accedido a nuestro mercado pero que desean buscar 
legalmente empleo en el mismo.  
 
No menos importante es la posibilidad que el apartado 3º del art. 78 ofrece pa-
ra regular de forma diferenciada, como así se hizo efectivamente en los dos años ante-
riores la contratación vía contingente de trabajadores de temporada, previsión que no se 
recoge de forma expresa en el art. 39, modificado, pero que ya fue admitida a partir del 
contingente del año 2003, del que cabe destacar la previsión establecida, y que se ha 
mantenido en la normativa posterior, de la posible contratación de trabajadores que ya 
hubieran sido titulares de un permiso de trabajo de temporada en años anteriores. Es 
decir, es importante destacar la amplitud con la que se regula el trabajo de temporada o 
campaña, ya que la duración podrá llegar a los nueve meses dentro de un período de 
doce meses consecutivos, y se prevé que el trabajador pueda tener más de un contrato 
laboral, ya que la duración de la autorización ‘coincidirá con la del contrato o contratos 
de trabajo’. Las autorizaciones de temporada o campaña ‘se podrán prorrogar hasta seis 
o nueve meses en función del tipo de visado y del período de contratación inicial’, 
novedad que fue incorporada en el art. 57.7.  
 
La vía de acceso a la residencia permanente en España, previo paso obligado 
de residencia temporal y trabajo de duración determinada durante varios años, se mani-
fiesta de forma clara en el art. 56 d, segundo párrafo, dispone que ‘el buen trabajador’ es 
decir, aquel que cumpla sus obligaciones de retorno al país de origen una vez finalizada 
la temporada, podrá cubrir otras ofertas de empleo que se generen en la misma actividad 
y con el mismo empresario u organización empresarial en otras campañas futuras, ‘sin 
que sea necesario tener en cuenta la situación nacional de empleo’. Aquí se apuesta de 
manera clara por reconocer el trabajo y dedicación del extranjero 
 
Desde el año 2006 surge una novedad importante. Se acorta el tiempo para 
conseguir una tramitación más rápida –un mes- para aquellas ofertas de empleo dirigi-
das a trabajadores extranjeros de carácter estable, los visados de búsqueda de empleo a 
hijos y nietos de español de origen y el número de visados de búsqueda de empleo, 
limitados a determinados sectores de actividad y de ocupaciones. Como procedimiento 
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aparte, el acuerdo contemplaba también especificaciones para la tramitación de contra-
tos de temporada.  
 
Todo lo anteriormente expuesto con acuerdos de la Comisión Tripartita de 
Inmigración compuesta por Comunidades Autónomas, sindicatos y organizaciones em-
presariales. También es vinculante un informe sobre la situación de empleo e integra-
ción social de los inmigrantes elaborado a tal efecto por el Consejo Superior de Política 
de Inmigración.  
 
El contingente podrá establecer un número de visados para búsqueda de em-
pleo dirigidos a hijos o nietos de español de origen, así como a determinados sectores de 
actividad u ocupaciones en las condiciones que se determinen. Los visados de búsqueda 
de empleo autorizarán a desplazarse al territorio español con la finalidad de buscar tra-
bajo durante el periodo de estancia de tres meses, en los que podrá inscribirse en los 
Servicios Públicos de Empleo correspondientes. Si transcurrido dicho plazo no hubiera 
obtenido un empleo, el extranjero quedará obligado a salir del territorio, incurriendo en 
caso contrario, en la infracción contemplada en el artículo 53.a de la Ley Orgánica de 
Extranjería, sin que pueda obtener una nueva autorización para trabajar en el plazo de 
dos años.  
 
Las organizaciones empresariales sectoriales de ámbito nacional y las empre-
sas que vayan a contratar a más de 30 trabajadores extranjeros, y que cuenten con una 
plantilla superior a 100 trabajadores y tengan centros de trabajo en varias provincias, 
podrán presentar ofertas de empleo acompañadas de la misma documentación ante la 
Dirección General de Emigración, especificando las provincias donde se desarrollarán 
los contratos. Presentadas las ofertas, se verificará si se dispone de contingente, si las 
condiciones fijadas en las ofertas son las establecidas por la normativa vigente para la 
misma actividad, categoría y localidad, y si las empresas solicitantes se encuentran al 
corriente en el pago de las cotizaciones sociales y en el cumplimiento de las obli-
gaciones fiscales. En caso de valoración favorable de los expedientes, en el plazo de 15 
días se remitirán a la Dirección General de Emigración, que en el plazo de otros 15 días 
trasladará las ofertas de empleo al órgano encargado de la preselección de trabajadores 
en el país que corresponda, a través de la Embajada española, teniendo en cuenta los 
Acuerdos sobre Regulación y Ordenación de Flujos Migratorios.  
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La selección se llevará a cabo en la forma prevista en el Acuerdo bilateral 
aplicable, con la participación de las correspondientes Secciones de Trabajo y Asuntos 
Sociales en el exterior y, en su caso, de la Dirección General de Emigración o del Área 
o Dependencia de Trabajo y Asuntos Sociales afectada y con el apoyo de la Misión 
Diplomática u Oficina Consular correspondiente.  
 
Puede utilizarse la tecnología para la elección de candidatos bien por telefonía 
o videoconferencia para conocer las aptitudes. Con posterioridad los sujetos legitimados 
podrán presentar contratos de trabajo-solicitud de autorización de trabajo y residencia, 
cuya duración no será inferior a un año, según modelo oficial, para contratar a trabaja-
dores extranjeros que no se hallen ni sean residentes en España.  
 
Otro programa interesante afecta al INSERSO, ofreciendo la posibilidad de 
entrada en España para buscar trabajo con un plazo establecido de tres meses. Si no 
existiera trabajo en una Comunidad, puede a través del Servicio Público competente, 
habilitarse la contratación de extranjeros en otra Comunidad que lo demande. Al efecto, 
a su llegada, deberán inscribirse como demandantes de empleo en el correspondiente 
Servicio Público de Empleo. Los empleadores presentarán ante las Áreas o Dependen- 
cias de Trabajo y Asuntos Sociales, el contrato de trabajo-solicitud de autorización de 
trabajo firmado por ambas partes junto con los documentos siguientes: En caso de valo-
ración favorable del expediente, el contrato de trabajo firmado por ambas partes, debi-
damente diligenciado, incorporará el NIE y la autorización inicial de trabajo por cuenta 
ajena que habilitará para residir, y la vigencia de esta, que será de un año, comenzará 
desde la fecha de autorización que conste en el contrato, permitiendo el inicio de la acti-
vidad laboral y la afiliación y alta en la Seguridad Social; se deberá presentar el visado y 
el contrato de trabajo, debidamente diligenciado. En el plazo de un mes desde la notifi-
cación de la autorización, el trabajador, deberá solicitar personalmente ante la oficina 
correspondiente la tarjeta de identidad del extranjero. Finalizado el plazo de tres meses 
desde la entrada del trabajador en España sin haberse efectuado la contratación en esta 
actividad, deberá retornar a su país de origen.  
 
Como puede observarse la contratación es estricta y muy rigurosa, igualmente 
en la selección de los candidatos y taxativa en lo concerniente a la finalización de los 
contratos de trabajo. 
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                1. 3. Las denominadas “profesiones de difícil cobertura”  
 
Se encuentra regulado por el Real Decreto 557/2011 de 20 de abril15 por el que 
se aprueba el Reglamento de la ley Orgánica 4/2000, sobre derechos y libertades de los 
extranjeros en España y su integración social tras la reforma por Ley Orgánica 2/2009. 
Al menos de forma oficial, hay profesiones para las que los empresarios dicen no 
encontrar los suficientes trabajadores. Son las denominadas “ocupaciones de difícil 
cobertura”, que el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales actualiza trimestralmente, 
de acuerdo con las Comunidades Autónomas. El Servicio Público de Empleo Estatal 
elabora con la información suministrada por los Servicios Públicos de Empleo Autonó-
micos y previa consulta a la Comisión Laboral Tripartita de inmigración un catálogo de 
ocupaciones de difícil cobertura para cada provincia o demarcación territorial que en su 
caso establezca la correspondiente administración autonómica, así como para Ceuta y 
Melilla, en las provincias insulares, podrá establecerse para cada isla o agrupación.  
 
La calificación de una ocupación de difícil cobertura implica la posibilidad de 
tramitar la autorización inicial de residencia temporal y trabajo por cuenta ajena dirigida 
al extranjero. No deja de ser sorprendente que con 6.000.000 millones de parados, cifra 
espeluznante, y con una economía como la española en recesión -2013-, sin embargo 
una lista considerable de ofertas de trabajo no son cubiertas por la escasa cualificación 
de quienes aspiran a las mismas. La ventaja para el empresario es que si aparece en el 
listado la ocupación que precisa, no necesita aportar previamente una oferta de trabajo 
ante los servicios públicos de empleo de un extranjero que no resida en España, pudien-
do sin trámites, solicitar autorización de residencia y trabajo16.  
Si por el contrario, un empleador quiere contratar a un extranjero que no resida 
en España para un trabajo que no figura en dicho catálogo, tendrá que presentar una 
oferta en la oficina de empleo. Deberá esperar 15 días, y si en este tiempo no se ha 
conseguido cubrir el puesto, el Servicio Público emitirá una certificación negativa reco-
giendo este suceso, por lo que el empleador podrá ofertar el puesto a un extranjero. 
                                               
15 BOE nº. 103, de 30 de abril, 2011. 
16 Orden TAS/1745/2005, de 3 junio del art. 50.a) del Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, de 
11 de enero. 
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El catálogo de ocupaciones de difícil cobertura ha ido reduciéndose con la 
crisis. Mientras que en el 2008 se llegaron a publicar más de 200.000 vacantes, en la ac-
tualidad la situación es muy distinta. 
Con el fin de definir las necesidades de un puesto de difícil cobertura, basta 
referirnos al último catálogo del segundo trimestre -2012-, podemos advertir la nece-
sidad de logopedas en La Palma, podólogos y médicos en Tenerife, Gran Canarias re-
quiere facultativos especialista en geriatría, etc. Otros empleos de perfil bajo y salarios 
exiguos que además, vendrían determinados por el peligro y los inconvenientes inhe-
rentes: cocineros de barco, marineros, marina mercante en general, etc17. 
De la misma forma hay que diferenciar entre aquellos trabajadores comunita- 
rios y extracomunitarios: 
Los primeros: Si un empresario quiere contratar a un trabajador comunitario, el procedi- 
miento no se diferencia del utilizado para la contratación nacional. 
Los segundos: En el supuesto de contratar a un trabajador extracomunitario, el emplea-
dor debe dirigirse a la Oficina de Extranjeros, dependiente de la Delegación de Gobier- 
no de Madrid, e iniciar una solicitud nominativa del trabajador, indicando el empleo, 
sector, país, etc. 
Las dos vías para dar cobertura a la contratación de extranjeros no comuni-
tarios son: Catálogo de ocupaciones de difícil cobertura ya explicado y el Contingente 
que permite la contratación de trabajadores que no están ni residen en España, serán ele-
gidos en sus países de origen a partir de las ofertas existentes y con vocación de esta-
bilidad laboral. El Consejo de Ministros establecerá el sistema de contratación en otros 
países con los que España ha suscrito acuerdo de flujos migratorios. El Contingente se 
fija de forma anual teniendo en cuenta la situación nacional de empleo. A mi parecer, 
con la enorme cantidad de personas que en la actualidad no pueden acceder al mercado 
de trabajo algunos cursos de formación y reciclaje deberían ser dirigidos a ofertas y es-
pecializaciones que en el país no existen. 
                                               
17 BOE, nº. 124, de 25 de mayo, 2015. Normalmente las profesiones de difícil cobertura suelen ser 
muy similares al menos en los últimos años. Si se comparan los años 2012-1015 apenas sufren varia- 
ciones limitándose a deportista de élite y profesionales de buques mercantes. 
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                2. Especial referencia a la llegada de menores extranjeros no acom-
pañados (MENA) 
 
La inmigración es una realidad imparable y cambiante, por ello tanto la legis-
lación migratoria como la de protección de menores deben adaptarse a esta nueva 
realidad, considerando muy especialmente las necesidades de estos menores. Las nuevas 
leyes son más flexibles en atención del beneficio del menor, ser considerado un niño 
antes que un extranjero, sea el lugar del mundo donde se encuentre con independencia 
de la situación legal o documental que posea, está amparado los derechos de la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño18.  
 
España actualmente tiene en vigor el Real Decreto 557/2011, de 20 de abril, 
por el que se aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, sobre derechos y liber-
tades de los extranjeros en España y su integración social, tras su reforma por Ley 
Orgánica 2/2009. Los derechos que amparan al menor vienen  recogidos en el Título XI, 
capítulos I, II, III (Menores extranjeros) que analizaré más tarde. 
 
Se podría calificar a los MENA como Menores Extranjeros no Acompañados 
que llegan a España provenientes, en su mayoría, de Marruecos, Argelia, África Subsa-
hariana y países del Este, sobre todo de Rumania. Representan lo que algunos expertos 
describen como la tercera fase migratoria (constituyendo la primera y la segunda la del 
padre y la madre respectivamente). Las causas son múltiples, pero apunto: pobreza, 
catástrofes naturales, agresiones, violaciones, desestructuración en el seno familiar, mie-
do a persecuciones…19. 
 
El concepto de menores extranjeros no acompañados engloba a aquellos me-
nores nacionales de terceros países que ingresan en nuestro país (o en cualquier otro 
Estado Miembro), sin estar acompañados de un adulto que sea responsable de ellos y sin 
que estén efectivamente bajo cargo de tal persona. Los menores inmigrantes que se 
                                               
18 “Nosotros no somos la fuente de los problemas, somos los recursos que se necesitan para 
resolverlos. No representamos un gasto, representamos una inversión. No solamente somos gente joven, 
somos personas y ciudadanos de este mundo”. “Un mundo apropiado para nosotros”, (Sesión Especial de 
Naciones Unidas para la Infancia (mayo de 2002). 
19 Hasta el año 2013 no existía en España un registro para los niños que llegaban a las costas. 
Ahora se inscriben en el registro de Menas –Menores no acompañados-, y son sometidos a las pruebas de 
ADN. 
 340 
encuentran en España sin la tutela de un adulto constituyen un colectivo extrema-
damente vulnerable que ha experimentado un aumento importante  en los últimos años, 
convirtiéndose en la actualidad en una grave preocupación para la Administración y las 
instituciones sociales. El aumento de los MENA hace necesario la creación de nuevos 
establecimientos que suponen un gasto muy importante. Ante esta situación la inicial 
respuesta institucional española, contempla alejar el problema mediante el impulso ad-
ministrativo de repatriación, pero en profusas situaciones no es posible por cuestiones 
familiares y legales. Llegados a este punto, la alternativa inicial dirige a los jóvenes 
hacia los internados en los centros de acogida. España es una pieza importante en la 
inmigración para quienes intentan el salto a Europa, punto clave en rutas migratorias 
hacia Francia, Alemania o Suiza, aunque al aumentar la calidad de vida se convirtió en 
una clara opción de asentamiento permanente. España, ya no sería una zona de simple 
paso. Esta situación acontecida con adultos se ha trasladado desde los años noventa a 
los jóvenes menores de edad. 
 
El Consejo de la Unión Europea, en el art. 1, -Resolución del 26 de julio de 
1997-, define a los Menores Extranjeros No Acompañados como: “Todos los nacionales 
de países terceros menores de 18 años que entran en el territorio de los Estados Miem-
bros sin estar acompañados de un adulto que sea responsable de ellos por la ley o el 
hábito, y mientras no estén efectivamente bajo cargo de tal persona (…)  (así como) me-
menores nacionales de países terceros que fueron dejados solos después de entrar en el 
territorio del Estado Miembro” (97/C 221/03). 
 
La situación de desamparo está regulada por la LO 1/1996, del 15 de enero, 
sobre protección jurídica del menor; emplea el término amplio de ‘situación de des-
protección social del menor’ para referirse a todas aquellas realidades que perjudiquen 
su desarrollo personal o social. La ley distingue las Situaciones de riesgo (art.17) que 
son aquellas de cualquier índole que perjudiquen el desarrollo personal o social del 
menor, sin que requieran la asunción de la tutela por ministerio de la ley, y la Situación 
de desamparo (art.18) que aparece aclarada en el art. 172.1 del Código Civil como la 
que se produce de hecho: “A causa del incumplimiento o del imposible o inadecuado 
ejercicio de los deberes de protección establecidos por las leyes para la guarda de los 
menores, cuando éstos queden privados de la necesaria asistencia moral o material”. Así 
que la definición legal de la situación de desamparo contempla el siguiente aspecto: Una 
 341 
omisión o ejercicio inadecuado por parte de los padres o tutores de sus deberes de pro-
tección; que el menor quede privado de la necesaria asistencia moral y material. Para los 
niños extranjeros declarados en desamparo, derivarían de esta definición dos lógicas 
consecuencias: tutela automática de la Administración y la regularización de su situa- 
ción legal en España. 
 
En territorio español, todas las intervenciones que afecten a menores deben, 
conforme al art. 12 de la Ley 1/1996, relativa a la protección jurídica de los menores y 
al art. 92 del reglamento de la Ley O. 4/2000, modificada por la LO. 14/2003 relativa a 
los extranjeros, estar guiada por la siguiente regulación: 
 Los menores extranjeros no acompañados mantienen una amplia protección, 
contemplada en la legislación española para aquellos menores extranjeros de dieciocho 
años que lleguen a territorio español sin venir acompañados de un adulto responsable de 
ellos, ya sea legalmente o con arreglo a la costumbre, apreciándose riesgo de desprotec- 
ción del menor, mientras un adulto responsable no se haya hecho cargo efectivamente 
del menor, así como a cualquier menor extranjero que una vez en España se encuentre 
en aquella situación el Estado español le tutelará, sin perjuicio de la posibilidad de que 
el menor extranjero no acompañado pueda cumplir los requisitos establecidos en los art. 
59 y 59 bis de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero o en la normativa española en 
materia de protección internacional. El procedimiento es el siguiente: 
Cuando los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad localicen a un extranjero no 
acompañado cuya minoría de edad no pueda ser establecida con seguridad por razón de 
su documentación o de su apariencia física, será entregado a los servicios de protección 
de menores competentes, para que le presten la atención inmediata que precise, ponién- 
dose tal hecho en conocimiento del Ministerio Fiscal, que dispondrá, en el plazo más 
breve posible, la determinación y verificación de su edad. Igualmente, se dará conoci-
miento de la localización del menor o posible menor al Delegado o Subdelegado del 
Gobierno competente por razón del territorio donde éste se encuentre20. 
                                               
20 Para un inmigrante que llega a España sin papeles, la edad es un dato esencial. Si es menor, las 
comunidades autónomas asumirán su tutela y solo podrá ser repatriado si se acredita que tiene un entorno 
seguro al que regresar. Si es mayor, puede ser expulsado de inmediato. Durante años, las administraciones 
y la fiscalía han sometido a pruebas médicas de determinación de la edad a personas cuyos pasaportes 
aseguraban que no habían cumplido los 18. Las pruebas óseas, con grandes márgenes de error, se llevaban 
a cabo en algunas CCAA. El pleno de la Sala Civil del Tribunal Supremo dictaminó (18/07/2014) que 
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Determinada la edad, si se tratase de un menor, el Ministerio Fiscal decidirá su 
puesta a disposición de los servicios competentes de protección de menores, informando 
nuevamente al Delegado o Subdelegado del Gobierno correspondiente. Con posterio-
ridad el menor será informado, en un idioma comprensible, de los derechos que posee a 
nivel internacional y de la situación que se encuentra.   
 
Para la repatriación del menor no acompañado será competente la Delegación 
y Subdelegación del Gobierno en cuyo territorio se halle el domicilio del menor y lleva- 
rá a cabo los trámites relativos a la repatriación de un menor extranjero no acompañado, 
incluyendo la práctica de las actuaciones informativas previas y, en su caso, la incoa-
ción, tramitación y resolución del procedimiento de repatriación. A través de la policía y 
representación diplomática del país de origen se solicita informe acerca de sus familia-
res y aquellas informaciones sobre la entidad que tenga tribuida la tutela legal, custodia, 
protección provisional o guarda. 
 
Se acordará el inicio del procedimiento de repatriación del menor cuando, se-
gún los informes, se considere que el interés superior del menor se satisface con la rea-
grupación con su familia o su puesta a disposición de los servicios de protección de su 
país de origen. Las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno serán los Centros di-
rectivos competentes para llevar a cabo los trámites relativos a la repatriación de un 
                                                                                                                                          
estos exámenes médicos no pueden generalizarse. A partir de ahora, el pasaporte y demás documentos 
oficiales de identidad serán considerados como pruebas válidas salvo que exista una “justificación 
razonable” para sostener lo contrario. La ley de extranjería dispone en su art. 35 que las pruebas de edad 
se realizarán a todo aquel “extranjero indocumentado cuya minoría de edad no pueda ser establecida con 
seguridad”. A pesar de ello, se habían generalizado incluso para menores con pasaporte con el argumento 
de la escasa fiabilidad de los documentos de algunos países. “Las técnicas médicas, especialmente si son 
invasivas, no podrán aplicarse indiscriminadamente para la determinación de la edad”... “El inmigrante de 
cuyo pasaporte o documento equivalente de identidad se desprenda su minoría de edad no puede ser 
considerado un extranjero indocumentado para ser sometido a pruebas complementarias de determinación 
de su edad sin una razón que lo justifique (...) No cabe cuestionar sin una justificación razonable por qué 
se realizan tales pruebas cuando se dispone de un pasaporte válido”. Para poder llevar a cabo estos 
exámenes médicos de acuerdo a la legalidad, “procede realizar un juicio de proporcionalidad y ponderar 
adecuadamente las razones por las que se considera que el documento no es fiable y que por ello se debe 
acudir a las pruebas de determinación de la edad”. La Fundación Raíces, que presta asistencia a menores 
no acompañados, presentó un informe con 40 casos para denunciar precisamente que la Fiscalía, por 
sistema, no reconocía la validez de pasaportes y partidas de nacimiento de menores procedentes de 
Marruecos y el África subsahariana. Cfr. Fundación Raíces, 2014. El Defensor del Pueblo ya presentó un 
informe en 2011 denunciando que el sistema no funcionaba. En el texto relataban numerosos casos como 
el de un joven llamado Yusuf, al que le realizaron tres pruebas óseas en hospitales de tres provincias. En 
Almería dijeron que tenía “aproximadamente 16 años”; en Valencia, que “aproximadamente 18” —lo que 
suponía quitarle cualquier protección como menor— y en San Sebastián determinaron que su edad era de 
17 años. Otro de los casos que aparecía en este informe era el de un joven del que dijeron en 2008 tener 
13 años según las pruebas óseas y 19 en 2010. 
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menor extranjero no acompañado, previstos en el artículo 35 de la Ley Orgánica 4/2000, 
de 11 de enero y en los Acuerdos bilaterales suscritos por España sobre la materia. 
 
La Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio (BOE nº. 175 de 23 de julio) de modi-
ficación del sistema de protección de la infancia y adolescencia reforma complementa la 
Ley Orgánica 1/1996 de 15 de enero con el propósito de aumentar el sistema de protec-
ción al menor con el precepto indeterminado de “interés superior del menor”, incor-
porando además jurisprudencia del TS y aquellos criterios  de Observación general nº. 
14, de 29 de mayo de 2013, del Comité de Naciones Unidas de Derechos del Niño, 
atendiendo a la satisfacción de las necesidades básicas del menor, la consideración de 
sus deseos, sentimientos, opiniones y la conveniencia de que su vida y desarrollo tenga 
lugar en un entorno familiar adecuado y libre de violencia conjugando su edad, la no 
discriminación por vulnerabilidad o discapacidad y el derecho a ser escuchado con suma 
atención en cualquier procedimiento judicial o de mediación, aunque ya estaba 
establecido en la legislación anterior y se establece la edad de 12 años al entender la 
suficiente madurez. Como importante novedad el menor podrá plantear quejas ante el 
Defensor del Pueblo o Instituciones homólogas en la CCAA, reforzando la tutela 
judicial efectiva, el ingreso de menores en centros específicos por problemas de 
conducta, medidas de seguridad y las restricciones a la libertad que tendrán siempre la 
finalidad y carácter educativo; se regulan los procedimientos judiciales que han de tener 
agilidad y rapidez en la tramitación, con especial vigilancia por parte del juez de 
primera instancia (anteriormente los juzgados de lo contencioso-administrativo), incluso 
en la entrada en viviendas sin oír al titular del domicilio, se protege al menor en caso de 
la trata de seres humanos y mafias ampliándose de treinta a noventa días el período de 
reflexión que se da a las víctimas de trata de seres humanos, para que decidan si desean 
cooperar con las autoridades en la investigación del delito, y, en su caso, en el procedi-
miento penal21. 
                                               
21 Expone de manera literal. Cinco. Se modifican los apartados 1, 3 y 4, y se introducen una nueva 
letra f) en el apartado 2 y un apartado 5 al art. 10, que quedan redactados como sigue: 1. Los menores 
tienen derecho a recibir de las Administraciones Públicas, o a través de sus entidades colaboradoras, la 
información en formato accesible y asistencia adecuada para el efectivo ejercicio de sus derechos, así 
como a que se garantice su respeto. 2. (...) f) Presentar denuncias individuales al Comité de Derechos del 
Niño, en los términos de la Convención sobre los Derechos del Niño y de la normativa que la desarrolle. 
3. Los menores extranjeros que se encuentren en España tienen derecho a la educación, asistencia sani-
taria y servicios y prestaciones sociales básicas, en las mismas condiciones que los menores españoles. 
Las Administraciones Públicas velarán por los grupos especialmente vulnerables como los menores ex-
tranjeros no acompañados, los que presenten necesidades de protección internacional, los menores con 
discapacidad y los que sean víctimas de abusos sexuales, explotación sexual, pornografía infantil, de trata 
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Cumplidos los trámites del procedimiento (alegaciones, prueba...), tras haber 
oído al menor si tiene suficiente juicio, previo informe de los servicios de protección de 
menores y del Ministerio Fiscal, la Administración del Estado resolverá, de acuerdo con 
el principio de interés superior del menor, sobre la repatriación del mismo a su país de 
origen o a aquel donde se encontrasen sus familiares o sobre su permanencia en España. 
Localizada la familia del menor o, en su defecto, los servicios de protección de menores 
de su país, se procederá a la repatriación mediante su entrega a las autoridades de 
fronteras del país al que se repatríe. No procederá esta medida cuando se hubiera 
verificado la existencia de riesgo o peligro para la integridad del menor, de su persecu- 
ción o la de sus familiares. La repatriación se efectuará a costa de la familia del menor o 
de los servicios de protección de menores de su país. En caso contrario, se comunicará 
al representante diplomático o consular de su país a estos efectos. Subsidiariamente, la 
Administración General del Estado se hará cargo del coste de la repatriación22. 
 
A los mayores de dieciséis y menores de dieciocho años se les reconocerá 
capacidad para actuar en el procedimiento de repatriación, así como en el orden juris-
diccional contencioso-administrativo (actualmente juzgado de primera instancia), pu-
diendo intervenir personalmente o a través del representante que designen. Cuando se 
tratara de menores de dieciséis años (la normativa lo establece ahora en 12 años), con 
juicio suficiente, que hubieran manifestado una voluntad contraria a la de quien ostenta 
su tutela o representación, se suspenderá el curso del procedimiento, hasta el nombra-
                                                                                                                                          
o de tráfico de seres humanos, garantizando el cumplimiento de los derechos previstos en la ley. Los 
poderes públicos, en el diseño y elaboración de las políticas públicas, tendrán como objetivo lograr la 
plena integración de los menores extranjeros en la sociedad española, mientras permanezcan en el 
territorio del Estado español, en los términos establecidos en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, 
sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social. 4. Cuando la Entidad 
Pública asuma la tutela de un menor extranjero que se encuentre en España, la Administración General 
del Estado le facilitará, si no la tuviere, a la mayor celeridad, y junto con la presentación del certificado de 
tutela expedido por dicha Entidad Pública, la documentación acreditativa de su situación y la autorización 
de residencia, una vez que haya quedado acreditada la imposibilidad de retorno con su familia o al país de 
origen, y según lo dispuesto en la normativa vigente en materia de extranjería e inmigración. 5. Respecto 
de los menores tutelados o guardados por las Entidades Públicas, el reconocimiento de su condición de 
asegurado en relación con la asistencia sanitaria se realizará de oficio, previa presentación de la certifica-
ción de su tutela o guarda expedida por la Entidad Pública, durante el periodo de duración de las mismas. 
22 Datos ofrecidos en la memoria anual correspondiente a los seis primeros meses del año 2007, 
cuando la avalancha de menores llegó al punto álgido. En este periodo fueron detectadas 1.600 personas, 
900 eran menores de edad (mayoría de Marruecos). Localizar a las familias resulta complejo por las nulas 
infraestructuras de este país, además hay otra razón de índole política. Marruecos considera a Ceuta y 
Melilla ciudades ‘ocupadas’. Un menor ‘adoptado por España’ conlleva un gasto de 30.000/año, pero 
depende de las Comunidades Autónomas. Cfr. Memoria anual Ministerio del Interior, 2007. Por otra 
parte, si una mujer llega a las costas españolas con un bebé en brazos acabará en un centro abierto del que 
podrá salir y entrar sin dificultad y además resulta compleja la devolución al país de origen, sin embargo, 
si viene sola termina en un CIE y después tendrá más posibilidades de ser repatriada. 
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miento del defensor judicial que les represente. Sin perjuicio de que pueda apreciarse 
dicho grado de madurez en una edad inferior, se entenderá que el extranjero mayor de 
doce años tiene juicio suficiente. Si se resuelve la repatriación, ésta se efectuará bien 
mediante reagrupación familiar, bien mediante la puesta a disposición del menor ante 
los servicios de protección de menores del país de origen. 
 
En el caso de que el menor se encontrase incurso en un proceso judicial y 
conste este hecho acreditado en el expediente administrativo de repatriación, la ejecu-
ción de ésta estará condicionada a la autorización judicial. 
 
De acreditarse la imposibilidad de repatriación del menor, y en todo caso 
transcurridos nueve meses desde que el menor haya sido puesto a disposición de los 
servicios competentes de protección de menores, se procederá a otorgarle la autoriza-
ción de residencia. El procedimiento puede ser iniciado de oficio por la Oficina de 
Extranjería de la provincia en la que esté fijado el domicilio del menor, o por orden 
superior, o iniciado a instancia del servicio de protección de menores. La Oficina de 
Extranjería resolverá y notificará la resolución al menor en el plazo máximo de un mes, 
comunicándola, asimismo, al Ministerio Fiscal. En el plazo de un mes desde la fecha de 
notificación de la resolución, el representante legal del menor, acompañado del menor 
extranjero, deberá solicitar personalmente ante la Oficina de Extranjería correspondiente 
la Tarjeta de Identidad de Extranjero. La autorización de residencia tendrá una vigencia 
de un año, desde la fecha de la resolución del Ministerio Fiscal por la que se determinó 
la puesta a disposición del menor del servicio de protección de menores. 
 
En el supuesto de que el menor, en edad laboral, vaya a realizar actividad la-
boral se podrá solicitar a su favor, siempre que reúna los requisitos exigidos, una  ex-
cepción a la autorización de trabajo, una autorización administrativa para trabajar para 
actividades temporales o una autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena para 
actividades estables. 
 
El procedimiento sobre la renovación de la autorización de residencia o de la 
autorización de residencia y trabajo del menor será iniciado de oficio por la Oficina de 
Extranjería competente, durante los sesenta días naturales previos a la fecha de expira-
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ción de su vigencia, y será concedida siempre que subsistan las circunstancias que moti-
varon su concesión inicial. La vigencia de la autorización renovada será de un año, sal-
vo que corresponda una autorización de residencia de larga duración. La concesión de 
una autorización de residencia no será obstáculo para la ulterior repatriación cuando 
favorezca el interés superior del menor. 
 
Los menores tutelados que dispongan de autorización de residencia y alcancen 
la mayoría de edad podrán solicitar la renovación de la misma. Para su renovación, en la 
que se tendrá en especial consideración el grado de inserción del solicitante en la socie-
dad española, se seguirá el mismo procedimiento establecido para la renovación de una 
autorización de residencia temporal de carácter no lucrativo, aunque la cuantía a acre-
ditar como medios económicos para su sostenimiento se establece en una cantidad que 
represente mensualmente el 100% del Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples 
(IPREM). 
 
La vigencia de la autorización renovada será de dos años, salvo que corres-
ponda una autorización de residencia de larga duración. En el momento de su acceso a 
la mayoría de edad o durante cualquier momento posterior, podrán solicitar la modifi-
cación de la autorización de residencia vigente de cara a la obtención de una autoriza-
ción de residencia y trabajo. 
 
En el caso de menores sobre los que un servicio de protección de menores 
ostente la tutela legal, custodia, protección provisional o guarda, que alcancen la mayo-
ría de edad sin haber obtenido la autorización de residencia y hayan participado adecua-
damente en las acciones formativas y actividades programadas por dicha entidad para 
favorecer su integración social, ésta podrá recomendar la concesión de una autorización 
temporal de residencia por circunstancias excepcionales. En el supuesto de su concesión 
se otorgará una autorización de  residencia temporal o residencia y trabajo por cuenta 
ajena o propia23. 
                                               
23 La solicitud será presentada personalmente por el extranjero en la Oficina de Extranjería aten-
diendo a la provincia en la que tenga fijado el domicilio durante los sesenta días naturales previos o en los 
noventa días naturales posteriores a la fecha en que cumpla los dieciocho años, debiendo acreditar, 
alternativamente: a) que cuenta con medios económicos suficientes para su sostenimiento, en una can-
tidad que represente mensualmente el 100% del IPREM, b) tiene un contrato o contratos de trabajo de 
vigencia sucesiva y reúne los requisitos establecidos, c) reúne los requisitos establecidos para el ejercicio 
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La autorización concedida tendrá una vigencia de un año, y conllevará autori-
zación de trabajo en el supuesto de que los medios económicos dependan del trabajo por 
cuenta ajena o propia. En este caso, la vigencia estará condicionada a la afiliación y alta, 
en el plazo de un mes desde la notificación de la resolución, en el régimen correspon-
diente de Seguridad Social. 
 
En el plazo de un mes desde la notificación, el extranjero deberá solicitar, per-
sonalmente, Tarjeta de Identidad de Extranjero en la Oficina de Extranjería o la Comisa-
ría de Policía de la provincia donde tenga fijado su domicilio. 
 
Siendo el caso de menores sobre los que un servicio de protección de menores 
tenga la tutela legal, custodia, protección provisional o guarda, que alcancen la mayoría 
de edad siendo titulares de una autorización de residencia concedida en base al artículo 
anterior, su titular podrá solicitar la renovación de la misma en modelo oficial, durante 
los sesenta días naturales previos a la fecha de expiración de su vigencia. La presenta-
ción de la solicitud en este plazo prorrogará la validez de la autorización anterior hasta 
la resolución del procedimiento. 
 
Finalmente decir que cabe la posibilidad de la obtención de un ‘título de viaje’ 
para salir de España. A los extranjeros que se encuentren en España que acrediten una 
necesidad excepcional de abandonar el territorio español y no puedan proveerse de 
pasaporte propio, por encontrarse en alguno de los casos expresados en el artículo 34.2 
de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, una vez practicados los trámites que regulan 
esta situación, la Dirección General de la Policía les podrá expedir un título de viaje con 
destino a los países que se especifiquen, previendo el regreso a España, salvo que el ob-
jeto del título de viaje sea exclusivamente posibilitar el retorno del solicitante al país de 
nacionalidad o residencia de éste; en tal caso, el documento no contendrá autorización 
de regreso a España. En el título de viaje constarán la vigencia máxima y las limitacio-
nes que en cada caso concreto se determinen para su utilización. 
 
Existen otro tipo de supuestos entre los que se encuentra la adopción. Ante la 
constitución de esta relación jurídica que integra al menor plenamente en la familia 
                                                                                                                                          
de una actividad por cuenta propia. No obstante, la rentabilidad esperada del proyecto deberá ser, como 
mínimo, una cantidad para garantizar los gastos relativos a su manutención y alojamiento que represente 
mensualmente el 100% del IPREM. 
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adoptiva procede el visado de reagrupación familiar. Imprescindible para la venida a 
España de menores extranjeros adoptados o con resolución de tutela, por parte de ciuda-
danos españoles, residentes comunitarios, o nacionales de terceros países residentes en 
España24. 
  
3. Estudio comparativo de la inmigración en otros países europeos 
 
La actual problemática económica está marcando las políticas dirigidas a los 
inmigrantes. El debate constante es irresoluble. Sin embargo un extranjero no puede ser 
considerado moneda de cambio o mercancía de mayor o menor valor. Exige y merece 
un respeto en el tratamiento entre iguales -igualdad hacia los ciudadanos foráneos-. No 
parece que sea así atendiendo, priman las consideraciones donde solo importa el gélido 
aspecto monetario. En el año 2012, por parte del gobierno español, abrió el debate de 
cambiar la Ley de Extranjería -una vez más- para otorgar el permiso de residencia (art. 
63 y ss.), a quienes adquieran una vivienda cuyo precio no sea inferior a 500. 000 
euros’25, de aplicación también a quienes inviertan ese capital o lo destinen a proyectos 
empresariales. 
La posición generalizada en la EU no es muy distinta, se blindan contra la 
migración con argumentos parecidos26. 
Portugal: Se plantea cambiar su legislación con el objetivo de aumentar la entrada a 
quienes inviertan en el país durante un plazo mínimo de cinco años. Para poder acogerse 
a esta ley, los interesados deben abrir una empresa en Portugal y cumplir con uno de 
                                               
24 Siempre que se den las siguientes circunstancias, a) que los menores viajen con pasaporte de su 
país de origen, al no haber sido posible su inscripción en el Registro Civil Consular antes de su salida del 
país, b) que en base a la citada adopción o tutela con fines de adopción, ya exista la relación de repre-
sentación legal entre el menor y el adoptante o adoptantes. El adoptante debe solicitar el visado de rea-
grupación familiar en la Oficina consular española en cuya demarcación resida el menor extranjero, es 
decir, que se solicita en el país de origen del menor y cuando el adoptante se encuentre en dicho país. 
25 A mi parecer, injusta y lamentable Ley de Emprendedores. Se han concedido desde la entrada en 
vigor de esta ley 500 permisos de residencia –ciudadanos no europeos, en mayor proporción rusos y 
chinos-. No obstante, esta cifra no refleja la realidad porque la ley permite la mano de obra altamente 
cualificada bajo el paraguas de un permiso temporal para el interesado y los familiares. En total 3.799 
personas han conseguido el permiso de residencia, cfr. Informe Ministerio de Economía y Comercio, 
septiembre, 2014. 
26 SOLANES CORELLA, A. y LA SPINA, E. (eds.), Políticas Migratorias, Asilo y Derechos Hu-
manos, Tirant lo Blanch, Valencia, 2014, pp. 12-22; NICOLAO, J., Migración Internacional y políticas 
migratorias, Edición electrónica, WWW. Eumed.net/libros/2010d/171/…; FERNÁNDEZ SUÁREZ, B., 
Políticas migratorias en el sur de Europa: lecciones cruzadas entre España y Portugal, Estudios de pro-
greso, Fundación Alternativas, 2010, pp. 34-60. 
 349 
estos tres requisitos: comprar inmuebles por valor superior a 500.000 euros, crear al 
menos 30 puestos de trabajo o realizar una transferencia de capital de más de un millón 
de euros. La residencia es válida para cinco años y la renovación supondría un coste de 
otros 2.500 euros. Igualmente es posible lograrlo si se realiza una transferencia al país 
luso de un millón de euros. 
Irlanda: Mediante el llamado Programa del Inversor Inmigrante ofrece permisos de resi-
dencia de hasta cinco años, con opción de renovación, para los empresarios (y su 
familia) que presenten un plan de negocio con una inversión de entre 500.000 y 2 mi-
llones de euros, que puede incluir, por ejemplo, donaciones a proyectos filántropos. 
Además puede obtener la residencia con una ‘inversión mixta’ de un mínimo de un mi-
llón de euros dividida en la compra de bienes inmuebles (500.000 euros) y de un deter-
minado tipo de deuda soberana (otros 500.000 euros). El inversor y su familia, así como 
sus negocios, podrán beneficiarse de las leyes del país, en el que no están obligados a 
residir, aunque deben visitar el país al menos una vez al año27.  
Reino Unido: Presenta el sistema de inmigración por puntos, privilegia a las personas 
que llegan al país con visado bajo la categoría de ‘inversores’. Para pertenecer a esta ca-
tegoría, hay que disponer de un 1 millón de libras (1,24 millones de euros) netas para 
invertir o ser propietario de 2,5 millones de euros en activos del estado. Los inversores 
deben residir de forma continua en el país de 2 a 5 años (el periodo varía según el capi-
tal disponible) antes de poder solicitar la residencia permanente. Tienen la obligación de 
invertir al menos 750.000 libras (932.000 euros) en bonos del Estado o empresas (no en 
propiedad) en los tres primeros meses desde su llegada y están exentos del requisito de 
saber hablar inglés para optar a la residencia y, en última instancia, a la ciudadanía28.  
Francia: Ofrece expedir la residencia por ‘aportación económica excepcional’ a extran-
jeros que, por ejemplo, de manera personal o por medio de una empresa que dirija o en 
la que tenga al menos el 30% del capital, creen o contribuyan a salvar al menos cincuen-
ta empleos. Otra opción es que ese ciudadano extracomunitario se comprometa a hacer 
en Francia una inversión de 10 millones de euros, aunque las autoridades pueden decidir 
                                               
27 http://www.justlanded.com/english/Ireland/Ireland-Guide/Visas-Permits/Residence-Permits. 
28 Eleconomista.es,21/11/12; GranBretaña: http://www.justlanded.com/espanol/Reino-Unido/Guia 
Reino-Unido/Visas-Permisos/Permisos-de-Residencia.  
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en qué casos pueden conceder la residencia cuando se trate de aportación económica 
excepcional29. 
Alemania: Adjudica permiso de residencia por estudios, trabajo y reagrupación familiar 
con un ciudadano alemán o un extranjero con derecho legal de permanencia en territorio 
alemán. Asimismo, los trabajadores por cuenta propia pueden recibir un permiso de 
residencia si existe un interés económico general o una necesidad regional, si se prevé 
que su actividad vaya a tener efectos positivos sobre la economía y si la ‘financiación 
está garantizada aunque no hay fijada una cantidad mínima para  invertir’30. Los datos 
que aquí se exponen tienen un marcado carácter provisional porque los países buscan 
continuamente fórmulas que les permitan expulsar por activa o pasiva a quienes con-
sideran una lacra social31. En esencia, vamos hacia una Europa amurallada32. 
La ley es inflexible y hasta presenta cierta perversidad porque da a entender 
que un inmigrante se integra solo cuando tiene dinero y permiso de residencia. Muchos 
programas basados en la diversidad fracasan porque no aciertan a trasmitir a sus 
participantes la idea de que la diversidad puede ser un buen negocio. El aprovecha-
miento de la diversidad transciende el hecho de ser intolerante con la intolerancia y des-
cansa en tres pilares fundamentales: estar a gusto con personas diferentes, apreciar las 
singularidades de los demás y no desaprovechar ninguna oportunidad que pudiera brin-
darnos esta situación33. 
                                               
29 BARES BONILLA, P., Protocolos sobre extranjería, Tirant lo Blanch, Valencia, 2013, pp. 10-
45; AGUELLO NAVARRO, P., Comentarios a la ley de extranjería. Referencias. Normativa. Juris-    
prudencia. Comentarios, Colex, Madrid, 2013, pp. 1-23; Francia: http://www.justlanded. com/ espanol/ 
Francia/ Guia-Francia/Visas-Permisos/Permiso-de-Residencia-para-Francia 
30 VESTRI, G., Inmigración y extranjería. Amparo jurídico-legal de los menores de edad no acom-
pañados, Tirant lo Blanch, Valencia, 2014, pp. 15-34. 
31 En fecha 11/11/2014, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (asunto C-333/13) ha dictado 
sentencia por la que puede expulsarse a quien en un Estado no busca o encuentra trabajo, negándole la 
asistencia sanitaria y las prestaciones sociales. Esta sentencia estaría en sintonía con las propuestas ale-
manas pretendiendo imponer fuertes restricciones a los movimientos de personas en la UE. 
32 SÁEZ VALCÁRCEL, R., “La Europa amurallada y los Derechos de los Inmigrantes”, en Jueces 
para la Democracia, nº. 16-17, 1992, p. 21. Afirmaba Habermas que los Estados europeos tendrán que 
ponerse de acuerdo en una política liberal de inmigración. Ante la invasión masiva no se podrán atrin-
cherar en la cómoda barricada del chovinismo del bienestar. Vid. HABERMAS, J., Ciutadania politica e 
identitat nacional, Barcelona, Universidad de Barcelona, 1993, p. 96; BALIBAR, E., Les fronliéres de la 
Démocratie, La Decouberte, París, 1991, pp. 169-175. 
33 GOLEMAN, D., La práctica de la inteligencia emocional, Círculo de Lectores, Madrid, 1998, 
pp. 221-227.  
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Esta problemática nos hace advertir la necesidad de políticas equilibradas y 
unánimes, bien consensuadas, dirigidas a economías pequeñas y grandes que tienen ob-
viamente sus peculiaridades.      
                                                                                            
Las políticas de inmigración son necesarias sobre todo cuando Europa reac- 
ciona a la defensiva, así Italia promueve una ley para proscribir a los extranjeros sin 
trabajo. Austria, pide el aprendizaje del alemán en cuatro años. Gran Bretaña, amenaza 
con utilizar buques de guerra para impedir que entren extranjeros sin papeles y Dina- 
marca exige siete años de residencia para conceder permiso de estancia. España, es uno 
de los países más afectados por el fenómeno, siendo la principal puerta de entrada en 
Europa. La solución pasa por un buen control de las  fronteras y una total integración de 
quienes vienen a ejercer el derecho a vivir y trabajar en paz. Con carácter general la re-
glamentación actual europea se mueve en estos parámetros desde el año 200234. 
 
Austria: Exige visado (1998) a todos los extranjeros no procedentes de la UE, emitido 
por el consulado de Austria. Concedido por un máximo de 6 meses. No autoriza a tra-
bajar salvo en viajes de negocios. Los ciudadanos que quieran trabajar en Austria nece-
sitan permiso de residencia concedidos por periodos de 1 año y además deberán solicitar 
permiso de trabajo que sólo se obtiene atendiendo a circunstancias personales y si no se 
ha sobrepasado el cupo anual de trabajadores extranjeros admisible y determinado por el 
Ministerio de Trabajo. El permiso de residencia es anual pero, pasados 5 años puede 
obtenerse por periodos de 3 años. A los 8 años, no se pide permiso para trabajar, solo de 
residencia. Los trabajadores enviados por una compañía extranjera no perteneciente a la 
UE no registrada en Austria deberán solicitar un permiso especial, tendrá una validez de 
4 meses. Igualmente necesitan los inmigrantes aprender alemán en 4 años; si se niegan, 
pueden perder el permiso de residencia, recibir prestaciones o ayudas sociales. Siempre 
que no sean miembros de la UE.  
 
Bélgica: La última regulación (1999), establece que los permisos no son necesarios a 
quienes pertenecen a la UE; los no pertenecientes a la UE pero que sean familiares de 
un ciudadano belga; los extranjeros con permiso permanente de residencia y los ejecu-
tivos y empleados de una empresa extranjera está exenta previamente de obtención de 
                                               
34 MATIA PORTILLO, F. J., Crisis e inmigración. Reflexiones interdisciplinares sobre la inmi- 
gración en España, Tirant lo Blanch, Valencia, 2012, pp. 12-20. 
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permisos a sus empleados. Los trabajadores pueden obtener un permiso de residencia 
indefinida pasados 5 años de renovación anual. El permiso de trabajo habitual de 1 año 
puede extenderse a 2 años para trabajadores cualificados con salarios elevados. Además 
de los ciudadanos europeos, tiene tratamiento especial, que les exime de permiso de tra-
bajo, los ciudadanos de Zaire, los periodistas, refugiados y ciudadanos de otros países 
con quien tiene acuerdos recíprocos. 
 
Dinamarca: Los trabajadores no pertenecientes a los países nórdicos, deberán tener 
permiso de trabajo para realizar cualquier tipo de actividad por cuenta ajena, retribuida 
o sin retribuir. La empresa que intente reclutar a trabajadores extranjeros deberá acudir 
al centro local de trabajo acreditando cumplir los requisitos legales, debiendo registrar a 
los trabajadores extranjeros en dicho centro. Los trabajadores que no sean europeos o 
nórdicos podrán tener trabajo en Dinamarca sin permiso especial siempre que tengan 
titulación superior y contrato de trabajo. El extranjero que esté trabajando en el país un 
periodo inferior a 36 meses tiene el beneficio de la reducción fiscal a un máximo de 
25% de sus ingresos. Además, se amplía el plazo para conceder la residencia de 3 a 7 
años, exige pasar un examen de danés y otro de ciudadanía. Permiten ejercer el derecho 
de reagrupamiento familiar hasta los 24 años de edad. 
 
Finlandia: Aquellos trabajadores no pertenecientes a UE que pretendan trabajar tendrán 
antes que obtener el permiso de trabajo para poder entrar en el país. Esta concesión se 
obtiene en los consulados de Finlandia con una tramitación de una duración aproximada 
de 2 meses, comienza con la confirmación de oferta de trabajo, duración, salario y ca-
racterísticas de la actividad que va a desarrollar. El permiso inicial es por un 1 año y 
puede ser renovado localmente en el lugar de trabajo; deberá ser renovado cuando se 
cambie de actividad o industria. Finlandia tiene el porcentaje más bajo de extranjeros, 
algo menos de 2% de sus 5 millones de habitantes, las personas con estatuto de refugia-
do no necesitan el permiso. Se impone penas de cárcel contra las mafias que organicen 
la entrada de ilegales. La política finlandesa no suele ser distinta de aquellos países de 
poblaciones pequeñas y limitados recursos. 
 
Francia: Los ciudadanos que no pertenecen a la UE precisan visado para entrar en el 
territorio salvo para aquellos países que tengan acuerdos recíprocos y en caso de que 
quieran trabajar es preciso la carta de trabajo en la oficina nacional de inmigración. 
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Podrán a su vez renovar su permiso de residencia con derecho a trabajar sin necesidad 
de modificar los permisos de residencia para sus contratos originales. Toda la informa- 
ción del contrato del trabajo deberá quedar registrada en la Oficina de Trabajo en las 24 
horas siguientes a la contratación del trabajador extranjero35. Directores, ejecutivos, 
comerciantes y miembros de órganos de administración que trabajen en compañías fran-
cesas y bajo el derecho francés deberán contar con una carta especial de trabajo que 
también debe de ser registrada en el Registro Comercial. Francia. La situación irregular 
podría castigarse con pena de 1 año de cárcel36. 
 
Alemania: El empleado extranjero será controlado por la Oficina Federal del Trabajo 
con la excepción de los trabajadores pertenecientes a la UE. Los empresarios que 
contraten trabajadores extranjeros sin permiso de trabajo podrán ser sancionados por vía 
penal. El permiso de trabajo se obtiene por 3 años. Tendrá validez únicamente en el área 
geográfica de competencia de la oficina territorial que haya expedido el permiso. En 
caso de ser contratado por otra empresa diferente a la que dio lugar  a la concesión del 
permiso, el trabajador extranjero deberá renovar el permiso. Algunas autorizaciones es-
peciales permiten no restringir el permiso de trabajo al área geográfica de la oficina de 
trabajo, normalmente permitido a quien ha estado trabajando continuamente durante al 
menos 6 años o han contraído matrimonio con ciudadano alemán. Asimismo regula la 
‘emigración de la pobreza’, si en 6 meses no encuentra trabajo es expulsado37. 
 
Grecia: Aquellos trabajadores no pertenecientes a la UE deberán obtener además del 
permiso de residencia el permiso de trabajo específico para la actividad que vayan a de-
sarrollar y para la empresa en la que vayan a trabajar. Los trabajadores extranjeros no 
podrán superar un número que limitará el Ministerio de Trabajo de acuerdo con el 
Ministerio de Asuntos Exteriores, siendo penados y multados los empresarios que con-
traten trabajadores que no disfruten de los permisos requeridos. El asilo se otorga a los 
refugiados políticos aunque en condiciones rigurosas, no hay restricciones de reagrupa-
miento familiar; todos los inmigrantes detectados son expulsados, pero antes, recogen 
las huellas dactilares para adoptar medidas penales en caso de reincidencia. 
                                               
35 www.franciaguia.com/permisos-de-trabajo-en-francia/. 
36 www.justlanded.com/.../Francia/...Francia/...Permisos/... 
37 Vid. UE, Hacia un control más eficaz de las concentraciones de empresas en la UE, libro blan-
co, Bruselas, 2014. 
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Italia: Los trabajadores de la UE no tienen contrariedades para trabajar y no necesitan 
autorización, sin embargo la empresa sí tiene que comunicar a los empleados extran-
jeros aunque pertenezcan a la UE tanto a inmigración como a la Oficina de Trabajo. Las 
autoridades podrán conceder individualmente permiso de residencia al trabajador válido 
hasta cinco años, renovable automáticamente aún cuando no fueran contratados por nin-
guna empresa, si desarrollan actividad  empresarial o comercial. En Italia se exige auto-
rización específica a las empresas extranjeras que quieran emplear trabajadores foráneos 
por un periodo inferior a 2 años. Un extranjero que entre en Italia tras ser expulsado co-
mete un delito y puede ir a la cárcel entre 1 y 4 años; la falsificación de documentos está 
penada con 1 a 6 años. Quienes contribuyan a la entrada de más inmigrantes puede ser 
condenado entre 4 y 12 años de cárcel y 15.000 euros de multa y si lo inmigrantes son 
menores, destinados a actividades ilegales o  prostitución quien colabora en su entrada 
se enfrenta a una pena entre 5 a 15 años de prisión y multa de 25.000 euros. Igualmente 
el ejército puede movilizarse en el mediterráneo para detener, inspeccionar y expulsar 
naves sorprendidas con inmigrantes ilegales. Si el inmigrante se queda sin trabajo en los 
dos primeros años de un contrato de trabajo debe abandonar el país, también necesitan 
aportar huellas dactilares. El reagrupamiento familiar solo es posible para lo hijos me-
nores. Los visados italianos no tienen un precio tasado, debido a que el país no ha sido 
víctima de la burbuja inmobiliaria. 
 
Portugal: El ciudadano no perteneciente a la UE necesita un visado especial de 90 días 
para entrar en el país. El permiso de trabajo se conceden al trabajador que tenga un 
contrato de trabajo y visado por la oficina de empleo. El empresario, estará obligado a 
certificar la necesidad de contratación extranjera y no podrá concederle un estipendio 
mayor, no obtendrá nunca beneficios especiales que mejoren los de un portugués en ese 
mismo puesto; pasados 5 años podrán solicitar la autorización de residencia permanente. 
En el caso de que el trabajador sea contratado por periodo inferior a 30 días el empleado 
únicamente será requerido para informar de que el trabajador ha ingresado legalmente 
en el país. Tienen derecho a reagrupamiento familiar; en 48 horas después de su deten-
ción pueden pedir el asilo para evitar su expulsión. 
 
España: Los extranjeros no miembros de la CEE deben obtener visado de 90 días en los 
consulados o embajadas españolas de cada país, una vez que el trabajador cuenta con el 
permiso deberá acudir a la oficina provincial de trabajo para obtener su permiso de 
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trabajo. No hay restricción al número de empleados extranjeros salvo que existan tra-
bajadores españoles con idéntica cualificación para ocupar el puesto. Esta exigencia en 
rara ocasión supone un problema para el personal extranjero. El permiso una vez ob- 
tenido es renovable automáticamente. También la seguridad es un elemento necesario y 
en este sentido es requisito identificar mediante las huellas dactilares. Se modificó el 
Código Penal endureciendo las penas a explotadores de inmigrantes. En España, el 
permiso de residencia se concede en el plazo de cinco años; si un extranjero legalizado 
se queda sin trabajo cobraría el paro. Se potencia el visado por inversión inmobiliaria si 
supera los 500.000 euros y la cantidad mínima que debe justificar un ciudadano para 
serle permitida la residencia es de 2.130 euros mensuales –400% del IPREM-. El 
inmigrante expulsado no puede volver a España por un periodo de tres a diez años.  
 
Holanda: La política de inmigración tiene previsto endurecer las legislación para el 
reagrupamiento familiar, limitarlo a los menores de 16 años en el caso de que una pareja 
viva en este país y quiera traer a sus hijos, este proyecto pronostica recortar las ayudas 
familiares que tienen los trabajadores de Turquía, los marroquíes en el futuro solo perci- 
birán una 10% de la cantidad entregada. Otra medida será que un ciudadano que quiera 
entrar en Holanda para contraer matrimonio deberá tener cumplidos los 21 años -frente 
a los 18 actualmente- si se quiere beneficiar del reagrupamiento familiar, además tendrá 
que pagar 6.600 euros para cubrir parte de los gastos de educación destinados a facilitar 
su integración (en la actualidad el 10% es extranjero). Como novedad exige un 
certificado médico de no padecer tuberculosis. 
 
Irlanda: Tienen prohibido trabajar mientras se tramitan sus solicitudes de asilo recibien-
do una asignación mensual de 19 euros. En año 2013 lo pidieron casi 10.000 personas. 
Los trabajadores extranjeros que permanecen en Irlanda después de haberles caducado 
el permiso son repatriados. 
 
Suecia: El 11% de su población es inmigrante, de entre nueve millones de suecos. Se 
declara muy comprometido con la Convención de Ginebra de 195138; las personas que 
obtengan el asilo inmediatamente, también la residencia permanente. 
                                               
38 La Convención de Ginebra de 1951 es la base y el instrumento legal que ha permitido desde 
entonces proteger a millones de personas refugiadas en todo el planeta. 
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En cualquier caso las tendencias de los países van dirigidas a la selección de 
los inmigrantes. Francia está dispuesta a aceptar solamente inmigrantes que sean cientí-
ficos o artistas. La normativa pretende impulsar la inmigración ‘escogida’ frente a la 
‘sufrida’ endureciendo las condiciones para el reagrupamiento familiar. Alemania y 
Holanda realizan un examen al inmigrante que quieren nacionalizarse. El test, incluye 
preguntas sobre cultura, política e historia. Por otra parte los trabajadores del Este divi-
den a la UE, solamente tres Estados Miembros (Francia, Alemania, Italia) mantienen 
restricciones a trabajadores procedentes de los 10 nuevos Estados39. 
             
 3. 1. Inmigración ‘PECO’ 
 
El eje migratorio Este-Oeste está siendo un foco de atención por la potencial 
inmigración de la que pueden ser receptores los estados miembros de la UE ante la 
futura adhesión de los países de Europa Central y Oriental (PECO). Europa lleva años 
reconstruyéndose. 
 
En 1906 había 24 Estados, hoy 49. Hace 100 años muchos países que hoy son 
independientes estaban dentro de las fronteras de los imperios austrohúngaro y ruso. 
Turquía tenía territorios en Europa. Bajo su poder estaba lo que actualmente es Albania 
y Macedonia. Inglaterra por su parte controlaba Irlanda, Chipre y Malta. Finlandia tenía 
bandera rusa. Puede resultar difícil definir Europa. Geográficamente todo aquellos que 
está al oeste de los montes Urales, según Álvaro Ferrari. Una definición que dejaría, de 
momento fuera las tres repúblicas ex soviéticas Georgia, Armenia, Azerbaiyán (inclui-
das). En 1956, contaba con 400 millones de personas, al presente somos 800 millones. 
Han nacido nuevos países como Albania, Finlandia, Irlanda, Islandia, Polonia, Islas 
Feroe (independiente de Dinamarca desde 1948), la Ciudad del Vaticano, Yugoslavia y 
Checoslovaquia. Tras la segunda guerra mundial Alemania es dividida en dos. Hoy, al 
romperse la URSS y Yugoslavia el mapa europeo cambio sustancialmente. De la prime-
ra nacieron Eslovenia, Croacia, Bosnia, Montenegro, Macedonia y Serbia. De la se-
gunda, Estonia, Letonia, Lituania, Bielorrusia, Ucrania y Moldavia. De igual forma la 
unión otra vez de ambas Alemanias. Tal vez sólo sea el preludio y le sigan por ejemplo 
en España, el País Vasco y Cataluña; en Bélgica, con un estado valón y otro flamenco; 
                                               
39 TAMAMES, R., Globalización y soberanía mundial: un ensayo sobre la paz perpetua en el siglo 
XX, Editorial Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, Madrid, 2013, pp. 17-51. 
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sin olvidar la incógnita que supone Kosovo, bajo la tutela internacional40; Andorra, 
Liechtenstein, Kazajstán. 
 
Cronológicamente los inicios se producen en el año 1957, el 25 de marzo se 
crean los tratados de la Comunidad Económica Europa (CEE) y la comunidad de la 
Energía Atómica rubricados en Roma y firmados por Bélgica, Francia, Alemania, Italia, 
Luxemburgo y Holanda. Los nuevos socios se incorporaron, (1973) con la idea de hacer 
una Europa más fuerte y solidaria, así aumentó con Dinamarca, Irlanda y Reino Unido. 
Posteriormente Grecia (1981) y España y Portugal  (1986) hicieron lo propio, llegando a 
quince Estados miembros (1995) al anexionarse dos países escandinavos, Finlandia y 
Suecia junto a Austria. Finalmente el bloque aumenta a 25 (2004) con la ampliación de 
diez nuevos estados: Chipre, República Checa, Estonia, Hungría, Letonia, Lituania, 
Malta, Polonia, Eslovaquia y Eslovenia. Finalmente accedieron Bulgaria y Rumania, 
quedando pendiente Croacia, Macedonia y Turquía, debaten su ingreso cara al futuro. 
En el caso del país euroasiático, con 72 millones de habitantes en su mayoría musul-
manes, su adhesión despierta el recelo. Desde la cumbre de Helsinki de 1999, Turquía 
es candidato y mantiene acuerdo aduanero y además forma parte del Consejo de Europa 
pero aún sigue llamando a la puerta para ser miembro de pleno derecho. Quedan por 
iniciarse conversaciones multilaterales con Rusia y Marruecos. Un contingente tan im-
presionante puede producir enormes migraciones. 
 
La ONU, avanzó un riguroso informe donde se aseguraba la disminución de 
trabajadores, aseverando los beneficios de esta inmigración porque Europa ha perdido 
4,4 millones de personas entre 1995 y 2000, por muestra desde 1970 la población 
alemana habría descendido salvo por el incremento de la inmigración turca, y en la últi-
ma década países como Italia y España deben las tres cuartas partes de su crecimiento 
demográfico a la inmigración. De hecho, a pesar del flujo constante y los 600.000 in-
migrantes que se calculan va a seguir incrementando las cifras, en el año 2050 se habrán 
perdido en Europa 96 millones de habitantes41. 
 
                                               
40 A fecha 1 de enero de 2007 con la incorporación de Bulgaria y Rumania, la población actual 
supera los 494,7 millones personas. El dato global se refiere al conjunto de estados europeos que aún no 
están incluidos en la Europa actual. Hoy día son 28 naciones (en proceso de separación Gran Bretaña) con 
la incorporación de Croacia. Los siguientes serán previsiblemente Turquía y Macedonia. 
41 Informe preliminar de la ONU, de fecha 29/11/2004; en años posteriores los augurios de pérdida 
poblacional se ratificaron. 
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El gran problema de la inmigración ‘PECO’ es la alta cualificación, por un 
lado, necesaria en determinados países, por otro, dificulta encontrar trabajo a quienes 
pertenecen al estado de acogida. Pudo observarse en la década 1990-2000, un tránsito 
no inferior de 700.000 personas hacia la UE en función de proximidad geográfica.  El 
80% de la PECO y la UE se dirigieron a Austria y  Alemania. Saturados estos mercados 
el avance a otras naciones fue imparable. En España, un cálculo razonable nos habla de 
no menos de  60.000 personas42. El impacto en el mercado de trabajo cualificado llega-
ría a ser demoledor43. No inicialmente en estas fechas, sí cuando las  primeras genera-
ciones de alta especialización de manera masiva han pretendido acceder a los tejidos 
industrial. Antes no habría podido ser porque el gasto en I+D no superaba le 0,6% del 
PIB, descontado el destinado a industria armamentística o privada, daba una cifra ínfima 
en gasto formativo o de investigación.  
 
Las motivaciones para la contratación no suelen ser muy diferentes, al buscar 
lo mejor del ciudadano que quiere integrarse de manera ‘temporal’ y del que se exige 
una importante especialización, así, por muestra Alemania acepta el modelo canadiense 
–50.000 personas altamente especializada con carácter anual-, siguiendo la pauta que 
establece la crisis mundial de 1973, el invitado gastarbeiter, pero no, como ciudadanos 
de pleno derecho; Austria siguiendo esta línea establece un cupo del 8% del mercado 
laboral; Francia eleva el cupo a los 80.000 anuales; Italia acepta trabajadores si son re-
clamados previamente como España, o bien Gran Bretaña, ofrece el pasaporte inme-
diatamente al ser discrecional la concesión; Holanda por un tiempo prolongado -3 años-; 
por comparativa EEUU, otorga la llamada green card, admitidos únicamente como re-
sidentes, mantiene una política flexible, dependiendo de sus intereses siempre y cuando 
se obtenga tarjeta de residente y filiación a la seguridad social.  
 
Respecto a España, podría afirmarse que básicamente estamos ante un proble-
ma humano y de ordenación. “Los muy duros costes personales, económicos y sociales 
soportados por los parados podrían perdurar, sobre todo para quienes han sufrido un 
periodo prolongado de desempleo, que se enfrentan a una devaluación de sus aptitudes 
                                               
42 SAÍZ ÁLVAREZ, J., Claves para un nuevo mercado de trabajo, ECU, Alicante, 2004. Ofrece 
una visión general de los flujos migratorios iniciales referido a profesionales cualificados.  
43 HERRADOR, M., “Impacto económico de la inmigración de los países de Europa Central y 
Oriental a la Unión Europea”. Informe del Observatorio de Economía Europea nº. 1/2001, Instituto de 
Estudios Europeos, Universidad San Pablo -CEU-, Madrid, 2001. 
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profesionales y a un riesgo de exclusión del mercado laboral”44. La solución parece 
hallarse lejos del país, hay casi dos millones de españoles viviendo fuera de España45. 
La emigración va desplazando a la inmigración y la cifra de 5,7 millones de ciudadanos 
procedentes de otros países que viven aquí se diluye en los titulares frente al incremento 
en el número de españoles expatriados. La población española residente en el extran-
jero ha crecido un 6,3% durante 2012, lo que se traduce en 114.413 exiliados más. En 
cuanto a la población total de España bajó en 2013 por segundo año consecutivo hasta 
los 46,7 millones de personas, debido a la marcha de numerosos residentes extranjeros 
golpeados por la crisis46.  
 
Esta circunstancia de empobrecimiento hace que se pierda la perspectiva en 
cuanto a la necesidad inmigratoria extranjera; más aún cuando los datos que se publican 


















                                               
44 OCDE, informe de septiembre, 2014; DOWNING, D., Mercados globales: ¿a quién beneficia?, 
Morata, Madrid, 2011, pp. 17-50; FELBER, C., La economía del bien común, Deusto S. A. Ediciones, 
España, 2012, pp. 4-29. 
45 Desde que empezó la crisis al menos 700. 000 españoles abandonaron el país en busca de mejor 
fortuna. Vid. Fundación Alternativas Económicas, junio, 2014.  
46 INE,  julio, 2014. 
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3. 2. Las denominadas “devoluciones en caliente” 
 
Algunas medidas restrictivas para solicitar la nacionalidad, tanto en España 
como en el resto de países conlleva un desembolso económico difícil de costear, así 
solicitar la nacionalidad tenía un coste de 75 euros -tasa independiente a que sea o no 
concedida-, atendiendo a 140.000 solicitantes anuales arrojará unas cifras cercanas a los 
10 millones que serían dedicados a modernizar los sistemas informáticos ya que la 
nacionalidad tarda de 2 a 3 años en ser concedida50. España, no es la única en este tipo 
de planteamientos, por ejemplo, si bien Italia no tiene establecido un canon, el proceso 
                                               
49 OCDE, diciembre, 2014. 
50 El precio inicial como posteriormente se explica en la tesis ha variado. 
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burocrático es tan complicado que finalmente suele acabar en una demanda administra-
tiva con un coste nunca inferior a los 800 euros, otros países sí recaudan por este 
trámite: Reino Unido -1.115 euros-, Alemania  –255-; Francia -55-; Bélgica –150-... 
 
Existe una gran problemática surgida con las denominadas ‘devoluciones en 
caliente o rechazos en la frontera’, pues se plantea por los últimos gobiernos españoles 
que cuando no se ha entrado, entre las dos vallas, es territorio español pero no es área 
española, dando pie a la devolución, equiparándolo al puesto fronterizo por carecer de la 
documentación en regla. Esta actuación se asienta en lo especificado en el Reglamento 
de Extranjería (2004, PSOE). Contra este texto una ONG interpuso un recurso que en 
2007 fue visto por el Tribunal Supremo quien validó la actuación de la policía española 
señalando que podían ser devueltos inmediatamente aquellos que salten la valla entre 
Ceuta y Melilla y hallados en territorio español podrán ser rechazados inmediatamente 
sin necesidad de incoar expediente de expulsión. También en 1992 se firmó un acuerdo 
bilateral que posibilitaba (art. 11) estas devoluciones inmediatamente entre Marruecos y 
España, a cambio de apoyo financiero español y de la UE hacia Marruecos. 
 
La terrible valla de la discordia está compuesta por tres columnas. El ministro 
del Interior considera que –por sentido común, sujeto a este criterio desde 1985-, no 
sean superadas las tres paredes de alambradas no se entraría en el Estado español. Por 
sentido común también se puede discurrir que el mero hecho de sobrepasar la primera, 
daría pie a cavilar hallarse en España y por lo tanto sujeto a la ley de extranjería y 
convenios internacionales que establecen un mínimo de garantías legales –asistencia 
letrada, expediente administrativo para identificación…51. Las devoluciones de extran-
                                               
51 El Juzgado de Instrucción nº. 2 de Melilla imputó al mando de la guardia civil en la capital por 
devolver a inmigrantes de manera inmediata por un delito de prevaricación –finalmente se archiva la 
imputación en Abril, 2015-. Cfr. Medios de comunicación de fecha 16 de septiembre, 2014. A raíz de este 
procedimiento el Ministerio del Interior quiere dar cobertura legal a las devoluciones y para ello el PP 
pretende a través de una enmienda introducir una disposición adicional en la Ley Orgánica de Protección 
de la Seguridad Ciudadana que modifica la Ley de Extranjería estableciendo: “Los extranjeros que sean 
detectados en la línea fronteriza de la demarcación territorial de Ceuta y Melilla intentado el cruce no 
autorizado de la frontera de forma clandestina, flagrante o violenta, serán rechazados a fin de impedir su 
entrada ilegal en España”. Todos los partidos políticos españoles han mostrado disconformidad con esta 
enmienda al igual que Amnistía Internacional; puede ser recurrida ante la UE. Cfr. El País, de fecha 
23/10/14, p. 18. Será aprobada en el Congreso de los Diputados en fecha 11/12/14; DOMÍNGUEZ 
MORENO, M; “Las fronteras del hambre”, Diario 16, nº. 2188, p. 7; ID, “Fronteras calientes. La presión 
migratoria fuerza la reforma de la Ley de Extranjería”, nº. 2188, pp. 8, 13-14; DONAIRE VILLA, J., 
“Detención e internamiento a efectos de expulsión. Régimen de los Centros de internamiento de 
Extranjeros”, IBSN 978-84-9004-511-4, pp. 508-520, 2012; JARRÍN MORÁN, A. RODRÍGUEZ 
GARCÍA, D. DE LUCAS MARTÍN, F. J., “Los Centros de Internamiento de Extranjeros en España: una 
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jeros han generado discusiones políticas, jurídicas y sociales52. No obstante, ha sido 
aprobada por la Comisión europea esta decisión gubernamental53. Sin embargo, la pro-
blemática de expulsión afecta a todos los Estados Miembros de la UE. La última sen-
tencia conocida se produce por detención en territorio francés54. 
                                                                                                                                          
situación crítica”, Revista CIBOD d’ afers internationals ISSN-e 1133-6595, nº. 99, 2012; TRILLO FI-
GUEROA, J. M., “Los centros de internamiento de extranjeros: en los confines de lo carcelario”, ISBN 
978-84-15260-67-7, pp. 299-320. 
52 Las expulsiones no estaban exentas de polémica hasta hace varios años (2010), porque cuando se 
produjeron las avalanchas de personas, expulsar era complicado si debía de determinarlo un juzgado de 
instrucción, siendo competencia de la jurisdicción contenciosa administrativa, juzgados que carecen de 
guardia en fin de semana; en el Reglamento de Aspectos Accesorios de las Actuaciones judiciales (2001), 
no se estableció la posibilidad de pronunciamiento de medidas cautelares en este sentido, no bastaría una 
reforma reglamentaria para solucionar el problema, dado que la definición de las competencias de los 
órganos judiciales está sometidas a reserva de ley. Conclusión: se expulsaba en fin de semana y el recurso 
se solventaba en días laborales. Un contrasentido en un país que se presenta como un firme garante de los 
derechos individuales. Con posterioridad se reformó la ley para dotar a los juzgados de instrucción de la 
capacidad decisoria en este sentido. La jurisdicción contenciosa sufrió una profunda reforma iniciada con 
las tasas judiciales; igualmente el Tribunal Superior de Justicia. Para desatascar, se condenaba en costas y 
abonan tasas existan o no motivos para el recurso. Una política errónea. Quien tiene peculio, también 
derecho a pleitear, el resto, discriminan sus derechos fundamentales a la capacidad económica. No da 
imagen de un estado muy garante donde debe primar la seguridad jurídica. Actualmente (2016) no se 
condena en costas en primera instancia ni es obligatorio abonar tasas. El cambio de parecer, se expone a 
continuación. El Tribunal Constitucional ha declarado inconstitucionales (STC de 21 de julio, 2016, Rec. 
973/2013), las tasas judiciales que implantó en 2012 el Gobierno del PP y falla que las tasas que per-
sistían, para las personas jurídicas -empresas, ONG, partidos políticos-, impiden por su elevada cuantía    
-hasta 1.200 euros-, el acceso de estas a la Justicia. El Gobierno ya suprimió en febrero de 2015 las tasas 
para las personas físicas al admitir que podían vulnerar los derechos de los ciudadanos a la tutela judicial 
efectiva garantizada en el artículo 24 de la Constitución. Las tasas que ahora son declaradas in-
constitucionales son las que gravan la mera presentación de recursos de personas jurídicas en el orden 
contencioso-administrativo, es decir, las acciones judiciales contra decisiones de las administraciones 
públicas. También quedan anuladas las tasas para recurrir en apelación (ante audiencias provinciales y 
tribunales superiores de justicia) y en casación (ante el Supremo) en los órdenes civil, social y con-
tencioso-administrativo. Estas tasas oscilaban, según los casos, entre 200 y 1.200 euros. También se anula 
el artículo que impone unas tasas variables de hasta 10.000 euros en función de la cuantía económica del 
litigio. Las tasas, aplicadas en todas las jurisdicciones salvo la penal, lograron recaudar 600 millones 
hasta febrero de 2015. El Tribunal Constitucional considera que el establecimiento de tasas para el ejer-
cicio de acciones judiciales en los órdenes civil, contencioso-administrativo y social no vulnera, en sí 
mismo, el derecho fundamental de los ciudadanos a la tutela judicial efectiva; no incumple el mandato de 
sometimiento de la Administración al control judicial; ni tampoco el principio de gratuidad de la Justicia. 
Sin embargo, entiende que la cuantía de las tasas (tanto la cuota fija como la variable) resultan despro-
porcionadas y, tal y como alegaban los demandantes, pueden producir un efecto disuasorio en los ciu-
dadanos a la hora de acudir a los Tribunales. 
53 Aunque es muy discutible, Bruselas avala la devolución. Con fecha 20/01/16, expone la Comi-
sión Europea que es compatible la devolución de aquellos inmigrantes que intenten llegar a través de 
Ceuta y Melilla, pues la Directiva de Retorno y analizando el art. 4, apartado 4, letra b, España respeta el 
principio de no devolución, además se ha creado en estas fronteras una oficina para que los nacionales de 
otros países soliciten asilo. 
54 Sentencia del Tribunal de Justicia de la UE. Asunto C-47/15 (Sélina Affum / Prefecto de Pas de 
Calais y Fiscal General del Tribunal de Apelación de Douai) de 6 de junio de 2016. Los países de la 
Unión Europea no pueden encarcelar a los migrantes ilegales por haber ingresado al espacio Schengen de 
libre circulación sin la documentación correspondiente. La legislación comunitaria se opone a que se 
encarcele a un migrante ilegal antes de que se inicie el procedimiento de expulsión del territorio de la UE. 
La justicia debía pronunciarse sobre el caso del “ingreso irregular” a Francia de una ghanesa, Selina 
Affum, detenida por la policía en 2013 en la entrada del túnel del canal de la Mancha, en un ómnibus 
proveniente de Bélgica y sin documentos de identidad válidos. La Sra. Affum fue puesta en detención 
preventiva “por entrada ilegal en territorio francés”, una calificación contemplada por la justicia francesa 
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4.  La integración del extranjero/s como objetivo social 
 
Históricamente la inmigración se produce de manera masiva a la finalización 
de la II Guerra Mundial. La confrontación sangrienta ofrece un trágico panorama de jó-
venes caídos en la beligerancia, hace que los países se abran a la mano de obra 
extranjera. El trabajador procede de Estados no intervinientes en la guerra y además me-
nos desarrollados, véase España, Portugal, 15 millones de personas procedentes del sur 
de Europa y el norte de África, portugueses, españoles, argelinos, turcos. Los países re-
ceptores fueron principalmente Francia y Alemania y en menor medida Suiza, Austria, 
Bélgica, 20 años después de la apertura -1974-, fue suspendida esta política por la can-
tidad de personas extranjeras nacidas en los territorio demandantes quienes tenían los 
mismos derechos que los originarios y por la escasez de trabajo interno de las nuevas 
generaciones. La gravísima crisis que asoló Europa obligó a desprenderse de todos 
aquellos ciudadanos extranjeros que no habían obtenido la nacionalidad55. 
 
A partir de los años ochenta la inmigración comenzó a estar regularizada con 
cierta severidad ante las enormes avalanchas humanas provenientes de África, Asia56 y 
Latinoamérica principalmente. No obstante, el rigor legal ha ido fluctuando en función 
de las necesidades de contingente humano de los países receptores57. 
                                                                                                                                          
pero que la interesada impugnó. En su decisión el Tribunal europeo sostiene que la detención fue contra 
la legislación europea en materia de expulsión de extranjeros irregulares. La llamada directiva retorno “se 
opone a que un nacional de un país no perteneciente a la UE pueda ser encarcelado, antes de que se le 
aplique el procedimiento de retorno, por el mero hecho de haber entrado ilegalmente en el territorio de un 
Estado Miembro”. La legislación europea precisa que el procedimiento de retorno supone en primer lugar 
la posibilidad de un retorno voluntario y, si es necesario, medidas de expulsión lo “menos coercitivas 
posibles”. El encarcelamiento es solo posible cuando se lleve a cabo el procedimiento anterior y si el 
extranjero continúa de manera ilegal en el territorio europeo. En este caso las autoridades francesas no 
habían iniciado ningún procedimiento de expulsión. 
55 Las migraciones obedecen a razones económicas y sociales, trabajadores más o menos cua-
lificados que emigran para buscar una mejora de situación económica y, por otro lado, los grandes flujos 
migratorios como consecuencia de las hambrunas, conflictos bélicos, catástrofes humanitarias. Si bien, el 
primer grupo se acaba asentando durante unos años en el país de acogida; los pertenecientes al segundo 
grupo, pueden tener la consideración de asilados o refugiados y, aunque pueden acabar integrándose en el 
país de destino, se entiende que cuando cesa la situación de emergencia que les obligó a emigrar deberían 
regresar a sus países de origen (sin obviar que en determinados casos las situaciones confluyen de manera 
similar). Por tanto, las soluciones políticas, económicas y sociales se deberían adaptar a las diferencias 
estructurales de los diferentes flujos migratorios. 
56 SHAH, NASRA M., “Emigration Dynamics from and within South Asia”, en Appleyard (ed.), 
1995; ADDLETON, A., “The impact of the Gulf War on migration and remittances in Asia and the Mid-
dle East”, International Migration, vol. XXIX, 1991; ARCINAS, F.R., “Asian migration to the Gulf re-
gion: the Phillipine case”, en G. Gunatilleke (ed.), 1991. 
57 En realidad el perfil del migrante y su trayectoria en países de enormes territorios suele ser 
mimético y muy parecido, aunque se trate del diferentes culturas, pues anida el mismo deseo, la aspira- 
ción de una vida más humana. Vid. MARTIN, PHILIP, L., “Labor Migration in Asia”, International Mi-
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En Asia, también ha habido grandes corrientes de migración derivadas de pre-
siones demográficas y crecientes disparidades de renta desde tiempos remotos58. Hasta 
mediados de los ochenta, Kuwait, Arabia Saudita y los demás Estados del golfo fueron 
uno de los principales imanes de emigrantes dentro de Asia. Hubo migraciones desde 
los países vecinos tales como Líbano, Palestina y Jordania, en las que influyeron 
también las guerras y la inestabilidad en la región59.  
 
4. 1. Evolución de la normativa en la década de los ochenta y noventa y 
alcance de la inmigración 
 
A finales del siglo pasado y, en un ámbito geográfico delimitado de países se 
empezaron a vislumbrar bruscos cambios en materia de extranjería, los gobiernos opta-
ron por blindarse dificultando la adquisición de la nacionalidad, así como a través de 
una reducción drástica a las ayudas dirigidas al migrante por parte del país de acogida. 
 
Francia, ha sido un país de inmigración desde la posguerra. Su población 
extranjera representa un 6,3% de su población total, que en 1998 era de 56.652.000. Un 
tercio de sus inmigrantes son asilados y la proporción de inmigrantes económicos es 
alta. Destaca siendo el Estado Miembro con mayor proporción de norteafricanos, sobre 
todo argelinos (el 90% de los argelinos residentes en la UE). Entre 1986 y 1996 dis-
minuyó la proporción de portugueses y argelinos, mientras que la de marroquíes creció 
en un tercio, tunecinos un quinto y la de turcos casi se dobló. Debe tenerse en cuenta 
que estadísticamente no ha habido un crecimiento en el número de extranjeros desde 
1982, lo que parece indicar la adquisición de la ciudadanía francesa por muchos de 
ellos. La presión de la inmigración sobre el mercado de trabajo no parece ser fuerte, 
dado que la proporción de trabajadores extranjeros (6,3%) es idéntica a la de población 
extranjera; aunque el discurso xenófobo se nutre de la idea de competencia entre nacio-
nales y extranjeros por el empleo. Además, en noviembre de 2000, los sindicatos seña-
laban que había en Francia 900.000 puestos de trabajo sin cubrir. A mediados de los 
                                                                                                                                          
gration Review, vol. XXV, nº. 1, 1991; G. Gunatilleke (ed.), “Migration of Asian Workers to the Arab 
World,Tokyo”, The United Nations University, Nueva York, 1986. 
58 DAVIE, M. R., World immigration, Macmillan, Nueva York, 1936, pp. 1-43. 
59 SHAMI, S., “Emigration Dynamics in Jordan, Palestine and Lebanon”, en R. Appleyard (ed.), 
Emigration Dynamics in Developing Countries: The Arab Region, vol. IV, Aldershot, 1999, pp. 215-227. 
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años setenta, Francia, al igual que Alemania, cerró las puertas a la inmigración. El creci-
miento de la inmigración ilegal obligó a gobiernos del Partido Socialista a desarrollar 
campañas de regularización que fueron muy controvertidas en la política nacional. Las 
más importantes sucedieron en 1981/82, de la que se beneficiaron 121.000 inmigrantes, 
y en 1997/98, otros 80.000. Las leyes de ciudadanía también han sido fuente de contro-
versia en la política interna francesa durante años. El gobierno de izquierdas que llegó al 
poder en 1997 facilitó la adquisición de la ciudadanía, la reagrupación familiar y amplió 
los motivos para acogerse a la protección de refugiado. También en 1995 el gobierno 
introdujo un plan general para corregir los problemas de los ‘guetos de extranjeros’, que 
se habían desarrollado en los grandes proyectos de alojamiento por barrios durante la 
década anterior, pero este paquete de reformas ha tenido pocos resultados concretos, lo 
que puede ser parcialmente atribuido a problemas administrativos y de apoyo financiero 
inadecuado.  
 
España, con fuerte tradición migratoria, a partir de mediados de los ochenta se 
ha convertido en país de inmigración. En 1998, tenía una población de 39.347.900 habi-
tantes. En 2001, fue el país de la UE que más inmigrantes acogió. Según Eurostat, el 
24% de la migración neta de la UE se quedó en territorio español60. Presenta la pecu-
liaridad de que el 47% de su población extranjera legal procede de otros países de la 
UE, ya que ha sido uno de los destinos tradicionales de emigración permanente de los 
países nórdicos, esencialmente para personas de la tercera edad; en términos relativos el 
grupo de europeos va perdiendo peso. Los marroquíes son el mayor grupo de extran-
jeros no comunitarios y el número de nacionales de países latinoamericanos muestra una 
tendencia ascendente. Los países de donde proceden una mayoría de extranjeros no co-
munitarios son: Marruecos, Ecuador, Colombia, China, Perú y Rumania -en aquel mo-
mento no pertenecía a la UE-. 
 
En 1984, España promulgó su primera ley de asilo61, que fue modificada diez 
años después para impedir su utilización con fines de inmigración económica. En el 
                                               
60 Informe Eurostat, 2001. 
61 Ley 5/1984, de  26 de marzo, reguladora del derecho de asilo y de la condición de refugiado. 
BOE nº. 74, de 27 de marzo de 1984 (vigente hasta 20 de noviembre de 2009). Aprobada para cumplir el 
mandato de nuestra Constitución en el art. 13.4, al mismo tiempo ofrecer una solución al grave problema 
del refugio en España para aquellas personas perseguidas por motivos ideológicos o políticos, de acuerdo 
a los criterios de solidaridad, hospitalidad y tolerancia que deben inspirar el estado democrático de nues-
tra Constitución. Fue sustituida por la Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del derecho de asilo y de 
la protección subsidiaria. 
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contexto de crisis económica que alcanzó su punto culminante en 1985, de cara a su 
ingreso en la UE en 1986, el gobierno español cedió a las presiones europeas (se plantea 
la necesidad de controlar los flujos migratorios) y se aprueba una ley que regula la 
entrada de inmigrantes, incorporando estándares de los otros Estados miembros. Quince 
años después, con el propósito de adaptar el marco legal a la realidad, se formuló una 
nueva ley que finalmente se aprobó en el Parlamento con la oposición del gobierno 
minoritario conservador del PP en 2000. Después de ganar las elecciones generales de 
marzo de 2000 con mayoría absoluta, el PP aprueba una reforma de la ley con carácter 
restrictivo que desata las críticas de numerosos actores sociales y políticos por negar de-
rechos esenciales a los extranjeros indocumentados. En abril de 2001 el gobierno apro-
bó el Programa Global de Regulación y Coordinación de Extranjería y la Inmigración. 
Posteriormente fueron desarrollados textos legales más restrictivos. El marco legal es-
pañol para regular la entrada de extranjeros pivota sobre la necesidad de tener un puesto 
de trabajo previo a obtener los correspondientes permisos de trabajo y residencia62.  
 
La escasez de mano de obra nacional para atender ciertas actividades económi- 
cas y la imposibilidad de controlar férreamente las fronteras han llevado a la formación 
regular de una bolsa de indocumentados en territorio nacional, lo que ha obligado tanto 
a gobiernos socialistas como populares a concentrar sus esfuerzos en la implantación de 
siete procesos de documentación: uno en 1985/86, 1991, 1996 y finalmente cuatro en 
2000/2001, otorgándose permisos de trabajo y residencia a 400.000 personas.  
                                               
62 Vid. BELL, D., “La oleada de refugiados”, Periódico El País, 09/02/1993; PISANI, E., “Asilo, 
inmigración, migraciones”, Periódico El País, 11/02/1993. Desde el año 1994, los cambios en esta materia 
iban encaminados a dificultar la entrada de trabajadores e inmigrantes. La ley de 1984 sufrió en el año 
1994 una reforma sustancial porque estaba siendo utilizada por las personas extranjeras, en una gran 
proporción, para evitar la legislación de extranjería. La mera solicitud suponía el derecho a entrar y 
permanecer en nuestro país mientras se resolvía sobre el fondo, incluidos recursos administrativos y 
judiciales, lo que originaba un periodo de residencia legal tan dilatado, que convertía en altamente 
improbable la salida obligatoria, por endeble que fuera la petición de protección. En consecuencia, uno de 
los ejes fundamentales de la modificación operada en 1994, fue la posibilidad de inadmitir a trámite las 
solicitudes de asilo, a través de un procedimiento caracterizado por la celeridad, que implicaba el rechazo 
en frontera o la salida obligatoria o expulsión del país en una serie de supuestos. Fue finalmente el BOE 
de 31 de octubre de 2009 el que publicó la esperada Ley 12/2009, de 30 octubre, reguladora del derecho 
de asilo y de la protección subsidiaria que ha incorporado a nuestro ordenamiento jurídico interno, según 
se desprende de su Exposición de Motivos, fundamentalmente dos Directivas: la Directiva 2004/83/CE, 
de 29 abril, por la que se establecen normas mínimas relativas a los requisitos para el reconocimiento y el 
estatuto de nacionales de terceros países o apátridas como refugiados, o personas que necesiten otro tipo 
de protección internacional, y al contenido de la protección concedida, y que se conoce como Directiva de 
reconocimiento o de cualificación; y la Directiva 2005/85/CE, de 1 diciembre, sobre normas mínimas 
para los procedimientos que deben aplicar los Estados miembros para conceder o retirar la condición de 
refugiado, y que se conoce como Directiva de procedimiento, dando así cumplimiento (tardío) al mandato 
del legislador comunitario de transponer a nuestra legislación interna la referida normativa comunitaria. 
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La política de integración es, en su mayor parte, responsabilidad de los Muni-
cipios y Comunidades Autónomas, y, dado que muchos Municipios carecen de medios 
financieros y de infraestructuras suficientes, aumentan las dificultades para hacer cum-
plir la delegación de competencias. A mediados de los noventa se aprobó el Plan Nacio-
nal para la Integración Social de los Inmigrantes y se puso en marcha el Foro para la 
Integración Social de los Inmigrantes, que debía ofrecer asesoría relativa a las medidas 
de integración planificadas. A partir del año 2000 se ha desvirtuado claramente la po-
lítica de integración social hasta el punto que las unidades administrativas que se en-
cargan de ella dependen orgánicamente del Ministerio del Interior que dicta la política a 
seguir.  
 
Alemania, desde la II Guerra Mundial es el principal país de la UE receptor de 
inmigrantes. Inició su política de inmigración en 1954. En 1973 cerró las puertas a la 
inmigración. No obstante, su población inmigrante ha crecido significativamente a partir 
de la segunda mitad de los ochenta, sobre todo entre 1989 y 1993. Hoy es el país más 
poblado de la UE, -82 millones de habitantes- y, además, presenta la proporción más 
alta de inmigrantes extracomunitarios. Tiene 7,3 millones de extranjeros, el 9% de su 
población. Actualmente experimenta una presión fronteriza muy fuerte63. Exhibe un 
comportamiento migratorio muy dinámico, ya que combina un volumen alto de entradas 
y elevado de salidas de extranjeros; sin embargo, ha experimentado pocos cambios en la 
composición de su población extranjera. La quinta parte de  inmigrantes es asilada y con 
alta proporción de inmigrantes económicos. Por su situación geográfica, próxima a una 
región con alto potencial migratorio, son especialmente relevantes los flujos proceden-
tes de Yugoslavia, Rusia, Rumania y Polonia, además de Turquía. Así, un tercio de sus 
inmigrantes procede de países del este de Europa y una cuarta parte de países en los que 
anteriormente reclutaba mano de obra, cuenta con 2 millones de ciudadanos turcos, que 
representan el 28% de la población extranjera, un 25 % procede de países de la UE.  
 
La presencia de los extranjeros en el mercado de trabajo alemán se sitúa en 
torno al 9% y entre 1986 y 1996, el incremento llegó al 34%, frente a un 20% de in-
cremento en la población extranjera legalmente residente. La composición de su pobla-
ción extranjera trabajadora es similar a la de la legalmente residente. Destaca, frente a 
                                               
63 AJA, E. y DÍEZ, L., La regulación de la inmigración en Europa, Obra Social Fundación La 
Caixa, Colección Estudios Sociales, nº. 17, Barcelona, 2005, pp. 5-12. 
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otros países de la UE, la presencia de un porcentaje notable de asiáticos entre esta 
población trabajadora. Dispone de una completa y amplia gama de políticas de asilo y 
migratorias, en las que ha hecho reformas, en su mayor parte de carácter restrictivo, en 
los últimos 10 años. Los cambios más significativos han sido realizados a partir de 
1993, cuando las entradas desde el este europeo se incrementaron de forma dramática: 
la garantía constitucional de asilo para los refugiados políticos se hizo más restringida y 
realizaron cambios en los procedimientos de asilo y en las leyes de nacionalización 
continuados en 1997 y 1998  para contener el gasto público dedicado a la inmigración y 
reducir el deseo de los extranjeros de ir a Alemania por razones económicas. Se llevaron 
a cabo regularizaciones para un número limitado de inmigrantes que han estado vivien-
do en Alemania teniendo un estatus inseguro o de residente no registrado. La integra-
ción social de los inmigrantes es responsabilidad de los estados (Länder), aunque la 
implantación suelen afrontarla los municipios. Los Aussiedler, inmigrantes alemanes 
étnicos, constituyen la excepción, ya que disfrutan de un estatus legal más privilegiado 
y reciben apoyo financiero considerablemente mayor para su plena integración social y 
cultural.  
 
Han existido procesos de racionalización de la política de inmigración para 
permitir la entrada de una selecto grupo de extranjeros no comunitarios con buena for-
mación profesional (informáticos del Este europeo y de la India). Del mismo modo tra-
bajadores de la UE con un perfil técnico elevado.  
 
Finlandia, de los Estados Miembros es el menos poblado, con 5.147.300 
habitantes en 1998, y el que presenta una proporción menor de población extranjera: 
alrededor del 1,4%. Tiene una fuerte tradición de país de emigración: la migración en 
masa más destacada ha sido la de finlandeses a Suecia. La emigración supone menos de 
la tercera parte, que, en el caso de Finlandia, apenas ha contribuido al aumento de la 
población. No ha sido afectado por oleadas migratorias, salvo los kurdos. A pesar de la 
importancia política concedida al asilo/refugio, la proporción de asilados es realmente 
minúscula. Finlandia destaca por ser uno de los Estados de la UE con mayor proporción 
de inmigrantes extracomunitarios: sólo el 19% de la población extranjera legalmente re-
sidente procede de otro Estado Miembro. La mayor parte de sus inmigrantes proceden 
de países vecinos, sobre todo de los territorios vecinos de la ex-Unión Soviética, de 
donde procede el 36% de las entradas y la cuarta parte de sus residentes legales. Entre 
 371 
1986 y 1996 la población extranjera legalmente residente se ha incrementado un 250%: 
la proporción de inmigrantes UE decreció en 2/3; se triplicó el número de inmigrantes 
procedentes de la antigua URSS; y creció la proporción de estonios así como la de 
solicitantes de asilo de la ex-Yugoslavia. La inmigración legal entre 1991 y 1996 des-
cendió en un 60%. La escasa proporción de inmigrantes se encuentra integrada en el 
mercado de trabajo: los trabajadores extranjeros representan un 1,4% del total. Cuenta 
con un generoso estado del bienestar que facilita la integración de inmigrantes. Mientras 
el Ministerio del Interior es responsable del control de la inmigración, el Ministerio de 
Empleo lleva a cabo la formulación e implantación de las políticas de integración, la 
identificación y acomodación de los solicitantes de asilo, así como la gestión del retorno 
de los emigrantes finlandeses.  
 
Todos los Centros para el Empleo y el Desarrollo Económico que operan a 
nivel de distrito, cuentan con un responsable en materias migratorias y de refugio. La 
integración de los inmigrantes no sólo depende de los poderes públicos. Destaca la 
existencia de un conjunto de organizaciones sociales, algunas compuestas tanto por 
nacionales como inmigrantes, partidarias en su mayoría de mantener un curso de acción 
cuya finalidad no sea la confrontación permanente con los gobiernos. Se trata de 
estructuras comprometidas con la búsqueda de una cohabitación pacífica y de inter-
cambio cultural en una sociedad multicultural. El Finland’s Migrants Forum Support 
Group tiene como meta el apoyo a la cooperación y la igualdad de derechos entre ex-
tranjeros y nativos. A lo largo de la década de los noventa se ha llevado a cabo una 
extensa y muy generosa regulación de la presencia de extranjeros en el país: al Acta de 
Extranjeros de 1991 y al Decreto de Extranjeros de 1994, ambos reformados con pos-
terioridad en varias ocasiones, se sumó en 1999 el Acta sobre la Integración de los 
Inmigrantes y la Recepción de Solicitantes de Asilo. A nivel europeo, la posición del 
gobierno finlandés destaca por ser proclive a que la regulación del asilo cumpla de ma-
nera estricta los requisitos de la Convención de Ginebra64.  
 
Suecia, la población extranjera residente representa aproximadamente el 6% 
de su población total, que era de 8.847.600 personas en 1998. Desde el punto de vista 
                                               
64 BUSCH, K., “Bajo presión: el modelo Social Europeo en tiempos de austeridad” en LÓPEZ 
GARRIDO, D. (dir.), El Estado de la Unión Europea. El fracaso de la austeridad, F. Alternativas, 2013, 
pp. 51-60. 
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migratorio destaca por haber sido el destino de muchos solicitantes de asilo, por lo que 
cuenta con varias comunidades de refugiados en algunas ciudades. La composición de 
las entradas a este país nórdico así lo corrobora: la quinta parte de sus inmigrantes es 
asilada. Su estado del bienestar ha actuado como factor de atracción por una parte, para 
la población de otros países europeos nórdicos, de donde procede el 20% de sus 
inmigrantes, y, por otra, para la de otros países de la UE, ya que el 34% de sus 
residentes legales proceden de otros Estados Miembros. Entre 1986 y 1996 la población 
extranjera legalmente residente se incrementó en un 28%, mientras que el peso relativo 
de algunas categorías tradicionales de inmigrantes (daneses, finlandeses, noruegos) 
disminuyó. Los trabajadores extranjeros representan un 5,1% del total de trabajadores, y 
entre 1986 y 1996 el empleo extranjero aumentó un 4%, lo que hace presumir una 
escasa presión de la inmigración sobre el mercado de trabajo sueco. Suecia cuenta con 
una amplia y completa gama de políticas de asilo e inmigración. Desde el punto de vista 
político, sus gobiernos y la sociedad conceden gran importancia al asilo, se explica que, 
en claro contraste con otros países, la Ley de Inmigración de 1997 ampliará los criterios 
válidos para el reconocimiento de la condición de refugiado: no tienen que probar que 
son perseguidos por el estado de procedencia y el asilo se puede conceder si el Estado 
no puede evitar su persecución por grupos sociales concretos. Además, a los extranjeros 
les garantizan residencia por razones humanitarias; y a los refugiados de zonas en 
conflicto o en guerra civil les ofrece una residencia de dos años. En cualquier caso, el 
procedimiento de asilo se ha hecho más riguroso y los solicitantes de asilo deben 
someterse a controles de identidad rutinarios, incluyendo fotos y huellas dactilares65.  
 
En los últimos años se ha incrementado la cooperación con los estados bálticos 
para evitar la inmigración ilegal desde esa región. También se ha endurecido la repre-
sión policial del tráfico ilegal de inmigrantes. Suecia tiene la experiencia más amplia en 
políticas de integración de todos los Estados Miembros. La Ley de 1997 se aprobó con 
el propósito de reducir el creciente desempleo de los extranjeros y atenuar el creciente 
resentimiento de la población sueca. Se extendieron a los nuevos inmigrantes programas 
de socialización adicionales, que incluían clases de lengua, de la cultura y la sociedad 
suecas y oportunidades para adquirir experiencias prácticas de trabajo, incrementando 
las ayudas educativas a los niños y las viviendas infrautilizadas. Estas medidas de inte-
                                               
65 MARTÍN ARTILES, A. y MEARDI, G., “Actitudes hacia la inmigración y compromiso iguali-
tario en Europa”, Política y sociedad, vol. L, nº. 2, 2013, pp. 629-656.  
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gración fundamentalmente apoyan la idea del multiculturalismo y se centran más en las 
necesidades de los individuos que las medidas anteriores. Se trata de un país que no ha 
sido afectado por oleadas migratorias hasta hace poco tiempo.  
 
Suiza, (no pertenece al grupo 28 de la UE), siendo un Estado garantista ha 
limitado en 2013, los permisos de trabajo para todos los ciudadanos comunitarios 
durante un año (desde el día 1 de mayo), a pesar de vulnerar el acuerdo sobre libre 
circulación firmado con la Confederación Helvética. No obstante existía una cláusula de 
salvaguarda (2008), incluida en el acuerdo de libre circulación de personas suscrito en 
2002 con Bruselas. Podía ser utilizada este año por última vez bajo la condición de que 
el número de permisos de residencia emitidos en los últimos años para los ciudadanos 
de 25 países (todos los Estados miembros de la UE salvo Bulgaria y Rumania, que están 
en período transitorio) llegara a determinado límite. La cláusula de salvaguarda recono-
ce el derecho de volver a introducir de forma unilateral contingentes de trabajadores 
cuando se observe un incremento de, al menos, el 10% de la media total de permisos 
concedidos a empleados comunitarios en los tres años precedentes66. 
 
Reino Unido, es otro de los ‘países de la UE’ con mayor población extranjera: 
de los más de 58 millones de habitantes que tenía en 1998, algo más de dos millones 
eran no nacionales. En términos relativos ocupa un lugar intermedio: los extranjeros son 
el 3,5% de su población total. Una quinta parte de sus inmigrantes es asilada; aproxi- 
madamente la mitad de sus nuevos inmigrantes procede de países de habla inglesa y una 
quinta parte de sus antiguas colonias. El 39% de sus residentes legales procede de países 
UE: el grupo nacional mayor es el de origen irlandés (22%), grupo que además supone 
el 90% de los emigrantes irlandeses que viven en la UE. También destacan los asiáticos: 
el 75% de los inmigrantes procedentes de Bangladesh, Pakistán y la India que hay en 
Europa viven en el Reino Unido. Entre 1986 y 1996 la población legalmente residente 
se incrementó en un 6%; disminuyó, sin embargo, la proporción de sus nacionalidades 
inmigrantes tradicionales (hindúes, irlandeses y estadounidenses). Este crecimiento del 
número de residentes extranjeros ha sido discreto por el efecto de las nacionalizaciones. 
En 1999 se anunció la posibilidad de que los 150.000 habitantes de antiguas colonias 
                                               
66 Suiza permite desde febrero, 2014, la entrada a extranjeros que pertenezcan a contingentes de 
trabajadores necesarios para el país en base a la cláusula de salvaguarda firmada en 2002 entre la UE y 
Suiza. Igualmente se mantiene en vigor el acuerdo de libre circulación de personas. Cfr. Referéndum 
suizo de fecha 08/02/2014. Suiza tiene un paro inferior al 3,2%. 
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accedieran a la ciudadanía de pleno derecho, que se les había negado en 1962. El 3,4% 
de sus trabajadores son extranjeros. Su legislación concede a los refugiados el derecho a 
trabajar en cuanto presentan la solicitud de asilo. Tras la promulgación de la Ley de 
Inmigración de 1971, Gran Bretaña empezó lentamente a incrementar sus requisitos de 
visado para inmigrantes específicos: primero los que procedían de la Commonwealth 
británica, después de otros países emisores como Turquía, y últimamente a pertenecien- 
tes de la antigua Yugoslavia y Eslovaquia.  
 
La Ley de Inmigración y Asilo de 1996 adoptó las tradicionales políticas de 
asilo británicas para cumplir con las regulaciones generales de la UE y estableció 
procedimientos acelerados para determinar si una solicitud de asilo es infundada. En 
1999 se actualizó de nuevo la Ley de Inmigración y Asilo. En 1997, a partir del fallo del 
Tribunal Europeo de Justicia sobre el proyecto de ley especial sobre la inmigración 
(Special Immigration Appeals Bill), los extranjeros deportados por razones económicas 
pueden apelar la decisión de su deportación; podrían permanecer en territorio inglés   
por razones humanitarias bajo el estatus de la Excedencia Especial de Permanencia 
(Exceptional Leave to Remain), que fue utilizado, por los refugiados bosnios. El go-
bierno aprobó en 2001 un marco legal para facilitar la incorporación de mano de obra 
extranjera cualificada en algunos sectores económicos y en la actualidad intenta regular 
la llegada de trabajadores poco cualificados para mantener la competitividad de la 
agricultura, la construcción y la hostelería. En razón de su geografía, el Reino Unido ha 
controlado la inmigración en gran parte a través de los puertos de entrada, por lo que la 
entrada ilegal ha sido inusual hasta fechas recientes67.  
 
Italia, ha aprobado una ley excesiva para quienes ayuden a los inmigrantes 
ilegales, a fin de limitar el acceso por vía marítima. Las consecuencias de la ley Bossi-
Fini crearon una polémica bastante grave por las posibles consecuencias penales. De 
hecho, ante los trágicos y constantes sucesos acaecidos en Lampedusa, los pesqueros 
que ayudan a los extranjeros podrían ser perseguidos por las severas leyes italianas 
aprobadas en 2008 por Berlusconi. Bossi-Fini, aprobada en 2002, requiere un contrato 
de trabajo antes de entrar en el país y combina el permiso de residencia con el permiso 
de trabajo. Pero no todas las culpas son de este extraño político porque en 2006 Romano 
                                               
67 LÓPEZ GARRIDO, D. (dir.), El Estado de la Unión Europea. El fracaso de la austeridad, cit., 
pp. 10-18. 
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Prodi (2006-2008), sancionó un decreto que permitía a las fuerzas de seguridad deportar 
a ciudadanos de la UE y a los miembros de sus familias del territorio italiano si se les 
consideraba ‘peligrosos’ para el orden público y es evidente que poco peligro puede 
representar el africano que viene huyendo del horror. El decreto ley 92/2008, convertido  
posteriormente en la ley 125/2008, cambió el Código Penal italiano e hizo posible de-
portar a un extranjero o expulsar a un ciudadano de la UE en caso de que fuese decla-
rado culpable de un crimen que acarrease una condena de más de dos años de prisión. 
Este nuevo decreto prevé también la posibilidad de encarcelar a ciudadanos italianos o 
extranjeros que hayan alquilado un piso a ciudadanos en situación irregular. El ciuda-
dano de la UE puede establecerse en Italia durante más de tres meses solo si registran su 
presencia y pueden demostrar que disponen de ingresos legales. Los habitantes de la UE 
que no hayan registrado su presencia en el país pueden ser expulsados por razones de 
seguridad pública68. 
 
Tampoco se salva del racismo. Habría que recordar la ordenanza gubernamen-
tal 3676 del 30/V/2008 que ordenó la clausura de los campamentos gitanos en tres re-
giones italianas de Lombardía, Lazio y Campania. Italia tiene una larga historia de mi-
gración; alrededor de 26 millones de personas emigraron entre 1861 y 1976, y es solo a 
partir de la década de 1980 que el país experimenta una inmigración considerable. Italia, 
necesita un cauce fiable de contratación de trabajadores extranjeros; a diferencia de 
otros países europeos, los gobiernos italianos han reconocido siempre la existencia de 
una demanda de mano de obra extranjera. El factor más determinante a la hora de 
alimentar un sistema de migración irregular es, en realidad, la existencia de una amplia 
economía sumergida. Ésta representa el 22,3% de su PIB y supone la principal fuente de 
ingresos para los inmigrantes irregulares. 
 
Creo que  podemos describir a Europa muy convulsionada por las poblaciones 
extranjeras. No parece que se encuentre el modelo adecuado de integración ni siquiera 
con aquellas estructuras sociales que lo permiten. Las normativas europeas difícilmente 
se cumplirán mientras en los países miembros se arrastre un contingente tan importante 
de trabajadores locales en paro.  
 
                                               
68 VESTRI, G., “Inmigración y extranjería. Camino hacia el tratado de Ámsterdam”, Boletín 
Mexicano de Derecho Comparado, nº. 134, 2012, pp. 8-10. 
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4. 2. España como país elegido por su situación geografía, política y eco-
nómica en los últimos años 
 
Hasta poco antes de estallar la crisis mundial, España necesitaba mano de obra 
extranjera (y aún hoy en ciertos sectores productivos). A pesar de rondar los dos millo-
nes de parados hasta el año 2005, las facilidades para trabajar en los niveles de perfil 
bajo eran abundantes. El paro no superaba el 9%. Según los economistas, un desempleo 
inferior al 5% significa paro negativo. Por tanto la conjetura hablaba del 4%, en el peor 
de los casos de ciudadanos sin empleo69. 
Los extranjeros ante esta tesitura fueron bienvenidos. Foráneos que con mayor 
o menor dificultad acababan siendo regularizados, obteniendo residencia y nacionalidad 
más tarde. Esta descoordinación y falta de perspectiva fue duramente criticada por la 
UE. España, se amparó en regularizaciones masivas acontecidas en Francia o Alemania 
(1997), cifras equivalentes al medio millón de personas. Claro que, la posición econó-
mica de estos países era y es bien distinta a nivel interno e internacional. Conviene no 
olvidar que Europa puede sugerir a los gobiernos haciendo un llamamiento institucional 
a la cooperación (cumbre de Tampere), pero aún es complicado que un Estado acepte 
perder parte de su independencia legislativa. 
España, constituye un punto esencial en las migraciones provenientes de 
África. Es decir, España sería un Estado de paso donde establecerse hasta conseguir 
llegar al país elegido70. Durante años, España ha contado con escasas infraestructuras 
para detectar el avance imparable de la migración. Fronteras terrestres o marítimas 
endebles han ayudado en la creencia de facilidades en el trasiego de in-migrantes 
ilegales a otros países europeos71. Por otra parte, el largo recorrido a través de desiertos 
o el océano Atlántico precisa de un lugar de descanso y de avituallamiento72. 
Normalmente, el objetivo ha sido Francia y Gran Bretaña, países receptores de inmigra-
ción africana por excelencia durante muchos años. África, dispone de un territorio 
enorme. La ruta que debe recorrer un inmigrante desde el África interior y los peligros 
que acechan hasta arribar las islas Canarias, Marruecos o Ceuta y Melilla; en última 
                                               
69 GONZÁLVEZ PÉREZ, V., “El reciente incremento de la población extranjera en España y su 
incidencia laboral”, en Investigaciones geográficas, nº. 8, Universidad de Alicante, 1990, pp. 7-36. 
70 ARAGÓN BOMBÍN, A. y CHOZAS PEDRERO, J., La regulación de inmigrantes durante 
19991-1992, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Madrid, 1993, pp. 100-101. 
71 BASORTTI, 0., Dal Maroccon in Italia, Franco Angeli, Milano, 1994, pp. 229-236.  
72 Ministerio del Interior. D. G. de la Policía. Memoria 1993 y 1994. 
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instancia Baleares si el camino elegido es Argelia, sugieren la necesidad de un territorio 
intermedio para millares de migrantes. Aunque dependiendo del objetivo, por ejemplo si 
la entrada es por España se hace principalmente desde Marruecos o Mauritania, la 
entrada por Italia, desde Libia por su cercanía con Sicilia. Gran Bretaña recibe la mayor 
parte de los africanos desde Sudáfrica, ya que quienes logran regularizar su situación en 
este país se convierten en potenciales emigrantes hacia Gran Bretaña. Francia recibe sus 
mayores flujos desde sus antiguas colonias. Una de las últimas rutas descubiertas pasa 
por el archipiélago de Comores, principalmente por las islas Mayotte, donde regularizan 
su residencia con la mirada fijada en territorio francés.  
La situación política y jurídica del migrante hacia el país elegido es 
determinante. No era lo mismo estar detenido 18 meses en Malta antes de ser expulsado 
que estar preventivo 40 días y ser puesto en libertad a la espera de la repatriación en 
España, que podía durar años o no llevarse a efecto -legislación en desuso como se      
ha expuesto en la tesis-. Los centros de internamiento españoles (CIE) saturados, 
posibilitaban esta situación administrativa73. Otra cuestión era la inexistencia de un 
reglamento –en este sentido la laguna jurídica ha sido subsanada-, que estaba 
vulnerando el derecho de tutela judicial efectiva para cualquier ciudadano dentro del 
Estado español. Con todo, el pragmatismo y empeño en satisfacer sus necesidades 
básicas hacen que para los emigrantes no fuera determinante la afinidad lingüística y 
cultural, por lo que muchos fijan su residencia en el primer país europeo al que acceden. 
No sucede así con los latinoamericanos, así Europa aúna esfuerzos para consolidar el 
derecho internacional penal en materia de detención74. Considero de importancia 
mencionar el art. 11, donde se establece la incorporación de esta directiva al Derecho 
nacional: “1. Los Estados Miembros pondrán en vigor las disposiciones legales, 
reglamentarias y administrativas necesarias para dar cumplimiento a lo dispuesto en la 
presente Directiva a más tardar el 2 de junio de 2014. 2. Los Estados Miembros 
                                               
73 El doctorando ha partido del año 1988. 
74 La Unión se ha fijado el objetivo de mantener y desarrollar un espacio de libertad, seguridad  y 
justicia. Según las Conclusiones de la Presidencia del Consejo Europeo de Tampere de los días 15 y 16 de 
octubre de 1999 y, en particular, su punto 33, el principio del reconocimiento mutuo de sentencias y otras 
resoluciones de autoridades judiciales debe convertirse en la piedra angular de la cooperación judicial    
en materia civil y penal en la Unión, puesto que un mayor reconocimiento mutuo y la necesaria apro-
ximación de las legislaciones facilitarían la cooperación entre las autoridades competentes y la protección 
judicial de los derechos individuales. El 29 de noviembre de 2000 el Consejo, de conformidad con las 
conclusiones de Tampere, adoptó un Programa de medidas destinado a poner en práctica el principio de 
reconocimiento mutuo de las resoluciones en materia penal. En la introducción del programa se afirma 
que el reconocimiento mutuo “debe permitir que se refuerce la cooperación entre Estados Miembros, así 
como la protección de los derechos de las personas”. Un ejemplo sería la reciente directiva 2012/13 UE 
del Parlamento Europeo relativa al derecho a información del detenido dentro de los procesos penales. 
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transmitirán a la Comisión el texto de dichas medidas. 3. Cuando los Estados Miembros 
adopten dichas medidas, estas harán referencia a la presente Directiva o irán 
acompañadas de dicha referencia en su publicación oficial. Los Estados Miembros 
establecerán las modalidades de la mencionada referencia”. De la misma forma el art. 5, 
declaración sobre los derechos en el marco del procedimiento de la orden de detención 
europea, dice: “1. Los Estados Miembros garantizarán que toda persona que sea dete-
nida a efectos de la ejecución de una orden de detención europea reciba con prontitud 
una declaración de derechos adecuada que contenga información sobre sus derechos de 
conformidad con la legislación de aplicación de la Decisión Marco 2002/584/JAI en el 
Estado Miembro que la ejecuta. 2. La declaración de derechos estará redactada en un 
lenguaje sencillo y accesible”.  
La situación económica es otro elemento sustancial en la toma de decisiones 
por parte del migrante. Un país con recursos es más abierto, receptivo y por tanto 
tolerante que aquel saturado de problemas internos. Mención aparte que la economía no 
es precisamente en estos momentos aliciente para quien decide un enclave o meta; el 
efecto llamada, por diversos motivos ha quedado difuminado ante el terrible paro que 
devasta Europa y del que España es un referente al tener no ya un paro elevando, 
también un paro estructural y lo peor un paro futuro que se nutre de trabajos mediocres 
y que por lo tanto tendrá unos pensionistas de recursos muy limitados salvo que se 
adopten medidas equilibrantes en las percepción de haberes sociales. 
4. 3. Extranjeros e Inmigrantes 
Pueden parecer dos cuestiones distintas, pero en esencia, podrían ser lo mismo. 
En realidad el inmigrante es extranjero, ahora bien, no todo extranjero es inmigrante. En 
concreto, en España, como tendremos ocasión de analizar posteriormente, todas las 
regulaciones en este ámbito, a pesar de referirse en sus enunciados a los derechos y 
libertades de los extranjeros en España, se han centrado únicamente en el control de la 
inmigración por razones económicas fundamentalmente y, la articulación de su régimen 
administrativo y sancionador, ignorando las diversas situaciones por las que un extran-
jero puede acceder y permanecer en el territorio nacional (jubilados, turistas, viajes de 
negocios, estudios, etc.)75. 
                                               
75 Vid. ESPINAR VICENTE, J. M., Extranjería e inmigración en España,  Fareso, Madrid, 2006; 
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A pesar de que el fenómeno de la migración no es un problema nuevo, no cabe 
duda que su incremento adquiere una gran importancia estatal. La acción de migrar 
puede constituir en ciertos supuestos un ‘problema de seguridad pública y de seguridad 
nacional’. En el marco de las relaciones entre países, la migración de personas ha sido 
considerada como un problema heredado por la humanidad y reproducido por los secto-
res mas empobrecidos de cada región. La migración no es característica de una direc-
ción en particular, sino al contrario, fluye de todos los puntos cardinales: económicos, 
culturales, intergeneracionales e idiomáticos; ha contribuido a generar una cultura de 
rechazo a tal movilidad de parte de sectores poderosos propiciando como natural la vio-
lación de los derechos fundamentales de los emigrantes76. 
La persona humana es poseedora de ciertos valores inherentes, que la norma 
jurídica solo debe limitarse a reconocer en las leyes; sin embargo, el hecho de que en 
algunos Estados no se reconozca a la persona como tal, no resta valor a esos derechos, 
en virtud que el fundamento del ser humano es anterior a las leyes y está por encima de 
toda legislación escrita y de acuerdos entre gobiernos 77 (además existen determinados 
derechos inalienables a la persona que encuentran su protección en textos internaciona-
les con independencia de la nacionalidad). Mientras persistan las condiciones de extre-
ma pobreza en tantas zonas del planeta, la inmigración seguirá siendo imparable78.  
 
Estos procesos sociales de flujos intensos migratorios en parte son debidos a la 
globalización injusta que el planeta está sufriendo. Si bien la inmigración de los países 
pobres a los ricos no es un fenómeno nuevo, sí que va en aumento. En su forma con-
temporánea, este fenómeno enraíza sus causas, además de en las enormes diferencias 
económicas entre los territorios del planeta, en la mundialización de los medios de 
comunicación y transporte, a través de los cuales se ejerce de efecto llamada. Las inten-
sas corrientes migratorias están en el origen de algunas de las transformaciones de un 
                                               
CONEJERO PAZ, E., “La política de inmigración en España”, Empresa: investigación y pensamiento 
crítico, vol. nº. I, 2012, pp. 5-9. 
76 TODD, E., El destino de los inmigrantes: asimilación y segregación en las democracias occi-
dentales, Tusquet Editores, Barcelona, 1996, pp.7-15; COHEN, R. (ed.), “The Cambridge Survey of 
World Migration”, Cambridge University Pres, 1995; FASSMAN, H. y MÜNZ, R., “European East-West 
Migration 1945-1992”, en International Migration Review, vol. XXVIII, nº. 3, 1994; TAPINOS, G., “La  
coopération internationale peutelle constituer une alternative à l'émigration des travailleurs?”, pp. 3-10 y 
14-18, OCDE, Mimeo, París, 1991. 
77 SIN FRONTERAS, “EI Fenómeno Migratorio, Realidad Inevitable de Ocultar”, nº. 1, 2000.  
78 FEDERICE, N., “Causes of International migration on Developing Countries”, en Appleyard, 
International Migration Review, vol. XXVIII, nº. 3, París, 1989, pp. 13-22; FIX, M. y PASSEL, J., Immi-
gration and Immigrants: Setting the Record Straight, Urban Institute, Washington, DC, 1994, pp. 1-6. 
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mayor calado acaecidas durante las últimas décadas en las sociedades contemporáneas. 
En algunos lugares, la inmigración se ha convertido en muy pocos años en el fenómeno 
social más novedoso y potente de todos cuantos se suceden en el presente y pro-
bablemente sea también el que mayor huella deje en la configuración del futuro. No es 
ésta, sin embargo, una situación privativa de ningún país, sino que obedece a una com-
pleja e intensa reorganización de la cartografía global de la población humana. 
  
En las últimas dos décadas ha aumentado espectacularmente no solamente el 
volumen, sino también el grado de mundialización del sistema migratorio, en su doble 
sentido: aumento de la diversidad de las regiones receptoras e incremento de las áreas 
de origen. En consecuencia, los inmigrantes presentan una variedad demográfica, social, 
cultural y económica cada vez mayor y prácticamente inédita en el pasado. Aún es pron-
to para ver el gran calado en los cambios sociales del futuro, pero serán considerables al 
afectar a las esferas y estructuras de los países receptores, aunque el doctorando cree 
que serán muy positivas. 
 
4. 4. Integración versus crisis económica actual y políticas restrictivas 
 
Las políticas restrictivas, ante la crisis que traviesa Europa, afectan a los 
migrantes de manera significativa a sabiendas de que en pocas décadas los extranjeros 
serán necesarios para mantener el estado de bienestar. La jubilación solo puede antici-
parse o mantenerse mediante un tejido social que la pueda sustentar. Alemania ha 
pasado de la jubilación al cumplir 65 años a 67 en el año 202979, Grecia de los 60 a 65; 
Portugal de 65 a 66; Francia a los 62; Italia la sube a 66 en 2028 y España gradualmente 
a 67 años en 2027. Puede estar utilizándose una doble vara de medir con el migrante. 
Las integraciones colectivas de emigrantes en momentos de debilidad económica 
pueden llegar a ser sumamente complejas. Es juicioso pensar que al menos es necesario 
fomentar políticas de integración de y con los inmigrantes donde pueda aplicarse una 
redistribución, reconocimiento y  representación80. El paso de emigrado trabajador a 
ciudadano es el elemento sustancial de la integración plena. No es fácil decirle a una 
persona que migró a España, ha cumplido los requisitos legales, cumple con todas y 
                                               
79  A la finalización de esta tesis Alemania plantea la necesidad de trabajar hasta los 69 años. 
80 CACHÓN, L., La “España inmigrante”: marco discriminatorio, mercado de trabajo y políticas 
de integración, Barcelona, Anthropos, 2009, p. 352; PAJARES, M., “Inmigración y mercado de trabajo. 
Informe 2010”, Ministerio de Trabajo e Inmigración, 2010, pp. 10-14. 
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cada una de sus obligaciones, entre ellas la integración plena que ahora en tiempo de 
crisis ‘sobra’ en la sociedad de acogida81. Parece que el futuro se ha desvanecido en 
pocos años y ni siquiera en los ‘nichos refugio’ tienen cabida los foráneos82. Por tanto 
de cómo se aborde la integración -calidad del migrante y de la sociedad que lo atienda- 
durante la crisis y el periodo posterior dependerá el futuro del emigrante en España y 
Europa83. La inmigración en España siempre se había visto como un asunto ‘laboral no 
permanente’. Por tanto son “juzgados” desde la crisis de un país, pero es que resulta que 
llegan de una quiebra del país de origen. Viven en una constante resistencia a las crisis, 
personas que aguantan lo inimaginable, hechos por y para la crisis84. 
 
La sociedad española al estar estructurada en Comunidades Autónomas, puede 
gestionar de forma distinta; podemos estar hablando de integraciones plenas  o parciales 
atendiendo a los recursos que sean destinados, lo que llevaría a cierta desigualdad en el 
trato85. Lo adecuado sería fomentar desde la particularidad de las Comunidades un mo-
delo que unifique criterios -patchwork-86. En este sentido se aprueban planes por unas u 
otras formaciones políticas que tienden a la organización desde el plano estatal87. 
Mírese, por ejemplo, la aprobación del nuevo Plan Estratégico de Ciudadanía e Integra-
ción para los años 2011-2014, que sucederá al que ha estado vigente durante los años 
2007-2010, supone potenciar la política migratoria actual basada en la integración y la 
normalización de la convivencia entre autóctonos y extranjeros. 
 
                                               
81 MORENO, J. y BRUQUETAS, M., “Inmigración y estado de bienestar en España”, Colección 
de Estudios Sociales de la Obra Social La Caixa, Barcelona, 2009, pp. 1-13. 
82 Observatorio de la Realidad Social de Cáritas, Servicios domésticos, agricultura, construcción, 
Española, 2011. 
83 HECKMAN, F., “Integration Research in a European Perspective”, en Workshop on Demo-    
graphic and Cultural Specificity and Integration of Migrants, Bingen, 2000; HECKMAN, F. y SCHA-  
NAPPER, D. (eds.), The integration on Immigrants in European Societies. National Differences and 
Trends on Covergence, Lucius&Lucius, Stuttgart, 2003. 
84 MAHÍA, R., “La irrupción de España en el panorama de las migraciones internacionales. Por 
qué llegaron, por qué siguen llegando y por qué lo seguirán haciendo”, en Información Comercial Espa-
ñola, Revista de Economía, nº. 854, mayo-junio, 2010; PASSARIS, C., “Immigration and the evolution of 
economic theory”, International Migration, vol. XXVIII, 1990, pp. 45-57. 
85 ZAPATA-BARRERO, R., Nuevas orientaciones políticas en la gestión de las migraciones: el 
desarrollo de la dimensión exterior en el área del mediterráneo, Ministerio de Trabajo e Inmigración, 
2010. 
86 MARTÍNEZ DE LIZARRONDO ARTOLA, A., “La integración de inmigrantes en España: el 
modelo patchwork”, en Migraciones, nº. 26, 2009, pp. 115-146. 
87 Acuerdo del Consejo de Ministros, Ministerio de Trabajo e Inmigración, Plan Estratégico de 
Ciudadanía e Integración 2011-2014, septiembre, 2011. 
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La reducción del gasto social y la insuficiente capacidad de respuesta de los 
servicios públicos contribuyen, de hecho, al aumento de la tensión y el conflicto social y 
étnico, puesto que obliga a competir por una protección social insuficiente en un 
contexto de desempleo excesivo. Los efectos de la crisis económica han sobrepasado 
con mucho la capacidad de respuesta de unos servicios públicos que ya eran insu-
ficientes en los momentos de expansión económica. La situación actual hace imprescin-
dible y urgente recuperar la política como cauce principal para atender las necesidades 
de las personas y de la sociedad. Por otra parte, la carencia de redes de apoyo social y 
las condiciones de vida asociadas a la situación administrativa (pérdida de la regularidad 
administrativa, reclusión en la economía sumergida y/o en condiciones de explotación 
laboral, riesgo de deportación...), han motivado que no pocas organizaciones ofrezcan 
algunas respuestas específicamente dirigidas a personas inmigradas88, para sonrojo de 
un Estado que debe velar por los desfavorecidos. 
 
En 1990, la Asamblea de las Naciones Unidas aprobó la Convención Interna-
cional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migrantes y sus 
familiares. Fue la primera plataforma de estos movimientos laborales, así como el res-
peto a los derechos humanos de estas personas. Reconocía la vulnerabilidad a la que se 
enfrenta quien tiene abandonar, por distintos motivos, su país de origen. Este fenómeno 
de gigantescas proporciones se ha visto ensanchado por causas disímiles: dictaduras, 
empobrecimiento, aspirar a mejor calidad de vida, etc. El cambio que está experimen-
tando la sociedad como consecuencia de ello afecta a todos los habitantes del planeta de 
una u otra forma89.  
 
Remitiéndonos a España se ha visto inmersa en estos anteriores años en un 
fenómeno sociológico de grandes dimensiones: la inmigración, que es posiblemente el 
cambio social más importante del siglo XXI. Pero el fenómeno migratorio no es nuevo 
ni en nuestro país ni en el resto del mundo, pues en los años sesenta, ya lo apunté 
anteriormente, más de dos millones de españoles fueron a buscar mejores condiciones 
de trabajo a Europa, como antes lo habían hecho a Hispanoamérica y viceversa en 
mayor o en menor medida. Hasta no hace muchos años el carácter de la inmigración 
                                               
88 VII Congreso Migraciones Internacionales en España, “¿Integración y crisis económica?. Retos 
y propuestas políticas”, 2012, pp. 2-6; ALBERDI BIDAGUREN, J. y GOIZUETA VERTIZ, J. (coords.), 
Algunos retos de la inmigración en el siglo XXI, Marcial Pons, Madrid, 2008, pp. 45-59. 
89 GEORGE, P., Geografía de la población, Oikos-Tau, Barcelona, 1971, pp. 35-38. 
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había permitido a los países europeos considerar la presencia de trabajadores extranjeros 
siendo una circunstancia coyuntural. Mientras perdure la desgracia, la inmigración será 
persistente, por tanto habría dos factores determinantes: 1) Las malas condiciones 
económicas, sociales y políticas en las regiones más pobres del mundo y 2) Las ventajas 
comparativas con las naciones más desarrolladas. Atendiendo a estos criterios la di-
reccionalidad de los flujos eligen el lugar de destino; aunque en función del viaje y  
problemática del mismo el objetivo puede variar post factum, es decir, iniciados los mo-
vimientos concretos90.  
 
En las dos últimas décadas se ha producido una gran expansión migratoria, au-
mentando espectacularmente no solo el volumen, sino también el grado de mundia-
lización del sistema migratorio, en su doble sentido: acrecimiento de la diversidad de las 
regiones receptoras y adición de las áreas de origen. En consecuencia, los inmigrantes 
presentan una variedad demográfica, social, cultural y económica cada vez mayor y 
prácticamente inédita en el pasado. Aunque se trata de una cuestión que afecta a todos 
los países ricos (pero no sólo a ellos), su incidencia es aún más notable en aquellos que 
tienen fronteras o están próximos a zonas depauperadas, como es el caso de Estados 
Unidos y México, o los casos de España e Italia con respecto a países del Magreb y el 
África subsahariana. Los efectos se dejan notar en los más variados aspectos de la vida 
social tanto de los países receptores como emisores, provocando cambios sustanciales 
en demografía y considerables alteraciones en la estructura del mercado de trabajo91. 
 
La Gran Emigración Europea (1800-1950), no parece que haya concluido. 
Muchos países han nacido en estos últimos 60 años, a su vez las aspiraciones humanas 
dirigidas al bienestar no dejan de crecer. Sin embargo no está suficientemente aclarado 
por qué individuos de una sociedad determinada actúan de manera disímil, por qué una 
persona determinada puede convertirse en emigrante. Dice, Graciela Malgesini: “Estos 
interrogantes se contestan conectando las macro condiciones y políticas con las circuns-
                                               
90 PORTES, A., BOROCZ, J., “Migración contemporánea: perspectivas teóricas sobre sus deter-
minantes y sus modalidades de incorporación”, en MALGESINI, G., Cruzando fronteras. Migraciones en 
el sistema mundial, Icaria, Barcelona, 1998. pp. 43-73; CASTLES S. y MILLER J., “Age of Migration”, 
Guilford Press, Nueva York, 1998, pp. 2-23. 
91 Según los datos del Patrón de Españoles Residentes en el Extranjero (PERE) y referido a 2016 
resulta que arroja un saldo de 2,3 millones de españoles residiendo en el extranjero. 
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tancias personales, familiares y del entorno de los potenciales migrantes, y que estas co-
nexiones se producen a través de redes de diversos tipos”92.  
 
El ‘efecto modernizador’ de las migraciones no es atribuible en exclusiva al 
contacto con la sociedad a la que se emigra. La migración sería más entendible como el 
tránsito desde sociedades no totalmente tradicionales, o que ya han vivido el inicio de 
ese proceso de modernización, a sociedades no enteramente modernas, o que conservan 
numerosos elementos de la tradición93. Se pasaría así de una situación de mayor seden-
tariedad y fuerte adscripción al entorno local propia de una sociedad tradicional, a una 
situación de alta movilidad y adscripciones difusas a distintos niveles, propia de una 
sociedad moderna. Estos cambios potenciarían primero las migraciones internas y, en 
particular, el proceso de urbanización, para luego pasar a una fase de migraciones de 
más largo alcance incluyendo las internacionales94. 
 
La migración comporta pues, una sucesión de desplazamientos en muchos 
sentidos, y no solo de tipo geográfico. De hecho, la distancia física resulta cada vez 
menos importante desde el punto de vista migratorio. El antropólogo Ulf Hannerz escri- 
be al respecto: “La época en que la inmigración implicaba la disminución y finalmente 
la pérdida de los vínculos con el lugar de origen ha pasado ya a la historia; ahora, en 
cambio, oímos hablar de circuitos migratorios transnacionales”95. La globalización 
según Hannerz, permite precisamente reducir tanto las distancias geográficas como las 
distancias culturales que afectan al fenómeno migratorio. De manera que, al final, la 
decisión de emigrar, o de quedarse en casa, es ahora menos fatídica que antes; porque 
hay muchos territorios con el mismo estilo de vida y con los comercios y mercados 
necesarios, medios de comunicación y los vuelos a reacción permiten establecer un 
puente rápido entre los lugares96. Realmente las redes actúan como vínculo entre la 
comunidad migratoria en el lugar de destino y la comunidad que permanece en el lugar 
de origen. A menudo, se considera que la asistencia ofrecida por las redes para la 
adaptación de los emigrados sirve tanto para aislar a los migrantes de la sociedad de 
                                               
92 MALGESINI, G., Cruzando fronteras. Migraciones en el sistema mundial, cit., pp. 23-29. 
93 SCHNAPPER, D., “Modernidad y aculturaciones a propósito de los trabajadores emigrantes”, en 
TODOROY, T., Cruce de culturas y mestizaje cultural, Júcar, Gijón, 1988, pp. 173-205. 
94 DE CASTRO, J., Geopolítica del hambre. Buenos Aires, Solar-Hachette, 1962, pp. 89-93. 
95 HANNERZ, U., Conexiones transnacionales. Cultura, gente, lugares, Cátedra, Madrid, 1998, 
pp. 160-167. 
96 Ídem, p. 51.  
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destino (pues desincentivan las relaciones de sociabilidad con sus miembros), como pa-
ra maximizar la fuerza de los vínculos con la sociedad de origen97. 
 
Los derechos, gracias a las luchas obreras, se han visto acrecentados y a pesar 
de existir una ciudadanía dual98, o doble nacionalidad, quedan reforzadas las garantías 
sociales. Los trabajadores inmigrantes han participado en las movilizaciones sociales y 
políticas para defender sus derechos, primero en Estados Unidos y posteriormente en 
Europa. A través de estas luchas, los inmigrantes rechazan las características atribuidas 
a las personas sumisas99. La extensión de esa ciudadanía también puede llegar a deberse 
a los procesos de democratización de cada Estado100. Por muestra, en Francia se tiende 
al derecho “ius soli” con una integración rápida, o en Alemania, por el derecho de “ius 
sanguinis”, una naturalización de efectos largos101. Ambos puntos de vista han sido 
flexibilizados. 
 
Durante los años ochenta, coincidiendo con la presidencia de Mitterrand, las 
legislaciones relativas al derecho de residencia fueron potenciadas, ofreciendo una 
mayor seguridad, especialmente a través del documento oficial de la carta de residencia 
permanente y la posibilidad de recurrir ante los tribunales. En materia de derechos 
políticos, Suecia y Holanda fueron los primeros en conceder a los inmigrantes el 
derecho de voto en las elecciones locales. Con la construcción europea y la aprobación 
de los tratados sucesivos, este derecho ha sido extendido al conjunto de los ciudadanos 
comunitarios de los Estados miembros de la Unión -políticas que van y vienen porque 
Suecia y Holanda han abandonado los principios multiculturales por el temor a la 
diversidad-. Un fenómeno que ha crecido hasta decrecer desmesuradamente. En lo que 
se refiere al acceso a los derechos sociales, la frontera se ha desplazado desde los 
                                               
97 GURAK, D., CACES, F., “Redes migratorias y la formación de sistemas de migración”, en 
MALGESINI, G., Cruzando fronteras. Migraciones en el sistema mundial, Icaria, Barcelona, 1998. pp. 
75-110. Asimismo Internet y las redes sociales permite a los migrantes estar conectados con su entorno 
originario familiar y socioeconómico. 
98 HAMMAR, T., “State nation and dual citizenship”, en Brubaker, W. R. (ed.), Immigration and 
the politics of citizenship in Europe and North America, University Press of America, Nueva York, 1989, 
pp. 81-95. En esencia, tener una doble nacionalidad no excluye de los derechos y obligaciones que puede 
conllevar o de los convenios que pudieran existir entre países, aunque normalmente debe de elegirse una. 
Las luchas obreras han conseguido una mayor apertura al mundo globalizado. 
99 TRIPIER. M., L’immigration dans la classe ouvrière en France, CIEMI/L’Harmattan, París, 
1990, pp. 6-21. 
100 JOPPKE, C., “Immigration and Nation-State”, Oxford University Press, Nueva York, 1999, pp. 
4-11. 
101 BAUBÖCK. R., “Acquisition and Loss of Nationality”, Ámsterdam University Press, 2006, pp. 
10-15. 
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nacionales versus extranjeros, hacia los europeos versus irregulares. El acceso a unos 
derechos, que caracterizan a las sociedades democráticas, se ha reducido considerable-
mente para los inmigrantes, más aún, teniendo en cuenta que se crean unas zonas grises 
en Europa y cerca de sus fronteras102; la criminalización del extranjero es un caldo de 
cultivo. Los Estados tratan de encontrar un equilibrio entre una inmigración legal prote-
gida por el derecho internacional y una inmigración programada y regulada103. 
 
Se podría considerar que en la inmigración el condicionamiento fundamental 
es el mercado. De acuerdo a este enfoque, estaríamos frente a un gran círculo vicioso de 
explotación, empobrecimiento, emigración y mayor empobrecimiento. Esta perspectiva 
general es complementada por las teorías del ‘mercado dual’ o ‘segmentado’ de trabajo. 
Existen dos tipos de mercados laborales y, de hecho, dos tipos de clases trabajadoras en 
los países desarrollados: una, compuesta fundamentalmente por los autóctonos, que 
comparten condiciones regulares y aceptables de trabajo y, otra, formada por los inmi-
grantes, en particular aquellos en diversas situaciones de irregularidad, que carecen de 
condiciones seguras y dignas de trabajo104.  
 
4. 5. La equiparación en derechos del extranjero residente de larga dura-
ción al nacional 
 
 
A mi parecer el tratamiento complejo y poliédrico105 del extranjero residente 
puede llegar a ser retorcido en la práctica diaria. Es una cuestión de ciudadanía plena; 
gira alrededor de aquellas personas que cumpliendo con los requerimientos del Estado 
de acogida exigen el mismo trato en igualdad olvidando el trato diferenciado. Con la 
debida prudencia creo que se trata de un problema de seguridad y de integración, 
también de dignidad humana106. Hace diez años los extranjeros eran imprescindibles, en 
el futuro serán imprescindibles, pero ahora (2013-2014), ante las dolorosas cifras del pa-
                                               
102 BIGO. D. y GUILD. E., La mise à l’écart des étrangers, L’Harmattan, París, 2003, pp. 6-35; 
GEDDES, A., The Politics of Migration and Immigration in Europe, Sage, Londres, 2002, pp. 9-18. 
103 HERÁN, F., Le temps des immigrés, Seuil, París, 2005, pp. 65-110. 
104 PIORE, M., “Birds of Passage: Migrant Labour in Industrial Societies”, Cambridge University 
Press, Nueva York, 1979, pp. 7-18; CASTLE, S. y KOSAK, G., “Immigrant Workers and Class Structure 
in Western Europe”, Oxford University Press, Londres, 1973, pp. 32-56. 
105 Referido a un plano de igualdad. 
106 CARRILLO SALCEDO, J., “Algunas reflexiones sobre el valor jurídico de la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos”, en AAVV, Hacia un nuevo orden internacional y europeo. Homenaje al 
profesor M. Díez de Velasco, Tecnos, Madrid, 1993, pp. 178-182. 
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ro europeo son simplemente prescindibles. Mucho ha cambiado nuestra sociedad en su 
enfoque hacia la migración. 
 
En este sentido, desde el punto de vista de la Organización Internacional del 
Trabajo, si se desea alcanzar un régimen migratorio sostenible en el siglo XXI se debe 
reconocer la existencia de una demanda de mano de obra, no solo en Europa y América 
del Norte, también en otros países en desarrollo como África, Asia y América Latina. 
 
Los europeos vivimos cada vez más: en 1900, la esperanza de vida en Europa 
era de 47 años; un siglo después alcanzaba los 77 años. En el año 2050, o quizás antes, 
aumentará hasta los 81 para los hombres y 86 para las mujeres y en Japón será de 92 
años. Se trata de una tendencia global, aunque tiene efectos retardados. La esperanza de 
vida al nacer es actualmente de 64 años en la India y de 72 en China; la media global es 
de 63. La proporción de la población mundial de más de 60 años crecerá hasta uno de 
cada cinco en 2050, frente a uno de cada doce en 1950. En 2050, por encima del 10 % 
de los europeos tendrán más de 80 años. Con las tendencias actuales, la población de la 
UE-27 crecerá desde 490 millones en 2005 hasta 499 millones en 2025, para retroceder 
hasta los 470 millones en 2050. En el año 2030 habrá un déficit de 21 millones de per-
sonas en la UE107. 
 
A este cambio en la percepción del fenómeno migratorio en España, debe su-
marse la aproximación más selectiva que del tratamiento de la migración se hace a nivel 
internacional y en especial la preocupación manifestada por los trabajadores migrantes. 
Así, empezó a cristalizar un cierto consenso internacional en torno a la idea que la 
regulación de la migración laboral internacional no podía ser dejada exclusivamente en 
manos de intereses nacionales y mecanismos de mercado y que resultaba necesario 
actuar en forma organizada a través de acuerdos bilaterales y multilaterales con respeto 
y cumplimiento de las normas universales protectoras de los derechos de todos los 
hombres108. Las causas se deben a que en el plano político, han de tenerse en cuenta tan-
                                               
107 En la realización de la tesis las cifras varían aunque no sustancialmente. Es debido a las fuentes 
empleadas, vid. El Libro Verde “Frente a los cambios demográficos”, publicado por la UE, 2005.  
108 FERNÁNDEZ DE CASADEVANTE, C. (coord), Derecho Internacional de los Derechos hu-
manos, Dilex, Madrid, 2003, pp. 1-9; KARIYAWASAM, P., “La Convención de Naciones Unidas sobre 
la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares” y BONET 
PÉREZ, J., “La Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores 
migratorios y de sus familiares”, ambos en Un mundo sin desarraigo: El Derecho Internacional de las 
migraciones, en MARIÑO MENÉNDEZ, F. (coord.), Catarata, Madrid, 2006, pp. 2- 29. 
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to las políticas de inmigración europeas como nacionales mientras que en el plano jurí-
dico desde una perspectiva constitucional, interesa el estudio de los derechos de los 




                                               
109 ESCOBAR HERNÁNDEZ, C., “Extranjería e inmigración en España y la Unión Europea”, Col. 
Escuela Diplomática nº. 3, Madrid, 1998.  
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                                            CAPÍTULO VII 
 
    ACCESO E INTEGRACIÓN DEL EXTRANJERO EN ESPAÑA 
 
1.  CONSIDERACIONES DE CARÁCTER LEGAL 
 
1. 1. Referencia a la ley española. Significado y alcance 
 
La Constitución española en el art. 13 establece que los extranjeros gozarán en 
España de las libertades públicas que garantiza el Título Primero en los términos que 
establezcan los Tratados y la Ley1.  
 
El mencionado artículo constitucional, ya desarrollado con anterioridad en la 
tesis, se debe interpretar como ha señalado el Tribunal Constitucional, “solo se refiere a 
las libertades públicas de los extranjeros ‘en España’ y ello con una doble precisión a) 
no se refiere a la totalidad de los derechos fundamentales; y b) dentro de éstos no recoge 
todos sus derechos fundamentales sino principalmente los que, previstos para los 
españoles -arts. 19, 23, etc- corresponden a aquéllos sin necesidad de la extensión que 
opera el artículo 13.1 CE, es decir, sin necesidad de tratado o ley que lo establezca”2. 
 
El Tribunal Constitucional ha venido interpretando esta cláusula desde hace 
años en el sentido de que los derechos de los extranjeros no son solo los derechos que 
les puedan ser reconocidos por los tratados y la ley, además, convertidos en auténticos 
derechos constitucionales, los no nacionales gozarán a priori de todos los derechos del 
Título I de la Constitución como si fueran españoles con las únicas limitaciones que 
pudieran derivar de los tratados o de la ley3. Ahora bien, esa ley a que se remite la 
Constitución o esos tratados pueden tener un contenido muy distinto, que marcará la po-
lítica de inmigración y el margen de posibilidades o límites al ejercicio de derechos por 
los extranjeros dentro de los términos que a su vez impone el hecho de que hay ciertos 
                                               
1 España ha tardado años en refrendar la Convención de Naciones Unidas sobre la protección de 
los derechos de los trabajadores migratorios y familiares, instrumento internacional de vocación universal 
que entró en vigor el 1 de julio de 2003. 
2 STC 72/2005, de 4 de abril. 
3 SSTC 99/85; 115/87; 112/91; 242/94. 
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derechos respecto de los cuales, tal y como ha señalado el Tribunal Constitucional, rige 
el principio de igualdad entre españoles y extranjeros4. 
 
Pero resulta que incluso la Sentencia del TC 236/2007 que ocasionó una nueva 
modificación de la LO 2/2009, ofrece una gran seguridad jurídica para que el extranjero 
dentro de un sistema democrático y garantista como el nuestro, se sienta protegido al 
constatar que al menos puede disfrutar de un mínimo de derechos como los derechos de 
reunión, manifestación, huelga y educación5. 
 
Precisamente, estos derechos son los que pertenecen a la persona en cuanto tal 
y no como ciudadanos: derechos imprescindibles para la garantía de la dignidad humana 
que conforme al artículo 10.1 de la Constitución con el fundamento del orden político 
español (SSTC 107/1984, fj. 3; 99/1985, fj. 2; y 130/1995, fj. 2). Se trata, en efecto, de 
derechos inherentes a la dignidad de la persona humana (STC 91/2000, fj.7)6.  
                                               
4 Un principio, por otra parte, que se encuentra entre los consagrados en los instrumentos 
fundamentales de las Naciones Unidas en materia de derechos humanos, en particular la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Internacional sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación Racial, la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer y la Convención sobre los Derechos del Niño. Es igualmente uno de los 
principios subyacentes en los instrumentos pertinentes elaborados en el marco de la Organización 
Internacional del Trabajo, en especial el Convenio relativo a los trabajadores migrantes (No. 97), el 
Convenio sobre las migraciones en condiciones abusivas y la promoción de la igualdad de oportunidades 
y de trato de los trabajadores migrantes (No. 143), la Recomendación sobre los trabajadores migrantes 
(No. 86), la Recomendación sobre los trabajadores migrantes (No.151), el Convenio relativo al trabajo 
forzoso u obligatorio (No. 29) y el Convenio relativo a la abolición del trabajo forzoso (No. 105) sobre 
algunos de los aspectos más recientes del principio de no discriminación, vid. International Decisions 
A.J.I.L.99, 2005, pp. 460-465. 
5 El art. 13.1 de la Constitución proporciona al legislador una libertad considerable para la 
regulación de los derechos de los extranjeros, pero siempre y cuando las condiciones que establezca en la 
misma respeten la conexión de los derechos con la garantía de la dignidad humana, el contenido mis-    
mo del derecho constitucionalmente establecido y el contenido del mismo fijado en los Tratados In-
ternacionales. Así, la remisión a la Ley no comporta una desconstitucionalización de la posición jurídica 
de los extranjeros, porque el legislador, aun disponiendo de un amplio margen de libertad para concretar 
los términos en los que aquéllos gozarán de los derechos en España, se encuentra sometido a límites 
derivados del conjunto del título I de la Constitución. Especialmente los contenidos en el art.10.1 y 2 de la 
misma: de un lado, la dignidad humana y los derechos inviolables que le son inherentes como fundamento 
del orden político y de la paz social; y, de otro, las normas relativas a los derechos fundamentales y a las 
libertades reconocidas por la Constitución se han de interpretar de conformidad con la Declaración 
Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre dichas materias rati-
ficados por España. En clara consonancia, para el Tribunal Constitucional existen derechos del título I 
que corresponden a los extranjeros por propio mandato constitucional, no resultando posible un trata-
miento desigual respecto de los españoles (STC 107/1984, fj. 3) porque gozan de ellos en condiciones 
plenamente equiparables a los españoles (STC 95/2000, fj. 3). 
6 Esa inherencia a la personalidad afecta al conjunto de los derechos fundamentales de la persona 
según su garantía constitucional y en conexión obligada con la cláusula consagrada ex artículo 10.2 de la 
Constitución (SSTC 78/1982; 84/1989; 139/1989, 236/2007; 259/2007; entre otras). Ciertamente la dig-
nidad humana impone el reconocimiento a toda persona, independientemente de la situación en que se 
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Es así que deberá prestarse una especial atención la observancia por el 
legislador de los límites que impone el texto constitucional7. Y es que los valores de 
igualdad y libertad adquieren una importancia fundamental al mencionar la construcción 
teórica y jurídica positiva de los derechos fundamentales sobre el que se articula la 
dimensión moral del hombre sobre la que quedan ensamblados los derechos de la 
persona y que deriva en la realización de dos obligaciones morales: la de ser solidarios 
con aquellos que están insatisfechos física y la de ser solidarios con los sujetos morales 
que carecen de participación en igualdad de condiciones en los ámbitos sociales8. 
 
Los tradicionales requisitos de legalidad plasmados en la exigencia de la 
autorización para trabajar o el permiso de residencia, no permiten al legislador privar al 
extranjero de derechos que les corresponden constitucionalmente en su condición de 
persona9. Si se le permitiese, no sería respetado de ninguna forma el contenido esencial 
por la distinción entre titularidad y ejercicio y se daría paso a la consideración de los 
derechos fundamentales desde los criterios dogmáticos de la teoría tradicional de los 
derechos patrimoniales, del derecho de propiedad, lo que supondría la degradación de 
las garantías inherentes a la dignidad humana. 
 
1. 2. Igualdad y diferencia de trato 
 
El principio de igualdad respecto de los extranjeros resulta de aplicación res-
pecto de determinados derechos tal y como señala el Tribunal Constitucional, “derechos 
tales como el derecho a la vida, a la integridad física y moral, a la intimidad y a la li-
bertad ideológica, corresponden a los extranjeros por propio mandato constitucional,     
y no resulta posible un tratamiento desigual respecto a ellos con relación a los 
españoles”10. Lo mismo ocurre con derechos a los que se referiría posteriormente el 
                                                                                                                                          
encuentre, los derechos o contenidos de los mismos imprescindibles para garantizarla efectivamente, por 
lo que ésta constituye y se configura como mínimo infranqueable que, por imperativo constitucional, se 
impone a todos los poderes, incluido, como es obvio, el mismo legislador infra constitucional.  
7 TRIGUERO MARTÍNEZ, L. A., “El modelo vigente de reconocimiento de los derechos sociales 
fundamentales de los extranjeros en la LO  4/2000: Análisis crítico-sistemático de su constructo jurídico-
político y perspectivas de futuro tras la directiva de permiso único de residencia y trabajo”, IV encuentro 
internacional de investigadores en Derecho de Inmigración y Asilo, Valencia, 2012, pp. 5-7. 
8 ASÍS, R. de., “Derechos humanos, inmigración y solidaridad”, Cuadernos Electrónicos de Filo-
sofía del Derecho, nº. 7, 2003, pp. 11-13.  
9 GARCÍA VÁZQUEZ, S., El estatuto jurídico-constitucional del extranjero en España, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2007, pp. 48-51. 
10 STC 107/84 de 23 de noviembre. 
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máximo intérprete constitucional: el derecho a la tutela judicial efectiva11 y derechos 
contenidos en el artículo 17, sobre la libertad y seguridad12. De acuerdo con esto, el 
Tribunal parte de una triple clasificación ya anunciada en la STC 107/84. Distingue 
entre A) Derechos que corresponden igual a españoles y extranjeros y cuya regulación 
ha de ser igual para ambos. B) Derechos que no corresponden en modo alguno a los 
extranjeros (por lo que se puede decir, por tanto, que hay derechos que pertenecen a la 
persona en cuanto tal y no como ciudadano y derechos que corresponden solo a los 
ciudadanos). C) Derechos que pertenecen o no a los extranjeros según dispongan los 
tratados y las leyes, siendo entonces admisible la diferencia de trato. De esta forma, el 
Tribunal Constitucional sienta a partir de esta clasificación las bases del posterior desa-
rrollo legislativo de los derechos de los extranjeros13.  
 
  El art. 13 de la Constitución no es, sin embargo, el actualmente vigente, pues 
el apartado segundo fue modificado en 1992. Se trata, junto al art. 135 –deuda pública, 
techo de gasto- de los únicos artículos de toda la Constitución que, hasta el momento, 
han sido objeto de reforma14. El Gobierno entendió, que podría ser inconstitucional tal 
como se hallaba redactado (art.13.2) que, en su redacción original, establecía que los 
españoles son los únicos titulares de los derechos políticos del art. 23, salvo las excep-
ciones que puedan establecer los tratados y las leyes "para el derecho de sufragio activo 
en las elecciones municipales". Ante ello, y de acuerdo con lo previsto en el artículo 
95.2 de la Constitución, el Gobierno decidió el 24 de abril de 1992 requerir al Tribunal 
Constitucional para que se pronunciara sobre esta posible contradicción15. 
 
                                               
11 STC 99/85 de 3 de septiembre. 
12 STC 115/87 de 7 de julio. 
13 En este sentido, no hay distinción constitucional entre comunitarios y no comunitarios (enten-
diendo que los comunitarios no son extranjeros, pertenecen a una categoría distinta). Categoría intermedia 
que ha resultado fundamental en el reconocimiento y disfrute de derechos ha venido dada por la aplica-
ción de Tratados internacionales en desarrollo del citado art. 13.  
14 Fue precisa la reforma al firmar España el Tratado de la Unión Europea el 7 de febrero de 1992 
(Tratado de Maastricht), cuyo artículo G. C dio una nueva redacción al art. 8.B.1 del Tratado Constitutivo 
de la Comunidad Económica Europea de 1957, a fin de extender el derecho de sufragio activo y pasivo en 
las elecciones municipales de cada Estado a los nacionales de los otros Estados de la Unión que residan 
en él. Con ello se daba un importante paso en la integración política de los pueblos, en la libre circulación 
de personas dentro de la Unión y en la configuración de la ciudadanía europea. 
15 El Tribunal Constitucional confirmó, mediante la Declaración de 1 de julio de 1992 (1/1992), 
que el reconocimiento  a los nacionales de los Estados de la Unión Europea del derecho de sufragio pasi-
vo en las elecciones municipales era contrario al artículo 13.2 de la Constitución, por cuanto éste solo 
contemplaba la posibilidad de extender a extranjeros la titularidad del derecho de sufragio activo. Ello 
hacía imposible, por tanto, la ratificación del Tratado de Maastricht por nuestras autoridades, salvo que, 
como prevé expresamente el artículo 95.1 de la Constitución, se procediera previamente a reformar dicho 
artículo constitucional. 
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Históricamente las Constituciones españolas nunca se habían preocupado tanto 
por los extranjeros, cabe resaltar la de 1845, remite a la ley la determinación de “los 
derechos que deberán gozar los extranjeros que obtengan carta de naturaleza o hayan 
ganado vecindad” (art. 1); las de 1869 y 1876 regulaban únicamente, y de forma además 
muy parecida, la posibilidad de que los extranjeros pudieran ejercer “industria”, 
“profesión” o “cargo” (art. 25 y 27.2, por un lado, y 2, por otro); finalmente, la de 1931 
se contentaba con prohibir “la extradición de los extranjeros” (art. 30)16. 
 
El constituyente español, consciente de esta realidad, que cada vez se muestra 
más acentuada, ha estimado oportuno sentar en la propia Constitución las reglas básicas 
de la situación de los extranjeros en España. Y lo ha hecho con una extensión inusitada 
en nuestro constitucionalismo, pues, a diferencia de las anteriores, la Constitución 
actual contempla los tres aspectos fundamentales que articulan la posición jurídica de 
los extranjeros en un Estado: la forma en que gozan de los derechos y libertades recono-
cidos a los nacionales, la extradición y el asilo. 
 
1. 3. Alcance de los derechos del extranjero/s 
 
La primera Ley que reguló en España los derechos y libertades de los extran-
jeros fue la Ley Orgánica 7/1985, de 1 de julio, desarrollada reglamentariamente en un 
principio, por el Real Decreto 1119/1986, de 26 de mayo, y luego, por el Real Decreto 
155/1996, de 2 de febrero, así como por el Real Decreto 766/1992, de 26 de junio, sobre 
la entrada y permanencia en España de nacionales de Estados miembros de las 
Comunidades Europeas, rectificado posteriormente por los Reales Decretos 737/1995, 
de 5 de mayo y 1710/1997, de 14 de noviembre. Hasta ese momento no había ninguna 
norma que se ocupara específica y sistemáticamente de regular los derechos de los ex-
tranjeros; solo existían normas reglamentarias relativas al régimen de entrada, perma- 
nencia, trabajo y salida de los extranjeros del territorio nacional. 
 
La Ley de extranjería de 1985, sería sustituida quince años después por la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en 
España y su integración social. Le seguirá la Ley Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre. 
                                               
16 “El Estado no podrá suscribir ningún Convenio o Tratado Internacional que tenga por objeto la 
extradición de delincuentes político-sociales”. 
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Con posterioridad es aprobada la Ley Orgánica 11/2003, de 29 de septiembre, sobre 
medidas concretas en materia de seguridad ciudadana, violencia doméstica e integración 
social de los extranjeros, que, por lo que ahora interesa, reforma varios artículos de la 
Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en 
España y su integración social, todos ellos relacionados con el régimen de expulsión de 
extranjeros17. En junio de 2003, el Gobierno remitió al Congreso de los Diputados un 
proyecto de ley de modificación de la legislación de extranjería, el cual, con el apoyo, 
por primera vez en esta materia, del Partido Socialista y de otros grupos de oposición, se 
ha convertido en la Ley Orgánica 14/2003, de 20 de noviembre, de reforma de la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en 
España y su integración social, modificada por la Ley Orgánica 8/2000, de 22 de 
diciembre; de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local; 
y de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y de la Ley 3/1991, de 10 de 
enero, de Competencia Desleal18. Con posterioridad será aprobada La Ley Orgánica 
2/2009, de 11 de diciembre, de Reforma de la Ley Orgánica 4/2000, de 11/01/2000, so-
bre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social19. 
 
Destacable es, asimismo, la ley reguladora del derecho de asilo y de la 
protección subsidiaria, ley 12/2009 de 30 de octubre. Responde fundamentalmente a se 
la incorporación de una política europea de asilo, que arranca con el Tratado de 
Ámsterdam de 1997 y que ha producido un extenso elenco de normas comunitarias que 
en algunos casos, son de gran entidad. La transposición de esta legislación de la Unión 
Europea supone la total acogida en nuestro ordenamiento de la denominada Primera 
                                               
17 DE BUSTOS, M. M., Reforma de la Ley de Extranjería, El graduado: boletín informativo, nº. 
44, Madrid, 2004, pp. 74-76. 
18 Entre otras disposiciones, la ley hace aplicación de varias Directivas y Decisiones dictadas en los 
últimos años en el seno de la Unión Europea, incorpora los artículos del Reglamento de aplicación de la 
Ley 4/2000 que habían sido anulados por el Tribunal Supremo en Sentencia de 20 de marzo de 2003 y 
otorga la consideración de “desleal” a la contratación de extranjeros sin autorización para trabajar. 
19 SOLANES CORELLA, A., “Un balance tras 25 años de leyes de extranjería en España: 1985-
2010”, Revista del Ministerio de Trabajo e Inmigración, nº. 90, 2010, pp. 77-102; RAYA LOZANO, E. 
E., “Notas para el análisis de los problemas y de las políticas de inmigración en España”, Psichosocial 
intervention, vol. VIII, nº. 2, 1999, pp. 143-162. Tres son las causas que justifican la reforma que se 
propone de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero: La necesidad de incorporar a dicha Ley Orgánica la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional, dando una nueva redacción acorde con la Constitución a los 
artículos de la misma que se han declarado inconstitucionales, la necesidad de incorporar a nuestro 
ordenamiento jurídico, a través de la indicada Ley Orgánica, las Directivas europeas sobre inmigración 
que están pendientes de incorporación o que no se han incorporado plenamente, y la necesidad de adaptar 
la referida Ley Orgánica a la nueva realidad migratoria en España, que presenta unas características y 
plantea unos retos diferentes de los que existían cuando se aprobó la última reforma de la Ley. 
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Fase del Sistema Europeo Común de Asilo, tal y como se recoge en las Conclusiones de 
Tampere de 1999 y se ratifica en el Programa de La Haya de 2004. Importante es en ella 
el lugar destacado que se concede a la intervención del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR). Otra novedad es la introducción de un 
marco legal para la adopción de programas de reasentamiento, en solidaridad con la 
Comunidad Internacional en la búsqueda de soluciones duraderas y permanentes para 
los refugiados. 
 
Esto resulta coherente con las conclusiones del Consejo Europeo de Tampere 
que insiste en la legalidad de la residencia como requisito para el reconocimiento de 
derechos de los ciudadanos de terceros Estados así como a la jurisprudencia del Tribu-
nal Constitucional respecto del art. 13 de la Constitución Española20. En este sentido, 
las conclusiones de la Presidencia del Consejo Europeo de Tampere, en la que se pro-
yectó la creación de un espacio de libertad, seguridad y justicia en la Unión Europea, 
celebrado el 15 y 16 de octubre de 1999 señalan entre sus objetivos que: 
A)  La Unión Europea garantice un trato justo a los nacionales de terceros 
países que residen legalmente en el territorio de sus Estados miembros. Una política de 
integración más decidida debería encaminarse a concederles derechos y obligaciones 
comparables a los de los ciudadanos de la Unión, así como a fomentar la ausencia de 
discriminación en la vida económica, social y cultural y a desarrollar medidas contra el 
racismo y la xenofobia.  
B) La necesidad de que el estatuto jurídico de los nacionales de terceros países 
debería aproximarse al de los nacionales de los Estados miembros. A una persona que 
haya residido legalmente en un Estado miembro durante un período de tiempo por 
determinar y que cuente con un permiso de residencia de larga duración, se le debería 
conceder en ese Estado miembro un conjunto de derechos de carácter uniforme lo más 
cercano posible al de los ciudadanos de la Unión, que contenga, por ejemplo, el derecho 
a residir, recibir educación y trabajar por cuenta ajena o propia, sin olvidar el principio  
                                               
20 De la amplia bibliografía sobre la materia, vid, AJA. E. (coord.), La nueva regulación de la 
inmigración en España, Tirant lo Blanch, Valencia, 2000; ALONSO PÉREZ. F., Régimen jurídico del 
extranjero en España, Dykinson, Madrid, 1997; APRAIZ MORENO, F., Derecho de extranjería, co-
mentario al RD 155/1996, de 2 de febrero, Bosch, Barcelona, 1998; ASENSI SABATER, F. (dir.), 
Comentarios a la ley de Extranjería, Edijus, Zaragoza, 2001; ESPINAR VICENTE, J. M., Comentarios a 
la nueva LEx. Madrid, 2001; ESPLUGUES MOTA y LORENZO SEGRELLES, M., El nuevo régimen 
jurídico de la inmigración en España, Tirant lo Blanch, Valencia, 2001. 
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elemental de no discriminación y equiparación respecto de los ciudadanos del Estado de 
residencia21. 
 
También habría que mencionar la Directiva 2003/109/CE del Consejo, de 25 
de noviembre de 2003, relativa al estatuto de los nacionales de terceros países residentes 
de larga duración. El objetivo es el de garantizar un estatuto europeo de residentes de 
larga duración a los nacionales de terceros países que hayan residido legalmente sin 
interrupción en el territorio de un Estado Miembro durante un periodo mínimo de cinco 
años inmediatamente anteriores a la solicitud. Asimismo, los residentes de larga du-   
ración gozarán del mismo trato que los nacionales respecto al acceso al empleo por 
cuenta ajena y propia y las condiciones de empleo y trabajo; la educación y formación 
profesional; el reconocimiento de los diplomas profesionales; las prestaciones de seguri-
dad social, asistencia social y protección social; los beneficios fiscales; el acceso a bie-
nes y servicios; la libertad de asociación y afiliación y el libre acceso a la totalidad del 
territorio del Estado Miembro. 
 
La Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea, incorporada al 
Tratado por el que se establece una Constitución para Europa firmada en Roma el 29 de 
octubre de 2004, constituye un referente en materia de derechos de los ciudadanos de 
terceros países. Sus disposiciones han de ser aplicadas independientemente de la nacio-
nalidad de las personas22. Una base sólida sobre la que se asienta la seguridad jurídica 
del Estado receptor y del migrante acogido. 
 
Sin embargo, en España, la distinción entre extranjeros legales e ilegales a 
efectos del reconocimiento de derechos a éstos últimos ha motivado la puesta en duda 
de la constitucionalidad de la actual ley de extranjería puesto que la ley anterior no 
                                               
21Asimismo, el Consejo Europeo hizo suyo el objetivo de ofrecer a los nacionales de terceros 
países que hubieran residido legalmente durante un período prolongado la posibilidad de obtener la 
nacionalidad del Estado Miembro en que residieran. Al respecto, en los sucesivos Informes anuales de la 
Unión Europea sobre Derechos Humanos, se señalan como ámbitos prioritarios la lucha contra el racismo 
y la xenofobia, y se resaltan, entre otros, la aprobación, en 2001, de la Directiva sobre igualdad de trato 
(Directiva 2000/43/CE del Consejo de 29 de junio de 2000, relativa a la aplicación del principio de 
igualdad de trato de las personas independientemente de su origen racial o étnico) y la Directiva sobre la 
no discriminación en el empleo y en el trabajo. 
22 SCHAEFER, D. A., “The Need for a Charter or Hill of Rights for Guidance for the European 
Courts on Fundamental Rights in the EU: The Treaty of Amsterdam and Beyond”, Human Rights 
Journal, Harvard, 2005, pp. 4-9. 
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establecía la clara distinción existente entre los derechos de los extranjeros que residen 
de forma legal y los que no23. 
 
El Tribunal Constitucional, ya al resolver la posible inconstitucionalidad de la 
anterior Ley Orgánica 7/1985, entendió que era constitucional la diferencia de trato 
aplicable a un extranjero sobre la base de la legalidad de su residencia24. Si bien la 
diferencia en el trato es posible y constitucional, hay que preguntarse cuáles son los 
límites admisibles respecto de esta diferencia. O dicho de otra forma, que derechos se 
deben reconocer a los inmigrantes ilegales, aún asumiendo la dificultad que conlleva 
este reconocimiento dado que es complejo reconocer conceptualmente derechos en un 
régimen “legal” al que está en situación ilegal. La base de la que podemos partir es el 
contenido del artículo 10.1 de la Constitución, y en especial la referencia a los derechos 
inviolables inherentes a la persona humana. De acuerdo con lo anterior los inmigrantes 
no legales son acreedores de derechos innegables, si bien también es cierto que, como 
señaló el Tribunal Constitucional en la citada STC 115/87 su situación no es la misma 
en el ámbito de derechos que la de un extranjero en situación de legalidad sin que ello 
conlleve un trato inconstitucional25.  
 
1. 4. El Convenio Europeo de Derechos Humanos: Una aproximación 
 
El Convenio Europeo de Derechos Humanos (CEDH) reconoce, en su art. 14, 
el derecho a disfrutar de los derechos y libertades antes enunciados sin discriminación 
por razón de sexo, raza, color, lengua, religión, opiniones políticas u otras, origen nacio-
nal o social, pertenencia a una minoría nacional, fortuna, nacimiento o cualquier otra 
situación. Por su parte, el Protocolo nº. 12 del mismo, abierto a la firma en Roma con 
ocasión de las ceremonias conmemorativas del cincuentenario de la firma del CEDH, el 
4 de noviembre de 2000, enuncia en su artículo primero, una prohibición general de la 
discriminación al disponer que “el ejercicio de cualquier derecho reconocido por ley se-
rá asegurado sin ninguna discriminación fundada, en particular, en razón de género, 
                                               
23 ESCOBAR HERNÁNDEZ, C., “Los derechos humanos en el Tratado por el que se establece 
una Constitución para Europa”, en El Derecho Internacional: Normas, hechos y valores, Liber Amicorum 
José Antonio Pastor Ridruejo, Servicio Publicaciones Facultad de Derecho, UCM, 2005, pp. 115-133. 
24 STC 115/1987 de 7 de julio. 
25 La doctrina del Tribunal Constitucional no pretende aplicar el principio de igualdad en todos los 
derechos fundamentales conectados con la dignidad de la persona porque lo serían todos y habría que 
diferenciar únicamente los derechos políticos del art. 23 del resto de derechos en los que no cabría esa 
diferencia. 
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raza, color, lengua, religión, opiniones políticas o de cualquier otro tipo, origen nacional 
o social, pertenencia a una minoría nacional, riqueza, nacimiento o cualquier otra 
situación”26. 
 
En nuestro país el Convenio ha sido ratificado por el procedimiento previsto 
en el art. 94 de nuestra Carta Magna y forma parte de nuestro derecho interno con arre-
glo a las previsiones del art. 96.1 -texto constitucional-27. 
 
Ahora bien, tanto el Tribunal Supremo como el Tribunal Constitucional a lo 
largo de las diversas y transcendentes resoluciones mantiene que el TEDH se configura 
como órgano de tipo jurisdiccional internacional, no supranacional; fundamentalmente 
porque no se ha producido en virtud de la ratificación una cesión de la potestad juris-
diccional al citado Tribunal internacional contemplada en el art. 117 de la Constitución 
y que para ello debería de cumplir con los requisitos contemplados en el art. 93 de dicho 
cuerpo normativo, previsto precisamente para la atribución a organizaciones internacio-
nales del ejercicio de competencias soberanas derivadas de la Constitución. De ahí la no 
integración en el poder judicial español pues de lo contrario sus resoluciones no precisa-
rían para su efectividad del concurso del derecho y de los órganos jurisdiccionales 
internos del Estado correspondiente. 
 
Frente a esta tradicional postura existe en nuestra doctrina un sector rela-
tivamente minoritario que matiza dicha tesis a la hora de apreciar que el TEDH tiene 
una efectiva jurisdicción nacional28, para corroborar la realidad de tal potestad ju-
                                               
26 Cabe recordar que la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos extendió el 
ámbito del CEDH a derechos no expresamente reconocidos en el mismo respecto a los derechos de los 
extranjeros, al menos una protección indirecta. En correlación con el art. 3 del CEDH, el Tribunal             
sostiene que los extranjeros no pueden ser objeto de una medida de expulsión o de extradición cuando la 
persona de que se trate pueda ser sometida en el país de destino a un trato inhumano (Caso Soering c. 
Reino Unido de Gran Bretaña, de 7 de julio de 1989); CAHN, C., “Racial Preference, Racial Exclusion: 
Administrative Efforts to Enforce the Separation of Roma and Non-Roma in Europe through Migration 
Controls”, en European Journal of Migration and Law nº. 5, 2004, pp. 479-490; MORTE GÓMEZ, C., 
“La jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en materia de extranjeros”, en 
ÁLVAREZ  CONDE, E. y PÉREZ MARTÍN, E. (Dir.), Estudios sobre Derecho de Extranjería, IDP, 
Madrid, 2005, pp. 191-207; GARCÍA ROCA, J., “La interpretación constitucional de una declaración in-
ternacional, el Convenio Europeo de Derechos Humanos y bases para una globalización de los derechos”, 
en Revista Europea de Derechos fundamentales, nº. 6, 2005, pp. 37-82. 
27 Los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez que sean publicados oficialmente 
en España, formarán parte del ordenamiento interno.  
28 RIPOL CARULLA, S., El Sistema Europeo de Protección de los Derechos Humanos y el 
Derecho Español, Atelier, Barcelona, 2007, p. 59; BUJOSA BADELL, L. M., Las sentencias del Tribu-
nal Europeo de Derechos Humanos y el ordenamiento español, Tecnos, Madrid, 1997, pp. 1-25.  
 399 
risdiccional pese a que dicho Tribunal no está integrado en el poder judicial español, sin 
que sus decisiones puedan pasar inadvertidas por el resto de poderes del Estado. A tal 
efecto recuerda que el requisito de la Ley Orgánica que exige el citado art. 93 ha tratado 
de ser sorteado por los defensores de esta tesis acudiendo a lo dispuesto en el art. 2.1 de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial. De todas formas, el criterio seguido es señalar que 
simplemente el Consejo de Europa responde al tradicional modelo de cooperación 
internacional en el que no se procede a una transferencia de competencias, creándose 
por tanto un Tribunal Internacional que ejerce una jurisdicción pero no nacional “en el 
sentido de territorio en el cual el juez tiene capacidad de actuar como tal, sino en el 
sentido del poder o autoridad que tienen los jueces para juzgar y aplicar el derecho”29. 
 
Ante la ausencia de una entidad supraestatal dotada de poder coercitivo, es 
común que las decisiones judiciales internacionales carezcan de fuerza ejecutiva; ahora 
bien, esto no significa que no haya de cumplirse y acatarse por parte del Estado 
miembro una resolución del TEDH, sino que debe de adoptar los medios correspon-
dientes para su cumplimiento por lo que podemos hablar en este sentido de una 
ejecución o eficacia en un sentido amplio en relación con la obligación de resultado 
adquirida por los Estados parte propia de una obligación de derecho internacional30. 
 
Debe recordarse que tal y como ya expresaba la sentencia nº. 36/1984 del 
Tribunal Constitucional (F. J. 3º): “La remisión que el art. 10.2 CE hace a la Declara-
ción Universal de los Derechos Humanos y a los Tratados y Acuerdos internacionales 
sobre las mismas materias suscritos por España para la interpretación de las normas 
constitucionales sobre derechos fundamentales y libertades públicas, autoriza y aún 
aconseja,  referirse, para la búsqueda de estos criterios, a la doctrina sentada por el Tri-
bunal Europeo de los Derechos Humanos al aplicar la norma contenida en el art. 6.1, 
Convenio para Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales”. 
 
En cuanto a lo que se refiere a los derechos de los no nacionales, se cuestiona 
el principio de equiparación entre nacionales y extranjeros, sobre todo en la UE debien-
                                               
29 IZQUIERDO SANS, C., El carácter no ejecutivo de las Sentencias del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos (Comentario a la STS, 1ª, del 20 de noviembre de 1996) en “Derecho Privado y 
Constitución” nº. 11, 1997, CEPC, pp. 362-365. 
30 SORIA JIMÉNEZ A., “La problemática ejecución de las Sentencias del Tribunal Europeo de 
Derechos humanos. Análisis de la STC 245/1991” en Revista Española de Derecho Constitucional, nº. 
36, 1992. pp. 313-356. 
 400 
do preocuparnos si el ámbito de la nacionalidad es suficientemente relevante. No 
obstante, una cosa es fijar las limitaciones como excepcionales o perfectamente delimi-
tadas y otra que se establezcan gracias a conceptos jurídicos indeterminados aplicados 
por el poder ejecutivo31. 
 
1. 5. La denominada “Ley de Memoria Histórica” 
 
España ha sido hasta épocas muy recientes un país de emigrantes (como se 
expone en la tesis sigue siéndolo en menor medida) y, que se han habilitados fórmulas 
para favorecer la recuperación de la nacionalidad española para aquellos que la per-
dieron como consecuencia del exilio. 
 
Los supuestos de adquisición de la nacionalidad española se concretan en el 
Código Civil (reformado en este punto por la Ley 36/2002, de 8 de octubre). En los úl-
timos años se han orientado las políticas legislativas a su retorno con la Ley de 2002 y, 
a través de la Disp. Ad. 7ª de la denominada Ley de Memoria Histórica. 
Disposición adicional séptima. Adquisición de la nacionalidad española 
1. “Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar 
a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente Disposición adicional. Dicho plazo podrá 
ser prorrogado por acuerdo de Consejo de Ministros hasta el límite de un año”. 
2. “Este derecho también se reconocerá a los nietos de quienes perdieron o tuvieron que 
renunciar a la nacionalidad española como consecuencia del exilio”. 
El proyecto de ley fue aprobado previamente por el Consejo de Ministros el 
día 28 de julio de 2006. Con fecha 28 de octubre de 2007, el Congreso de los Diputados 
aprobó la Ley por la que se reconocen y amplían derechos, estableciendo medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la brutal  
                                               
31 LUCAS MARTÍN, J. de, “¿Derechos sin fronteras?”, en SAUCA, J. M. (ed.), Problemas ac-
tuales de los derechos fundamentales, Universidad Carlos III de Madrid-Boletín Oficial del Estado, 
Madrid, 1994, pp. 174 y 175; PRIETO SANCHÍS, L., Estudios sobre derechos fundamentales, Debate, 
Madrid, 1990, pp. 80-92.  
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dictadura, comúnmente conocida como “Ley para la Memoria Histórica”. El día 10 de 
diciembre, fue aprobada en el Senado32.  
En la exposición de motivos se esclare que con ocasión de la reconciliación la 
reparación moral y material es inexcusable para quienes se vieron privados de sus 
derechos civiles ilegítimamente y todo ello atendiendo al reencuentro que ha supuesto la 
instauración de una democracia consolidada desde el año 1978. “Nadie puede sentirse 
legitimado, como ocurrió en el pasado, para utilizar la violencia con la finalidad de im-
poner sus convicciones políticas y establecer regímenes totalitarios contrarios a la liber-
tad y dignidad de todos los ciudadanos, lo que merece la condena y repulsa de nuestra 
sociedad democrática”. La presente Ley asume esta Declaración así como la condena 
del franquismo contenida en el Informe de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de 
Europa firmado en París el 17 de marzo de 2006 en el que se denunciaron las graves 
violaciones de Derechos Humanos cometidas en España entre los años 1939 y 1975. 
 
Como dato interesante y novedoso, más allá de la emotividad propia de esta 
norma, el legislador considera de justicia hacer un doble reconocimiento singularizado. 
En primer lugar, a los voluntarios integrantes de las Brigadas internacionales, a los que 
se les permitirá acceder a la nacionalidad española sin necesidad de que renuncien a la 
que ostenten hasta este momento (art. 18). 
 
“El espíritu de política legislativa pretende transmitir el acercamiento, reen-
cuentro y concordia de la Transición, no son solamente los ciudadanos emigrados por 
las circunstancias quienes resultan reconocidos y honrados sino también la Democracia 
española en su conjunto”.  
 
Millares de españoles, debido a la cruel dictadura que asoló España durante 40 
años tuvieron que exilarse. Con el fin de hacer justicia, el gobierno español mediante la 
aprobación de la Ley de Memoria Histórica aceptó otorgar la nacionalidad por hechos 
extraordinarios a ciudadanos establecidos en México, Argentina, Venezuela, Miami, 
Cuba. El período se inició el 27 de diciembre de 2008 y, ante el elevado número de so-
licitudes, el Estado español acordó en 2010 prorrogar hasta el 27 de diciembre de 2011, 
“quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como conse- 
                                               
32 BOE nº. 310 de 27 de diciembre de 2007. 
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cuencia del exilio”, según reza el texto normativo, entre 1936 y 1955 por motivos polí-
ticos tras la Guerra Civil (1936-1939), podían optar a conseguir la nacionalidad es-
pañola, algo que también afectaba a sus descendientes33. Los datos del Ministerio de 
Asuntos Exteriores y de Cooperación estimaron 348.000 (hijos de exiliados, 92%) y 
más de 24.000 de nietos. El resto (6.000) son descendientes de primer grado de exilia-
dos nacidos en España que pudieron optar a la nacionalidad tras la reforma del Código 
Civil de 2002. 
 
El programa del PSOE (2004), no incluyó mención alguna a la Ley de Memo-
ria histórica, si bien hablaba de crear un Centro Estatal de Documentación e Investiga-
ción Histórica sobre la Guerra Civil y el Franquismo, dentro del área de cultura del 
programa: 
Creación del Centro Estatal de Documentación e Investigación sobre la Gue-
rra Civil y el Franquismo. Concentrando en el actual Archivo Histórico de Salamanca 
(funcionalmente desaparecido) las capacidades de consulta, investigación y exhibición, 
a través de soportes físicos o virtuales digitalizados, sobre la totalidad de los fondos 
existentes, de titularidad pública o privada, en todo el estado español, relacionados con 
el período comprendido entre 1936-1975: el Patrimonio como memoria reconciliadora. 
El restablecer la seguridad jurídica de un país pasa en numerosas ocasiones por 
intentar paliar las tremendas injusticias padecidas después de una guerra abominable. 
Un breve repaso hace ver que hasta 1969 -30 años después de terminada la contienda-, 
Franco dictó el Decreto-Ley 10/1969, en aras de ‘generosidad humana’, la prescripción 
de todos los delitos cometidos ‘antes del 1 de abril (1939). Arribada la democracia, 
otras leyes suavizaron la vida de millones de españoles del bando republicano. Tras 32 
años de convivencia en democracia el 26 de diciembre de 2007, el Consejo de Ministros 
del Reino de España promulgó la Ley 52/2007 por la que se reconocen y amplían 
derechos a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil 
y la dictadura34. Así, se declaran ilegítimos (art. 3), de forma genérica los instrumentos 
jurídicos habilitados por el régimen franquista. Esto se traduce en una disposición 
                                               
33 Planteó problemas probar la condición de exilado en este ámbito. 
34 Desarrollado por el Real Decreto 1791/2008, de 3 de noviembre, sobre la declaración de repa-
ración y reconocimiento personal a quienes padecieron persecución y violencia durante la Guerra Civil y 
la Dictadura.  
 403 
derogatoria de todos los procesos llevados a cabo contra los ciudadanos que sufrieron la 
represión y, se prevé la creación de un procedimiento legal específico para desagraviar 
socialmente y rehabilitar el honor de las personas (art. 4).  
Entre las mejoras sociales que se han ido produciendo con motivo de resarcir 
de las penalidades a quienes se vieron privados de derechos y libertades se aprobó una 
gran normativa35.  
 
A mi parecer, apuntar que el recordatorio por medio de simbología a quienes 
sufrieron la represión hizo un daño irreparable y que hasta la entrada en vigor de la Ley 
de Memoria Histórica no fue reparado (arts. 15-17), así prevé la retirada de “escudos, 
insignias, placas y otros objetos o menciones conmemorativos de exaltación, personal o 
colectiva, de la sublevación militar, de la Guerra Civil y de la represión de la Dictadura 
(…) salvo que concurran razones artísticas, arquitectónicas o artístico-religiosas prote-
gidas por la ley”36.  
 
Como dato anecdótico aún quedan numerosas menciones a la guerra civil 
española en el territorio que a mi juicio deberían de ser retiradas con el fin de cicatrizar 
una etapa superada pero que no debería de ser ensalzada en un contexto democrático 
que entonces fue vulnerado.  
 
                                               
35 Decreto 670/1976, de 5 de marzo, por el que se regulan pensiones a favor de los españoles que, 
habiendo sufrido mutilación a causa de la pasada contienda, no puedan integrarse en el cuerpo de 
caballeros mutilados de guerra por la patria; Ley 46/1977, de 15 de octubre, de Amnistía; Ley 5/1979, de 
18 de septiembre, sobre reconocimiento de pensiones, asistencia médico-farmacéutica y asistencia social 
a favor de las viudas, hijos y demás familiares de los españoles fallecidos como consecuencia o con 
ocasión de la pasada guerra civil; Ley 35/1980, de 26 de junio, sobre pensiones a los mutilados excom-
batientes de la zona republicana; Ley 6/1982, de 29 de marzo, de pensiones a los mutilados civiles de 
guerra; Ley 37/1984, de 22 de octubre, de reconocimiento de derechos y servicios prestados a quienes 
durante la Guerra Civil formaron parte de las fuerzas armadas, fuerzas de orden público y cuerpo de 
carabineros de la República; Disposición adicional decimoctava de la ley 4/1990, de 29 de junio, de Pre-
supuestos Generales del Estado para 1990, que determina indemnizaciones a favor de quienes sufrieron 
prisión como consecuencia de los supuestos contemplados en la ley 46/1977, de 15 de octubre, de am-
nistía. Estas leyes, decretos y disposiciones fueron ampliados por algunas Comunidades Autónomas. 
36 Por lo tanto compromete al gobierno a elaborar un censo de edificaciones y obras realizadas por 
trabajos forzados. Después de casi 30 años de aprobada la Ley de Amnistía (Ley 46/1977 de 15 de oc-
tubre de 1977), que eliminaba la responsabilidad ante cualquier delito político cometido hasta diciembre 
de 1976, ha sido aprobada esta nueva normativa. Entre otras muchas obras, vid, POGGIO, P. P., Nazismo 
y revisionismo histórico, Akal, Madrid, 2006; GIL GIL, A., La justicia de transición en España: de la Ley 
de Amnistía a la memoria histórica, Atelier, Barcelona, 2009; LAFFONT R., Memoria del mal, ten-
tación del bien, Península, Barcelona, 2009; CAPELLA, M. y GINARD, D. (coords.), Represión política, 
justicia y reparación. La memoria histórica en perspectiva jurídica, 1936-2008, Plural, Palma de 
Mallorca, 2009; PÉREZ GARZÓN, J. S. y MANZANO MORENO, E., Memoria Histórica, CSIC/La 
Catarata, Madrid, 2010; ARÓSTEGUI, J. (coord.), Franco: la represión como sistema, Barcelona, 2012. 
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2. REQUISITOS DE ACCESO Y PERMANENCIA EN EL TERRITORIO                  
ESPAÑOL 
 
2. 1. El visado como norma general 
 
Como se expone en este trabajo los países establecen una serie de reglas y 
obligaciones que deben ser tenidas en cuenta a la hora de poder acceder al territorio de 
los países de la UE. No obstante, el respeto y los derechos que les asisten deben ser 
cumplidos en igualdad fomentando una integración plena durante el tiempo que dure el 
permiso, también y como contraprestación e intercambio la obligación de asumir todas 
y cada una de las directrices que sean establecidas por la nación que ofrece acogida. 
Entre los requisitos cabe señalar los siguientes. 
 
El visado es un título de ‘viaje’ que permite la entrada en España. Solicitado 
en el Consulado, será concedido en función del motivo que justifica el viaje. Habilita al 
extranjero a permanecer en la situación para la que se le expidió. Existen supuestos en 
los que la obligación de obtener visado no es exigible. Igualmente es conocido como 
‘VISA’. En función de la finalidad el visado puede ser de: tránsito, estancia, cortesía, re-
sidencia, trabajo, residencia y estudios37.   
 
Es requisito imprescindible para el extranjero cuya venida a España tenga co-
mo único o principal fin cursar estudios o realizar trabajos de investigación o formación, 
no remunerados laboralmente, en cualquier centro docente o científico español, ya sea 
público o privado oficialmente reconocido38.  
 
                                               
37 Con independencia de los tratados entre países para la supresión del visado cabe señalar que en 
España quedan exceptuados los estados pertenecientes a la UE, así como a quien le sea concedida la con-
dición de refugiado, apátrida y en quienes concurran circunstancias excepcionales.  
38 Deberá ser solicitado previamente a su llegada a España ante la Misión Diplomática u Oficina 
consular correspondiente en su estado de origen. Para la solicitud habrá que presentar documentación 
académica que acredite los estudios ya superados. Los nacionales de los países para cuya entrada inferior 
a 90 días, no se les exige visado, no necesitan de visado de estudiantes para la realización de estudios 
inferiores a dicho periodo. Es preciso autorización de estudios. En España, el estudiante solicita en la 
Oficina de Extranjeros, Jefatura Superior o Comisaría de Policía de la localidad donde se encuentre, 
autorización para su estancia por el tiempo que se determine. La solicitud del visado se solicita en la 
Embajada o bien Consulado correspondiente al domicilio del solicitante. Tanto la petición como recogida 
se hará de forma personal, aunque en determinados casos se puede designar a un representante.  
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Para ejercer cualquier actividad lucrativa, laboral o profesional, es necesario 
tener más de 16 años, un visado, permiso de trabajo y residencia (autorización). Este 
permiso además de trabajar le permitirá residir en España. Están exentos de obtener el     
permiso para trabajar los nacionales de alguno de los estados miembros de la Unión Eu- 
ropea. Cuando proceda, será necesario homologación del título correspondiente y en al- 
gunos casos, también colegiación, siempre que las leyes lo exijan. El permiso de trabajo 
y residencia lo tendrá que solicitar el empleador.  
 
El Gobierno podrá aprobar con carácter anual, por acuerdo del Consejo de 
Ministros, un contingente de trabajadores extranjeros. El concierto que apruebe el 
contingente comprenderá una cifra provisional, así como las características de las ofer-
tas de empleo de carácter estable para un año natural que puedan ser cubiertas a través 
de este procedimiento por trabajadores extranjeros que no se hallen ni residan en 
España. Asimismo, el acuerdo de contingente podrá establecer un número de visados 
para búsqueda de empleo dirigidos a hijos o nietos de español de origen, así como un 
número de visados para búsqueda de empleo restringidos a determinados sectores de 
actividad u ocupaciones en un ámbito territorial concreto. A lo largo del año se podrá 
revisar el número y la distribución de las ofertas de empleo admisibles en el marco del 
contingente, para adaptarlo a la evolución del mercado de trabajo. Las ofertas de empleo 
genéricas presentadas a través del contingente se orientarán preferentemente hacia los 
países con los que España haya firmado acuerdos sobre regulación y ordenación de los 
flujos migratorios.   
 
Considero esencial no olvidar aquellas situaciones de índole personal como la 
reagrupación familiar. Los extranjeros residentes legales en España, podrán solicitar que 
se reúnan con ellos sus familiares39. A continuación señalo los familiares reagrupables. 
Atendiendo a causas familiares, cónyuge; hijos o de su cónyuge, incluido los adoptados, 
siempre que sean menores de 18 años, padezcan incapacidad y no estén casados; me-
nores de 18 años o incapaces cuando el residente legal extranjero sea su representante 
                                               
39 No resulta difícil entender lo grave que puede resultar para un inmigrante no tener la posibilidad 
de estabilizar a su familia, de aquí la figura de arraigo y reagrupación familiar siempre que se cumplan 
una serie de restricciones en función del país de la UE. Los sistemas de cobijo deben prevalecer con el fin 
de conseguir que el núcleo familiar no quede dispersado. Esta razón de peso ha sido valorada tanto en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, como en Tratados internacionales o la misma Constitución 
Española del 1978. 
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legal; ascendientes o los de su cónyuge, cuando estén a su cargo y existan razones que 
justifiquen la necesidad de autorizar su residencia en España40.  
 
              2. 2. La acreditación de medios de vida suficiente para permanecer en 
España 
 
Los ciudadanos comunitarios y sus familiares, para poder residir en España 
por más de 3 meses, necesitan solicitar el Certificado de Registro de Ciudadano de la 
Unión o bien la Tarjeta de Familiar de Residente Comunitario. Desde finales de abril de 
2012, para estos trámites, además de la documentación habitual (acreditación de 
parentesco, convivencia, nacionalidad, etc.), es necesario demostrar que se dispone de 
medios económicos y seguro médico público o privado. La instrucción deja abierta la 
posibilidad de acreditar dichos requisitos con cualquier medio de prueba válido en 
derecho y amplias facultades a los órganos administrativos para interpretar si se dan los 
requisitos exigidos ( Orden PRE/1490/2012, de 9 de julio, por la que se dictan normas 
para la aplicación del art. 7 del Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero, sobre entrada, 
libre circulación y residencia en España de ciudadanos de los Estados Miembros de la 
Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico 
Europeo)41. El Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero, no incluyó en su momento la 
totalidad de exigencias derivadas del art. 7 de la Directiva 2004/38/CE, del Parlamento 
y del Consejo, de 29 de abril de 200442. 
 
                                               
40 Directiva 2003/86/CE, de 22 de septiembre, sobre el derecho a la reagrupación familiar. Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su inte-
gración social (art. 16 al 19), Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, aprobado por Real Decreto 557/ 
2011, de 20 de abril (art. 52 al 58). 
41 La Directiva 2004/38/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, 
relativa al derecho de los ciudadanos de la Unión y de los miembros de sus familias a circular y residir 
libremente en el territorio de los Estados miembros, por la que se modifica el Reglamento (CEE) nº. 
1612/68 y se derogan las Directivas 64/221/CEE, 68/360/CEE, 72/194/CEE, 73/148/CEE, 75/34/CEE, 
75/35/CEE, 90/364/CEE, 90/365/CEE y 93/96/CEE regula, en su artículo 7, las condiciones que deben 
cumplirse en aquellos casos en los que un ciudadano de un Estado Miembro de la Unión Europea o de 
otros Estados parte en el Espacio Económico Europeo desee residir en otro Estado Miembro, distinto del 
que es originario, por un período superior a tres meses. 
42 Dicha situación ha implicado un grave perjuicio económico para España, en especial en cuanto a 
la imposibilidad de garantizar el reembolso de los gastos ocasionados por la prestación de servicios sa-
nitarios y sociales a ciudadanos europeos, tal y como ha señalado el Tribunal de Cuentas. Ante dicha 
circunstancia, la disposición final quinta del Real Decreto-Ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas urgen-
tes para garantizar la sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud y mejorar la calidad y la seguridad de 
sus prestaciones procede a transponer en su práctica literalidad el art. 7 de la Directiva 2004/38/CE, del 
Parlamento y del Consejo, de 29 de abril de 2004, incluyendo las condiciones para el ejercicio del dere-
cho a la residencia por un periodo superior a tres meses (art. 1). Los certificados serán expedidos de 
manera inmediata para evitar dilaciones innecesarias por el Registro Central de Extranjeros (art. 2).  
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Respecto a la oferta de trabajo debe hacerse constar por medio de un cer-
tificado de trabajo por la empresa empleadora y el contrato de trabajo registrado en el 
Servicio Público de Empleo o documento de alta laboral, no siendo necesario este re-
quisito si el trabajador consiente comprobación de dichos datos en los Ficheros de la 
Tesorería General de la Seguridad Social (art. 3). Igualmente los trabajadores por cuenta 
propia les será de aplicación lo anterior para su comprobación o bien se admitirá la 
inscripción en el Censo de Actividades Económicas o la justificación de su estableci-
miento mediante la inscripción en el Registro Mercantil o el documento de alta o situa-
ción asimilada al alta en el régimen correspondiente de la Seguridad Social43.  
 
Respecto a los estudiantes, precisan matrícula del centro donde estén ma-
triculados, seguro de enfermedad, público o privado, contratado en España o en otro 
país siempre que proporcione una cobertura completa en España. No obstante, se esti-
mará cumplida esta condición si el estudiante cuenta con una tarjeta sanitaria europea 
con un período de validez que cubra todo el periodo de residencia y que le habilite para 
recibir, exclusivamente, las prestaciones sanitarias que sean necesarias desde un punto 
de vista médico, teniendo en cuenta la naturaleza de las prestaciones y la duración pre-
vista, poseer recursos económicos suficientes durante el periodo de residencia y par-
ticipar en programas de la Unión Europea que favorecen intercambios educativos para 
estudiantes y profesores se considerará acreditación suficiente para el cumplimiento de 
estos requisitos (de aplicación a ciudadanos suizos). El derecho a residir por más de 3 




                                               
43 El art. 3, insiste en la necesidad y obligatoriedad de aportar por parte del trabajador seguro de 
enfermedad, público o privado, contratado en España o en otro país, siempre que proporcione una cober-
tura en España durante su período de residencia equivalente a la proporcionada por el Sistema Nacional 
de Salud. Se entenderá, en todo caso, que los pensionistas cumplen con esta condición si acreditan, me-
diante la certificación correspondiente, que tienen derecho a la asistencia sanitaria con cargo al Estado por 
el que perciben su pensión y de recursos suficientes, para sí y para los miembros de su familia, para no 
convertirse en una carga para la asistencia social de España durante su periodo de residencia. 
44 La regulación estará a lo dispuesto la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y 
libertades de los extranjeros en España y su integración social y su normativa de desarrollo, y en la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común y su normativa de desarrollo, con carácter supletorio y en la medida en que no se 
oponga a lo dispuesto en los Tratados de la Unión Europea y de funcionamiento de la Unión Europea y el 
derecho derivado de los mismos. Su aplicación entró en vigor a partir del 11 de julio, 2012. La orden 
ministerial se dicta al amparo de lo establecido en el art. 149.1.2 de la CE, que atribuye en exclusiva al 
Estado la competencia en materia de nacionalidad, inmigración, extranjería y derecho de asilo. 
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2. 3. La integración del extranjero en el país de acogida 
 
La integración no es un argumento baladí por entender que hace falta una 
predisposición adecuada por parte de quien se integra y de quienes otorgan responsa-
bilidades y derechos, así se complementa satisfactoriamente una integración dentro de 
un sistema de ‘iguales’. Como se expone en la tesis, una parte de emigrados retornará al 
país de origen o bien continuará deambulando, pero, dado que avanzamos con grandes 
dificultades hacia una ciudadanía más global –sería lo ideal, pero no deja de ser una 
utopía-, el resultado de políticas adecuadas podremos observarlas en la próxima genera-
ción comprobando si el esfuerzo entre ambas partes ha sido suficiente. Probablemente, 
la generosidad sería un valor en alza. Dos razones esenciales, a mi parecer, marcarán el 
futuro en este sentido. La primera, derecho de integración desde el momento en que se 
otorga la residencia junto a la seguridad jurídica. La segunda de carácter interno, España 
precisa de la inmigración al tener una población autóctona muy envejecida que irá tran-
sitando con serias dificultades de mantenimiento en servicios básicos; atendiendo a la 
fría estadística, seremos la tercera población mundial de mayor edad -detrás de Japón y 
Corea del Sur -, en el año 2050. Convivir y participar en ‘otra’ nación, exige elevada  
responsabilidad.  
 
Los factores de integración de carácter individual, establecen en la cada vez 
más rígida legislación española, unos requisitos ya expuestos, entre los que se hayan la 
posibilidad de mantener u originar un puesto de trabajo, bien por cuenta ajena o propia y 
atendiendo a la especialización en los sectores y escalas productivas. Creo que no 
puede, asimismo, olvidarse el elemento cultural, imprescindible para que no broten 
guetos innecesarios que acaban en marginales, con la complejidad que ello conlleva. 
Puede asegurarse que la integración cultural es a largo plazo, lenta y depende también 
de las posibilidades económicas para dotar a los hijos de inmigrantes de un cúmulo de 
posibilidades mayores. No podemos desdeñar que dependiendo del origen del extranjero 
y de su formación familiar -padres-, la integración se consolidará de una forma más o 
menos rápida. Hay países de perfil bajo cuyos ciudadanos presentan una serie de caren-
cias que hace cuasi inviable una formación cultural adecuada. Parece que unas causas 
dependen o se asientan en otras. La integración del extranjero pasa a ser una cuestión 
capital dentro del engranaje y el desarrollo de un país que precisa, requiere y acabará 
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dependiendo en un porcentaje muy elevado del PIB de la mano de obra no autóctona, 
que será analizado en el siguiente epígrafe. 
 
2. 4. Nacionalidad española 
 
Los supuestos de adquisición de la nacionalidad española se concretan en el 
Código Civil (reformado en este punto por la Ley 36/2002, de 8 de octubre)45 que esta-
blece básicamente las siguientes vías: por nacimiento (originaria -solo son originarios: 
por nacimiento o adopción, por nacer en territorio español conforme al art. 17CC; los de 
memoria histórica; opción 20b y de origen sefardí)46. Además, pueden acceder a ella, 
                                               
45 BOE nº. 242 de 09 de octubre de 2002. 
46 Son españoles de origen aquellas personas que cumplan uno de estos supuestos: 1/ Haber nacido 
de padre y/o madre española. Esta forma de nacionalidad se produce independientemente del lugar de 
nacimiento (dentro o fuera de territorio español). Esta forma de atribuir la nacionalidad es independiente 
del sexo del progenitor que sea español, al igual que es indiferente si los padres son matrimonio o no. 
Solo importa que el padre o la madre tenga nacionalidad española. 2/ También será español de origen 
aquella persona menor de 18 años que sea adoptada por un español o española. 3/ Toda persona de padres 
extranjeros tiene nacionalidad de origen española si al menos uno de sus padres ha nacido también en 
España. Se exceptúan los hijos de funcionario diplomático o consular acreditado en España. 4/ De igual 
manera, serán españoles los nacidos en España de padres extranjeros siempre y cuando los padres 
carezcan de nacionalidad o si la legislación de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad. 5/ Serán 
españoles de origen los nacidos en España cuya filiación no resulte determinada. A estos efectos, se 
presume nacido en España los menores de edad cuyo primer lugar conocido de estancia sea territorio 
Español. En primer lugar, para solicitar la nacionalidad por residencia, ésta debe ser legal y continuada en 
España durante los siguientes plazos: A/ Plazo general: 10 años.  B/ 5 años, si la persona interesada ha 
obtenido la condición de refugiada. C/ 2 años, cuando la persona interesada sea nacional de países 
iberoamericanos, sefardíes –otorgada por carta de naturaleza, 2015-, de Andorra, Filipinas, Guinea 
Ecuatorial, o Portugal. D/ 1 año, si el interesado hubiera nacido en territorio español, llevara un año 
casado con un español o española y no estuviera separado legalmente o de hecho; fuera viudo/a de 
español o española, no separado legalmente o de hecho en el momento de la muerte; cuando hubiese 
nacido fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela originariamente español. Son españoles por 
opción aquellas personas que: 1/ Estén o hayan estado sujetas a patria potestad de un español. 2/ Personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español y nacido en España. 3/ Aquellas personas cuya 
filiación o nacimiento en España se hubiese producido después de cumplidos los 18 años. 4/ El adoptado 
por español o española cuando el adoptado es mayor de 18 años. Se produce por Real Decreto otorgado 
discrecionalmente por el Gobierno, a través del Consejo de Ministros, y tras valorar circunstancias 
excepcionales que concurren en el interesado que solicita la nacionalidad española, manifestando éste su 
voluntad de adquirir dicha nacionalidad. En primer lugar, para solicitar la nacionalidad por residencia, 
ésta debe ser legal y continuada en España durante los siguientes plazos: A/ Plazo general: 10 años.  B/ 5 
años, si la persona interesada ha obtenido la condición de refugiada. C/ 2 años, cuando la persona 
interesada sea nacional de países iberoamericanos, sefardíes, de Andorra, Filipinas, Guinea Ecuatorial, o 
Portugal. D/ 1 año, si el interesado hubiera nacido en territorio español, llevara un año casado con un 
español o española y no estuviera separado legalmente o de hecho; fuera viudo/a de español o española, 
no separado legalmente o de hecho en el momento de la muerte; cuando hubiese nacido fuera de España 
de padre o madre, abuelo o abuela originariamente español. Son españoles por opción aquellas personas 
que: 1/ Estén o hayan estado sujetas a patria potestad de un español. 2/ Personas cuyo padre o madre 
hubiese sido originariamente español y nacido en España. 3/ Aquellas personas cuya filiación o 
nacimiento en España se hubiese producido después de cumplidos los 18 años. 4/ El adoptado por español 
o española cuando el adoptado es mayor de 18 años. Se produce por Real Decreto otorgado discrecional- 
mente por el Gobierno, a través del Consejo de Ministros, y tras valorar circunstancias excepcionales que 
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con valor de simple presunción aquellos que hayan nacido en España de padres extran-
jeros cuando la legislación nacional de los países de sus padres no les transmite la 
nacionalidad, es decir, para evitar supuestos de apátridas. 
 
La nacionalidad española como vínculo jurídico y político otorga al sujeto el 
pleno disfrute de sus derechos como ciudadano. Dejando a un lado, los supuestos de 
atribución (ius sanguinis e ius soli), pretendo abordar en este epígrafe la nacionalidad 
por residencia y por opción (esta última porque afecta a muchos españoles que 
perdieron la nacionalidad como consecuencia de la emigración; en los últimos años se 
han orientado las políticas legislativas a su retorno con la Ley de 2002 y, a través de la 
Disp. Ad. 7ª de la denominada Ley de Memoria Histórica). 
 
Si se analizan de forma pormenorizada los distintos supuestos mencionados47 
y teniendo además en cuenta las disposiciones específicas de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, por las que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la guerra civil y la dictadura, se 
observa que la adquisición de la nacionalidad española dista mucho de ser flexible.  
 
La nacionalidad por residencia sufre a través del tiempo una importante 
evolución, que se puede encuadrar en dos periodos, anterior al año 1954, designada 
‘adquisición por vecindad’, en realidad era una facultad del extranjero y se adquiría  por 
el mero hecho de avecindarse en territorio español (carácter automático prácticamente) 
y otra posterior en la que se disponía como una ‘naturalización por residencia’ en la que 
se exigen determinados plazos. Así hasta la reforma que introdujo la Ley 51/198248. 
 
Actualmente la nacionalidad española se adquiere por (art. 21.2 CC) residencia 
siempre que sean cumplidos los requisitos exigidos (periodo de estancia con carácter 
general de 10 años, art. 22 CC), atendiendo al criterio del Ministerio de Justicia que 
podrá denegar dicha petición si concurre razón de orden público o interés nacional y 
                                                                                                                                          
concurren en el interesado que solicita la nacionalidad española, manifestando éste su voluntad de ad-
quirir dicha nacionalidad.  
47 PALAO, G., Nacionalidad y extranjería, Tirant lo Blanch, Valencia, 2011, pp. 34-50.  
48 FERNÁNDEZ ROZAS, J. C., Derecho español de la nacionalidad, Tecnos, Madrid, 1987, pp. 
192-194; GUZMÁN PECES, M., “La tramitación de los expedientes de adquisición de la nacionalidad 
por residencia: las reformas proyectadas en la ley 20/2011 de registro civil y en los sucesivos ante- 
proyectos”, en Anuario Español de Derecho Internacional Privado, Marcial Pons, t, XII, Madrid, 2012, 
pp. 38- 42. 
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atendiendo a las opciones legislativas,49 plazo de residencia abreviado de un año, por lo 
tanto se establece un mínimo y máximo50. Siempre con carácter inmediatamente an-
terior a la petición y sumando buena conducta cívica y suficiente grado de integración 
en la sociedad español (art. 220-224 del Reglamento de Registro Civil).  
 
En el sentido anterior, la profesora Guzmán Peces, hace una descripción des-
pués de estudiar el fenómeno de la nacionalidad, en verdad ciertamente interesante, pues 
como bien dice, no se entiende que deba facilitarse ‘la nacionalidad’, a quien contrae 
matrimonio -plazos abreviados-, manteniendo que no se deja indefenso al cónyuge 
extranjero ya que se le puede facilitar la residencia permanente o de larga duración o el 
derecho a optar, supuesto ampliado por ejemplo, al viudo/a de español, nacido en terri-
torio español. En esta situación se exige un año de trámites constando en el expediente 
el deber residir un año en territorio español y acreditar buena conducta e integración en 
al sociedad. Hay supuestos que pueden identificarse como ‘coladeros’ abusivos para 
conseguir objetivos51. Con la salvedad de que las peticiones pueden ser denegadas por 
motivos de orden público o interés nacional. Además la tramitación conlleva aparejada 
la identificación de hijos habidos en matrimonios anteriores que podrían aumentar con-
siderablemente los costes sociales para el país de acogida. Y todo ello sin tener en 
cuenta que la ley exige conocer el idioma, forma de ganarse la vida (medios de vida 
suficiente), que en estos casos no sería preciso argumentar, sí la renuncia a la otra nacio-
nalidad anterior y prestar juramento al Rey y la Constitución. 
 
El “examen de Integración” debe servir de base y fundamento, consistiendo en 
entrevista para llegar a un juicio indubitativo aclarando si el peticionario cumple con el 
suficiente grado de integración. Parece por tanto, que la opinión de quien debe valorar 
                                               
49 MIAJA DE LA MUELA, A., Derecho internacional privado, II, Parte especial, 10ª ed. rev., 
Atlas, Madrid, 1987, pp. 89-98 y, respecto al matrimonio y nacionalidad pp. 100-105; BORRÁS 
RODRÍGUEZ, A., “El matrimonio y la nacionalidad”, Altlas, Madrid, 1987, pp. 98-105; FERNANDEZ 
ROZAS, J. C., Derecho español de la nacionalidad., cit., pp. 192-209; y DÍAZ GARCÍA, N., La reforma 
de la nacionalidad. Comentario a la ley 18/1990 de 17 de diciembre, Madrid, Civitas, 1991, pp. 75-92. 
50 PÉREZ VERA, E., Derecho internacional privado. Parte especial, Tecnos, Madrid, 1980, pp. 
27-32. 
51 GUZMÁN PECES, M., “La tramitación de los expedientes de adquisición de la nacionalidad por 
residencia: las reformas proyectadas en la ley 20/2011 de registro civil y en los sucesivos anteproyectos”, 
en Anuario Español de Derecho Internacional Privado, cit., p. 339. 
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(encargado del registro civil) es trascendental, digamos la fase crucial donde se susten-
tan los argumentos para aprobar o desestimar la petición52. 
 
La administración de justicia soporta enormes atascos en la tramitación, por 
ello, se firmó un acuerdo con el Colegio de Registradores de la propiedad, Mercantiles y 
de Bienes Muebles a fin de agilizar la gestión y administración de expedientes aunque la 
resolución sigue dependiente de la DGRN53.  
 
2. 5. Plazos 
 
La nacionalidad española se puede adquirir por residencia legal y continuada 
en España durante 10 años. Bastarán solamente cinco años cuando se haya obtenido la 
condición de refugiado y 2 años cuando se trate de nacionales de origen de países 
iberoamericanos, Andorra, Filipinas, Guinea Ecuatorial, Portugal o de sefardíes54. 
Bastará el tiempo de residencia de un año para: quien haya nacido en territorio español, 
no haya ejercitado oportunamente la facultad de optar, el extranjero/a casado/a con 
español/a. La nacionalidad española no se obtiene directamente por matrimonio55. 
                                               
52 Los extranjeros que soliciten la nacionalidad española a partir del 15/10/2015 tendrán que 
someterse a una doble prueba de conocimientos de idioma nivel mínimo A-2, excepto los de origen 
latinoamericano, y cultura y sociedad que será realizada por el Instituto Cervantes y cuyos contenidos se 
determinarán reglamentariamente a propuesta del Ministerio de Justicia. Así lo recoge la Ley del Registro 
Civil aprobada por el Senado el día 08/07/2015, constará de una doble prueba de lengua española y 
conocimientos de la Constitución y de la realidad social y cultural españolas. En 25 preguntas tipo test de 
respuesta cerrada (verdadero o falso) se condesa el ejercicio. El 60% trata del Gobierno y la participación 
ciudadana, el 40% restante sobre cultura, historia y sociedad española. Ejercicio tasado previamente en un 
manual oficial de 300 preguntas, siendo aprobados quienes superen el 60% de aciertos. El precio se 
estipula en 309 euros y el requisito de vivir en España en los últimos diez años. La nueva ley no cambia 
los requisitos de residencia legal y continuada en España de 10 años salvo los oriundos de excolonias que 
solo necesitan 2 o los refugiados con 5 años. El gobierno recibe al año 140.000 solicitudes. Se deja para el 
futuro reglamento las condiciones de las pruebas de integración. 
53 Una justicia lenta no suele ser una justicia justa. Esta sede, como el resto, soportan trámites 
desproporcionados que en 2012 se cifraban en cuatrocientos mil expedientes y que se espera combatir con 
el ‘Plan intensivo de Tramitación’. Pendiente de renovación del acuerdo de Encomienda de gestión. 
54 El nuevo proyecto que facilita la obtención de la nacionalidad a los sefardíes –descendientes de 
judíos expulsados en el siglo XV- supera en fecha 25/03/2015 el último trámite en el Congreso, siendo 
aprobado, por carta de naturaleza, al estar justificada la vinculación y concesión, el 16/06/2015, sin nece-
sidad de renunciar a su nacionalidad y tampoco requiere residencia, estableciéndose un plazo de tres años 
para su obtención; se elimina la tasa de 75 euros para todos los solicitantes, no solo sefardíes, que podrían 
superar las 500.000 personas en este proceso. Quedan aún algunos colectivos como los bereberes, moris- 
cos y muy especialmente los saharauis, españoles hasta el año 1975 cuando el Estado español abandonó la 
zona occidental del Sahara. 
55 El que haya estado sujeto legalmente a la tutela, guarda o acogimiento de un ciudadano o insti-
tución españoles durante dos años consecutivos, incluso si continuare en esta situación en el momento de 
la solicitud; quien al tiempo de la solicitud llevare un año casado con español o española y no estuviera 
separado legalmente o de hecho; el viudo o viuda de española o español, si a la muerte del cónyuge no 
existiera separación legal o de hecho; el nacido fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que 
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La adquisición de la nacionalidad española por residencia ha traído como be-
neficio accesorio que muchos ciudadanos latinoamericanos nacionalizados españoles, 
puedan emprender nuevos caminos debido a la crisis y a la falta de empleo en España. 
Así, han visto como una opción o cristalizar sus anhelos de seguir en su largo camino 
migratorio hacia otras ciudades y Estados donde reclaman mano de obra en el sector 
servicios. Pertenecer a la Europa de los 28 suele facilita la entrada en países a quien no 
siendo europeos limitan en menor medida la entrada y estancia.  
 
La obtención de la nacionalidad en un Estado miembro de la UE concede 
derechos muy sustanciales en el conjunto de la UE, a pesar de lo cual no existe hasta 
ahora un intento de homogeneizar las normativas nacionales que regulan ese acceso a la 
nacionalidad. Por vías muy diferentes y con requisitos muy diversos, se logra la ciuda-
danía europea, a veces rápidamente, como en el caso de los inmigrantes Latinoamérica- 
nos en España, y a veces muy lentamente, como ocurre en Austria o en la propia España 
con los inmigrantes de otros orígenes. 
 
En los últimos 12 años, España ha concedido la nacionalidad a más de un mi-
llón de personas. Aunque el Código Civil exige 10 años de estancia para solicitar la 
ciudadanía, excluye de esta regla a la mayor parte de los inmigrantes no comunitarios 
que residen en España: los latinoamericanos. De este modo España, en la práctica, con-
cede la ciudadanía con una exigencia de permanencia mucho menor que la media eu-
ropea, de 6 años. Además, 503.000 personas han solicitado la nacionalidad por la vía de 
la Ley de la Memoria Histórica y una propuesta reciente podría extender ésta a un nú-
mero indeterminado de judíos sefardíes, moriscos y saharauis56. 
 
En términos comparativos, España es el país de la UE en el que resulta más 
fácil acceder a la nacionalidad para la mayoría de los inmigrantes no comunitarios. De 
hecho, los inmigrantes latinoamericanos acceden a ella mucho antes de lograr el per-
miso de residencia permanente, que se obtiene tras 5 años de residencia y que concede 
                                                                                                                                          
originariamente hubieran sido españoles. (Entiéndase que no habla de que fuesen españoles en el momen-
to del nacimiento del nieto o la nieta, si no que originariamente hubieran sido españoles sin haber nacido 
en España).  
56 La idea inicial del proyecto tiene su inicio el 22/11/2012, pero hasta el 07/02/2014 no fue 
concretado. Pasó su primer trámite en el Congreso el 20/11/2014.  
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derechos de estancia y trabajo en toda la UE (Permiso de Residencia de Larga Du-
ración).  
 
Aunque otros países tienen igualmente normas específicas para beneficiar a los 
que consideran más cercanos cultural o étnicamente, a semejanza de las normas espa-
ñolas respecto a los latinoamericanos, los inmigrantes de esos orígenes no pesan tanto 
en la inmigración total como los latinoamericanos en el caso español. Alemania, por 
ejemplo, cuyo sistema es la más conocida expresión del ius sanguinis, concede la nacio-
nalidad a todos los que puedan probar ser de ascendencia alemana aunque sus antepa-
sados llevasen siglos sin pisar los territorios de la actual Alemania. Lo mismo ocurre 
con otras naciones que tienen importantes diásporas, como la griega, o han perdido la 
soberanía sobre territorios poblados por antiguos co-nacionales, como los húngaros. 
Pero en todos estos casos los migrantes que acceden a la nacionalidad por esa vía re-
presentan un pequeño porcentaje del total de inmigrantes de cada país, o bien son países 
con una inmigración muy pequeña, en marcada diferencia con el caso español, que ha 
recibido durante la década pasada el mayor número de inmigrantes de la UE, y en el que 
la excepción jurídica se convierte en la mayoría estadística entre los no comunitarios. 
Conviene resaltar, por otra parte, que no existe correspondencia con España en las nor-
mas de los países latinoamericanos de acceso a la nacionalidad, es decir, los españoles 
no se benefician allí de un tratamiento especial para nacionalizarse, aunque tenemos 
convenios de doble nacionalidad con muchos países. 
 
En el caso de la UE, a la nacionalidad de cada Estado se superpone una ciuda-
danía europea que se adquiere básicamente por la vía de las ciudadanías nacionales. Sin 
embargo, no se ha dado ningún paso hacia la homogeneización de las normas de acceso 
a la nacionalidad en cada uno de los Estados miembros ni hacia el reconocimiento 
automático de la doble nacionalidad entre los nacionales de cualquiera de los Estados de 
la UE. En este contexto, las normas españolas, combinadas con la preeminencia de la 
inmigración latinoamericana, han hecho que la vía a la nacionalidad sea, como media, 
menos costosa en España que en ningún otro país de la Unión. Casi tres cuartas partes 
de los nuevos españoles han accedido a la nacionalidad por la vía de los 2 años de es-
tancia, muy por debajo de la media de las exigencias en los diferentes países europeos, 
como dije -6,4 años-. 
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2. 6. El requisito de la “buena conducta cívica”. Estudio jurisprudencial 
 
Debido muchas veces a la carestía, infraestructura, preparación y tecnología, la 
tramitación de antecedentes, pueden sufrir errores que permiten disfrutar de unos antece-
dentes que no se ajustan a la realidad. Las embajadas y registros civiles cumplen el come-
tido digamos de ‘identificar’ a quien opta a una petición de estas características en Estado 
ajeno. No son pocos los casos de comportamientos delictivos que una vez perpetrados 
salen a la luz pública57. Los Registros extranjeros, en ocasiones, parecen no haber facili-
tado la filiación correcta, ni los correspondientes antecedentes. Puede incumplirse el trá-
mite de ser escuchado por el Encargado del Registro Civil. En cualquier caso el solicitante 
tiene el derecho de serle comunicada de manera motivada tanto la concesión como la 
denegación. 
Este es el caso de la sentencia que a continuación traemos a colación: 
La ciudadana marroquí A.M.A.R., presenta recurso ante la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional contra denegación de fecha 1 de 
abril de 200858, de la Dirección General de Registros y del Notariado (dictada por el 
Ministerio de Justicia) por la que se le deniega concesión de la nacionalidad española 
por residencia al no por no haber acreditado el requisito de buena ‘conducta cívica’. La 
Sentencia de fecha 20 de octubre de 2010, ratifica la denegación ajustada a derecho. 
La peticionaria, si bien llevaba una vida adecuada, con un cierto grado de in-
tegración, había sido condenada en sentencia de fecha 21 de julio de 2006 por un delito 
contra la salud pública a la pena de 3 años y un día de prisión y multa, a mi parecer de-
bería de ser irrelevante. Fundamentaba su petición en encontrase en España desde 1991, 
su conyugue era portugués y tenían medios suficientes para vivir.  
La decisión del alto tribunal fue desestimar su petición en base a los siguientes 
términos ratificados por el Tribunal Supremo y el Tribunal Constitucional. 
                                               
57 La autenticidad de los documentos presentados deben de estar legalizados conforme el art. 88 
RRC, salvo en los supuestos de que provengan de un estado parte en el Convenio de la Haya de 1961        
–XXI Convenio de Derecho Internacional Privado- o, si resulta aplicable el Convenio de Atenas de 1977 
de la Comisión Internacional de Estado Civil en el que las legalizaciones se sustituye por el trámite de 
apostilla -sello especial que certifica la autenticidad y eficacia jurídica al final del documento original 
conocido por la apostilla de la Haya-. El documento estará traducido al idioma oficial, salvo que (art. 88 
RRC) al encargado del registro le conste su contenido. 
58 Recurso nº. 740/2008. 
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“Para entender que concurre el requisito de la "buena conducta cívica", ha destacado el 
Tribunal Supremo que no basta con la falta de constancia en los registros públicos de 
actividades merecedoras de consecuencias sancionadoras penales o administrativas que, “per 
se”, impliquen mala conducta, ya que lo que el artículo 22.4 del Código Civil exige es que el 
solicitante de nacionalidad justifique positivamente que su conducta, durante el tiempo de 
residencia en España, y aun antes, ha sido conforme a las normas de convivencia cívica, no 
sólo no infringiendo las prohibiciones impuestas por el ordenamiento jurídico penal o 
administrativo, sino cumpliendo los deberes cívicos razonablemente exigibles, de manera que la 
inexistencia de antecedentes penales no es elemento suficiente para entender justificada la 
buena conducta cívica59. 
“Cuando nos hallamos ante sentencias penales condenatorias, resulta preceptivo valorar -a 
efectos de determinar su trascendencia en punto a la concurrencia del requisito de la buena 
conducta cívica-, no sólo su alejamiento o proximidad con la solicitud de nacionalidad, sino 
también el carácter y circunstancias de la conducta que haya podido dar lugar a la condena 
penal, como reveladora no sólo del incumplimiento del deber de observancia de los deberes 
constitucionales y de respeto a los derechos constitucionales, sino también de la falta en mayor 
o menor grado de la integración en la sociedad española legalmente exigida” 60. 
“… Un estándar que vale para todos y vale para cada uno. En el bien entendido de que no se 
trata de imponer un modo de vida uniforme en la comunidad nacional, ni de que quien utiliza 
esta vía de adquisición de la nacionalidad española tenga que demostrar que durante toda su 
vida ha observado una conducta intachable…”61. 
En definitiva, el concepto jurídico que nos ocupa debe ser valorado por la 
Administración y, en su caso, por el órgano jurisdiccional que conozca de la materia en 
vía de recurso contencioso administrativo, mediante el examen de la trayectoria perso- 
nal del demandante de nacionalidad62.  
                                               
59 Sentencia del Tribunal Constitucional 114/87 (sentencias del Tribunal Supremo, entre otras, de 
13, 20, 22 y 23 de abril, 8 y 15 de julio, 9 y 23 de septiembre, 11 de octubre, 6 de noviembre y 25 de 
diciembre de 2004, y 11 de octubre y 25 de septiembre de 2005).  
60 STS de 02 de junio de 1998. 
61 Sentencias del Tribunal Supremo de 12 de noviembre de 2002, 22 de abril, 15 de noviembre de 
2004 y 20 de septiembre de 2005. 
62 Sentencias del Tribunal Supremo de 16 de marzo de 1999, 8 y 30 de noviembre de 2004, apre-
ciando la conducta del solicitante durante un prolongado periodo de tiempo de permanencia en España 
(sentencias del Tribunal Supremo de 6 de marzo de 1999, 22 y 23 de abril, 15 de diciembre de 2004, y 28 
de septiembre y 11 de octubre de 2005). Más recientemente sentencias de 26 de septiembre de 2011 (Rec. 
2.208 de 2009) y 17 de octubre de 2011 (Rec. 5.113 de 2009). 
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En cuanto a la determinación de a quién incumbe la carga de acreditar en 
primer término la buena conducta cívica, el Código Civil remite al Encargado del 
Registro Civil63, a la buena conducta cívica como parámetro para resolver si procede o 
no acceder a la pretensión de que se conceda la nacionalidad española a un extranjero 
por causa de residencia, está desplazando hacia el solicitante la carga de probar tiene 
una conducta de tales características, con lo que está imponiendo al Juez el deber de 
averiguar si, a la vista de las pruebas que tiene que aportar el interesado, hay razón 
suficiente para entender que viene observando esa buena conducta cívica cuya ausencia 
opera como obstáculo impeditivo de la concesión de la nacionalidad64. 
Por último, conviene recordar que no puede alegarse vulneración del principio 
de presunción de inocencia en los casos de denegación de nacionalidad española por fal-
ta de buena conducta cívica65.  
Trasladando estas consideraciones al supuesto enjuiciado y a la vista de las cir-
cunstancias concurrentes en el mismo, ha de concluirse que la demandante no ha acre-
ditado el requisito de la buena conducta cívica. Aunque de la documentación obrante en 
el expediente administrativo se desprende, ciertamente, un cierto grado de integración 
de la actora en la sociedad española -trabaja legalmente y está adaptada a las costumbres 
españolas, conociendo nuestra lengua- ha de tenerse en cuenta que la misma fue 
condenada66. A mi parecer, podría ser contradictorio aunar la presunción de inocencia e 
integración a la vez y finalmente concluir que resulta ‘relevante el hecho’ de haber sido 
condenada a tres años de prisión, de notoria importancia, pero no es menos cierto que 
esta condena seria mínima atendiendo al ingreso en prisión si la misma no hubiera 
                                               
63 BOE nº. 175 de 22 de julio de 2005. 
64 Sentencia del Tribunal Supremo de 15 de diciembre de 2004, pesando sobre el solicitante de la 
nacionalidad la carga de probar su buena conducta cívica (sentencia del Tribunal Supremo de 8 de 
noviembre de 2004) y teniendo en cuenta que el informe del Juez Encargado del Registro Civil 
apreciando la buena conducta cívica del peticionario de nacionalidad, es relevante a los efectos de probar 
la concurrencia de esa buena conducta para conceder o denegar la nacionalidad española (Sentencia del 
Tribunal Supremo de 13 de septiembre de 2006). 
65 El Tribunal Constitucional tiene declarado, entre otras muchas, en las sentencias 76/1990 y 
14/1997, que “la presunción de inocencia rige sin excepciones en el ordenamiento sancionador y ha de ser 
respetada en la imposición de cualesquiera sanciones”, en los supuestos de denegación de la nacionalidad 
española es patente que no estamos ante una sanción, sino ante una denegación que responde a la no 
concurrencia de uno de los requisitos que la ley exige para su concesión, la buena conducta cívica 
(sentencias del Tribunal Supremo de 12 de noviembre de 2002 y 23 de abril de 2004). 
66 Sentencia del Juzgado de lo Penal nº. 23 (Barcelona) de fecha 21 de julio de 2006 por un delito 
contra la salud pública (en su modalidad de cantidad de notoria importancia) a la pena de tres años y un 
día de prisión y multa. 
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superado los 2 años. Esta constituye una ‘norma’ casi de carácter general, que suele ser 
de aplicación a la libertad condicional. 
Por su parte la instrucción de 26 de julio de 2007, de la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, sobre tramitación de las solicitudes de adquisición de la 
nacionalidad española por residencia, establece en los apartados 4º y 5º: 
Cuarta. Buena ‘conducta cívica’: Supresión de la aportación del certificado de antece-
dentes penales en España. 
Si bien la buena conducta cívica exigida por el art. 22.3 CC, para adquirir la 
nacionalidad no se puede identificar, simplemente, con la carencia de antecedentes 
penales, policiales o administrativos, la ausencia de antecedentes penales es un primer 
indicador. Esta es la razón por la que el art. 221 RRC exige certificado del Registro 
Central de Penados y Rebeldes. Al tratarse de una información que ya posee la Admi-
nistración y más concretamente el Ministerio de Justicia, a partir de esta Instrucción el 
Encargado podrá considerar completada la tramitación registral del expediente, aunque 
el interesado no aporte el certificado de antecedentes penales español, siempre que se 
compruebe que ha expresado su consentimiento por escrito en el texto de la solicitud 
por la que se inicia el expediente para que sea la Dirección General de los Registros y 
del Notariado la que lo solicite directamente del Registro Central de Penados y 
Rebeldes. Si del examen de la solicitud resulta que el interesado no ha otorgado dicho 
consentimiento, el Encargado deberá exigirle el certificado de antecedentes penales, sin 
el cual no podrá dar por completada la tramitación del expediente previa a su elevación 
a este Centro Directivo. 
Quinta. Valoración del ‘suficiente grado de integración’ en la sociedad española. 
En el expediente de nacionalidad por residencia, el Encargado debe hacer 
constar el juicio que le merece el grado de integración en la sociedad española del peti- 
cionario, tras oírle personalmente, abordando en la audiencia las cuestiones reveladoras 
de la adaptación a las costumbres y modo de vida españoles. El examen de integración 
del extranjero en la sociedad española, en la fase de instrucción del expediente, constitu-
ye un elemento esencial para la justificación del requisito de suficiente grado de inte-
gración exigido en el art. 22.4 del Código Civil. 
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La Ley de Registro Civil 20/2011, dispone en el art. 87 que aquellos actos de 
la DGRN podrán ser impugnados ante el Juzgado de Primera Instancia del domicilio de 
la capital del recurrente de acuerdo con lo previsto en el art. 781 bis de la LEC, pero en 
el caso que afecten a la nacionalidad por residencia se someterán a la jurisdicción con-
tencioso-administrativa (art. 22.5ª CC). Con la entrada en vigor de la Ley 18/1990 de 27 
de diciembre, las denegaciones de la nacionalidad por residencia se recurren  ante este 
órgano. La competencia para conocer de los recursos contra la DGRN (por delegación 
del Ministro de Justicia) se atribuyen a la Audiencia Nacional -Sala de lo contencioso–
administativo-. En la Ley de Registro Civil de 1957 y el reglamento de desarrollo en el 
art. 367 se precisaba que la competencia para la instrucción por nacionalidad por resi-
dencia correspondía al Encargado del Registro Civil con la intervención del Ministerio 
Fiscal, que elevaría el informe a la Dirección General, que a su vez recabaría informes 
del Ministerio de Asuntos Exteriores y de la Gobernación67. La Ley de Registro Civil  y 
el Reglamento nada establecía sobre el control judicial de las concesiones de na-
cionalidad68. Ahondando, la doctrina afirmaba que el acto de concesión por residencia 
no debía considerarse un acto administrativo sometido a la jurisdicción contencioso-
administrativa y sí a la jurisdicción civil, vinculada al estado civil de la persona y, 
cuando la concesión de la nacionalidad no se trataba de una decisión política, no debía 
estar sometida a la jurisdicción contenciosa69. 
 
Los autores llaman la atención sobre ‘conceptos amplios de difusos contornos’ 
porque el art 87 Ley 20/2011 y la Disposición Adicional Tercera de la Ley mencionada 
presentan contradicción, señala: “Las solicitudes de adquisición de nacionalidad espa-
ñola por residencia se iniciarán y tramitarán por órganos de la Administración General 
del Estado que determine el Gobierno mediante Real Decreto”. Si del art. 87 se despren-
de que la DGRN puede dictar resoluciones sobre denegación o concesión de la na-
cionalidad por residencia, aunque éstas pueden ser impugnadas ante la Jurisdicción 
contencioso-administrativo, no se entiende porque la Disposición Adicional Tercera de 
                                               
67 GUZMÁN PECES, M., “La tramitación de los expedientes de adquisición de la nacionalidad por 
residencia: las reformas proyectadas en la ley 20/2011 de registro civil y en los sucesivos anteproyectos”, 
en Anuario Español de Derecho Internacional Privado, cit., pp. 347 y 348. 
68 HERNÁNDEZ de la TORRE NAVARRO, A., “La vía contencioso-administrativa en la conce-
sión o denegación de la nacionalidad por residencia. Con referencia a la adquisición  por carta de natu- 
raleza”, Problemas actuales del Registro Civil, CGPJ, 2007, p. 183. 
69 BERNALDO DE QUIROS, M., Comentarios al Código Civil y Compilaciones Forales, en 
ALBADALEJO, M. (dir.), Edersa, Jaén, 1978, pp. 626-634. 
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la misma se deroga esta competencia a favor de órganos indeterminados por la Admi-
nistración General del Estado70. 
 
2. 7. El requisito del “suficiente grado de integración en la sociedad es-
pañola”. Estudio jurisprudencial 
 
Al escuchar a un solicitante es ambiguo determinar qué grado de integración 
puede tener. En Alemania el requisito imprescindible es el idioma o por ejemplo en 
Francia se utiliza un cuestionario de cultura general71. La historia, lazos culturales, 
juegan un papel en ocasiones determinante. No es lo mismo un ciudadano de la UE que 
uno de fuera de la UE. Es distinto alguien que conoce el idioma a quien lo desconoce. A 
pesar de los inconvenientes, el proceso debe ser regulado con total garantía y en este 
sentido, la intervención del Ministerio Fiscal tiene la función de velar por el trámite 
correcto y verificar los extremos anteriores. En caso de menores o incapacitados que 
desean la nacionalidad deben obtenerse la autorización de los padres pues esta medida 
no supone la suspensión de la patria potestad. 
Se trata de una situación que entraña complejas dificultades, de la misma se 
derivan consecuencias graves de inseguridad jurídica y obviamente aflictivas para quien 
pretendió obtener la nacionalidad española sin conseguirlo. La profesora Montserrat 
Guzmán Peces72, a través de un caso peculiar, irrazonable y muy llamativo, realiza un 
riguroso estudio con una descripción clara:  
“Ciudadana marroquí, que vivía en Melilla desde 1989 viuda de español y madre de 
cinco hijos españoles, presumiblemente algunos de ellos a su cargo, hizo constar que hablaba el 
español  para solicitar la nacionalidad española en el Registro Civil de Melilla en enero de 1996. 
Con posterioridad en otro Acta del Registro Civil en 1997 queda reflejado que entiende el 
español pero no lo habla, dos informes del 1996, esta vez de la Dirección de la Policía así lo 
certifican. Su petición será desestimada en la Audiencia Nacional que también en la causa, da 
prioridad en esta ocasión por medio de la Consejería de Bienestar Social y Sanidad de Melilla 
                                               
70 Parece razonable pensar que debe existir un temario oficial ya expuesto. No está justificado que 
aparezca en medios de comunicación –por citar un ejemplo-, una persona que fue suspendida porque no 
supo responder a la “relevante cuestión”: ¿cuándo, en qué fecha se creó la ONCE? La Sexta, 14/01/2015. 
71 En España, como se menciona en esta tesis ha cambiado la normativa a efectos de dotarla de una 
mayor objetividad y seguridad jurídica. 
72 GUZMÁN PECES, M., “La integración en la adquisición de la nacionalidad española por 
residencia”, en ADAM MUÑOZ, M. D. y BLÁZQUEZ RODRIGUEZ, I., Nacionalidad, extranjería y 
ciudadanía de la Unión Europea, Colex, Madrid, 2005, pp. 41-51. 
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de 1999, que no habla el español. El recurso quedó desestimado. Finalmente y previo escrito 
ante el Tribunal Superior de Justicia anunciando la interposición de recurso ante el Tribunal 
Supremo por vulneración del art. 22 del CC y, el art. 221, párrafo último, del Reglamento del 
Registro Civil. El primero dedicado a la adquisición española por residencia y, el segundo 
establece que: “El encargado, en expediente de concesión de nacionalidad por residencia, oirá 
personalmente al peticionario, especialmente para comprobar el grado de adaptación a la cultura 
y estilo de vida españoles, y procurará oír también al cónyuge por separado y reservadamente 
sobre el cambio de nacionalidad y circunstancias que en ello concurren”. 
Pues bien, aunque el Juez Encargado le Registro Civil de Melilla informó fa-
vorablemente acerca del ‘grado de integración en la sociedad española, la Resolución 
del Ministerio de Justicia acordó denegar la solicitud de nacionalidad española por 
residencia, a su vez la Sentencia de Instancia apreció que no había quedado suficien- 
temente acreditado el grado de ‘integración’. El Tribunal Supremo desestimo el recurso 
de casación condenando en costas a la parte recurrente.                       
Interesa destacar que el Ministro de Justicia podrá denegar por razones de 
orden público o interés nacional, que en este caso no se aprecian. Viene al hilo porque 
el art. 21. 2 del CC, establece: “La nacionalidad española también se adquiere por resi-
dencia en España, en las condiciones que señala el artículo siguiente y mediante con-
cesión otorgada por el Ministro de Justicia, que podrá denegarla por motivos razonados 
de orden público o interés nacional”. Conviene recordar que el art. 22 CC, establece un 
periodo con carácter general de diez años, otro de cinco, o un plazo abreviado de un 
año73. En concreto, los apartados d) y e) obedecen a lo que se ha venido denominando 
“el principio de unidad jurídica de la familia”74. En este sentido cuando se facilita la 
adquisición de la nacionalidad española al cónyuge de español no separado legalmente o 
de hecho en el momento de la solicitud y, al viudo/a de un español con la condición de 
que no existiera separación legal o de hecho en el momento del fallecimiento, se está 
protegiendo el “ius connubii”, derecho fundamental recogido en diversos Tratados In-
ternacionales75, en la Constitución española de 1978 (art. 32) y en la Constitución 
                                               
73 BORRÁS RODRÍGUEZ, A., “El matrimonio y la nacionalidad”, Madrid, Altlas, 1987, pp. 98-
105; FERNÁNDEZ ROZAS, Derecho español de la nacionalidad, Madrid, Tecnos, 1987, pp. 194-200;  
N. DÍAZ GARCÍA, La reforma de la nacionalidad. Comentario a la Ley 18/1990 de 17 de diciembre, 
Madrid, Civitas, 1991, pp. 75-92. 
74 ESPINAR VICENTE, J. M., La nacionalidad y la extranjería en el sistema jurídico español, cit., 
pp. 114-116. 
75 La Declaración Universal sobre los Derechos del Hombre de 10 de diciembre de 1948 (art. 16), 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 16 de diciembre de 1966 (art. 23).  
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Europea (art. 69)76. Además la protección social y jurídica de la familia no quedaría 
plenamente garantizada si al cónyuge o viudo de un nacional no se le concediera la na-
cionalidad mediante el cumplimiento de un periodo de residencia de un año. 
Parece claro, con estos antecedentes y constando que llevaba siete años resi-
diendo en territorio español y como apunta el profesor Espinar: “la residencia habitual 
nació con la finalidad de expresar en términos fácticos, desprovistos de toda carga de 
ficción normativa, el arraigo real entre una persona y un concreto médico socio-
jurídico…”77. Concibo coherente que una persona con cinco hijos españoles y cum-
plimentado el apartado 4 del art. 22. CC, cuando establece que el interesado deberá jus-
tificar entre otros extremos un suficiente grado de integración en la sociedad española 
(No solo 7 años de residencia continuada, también 15 años hasta la sentencia del TS78; 
tiene el derecho de proteger su estabilidad familiar79. 
La expresión “Suficiente grado de  integración”, entra de lleno en lo que se de-
nomina “conceptos jurídicos indeterminados”80 y como bien señala la sentencia de la 
Audiencia: “… Precisa de la concreción adecuada a las circunstancias de cada caso”81. 
En este caso será determinante el conocimiento del idioma, pero sin valorar el resto de 
circunstancias (periodo de permanencia, conducta cívica, sin antecedentes penales, 5 
hijos españoles, habitar 7 años en territorio español, casada con español…), 
simplemente conocimiento del idioma. Pero resulta que otra sentencia de esta Sala de la 
Audiencia Nacional admitía un recurso contra sentencia de la misma Sala concediendo, 
a pesar de no tener conocimiento adecuado del idioma residencia a un marroquí, padre 
de 5 hijos y residente en Melilla desde 1965, pues la Sala entendió que no conocer el 
                                               
76 Con una protección menor que la consagrada en el art. 32 de la CE de 1978, el art. 69 bajo el 
título “Derecho a contraer matrimonio y el derecho de fundar una familia” garantiza el “derecho de con-
traer  matrimonio y el derecho a fundar una familia según las leyes nacionales que regulen su ejercicio”. 
77 ESPINAR VICENTE, J. M., voz, “Residencia habitual (Dº Internacional Privado)”, Enciclo-
pedia Jurídica Básica, vol. IV, Madrid, 1995, p. 5.877. 
78 En este sentido hay que tener en cuenta que en nuestro entorno, exceptuando Austria, somos el 
Estado que establece unos plazos mayores de residencia para la adquisición de la nacionalidad. 
79 MOYA ESCUDERO, M., “El derecho de la reagrupación familiar en la ley de Extranjería”, La 
Ley, 2000-I, pp. 1.691-1.703. 
80 Así son denominadas la ‘buena conducta cívica’ y ‘suficiente grado de integración’. Los art. 21 y 
22 del CC condicionan la concesión de la nacionalidad española por residencia a dos tipos de requisitos, 
unos de carácter determinado como residencia continuada e inmediatamente anterior a la petición y, otros, 
que se configuran como conceptos indeterminados, vid. TAPINOS, G. P., (dir.), Inmigración e integra- 
ción en Europa, Itinera, Barcelona, 1993, pp. 19-30. 
81 Audiencia Nacional, Sec. 3, Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 6 de abril de 2004. Se 
trata de una sentencia novedosa, y que sirve de referente pues confirma la necesidad de adecuar cada caso 
concreto a determinadas circunstancias personales. Por citar un procedimiento más cercano en el tiempo 
véase el Recurso 987/2014 resuelto por Sentencia 228/2015 en la misma línea jurídica mencionada. 
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idioma correctamente ‘no’ impide la integración social82. Este tipo discrepancias ju-
rídicas que perjudican seriamente al solicitante ahonda en la problemática irresuelta de 
una completa y adecuada seguridad jurídica83. 
Ceuta y Melilla no son precisamente ciudades donde mane la riqueza; puede 
perfectamente habitarse en este lugar y tener un conocimiento muy bajo del español o 
ninguno. En la tesis se menciona que el rey de Marruecos las considera parte de su te- 
rritorio, bien podría pensar lo mismo de Argelia, que consiguió la soberanía e indepen- 
dencia como consecuencia del Tratado del Atlántico. 
Queda expuesto que el Juez del Registro Civil informó de manera favorable  la 
concesión de la nacionalidad por estar perfectamente integrada en la sociedad española. 
El recurso de casación no le dio la razón porque la Sala de instancia lo había denegado 
en base a no: “… Alterar los hechos declarados como probados por la Sala de instancia, 
ni sustituir la apreciación de la prueba efectuada por aquélla salvo que su valoración sea 
arbitraria, ilógica o contraria a los principios generales del derecho…”. 
A  la vista queda que el tribunal debería como bien dice la profesora Guzmán 
Peces84, haber valorado no solo el idioma, sino el resto de elementos que configura la 
situación personal y social de la recurrente; profundizando en el idioma los vecinos 
declararon que le servían de intérprete. Ahondando, los art. 21 y 22 CC, condicionan la 
concesión de la nacionalidad española por residencia dos tipos de requisitos, unos de 
carácter determinado (ejem, residencia legal) y otro como concepto indeterminados85 
como el caso de la buena conducta cívica. Si la opción de política legislativa hubiera 
                                               
82 Sentencia de la Audiencia Nacional, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 3ª de 25 de 
octubre de 2001. Resulta llamativo que la propia Audiencia estime lo que desestima en 2001 y desestime 
a tenor de resolución de 1999 de la Consejería de Bienestar Social y Sanidad de Melilla, anteriormente 
había sido desestimado por el Ministerio de Justicia. No parece que exista suficiente seguridad jurídica. 
Más grave aún que el Tribunal Supremo, olvidando las Sentencias contradictorias de la Sala Contencioso- 
Administrativo (2001 y 2004), confirme la Sentencia de fecha anterior. 
83 Con el fin de ver la evolución cito la sentencia de la Audiencia Nacional, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Sec. 3ª, de fecha 20 de marzo de 2015, Rec. 79/2014, donde y a pesar de no 
cumplir con el plazo de estancia legal, han de ser valorados en conjunto el resto de requisitos (integración, 
hijos españoles, idioma, etc) establecidos en las leyes estimándose el recurso interpuesto. Ver igualmente 
sentencia de la misma Sala nº. 15/2015, donde se concede a un ciudadano la nacionalidad aunque tenga 
antecedentes penales (no valorables). 
84 (Sic.), cito al pie de la letra, los coherentes argumentos de la profesora Guzmán Peces. 
85 En relación con el concepto jurídico indeterminado de “buena conducta cívica”, existe nume-rosa 
jurisprudencia donde se señala que “debe ser valorado por la Administración y, en su caso, por el órgano 
jurisdiccional que conozca  de la materia en vía de recurso contencioso-administrativo, como un requisito 
exigible para la concesión de la nacionalidad española que debe ser apreciado mediante el examen de la 
trayectoria personal del demandante de la nacionalidad, considerando aquélla en su conjunto y en modo 
alguno en relación a un periodo de tiempo predeterminado”. Cfr. Sentencias del TS (Sala 3ª, Sec. 6ª) de 30 
de noviembre de 2000; de 12 de noviembre de 2002, de 15 de diciembre de 2004. 
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sido condicionar la adquisición de la nacionalidad española por residencia al cono-
cimiento de la lengua lo habría a configurado como un requisito determinado junto con 
los otros exigibles. Además se opone a los principios generales del derecho (art. 3 CC), 
por cuanto señaló el Tribunal Constitucional en la Sentencia 96/ 1989 de 29 de mayo, 
entre las reglas de interpretación de las normas jurídicas destaca la equidad, cuya pon-
deración es de obligado cumplimiento en la aplicación de toda norma. En aquella época  
la realidad social nos confirma que tenemos unas tasas demográficas bajas y en este 
caso, también, influiría la necesidad socio-económica y política86. Para terminar con la 
explicación el fundamento tercero de la Sentencia que justifica no querer valorar la 
prueba de instancia anterior, refiere “… No se trata en el caso de autos de que la actora 
viva conforme a las costumbres y tradiciones religiosas de su país de origen, a lo que se 
ha referido la Sentencia de esta Sala de 18 de mayo de 2004 y que resultaría la con-
secuencia lógica del derecho fundamental de la libertad religiosa reconocido en el art. 
16 de la Constitución y por tanto, perfectamente admisible, sino de determinar si pese a 
tales creencias y prácticas propias de la población musulmana ha existido suficiente 
grado de integración en la sociedad española”. 
Si lo anteriormente no fuera suficiente cabe resaltar que la nacionalidad es una 
opción que entra de lleno en el estado civil de la persona87, y no puede confundirse con 
el estado de gracia de optar a la nacionalidad por carta de naturaleza, o sea, distinto a lo 
que establecen las leyes; el Tribunal Supremo ha venido manteniendo que el art. 22.4 
respecto al concepto jurídico indeterminado no está ligado a la carencia de antecedentes 
penales y se si hubieran tenido, serían precisos otros elementos positivo de integración, 
vida laboral, comportamiento honesto en la vida social…88. Ahora bien, se entendería  
la denegación cuando estamos hablando de personas inadaptadas o peligrosas siendo 
incompatibles con la inserción y adaptación que exige cualquier sociedad89. 
El desenlace no pudo ser más trágico para esta ciudadana. Ante una sentencia 
ciertamente difusa tuvo que luchar contra una simple circunstancias que era desconocer 
parcialmente el idioma español, el resto de virtudes no fueron tenidas en cuenta y por lo 
tanto la desprotección de sus derechos constitucionales entre ellos el art. 13 de la CE, 
garantiza al extranjero el disfrute de las libertades públicas establecidas en el título I del 
texto constitucional.  
                                               
86 TAPINOS, G. P., (Dir.). Inmigración e integración en Europa, cit., pp. 19-22.  
87 STS (Sala 3ª, Sec. 6ª) de 13 de Junio de 2011. Westlaw RJ 2011/5261. 
88 STS (Sala 3ª, Sec. 6ª) de 18 de Julio de 2011. Westlaw RJ 2011/6634. 
89 STS (Sala 3ª, Sec. 6ª) de 7 de noviembre de 2011. Westlaw RJ 2012/1967. 
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2. 8. Conocimiento del idioma en otros Estados 
En la Unión Europea, el conocimiento de la lengua oficial es un requisito en 
todos los casos excepto en Bélgica, Chipre, Irlanda, Italia, Polonia y Suecia. Este reque-
rimiento se puede demostrar mediante la presentación de un certificado oficial, como en 
Alemania, o a través una entrevista ante un juez y breves preguntas de cultura básica, 
como en el caso de España. Otros 17 países exigen además, superar un examen de cono-
cimientos cívico. En Francia, por muestra, a la prueba de idioma se añade el juramento 
ante los ‘valores franceses’, mientras que Canadá ofrece dos opciones: inglés o francés. 
2. 9. EEUU, referencia global 
Estados Unidos es por su importancia mundial un referente en este sentido. En la 
actualidad, el Congreso americano estudia regularizar -2013-, nada menos que once 
millones de extranjeros90. Sobre el papel, todo aquel que desee obtener la nacionalidad 
estadounidense debe saber inglés. Pero este requisito, desde hace mucho tiempo no se 
requiere con la suficiente contundencia. Que millones de ciudadanos no dominen el 
idioma tiene elevados costes económicos para las distintas Administraciones (sobre 
todo en los servicios de traducción de los servicios públicos, la policía o los tribunales), 
y dificulta la integración cultural, educativa y laboral de los inmigrantes. 
 
Los expertos han identificado varios factores que impulsan la integración del 
inmigrante y todos ellos giran en torno a la consecución de la nacionalidad. A partir de 
ahí, para la mayoría, el siguiente paso es el acceso a una vivienda. Después llega un 
mayor dominio del idioma, acompañado de mejores condiciones laborales. La pobla-
ción hispana supera los 50 millones de ciudadanos, uno de cada seis estadounidenses. 
De momento, la condición idiomática que impone EEUU a quienes quieran obtener la 
nacionalidad -el mismo requisito que contemplaría la reforma migratoria- es que los 
candidatos superen un examen sobre conocimientos de la historia del país, de sus 
costumbres y valores, así como una entrevista; deben contestar en inglés preguntas 
sobre cuándo y cómo llegaron al país, historial familiar, cuestiones legales y morales 
que no siempre saben explicar en otra lengua. Como dato anecdótico en 14 Estados los 
extranjeros superan a  los nacionales. 
 
                                               
90 Inicialmente se regularizó a cinco millones por Decreto del presidente (noviembre, 2014). 
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La nacionalidad da más oportunidades educativas y laborales. Según el ex-
presidente John F. Kennedy: “La inmigración ha dado a cada estadounidense un están-
dar por el que juzgar lo alto que puede llegar”. Casi 50 años después de que el demó-
crata hiciera estas declaraciones, miles de jóvenes indocumentados, apodados dreamers, 
luchan por una ley de inmigración que les dé la oportunidad de realizar ese mismo 
sueño. A pesar de contar con una green card o permiso de residencia, muchos de los 
inmigrantes tienen las puertas cerradas a puestos de trabajo que exigen la nacionalidad, 
como organismos federales, organizaciones internacionales y empresas privadas. La al-
ternativa son trabajos por el salario mínimo, cerca de ocho dólares la hora (seis euros), y 
ausencia de beneficios como seguro médico o ayudas públicas para la educación. En el 
caso de las universidades, los estudiantes con green card deben pagar matrículas supe-
riores a las de los nacionales, lo que añade un nuevo obstáculo. 
 
Se calcula que unos cinco millones de ciudadanos en situación ilegal no han 
solicitado la nacionalidad americana porque les exigen pagar un impuesto inalcanzable 
de 680 dólares (509 euros). En Estados Unidos la brecha social cada vez está más pro-
nunciada; se viene observando desde hace años que los ‘working poors’, trabajadores 
que ocupan dos o mas empleos, no superan el umbral de la pobreza91. 
 
Falta a mi juicio, un matiz importante. El lenguaje, siendo cardinal, no es lo 
único que garantiza la integración plena, también residir, tener costumbres, arraigo e hi-
jos nacidos en territorio americano. 
 
2. 10. La doble nacionalidad. Especial referencia a los Convenios de doble 
nacionalidad con la Comunidad Histórica de Naciones 
 
Cada día que pasa nos definimos con mayor frecuencia como ciudadanos del 
mundo. No se trata de habitar un lugar en concreto, tendemos a la generalidad y ostentar 
con pleno status jurídico, derechos y obligaciones; la posibilidad de disfrutar de varias o 
múltiples nacionalidades92. No obstante, no de manera simultánea y solo una es la na-
cionalidad efectiva. 
 
                                               
91 SCHIPLER, D., The Working Poor. Invisible in America, Vintage Books, Nueva York, 2005. 
92 Los que disfrutan de “doble nacionalidad” por convenio, una es la operativa que suele coincidir 
con la residencia habitual (183 días por año). 
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El Convenio de la Haya de 12 de abril de 1930, concerniente a las cuestiones 
relativas a  los conflictos sobre nacionalidad, subraya en su preámbulo el interés general 
de la comunidad internacional en que cada individuo tenga una nacionalidad y sólo una, 
orientando a suprimir la apatridia y la doble nacionalidad. La Declaración de Derechos 
Humanos, adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas el 10 de diciembre de 
1948, proclama en su art. 15 que: “1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad; 2. 
A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad…”. Sin embargo el principio de 
unidad y necesidad de la nacionalidad, dista de cumplirse en la práctica. ¿Por qué? La 
nacionalidad cumple diversas funciones tanto en el Derecho internacional público como 
en el Derecho internacional privado. Respecto al público, al ser la nacionalidad de la 
persona el criterio determinante de la legitimación para el ejercicio de la protección 
diplomática y del ejercicio pleno de derechos, se hace preciso dilucidar cuál es el mejor 
estado garante de los derechos de una persona. En el Derecho privado, repercute sobre 
el régimen jurídico en cuanto a la determinación del derecho de que podrá gozar una 
persona y como conexión para determinar todas las cuestiones relativas al estatuto 
personal, aunque la nacionalidad juega cada vez un papel menor. Se buscan otras cone-
xiones como la residencia habitual.  
 
El art. 24 de la Constitución de 1931, fijaba la aprobación de una ley -no llegó 
a promulgarse-, para la concesión de la ciudadanía a los naturales de Portugal, países 
hispanos de América, Brasil, cuando así lo solicitaran y residiesen en territorio español. 
La Ley de 15 de julio de 1954, estableció en el CC, art. 22, párrafos 4º y 5º: “La ad-
quisición de la nacionalidad de un país iberoamericano o de Filipinas no produce pérdi- 
da de nacionalidad española cuando así se haya convenido expresamente con el Estado 
cuya nacionalidad se adquiere”93. 
 
La Constitución española de 1978 posibilita, en su art. 11.3, la obtención de 
una doble nacionalidad, cuando establece que el Estado podrá: “Concertar tratados de 
doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos que hayan tenido o 
tengan una particular vinculación con España”. Es importante destacar que solo los 
españoles de origen pueden ostentar la doble nacionalidad. También añade el texto 
constitucional: “Aún cuando no reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, po-
                                               
93 AGUILAR BENITEZ DE LUGO, M., Doble nacionalidad, Boletín Facultad de Derecho, nº. 10-
11, 1996, Sevilla, pp. 219-226. 
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drán naturalizarse los españoles sin perder su nacionalidad de origen”. Esto significa 
que exista un convenio bilateral entre los dos países, abriendo dos vías de doble nacio-
nalidad: la convencional y la legal. 
 
La doble nacionalidad convencional es un sistema utilizado históricamente. 
Los españoles de origen y  nacionales de los países iberoamericanos, Andorra, Filipinas, 
Guinea Ecuatorial94 y de aquellos con los que España tenga concertado un tratado de 
doble nacionalidad podrán adquirir otra nacionalidad de uno de los referidos países o, en 
su caso, la española sin perder la de origen, a menos que el interesado, una vez eman-
cipado, lo declare expresamente en el Registro Civil.  Por su parte la doble nacionalidad 
legal95, recoge situaciones de doble nacionalidad que son soportadas por el Ordena-
miento Jurídico: Españoles que desde su nacimiento o mayoría de edad ostentan otra na-
cionalidad si acreditan que no han utilizado exclusivamente la nacionalidad extranjera; 
españoles que adquieran involuntariamente la nacionalidad extranjera; españoles que 
adquieran la nacionalidad extranjera sin haber residido fuera de España durante los tres 
años posteriores a dicha adquisición. 
Por  tanto, doble ciudadanía equivale a ser ciudadano de dos naciones96. Sin 
embargo, cabe la posibilidad de ciudadanía o nacionalidad múltiple. Mencionar que el 
Derecho internacional no prohíbe tener doble nacionalidad o múltiple. 
La ciudadanía múltiple puede ser adquirida mediante el uso diferente entre dos 
o más naciones de sus leyes. Algunos países otorgan la ciudadanía automáticamente al 
nacer cuando uno de los padres es un connacional ius sanguinis o cuando la persona 
nace en territorio nacional ius soli. También es dada a las personas que se casan con 
alguno de sus coterráneos. Además, la ciudadanía de un país se puede adquirir a través 
de la naturalización. 
Naturalización o nacionalización es el proceso por el cual un ciudadano de un 
Estado adquiere la nacionalidad de un segundo con quien ha adquirido algunos vín-
                                               
94 El art. 23, párrafo 3º del CC, según redacción Ley 51/1982 de 13 de julio, incluye a Portugal. 
Igualmente se menciona Portugal en el art. 24.2 del CC, redactado de acuerdo a la Ley 18/1990 de 17 de 
diciembre. 
95 También llamada ‘originaria’. 
96 HANSEN, R. y WEIL, P. (eds.), Dual Nationality, Social Rights and Federal Citizenship in the 
U. S. and Europe: The Reinvention of Citizenship. Berghahn Books, 2002, pp. 37-95; ID, “Migration, ci-
tizenship and race in Europe: Between incorporation and exclusion”, European Journal of Political 
Research, vol. XXXV, nº. 4, 1999, pp. 415-444. 
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culos, producto de la estadía mantenida de manera legal en dicho país u otros motivos, 
como el matrimonio. Para aquellas personas que cumplen con los requisitos al llegar a 
la mayoría de edad, y adquieran una nacionalidad por naturalización, adquieren también 
la calidad de ciudadanos de ese país. Casi todos los Estados establecen que para que un 
ciudadano de otro país adquiera su nacionalidad, debe primero renunciar a su naciona-
lidad anterior ante un funcionario público de su país. Sin embargo, existen convenios 
bilaterales o multilaterales por el cual los ciudadanos de un país pueden adquirir la na-
cionalidad y la ciudadanía del otro país sin necesidad de renunciar a la anterior. 
Respecto a la posible perdida de nacionalidad, cabe decir que  ha existido una 
tradición histórica que ocasionaba una inseguridad jurídica, al no quedar claro quién y 
cómo se determinaba la pérdida de la nacionalidad. La consecuencia era un extraordina-
rio poder decisorio de la Dirección General de los Registros y del Notariado, al igual 
que de su denominado ‘Centro Directivo’. A efectos prácticos, la pérdida de nacionali- 
dad española viene descrita en el art. 24 del CC español: 
Pierden la nacionalidad española los emancipados que residiendo habitualmente en el 
extranjero, adquieren voluntariamente otra nacionalidad, o utilicen exclusivamente la 
nacionalidad extranjera que tuvieran atribuida antes de la emancipación. 
La pérdida se producirá una vez que transcurran tres años a contar, respectivamente, 
desde la adquisición de la nacionalidad extranjera o desde la emancipación. 
La adquisición de la nacionalidad de países iberoamericanos, Andorra, Filipinas, 
Guinea Ecuatorial o Portugal no es bastante para producir, conforme a este apartado, 
la pérdida de la nacionalidad española. 
 Se pierde la nacionalidad española si se dan estos supuestos: A/ Adquisición 
voluntaria de otra nacionalidad. B/ Utilización exclusiva de la otra nacionalidad atri-
buida (no adquirida) antes de la emancipación. C/ 3 años, a contar desde la adquisición 
o la emancipación. No obstante, ese mismo artículo 24 ofrece el derecho u opción de 
evitar esa pérdida en un plazo de tres años:  
Los interesados podrán evitar la pérdida si dentro del plazo indicado declaran su vo-
luntad de conservar la nacionalidad española al encargado del Registro Civil. 
Para la recuperación de la nacionalidad el CC español recoge la posibilidad de: 
“La adquisición de una nacionalidad de la que se gozó anteriormente, y que se perdió 
por cualquiera de las causas previstas en la ley”. La recuperación no es obligatoria que 
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se tramite siendo residente en el exterior, pero sí es posible dicha tramitación desde 
fuera de España, siendo una posibilidad muy interesante y aconsejable para aquel 
español que quiere regresar a su país. Es muy recomendable iniciar la tramitación de 
recuperación de la nacionalidad desde el extranjero, a pesar de no ser obligatoria según 
la ley vigente. Hacerlo desde el extranjero evita problemas burocráticos que pueden 
surgir en España por motivos de tiempo, y siempre permite al emigrante que desee 
regresar, planificar y organizar mejor la documentación necesaria. Tampoco hay que 
olvidar que la posibilidad de tramitar la nacionalidad desde fuera de España es un 
privilegio exclusivo para españoles. El hecho de acceder a España con la nacionalidad 
española aporta tranquilidad al emigrante retornado, ya que el tener o no dicha nacio-
nalidad determina el acceso a determinados derechos que, en caso de entrar siendo 
ciudadano extranjero le serían negados. Si una persona entra en España sin nacionalidad 
española permanece durante el tiempo de solicitud de recuperación en situación de 
extranjero, y por tanto, se le aplica la respectiva legislación. Sin nacionalidad española, 
la persona que desee entrar en España debe tramitar el correspondiente visado (de 
trabajo, residencia, visita, etc). Por otra parte, y aún más importante, aún cuando logre 
tramitar esa recuperación (si ésta se hace residiendo en España), nunca podrá optar a la 
calificación de emigrante retornado, y los derechos que ello implica. 
Algunos Estados conciben la ciudadanía múltiple como indeseable, toman 
medidas legales para prevenirla, consistentes normalmente, en la pérdida automática de 
una nacionalidad cuando se adquiere otra voluntariamente. Esto ocurre en naciones 
como Azerbaiyán, Japón o Singapur. Existe también el castigo o penas criminales para 
quienes ejercen doble nacionalidad, como es el caso de Arabia Saudita, donde una 
persona que la posea puede ser encarcelada si tiene varios pasaportes. Cada Estado pue-
de decidir quiénes son sus ciudadanos y quiénes no, basándose en sus propias leyes, sin 
contemplar las legislaciones de otros pueblos. Existe el Derecho Humano a tener una 
nacionalidad, pero no el derecho a ostentar múltiples. 
 
Muchos países, aun aquellos que permiten más de una ciudadanía, no reco-
nocen la múltiple o doble ciudadanía en sus propias leyes: así pues, algunos ciudadanos 
son tratados como de una o de otra nacionalidad, y su ciudadanía del otro Estado es 
considerada irrelevante. Por ejemplo: las oficinas consulares en el extranjero no pueden 
tener acceso a sus ciudadanos si estos poseen la nacionalidad de ese país, como ocurre 
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en Irán, México, algunos países árabes y las naciones de la antigua URSS. Pueden pro-
veer acceso -como cortesía-, pero no aceptan obligación alguna para hacerlo, bajo sus 
propios acuerdos internacionales. El derecho de estos países para actuar de esta manera 
está protegido bajo la regla maestra de nacionalidad, la cual se refiere a países que 
reconocen múltiples ciudadanías y que, en casos específicos, la prohíben ante la falta de 
algunos estatutos -dejando a un lado las dificultades de hacer cumplir estos derechos 
escritos- y Convenios de doble nacionalidad mencionados. 
 
No es necesario ni preceptivo que renuncien a su nacionalidad quienes fueran 
naturales de países iberoamericanos, Andorra, Filipinas, Guinea Ecuatorial o Portugal. 
Se consideran países iberoamericanos aquéllos en los que el español o el portugués sean 
una de las lenguas oficiales. A efectos de adquirir la doble nacionalidad Haití, Jamaica, 
Trinidad y Tobago y Guyana no se consideran iberoamericanos, Puerto Rico sí es 
aceptado. En España contamos con la norma de conflicto del art. 9. 9 y 9.10 del CC97 







                                               
97 Art. 9.9. A los efectos de este capítulo, respecto de las situaciones de doble nacionalidad 
previstas en las leyes españolas se estará a lo que determinen los Tratados internacionales, y, si nada 
estableciesen, será preferida la nacionalidad coincidente con la última residencia habitual y, en su defecto, 
la última adquirida. Prevalecerá en todo caso la nacionalidad española del que ostente además otra no 
prevista en nuestras leyes o en los Tratados internacionales. Si ostentare dos o más nacionalidades y 
ninguna de ellas fuera la española se estará a lo que establece el apartado siguiente. Art. 9.10. Se conside-
rará como ley personal de los que carecieren de nacionalidad o la tuvieren indeterminada, la ley del lugar 
de su residencia habitual. 
98 En definitiva, aparte de los Convenios de doble nacionalidad existentes, fundamentalmente 
con países Iberoamericanos, la Constitución española permite que el Estado español suscriba Convenios 
de doble nacionalidad con otros países sin que se pierda la nacionalidad española originaria. Es decir no 
establece un “numerus clausus” en este ámbito. Y, que en cualquier caso, siempre una de las dos nacio-
nalidades resultará la efectiva en un momento determinado y, en caso de duda, las reglas del art. 9.9 y 
9.10 CC resuelven estas cuestiones. 
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                                                 CONCLUSIONES 
 
Primera: La globalización es un fenómeno contemporáneo surgido a partir de la 
segunda mitad del siglo XX que abarca multitud de esferas como la económica, la 
política, la jurídica o la cultural, implicando distintos procesos en virtud de los cuales 
los Estados nacionales soberanos se entremezclan y aglutinan con un carácter 
indeterminado, indiscriminado y de autopropulsión. Dependiendo del autor los enfo-
ques son distintos, así han surgido diferentes corrientes defendidas por Fukuyama 
(consumada), Giddens, Touraine, Habermas (neomoderna), Harvey, Foster (postmo-
derna), de Sousa Santos, Negri, Hardt (emancipadora), Wallerstein, Samir, Arrighi 
(neomoderna emancipadora), Stefan Dietrich, Dussel (regional emancipadora lati-
noamericana), o Said, Bahba, Spivak (postcolonial). En síntesis, como dice B. de Sousa 
Santos, la globalización es “un proceso a través del cual una determinada condición o 
entidad local amplía su ámbito a todo el globo y, al hacerlo, adquiere la capacidad de 
designar como locales las condiciones o entidades rivales”. 
Segunda: De todas las formas de globalización conocidas es la de naturaleza econó-
mica la que puede ser considerada la pieza clave hacia donde se reconducen el resto de 
forma que la globalización viene inducida principalmente por el poder de los mercados 
y las empresas transnacionales. Además, es selectiva y esta selección se refleja en los 
marcos regulatorios del orden mundial establecidos por la influencia de los países 
céntricos. Por tanto, hay un cambio en los modelos de fabricación y una nueva división 
internacional del trabajo; los mercados de capitales crecen y se desarrollan al margen de 
los Estados transitando de un lugar a otro sin fronteras que lo impidan; las empresas 
multinacionales y transnacionales adquieren poder al ensancharse el flujo de capitales a 
escala planetaria. De manera que organizaciones privadas deciden como centros de po-
der en materia económica, y si la globalización política abre las puertas al comercio en 
busca de capital eliminando las barreras jurídicas es porque los movimientos de capi-
tales aportan riqueza. El capitalismo hoy resulta esencial en la relación entre Estado y 
mercado llevando a una interdependencia mutua, pero con la pérdida de independencia 
estatal a favor del crecimiento económico. Ponderar los costes y beneficios corresponde 
al mandato político, que representa al ciudadano. 
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Tercera: El nuevo orden mundial permite rebasar las fronteras nacionales y los centros 
de poder tradicionales que adoptan decisiones políticas, así mediante un proceso de 
integración de las distintas políticas nacionales surge una de índole supranacional, 
siendo la Unión Europea un ejemplo de ello. La aparición de centros de poder difusos y 
no necesariamente institucionales han erosionado la realidad territorial del Estado, sin 
embargo, los Estados nacionales no han desaparecido ni pueden desaparecer dadas las 
funciones que tienen asignadas de distribución política, sus mecanismos jurídico-
políticos y la dimensión de sus funciones de ajuste. Desde este punto de vista, los 
Derechos han entrado en una dinámica de interdependencia con los centros de poder 
supranacionales. Los intereses que vienen representados por las empresas multinacio-
nales y que influyen sobre varios gobiernos y sobre instituciones interestatales ejercen 
un poder incontrolable. Constituyen un poder político de naturaleza privada, ya que las 
decisiones que contienen poseen un significado político con una soberanía limitativa de 
la soberanía de los Estados y de sus instituciones públicas. Vamos de lo económico a lo 
político sin pasar por el filtro de la participación ciudadana. 
Cuarta: Con la globalización las fuentes del Derecho cambian y existe una tendencia 
privatizadora del mismo. El modelo es el de soft law (Derecho blando) donde el recurso 
a la coacción es menos importante que en el caso del Derecho tradicional o hard law 
(Derecho duro). En definitiva, quiebra el principio de legalidad clásico y se potencia la 
tendencia hacia la privatización del Derecho. El centro ya no es la ley, como producto 
de la voluntad estatal, sino los contratos entre particulares aunque los más importantes 
pertenecen a grandes empresas, lo cual viene aparejado con una creciente pérdida de 
soberanía de los Estados como consecuencia del avance de los Derechos supranacional 
y transnacional. De esta manera, se puede afirmar que el Derecho tiende a verse menos 
como medio para obtener ciertos fines, al ser producto de la voluntad política, y más 
como mecanismo de construcción económico-social.  
Quinta: El modelo de la globalización entendido en los términos actuales es incom-
patible con el proyecto de la universalidad de los derechos humanos, afectando 
principalmente a los derechos políticos, a los sociales y a los culturales, los cuales que-
dan relegados a un segundo plano y son reducidos a una extensión mínima. Este con-
texto afecta especialmente a los grupos desaventajados, que se ven desprotegidos y sin 
posibilidad de llevar una vida digna dentro de la sociedad a la que pertenecen ya que sus 
necesidades básicas no están cubiertas, y las personas que forman parte de ellos habrán 
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de realizar esfuerzos heroicos para lograr alcanzar sus metas, cuestión que en términos 
de justicia no resulta aceptable.      
 
La desventaja de dichos grupos viene causada por razones muy dispares entre 
sí, socioeconómicas, culturales, situacionales, debidas al sexo, a la edad, etc., o por una 
combinación de ellas, potenciando la globalización un modelo no integrador ni tampoco 
emancipador. Por tanto, las situaciones de pobreza, exclusión y fragilidad social se  
agudizan, siendo los inmigrantes uno de los grupos más afectados en términos reales 
por la globalización. 
 
Sexta: Una de las cuestiones objeto de estudio en la tesis han sido las migraciones por 
situaciones de conflicto bélico, catástrofe o extrema pobreza y las respuestas jurídico-
políticas a este tipo de nuevos escenarios. Desgraciadamente tan solo el 15% de la 
población mundial habita en zonas desarrolladas, lugares donde los derechos sociales y 
la protección al ciudadano son respetados. La tesis ha distinguido entre las migraciones 
por motivos geopolíticos y aquellas que obedecen a circunstancias económicas, aunque 
con cierta asiduidad pueden llegar a coincidir en algunos casos. Los Estados receptores 
pueden facilitar entornos de aceptación social plena y regulación en la sociedad de 
acogida que incorpore, además, el núcleo familiar completo, situación distinta a quie-
nes precisan ayuda ante circunstancias excepcionales que permitan la supervivencia y 
que, terminado el fenómeno que causó la migración, vuelven nuevamente a sus países 
de origen. Europa y en especial España, necesita rejuvenecer su población y creo que 
esta es una oportunidad única para dar un enfoque global a los procesos migratorios que 
culminen con un compromiso intercultural que satisfaga a ambas partes. 
 
Séptima: La UE pretendió desde su creación una unión duradera, sin embargo, la desu-
nión parece evidente. Se legisla de acuerdo a los intereses de los Estados en un momen-
to histórico cuyo dramatismo exige que se detecten unas líneas generales de actuación 
en el ámbito de la extranjería. España no es precisamente una excepción, pues cambió 
su legislación constantemente a través de diversas Leyes Orgánicas sobre derechos y 
libertades de los extranjeros con sus correspondientes Reglamentos de desarrollo e ini-
ció diferentes procesos extraordinarios de regularización de extranjeros que fueron 
contestadas duramente  por los países miembros al considerar un posible efecto llamada 
para el resto de migrantes. 
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Como se expone en la tesis, España es uno de los países más envejecidos del 
mundo que necesariamente precisará de mano de obra en sus diferentes niveles. Las 
pensiones sufren recortes y la jubilación se retrasa para conseguir equilibrar los gastos 
con los ingresos, nacimientos con defunciones, pero ello no basta; un trabajador no 
puede mantener a dos inactivos sin las reformas necesarias. Aunque en mi opinión, este 
planteamiento no es del todo cierto, pues el IRPF es abonado por los jubilados como si 
estuvieran en activo, inclusive algunos sectores de incapacitados (Incapacidad Perma-
nente Total). Una posible solución vendría de la mano del adelanto de la jubilación pues 
en el futuro los jóvenes carecerán de los suficientes recursos cuando envejezcan. Del 
mismo modo debería establecerse la pensión sobre el cómputo de la vida laboral 
completa, con las correcciones debidas en función de causalidades previamente tasadas 
y facilitar que el jubilado a los 65 años o antes, pueda trabajar percibiendo íntegra su 
pensión que consigue después de largos periodos de cotización, no hay razón para 
promover descuentos económicos tan importantes que incitan a no seguir cotizando y 
poniendo obstáculos, mandarían las reglas del mercado y trabajaría quien tiene aún po-
sibilidades de hacerlo, como sucede con las jubilaciones flexibles en Alemania, Francia, 
Reino Unido, Suecia, Finlandia, Noruega o Portugal. Lejos por tanto de Bélgica, 
Dinamarca o Países bajos donde prima ahorrar dinero público en vez de impulsar el em-
pleo más allá de la edad reglamentaria de jubilación. Tampoco veo justificación en   
cotizar distinguiendo en función de renta conseguida la jubilación, pues se sigue discri-
minando a quien más ha contribuido en el mantenimiento del estado de bienestar. 
 
Octava: Los Estados establecen una política migratoria dependiendo de sus intereses 
económicos y políticos. En materias delicadas como la nacionalidad y extranjería, existe 
una competencia exclusiva de las naciones, asunto que en vez de unificar criterios es-
carba en la crisis europea al no aprobar una política común en un momento en el que las 
fronteras estatales se vuelven vulnerables por los problemas aludidos anteriormente. 
Una posible solución vendría por promover e estimular en los territorios de salida, como 
inicialmente se proponía en Libia, lugares equipados que recibieran a su nacionales. No 
parece que tenga mucho sentido eliminar la ruta de los Balcanes (que acabará creando 
otras más difíciles de proteger y que en los arduos trayectos costará más vidas humanas) 
y concentrar en un único y discutible territorio que no parece democrático (Turquía) a 
todos los refugiados.  
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Las políticas represivas cada vez son más persistentes, se fomenta la expulsión 
y reclusión en centros de internamiento temporales, permitiéndose que las familias pue-
dan estar juntas en estos centros de “detención administrativa”, al margen de que hasta 
el año 2015 los CIE no han tenido un Reglamento y es que la fría deportación o las 
“devoluciones en caliente” alejan la idea de una Europa noble, humanitaria, que no hace 
mucho tiempo recibió el premio Nobel a la Paz. Asimismo parece injusto penalizar a 
quienes ayuden en sus domicilios a personas “ilegales”, como plantea Italia, o bien las 
propuestas de Inglaterra, Dinamarca, etc. La sociedad europea no puede permitirse 
avanzar hacia la criminalización del migrante. 
 
Que duda cabe, las fronteras deben ser mantenidas, pero sin apoyo a los países 
pobres nunca desaparecerá el problema. África (descarto el neocolonialismo), es una 
muestra de cómo un Continente sin ayuda internacional jamás podrá desarrollarse en 
plenitud. También conseguir involucrar a los países para detener a quienes por medio de 
la extorsión se lucran con la desgracia del prójimo, aplicando sanciones penales y eco-
nómicas severísimas. El Código penal en esta materia debería de ser reformado para que 
los bienes incautados reviertan prontamente en la lucha contra el crimen internacional.  
 
Novena: La integración del ciudadano extranjero pasa por la formación y cualificación 
profesional, como es el caso de  ingleses o alemanes. España prefiere trabajadores de 
perfil bajo en sectores primarios y de profesiones de difícil cobertura. La tarjeta azul 
(residencia temporal incluso para extranjeros no comunitarios, con límite tiempo de 
permanencia) pretendía unificar este criterio, pero ha fallado a nivel europeo cuando se 
pensó en el modelo green card estadounidense (trabajar sí, ciudadanía no). 
 
En la actualidad no es posible fijar un modelo de integración pues depende en 
gran medida de las circunstancias de cada Estado. En la UE hay más de 26 millones de 
parados, muchos de ellos estructurales y sin posibilidades de hallar trabajos estables. 
Hoy se plantea por las autoridades un fondo europeo para pagar el desempleo, propuesta 
que no parece tener largo recorrido. Necesitamos desarrollar sin dilación la gobernanza 
económica para evitar los choques asimétricos derivados de la coexistencia de una 
moneda única –no todos los países aceptan esta regla- y un mercado interior con 
distintas políticas económicas, sociales y fiscales.  
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Décima: La integración del extranjero que accede al territorio nacional suele ser fácil, 
aunque depende en buena medida de sus raíces y del cumplimiento de la legalidad 
vigente. Finalmente el paso lógico, especialmente para los no comunitarios, sería la 
adquisición de la nacionalidad española (en algunos casos facilitada por la existencia de 
Convenios de doble nacionalidad) cumpliendo con una serie de requisitos espinosos y, 
en ocasiones, un tanto arbitrarios por la falta de concreción como hemos tenido ocasión 
de señalar en la tesis. Ahora bien, como señaló la STC 180/1996 de 12 de noviembre, 
“han de ser dotados de contenido concretos en cada caso, mediante la aplicación a sus 
circunstancias específicas de los factores objetivos y subjetivos que sean congruentes 
con su enunciado genérico”, o STC 91/2010 de 15 de noviembre por citar una más 
reciente. Y a mayor abundamiento hay que valorar, ponderar caso por caso, todos los 
elementos y circunstancias que concurren en los solicitantes, que quedan muy lejos de 
consistir en una simple labor de verificación de la aportación de documentación, o 
basarse en impresiones o afirmaciones subjetivas por parte del órgano competente ca-
rentes de fundamentación jurídica. 
 
 En definitiva, parece lógico que si en los próximos años la UE va a necesitar   
un aumento de la población extranjera se articule un sistema coherente de acceso, 
permanencia, movilidad e integración, que culmine en la asimilación a los nacionales. Y 
esta política migratoria a la que nos referimos, no puede llevarse a cabo al margen de 
los Estados integrantes de la denominada “Unión Europea”, aunque respetando las 
necesidades particulares de las naciones y el respeto a los acuerdos y Convenios con los 
que cada Estado tenga una especial vinculación histórica, cultural, lingüística, etc. 
Además el fenómeno de la globalización ampliamente analizado en la primera parte de 
este trabajo, conlleva a que las políticas migratorias y el consecuente respeto de los 
Derechos Humanos trasciendan incluso de los modelos de integración política y econó- 
mica regionales y, pasen a constituir una preocupación mundial cuya solución requiere 
de respuestas más globales. 
 
Undécima: Finalmente cuando el extranjero residente en nuestro país, alcanza un gran 
nivel de arraigo puede integrarse plenamente en nuestro sistema jurídico consiguiendo 
la nacionalidad española. No obstante, deberá de cumplir una serie de requisitos, entre 
ellos un determinado tiempo efectivo de estancia legal en el país y, desarrollando una 
vida profesional, tributaria, personal, etc. Asimismo deberá constatar que cumple con 
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los complejos conceptos jurídicos indeterminados de “buena conducta cívica” y 
“suficiente grado de integración”, pero a mi parecer, la última reforma sigue sembrando 
dudas de garantía y seguridad jurídica y creo que debería de potenciarse la adquisición 
de la nacionalidad por residencia (arraigo). Asimismo convendría ahondar en la agi-
lización de los procedimientos mediante la introducción telemática de los datos y, el 
seguimiento del expediente por parte de un departamento dependiente del Ministerio de 
Justicia que gestione de modo exclusivo con el objetivo de alcanzar una mayor 
celeridad que simplifique y abarate los trámites. Me parece importante resaltar las 
últimas novedades respecto a la nacionalidad de quienes en justicia, aún no han 
obtenido el reconocimiento y que por tanto siguen discriminados (Moriscos, Saharauis  
–por pertenecer a un país no reconocido-, o hijos de españoles que han quedado fuera de 
la ley de Memoria Histórica). No es descabellado pensar en la obtención de la naciona-
lidad por Carta de naturaleza, procedimiento que muchas veces depende del arbitrio y 
signo político del gobernante. Para terminar deseo resaltar el derecho judicial o tutela 












ACNUR: Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados 
AI: Amnistía Internacional 
Art.: Artículo  
BM: Banco Mundial 
BOE: Boletín Oficial del Estado  
CAR: Centro de Acogida de Refugiados 
CC: Código Civil 
CCAA: Comunidad Autónoma 
CCOO: Comisiones Obreras 
CE: Constitución Española  
CEDH: Convenio Europeo de Derechos Humanos 
CEE: Comunidad Económica Europea  
CER: Centro de Estancia de Refugiados 
CETI: Centro de Estancia Temporal de Inmigrantes (preventivos) 
Cfr.: Confróntese 
CIDOB: Centro de investigación, Documentación y Divulgación para las Relaciones 
Internacionales 
CIE(s): Centro(s) de Internamiento de Extranjeros  
CORN LAWS: Aranceles a la importación para apoyar el grano británico (1815-1846) 
CPI: Corte Penal Internacional 
DDHH: Derechos Humanos 
DESC: Derechos Económicos, Sociales y Culturales  
DF: Defensor del Pueblo 
Doc.: Documento 
DT: Documento de Trabajo 
DUDH: Declaración Universal de Derechos Humanos 
EEA: Emigración Española Asistida 
EPA: Encuesta de Población Activa 
EURATOM: Comunidad de la Energía Atómica  
Europol: La Oficina Europea de Policía 
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FAIIRE: Fondo de Apoyo a la Acogida e Integración de Inmigrantes y al refuerzo 
educativo 
FMI: Fondo Monetario Internacional 
Frontex: La Agencia Europea para la Gestión de la Cooperación Operativa en las Fron-
teras Exteriores (de los Estados Miembros de la Unión) 
GATT: Acuerdo General de Comercio y Tarifas 
IEE: Instituto Español de Emigración 
Ined: Instituto nacional de estudios demográficos 
INE: Instituto Nacional de Estadística 
IPREM: Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples  
LECr.: Ley de Enjuiciamiento Criminal  
LO: Ley Orgánica 
LODLE: Ley Orgánica sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros 
LOEx.: Ley Orgánica de Extranjería  
LOREG: Ley Orgánica de Régimen Electoral General 
MC: Mercado Común 
MENA: Menores Extranjeros No Acompañados 
MNP: Mecanismo Nacional de Prevención de la tortura  
MSF: Médicos Sin Fronteras 
NAFTA: Acuerdo de Libre Comercio de América del Norte  
NEPAD: La Nueva Alianza para el Desarrollo de África 
NIA: Instituto de Envejecimiento de EEUU. 
NIE: Número de identificación de extranjero  
OCDE: Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
ODM: Objetivos de Desarrollo del Milenio 
OIT: Organización Internacional del Trabajo 
OMC: Organización Mundial del Comercio 
ONG(s): Organización(es) no gubernamental(es) 
ONU: Organización de las Naciones Unidas 
OTAN: La Organización del Tratado del Atlántico Norte 
OUA: Organización de la Unidad Africana 
PECI: Plan Estratégico de Ciudadanía e Integración 
PECO: Países de Europa Central y Oriental 
PERE: Patrón de Españoles Residentes en el Extranjero  
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PIDCP: Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
PNUD: Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
RD: Real Decreto 
RDGRN: Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado 
STC: Sentencia Tribunal Constitucional  
STS: Sentencia Tribunal Supremo 
Sup.: Suplemento 
TC: Tribunal Constitucional  
TCE: Tratado de la Constitución Europea 
TCECA: Tratado constitutivo de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero 
TEDH: Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
TFUE: Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea 
TJCE: Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas. 
TJUE: Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
TPI: Tribunal Penal Internacional 
TS: Tribunal Supremo 
TUE: Tratado de la Unión Europea 
UE: Unión Europea 
UGT: Unión General de Trabajadores 
UNED: Universidad Nacional de Educación a Distancia 




<< >>, “ ”: Signos que han sido utilizados en la tesis cuando se citan artículos, 
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